IIDICl ALFABLTICO 

POR LOS 

twm n us partís u las cusas cohtkhidas u íl mun cu 



A 

Alearé, Alejo, criminal, contra; pnr tentativa de expe- 
dición de billetes de Banco í&hm 101 

Al mirón, Gerónimo, criminal, contra, por substración y 
violación de correspondencia * 358 

Al tolano ir re, don Juan María, contra la provincia de 
Buenos Aires, sobre inconstitucional idad del impuesto 
á la producción y devolución de dinero 306 

Angaut, don Juan, contra la Provincia de Buenos Aires, 
por devolución de impuestos 

Ateaoux, Alaria L., con el Pisco Nacional, por i n Tracción 
á las ordenanzas de aduana 167 

B 

Bal parda, don Juan B-, contra el Gobierno Nacional, so- 
bre ubicación y entrega de tierra — 303 



7f', J /.'-- : : f ' - ■ •' • '-r v ■ ' " - 

Banco Constructor de La Pinta contra el Gobierno Na- 
cional i par cobro «le pesos 1 ; >5 

Bastida, haiuún y Leopoldo Mnrgma, criminal, contra, 

por robo, Kecurso de revisión 203 

Helalbré, don Alberto, contra el Juez de Paz de la sección 
28, don P. S. Duchein, por prevaricato. Kecurso de 

hecho .»..».* » * ¿o i 

Keyermau, Emilio, su extradición solicitada por las 

autoridad es del Imperio Alemán * ■ 

Bolaño, .Insto, criminal, contra; por homicidio 

BoBcb, don Juan, contra ln Provincia de lineaos Aires, 

por despojo; sobre admisión de una carta de pobreza HU 
Brinkman, Ernesto, su extradición solicitada por la Lega* 
ció 11 del imperio Alemán %Wí 



Carballo, dou José, contra Ileiiry Charles Slephens, por 
danos y perjuicios; s»brc competencia 

Cliuít, don Vicente, en autos coa doa Carlos A. Cam- 
bia/./,», por cobro de pesos. Recurso de becho A¿í3 

Compañía de Ferro-carriles de Entre- Ríos en mitos ccm 
el Gobierno Nacional, sobre cumplimiento de np ron- 
trato. Kecurso de hecho. W$ 



Dellepiane, dou Héctor, contra la Provincia de Santa l ? é, 
por cobro de ¡iesi»s; sobre competencia . £83 

I)e la Fuente, don Maximino, solicitando la inscripción 
de un diploma * * ■ 

Dreylus y Cia , don Armand, contra lo Provincia de 
Buenos Aires, por devolución de dinero pagado eu con- 
cepto de impuesto de guias ■ ■ ÜPB 
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Empresa «Depósitos y Muelles de las Catalinas» contra 

el Gobierno Nnuional, por indemnización de danos é 
intereses*. . * 33 

Empresa de Transportes Unidos contra el Ferro-carril 
Gran Oeste Argentino y otros, por daños é intereses; 
sobre competencia .... 331 

Escudero, José Domingo con Alejandro Sarmiento, por 
estafa; contienda de competencia 172 

Espinosa, doiVa Manuela V. de, en los autos de la testa- 
mentaría de don Manuel Ha pinosa. Recurso extraordi- 
nario 340 

Estrella, Domingo y Zacarías Fuentes A raguna, criminal 
contra, por violación* contienda de competencia. . . , 403 



Ferro-carril Buenos Aires y Rosario eu autos con dona 
María IV de Giovacchíni, por danos y perjuicios. Re 



curso de hecho • • 141 

Ferro carril Buenos Aires y Rosario, en autos con dona 
tiatanislada Ferreyra de Quintana, por indemnización 
de danos y perjuicios. Recurso de hecho 421 

Ferro* carril Central A r» entine con don Santiago Rocca 
y Hno., por de va loción de flete y daños y perjuicios; 
sobre competencia * . . , 324 

Ferro-carril Gran Oeste Argentino con González Alva- 
res y Cia.. por devolución de fletes y pago de daños y 
perjuioioj; sobre competencia . 279 

Ferro-carril Gran Oeste Argentino y otros con la Em- 
presa de Transportes Unidos, por daños é interesas; 
so ¿re competencia. . >■.,,».,,, »>.,..... 





i"'- " « 
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Firpo, d(ni Federico y otros, nuil ni la Municipalidad 
del Rosario, por danos y perjuicios* Recurso de hecho 148 

Fisco Nacional contra Muría L. de Ateuoux, por infrac- 
ción á lus orden a n zas de Aduana IB? 

Fisco Nucitmal contra F. Le val I oís, por introducción de 
mercadería*? de transito sin pajgo de derechos 11J4 

Fisco Nacional contra don Nicolás Mihunovjeh, por in- 
fracción de la ley de aduana 340 

Fuentes. Abraham, criminal, contra; por homicidio. ... 74 

Fuentes A ni» un a, Zacarías y Domingo Estrella, oriuii- 
nal, contra, por violación; contienda de competencia. . 403 

G 

Galenun, Eustaquio y Félix Sánchez, criminal, contra; 

por t'u^a de presos; con Mida de competencia ÍHi 

Garre, don Bautista, contrn la provincia de la Uioja, 

sobre nulidad de decretos sobre concesión dentinas.- *0i 
Garzón, dtpu Antonio y otros, contra la províueiu de Cór- 



dob», por cobro de pesos; sobre eviceióii 398 

Gigena, don Francisco S., contra don Juan Pelleschi y 
don Federico Machí ulay, por daños y perjuicios; con- 
tienda de competencia '29 

Gobierno Nacional con lu Km presa «Depósitos y Muelle» 
de lus Cala Unas*, por indemnización de daños c inte- 
reses * • -iO 

Gohicnvo Nacional con el Banco Constructor de La fia 
ta, por cobro de pesos £55 

Gobierno Nacional contra 'The Argeutine Land and In- 
vestí ¡iieut Cumpa ny Limited*, sobre nulidad de un 
laudo iirbitra! 239 

Gobierno Nacional con don Juan 15. Bul parda, sobre ubi- 
cación y entrega de tierra ... 303 



oí muí vaciojul 457 

González Alvarez y Cia. contra el Ferro Carril Gran 
Oeste Argentino, por devolución de fletes y pa^o de 
danos y perjuicios, sobre competencia ... 273 

González, llamón, criminal contra, por violación de la 
ley puní. 40U7 sobre juegos de azar; sobre inconstitu- 
cional ¡dad 

Gore Studert, don Roberto y don Alejandro tíolau, Al- 
baceas en los autos de la testamentaria de don San- 
tiago Temple, Recurso extraordinario 352 

H 

Haliet Marchall, don Jorge, en autos con don Nicolás 
Vetere, sobre falsificación de una patente de invención, 
Recurso de becho 41ü 

Hernández de Cárrega, doua üeidainia, contra la Provin- 
cia de Corrientes; sobre entrega de un campo ú devo- 
lución de su precio y danos y perjuicios 117 



Irigoyeu. don Kernardo, contra la Proviucia de Buenos 
Aires, sobre incoustitucionalidacl, del impuesto á la 
producción y devolución de dinero 297 

Iturraspe, don Juan B. t en autos con don Mariano Olazo, 
sobre interdicto de retener. Recurso de hecho 91 



Lassús, dona María, contra la Provincia de Unenos Ai- 
res, por cubro de pesos 6 m 

Levallois, F. con el Fisco Nacional, por introducción de 
mercaderías de tránsito sin pago de derechos m 
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M 

Mihanovich, don Nicolás con el KUeo Nacional, por in- 
fracción «le la ley de Aduana - • . 3*í¡ 

Molina, Amalio Cristóbal, crimina!, contra, por homici- 
dio * H 

Municipalidad de Mendoza uoti don J. Se rapio bizarro, 
por nulidud de sentencia; sobre procedencia del recur- 
so ext raí ordinario 

Manicipalidatl del jasarlo eon don & siiarv. por 
cobro ejecutivo de pesos ^ 

Murgaia, Leopoldo y Kamóu Üástida, criminal, contra, 
roí* robo Recurso de revisión • ¡mo 

O 

Olivera, don Kranciseo, en las actuaciones seguidas ante 
la justicia local de Santiago del Estero con motivo de 
una denuncia di' tierras tiseules hecha por don Re- 
inicio Uoininiíuex; sobre oposición á una mensura, , '¿45 

F 

rPaltuas IVmhice Coinpauy Ud» contra la Provincia de 
Unenos Aires, sobre iueoustitueioimlidad de impuesto y 
devolución de dinero * 

PelJescHi, don Juan y don Kederieo Maekiulny con don 
Francisco S. fiigena. por daños y perjuicio»; contien- 
da de coiu peí encía- 

Pizarra, don .1. Se ra pió, contra la Municipalidad de Men- 
doza, por nulidad tle sentencia; sobre procedencia del 
recurso extraordinario ♦ - • '¿14 

Provincia de lineaos Aires cun don Juan Ilascb, por des- 
pojo; sobre admisión de una carta de pobreza 89 



DI JOSTIQU NACIO MAL 45$ 

Provincia de Buenos Aires con Saárez y Goazátea y otros, 
sobre incuiisLirimifiiialitlad del i 111 puesLn óe finias y 
dcvuiueión de rimero 2W) 

Proviriuiu de Unenos Aire* con don Bernardo di; tribuyen, 
sobre ineonsiiuiciounfidad del impuesto din producción 
y devolución de dinero , "¿97 

Provincia de Buenos Aires coa don .luán Mari» Altolngui- 
rre, sulin; iacuntitituoiooatidad del impuesto ú Iti pro- 
ducción y devolución ríe dinero ;h;i¡ 

Provincia de lineaos Aires con don Annaud Dreyl'us y 
Qfáv, por devolución de dinero paitad" en concepto dé 
impuesto de guias* ...... , ><# *1H0 

Provincia de Buenos Aires cun don Juan Anguín, por 
devolución d* impuestos ..... ¡KW 

Provincia de lineaos Aires coa duna Marfil Lassiis, por 
cobro de pesos..** 4 - ¿7 

Provincia de Unenos Aires cun «The litver Píate Kresch 
&Ieut>, sobre devolución de sumas de dinero 130 

Provincia de líueuos Aires con «Las Ptilmas Produce 
Company l.uh, sobre ineonsiiuieionalidud de impues- 
to y devolución de dinero 435 

Provincia de Córdoba con don Antonio Gar/ún y oíros, 
por cubro de pesos; sobn- evieeión ÍJPfl 

Provincia de Corrientes con dona Ueidnmia HernñudeA 
de Cúrrela; sobre entrega de un campo ó devolución de 
sn precio y daños y perjuicios 1 17 

Provincia de la Itioja cun don Bautista í Jarre, sobre nu- 
lidad de derechos sobre concesión de tuinas 204 

Provincia de Santa Vé con don Benito Villauuevn. por 
expropiación é indemnización; sobre revisión 59 

Provineiu de Santa Fe* con don Héctor Uellepiane, por 
cubro de pesos; sobre competencia ... 183 
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R 

«Riveí Píate Fresen Meat» contraía Provincia de Bue- 
nos Aires, sobre ti evolución Je sumas de dinero. , . - USO 

Rocca, don Santiigo y Hnus. contra el berro Carril Cen- 
tral Argentino, [»or devolución de Ilutes y danos y per- 
juicios; sobre competencia. , — 



Sánchez, Félix y Eustaquio Gaicano, criminal, contra, 
por fuga de presos; contienda de eoinpeteno;i. 9o 

Shary, don Juan F., contra la municipalidad del Rosa- 
rio, por cobro ejecutivo de pesos... 

Sarmiento, Alejandro, contra José Domingo Ksoudero, 
por estafa; contienda de competencia mS¡ 

Stephens, don Henry Charles, con don Jos.* Carballo, por 
da & os y perjuicios; sobre competencia * . ■ ■ al9 

Suárea y González y utron contra la Provincia de liue - 
uos Aires, sobre inconstitucional idad del impuesto de 
guias y devolución de dinero. «00 



«'Pía Argentine Laúd and Uvestiment Üompany Limi- 
ted,' con el Gobierno Naciomil, Bobra nulidad de un 
laudo arbitral ¿*W 

U 

ligarte, don Marcelino, con don Juan F. Vi ton, por viola- 
ción de la ley electoral; sobre inconstitucional idad del 
art. 9 ' de la ley nú tu 4578 . . X® 
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V 

Vedia, don Amustio, pide regulación de honorarios en el 
juicio arbitral entre el Gobierno Nacional y la Provin- 
cia de Buenos Aires, sobre terrenos del Parque :i de 
Febrero ... . . , ííM1 

Vicario General de la Diócesis del Paran*, en las actua- 
ciones sobre diligeneiamiento de un exhorto del juez 
del crimen de Corrientes. Recnr.su de hecho. 2ÍJ4 

Villanneva, don lienito, cmitra la Provincia de Santa l<Y, 
por expropiación é indemnización; .sobre revisión íi» 

Vi ton, don Juan Francisco, contra don Marcelino ligarte, 
pút violación de la ley electoral, decurso de hecho. . 53 

Vitón. don Juan K., contra don .Marcelino Liarle, por 
violación de la ley electoral; sobre inconstitucional i- 
dad del art, 9« de la ley rimo. 4578 , , m 




DC LIS fnSTEHlflS CODCENIDflS EN ti VOLUMEN CU I 



A 

A Nucen* roHitUufeM. -No es contrario al tratado con In (irán 
liretnüa de 2 de Febrero de 1823, ni á ]» ley nacional 
núm. de Setiembre de) níio Í«iíT> s»bre intervención 
de ni bancas consulares, nn auto pe no hace lugar pro- 
visnriaiiiciiie ó la recepción del ("ramenio de lo* ulln- 
cea* consulares, mientras nn se deduce la mitidm] del 
test amen tu. ;iv¿. 

.1 pelacián ¡wa míe la Supremn C<>rh:-E\ an. 51 de la 
lev de patentes de invención de 11 de Oeinbre de IHtil, 
en cuanto en úl se establece que del fallo del Jiies« de 
Sección habrá apelación para a ule la Suprema Corte, 
lia sido derogado perla ley especial d# jurisdicción y 
competencia de tus Tribunales Federales, de II de 
Ktieni de linr,! (an. :t- y 17 ley nnni. .íu.v»), Pag, 4ttJ. 

Atn favivn j ara unte ta Snprana ¿?prfe.— Una causa criminal 
por substracción y violación de correspondencia, en 
tiue la pena i ni puesta al reo es ta de cinco anos do tri- 
Imjos forzados é inhabilitación para ejercer cargos pú- 



blicoa, no se halla comprendida en ninguno de los caaos 
previstos por los arto, y ti" de la ley núin. Ufó»; 
Pág. 358. 

.Itriori-ttcfón lei/isUifirn,- No desconociéndose la existfinei* 
de la deuda de que es responsable la provincia, la Tal tu 
tic autorización legislativa jpérá efectuar el pago no 
puede obstar á la acción del acreedor que Restíonft judi- 
cialmente el cobro de aquella. Púg. i'¿7. 

B 

ttfenét émMtgaHw -El art. & de ta GoastitueMn da Sua- 
ta Kéy el U de la Ley Orgánica Municipal de la misma 
provincia son Incompatibles CÉOttlO legislado en loa arte, 
y "WU del Gíid Civil. Pág* -tTa. 



C^ría ífe pobreza. -Procede la admisión, á sos efecto-;, de 
una carta de pobreza espedida per autoridad jndicial 
de la Provincia de Huenos Aires, de conformidad con 
lo dispuesto en el art. 5117 del Cúd. de Proeed. dé la 
Capital. Pág. Sí». 
GifQHiaaón de bilklrs de Banco Ttumw de 

delitos de la misma especie, como son los de circula- 
uto a y tentativa de ciru alació ri de billetes falsos, el 
juez puede legalmente condenar por él secundo de 
dichos delitos» aun cuando este no bubiere sgo 
materia especial de acusación por parte del Ministerio 
Público; siempre 0>a tul delito de tentativa estuviese 
comprendido, en general, dentro de la clasificación «le 
los hecho;! que ha servido de base á la acción pública, 
ha ley número HH'.i, sobre reformas al t'ód. Penal, uu ha 
modificado la peoatidad establecida en la ley oúm. 3972, 




sobre represión de \m de) i tos dé fnl.s¡l]caciiin y circn* 

líicí ''U «Jt: inci ir ¡ > > r a < l;i ¡i dicho «mli^o desde su 

proniol&neitfn, en isuaato ntodihea el ¡irt. *ír> del mismo. 

3" Hs justa la genteneia tjtia impune la pena de diez y nueve 
artos de presidio, sus accesorios lábiles y mulla de seis 

mi! pesos immeda nacional, ttl r Leí delito, fie teutu* 

Uva de expendicniLi de billetes de Ilanco falsos, eouie* 
tído qqd |n einmustaucia agravante de ser reincidente, 
y ríi n atetillan Lo alguna, iv^. lo i. 

Camisn, — Ks justo el rinnjsn de inercnderíus sujetas á dere- 
chos de Aduana, Llegada* subrepticiamente sin haber 
sida inani tostadas en furnia alguna t*ág, ÍÍF7, 

Comprtrliritt. Véase « ,1 n risdicenbl » . 

VoMptuimi"» m'MltaL— Para qne una escritura di* compro- 
mino arbitral obligue ú hi NacÍ4»n, es rieeesarin, enu 
arreglen ai art. 8$) da la Constitución Nacional y art. 
3* de la ley núm, !17'¿7, subir organización de los tu i- 
nigerina nacionales, y Iwjo pena de imltdnd del huido 
que s« dicte, ijue :í su eelebraeu'm (juaenrra un aojo el 
respective 1 Secretario de Estado, simi también el Presi- 
dente de la líepúhlica. 

ha aircunsianeta tle *¡up el coniproiníso esté de acuerdo 
finí el dccicTi" del iNtiliT Bj ecu ti vo so nietiendo d arbitraje 
[g cuestión, no basta para alterar ln.s efect»* locales de 
lo falto de intervención en yú\tíó\ del Presidente de la 
Cep.ihliea. Piig. >:>!> 

Congreso Náeioiioli. — Kl Congreso de la Nación no está obli- 
gado ;i conferir ¡i los jueces fedérales toda lajurisdic- 

ciúu ijiie ellos deben ejercer, en general, < arreglo 

el nr! l'OO de la Constitución Nacional, Ritgi tiíít 

('(tHt/t'H'fu *fc ntmpeteticia No habiendo contienda de com- 
petencia, lie tiene ;i ¡itieirbin l;t disposición del itlCtsn ij) 
del art. ! x de la ley ÍÓ5o. Pdg. lU. 

30 
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Contiendas de competencias. — El procedí miento de las con- 
tiendas tic competencia tiene por base necesaria la 
existencia (le Los procesos en trámite o ú iniciarle pur los 
respectivos Jueces; de tal suerte '¡ue carece de objeto por 
Talla de causa, cuando alguno de los juicios Lm terminado- 
Las contiendas de competencia no pueden suscitarse una 
ve/, concluido el juicio, ni en materia militar después ijiic 
el Presidente de la República ha aprobado la senten- 
cia dictada por el Consejo de Guerra. Pñg. StLi. 

Contienda de competencia. -La cuestión de incompetencia por 
inhibitoria no puede considerarse- t rabada si nú omitido 
se formaliza en los términos de tos urts» üt y T>'¿ de la 
Ley de Procedimientos. Pág. ÜiO. 

D 

Defraudación á fa fmtútdú Aduana.— Es justa la sentencia 
que condena, sin perjuicio del abono de los derechos 
Císcales, ul pago de una mulla inútil al valor de los 
efectos introducidos por la aduana, cuando el despacho 
se sol i citó couio de mercadería nacionalizada procedente 
de un puerto argentino y resulta que esta viene del 
extranjero. Pag. 104. 

Defraudación á la renta dé wfnana.—\s.i introducción de un 
cargamento de trigo procedente del extranjero, intro- 
ducido á plaza con permiso de desembarco de frutos 
del país ó de productos en tránsito, sin haberse probado 
ijue dicho trigo fuera para semilla, hace pasible al 
importador de la multa de dobles derechos á beneficio 
del denunciante, sin perjuicio del pa¿o del impuesto 
liscal. Pag. ¡Hf!. 

Demanda improcedente.— Es improcedente la demanda contra 
la Nación, limitada á pedir la ubicación y entrega de 
solares en los términos de la ley de premios núm. ll¡V8. 
Pas;. at)3. 
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Donación.— Pwbado que la falte en l» eóaa donada es ini- 
¡wiubLe ul donante, éste debe al donatario o tí sus suce- 
sores en el titulo, la mdeiuui/.uiuóu correspondiente de 
nouerdo oon loa aru M® f tpíi y del Código Ci- 
vil. Piiíí. Pf. 

E 

Entregadé inmueble mmlOo. -La ObU^nlaa de entregar un 
¡mnacle vtMitlido.es pers mal, y se prescribe en los 
términos establecidos peo- el nrimulo l(M del Código 
Civil, contados des.1i: lu tVcha del otorgamiento del 
titulo de ,..o piedad. Pag, J l". 

Execciones ia faWt y dé imuticimw ,fr protestó.— Las 

excepciones de falta y de iusuluó i» de la protesta 

deben estimarse opuestas extemporánea amule al alegar 
de bien probado, Pag. 2¡0& 

Extrntlifiñn, --Es procedente ta extradición solicitada por 
las autoridades dtd Imperio Alemán, á litol" de recipro- 
cidad, de un industrial nropiétario de un estableci- 
miento di- cantería acusado di; bancarrota fraudulenta 
Cuando la prescripción im lia sido opuesta, el auto de 
prisión lia sido expedido por jnésfi compeleute, la iden- 
tidad no se ha objetado y la solicitud lia sido ai:om- 
pañada de todos loa recaudos exigidos por la ley. Ka 
indubitable la autenticidad de los recaudos acompañados 
ul pedido de extradición, aun cuando no estuvieren le- 
galizados por el Ministro ó Cónsul argén! i no, si han 
sido presentados por la legación del país requeriente y 
pasados por el Ministerio de Relaciones Ulteriores á la 
consideración de los tribunales. Pag* ÍW. 

Extradición. —Fs procedente la extradición solicitada por el 
Ministro Plenipotenciario del Imperio Alemán, a título 
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de reciprocidad, de un procesado por defraudación de 
una su ni» que ae asegura exceder de quinientos pesos: 
noeiendo de aplicación, en el caso, la condición impuesta 
porel aiticulu IHfl del Código de Procedí mi en toa en lo 
criminal. Pag. "il'i. 



Gobierno Mütional— Véase 'Jurisdicción». 

H 

Homicidio.— Es arreglada á derecho 1» sentencia que impone 
la pena de doce añus de presidio y accesorios legales ni 
autor del delito de humicidio perpetrado con la eircus- 
tancia atenuante de embriaguez involuntaria pero in- 
completa- Pag. £4< 

Homicidio. — Ks arreglada A derecho la pena de onceados de 
presidio, vigilancia de la autoridad por un afro y demás 
accesorias del articulo lí.i del Código Penal, impuesta al 
reo del delito de homicidio perpetrado con las circuns* 
rancias atenuantes de embriaguez no completa, taita de 
intención de causar lodo el mal producido y estado de 
irritación sin culpa, en el momento de] licclio, y con la 
agravante de reiteración. Pag. 71. 



Im'owiti tur iauat hliid tle rirt/west©.— \mb provincia» carecen 
de t&cuitad nura gravar el libre tránsito ó la circulación 
de electos di; producción nncioiial. Par» que un impues- 
to se diifa establecido con inolivo de la exlraccíón 
de esos productos, basta que él se exija en el acto de 
la extracción, sin quesea necesario que el lejislador 
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local exouere de dicho impuesto á los prod netos restan- 
tes de la mí sitia naturaleza. Pág. 297. 

InconstUtttionalidad de impuesto.- Aun cuando se huya esta- 
blecido en la ley que el impuesto es á la produeión, sea 
con esta denominación ó con utra, el es inconstitucional 
si su percepción se hace eun ocasión del transporte & 
otni provincia ó al e,\i raicero. Pág. :tíM 

hmmstiUtv fonal idad de tvt/. -La ley nú tu. sobrehuesos 
de azur, 119 09 repugnante á los artículos 11, 17, \Uy 
M de la Constitución Nacional, pjir. ¡¿-,5. 

inmnstttrixmtdidml de ktf.- No desconociéndose que el valúa- 
dur hizo el cobro del impuesto á 110 mitre de una ley 
local, en beneficio de la provincia demandada y con 
aprobación del Poder Ejecutivo de la misma, procede 
la devolución de lo cobrado si el acto del cobro resulta- 
ra contrarío ú ta Constitución Nacional, aún en el 
supuesto de que esu ley Uubieru sido mal interpretada 
por el referido funcionario. 

Es repugnante ú la Constitución Nacional la ley de la 
Provincia de Hueuus Aires, de 11 de Enero de 1901, deno 
minada de impuesto ú la producción, en cuanto ella 
ordena el pagu del i m puesto antes de mover el pruducto 
del lugar úr producción ó ilepósi lo, cualquiera que sea 
el lugar del destino y aun en el caso de hacerse la ex- 
tracción ú nombre del dueito de ese producto, crin laa 
excepciones establecidas en favor, entre otros casos, de 
los que trasladan ganado de cria ó invernado «dentro 
de 1» Provincia, de un establecimiento de su propiedad 
á otro igualmente suyo». Páy.iSlil!. 
Inconttiiucionalidad de ley. -Es repugnante al art. 16 j 
correlativos de la Constitución Nacional ta ley de la 
Proviuciade Buenos Aires, de 11 de Euero de 1904, 
que impide sacar de la provincia para puntos fuera de 



470 táíLO* di la «mu «WTI 

ella los productos de la misma sin el pago previo del 
gravamen que establece. Púg. 4^0. 

Inwmt 'ituc tonalidad de fe¿\— La exigencia de la ley ile la 
Provincia ile Huenos Aires, ile 11 de Enero de líHJi, 
denominada de impuesto á la producción, pago 
previo de un gravamen a los productos destinados á 
ser transportado!» fuera de la provincia, es repugnante 
d lo establee ido en los arts. 10 y correlativos de la 
Constitución Nacional. Pág. 435, 

IncmstitttCioiUlliÜüil de h y —VA nrt. 8» de la ley miiu. 4578 no 
es repiiyrimiiir á la Constitución Nacional. Pág. 4-lí.í . 

l)tdt-iuni¿<trión. — ll«*suello por sentencia de la Suprema Corle 
de fecha W de Abril de 18í>7, tpie la impresa lie las 
Catalinas tenía derecho á í*lt indemnizada por la falta 
de giro pro puré in mil de la carga, en el caso de que ese 
giro no se ha hiera efectuado en la proporción estable- 
cida en el arL I" del decreto de '¿1 de Julio de 1875, 
aprobado paria ley deOiHuhre 13 de 1877, y acreditada 
esa falta de giro, procede la indemnización reclamada 
por tal concepto, Pug. ¡Jtí, 

Indewn Uant'm. monto de la iudeinni/,aeión debe lijarse 
por peritos , lomando como liase el precio de la cnsa en 
la época en quese produjo la falta. Pag ¡iífti. 

Zu6t:ripCÍbto CH ht muh'ifttbt de ubtnjndo$.— Procedí la inscrip* 
cripción en la matricula de la .Suprema Corte de un 
diploma de licenciado y doctor en derecho, expedido 
por la Universidad Nacional de Córdoba en el ano 1877. 
Pag. 5 



Jurisdicrüin.—Ln, demanda por indemnización de daños y 
perjuicios procedentes de nn acto reputado ilícito (en el 
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caso, un embargo en un juicio ejecutivo desestimado en 
delini va), importa el ejercicio de ona acción personal, 
cuyo conocimiento corresponde al jue¡¿ del domicilio del 
demandado. I'úg. 40; 

Jnr i^tUaión. ^ Corres pon de á la justicia común el conoci- 
niieiito de una causa por homicidio seguida contra un 
soldado del ejército, sí en el momento de cometer el 
delito el procesado no desempeñaba comisión mili lar y 
no hay constancia deque el logaren donde aquél fué 
cometido, estuviera sometido exclusivamente á la ju- 
risdicción militar. 6$, 
Jurisdicción.— K\ juez que decreta un embarco, es el compe- 
tente para conocer en los juicios que se promuevan 
sobre la propiedad ó mejor derecho de las cosas em- 
barcadas. £ág. 131. 
jHrisdkción.-V&va, los lines del art. 8 de la ley niiui. 48, 
solo corresponde tomar eo cuenta, en una ejecución 
contra una provincia por letra de cambio endosada en 
blanco antes de su vencimiento, la vecindad del ce- 
dente, cesionarios y demandante, siendo improcedente 
la excepción de incompetencia cuando éstos han probado 
estar domiciliados en la capital. RÍg. ÍH3. 
Jurisdicción. -Tratándose de causas entre un argentino y un 
extranjero, no surte el fuero federal por raaóu de ta 
distinta vecindad. En consecuencia, el argentino de- 
mandado por un extranjero ante los tribunales tócales, 
no puede declinar de jurisdicción fundado en aquella 
causal Pág '¿73. 
Jurisdicción— fil Gobierno Nacional al emitir certificados de 
tierra at portador en ejecución de la ley uúm. 1C28 ha 
procedido tJmo persona jurídica que realiza un solo 
regido por el derecho coniáu, y las controversias qne ia 
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amortización de í's'h e-trlí l¡L¡udo.> origine caen bajo el 
imperio do la ley uúm. :í!i.v¿. I'u^. ;!U3, 

Jmiytlicnóii. — (Jorre* ponde. á lu .Justicia Federal el conoci- 
miento <le u M:t acciún fiiuduilu t*ti It4 ley ít!*T¡J invocada 
p&r el utHor par* pedir m* liu^n efectiva lu responsabili- 
dad ijiie dicha ley esta bln-e por haberse solicitado y 
obtenido sin derecho un em U;ir*ítv decretado contra él, 
á jn*t ieíón ■:>•! dcmambido, IVcj, ■l|!>. 

Jurisdicción t ^Oottm[¡ondG A la jusiiciu federal el juzga- 
inienrn de lu.-* dtdiuis (Miiiuncs, trouitiiidus en lugares 
donde el gobierno nacional tiene exclusiva jurisdicción. 
(Kti el catín se Irutnhi del delito de violneuíti eniuetiiln 
en el campo denominado «ií,iis Andes»), J'hií. »IKS. 

Jnri&ltt riúH- — N« corresponde, nifinur ntntiritr, á (ajusticia 
federal e¡ conocimiento de una demanda contra ti n fe- 
rmuurril nn comal por devolución iltt Metes y danos y 
perj u icios que se liieeiÉ eiuiM Retires de La fulla de cum- 
plimiento de ti ti contrato de transpOi le. 
Su corresponde á la justicia federal, ,><•;■ razón de la di#* 
ti o tu vecindad de lus partes, el conocimiento de enjuicio 
en el que un se ha acreditado t\»u estos sean ciudadanos 
argentinos. IM:c. -i'Ji. 

,/^WW/Vc/ot»: ■ —('or responde al fuero lederal el conocimiento 
de una cansa que trata cu primer término de la iuLcr- 
p relación y aplicación de la ley de ferro carril es nacio- 
nules núm. '¿Hl"A y solo subsidiariamente de las di aposi- 
ciones del derecho común invocadas en lu demanda. 
Lo qoe determi 11 1 la eumpeleii da federal, por razón de la 
materia, con arreglo ;il ártico Ir» lu:) de la Constitución 
Nacional, no sou loa Fundamentos léanles aducidos por 
el acL<>r, --i no tos punios sobre que versen Ion causas 
promovidas, es derir, los hechos que lus motivan. Pág, 

mi. 




DK JtTBTIOlA NACIONAL 47ÍÍ 

Jurisdicción orttjiwiria.—Ltk interpretación que las autori- 
dades adminitrutivas locales den ú Un disposiciones del 

i 

CVhI. de Minería y la aplicación que liaban Je las mi» 
nías, no son suscepti liles de ser revisadas y modificadas 
por la Suprema Corte por la vía de -m ¡ttiom ordina- 
rio entablado contra ellas, sido, en su caso por la del 
recurso extraordinario del artículo U de la ley num. 48; 
l\i- ¿Oí. 

JitristtUrjóH tiriyinnrifi. -~La Suprema Corte no tiene jurís* 
dioeiuu ¡i im recular loa liiñorjirioa do nn arbitro en un 
juicio arbitral euLre el (i obierun Nacional y una pro- 
vincia, substanciado sin intervención alearía de la Corte 
[%. 209, 

L 

Legitimn rfefenm. -iovoií;i li pirel procesado en su confesión 
la circunstancia eximente de pena de haber obrado en 
legítima defensa, y no habiéndose probado la falsedad 
de tal calificación, corresponde la absolución de aquel. 

Ley de ventas de tierras pféMmt de Santiago del Estero.— 
El fti-L. Ul de la Ley tle venían de tierras públicas de 
la provincia de Santiago del Estero en cnanto , se^ún 
Ui interpretación de bis tribu nales Incales de dielia 
provincia, ól obliga al poseedor «le tierra denunciada 
como liscnt a comprobar su derecho de propiedad al 
formalizar oposición á la mensura, viola el primó pió 
legislado por el art. 2303 de! Código Civil y lo esta- 
blecido cu lo* arto 3-109 y '¿Wt del mismo código: 
con arreglo ú cuyas deposiciones le basta á ese posee- 
dor consignar, en luí ocasión, los fundamentos de su 
protesta, enunciando los títulos y derechos, en que se 
basa su oposición, Pág. '-Í8S. 
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P 

Poder judicial— El Poder Juilícial está llamado á resolver 
las causas en que su decisión es requerida á objeto de 
determinar derecho ó interés controvertido, sin que 
pueda dictar pronunciamientos de alcance puramente 
teórico ó doctrinal, une no envuelvan en sí ninguna 
reparación relacinuada con la materia del pleito. 
PAg. 53. 

Prescripción. — La prescripción puede ser opuesta por la Na- 
ción en la instancia á quv se refiere el nrt. '¿ inciso l*» de 
la ley 4U">5, no obstando á ello los art. LÜÜ y 101 de la 
Constitución Nacional. Los reclamos administrativos 
no producen loa efectos legales de las demandas a qu c 
alude el art. '>< 18-1 del Cód. Civil. Pty 13$. 

Prescripción.— Véise «Kutre^a de inmueble vendido». 

Presenttc.ión de dociimentoa.—lSu tiene aplicación la re^la 
del art. 10 de la ley Procedimientos, tratándose de do- 
cumentos que deben quedar are hi vados en nna olicina 
pública en cumplimiento de una disposición leyal. 
Pág. 430, 

Presentación de docwnentos.— La rej;la del art. 10 de la Ley 
Nacional de Procedimientos no e* aplicable tratándose 
de documentos que deben quedar archivados en uim 
oficina pública en virtud de una disposición legal, y 
que, por otra parte, son de lecha posterior á la de- 
manda. Pág. 4¡1T>. 
Protesta. -Para que prospere una acción tendiente á la de- 
volución de dinero pagado por concepto de itn puestos 
que se inpugnan como inscontitucionales, es preciso 
que haya mediado protesta de ese pagn y que dicha 
protesta haya sido debidamente notificada á tas autori* 
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dades públicas encargadas de la percepción de aquellos. 

Pag. 389, 

Pi-<,t*se<i.-SUmtlo ¡guales en sus términos generala las leyes 
,ie impuesto á la producción de la provincia de Kue- 
ft o fl Aires, de los unos p3 I WH& é idílico el Kra * 
vnineu establecido en ellas, no es necesario, á los efectos 
de la repetición de lo pagado, reiterar en el segundo 
de lo» años expresados la protestu hecha al efectuar 
el pa^o en el primero. l'úg. 
P,'oíesi«.-'lVaUUulosc de leyes creando idénticos grávame 
„es, la protesta exijida en virtud de la ley anterior, 
es suficiente á los tines de la repetición de lo pagad » 
en virtud de la ley posterior. Pag. 435. 
Prm-ba.-L* circunstancia de que la relación y decántenlo! 
en pat consta él pago d«l nnpnesto se hallen extendidos 
en forma diversa de la prest-ripia por la ley local 
y iu reglamentación, carece de valor á loa linea de la 
cumproba* ión del cobro, si este uo es negado en el 
juimo con arregla al art. Hó de la ley procesal y se 
encuentra, además, acreditado por el informe del Va- 
luador del Partido y por actuaciones practicadas an- 
te la Intendencia Municipal del mismo. Pag. 430. 
jfaffp* de «r/fmiaÓH.-El «ftof atribuido á un fallo de Su- 
prema Corte al apreciar ni sentido y alcance de las 
manifestaciones délas partes en sus respectivos escritos, 
al igual del que pudiera existir en el análisis de loi 
documentos de prueba presentados enjuicio, no es de 
los previstos en los artículos 2356 y 2*2 de la ley de 
procedimientos, y en consecuencia, no dá lugar á ios 
recursos de aclaración ó de rectilieaeióu. Pág. 155- 
Recnno de «h?/«.-No apareciendo vicio ú defecto alguno 
en la tramitación de la cama ó en la forma de la sen- 
tencia, es improcedente el recurso de nulidad. Pag. 1M, 
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Recurso de revisión.— procede el recurso de revisión 
auturizudo piiw el articulé t uo¡^i> '¿ de la Ley Nn- 
üionnl de IVw-edi 111 ¡«utos, cuando en realidad el se funda 
en la omisión di' |trut] u nci ;k mi en t -» sobre uno de lus 
ardimientos aducidos cu favor del derecho invonido y 
mu ile ultimo de bis capítulos da la demanda ó recon- 
vención. l*á;¿, 59 

Remrso th revisión. -Para une 1» Suprema Curie puedo co- 
nocer ñor apelación, del réeriieso de revisión autorizado 
por el »íL. 4 ile la ley núm. 1055, es necesario que la 
misma Cámara que din la sentencia de que se recurre, 
se haya prmiunciade previamente, re visando ó no mi 
fallo. Pág, 

Recurso extraordinario, -Si l¡i sentencia recurrida es lavo- 
rabie al hiero ledenil invuuudn por ana de las parles, 
tío pitn-eile contra elhi el recurso e\l r;<ordi nario :iUlo- 
rixado por el ftrtíüiiib l i de la ley \K !H. 

Recurso r.rlnfttrdimtrio. - E* improcedente el recurso ex- 
traordinario auferfeatlti en el ariíeub» M de la ley 18 y 
tí" de la ley 1055, deducido e.a un juieÍQ contra na 
ferrocarril há«sj vi ñor iudeinnuauón ile daños y per- 
juicios, cuando el pleít*» v&rm sobre cuestiones de hecho 

rHiridat por el dereelu miu y ln semencia recurrida 

se lumia entre otros considerandos, en la omisión por 
parte «le la empresa demandada, de las precauciones 
prescritas poi* el reírla ícenlo lie los (urriiuarnlrs. PttjJ. 
111 

Bfntrao f.i:trmir<liwtriáíT~ X o basta parala procedencia del 
recurso extraordinario autorizado por el articulo 11 ue 
de la ley inuneru ÍS y íí de la ley nú mero 4055, que se 
haya planteado alguna cuestión prevista en el mismo, 
si ella no ha sido resuelta en la sentencia definitiva, 




por ser innecesario ú l«s ílíiea de la decisión le^al del 
litigio. Pág. 148. 
teurso ^íraorfíí«(frío.-l^ definitiva á tus efeutoa del re 
curso extraordinario auton/.udo |ior el artículo 14 de 
|u ley mim. 18, la sentencia pronunciada en 2* instancia 
por un juez en lo civil de la capital en las causas que 
corresponden a la justicia de 1"»» l im * '» ,e V núm. 
Pag. 133. 

iea'íífSO extraordinario.-^ término para interponer el re- 
curso extraordinario autorizado por los artículos 14 y 
15 de la lev mim 1*. curre desde íjtte se notificó la res- 
pectiva relación delinilivi, y im se .suspende por los 
recursos que se enlabien fttttfi otros tribunales locales 
sin competencia pura admitirlos y subsumciarlus, se- 
jrfm la inteligencia que éstos dan á sus leyes procesales. 
Pá$. 191. 

%Wim extraordinaria -El rewao eottiíeaido p.»r k»s artí- 
culos Ll de la ley ÍS y de la ley niiiu. «KV,, solo se 
da de las sentencias definitivas dictadas por los supe- 
riores tribunales de las provincias ó de la Nación. 

N,t se halla en estas e liciones la sentencia de un 

Juca de 1- Instancia de la ciudad de Mead. «a, en que 
este milite pronunciarse, por ser ello de la competencia 
exclusiva del Superior Tribunal, sobre los puntos dis- 
cutidos en el juicio, que precisamente Imn servido de 
funda me a tos á la interposición > concesión del recurso 
extraordinario, Pág. "ÜH. 
Beairm extraordinaria Procede el recurso extraordinario 
del articulo \ \ «le la ley número \H cuntía la resolución 
de una Cámara Federal, amlirmatorin de, la del inferior 
declarando ineompOeule á la Justicia Federal para 
conucer de una cansa dada, por au hallarse ella com- 
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prendida en la ley número 3952, sobre demandas contra 
la Nación. Pag.m 

Recurso extraordinario.— Tratándose de la interpretación 
déla ley ntim, 4189, sobre reformas al Código Penal, 
no procede el recurso extrrordinario del urt. 11 de la 
ley núm. 48. Pag. 23 i. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordinario 
del art. J 1 de la ley 48, fundado en la circunstancia 
de no haberse fallado la cuestión en el sentido de las 
cláusulas constitucionales y leyes de la Nación invoca- 
das por el recurrente, si la resolución apelada no con- 
tiene pronunciamiento alguno en contra deesas dispo- 
siciones, y es, por otra parle, aun auto de mero 
procedí miento. Pag. Í(í4. 

Recurso extraordinario. —Es improcedente el recurso extra- 
ordinario contra una sentencia que se limita á apreciar 
la prueba producida respecto al último domicilio del 
causante de una sucesión, para aplicar la disposición 
correspondiente del Código Civil. Pág. 340; 

Recurso extraordinario. — Tiene carácter de definitiva á los 
linea del recurso extraordinario autorizado por el art. 
ti de la ley núui. -18, la resolución de una Cámara Fe- 
deral dictada en juicio ejecutivo, rechazando la ejecu 
clon por razones independientes del carácter del juicio 
y fundadas en leyes locales que, en su texto y propósi- 
tos, afectan también las acciones judiciales ordinarias 
en lo concerniente al cumplimiento de Jas sentencias, 
y á la jurisdicción de los tribunales federales. Pág. 373, 

Recurso extraordinario. — ■ Par* la procedencia del recurso ex* 
traordinario autorizado por el inciso 3 del art. 1 i de 
la ley núm. 48, no basta manifestar bailarse ampara- 
do poruña cláusula constitucional, sí no se pretende y 
no resulla de autos que la inteligencia de la misma lia 
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sido cueatinnadu y que la decisión sen contra la valide» 
del título ú derecho que en ello se furnia j sea materia 
del Litigio. 

La resolución de una Cámara Federal en la parte que 
establece la Turma en que littu de abonarse las cusías del 
juicio, no da lugar al expresado recurso. Pág. 410. 

fít>mr$o extraordinario - No hay desconocimiento de la va- 
lidez de la l.ey Nacional de Ferro Carriles, uiiiu. "¿873, 
ni de titulo, derecho, privilegio ú exención fundado en 
alguna cláusula de la misma y cuya inteligencia haya 
sido cuestionada, que haga procedente el recurso auto- 
rizado por el art, 11 de la ley nuiu. 18, en la sentencia 
que hace derivar la responsabilidad de la empresa por 
el accidente de que se trata, de la circunstancia de no 
haber habido imprudencia de parle de la v íctima y del 
Hecho de haber faltado aquella á una obligación que, se- 
gún dicha sentencia, le i m ponían determinadas dispo- 
siciones de la ley común. Pag. til. 

Término— Vé&ae «Recurso extraordinario.. 
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hun Maximino <tc in Fm-ntr, soUritrntl» l<t in$tTtnf#il ttr mi 

diploma, 

Sumario. -~Pcw&te la ¡uácripcióii «ii U itwtrfüula de la Supre- 
ma Curie de mi diploma de Iluminado v ituclnr en dere- 
i¡lu>, expedido por lo l' diversidad Nacional tle Córdoba en 
el año 1877. 



(Al**.— Resulta del siguiente 
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FALLI» HB I.A Sltl'KKMA l'OHTK 

l:.i*ti-.-> Air.-!. O-LiiLie 5 -t* l.it 

Vistas en el uiiiierilu y (íutisUlemtttiii* 
(¿iití til snlieitanie présenla mi diploma «le lic.emúaibi v doc- 
tor ea derecho, expedida [tur la Universidad Naeinnf*' tn:(¡ór- 
doba en IH77, pidiendo s»u ¡iiserimtimi en la uialrteula de esta 
Corle,. 

(¿ue en el iiiHiiuiiHimlu diploma ae haee ütjniilÉr «pie I»» 
iiiseriplu eti UíS fctfiUuimleií de La Uiojn, donde. «1 peUcinnuiiLe 
ha ejttruitln li» abu-.meia, «e^ÍHi In bidie-i verbal mente, entno 
m:uiilití.st:i también que. ¡i virtud ile ese «liplMiMUt lia ileaeiünft* 
nado el ear^o 'le Kisral Naeinnal de la mismo seiíeiún judicial 

l¿m> de estas aiileeedeiile.s y <le. las rniisideracinues tpie se 
barau en seguida, feííllttt i|iif se trata de uit cas» especial, en 
que ilebeu interpretarse las leyes en cuestión, cuino correspau- 
ile á na Mu uta de su índole, un a teñe ¡mi á los intereses que 
estallan Humados ti re¿;ir en sil feeJia, y á las prácticas babi- 
litantes de entonces (Hira el ejercicio de lu profesión de abn- 
Kildo, v ile tunda qnc ennsiiUeiL tu equidad y im iinidili^ueii 
las ennditonues lie admisibilidad de Ins titula*. 

(¿iie la ley mi me ra il¡ ile W dé Agosta de WiU, ha establé- 
enlo en su artículo a , «une Ins uhn^ulus y jirm-umiiores de Ins 
tribunales slt- provincias, serán admitidos ;i desempeñar las de- 
lieres ile su profesión kiite Ins tribunales federales» 

i¿ne. el principio de esta ley estñ Lra sai lo en imparta Uta ti enn- 
« i de rae iones relnciamulns iwhi las especíales circunstancias de 
nlgauus provincias, .se^iin las itne les era de gran couvenieu- 
cin suplir la fulla «le prnlesinnales diplniundn... ni las tini versi- 
dades nacionales del país, lijando ellas mismas las camlieio- 
aes ya ra el ejercicio de la abogacía en las cansa» iiue se ini- 
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ciaran en sus territorios respectivos, y por lo cual siempre lia* 
|»¡an ejercido el derecho tlilie rente á su soberanía institucio- 
nal, dando reglai para la admisión e tnS3rÍpo¡Ún de su, abn- 
"Hilos, siendo en mérito cíe ese derecho ijne admitió como U| 
la Provincia de La líioja al peticionante 

(¿lie ninguna ley ha derogado ú aquel la ni privado á Jas pro- 
vincias el de reí; luí de expedir esos títulos profesionales: la ley 
1~>H7 de 1H4,"V sólo prohibió espedirlos á b»s facultades univer- 
sitarias como institutos independientes de aquéllas. La re Tur* 
i ti a que introdujo esa ley .sobre el particular da 0,11c se trata, 
consistía, sej^ún se ha entendido generalmente, en que loa di* 

' plumas profesionales dados por esas universidades, empezaban 

ti ser de aceptación obligatoria, y sus ti Lula rea, por lu tan tu, 

» mi tenían ya que soportar las formalidades y e mí 1 neuen que 

antes exigían algunas provincias; esa ley establecía que las 
mii versidudes expedirían títulos de Las respectivas profesiones 
científicas de Las tres fue 11 Iludes, y en su mérito los otorgaban 
cnn derecho ú ejercer la profesión de aburado en lodo el le* 
rrilorin de la llepiiblica, á diferencia de los que antes se. ex- 
pedían, que sido i 111 porgaba 11 una comprobación de competen- 
cia, pero nó de reconocimiento obligatorio pura todas las »«- 
l nridades. 

Mas ello, como fácil nieme se Comprende, está muy Jejos de 
importar ia prohibición á las provincias, del derecho de expe- 
dir ellas otros litólos además de aquellos, aunque ni solo efee- 
lo i|e defender ante los Iri lomajes locales y seguir las apela- 
c iones ante esta Suprema (¡orle. 

l¿ue una reforma semejante, suprimiendo en las provincias 
aquel derecho tnulicioualuieute ejercido por ellas, por su na- 
turaleza y trascendencia y por Jos graves intereses que alée- 
la na. habría sido, como es claro, ampliamente debatida en 
el Ornares», y ni la discusión de 18#i, en que se présenlo 
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«1 proyecto por el doctor Avellaneda, ni 1¡i de 1H85, en que H 
volú, nu se dijo absolutamente nada sobre el ptirtícu lit r . 

Que esta Suprema Curie lo ha entendido así, aceptando en 
todo tiempo y hasta el presente Ion diplomas drías uuiversi. 
dailes de La I'lufa y SaniH l/e, lioinu los otorgado* por las 
provincias de Kutre Ríos, Santiago ti el K*tero y Han .luán, 
en numerosos casos, loque importaba la autorización para 
eje roer ante ella las funciones de abogado. 

Que eu mérito de estas consideraciones, si el diploma pre- 
sentado por el solicitante adoleciera de algunas deficiencias 
como titulo nacional y admisible; ante los tribunales del país, 
valdría al menos «mu i i diploma de la iVnvineia ti a hn Rínja 
y procedería su inscripción en esta Corte, a bis electos de la 
ley 4l¡ citada, i'ero fíu primer lugar, la solicitud del señor 
De la Inmute nu se limita a los derechos i[iie mmliere esta 
ley, tuno que pide se le inscriba para ejercer su profesión v¡n 
los tribunales de Itt capital, y por tanto procede averiguar si 
el diploma presen indo por el, le autor i ¿a á ese ejercicio en la 
amplitud solicitada. 

Que siendo ese diploma de licenciado y doctor, otorgado 
pt r la Universidad de Córdoba, cabe observar que este insti- 
liilu ea de la Nación, desde íjtie le fue cedido el uño lK>i por 
el gobierno de Córdoba, y que denle cotonees ella nombra 
los profesores, lija los planes de estudio, tiene establecí) Ja su 
jurisdicción y otorga los títulos i|tie por su» estudios confiere; 
de consiguiente, el diploma de licenciado y ductor del peti- 
cionante, es otorgado á nombre de la Nación, y por lo tanto 
queda fuera de toda duda que sus institutos y autoridades 
deben reconocerlo cunto tul y dar toda elicacia á los derechos 
y prerrogativas i|Ue acuerda, pues de lo contrario se presen- 
taría el absurdo de un ser aceptado por La misma persona que 
los otorgaba. 

Que si el titulo de doctor expresa la alta preparación cien- 



iíií. 'n m mta nntieria y II «va también consigo, según mi i*ri- 
milivo concepto legal y el sentido mismo de In palabra, el 
derecho de enseñar esa ciencia, el de Licenciado comprendía, 
segñn las mismas, el de t-jeroer In profesión de abogado. «Por 
ahogado dicen los prácticos -se entiende el |*ml**íHiir en ju- 
risprudencia que ciin liltilode ftcrnt trufa en dt'i echo se dedi- 
ca á tirfr htlrr en Jnirio*; de consiguiente, el título présenla 
<ln hulólila» su titular para enseñar y ejercer la profesión de 
abobado, y ile acuerdo cuu lo anteriormente expuesto, este de- 
recho puede ejercerlo ante los tribunales nacionales, como el 
derecho de emomur niile los iuslit s de lit Nación 

C¿ue este dublé titule de licenciado y doctor responde ul do 
ble concepto de la enseñauxu eíentitiee y práctica que se lia 
hedí» en la universidad mencionada en Lodo tiempo, [mea dea- 
de la fundación de lu 1-aenltad de Derecho en 17íU, según lo 
deja inducir enlrc ulniM cosas la i Pínula del juramento que 
debían prestar los I i ce. «miados, basta el |dau puesto en vi^eu- 
oiaeu 1817, con motivo de la visita del gobernador Castro á 
la Universidad, adoptando el |Jfiípt«!St*i por el Dean Funes, 
desde esta basta la nlra reforma de Ml'i* presentada por et 
doctor Liaiuorri. siempre la enseñanza de jurisprudencia en 
aquel instituto se ba hecho cúmplela, eon la sola excepción 
de Ufé pocos anos que siguieron ¡i 1*7(), en que se suprimió la 
viíteUiü de procedimientos, pura ser restablecida allá |Mir el 
año lH?i y seguir en vigencia durante la fecha del diploma 
y Inula hoy, no siendo esta conclusión meuo* verdadera por 
la circunstancia que algún año m> *e dictara el curso de pro- 
cedimientos, como pudo 8 U ceder con alguna otra materia 

t¿ue de consiguiente, en iodo tiempu, á excepción del peque- 
ño intervalo indicado, la L'niversidud ha expedido Ululo fuu- 
dado en una enseñanza completa de la profesión de abobado, 
y si algunos es indos exigían ciertas formalidades ó ex» menea 
de mi procedimiento bical, era en uso de un derechu perfecto 
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y ¡]<»n*«i« entonces int existía la ley de 1HH5 <¡m* dá derecho ni 
tiliil At* del diploma pura *■ ¡ ei*t fc e i* esa profesión t?u /of/o tí tr- 
rritww ih'. Ut líi'fn'ihüru, mientras los antiguos diplomas acre- 
ditaban simpleineule mía competencia profesional immí, él po- 
día .-.er ó iió aceptada por lo* trt I mi rutUis de Mis provincias, mi 
podía dejar deserto por los di» Fu Nación, pues de otro modo 
I» Universidad Nacional im lia liria tenido significado 

t^ne de las tmusideruciones expuestas resalta 0,11c im saín 
procede lu inscripción del diploma presen Lado pur el señor 
De la Fuente como documento originado de una provincia, 
4i*gúii lo establecido por l;i ley número 'ifí, si mi '\\it> delie Lam- 
inen ser inscripto ú los liiies del ejercicio de la profesión de 
alionado ¡inte cualquier irílinnal del urden nacional. 

Por calas consideraciones, y de acuerdo con to pedido, pur 
el señar Procurador (lene ral. se resuelve iuscriliir el hhilu 
acompañado. 

Nutlfit|uea« oiHLfiual, y repuesto el papel, archívese. 

I kOTAVftl ItuxiiK.— NlUAKOJI 1¡- l»KI. 
Sol.All. C, MüVASO (ÍACITtíA.— 

A. Iíkiiuiuo: en disidencia -M. 

P. UaRACT: en disidencia. 
mStURKOlA 

Vista la solicitud ríe don .Maximino De la l' ncnie partí que 
se le ¡uaertlia en la matricula de alindado* de los | r¡ Imítales 
nacionales, abierta en »*stu Suprema (Jorte por la acontada de 
¿0 de Junio de \HT¿, 

V Considerando; 

l¿ue el diploma presentado por el señor l>,' hi Kueiile lia 
«ido expedido por lu l'njversidnd Nacional de í/ónlolm con fu- 
cila ti de Noviembre de 1.S77 , y expresa inte se le confieren 



los siguientes grados: Gnubtm Mitf/tstri ¡Uwmhturti, Liten* 
iUiUqtte Docioria Jure cimU, 

t¿ue ni por la constitución provisoria «le esa universidad, 
aprobada por decreta de de Enero de íavi, ni por las leyes 
vi^«ur«>H en la ¿poca cuque IkiBnni otorgados al soliettanle (V 
líWiltt* rigieron aiderinriueiiltí, puede decirse que esos ^radna 
Habilitaran para el ejercicio de la profesión de alujado, pues 
esa habilitación debía ser reconocida por un tribunal de jus- 
ticia [\ey de ¿(i de .Junio de IH.V», art. *» ; ley número Mi de *¿« 
de AííosIii de ITiÍH. un. 5 ; Millo*: tomo UK páií- Imnu 
páií. 78; lomo 2(1, pág. 

I I grado de licenciado une en la Uijlvewídad ilé Uordot» 
confería laiilu la Facultad de Jurisprudencia por ka real cédn- 
lade^Ode Septiembre de li*Ci, como la facultad de Aries ó 
Filosofía y la de Teología, desde la fundación universitaria, 
constituía tía mulo literario y docente, qué no habilitaba pura 
el ejere.ie.iu de la profesión de ahogado, pues para ello no btts 
taita úi el tirado más elevado de ductor, quien podía ser diplo- 
mad ■ e otio abobado uae ni *o[n por loe tribunatea i q t'eriores 

de h< con federación, primero (art, i , ley de '¿ti de Junio de 
ÍHX>) y [mr los tribunales de provincia, después (art, B», ley 
ti li tuero í(¡ de iHTÑtt, basta que esa fundneión fue euuliada ex- 
elusivumeuie á las un i veleidades tiaoionnles. por el inciso i", 
artículo l 'de la ley de 3 de Julio de IHH.'j. 

Ilespecto de lacnscuan/ia de los procedimientos de derecho 
civil y federal establecida en aquella universidad por el plan 
del iloelorUuslti de OLÍ de febrero de y suprimida por el 
del doetor Avellaneda de 7 de enero de iH7o dejaudu esa asig- 
natura, como observa el doctor Garro bajo el dominio déla 
Academia de Práctica Korense (Universidail de Córdoba, p%. 
;i7o) fué restablecida en la ley de presupuesto de IK7Í y artos 
subsiguientes, sin que ello importara quitar á los tribunales 
de provincia la intervención que les cantería la ley de 26 de 
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Agoeto de IHtvl para la habilitación de Ina ululado*, cmuo se 
hilo constar al restablecer esa cátedra «pura re^nlari/.»!* me- 
jor el estadio, par* acortar na poco la larga serie de afta» que 
tiene que cursar el estudiante de jurisprudencia, y para po- 
nerse, |»r decirlo así. éU altura ilel nivel de la C Diversidad 
deUueims Aires, dmide nm un ato de estudios de Practica l-'u- 
renee se recibe el diploma de Aleado, previo el examen ante 
el tribunal Superior.. I Marín .le Sesiones Diputadas IH1:\ pa- 
gina 960. 

lineen cuanto á la unta que con el selh> de la Secretaria 
«leí Superior Tribu nal de Justicia de Ja Provincia de La Ki«- 
j¿, aparece ni dormí de esedipLomu y dice así: 'Inscripta al IV 
ÍI* 18 del libro de matrícula de abn-iad-ts, l>a¡.i t*l noto. Ü. 
Kioja, agosto ñ de 1H0¿», aun en la hipótesis de que couvir- 
llera al diplomado en abijad» de los Tribunal. •■» de la Pro- 
vincia de la Kioja, no puede pretenderse que por esa causa le 
sea aplicable lo dispuesto eu el artículo de la ley núm. ÍU, 
•le 2(¡ desgasto ile IXiui, en razón de que ála leché de esa tas* 
uripcióu, Alisto 5 de l!K)¿, estaba en vlgeueíu la ley de tres 
Ue Julio de lH&i, ir 1:>M?, que eu lo re le rente al orden fede* 
ral atribuyó á las universidades nacionales exclusivamente, la 
expedición de los di plomas de las respectivas profesiones cien 
tilicas (ley 15!>7 artículo l" inciso V i. Kl alcance de esa 
cláusula introducida pin- la Honorable Cámara de Diputados en 
vista de la concurrencia existente entre la Kaeultad de Dere- 
eUoy la Cámara de Apelaciones eu lo Civil de la Capital, eu 
la expedición de dipt as de abogados, fué 00 asignado tam- 
bién ante el Houoroblc Senado, eu que el autor del proyecto 
que reunía á su mandato de senador el cargo de Héctor déla 
Universidad, lumia bu la admisión de esa enmienda relativa á 
la expedición de los títulos de prot'esioues científica observan- 
do que la enmienda que hoy tiene por delante el senado á su 
consideración, consiste eu devolverá la Universidad la facul- 



fcfcd de rvvalidnr <l¡|tlmnns á fin «le une J.-s triliunales .le pro- 
vincia m> ¡titri-thiii en esta tarea, e.xlraíia á su institución na 
tiempo preciso» {Uian.. de sesiones Diputados UHl piga U14 
y UBI, Senado lHMTi páj;. JW). « >espues .le sniiuioiimLa la Cons- 
titución de 1HW.V prescindiendo .lelas disposiciones eonsigua- 
ilnseu el decreto de. til de Septiembre de !*> i. debido á la 
di :uiistaucia de mi haber -existid., en la llepúbliea un Lrilm- 
tiai bastante caraeleruadn para recitar y patentar abogada» Ue 
la Nación, la habilitación de estos, confiada a loa trinunules 
inferiores de la Confederación por el articulo de la ley de 

•¿li de i o de IM-V». dicta, la en seguida .le haberse nación* 

tizado ¡a Universidad de Córdoba |nir decreto de 29 de Mayo de 
mi, fué deferida á los tribunales ¡le provincia por el nrt, 
de 1n ley u tfi de %\ deA-ost.. de imly li mil mente alri bui- 
da á las anivershmdes nacionales e\elusivnmcute, til mismo 
tiempo i|iie la expedición .le loi demás 'diplomas de las res- 
pectivas profesiones científicas», por el hielan fc» art. 1" déla 
ley de :ide Mía de 1HHT», en que se fijaron las «Jilas á .pie de- 
Nati subordinarse los estatuían de las de Córdoba y Bueno* 
Aires- 

t¿ue por eousi-fuie después de la pi micción .le la ul- 
tima ley ii-Uariera ante la misma L uiversidad de Córdoba ó 
ante la de estacapiial donde el inieresadn debió obtener su di- 
plnma de Alindad., de los Tribunales Nacionales, llenándolas 
formalidades de los estatutos universitarios, porque a esos es- 
tal utos exclusiva mente fue atribuida por esa ley la expedición 
.le ese diploma, como el de las demás profesiones eientifican. 

IW estos i itdu ni en Hus oído el .señor Procurador General, 
no halagar >» l« ínseripeióu solicitada. Nolifúpiese con el ori- 
ginal y repitiólos los Sellos, devuélvase el diploma «emú portado. 

A s tomo rÍEKawu.—MAueiciü l*. 
IUhact. 
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Vrimiwii< tontru A»mU*> Vristñhtíl Molina, por homicidio. 

Snmmiu.—Y\s arreglada a. deieidm la Míiitenuia unu impone 
la puna «le ilmse a mis de presidiu y un ■neuritis I chiles al 
autor del lililí» de Immicidiii perpetrado r.mi I» nimistaii- 
da atetillante de uuibriagne/ ¡uvoliiittarin peni ncuniplern. 

Vüm*—Ut explican las siguientes j(ÍH/,:ts: 

«ÉSTKSCtA M%L JI'K/ LKTItAlio 

ÜWMKW N-.rkiuhr* H Ur JWV 

Y V ir tus: 

IvUaa nelimcinnes por liomieidio, seguidas á Aniulio Grlstn* 
ha! Mnlinti, ile lilt años de edad, eu»ado u^i'iouUur, argentino 
y domiciliado en Campana Mn luí ida; de las que «van lia: 

YA 4 de Octubre del ano pasado, el .lele de] Destacamento 
de policía de * Hualmipen ► comunica ijue lia detenido ti Cris- 
tóktl Molina enmo autor de lu-riilas íu leí-idos al Jefe de la Ofi- 
cina dd Telégrafo do Campana Mahnida; iuie instruye ninim- 
rín (ta. 1 y'l); y el U del uiisiuu mes el fallecimiento del lie- 
riiln Juan li. üicheluí, ocurrido él 5 á la;* ti y :«> p m (('. a)'- 
A f*. 4 «1 mismo empinado linee constar en «Lnneopue*, td 
día í de Octubre de JíHKl, que prueede á levantar la preven- 
ción ni muría en averiguación de una herida inferida al ciu 



dadnrio .1 11 |í. Klrbelu/., lfjV ilr bi (Minina drl Telégrafo de 
(*h ni puna Mahuiibi. pur (Yistóbul Muí i un. bri-bo ocurrido el 
iltit I! Octubre df* |!XKi ¡i las J| p m y ijue le fiu- mui- 
rlo lo i'l V jmr Knnl M. IJnri'iis, 

A f§. \ depimr i'l li'si.i*4M l!;ntl M. Moren* y die« 'jne el 
día anterior ¡I tli* Octubre, stHiiil't i'i iti su píennos del Sr Juan 
It. Rlcbelil/., lile invitado | »■ n- rsic ir festejar sil il íti ^ en entu- 
pan ín fie ( 'risiúliitl Miiliiiii, Virgilio A atarante y Uosarío Q*í- 
1 1 h i* , en la easa ilc Pablo Hernández., ijue pasaron el día en 
\ tiriiiN diversiones y emito ;i las Id p ni. se etico ni rabaii ni 
la rasa de I lernálidi:/. I rrini liando i|r cenar, 

< t >ur sobrevino i i ti pequeño disgusto entre Molina y Ktebe- 
respecto ilií algunas palabras límenles que Molina diri- 
gió ti Kleltelii/; que de palabra en palabra quisieron irse á 
las mano*, pero ni i les fué permitido porque Uosarío ('ollar 
alajú ¡i Ivlrbeluy, y el á Molina á quien llevó afuera de la ensa 
y lo aconsejó ú un pelear y promover escándalo; que esiuiulo 
arnera. Muí i un de improviso se te fué eticiuin. le arrelmlú el 
rm-hillti que i cu ml en lacinlurti, lu a suena ¿ó porque *e lu pi- 
dió y uOt) él en lu mano entró en la casa donde es» aba Elelie- 
iu/ v v i ti ipu' Ir tintlui una puñalada. Klelteln . disparó para 
la ulifí un tele«rrúlica siguiéndolo Molina, ó! también Insiguió 
y habiéndolo bailado á Molina, le pidió el eudtillo «píe le ha- 
lua arrebatado, á lo que le contestó IJM6 no se lo devolvía y 
une viinieiile lo amenu/ó. 

l^ue entonces fin* ti ensillar su caballo que estaba ni el pu- 
lió «le la oficina, y Ki chela/. Ir dijo ijiii: estaba berilio. Uuaii- 
ilo i ii vii ¡d cu bul lo misil bulo fue á ver ú Klelieln/. igue ya esta- 
lm en rama, y viú que Ko>arÍo (!ol lar estaba cnuiéudiile la 
herida Knloneen montó á ra bollo y fné á dar aviso de lo sti- 
cedido á la autoridad, dcjtuiihi á Ktehelu/, enn I*atihi tierutíu- 
dea, Kofaiiu ("oiiary t iÍMiibal Muliuo, ijtir no tabe si había 



habido algún disgusto auterior y si exiatítt rencor entre Ktehe- 
luz y Molió». 

A Ts. n depone Rosario Cottar, hermano político del proce- 
sad*., y dice que como i las IL p. ni., después de haber cena- 
do en casa de Hernández en compañía de Juan IL IClcheluz, 
Raúl M. Llore»*, Cristóbal Molina y Virgilio Amarante, se pu- 
sieron á jilear á los naipe* y habiendo tenido Ktcheluz un 
disgusto con Molina, se le fué encima volteándolo sobre una 
caja, pero Llóreos agarró ¿Molina y él á Kteheliu, impidien- 
do así que se pelearan. 

(¿ue Lloren» llevó afuera de la rusa ó Molina y él quedó pa" 
eiHcando ú Bteheluz, ijuieii creyendo que el que lo Bujetaba 
i'uese Molina, quería atropellado. 

l¿ne en esto entró Molina con el cuchillo en la mano é hi- 
rió de una puñalada á Klehelitz; que un víó ú Molina tirar la 
puñalada, pero sí lo vió con el cuchillo en la mam». i|ue en. 
Lmices Kleheluz salió para su cusa y él y Molina lo siguieron 
hasta allí, donde entraran y vieron que estaba herido. 

Que lo desnudó, lo lavó y le ensió la herida que queda eu el 
llaneo izquierdo al lado de la costilla y le parece que es su- 
pertiuíal y nó de gravedad, (¿ue Molina, Kleheluz y loa de- 
más estaban bastante ebrios. <¿ue no ha habido disgusto an- 
terior entre Molina y Kleheluz y no se tenían rencor. 

A fu. lí depone Pablo Hernández y dice que siendo «I ruin- 
píennos de Ktcheluz, el día '.i había convidado á comer uu cor- 
dero asado, á Cristóbal Molina, Rosario Cottar, Raúl M. Llo- 
fint y Virgilio Amarante, y como alas 10 p m después de 
haber cenado y tomado varias vueltas de copas, Ktchettrz y 
Molina se pusieron á discutir y tu uno tenían las cabezas muy 
acaloradas, de palabra en palabra vinieron á las uiauos, pero 
no les fué permitido por los amigos que alM estaban; que ha- 
bieudo él iiio á buscar dus botellas de cerveza que habían pedi- 
do, no sabe decir la causa del disgusto, pero sí que viniendo 
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t | ns lillas viú U u,ruita,- »nje « » Kt^U-l-w V ^ 

tina y Lloren» n» estahan en t i «»«». 
< í m. p>*n»iiiulo Kl.cl.elu/. y U*UW estuviera., jttlatt** 

|„, rel»din..udo -I-"' * l " I" 1 " 1 ,llvíM ' ,irH( - - v ,l, ' lHV " 

(¿ue ».» «ftt» entró MnlilIBCilfl itíffl nitehilto 80 Ih mam. y 

dn.ldo viltfUil » ll I""' l ' ,ll in,!l ' U ' " t,!l « íU ! I,Ínftl|,í líl ,UtS ' 

U. ,h-ú nn imiiüisw A IrnUdÓn, iiiifiiira- • BtühéllWi es- 
tatuí conversando 0011 l-utUir. 
í¿ae«l recibir el i>iun*zn, Kt.-in.lu/, n'táijti ifl M«i mmV» 

íiKi la purria de >" Sl ' 

^ mitm hivh de ha ■ herid» ii KudiHü* M .i«W M 

(horneóte orín ptaftf « W W**MP* Oattor, niie ■» 
dmule se diriiiion.ii, lien. ijttpi* 4* poe.» momenios hahie»- 
d«*%IidM paran- á la orina, vi» .pie venía.. d« haber dado vuel- 
, n á la cusa tem&*h y heMéndidn hablad.. ;i fcloüiM fot» !«' 

dijo «U. uejudídii aéüMsfl I" lio «hiMiiMlo. y üíhi el v¡- 

H« d IftüflOiiíil, imlus juntos pusieron en «ama á Klclieliix, y 
fulla. |..deM.mlóJoluvóy leunsm l« bttW*. 

ijne entreElHtelii/.y Molina hulea iesenl.Hiii.Mito, porfíe 
B »,a, t ilti MüUiWtertí Wl^d»ft*lo se l.ub.ui. iiihii1u.Ii> p»r teliífW 
l„. {¿ w Kleludu/.y Mnliiia.-sUilKiu IntótóüUS divertidos. 

Al*. 7 vía deslíe til testigo Yh-ilm Amamele, y dice M ne 
di sptii-.s de haber cenado, viend-. i\W bodoa estábil! bastante 
dimtídwa se fué ú su casa y im puede decir p.»r esta rozón 
|H.r que cim.iislanmus ni á que I.nra L'.m herido lürhelu/., y so- 
la a la mañana cuando se levantó supo que había «ido herido 
por Cristóbal M.dii.ii. (¿nu no sube que luiya babMo dis^uslu u 
resentimiento anterior ruin* Molina y Ktehelu/.. 

A U ^ el Jefe tíol Destaeaiuc.u.. dé Nfei» «I'' Huah upcu 
instructor del sumario .le prevención, buce eoiislnr . t ne«e tras 
ladú & ta Or.uinu de Tolégráfo de CampHua Mal.uida d.uuU 
mtoim el lieruVi .limu lí. Kt.-heln/. en coiidícidu alj;o -íoivü, j 
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viendo que nú se encontraba en estado de prestar declaración 
porque se hallaba smntd»eii profunda letargo, suspendió de to~ 
mérsela. 

A is H vta, el mismo hace constar que encontrando mérito 
P#mello. priasede á la detención de rrisHÍluil Molina, y acto 
continuo lí lomarle declaración, en látale este manifiesta que el 

día tres de octubre ílegd á 1 cnpiir eomo á las nuce ante* de 

meridiano ó llevar una* cartas ¡i la oficina de <n>rreoa y düfipnüa 
■le haber entregado estas a! Jefe señor Ktchelu/., fue convidado 
por éste ó que ruerno al boliche á jugar una copa al tflMSll CO 
compañía de Virgilio Amaniate y ífcaul Llóreos y il es pues lo 
convidó á quedarse pura leste jar so cumpleaños. 

(¿iic. habiendo seguido jugando lodo el día y tomando copa so 
bre copa, no ¡¡e acuerda ni puede decir donde oslaba á las diez, 
de la noche. BÍ que" hacía, ili euii ttufcan andaba y snlo poeilc 
decir ijue volvió cu su sentido en su i-aMi. la mañana del «lia 
cuatro, cuando oyó preguntar por el desde al'ticru, á las oche 
déla mañana, y se encontró con que la policía venia á dete- 
nerlo, ignorando la cansa, 

í¿ue nunca tuvo disgustos con Juan \i. KtelieluK y que, al con- 
trarío, eran muy amigos, i¿ue no se acuerda liaher quitado cu- 
chillo á uadie, ni haber herido á Kielieliiü. t¿m- teuiu un (W 
concito pequeño que sabía llevar en el tirador, y extrañó 
mucho no hallar ni uno uinlro cuando se vestía pin* la man» 
na, y no se acuerda si los ha perdido ó si se los hnuquiludo. 

A fe. íl corre agregado el informe médico hecho pot el enfer- 
mero de primera ealse del regimiento i de caballería de linea ( 
á falta de facultativo, en cuya informe dice que .loan 11. líle.ho- 
lu/, presenta una herida de arma cnilaiue en la región lum- 
hrar i/.quierdn, de cinco centímetros de UutgnUud. mi podien- 
do precisar su profundidad ni dirección por hallarse sai unida, 
pero sí que es un tanto imporianto, por tíñanlo ha producido 
continua hemorragia ¡alema, declarándose forzosamente un 



PRsu ilo pi'ritnnitift a-ruda y en su consecuencia el falleuiuilen- 
tu indispensable. 

Que fiegú» d»H'Bfnli|iiiri<liwi, el piudente ha aduli-cido de en- 
fermedades aiiieHnres, de mal carácter. 

.\ t». U5 presta iudngatnrtu «l probado Malina y en ella 
ge rati fica del contenido de. ««i derla raeióii prestada ante I» 
policía y ilire ijne hc c uinn enn .lutui li Ktohelua «lt*6tle ha- 
cia uti año más ó menos; «pie se ImWm Inundo mi tiempo mi 
su calidad de n de;; rutistas, con mmdm frecuencia, dándose «I 
i ti u h i ile amibos, y f|éwle »(ú« til se ocupa en la agramilara á 

iIoh leguas y media ilr. Uui-.mmv mi le Imjuha eada llegada 

.le c.m-». !•• IraUl.u mu ka misma lianza <f ue «I día del 

heetm, qüaíiélWrt retirana- id, fue invitado con reiteración por 
Ktclieluv!. I.Mpie. | Iiír atesllguar Itaúl Muren* y Pabla Her- 
nández.. 

\}w m> m- -il» 'iii*' Ki.-li.-ln/. lo dava afeudóla «n l"nua 

alpmti, .|ihm,1 día sámenle .lid 1 .nandú t.ivu conoci- 

miento del mismo, ayudó á curar y cuidar al herido, en cuya 
lave* ae.nmpiiuuliau al hermano de aquel, Martín Ktchelu/., 
Kaiil Muren*, el ¡¿uanla hilos Orlo*; Amarante y na WL Cu- 
prara. 

Ijue deKile hur-e dos aún* <|.ii' se .'asi', na sv lia ruilinn>(Hilii 

nunca, h" -I'if puede juslilicar cu id veei I" Campana Ma- 

huida, Alberto Qfrtífc 

A ti. 1H presta 'declaración M-irtín U. Klchelua* hermano i ile 
la víctima, aereado* del prensado y llana «demás i|«ejafl m 
l.re. id jHir hahur lierlm insiuuueiuiies eu su e.mtrn al jefe del 
distrito d*- i|ii¡en depende l>ie« .pie ignora la lumia en que 
ocurrió e.l hacho, por haber llegada A Campana Maliutdu en 
In mañana del día siguiente. 

Que no Imblá ninguna palabra coi su hermano por uu mu 
lesiurlo, y que na le consta que anteriormente al hecho haya 
t»riidn e.ueslión ó di^uslos n-n Mulina 
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(¿no tiene conocimiento que Molina para burlar lu acción de 
la justicia sostiene que de nada se acuerda por haber es i tul", 
cuando se coüietlú el hecho, completamente ebrio, I ■■ * une es 
tina falsedad, como lo pueden atestiguar los testigos «en lares 
Pablo Heruándf/, Uaiil M. Llorens y Virgilio Amaran, , qno 
en público, como I» pueden atestiguar también todos los que 
tuvieron oport unidad de frecuentar el trato de Molina, une id 
estado ñurumí de este era una embriagues, casi consuetudina- 
ria; eila como testigos de esta afirmación á llodulfny Lucrecio 
Gómez, de Sorquín, en cuya olieiua estuvo algún tiempo, ¡i 
l'rnueiseu Valeui. capitán Kliseo (¿niroga. teniente (Juillermo 
Heaufrere, Juan M, Ueniechán y Cesaren (¡nniv.de La* Lu- 
jas; y por último, i|iie el jefe del '11 distrito de Roca iufnr- 
iiiftffa que una ile las causas por ijue fue destituido Molina 
Í'íiú el abandono de la olieinn. dehid" ¡i sus continua* libuoi»- 
nes. 

(¿ae l'ahlu Meruáude/ y liaól M. Llóreos que asistieron á 

su hermano éti sus liltiiuns ni entos, le reli rieron de que 

miando éste se hallaba ngouUnudu en'-ró Molina y dirigimido- 
se ul moribundo dijo en ulia vu/.: * ahora vos eslás seguro; me 
falta tu hermano», y otras frases une los testigos le habían 
referido y que habían rallado en sus ifccluraciones por no lin- 
ter más instí ¡i .Mol mu. 

A fs. '?t, se convierte en prisión preventiva le detención del 
procesado Midiuit. 

A i's. H\ corre ¡igregudo un escrito del hermano de la víc 
tana. Martin ('. Bíchela/., presentado al señor Procurador Kiü- 
c»L cu el '|ue hace los mismas manifestaciones nne en su de- 
ducción de fs. 1H, jí ]'s. '¡H presta declaración el vecino Jom- 
Parra y dice que en la noche del b-clui se hnl I aba como em- 
pleado vle llt-ruámliY. en l:i en 9a particular de este, donde es- 
tabón Cristii bul Molina Virgilio \.A mnrunlc, Juan II. Ktchelii/,, 
Tomás Cotí ¡ir y Haul M. üorens, que jugaban al truco pur 
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.?eive/.a v líiümhul"; <|ue ilos|iués comieron un asado que I* 
habí» regataJít Kicheliu; que habiendo pedido cerveza UatU 
M Mareas, el declárame Ató* tóisear vasos grundes y Her- 
uuude/. cerveza: u,ue (te vadla á lo* pocos minutos, no vieron 
t ,u la pieza sino á -luán U. Ku-liehi/. y Tomás Unttar que álié- 
gnliau cuín- ellos; que «11 eso se abrió la puerta que dú á la 
ralle y viti á < Vislólial Molina &nn ni eoeMtto en la añi- 
no díó ana mella alrededor de la mesa y por arriba de la aiis- 
tua, sin proferir palabra, pegó aua puñalada á .Lian K Klche- 
Inz, que imlefeam» hablaba con Toínáí Cuitar; que Ktcheluz 
al recibir la púa alada dijo «hijo «le mía "ra a ]>-■.' y escapó 
fuera de 1» rasa; que Molina y Ciliar fueron comenta, atrás 
tle Ktolielu/., per» no sabe lo tJ ae sucedió, pirque tanto el de- 
clarante cuino Hernández quedaron Ra la cusa, cerraron la 
puerta y se pusieron á tomar mate. 

l¿ue como á la media hora. Molina y Collar volvieron á gol- 
pear ú la puerta; que Heninude* abrió, y eatoue.es Malina le 
dijo á este que babía lastimado á K te bel a/, y le nitistru el eu- 
ubillu une el declárame también vid y reconoció ser el de Raúl 
M. Ll.u-eus. pnr habérselo vendido el declarante como cinco 
ó seis ilias antes, y i|iie era como de treinta centímetros de 
tar^u y de ancho úMw cent i metros carea del mango y muy 
agñilti di- líaifla; íjlia solo *ree nenia que Molina al relatar el 
liauno á Herftáadte, dijo que .había sido delicado para el pin- 



(¿ae mi sabe si existía reseati miento ó rencor entre Molina 
v Ktcuelu/, pero que lia oído decir á su patrón Hernández que 
entredi.* babía liabido ana cuestión cuando Molina estaba 
de Lelegraltata en Campana Má huida y Kieheluz ea Boca. 

(¿ue.sabc queá Molina le -astaUa la copa, pero que nanea 
le vio ebrio y qae esa noche no se bailaba ebrio, 6 si lo esta- 
tuí no se le notaba. A fe M vía., presta nueva declaración 
el testigo Llaúl M Llóreos: dice que estábanlas mismas per- 
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.nonas que nombró en su ^duración anterior y tkilenüi José 
l*arra; se ratiliea en lo que tiene declarado y pide se tenue de- 
claración A Pablo Hermkudex y se te pregunte si es cierto que 
Molina dijo que al «gallito «V umtizann (aludiendo A él) I» lift^ 
liía quitado «I cuchillo y ti» se halda dad.i ciienia» (¿ue do 
lia oído que Molina dijera & Juan R. Kleheln/. «ahora vos es- 
tás seguro; me Taita tu hermano.. 

A fe. ¡JQ presta declaración el vecino Pablo Hernán,;, /., «cree- 
dor de la víctima y del procesado; repite su declame i ó n ante- 
rior y dice que después que Molina y émt siguieron á Et- 
ehehiis herido, salió él también y «(.ra* .le la casa eneonlró ó 
Collar y Moltmi y fon* le preguntó por su sombrero; .|tie tu 
ésto, habiendo visto , asar una persona une iba para el lado 
de la Olieiua de Telégrafos. Molina gritó; miIIÍ vá un pichón, 
atácalo', y Collar y Molina, tinte siempre «mi el cuchillo «Ú 
la aman, se i'nerou corriendo niiás de ella. 

l¿ue como al cuarto de hora volvió Molinti y í* iridió *« som- 
brero, que le entregó, y entonces le dijo 'lo jodi á este canijo; 
había sido muy delicado para el piucha/n», id declarante no 
quería creerlo, pero ú las continua* aserciones del mismo se 
levantó y junto con Molina corrió Ala Ulicinu de Telcgrulos, 
donde liallaron á Collar v Ktcliela/ conversando. l±ue le pre- 
guntó á Ktehehu éí esmlia herido y habiendo éste ron tes i a- 
do une sí, le hizo levantarla ropa > vió que estaba lleno de 
sangre. Cjne entonces Molina se paso a en n versar con Klelie- 
luzy Le dijo: %tó acuerdas une lias estado trabajando inm-ho 
para hacerme saltar de la oliüiua de Campana Mahuida; te 
acuerdas que non hemos insultado mucho petrel hilo, que te 
dije que un tlhi A otro nos tendríamos que juntar; ahora nos 
hemos juntado y te he jodolu. Ahora me ful La encontrarme 
con otro, que es tu hermano». 

Que el declarante y Collar procuraron apaciguarlo, rogando 
a lus dos que se dejasen de historias viejas, hiciesen la paz y 



reanudaran amistad, A lo que ambos consintieron, s*- dieron 

t;i mallo y se llamaron atll lijos. 

<¿ue lií/.o neostar ú Kti'litilti/., y ron rollar lo curaron y en- 
Bieron la herida, y después de esto lite fi« luz. cayó en un le- 
Lnr^o. 

(¿tie Molina, sentado mu l:i misma ritiim. «lijo: «este earaju 
sería mejor raparlo*; <|iie Klelielu/ y Molina estaban bastante 
dirías y habían bebido desde |it>r la mañana. 

<¿ne Molina hirió á Ktcheluz con un enhiíltt de eafco blanca, 
lanjn uiiuiu treinta centímetros y cinc» de ancho, ile propie- 
dad dé Kaúl M. Morena, y que Molina haciéndole ver el eu- 
ehíllo, le dijo: «a^radezcu que U lo- herido «:on este uuehilln, 
.pie si ara el mío lo Uabía bandeado y el ¡gallito) del manzano 
ni lia sabido la Itoro que se lo lie quitado». t¿ue Molina Ita 
sido siempre muy tomador, y i|ue de su cono neta nada tiene 
iju« decir porque siempre se luí portado bien. 

A f*35 vía,, depone nuevamente el testigo Virgilio Ama- 
rante; se ratifica en su dectaraoign ante la policía y dice que 
no tiene conocimiento de los detalles del hecho. l¿ue no lia 
nido ileeir á Molina «que ya eslaba seguro el beridn y que le 
faltaba su hermano»; qvté Molina se lia portado siempre bien. 

A J's. ;í7 y W y siguientes, el señor Fiscal tul ItQC fumín- 
lando acusación, dice: que por la constancia del sumario se vé 
V ir evisLe un hecho real y positivo como es la muerte de JuaU 
i. Kiehelu/, y que el aitlor e* Amalia l'ristólrol Malina, ti pe 
sarde su «estiva contra la aseveración de todas las declara 
idónea de lentigos acumuladas en el sumario con la atenuante 
líe embriague/, y la agravante de la premeditación. 

(¿ue la criminalidad del hechn ese está prevista y penada 
purel artículo 17, inciso i", letra \K de la lej de reformas al 
Código l'enal, cuya penalidad debe aplicársele en su termina 
medii), ó sea seis añas y uiediu de penitenciaría, que pide pura 
el procesado, con más las costas. 
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VA defensor alaga a fái Vi y siguientes, que »m Un i* vísLíiIíi 
bouiíciitio por líüttnto en autos no está coin ¡irnlinilu el lalleei- 
miento por I* paYÉlda respectiva J ira pft*tle determinarse si 
éste, ocurrida dos din* después, bu sido product lo directamen- 
te por la herid» ó por infección producida por ta Taita de an- 
tisepsia il siilurui- la ;íi bien por «I medicamento 0,11c le :oiaií- 
nislró el enfermen» i|e (a ealie. en cuyo ceish debe eslur.se piu- 
lo más («vol uble al procesado, de acuerdo con el artículo 13 
«leí Uúil ¡íí'» de Procedimientos un bt Criminal 

l¿ue el hedí n de nulos es una simple lesión de la (Jttfl debe 

absolverse a su defendida, iw eo-niln á «tí l'avuf hl ekisíait- 

i:ta de la eximente del articulo Si, inciso l ■ del UimIírh IVnul. 
Y Considerando: 

1 ■ i ¿ne ¡a dentera en la resolución de esta cansa se debe al 
extravio del expediente, motivado pur mi descuido en los em- 
ideados de Secretaria, al darle eo'.oeuel oí Cli lo* cajunes en une 
eran eouduci las las existencia* del jugado al ser trasladado 
desdedios Mu luí á esta capital. 

¿- l¿ue en el sumario de p re vene i ó a inatrufdti por la polieía 

y en las uetuueiuiies practicadas por el ju/.oadose Ion g tinto 

líligenems esenciales i[ue obstan para la lliejttr tMliüeaeióii le- 
^•xl del hecho. 

¡V «¿ue sin Uilllmrgo^ date MI bulla comprobado pur bis iifi* 
cios de fs. I, '¿y U, por el testimonio de Lloren* de f¡c. \ y 
•i'J vía., de Quitar de U. % de Hernández, di; te. ti y m y el 
informe pericial de fs. H, el ijue si bien «a lier.lm por pers.mn 
lio diplomada, era. I- más idónea de la bical ¡dad, a juzgar pin- 
na profesión, 

\ (¿lie la defensa 110 ha I rulado de probar siquiera las culi- 

sai» dtttermiuuules de la muerte de Kleliulu/., inie mera eti- 

niü posibles en W esc r i tu de fe. t'l y sigtíienUÍ^ J en 011 los 
existe dut» qtte autorice á ana pee liar o, tic BijUella fue ocasio- 
nada pur alguna causa extmuu á ta puñalada recibida. 
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."i" (¡ihi de ¡míos resulta ii ni- A mu U« l.YUlóbnl Molí mi es el 
autor «leí Itceloi. 

I¡" <¿ue de |«p mismas constancias se desprende el estado 
ríe ebriedad tí el procesado Mnlim». y el deseo de «engftrtie 
de hecho* anteriores, (incido por I» excitaciún que e» él pro- 
,l, t ¡o e | ftleuhol. lis presumible que Molina al eitttiwrir ¡í 
lo iiiviUeiiín de Klehelu/ mi Un vari aun la idea de la ven fían 
Kft, y que ésta nació uesjméa de la discusión tenida ron la víc 
timo que le nhso reeordar ra*3ntim¡entoí pasados y excitó su 
temperamento, exaltado yn por el exceso de la bebida. 

('alie, pues, discutir si este estado debe considerarse en su 
favor, con amplitud pura eximirte de pena A bou Péstrieeíitn 
para atenuar solo tu piel la á que pritwt facie s« lia heclm acree- 
dor. 

La embriaguez, para que pueda jus tilica r un hecho por si 

| ¡me, debe ser completo y »" imputable al agente; en nftrM 

, asus solo scrvirs'i para atenuar más ó menos lu i n. corres* 

pnoduoido siempre la prueba al acusado llinul de la note al 
inciso l" ilel nrt. Hl del Código Penal) 

Ni el acusado ni su defensor lian i nica ta. lo prueba alguna. 
,;||u sido involuntaria la ebriedad? Debe sostenerse que 8Í, 
porque hu.v duda, y en esie cuso lllítie estarse siempre por lu 
más lá vera ble al processidn tuH. i:t del tVidígÓ de lYocedi- 
micuhis en lo trimiunlí. 

¿lia sido completa? Nú, porque, de las mismas constancia* 
de autos resol la ipie si Ideo quitó ó Molina la reflexión, iui 1c 
auprimbi la cmicieueiu de sí mismo y del mal que bacía. 

7- «¿iie por esto el subscripto considera que concurre la 
ebriedad solo eumn atenuauie, y nd así ¡a agravante de la uro 
meditación, según lo entiende el señor Fiscal mt lw. 

8" l¿ue el hecho se baila previsto y penado por el incisa 4", 
letra </, del artículo IT de la ley numero ilHN, cuya penalidad 
debe aplicarse abreviando el termino medio eoli arreglo ú la 
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disposición del ürtíeulií (i" de la misma ley. en virtud dt* l;i 
existencia de la atenuante rec teida. 

í'ur estas rtiiMlaiuenloa, y na ubstaut« lo pedido par el sc- 
ñor Fiscal íí'/ W, ddínfrivaniniiiH jti/^siiiiJii, fallo: mudenan- 
dii á A inuttii Oislútal Mulíua, ¡i sufrir Iti pena de cinco anas 
([0 penitenciaría, <:<»n cusías y accesorios legales. 

Kliívesc ;i hi Mxtna. Cámara si l'uetB apelada, il l«8 efftti- 
tos del artículo ISU del Código de Procedimientos en lo Cri 
mi mil. 

Noli l"í.| líese, inseridas., y repónganse las lujas. 

I*títiiriit ./. Pmttti. Ame un: 

./«.vé Brnffura, 

* hh I % ' .LUMIA H.HKHM 

Un Plato, J>i«t» lu Jo iSttft. 

Vistos v üt«l)t»kíftado 
t¿né está üomproliiido i|in- el [O'(n-.t*s:olo Iti rió de mía punala- 
dna.limu 11. Ktrlo-hi/., jflV di- la I Míeina Telegra^ea de *&ui 

pilltü Mnliuida. 

<|«H Í|fli:iltlHMilf i-si||l:l del prnce-o i|ih> 1:1 ltiTÍd.1 fue -raVe, 

y ijiif líl «Mil! se |tr«M|ujn di-spues. IM siendo dnd.is.i ja 

mni'i'li- l'ne causada i«ir la lierida iuttíriÜa; 

ijn«- MM-ih.LiMr i ; , ,i,iij¿,.ii,«ia de i«#í/w pwímv dinlada 
por eMu Cámara pnr H auto de r.s 1»;. s- lia ul.leind.t la par- 
tida ile definición de Ifiteiiwíiia, -j 1 "' rtgjf»R«tfe ¡i t*iti£>$ 
&i»iiieiiie*. 

(¿ne cu uoiiseeiieiieifi. el pr.icesailn es nspmisnlde del homí- 
elilfri y no de simple herida nono lo sostiene su defensor. 

(¿ni- el iiii'ermr al .-a.iliear el delito b encuadra en el articu- 
le 17, inciso i* 1 , letra 'i de la ley de re tona a penal mimen. 
•UM 1 de aeuerdu e«n lo pedido en la acusación Üseal. 



t¿ue habiéndose apelado de la sentencia por ambas partes, 
es decir, im solamente por el Ministerio Fiscal, sino también 
por el procesado, el tribunal se encuentra en el caso de apli- 
car la pena que por la ley corresponde al autor del homicidio, 
según el artículo IK< del ■.Yidign de Procedimientos en materia 
criminal. 

(¿ue el homicidio de que se trata no es mi homicidio provo- 
cado, y por lo tanto no es el p rescripto por el mi mero \ del 
articula 17 citado, pues no consta de autos que haya mediado 
o precedido provocación por parte de la víctima, que consis- 
liera en insultos ó injurias graves, como quiera que se hayan 

tomado de palabras y de las palabras se }* au á los hecl.os, 

cuino declaran algunos testigos presenciales. Parece resultar 
más bien que el móvil del delito fuera un antiguo resentimien- 
to de cuando era también empleado del telégrafo el procesa- 
do; pero tal antecedente remoto no piarle servir para que el 
homicidio sea calillado como lo hace el inferior, y tal ante 
cafante, si I» hubo, pueü un sola testigo lo luenciouanl referir 
las palabras vertidas pur el procesado cuando este se |<i en. 
rastraba si su víctima instantes después de halterio herido mor- 
talmente, ha sido >d v idadn pur las relaciones cordiales man* 
icuida.s después, si\t Ips cuales no [uniría replicarse ht invita- 
ción que le hiriera la tírliiua de festejar «-mi una rcim el ¡mi- 
versarlo de su natalicio. 

l|lie en consecuencia, no se encuentra en favor de ht vteti- 
ma utas que Ja circunstancia aieiiuaulc de |:i embriague/ in- 
voluntaria, [icio un coiuplein. qno debe lener>e presente para 
la imposición de la pena al homicida. 

i¿\w el linm ii-nli' uelid'i r-,l;i prr\i>lo v '¡i ! i ii C;ido puf el 

articulo 17, capitulo l, número 1, de la reforma penal, tuda ve/ 
que uo se halla encuadrado en las ot ras disposiciones relati- 
vas al homicidio. 

Por estus fu lid tunen tus, se continua la seuteuctu recurrida 
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en únanlo haü€ ees pansa Id e al prntM'snda del liDiuioidin eome- 
tULo, nindilit-ándiise en auaulu ;i la pena r i m |>nn i«*inloscl«* !¡i il*> 
doce auns i'* 5 presidía, i;tní «asías y demás actíe«f>r¡t>9 tidales Mr 
labieidil ns |Mir i ¡i li*y pemil líf vuélvanse, 

Joft'fiihi Citrrilln, - - I't ifnt 7* 
ilirt'ulittiL'ial. 

F * HK IA SI 1'ltKSlA UOKTK 

Uncu..» Air*x, ii.-i.jU* 7 .i« 

Y Vistos; Considerando; 

1 . (¿m» ( > ii ta establece la sentmieia n pelada, las constan. 

t:í,M de unios timnprnetian el humii:id¡n perpetrado en . l per 
natía <Ie Juan It Stelnilu/.. y .pie H aulnr ■tet lieelm fin* el pr#i> 
cesado A mal ¡o (Visiiibal Molina. 

(Jiir '.sírtllilii l»WtÍ§Rii<l esti- delito jmí uhmuim l»tfH 

disposición especial del C«Wíís*i Penal nn« 1" iwi*ftri8it«ta - 

n-cspoiide imponerle la pena .(lie leiermina el arl. 1?, <í»|> I 
ÍHOÍ80 1". 

$» (¿ne tomando en consideración la eirmastalieia lifciüittiill^ 
te, de l¡i i-iubnii^inv. iiivnhiiitJifÍ!i. peni incompleta, lié Molían 
Guando tílmieliiií el Ueuu», es arreglada ¿derecho la pena dfl 
done años de. presidio ojie se le luí i nipiitMlto. 

|*ni' esto, ile «outormidad OUil la (iiatftiliiuati»» poi* el mhW 
Proyamitar Beaeral y por sus raudamente)*, h¡b oiMififitM* Cümi 

listas la sentencia apHada coméate ti fe- Lül, debientlti e 

[talarse en la pena lijada el LÍeailW de [iriilidli preventiva hii- 
frida por Amalia OísIóíku .Molina, tifia arreglo á Jo úUptímíit 
piir el arl. (i' del Cmligu IVnnl. 

N nli liti a rae original y devuélvanse, 

A. lÍKUMKJn. Octavio IÍim.ií. - 
Nica ni ni U. iuíl Sih.au.— U. M"- 
yas« Ua«TÍTA. 
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/><m FruHrisiit S, tíitfiUUl "itítni tlun Juan PrUrtchi y Jan 
t*'i* virn Mtwkhlhtiff fW tlühirá tf ¡kW/HÍrttm; t'ttutu'Httü fie 
t'MHjteteuriu * nlt'r < t Jh* t t*e*lffíil <if ÜHhtitttftt > Entero *¡ 

ti Ji I' ÍH*t"h( ttt >('■ i't f'ttjtthti 

Htntutri**. \.\\ dciuuui.'u |mr iiidniiui/.;ii:iún iji; tlnwts y \n*v- 

jlliulo> JinMM'dufiies t\v irlu rr-|Hitnd'i illViin leu el eiisit, 

QII t- mi t,:» r^ii (MI 1111 juicio ejtUÍUtiVtl ili'srsl i Miad» ttll dt'lilli- 

livti), iiuumiii el eji-mcm \h- una íutnñh persiinal, cnyn cn- 
«iov 1 in 1 cu tu conrsii I*" ni jmv del dmnirrli" del deman- 
dad». 

(,V/Sf). ■ p\jihcílli las sigílenle, |m<", (- 

IUTM Hkl. .11 KM t)K I ■ jn.vhm 1 v 

HuliítiliuW airiVfliuiJu «iiliuiiiiiUiliutllliS 0U11 las dí!Íg»UjBÍlÍI 
ile rsfctc Moai-í*'iii de lesn^n* de |>. que i-i dumieüu» 1 J ■- los 
ieenn-eni.es hs id di> fMii ca|dt:il y LrntümiW del eje-mem 

do una íhíchui jiers ti iutciihidu emitra aquel). w. <■ ine- 

á lo tjiiH diájHHieti Im iinítiulus i del C.idi^i» de lY<M:edi- 

mít* * .V Ifx» > 717 del fYitl'ig» Ti vil. mí decían* cuiujMJtmi- 

!*■ el ii]inisiu'i|iin \mrtx witúmr un esc juicii» y du «huímniií- 



ÍALLOfi l>I Ll SDPHKÜA 0QRT1 



dad con Iq i|it* 1 disponen los arts. H3 y UH ilel Cíiltl. de Pro- 
uetiimieiitua, nu obst;tnte lo dictaminado por el sentir Agen- 
te Fiscal, se resuelve mandar se lií*rt* nticiu ni Mfifflr .luí;/. 
Federal de Sumíalo del Ksi.cn > liaeieudulc salte r el emiietii- 
do il** la 'irtx'iilo resol iieimi, el de Uis «se rito.* di- ís. í y 
de las iliilisciiJas ile reclilmaeiñn les tija* Ao t»¡ VA y del 
dielnmeu .le h. I vía., pidiéndole se sirva inhibirse en el 
juicio ijna míe ese Ju»gá'lii ttií insiaur ido d«n Ki-hiicíjoio Se- 
jíiindn nipíiitt eoufrn ln.s M-nures .limo l'ellesehi y l'Vderiéü 
Mlic"kinl:iy, por iiidentU¡/.;u:toii i|e diiíms y perjuicios, V ►•«! 

oon8et;n«neí;t, remitir ni iiil'niseripio lus antas corrcsp lien- 
tes l'i'dusele lelí" n 'rálicanu ¡oispnnla l¡i Iromil-oriiiu ded 

jiliüiü ruiafc» tuulo se decida el pn-.^-iil.e incidenle *«dire iulit- 

»U»rin- 

Repicase la foja. 

f\ HeljffUera. -Ante mi: K dé 
lgar¿úkal. 



M To UVA. Jl RA FEUKItAL 

y vum¡ 

La inhibitoria reclamada por el señor Juez en lu Civil de 
la Capital Kederul Dr. I lelLíiiera, á solicitud (le U»s se llores 
Juao Pelleschi y Pede rico Maektuluy, pa^* que este Juzgad» 
se «paite del isinimúinieiifo del .juicio iinuimviilii por don l-Vun- 
ciseci S, (iigcun contra |us expresados Tellesrlii y .Mackinlny. 
por daños y perjuicios. Visto lo expuesto por la parle de 
Oscila y lo dictaminado pnr el señor Procurador Fiscal, y 
Considerando: 

1 (¿tie el a rl. *• tté la ley de il de Septiembre de Jttt¡:>, 
ha establecido la competencia de la justicia federal eu las eau- 
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bhs enm- ví^inos ilc «listin!* preivímúa y nilre extranjeru» ,v 

uruiMiliiii*. sin i-tU¡Uuir ní HltiM-iii- fu iisuIíi H ilrrwlm ni 

Mitin- las causas sari i v H fuero- Suprema Corte ¡saeSo- 

iiiil, UUJMJ V, pég. Nft. 

■i» ijiii> 11111141111' mi ií\¡.-*Müi ili»pumfil«n¡Bn explíaitea «ii lu» 
leve* iIh |irii«eiUiHÍt*utii iVilmil. mn principio* t&MwMmm 
itoi'iriiia y jurisprudencia: I iruhtaduie lie uccmuips |im- 

rrnVnlrs >lr hivhns ilíit¡l«W ti* jutv. tiftitipeteiltu I'J lüjj¡?** 
dnii.it- m| Mellos 88 li'iliif.si'ii . ¡ron la lo. y 'i" 'l'ii' el jlll?» ÍÍIMi! 
p«t«Mt.N para l« principal para l»« na -e-MinoH, im-xlcatiís. 
n'i'oiivi'inrMiii, juiclns acia-scirios y itihh-m»*. 

It' (¿lie r'U el presente i-lsn h'ala • !<* il un ucciiin ctlIaoU 
ihi puf fl sfíjiir Ñlgi'iin. I""' llanas i pi-rjuiciuN, prm mi ¡«atea 
ih< mi arlo repula iliril», i>ji-<:iii;tiIo » si-íinros IV- 
llesrlii v XltWíkiltiüy, » ;i!iit: el üiitlmr»** niaiulau" :'i Iralmr 
por mlw cu líl jnhao jiroilM*vUl«l I""" inisnui* cnnfra lii- 
irt'iiíi. ntt.f nula vsiv. ju/.ii'ail". cuyo *• \ ^n*«l i i*n i tu* icnitl» á tu 
vista y ríe cuya e\Ul t:m:ia y ítalos fscncinlrs ilá imicmU *'l 
infirme ile .Secretaría, otmenLe <lc t's. 1\! vía. á I'*. Ut. 

IJui*. ru 1-iniHfitiii'iiria. trutAnoW «Ir una acción *IU« «« 
lisuíi' áVi-ivur ilc un aotti ilícito, cun-espumlc i'oimrrr al juez, 
ilr i^ia ««tim.íh, iju*- i's el ih'l lu«ar * l * ■ ■ hmfák »p»tf¡e 4« H l( *>i 
iuiUi cíalo lns señores 1'eMe.selii y Mackinhiy pediiiu justicia 
¡inte cale j ii^ul» uiuiira (¡i<íeua. se han s,»mt!tiilu á él para 
«■I j.i i.-!>. i|in> enlabiaban y la* Doimeuuenuiaa tejíales nue uV 
hiaii derivarse de sus bechoa y i|iie eran ínciles de prever. 
Puf lu expue sin, tle neueroV ¡il ilii-i;i)ii*'ii iUm\. resuelvo: 

- rsic iiixginlü es cuapetcme i *** enno«ar etí «IWW »!*■ 

ta refertmeirt. y lio liaitinalu loget, ité .■niisi-iMt-nl^, á la iii- 
Iiiliit«r¡a peüitla, 

IkípiM- siiIht, y .ItnjHM- »l seftor .i ni*/ n-cliniiaiue, 6W»s- 
rriluf Jiiln i'Mh ri-Míluui.ia, lu expuwiu par la parle, diciamen 
lísi'al, ¡uliiruiu de Seerrlurín y ilmnundu ile lli^eaao' 
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,!,.;,■ cniit.t!>Lr si n'ooiKHíP hi üíiiii ein*i:i de esle ju;í#atlM pa- 
rtí seguir fttttcutmlo, *i ''i< <i"nt i'íiriti, remitir luí ttúluN a 
iíi Kxmri. .Siipriimii (.''Ule d>* .lilslirii* NuiíÍuIüiI \»*rti 1?* 

lll> liill ilt'l lljrilll'lll l\ 

TraiifHiPÍlMSt! ni i-I liilm. "I>* S« na- Ba*« [il^adu. 

(*}< IAMKS HKI. M-SHII CKMHI! '.I-MIH 

Si- úu íí« desprenda de 1<j> iiiiiixcdeuifa qnii üorn'n i'ii tus 
waiiM jinuiii.iiíiLiil..^, Iíi preseutt! ooitlieiida d« «&i^|»^tte¡ 

Ilu Inilmd Uim'I seien- Jih7. l-'edenil de la l'r.n iu<'i:i d<- Sun- 

liiij-n del Ksltíru y el gritó* 4.11*5* di! l<> Civil eti 1" 
de Irt C^jiiwl» diMítor ílelgnera, Tul üafttíeíwWt li¡» tiiiti t-U: vn- 
d;< á v. li. imi-a m tamlmUih por liáU»*«fc ««tii|^ewUi4í»i e« PÍ 
incisu /* del artítiula U de la i»\v 
Sci-úu uurtsta de tu áüiuadu. Candil *u iíuiH|Míbeffoki el *«ftor 

JiK'jj l'V-iUtriil de Nrtlltfttgt», BU [ti .¡minslinicia de iftttf f|í|>« 

la iiüe d Ljiiiüiü iniciado wu* Pniudscu ¡U. lllgé** BWiaeu tai 
sei^res Pelleaubi y Müekiiilay, ¡inte su ¡wMfetó», at^ice ou 
Um .le [ii'síis. iís ntm eiuatrg-qnttj* de un jiiicm ejfteutivii aiita- 

piiip, sülwmutíiadu unte til y o ittri*s|Hiiide, l'úii i|¡eti@»' 

limado piM- la LVuiiura Kederul de¡ distrito de (JórdoUi, 

KtitilttHU insistencia el wftiir Jihk ordinario <l« la l'iipiml 

(IhcUii- "Ifclgiiuru, en ijiii! no evisueiidn eoiitnitn ú « |dir, ni 

si-iileimiii i[m* ejecutar, su eioupeleneia r>l:í aleoindn Jim- c.-lar 
domiuiliudos \as tUíinaiiUtidos dt'iltrrt M *ü jjiriwlMta tcrri 
Uitial tmliiittpiti, y iui liáltór consiancin alguna en ií! bxikhIiiüi- 
n- i|iif< se upun^a ¡i tal niueeptit 

.\ al di\ «incuria, ijtlOWln fjtlti tótiitóllAtl^ Ul tíWílt la 
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á resolver entre los dos jueces til minios, eoiiceplúo que quien 
e»ta en lu verdad es el avilar Jiuv. nrdiuann de la Capital, 
rliit-Lii:- Helyiiera. 

Hasta para (•mistiilar Ih mcousisienein de Iti aoatetíido por 
él señor ,fmv, da Suim.^n riel Uslero, tettei presente I» deman- 
da i uierp lies (a jior el señor (¡i^ena i,I*s. I, expedí en le agregado) 
para tleluniiiiinr es- loa eirunuslaneiuK: 

l¿m- «o si' Irata di- mi juicio legal y díré'jMllWSilte emergen- 
te de otnp anterior, 

Que por el contrario, se traMi de una acción personal de de- 
■ ,■ nd¡< ordinaria, |ior cobro de ituu saina determinada de dinero. 

Prescindiendo de Ja enlibcnción que la parle pueda dar ú 
atrümir ti sil ue.eimt, asi uoí¡ao de los antecedentes que relaein- 
tin ni examinar la acenuí baju el panto de vista de la compe- 
tencia, se^itii V. K. lo tiene i»*ialdei:ídi» (lninu Ití, páítü HUSJi es 

l ucra tic duda. i| i den lu de Uigeua es lina demanda nr- 

duerna por acción personal il Iiro de pesos, independiente 

de ioilti uho jtiieio, tío utdu legalmente ptri. '¿¡'I, Código de Pro, 
cedirnientus), sitio con arreglo al texto de la misión demanda- 
en ta parre de su peí ¡lorie, .pie es lo t|ue en realidad caracle- 
ri/.:i la ae.íióii interpuesta (fs. vía., expediente agregado); 

No tratándose, pues, de mi jnieio emergente, ni tneno» de 
una acción nacida de un delito de! derecho penal, que no pue- 
de repu l a i>e tal, d embargo deaestlliittdu de que se te infiere, 
muco easu en que estaría aliuiiada la competencia utilizada del 
seíinr Juez de Santiago, en el «aso suU jndkw ( Tomo M, |iát¿. 
■¿i;7 v tomo 7:i, pá-. Mi) t 

Y resultando, pnr «tira parte, i|io* se (ruta de ana acciim 
personal, ||im* cobro de pons, en <j»ic -m mediar emirato ion* 
cumplir ni sentencia qtie ejecutar, bis demandados están dti- 
inieiliatlos fuera de su jurisdicción; es evidente, bajo Láñ ela* 
POS concebios, lu ineniiipclcsicia del señor Jiov. Kcderul de tfau- 
i iii^ti ilel Kslero. 
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La designación evidente de la acción, las circunstancias 
allantadas, asi como la denuncia del mismo actor de que los 
demandados están domiciliados en esta capital, bastan para 
establecer la competencia del juez de bu domicilio, con arre- 
glo á la ley y á la jurisprudencia constante; (urt. i" Oíd. de 
Proced. de la Capital, lítrt y 717 Migo Civil; Tomo ir>. pá- 
gína iSl)i 

Y no existiendo en autos establecidos ui probados los e*.- 
I remos necesarios de distinta vecindad y nacionalidad (Tomo 
07 péjf. 381), para motivar el fuer» federal de excepción, en 
el caso.es evidente que quien debe conocer de la acción de 
que se trata, es el jiov, del fuer" ordinario y común, que eu 
el caso #«& judice es el de 1' instancia de la Capital, ductor 
Helguera, «jiiien sostiene fundadamente su competencia en La 
presente contienda. 

I'nr lo expuesto y concordantes del auto ile fs. U vía , ere., 
que V. K. debe, resolver esta contienda declarando que ciutus- 
ponde conocer en el casi) al meueiinmdo Juez, en lo ordinario 
de la Capital. 

Jntio ¡Met. 

r vl.l.O 0K l,V SI'MtB»* l'OHTK 

Uimntt» Aire*. Uriul.r* V> ■(* 

Y Vistos: 

Kn la comiendo de competencia entre el Juez local de esta 
Capital Doctor IVderico |ii¡lj;u«ra .v el de Sección de S;inlia-;o 
del Hatero, traída á esta Suprema Corte, í€gúii lu establecido 
en el urt. i», inc. h) de la ley ir ítfiTi; y 
Considerando: 

t¿uc la acción deducida y une motiva esta contienda es per- 
sonal, pues se dirige al eiiniplimiento de una uldiguciiin nacida 
de una de las varias fuentes reconocidas por el derecho. 
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t > • 1 1- aiendu esa la :icojiVii entablada, el juez ijue ha fie enten- 
der en La omisa es el de esta Ca^iitul , por aer el del domicilio 
del deudor, según el precepto ilcl art. I, inc i, del Código de 
Procedimienios de la Capí Lal, adoptado como ley supleto- 
ria, según el artículo ( n de la ley u". SS381j cayo precepto no 
lince ninguna disli acimi t-o las aeeiunes civiles ¡jne com- 
prende. 

(¿ne la única; excepción al principio que consagra, es lu que 
constituiría la existencia de un lug;ir cuín cuido para el emu 
plimicoto ile la obligación, ó el logar ili-l contrato, cuando 
ese es el domicilio, aun »t*a accidental, del deador, cuyas excep- 
ciones m» se encuentran en el caso snb jtvttcv. 

1'nr estas consideraciones y las del dictamen del JSr. Pro- 
curador (¡enera!, se declara que el conocimiento de esta causa 
em-rusponde al JutíH de usía Capital, sin pejuicio del fuer»; en 
eoimectiencia, remítansele liw autos y liábase saber por olicio 
esta resolución al Jne/ de Sección de Santiago del Kstero. 

Notirique.se original y repóngase et papel. 

A LÍKftajUO Octavio Iíusue,— 
Nica son (i. uv.i. Sdi.AR — tí. Mu- 

VANO GAOIT0A. 
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OATS A (UV 



Btinjifitm • lh- ¡ínsitos tj Mnvllvs ttr !n* Cutuiimis» ruiitnt >l 
Gtibiéma Xni'hnal, ¡»>r indvMnUntimi dt¡ ttañoa >■ iutrrvavs. 

$mmmth— Hwnelto p<m- seuieneia ik« la supruai» Curu». * l t>- 

ulm lo de Abril d« IHíi?. que la emprima Je las Catalinas 
lema drreclm ú *er indetuniftnda por la Talla Je «¡ra pnipnr- 
OÍOOal de la oafg», en d cuso de tjiie ese jíiru un se liulm*- 
ra efectuado eu la prnp«imún establecida en el nrí. I" del 
deiíretw de ¿1 deJuUo ile lH?r., aprobado por la ley »le Oc- 
tubre Ul 1W77, y uurnlituJu esa falta ile íííim, prneede la 
iitüVitiuuaeii'ii reclamada puf lal concepto. 



Tajifi.- l,o explican la» siguientes piezas; 

SKSITSriA OKI. J fKK FKHKIiai. 

Y Vistiis; 

líafñ resolver este Juicio seguido por la Knipre*¡i <lu lúa Ca- 
talinas emitra el (JwUief le lu ííaenín, ilel «pie riístiliíi: 

I- (¿ue ú l'ü. Hi se presenta dmi Ole utíim Sanado *'u ri*- 

preft'iiltteina de la Km prestí Jet Norte y Muatlen de la.s Cata- 
linas, i-niiihliimlo Iwraiül demanda uuíitra el (¡ubienio de la 
Níu-mmi. y a:¡iii¡fi>lttjitliMj<ie la Kxtun. Sapn-mn t%rtc d<í 4w- 
lieia aj rallar Itii juiell! tepiiid» |>or I» empresa cniilra «'I 
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bienio, resolvió: 1* l¿m> la concesión otorgada ;'t la Km presa 
de las Catalinas por deeretu de *¿l (ti* .Julio 4c l^ío y aproba- 
da jHtr la ley ile L¿ de Octnt re de 1877, lia estado y está en 
vigor; 'i' (¿ue tíl gobierno no tiene obligación ilt* hneer el prn- 

rral le la carga entre los nluiuceiies < | u c construya eti los 

terrenos ganados ai liin de la IMaia y los de la empresa; ¡J" 
l¿ne respecto ti los (lemán depósito.-; de la capital, la (impresa 
tiene derecho ul prorrateo en la pmpmvión y demás condi- 
ciones establecidas en el articulo 1 del citado decreto, y t" 
l¿ue la erafHPMa tiene derecho a ser imiem ni/.adn |ior la taita 
de ijirn proporcional de la carga, en el caso y eu las condicio- 
nes del considerando de la semencia; que en este conside- 
rando la Corte establecía Mine si el giro de la carga entre los 
almacene* de la empresa y Ins demás almacenes de depósitos, 
evcepeióu hedía de los del puerto, mise hubiera hecho eu la 
propn reí i'i ii establecida en el articulo I" de) decreto te 1M7;>, es 
justo que la empresa sea indemnizada en la medida de la pri- 
vación de su derecho: que el Poder Ejecutivo se ha negado á 
abonar á la empresa los danos y perjuicios .¡ue ésta ha su- 
frido, de conformidad á lo resuelto por la Suprema Curte, ale- 
gando une la sentencia de ta Suprema Curte no contenía dis- 
posición expresa sobre la obligación del gobierno de pagar 
daños y perjuicios; que el artículo I del decreto de 1H?Ó es- 
lubleee que la distribución proporcional de la carga se liaría 
*egiiu su cantidad , especie y comodidades del comercio» , y 
ptr decreto de '¿ de Septiembre de IH'M, se dispuso no se gua- 
ra carga ú los almacenes de las empresas particulares sitm eu 
cuso de m. existir espacio disponible en los depósitos lisía- 
les ; que ile con formulad a lo resuelto peo- la Suprema Corte, 
el prorrateo de la carga debía hacerse entre los depósitos lis- 
cales de Laniis y la linca y los almacenes de la empresa; que 
el comercio siempre pre lirio los almacenes de la empresa pol- 
las mayores comodidades que tenia en et recibo, conservación 
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y entrega üe la carga; que tomando como base del precio del 
almacenaje y eslingaje, el cálculo heeho pt»r la lHreecióu (Je- 
neral de [lentas ile *¿ pesos 50 centavos uro por tonelada de 
carga, resulta i|iie la diferencia entre la eurga girada á los 
depósitos de la empresa en cumplimiento deS i Lee reto de '¿de 
Septiembre de 1890, y la se le debió girar de cm Ion» i dad 
a lo dispuesto en et artículo 1 del decreto de INT."» y á Lo de- 
clarado en su sentencia por la Kxinu. Suprema Orte, desde el 
2 de .Septiembre dti IHJHJ liasu Junio de IHítü, importa la suma 
de «H7.8.Í7 pesos 0» T por loa que demanda al Gobierno de la 

Nación; termina pidiendo se < lene »l l'oder KjeciitiVü de la 

Nación al pago de ta suma demandada, sus intereses y costas 
del juicio. 

2-' l¿ue corrido inalado de Lu demanda, l'> evacúa a f*. el 
señor Procurador Fiscal, manifestando que el go bienio nada 
adeuda -i la empresa netora ptu- roiií-i-pto de iudemniiaeióii, 
pues Lu sentencia de la Suprema Ctrte no contiene decisión 
expresa sobre tul indemnización, que ana dando al conside- 
rando ¿i y resolución del i" punto de la sentencia de la (lurte 
la interpretación más Favorable á la empresa, ellos no siguí li 
carian sino una declaración cnndieiniml de i|ite la em presa ten* 
dría derecho ó ser iudetunuudu si el gobierno im hubiera cum- 
plido el articulo 1" del decreto de IS75; que el gobierno lia 
cumplido en turnia esc articulo; que determinando ese articu- 
lo que el prorrateo de la carga ne hura según su cantidad, es- 
pecie y cu tidai I del i.omercio, y U(J es tablee i endose quien 

debe determinar esa proporción y apreciar (as comodidades 
del comercio, es lógico concluir i|ue es al gobierno que corres 
ponde lijar el criterio con que Lia de hacerse Lu distribución 
proporcional, y que reconociendo La empresa aflora que en 
todo tiempo se le ha girado carga, resulta que el gobierno en 
todo tiempo ha cumplido con lo dispuesto en el articulo l- del 
decreto de IH1~>, pues esa carga que le giraba era la que te 
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correspondía, según su criterio, al determinar la ttroprtíÓitittá« 
Hilad, teniendo en cuenta In cantidad y especie de la car ya y 
las comodidades del comercio; termina pidiendo se rechace la 
demanda, con especial condenación en costas. 

¡1 (¿ue recibida ta causa á prueba, -se produce tu que expre- 
sa el certificad u del ar unriu de fe. 

4* l¿ue puestos los autos en la oficina para alegar de bien 
probado, se producen los alegatos corrier'es, el del ador de 
Ta. á fs. y el del demandado de t's. á fs.. con lo que que* 
.:ó conclusa U «ansa para definitiva, llamándose WlW» para 
sentencia ú fs. 

Y Considerando: 
1" <¿ue el presente juicin tiene por objeto el cumplimiento 
de lu resuelto por la Kxum. Suprema Corle de .Justicia en su 
sentencia de 10 de Abril de 1897, que en su resolución i» es- 
tablece «que la Kmpresn de las Catalinas tiene derecho á ser 
indemnizada en el caso y en las condiciones del considerando 
l\ de esta resolución»; y que dicho considerando que debe UA 
marte come» complementario déla misma, dispone: «que si el 
¡rtro de ta carga entre los almacenes de la empresa y lis de 
más almacenes de depósito, evcepebW hecha de los del puerto, 
no se hubiera efectuado cu la proporción establecida ep el 
artículo l" del decreto de 187."*, es justo que la empresa sea 
indemnizada en la medida de la privación de sus derechos». 

¿" (.¿ue en tal virtud, las cuestiones á resolver sim las si- 
guientes: l" si el jíiro de la carga á lo* depósitos tic Catalinas 
ha sido ó nó hecho con arreglo á lo establecido *•» el artículo 
1" del decreto de 1K7Ó; y 'i" en cas » negativo, cuáles son los 
perjuicios que debe el gobierno indemnizar á la empresa por 
la falta de giro en las condiciones establecidas en et decreto 
indicado. 

.J° (¿ue con relación á ta primera cuestión, el representante 
del gobierno sostiene que se ha dado cumplimiento a lo esta* 



blee Ult» por el decreto de lH7r», jíHifún \a ha eretdn convenien- 
te el Poder Kjeeuüvo. :t enyn nileiin nmeniininlin npreejar las 
condiciones esta Mei idus para Ir» disln luietóii de las narras, 
purel artieailn 1* del citado drerelu, **wUMiif.ml*i, en rmiseiMiíii- 
etli, iple elde'¿ d* Sepliemmv Ji* l*¡Nl, init'^ ni. i> ■ j «M* l:t re 
JíÍHlilt»iiUn'i*iti ¡Itlcrprelath a <!<> :n[i»i'l. 

V" l¿ue átenlo lm Irruimos- rv|n***si»H <lt*Í i 1 ; !i * I dr-l >!■' 
ereto de I87ó y del artículo 10 del de l h: H i . la dn.:irinu aoste- 
nída pi ir el señor Procurador I-* i s*;;i l es del punto iuadun- 

«Utltí. Luí elVrLo; el aNimin l ' ilr! decreln de disputo 1 
lu distribución jirujiiiiviiHisil d»* l:w «!nrs»i»s se liaió üiiiií 
Hi'i't-^lti a la eatit idud y c* |hm- i c i|r l.i ear^a y de la* cumoiiida 
des i|t*l i'.iiuiei'cin ■ | ipii 1 |"ir l¡il (li!i|iJisiiín'iii lu i| ((•• ha ilií diNLri- 
htiirse propnreioualinruiv rs |;i cinl iihnl de la cur^u, ilelinmil'» 
Lt-nerse en cuenta para r I lu. la ¡»f. ■ i <- • l e* l:i nn>iii:i. a lia d** 
hacer ana distriburinii ri|uil;tl i va y iiii desl i uai* á unos de¡«ó- 
«¡los la ile mejor calidad y á litros la «le peor, y al mismn l icio 
po las ve majas y eimiuilídade.i del comercio, á las ojie en Mili* 
caso debían someterse tan la ln.s intereses panieu lares conm 
los intereses del gobierno. Indura Ultímente era a la Admi- 
nistración «le Ail tana ijnr iíurres(N»u:|¡a apiveiar • ■ 1 1 rada ra.-o 
las condiciones, de equidad ni Ja dHlrílincióu de las cargas con 
relación á »u especie, y tener ra onisideramón Las mnnidida- 
des del comercio, nías ile esta un se signe ijue hu hiera ile sil* 
migarse la nriipnri:Íon»' ¡dad establecida con relación á la can- 
tidad ile la carga, i[iie e* el objet" di recio y principal ■ J « ■ la 
distribución proporcional. 

.V t¿ue el uriículu 10 del deerel.ii le CHlHJ e»iwUíeie .pie «siem- 
pre <[tie en los depósitos lisealen de propiedad «le la Nación 
h niñera lugar liara reeibir mereaderías, la AdiiiinULrae'nm de 
Aduana no potlrá thsttwr mrga uljfunn ¡huh ser 'Ir ¡uta i luda 
en itlmttrtntm de e>iipn><<tt# particulares, salvu lita easuw a i|tjíi 
sea iin[íüáil)le la desearla en ui|iiellus [h>r dÉtkieiitfiu de apara- 
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tos», Como se ve claramente, esia disposición un importa cu 
numera alguna iv^lainrul :i r ni menos interpretar la del de 
cretu de lH7ó, ipie t'slalili'i»i: la distribución proporcional, sino 
su derogación absoluta, prohibiendo toda distribución de cur- 
»(l a IllS depósitos tle \tt- empresas parí ¡colares, miculnirt ha- 
bien? Local <i t.s jmmií J *l t* ** n lo?, depósitos 'isealrs, resultando ile 
ello, iju*' la Admiiml ramón •!«■ Aduana al dar riitnpiiui)ei>in á 
csia última disposición, como lo ha vcrilicado, lia prescindido 
por completo de la distribución proporcional ordenada por el 
artículo l del deerelo de ijiiclando así comprobada la 

condición rsiublrcidn |i«>r i-I rnushierandn Mí de la seulenciu «(tí 
la Suprema Corte, mi cnanto á la Tulla ■ ^im proporcional dé 

las carcas, e i lo demuestra el informe pericial «t«* l's. Il«»y 

¡,¡l;u imites, y por consiguiente, la obligación de) gobierno de 
ioiJemni/.nr ios perjuicios por ella ocasionados. 

l¡- l¿ue el hecho invocado por id siíímr K¡*e»l de haberse gi- 
i'iulu i'¡ii'^i!i ¡i la Ktupivsa ('alalinas después del decreto de 
J^iio. y c d i|UB sostiene haberse llenado las condiciones es- 
tablecidas ii id artículo l'dcl decreto de 1XÍ5, tm nnidilieu en 
manera alguna las condiciones déla ciiesijón sobre distribu- 
ción proporcional de las aargtt», | s ijtii- ese ¡(im no se ha he- 
cho mu arrecil» á esla ultima base, »Íno en mmipltiuieiilo de lu 
itllimu parle del decreto de ISiKl, es decir, cuando rül habíalo- 
ral disponible en los depósitos lisíale*, ó miando el "tro ú ellos 
*e liaría i ut posible por lu latía de apáralos para el recibo dtí U 
raiga, 

7" (,'on rtdai'iuu ú la secunda cuestión, (jilC hallándose esta- 
blecida la luí la de giro proporcional de las cargas, que debía 
hiten- lu Administración de Aduana, corresponde determinar 
la iiiiporlaueín de los perjuicios causados por ella ú lu Kinpr"- 
sa ríe Catalinas t u itt medida ttr fa primciou tlt> 8U thrtt ho, 
según lo establece lu pite illlttl del considerando complemen- 
tario de la resolución de la Suprema Corte, de cuyo cumplí- 
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miento se trata; no existiendo en untos elementos snlicieule* 
pura determinarlos con precisión, ellos deben ser lijado» en de- 
Unitiva por peritos, de conformidad a lo establecido en el ar- 
tículo 15 de la ley de procedimientos nacionales, debiendo, en 
consecuencia, establecerse las bases con arreglo á las cuales 
deben ser ellos determinados. 

8* Que habiéndose establecido en el considerando 1" la inter- 
pretación que correspondía al artículo I 1 del decreto de 1870, 
para la distribución proporcional de las carcas, al lijarse los 
perjuicios causados por la falta de «¡ro, debe tenerse en consi- 
deración únicamente la cantidad de carga no -irada, por tra- 
tarse de la apreciación de un hecho cousumuüo, cual es ta Tai- 
ta de &iro proporcional; que si bien para hacer el giro de la 
carga debió tenerse en consideración la especie de la misma y 
lúa comodidades del eoiue.reio, tales condiciones resultan de 
todo punto i ni proco lentes para la determinación de la Taita 
de giro proporcional, debiendo, eu consecuencia, tomarse cuitin 
base para determinar la indemnización, la eanlidad indicada 
aproximadamente )*«r el dielumeu pericial de t's L10 y 8%ttiett' 
tes, tomado de las constancias de Aduana. 

!*■• (¿ue en cuuulo á la eupncidad relativa de los depósitos de 
la Km presa Catalinas y demás éntrelos que debía hacerse I» 
distribución, de he tenerse eu cuenta que solo puede servir de 
base para la distribución proporcional la capacidad real dis* 
punible que hubieran tenido los depósitos de Catalinas eu la 
época de su demanda primitiva en Abiil de |m»i, no pudieudu 
tomarse un consideración las ampliaciones que hubiera tieulm 
la empresa a sus almacenes de depósito después de la litóla 
cióu del juicio; primero, porqne ello importaría alterar la b.^" 
de la proporción a bis tines de la indemnización que se de* 
manda, y segundo, porque estando ya ordenados y eu princi- 
pio de construcción los nuevos almacenes del puerto de la ca- 
pital, desaparecía la causa que motivó la concesión de IXÍó. 



lU. (¿iic por ol ra parle, podiendo la K 111 jiit-sü t \^Ui ti ii:ih r«*~ 
rüiir fu sus depósitos carcas de distinta naturaleza y proce- 
dencia de. las t[ue detono serle giradas por la aduana, no sería 
justa ijiii' In rapacidad ucupada por (al elude de carcas fuera 
tomada t'ii cuenta ú los fines de l;i proporción, pues en tal ru- 
so la i'iiipresu perentoria dohle.s dererhos de almacenaje, pur 
ana misma rapar idad. 

II. I'ur ultimo, i[in* :tl eshiiileeer.se rl importe total ■ J La i ta- 
demni/.acióti, delten ileil uet r^t* de él los valores in veri idos por 
la Nación en el reelijo, eslingaje y entrego de las car;;»* no 
giradas, debiendo la Xnciótt aljioitir el valor liipiiilo i|e los de- 
rechos prrnlódos por almacenaje y eslingaje de dicho* cargas, 
con dedncciiíu de lm »aslm ocasionados pur dichas operacio- 
nes, 

l'i. Une la diferencia <|ur pudiera existir entre el valor de- 
mandado pin* i adeiuju/.ar mu p«tr Ja Kuipresa tliitnlinas \ id <|ur 
lijen ra deliiiiiiva los peritos, no puede importar />ht¿ ftrti- 
luán a los efectos leuali'-j de! jnii-io. pur cuanto ta empresa 
no podía disponer ile los elemeiilns necesarios [tara ei eñlcu 
lo exacto de lu ¡iide.oiniV.iic.ioii, pues ellos solo podian esialir 
fli los olieniits Císcales; sujiído por otra parte la actitud del 
l'oder líjerul \\ o en su itci'i'rlo de 'M de Oel 11 lov de iHíít, y la 
de su re presen tan Le en juicio, el seum- Procurador iM.scal, ah- 
suluiiiiiteiiLe negativa del derecho reconocido V declarado por 

la .cuitaría de lu Suprema Cío-te, d< cuyn c pliuiicuh» se 

«ruta. 

IW estos fundamentos, detniili vameule jiugiiudn, Tullo, de- 
idarando: 

[> t¿ue el lloliicrmi de la Nación, está oíd igudn á alionar á 
ja Kiapresa de Catalinas, el valor de los derechos de almace- 
naje y eslingaje correspondiente ú las cargas (me no le hu- 
hieren sido giradas por la aduana, cutí arreglo u lo establecí- 



fl» en «I artículo 1" del ijeemlo »U" I*)-"», desde H 1- de Sen- 
tiumbre de 1>«H 

■>■ <¿ue la indemnización deberá tór lijada por perito*, de 
conlWinidad ú ln estableado en Ins e<nisideranilin S, l .K ln y 
11 de la présenle resolmtinu. 

:t« y ne las i'itsuu del juicio suii ;i ívir^it il.-l tinbirrno de 1;i 
Nación. 

Hágase saber. Asi lo prouumd<i. mando / linio» Btt la sala 
de deapucho del Jii/^adn Kcderal de. ta Capital, feella wtSttfiW. 

tt. Frrrrr. 
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Clemeutiim ¡¡faftwfol P«fif ,: » Ki«pm^ 'I'" la * Üataiiíiittó, *n 
uuins cou i*l I ¡..bienio ili- la Nación «ubre iudeniui/,ueióii de 
ilaftiM ó intereses, á V S., coniu mejor proceda, ÍÍ|$í: 

I 

t¿ue ii» Oblante ile que V. S , eíI resolver que los perito» 
tomen como base paru determinar la inileiiiiii/ación. la ruuii- 
ihi.t indicada aproximadamente |»n* el dictamen pericial de A, 
lio y siguientes, lia resuelto implícitamente i|ne «1 prorrateo 
sea beeho entre los depósitos de la empresa y los ti --.nales de 
Lunas y de la Haca, con forme se linceen ese informe, isiiiiu 
ítt Dirección de lientas lia sostenido que estos últimos están 
excluidos del prorrateo, equiparándolos ú los depósitos (le' 
pueriH, sin embargo de que tanto el señor Procurador del IV- 
soro cotuii tu Aduana, lian reconocido que im están eoiupreudi- 
don entre estos último*, desde que ruaron construidos en LHHli, 
I*. » y lu ubicación de los del puerto fué lijada por decreto 
de 17 de Noviembre de ÉB8, pág. TU del KejíUtro Nneiouul, 
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> Henirstre iU- IHHH, loque un hu sido negado pm* Ins rt?i*rr!- 
seutnnte* del l¡se.n; ú fin de evihu dilicultades, y tratándose 
de un punto Riendo en iti demanda y que liu sirio materia 
de prueba pido A V. s.. que muí nrn^ln ¡i tu ley :i títnlti 
l*in'tirin :t-, se, sirva declarar t*v|*res;nni*iit.e que el prorratee 
debe liaetirsti entre los ilü[n'i>i( hh lisíales 1 1 +í I/Ulús y de ln H'»OH 
y |ti> de la Km presa. 

LI 

V. S. hn omitido Inmbieii proiiuueitirse sobre Ins intereses 

Hiití ln r»» incluidos eij la rininunriu. y nu la obllgauínu 

de abonarlos de He ser impuesta id í lo bienio de la Nariiíii como 
consecuencia lúgicu de la sentencia de V. artículo ."illH y 
si-.iit-iiif.s del IVulij;» €!i vil, ¡i V. s |údn se sirva amollar su 
l'nllit. declarando i|»e eii la iiideiiiiiuacióo que lian de esLable- 
itnr U*s [iiu-itns deben incluirs*- Ins riHeivses de la cantidad que 
fijrii. 

Sírvase V. S. proveer de euulnrmirind, que tu juslu. 

Ctemi'ñtiHo titmttdo L, Bamvü* 
baso. 

Mili 

üiii^nuí S u r¡>, IMllfclá ¡ü <i* lww 

Aulus y vistos: 

De acuerdo cimi lu pedido en td presente twuriln y ln dis- 
piH'stn en el artieulu Wl del Cñdi-«. de I Wcdiuiieiitus, serir- 
rlrtra: l¿ne 1"« iilniuceucs liseales de la linca, se hallan com- 
prendidos nu la distribución pruptircinn&l establecida por el 
arlieüin I' del decreto de l«7ñ, debiendo en eiíUsecHCUciw s«í 
(mundos en cousí do ración para di cito prorrateo; y respeelo de 
1h liquidación de iuleiTses, desde que la sentencia pronuncia- 



da, condena en OOStas til Fisco, es lógico i|ue nqiiull<Hi sean 
abonados por el misan» desde la interpeJu ión judicial, v así se 
resuelve. 



V Visto*: Y t\>uside raudo; 

1 (¿ue la Suprema í!ortu rmúmú pop sentencia iIh Aliril 
dtí I«¡í7, ipe la K m presa do las Catalinas Um i ;t derecho ú se; 
iudemnixadu, cu la medida de I» piivacnm di: su derecho, por 
U ful la de trín» proporcional de ln curtía, siempre une el «¡ni 
entre los depósitos dula empresa y l«W depósitos tis^des, ex- 
cluyendo los ilel puerto, mt se hubiera lincho un bi propor- 
ción establecida por el artículo 1* del decreto de \!l de Junio 
de ISTo, aprobado por la ley de l:¡ de Octubre de IH77. Di 
cho decreto autorizaba á lu sociedad Depósitos y Muelles de 
lus CuUliusis á prolongar mi muelle y construir las demás 
obras i pie proponía par» las operaciones de eariía y descarga 
y depósito de me rende rías. -debiendo l¡i A d 01 ilustráis ¡ó u ile lien- 
tas-, dice el artículo l , ulispom-i- que se ¡¿iré Murga uistribu- 
yendo la proporcional mente entre estos y los demás depósitos 
se^ún su cantidad, especie y comodidades del comercio». 

Si por este articulo, de carácter pe n naneóte mi en tras exis- 
tieran de|Hiüit<><s lineales l'iiera de lus terrenos ganados al r í">» 
debía girarse Itt earjja proporcional mente entre dichos depósi- 
tos y litja de ( '.italinas, á Mu de asegurar ana renta á los capi- 
tales invertidos en ellos, con aprobación de la Nación, el ar- 
ticulo 10 del decreto de '¿ de Septiembre de UHJO, desconocía 
sin du a ú la eitipiesa el derecho de recibir cur^a cu la pro- 
porción une le aseguraba el decreto de Junio del ?."> y la ley 
de Octubre del 77. Kl artículo lo de Septiembre citado esta- 
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m justicia nacional. H 

blece que ^siempre que en los depósitos fiscales de La Nación 
Hubiere lugar para recibir mercaderías, la Administración da 
Aduana no podrá destinar car»» alguna para ser depositada 
en al maces de empresas particulares, salvo que sea imposible 
1h desearla por deliciencia de aparatos». 

Si la empresa de Catalinas tenía el derecho de recibir ear- 
¡r» desús depósitos en una proporción determinada, cae dere- 
cho no ha podido desconocerlo el decreto de Septiembre citado. 

Ku electo, poi el mencionado decreta se ordena la cesación 
de toda distribución proporcional por cuanto si luí depósitos 
(fecales estiiu desocupados deben' recibir toda la car-a hasta 
llenarlos, sin giwfsa uadít á los depósitos de Catalinas, en 
tanto que si se eucueutrau completamente llenos, debe «jirar- 
*e lodo excedente ú acuello* depósitos, del mismo modo que 
corresponde girársele toda lucarna que la aduana no pueda re- 
eibir por deficiencia de sus aparatos. Se ve, pues, que en ningu- 
no de estns casos se guardaba proporción alguna; y de ello re- 
sultaba que Los depósitos de Catalinas no podían recibir nin 
jjuna car-a mientras hubiera espacio desocupado en los depó- 
sitos Císcales para almacenarla, loque importaba claramente 
Ih [lección de toda distribución proporcional. Kl ministerio 
liseal sostiene que el articulo W del decreto de Septiembre 
citado no repuana a lo establecido en el articulo I" del decre- 
to de Junio de 187.". y ley del 77 citados, por cuanto corres- 
pondiendo al 1*. E. determinar lo relativo á la pioporción en 
el giro de la car-a, ctuuo lo referente a la cantidad, especie y 
comodidad del comercio, el decreto de Septiembre se ha dic- 
tado en ejercicio de (unciones propias Sostiene también qílS 
i: está probado que se Im -irado carga á los depósito^ de 

proporción, se-óu la resolución del Poder Kjecutivo, 

Lis cierto que «i el l*. K. está facultado para dictar decreto* 
que tiendan al mejor cumplimiento délas leyes, no es menos 
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exacto que esos decretos no pueden dejar .sin electo ninguna 
de Las disposiciones de tas leyes reglamentarias. 

Y en el caso aontal, resulta claro que el citado decreto de 
Septiembre dejó sin efecto la concesión acordada ú ta e ni presa 
para recibir cargu á ¡un na la con los depósitos I i sen les. 
consecuencia, está fundado en ley el tallo ■ l * - 1 infennr que de- 
clara que la Nación está obligúela a abonar á la ein presa Cata- 
linas el valor i|e los i lerendos de almacenaje y eslingaje co- 
rrespondientes á las cargas qne no le hubiesen nido giradas 
por la aduana con arreglo a lo establecido en el artículo L" 
ilel decreto tic \Hi:, 

'l* (¿ne para lijar la suma que la Nación debe abonar á la 
empresa como tudem ni /.ación, id tallo del inferior determina 
bis bases con arreólo á las cuales debe baccr.se la liquidncióu 
por peritos. Kstas misen son las siguientes:— I Ti lu cnniida«I de 
mercaderías que se ha -irado á depósito: la rapacidad re- 
tnliva de los depósitos de Catalinas en Abril de Íj0ij la Je 
'os depósitos fiscales de la linca y di Lamia;:!" que al lijarla 
capacidad de lus depósitos tle Catalinas, d lo* objetos del pro- 
rrateo con los depósitos fiscales, debe eliminarse de aquellos 
la capacidad que la empresa lia ocupado en recibir carga de 
diferentes procedencias de la que legraba ó debía girarle la 
aduana, y 'r que del importe total de la indemnización debe 
deducirse los valores invertidos por la Nación en el recibo, es- 
linga i e y entrega de las car-as no -iradas, de modo que la 
Nación abone el valor líquido que resulley sus intereses des- 
de el día de la interpelación judicial. 

Para determinar la cantidad do raiga i|<n- sk Im Mirado á 
l os depósito* ile Laiius v la lioeay á los depósitos de t 'alalinas 
y lijaren consecuencia, id corrcspoiidieriic [■rnrr.iteo, debe i-a- 
tarse ti lo q -esulta del resumen general de fojas IH> presen 

'ndo |ior tos peritos Ku ese resumen i-otu prolutdo por la do 
euinenlaciriii d*-l secundo cuerpo de autos (t'lauillus números 
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105 á 20) inclusive) y por el informe pericial de Tuja* 111 á 
119, se determina que 1000 kilógrauioi de mercaderías equiva- 
len á mil litros. En él se encuentrft convertida la mercadería 
de valor á mercadería de pestv, en virtud del método adoptado 
por los peritos y del que se da la respectiva aplicación á fojas 
114 y 111 vuelta del informo La mercadería aforada & metros 
cúbicos en la planilla de fojas 1L0, dehe computarse a razón 
de G00 kilogramos por cada metro cúbicu en mérito de las con- 
sideraciones contenidas en el informe pericial á fojas 115, á 
fin de reducir de ese modo toda la mercadería ú la unidad oo 
mún de peso. 

En orden á la cantidad de la mercadería, la prueba peri- 
cia) áque se refiere el informe de fs. 111, es la rendida por 
la parte demandante para lijar el monto de la suma que re- 
clatu* como indemnización, habiendo cumplido de ese modo, 
en legal forma, con la obligación que como actor tenía de pro 
bar los hechos que ha invocado en apoyo de su derecho, 

En cuanto i la distribución de la carga, corresponde que se 
haga en proporción á la capacidad de los depósitos de la em- 
presa y de Lanús y de la Boca, de acuerdo con los consideran- 
dos D y 10 del fallo apelado. 

Es indudable que la distribución proporcional debe ajus- 
tarse tomando la capacidad respectiva de los depósitos como 
uno de los términos indispensables para establecer la pro- 
porción, porque sin ese data faltaría un elemento necesa- 
rio para el prorrateo. 

El número de depósitos no puede servir como uno ííe los 
términos para «jar la proporción, en ratón de los fundamen- 
tos que aduce la empresa en su escrito de contestación a la 
expresión de agravios. 

3- Que la sentencia no ha determinado nial es el valor del 
almacenaje y eslingaje que corresponde atribuir á cada to- 
nelada métrica de 1000 kilos de la mercadería girada según 

* 
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el resumen de fu. 110. Para ello hay que tomar en conside- 
ración las <1<m divisiones que establece dicho resumen; esto 
es:— Varga girada á Despacho Directo y carga girada á De* 
pósito. 

Por carga girada a Depósito se tiene que abnnar el im- 
puesto de eslinga ge y el de almacenaje, y por la girada ó 
Despacho Directo debe abonarse su lamen te impuesto de es- 
lingaje, desde que no va á deposito. 

Los peritos i fs. 118 v, y fs. 119 de su informe ex pre- 
san que han examinado los documentos en r respondientes á 
dos años de las cargas gi rudas ú los depósitos de Lanús y 
de la Boca, que liabieudo verificado las liquidaciones que con- 
tienen, han encontrado que el lisco ha percibido por concep- 
to de almacenaje y eslingaje durante esos dos años, la su- 
ma de Vi2tí'l pesos oro que corresponden ú ÜJííO toneladas mé- 
tricas de liJUO kilos, reducidas á esta unidad por el proce- 
dimiento exacto que han empleado pata formalizar la pla - 
nilla de fs. 100. De estos datos resulta un promedio de tres 
pe os oro y 4 centavos por almacenaje v eslingaje de cada 
tonelada métrica de 1000 kilos. 

Este es el valor que corresponde adoptar para la liquida- 
ción pericial del almacenaje y eslingaje de la carga girada 
á depósito eegúu el resumen de fs. 110. 

En cuanto á la carga girada á despacho directo, no pro- 
cede liquidarte sino el impuesto de eslingaje, desde que no 
habiendo ido á depósito, no le corresponde el de almacenaje 

Se ha lijado el promedio de pesos tres oro cuatro centa- 
vos por almacenaje y eslingaje de cada tonelada métrica 
de 1000 kilos de carga girada á depósito, según el 
de reducción a la unidad de peso adoptado por 
Sobre esta base el impuesto de eslingaje de 
extraidas de depósito es un peso oro y fracción, por cuanto 
el eslingaje en este cuso equivale á dos meses de almace- 
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naje y como el i ni puesto ite eslingage pura las mercaderías 
á despacho directo es de tres cuartas partea del eslingaje 
de la girada á depósito, se sigue que en f}J cas» presente, so- 
bre la base de estas tres cuartas Liarles debn liquidarse el 
eslingaje de la carga girada :i despacho directo según el 
resumen de t's. 110; artículo 5, Ijeyes de íilma<r«nnje y es- 
lingaje de 18ÍH5 y IW7; articulo (¡, ley id de 17!>8; artículo 
5, 1HÍH» y líflO. 

Por es los fundaincntus y los de la sentencia apelada de 
fs , se confirma con castas, con declaración de que el vtlor 
del hnpuest» de al mace naje y eslingaje por cada tonelada 
métrica de ICKK) kilos de la carga girad» á despacho directo 
(resumen de fs. 110), es equivalente ú Im tres cuartas partes 
del estint/ajr de ta carg; girada á depósito, siendo estos los 
precios tpie p«r U melada métrica de lülKí kilos deben adop- 
tar Iips peritos al prorratear la liquidación ordenada por la 
sentencia de I». 

Notifít|uese con el original y devuélvanse. 

Juan Agustín Garda -Ángel 
/>. Rujas.- Awjtl fnrctjra 
CorU'-s, 

FJUXfl 11R l.K SrPRBMA COHTR 

ffuttttM Aire». Oeti bie 13 d» IWV 

Vistos y considerando: 
I o *¿ue por la sentencia de esta Suprema Corle de Abril 
10 de Iftíll, pronunciada en el juicio seguido por La compa* 
fita .Depósitos y Muelles de las Catalinas, eotn a el Gobierno 
de la Nación, sobre giros de cargas é iiulemuizneum de da. 
nos y perjuicios, se resolvió que la empresa de Catalinas te- 
nia derecho á ser indemnizada, por la falta de giro propor- 
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cional de )a carga en el caso que ese giro de la empresa y 
los demás almacenes de deposito, excepción hecha de los del 
Puerto, no se hubiese efectuado en la proporción estable- 
cida en el artículo 1" del deecreto de *U de Julio de 1875, 
aprobado por la la ley de Octubre 13 de 187?. 

2» Que según lo expuesto en el informe de la Dirección 
General de Rentas, que corre á fs. 23, del expediente ad- 
ministrativo, el giro de la carga no se ha hecho á los de- 
pósitos de la Empresa de Catalinas en la proporción que 
determina el artículo 1 del decreto de 1875. 

3° Que los peritos nombrados en este juicio para lijar la 
cantidad de la carga introducida desde septiembre de 1800 
hasta Junio de 1899, á los depósitos de Catalinas, Lanik y 
Moca, presentan un cuadro demostrativo de las diferencias 
que han notado en las cargas consignadas á los depósitos 
fiscales y á los de la empresa demandante, y expresan que 
no se creen habilitados para pronunciarse respecto al segun- 
do punto que dirían comprender en su pericia, esto es: al 
perjuicio que pueda haber sufrido la parte actora por no 
estar calculada la proporción en que debía hacerle el giro. 

4 o Que las consideraciones de las sentencias de fs. 117 y 
309 demuestran la forma un que debíuo haberse hecho los 
giros de la carga para guardar la proporción establecida por 
el artículo 1" del decreto de 1875, y no existiendo en autos 
elementos sulicientes para determinar la importancia de los 
perjuicios causados al actor, Jijan las bases sobre que debe 
hacerse su liquidación, con arreglo á lo dispuesto por el ar- 
tículo 15 de la ley número 50. 

5 a Que la naturaleza de las cuestiones debatidas y la di- 
ficultad de calcular la suma adeudada por el Gobierno Na- 
cional, como lo comprueban las distintas apreciaciones he- 
chas por et demandante en el escrito de demanda y en el 
alegato de bien probado, tienen mérito suficiente para exi- 
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m ¡ r de la coudenneión al jingo de ta* costas ú la parte ven- 
cida. 

Por esto y por sus fundamentos, se continua la sentencia 
apelada, corriente á fe. W\ dejándose síu efecto en lo re- 
lativo á la condenación en malas, las que deberán ser satis- 
fechas en el orden en que se hubieren causado- 

Notifíquese con et original y devuélvanse, previa reposi- 
ción de sello*. 

A. Urkukjo.— Octavio limón.— 
Nicanor G. ijkl Solar.— -Mi F. 

IJAEACt.-C MOVAHO GaCITI A. 



CAUSA CV 



Don Juan i rancheo VUÓn contra Don Marcelino Ut/arte, 
por violación de la ley electoral. Recnréo de herho 

Sumario -El Poder .indicia! está llamado á resolver las cau- 
sa» en que su decisión es requerida á objeto de determinar 
derecho ó interés controvertido, sin que pueda dictar pro- 
nunciamientos de alcance puramente teórico ó doctrinal, 
que no envuelvan en sí ninguna reparación relacionada 
con la materia del pleito. 
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1NFUH.UE ÜK LA CAUAUA PKUKHAL 

Lm Pial*, Aio.tü ]y dt 11ÍU1. 

Al Señor Secretario de la Suprema Corte de Justicia Nacional: 

Como informe, en el recurso de quéj* promovido por dou 
Juan Francisco Vilóu, tengo el agrado de comunicar, en nom- 
bre de la Kxma. Cámara Federal de Apelación de La 1*1 ata, 
que el asnillo ú que se retí ere f>*5 promovido ante el señor 
Juez de esa Capital ductor Tomás de Veygn, por don Juan 
Francisco Vilón contra don Marcelino Ufarte por delito;» elec- 
torales que se le atribuían, cometidos eu esa Capital. 

(¿ue el sennr Juez- de la causa libró exhortes al Juez fede- 
ral de esta ciudad puraque cumpliese la diligencia de citación; 
el último de los cuales, corriente, á la. 11 y con lecha 15 de 
Julio, transcribía la resolución estableciendo que dicha eita- 
ción se hiciese para el día li de dicho mes, eu que debía te- 
ner lugar el juicio verbal decretado. Pasado al Fiscal, dijo 
que podía diligenciarse si se acompañaba copia ó testimonio 
eu forma de la querella, y el Juez, dictó su auto denegatorio 
de la u ligenciu corrieule a l"s. VA y eou lecha 111 de Julio. 

*¿ue tal auto fue apelad» por el l'iscal y por el señor Ra- 
món Fktllou García, recibiéndose los autos en esta Cámara el 
21 de Julio y habiéndose expedido el Ministerio Fiscal en '¿y 
de dicho mes, fué dictado A auto de esta Cámara eu 'Al de 
Julio, del que agrego testimonio bajo la letra A. 

Dicho auto se tunda eu que no hay motivo para que proce- 
da la apelación, puesto que vención el día de la citación en- 
cargada, no había caso para una decisión práctica, pues toda 
declaración que se hiciera sería inconducente é impropia de 
la decisión judicial. 
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Se fundaba, además, en que siendo las conclusiones del au- 
(O del señor Juez Federal, concordes con el petitttm del Fis- 
cal á fs. 7, «ísle no podía apelar fundado en disconformidad 
de doctrina, y por esto establecía que el recurso no proce- 
día. 

Que respecto del señor Bulloc, no habiendo acompañado '« 
escritura de poder, no tenía representación para quejarse de 
una resolución en causa en que no era parte; habiendo com 
parecido con poder solo para interpuuer el recurso ante V. E-, 
recurso que le ha sido negado en el auto testimoniado con la 
letra B. 

De estos antecedentes se han entregado testimonios al Sr. 
lialloc, que los pidió en 7 de Agosto, y esta Cámara se bnrá 
un deber en repetirlos ó ampliarlos ó enviar los autos origina- 
les, si la Suprema Corte así lo dispusiese. 

Joaquín Carrillo. 



IltCTAMKN IJKL SBSoK lUlUClHADOH UKSBKAL 



Suprema Corte: 

Vuz la naturaleza y origen de este recurso así como por la 
improcedencia de su fundamento, ya sea que se le considere 
como queja contra una sentencia de la Cámara Federal de La 
Ha ta, ya sea que se le tome como una cuestión de competen 
c¡a,-aspectos ambos en que, por el recurrente, se les mira,- 
creo que V. E. debe declararlo bien denegado, teniendo en 
cuenta las consideraciones que paso a exponer, disposiciones 
y jurisprudencia que paso á recordar: 

i" Que tratándose únicamente, en el caso, del diligencia- 
miento de un exhorto de un juez de la capital en carácter es- 
pecial (art. lia, ley llulj por el Juez de Sección de la capital 
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de la Provincia de Huenos Aires, quien se lia negado A liaeer- 
U>, por hs razones que expone, no se trata ni puede tran» i se 
de caso ó asunto susceptible de recurso ante V. K. t dados los 
términos precisos y restringidos de los arts. U de la ley 48 y 
G" de ta ley 4055. 

V, K, üa declarado que los incidentes ú que den lugar los 
diligenoiamieuLos de exhortos entre los jueyes de una provin- 
cia y de otra (ó la capital en su caso) no pueden ser materia 
de recurso ante V, Iv (tallos: tomo '¿7, página *¿1'¿ y tomo «8, 
página i(Kt), Kl heolm deque en el caso ¡se trate u dos jue- 
ces que pueden reputarse 1 federales, un inndilicn lo establecido 
en esa jurisprudencia, ú menos que un sen para alejar más la 
competencia de V, K, en el recurso de que se trata (art. ly, 
ley número 1055), 

I" (¿usí el titulado recurso de queja que se trae ante Y L 
es improcedente, un solo por ser inaplicable el arl. Mi del Có- 
digo de Procedimiento l'cuul, que se cita para fundarlo, á ís. 
l t sino porque ese recurso, tal como se le interpone y Lo rum- 
ia, no existe para ante V. K. 

& efecto: uu lo comprenden ni Ins urts. -i, 4, ñ y (¡ de la 
ley 4,055, ni menos el artículo I * de la ley 48, que parten del 
supuesto de tratarse de sentencias definitivas sobre los usuu- 
tos que mencionan y calilicau,— sieudu de notar que el recurso 
por retardo «í denegación de justicia que meueiotia el art 5- 
de la primera de esas levea, es solo relattvu ú ms casos que 
enumeran los arls. ¡i" y 4" anteriores á #, 

Hasta leer estos artículos para comprender que el cuso mi 
judie* tío encuadra absolutamente dentro de sus términos. 

3- Que aun prescindiendo de tan terminantes disposiciones 
legales, aplicables al caso, basta examinar los antecedentes que 
constan de autos, para compreuder que en la sentencia dicta- 
da por la Cámara Federal, y que motiva la presente queja, 
lejos de liaber una denegación de justicia en el sentido del des- 
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conocí miento de un derecho ti ta negación injustilicada ó im- 
procedente de un ruciirau,- hay «n pronunciamiento claro y 
expreso sobre un punto del procedimiento, fundado en la ma- 
nera que por derecho corres poude (fe. 3&j, 

En cuanto, ¡mea, á la negativa del remiran ante V. K , hasta 
recordar el fundamento dadu por la Cámara Federal (fs. 41) 
y las consideraciones que dejo apuntadas en los nú ate roa a a 
terinres. 

4" (¿na la misma improcedencia de este recurso como queja 
de denegada justicia, es evidente, si se le mira como cuestión 
ó incidente de competencia, queriendo encuadrarlo en el inc, 
b del art. ít de la ley 4055. 

Eu efecto: el caso no encuadra ni puede encuadrar en La ci- 
tada disposición: 

a) porque no hay contienda ni uuestión entre jueces, loque 
es esencial, según el art. 9 citado. 

b) Porque esa contienda no consta haya seguido los trámi- 
tes que le son propios y denuncian su existencia legal. 

c) Porque no es el caso del inciso h del mencionado artícu- 
lo, dado que en el naso, el Juca del Crimen de la Capital tie- 
ne carácter federal, por razón de la materia (art. inc. S 1 
del Código de Procedimientos Penal), de acuerdo con el ya ci- 
ludo artículo lUi de la le.v 411Ü- 

Eatas consideraciones, unidas á las expuestas en la sentencia 
de la Cunara Federal ile La Plata, cuya uunia autentica curre 
á l's. ¡15. haslau para que V. K. la confirme, resolviendo en 
la manera que lo he indicado al principio de este dictumeu. 



Julio Botet* 
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Bbmm Aire*, Qotubr» 12 d* UOO. 

Vistos y Considerando: 

Que atribuido al Juagado Federal el conocimiento de esta 
can» por la ley número 1575, ningún resultado práctico ten- 
dría un pronunciamiento judicial sobre el diligeneiamiento del 
exhorto librado por el Juez del Crimen de La Capital, que mo- 
tín el presente recurso, desde que este funcionario ha dejado 
de intervenir en la causa, 

Que el poder judicial está llamado ú resolver los caaos que 
ocurran ante él, ó sea las cansas en que su decisión es reque- 
rida a objeto de determinar derecho o interés controvertido, 
sin que pneda dictar pronunciamientos de alcance puramente 
teórico ó doctrinal que no envuelvan en sí ninguna reparación 
relacionada con la materia del pleito. 

Por estos fundamento», y los aducidos por el señor Procura 
dor General, se declara bien denegado el recurso interpuesto 

Notifiques* con el original, y repuesto el papel, archívese. 

A. Hkhmkjo.— Octavio Iíukük.— 

NlCANOH ü- 1IKL SoliAK. — M. I*. 

Dahact.— C Movasu Uaciti'a. 
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Don Benito Yiltantwrn contra ta Provincia tte Santa Fe, 
por exprvimmbn é iwtemniz>itibu; ¿obre revisión. 

Sumario - No procede el recurso de revisión autorizado por 
el artículo 2tl, inciso p de la Ley Nacional Je Procedí 



favor del derecha invocado y no de alguno de loa capítu- 
los de la ile manda ú reenn vención. 



Federico IHI legos pnr la Provincia de Santa Fe en el 
espediente V. 115 seguido por don lienitu Villunueva á V, 

K. digo; 

1" t¿ne *tue lia sido mitificada la sentencia del tribunal 
definitiva en cuanto declara la causa de su eo tupe teñe i a, 
contra los precepto* preciaos y terminan tes de la ley nú me- 
ro 48, la jurisprudencia constante uue registran los tal lúa 

versal en casos análogos. 
V> Estu sentado, la provincia á quien represento, iuterpo- 




( 'aso. — Lo explican Ins piezas siguientes: 
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ne ante V. E- el recurso de revisión creado por el artíeulu 
7 <le la ley número '¿7 y legislado en los artículos 241 á '¿17 
de la ley número 50, por cuanto la sentencia definitiva dic- 
tada por el tribunal se halla en el caso del articulo 241, 
inciso 2* de la última iey citada. Con efecto, el actor en su 
demanda de fs. funda y pretende demostrar ijue la compe- 
teaoia de V. E ea por razón de la materia y al efecto di- 
lucida y explaya su tesis desde el penúltimo párrafo hasta 
el último de la demanda de fs. 15. Solo incidental meóte al 
üoal de ese último párrafo aduce la diferente vecindad co- 
mo circunstancia concurrente, pero no mayormente demos 
trativa de la competencia. 

4" Era este el principal capitulo de la 
cida en mi escrito de Fs. 35; capítulo allí tratado desde el 
párrafo VI hasta el «nal, es decir en la* dos terceras parte* 
de ai|uel mi escrito y rebatido en la contestación del actor 
de fs. 47. La sentencia, pues, no lia podido omitir la consi- 
deración y decisión sobre tul capítulo; nu ha podido abste- 
nerse de proveer sobre él, como dicen los términos de la ley 
hasta el punto de no mencionarlo, de no decir una palabra 
sobre él, en ninguno de los siete 
teucia ni menos en 
guna ve» ha de tener ineludible 
cUu 2» del artículo 241, es en el 

5- La ley ha sido muy prevista y 
Ja procedencia de la revisión en estas 
cuanto la omisión 
m y principal de la cuestión debatida, induce la necesidad 
de más prolija consideración, de mayor ó nuevo estudio de 
la cuasa, en que semejante omisión ha sido cometida; y ha 
querido entonces con razón, no solo como homenaje á la jus 
licia y á la equidad, si que ademas como homenaje al pro* 
pió juez, que sea el mismo quien revea y estudie la causa. 




misma. Si al- 
recurdado iu- 
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En virtud de lo expuesto y de las demás consideraciones 
legales que á la simple contení plac i on del asunto ocurrirán 
a la ilustración del tribunal, corresponde y 

Pido á V. E. que, habiendo por interpuesto en tiempo y 
forma el recurso de revisión, se sirva admitir su proceden, 
cía y revocar la sentencia, declarando que el conocimiento 
de esta cansa no es de coiupeteneia ordinaria de la Suprema 
Curte. 

E * ÍUatÍtíÍR * Julio Fernández. - Federico 

(¡ntlcifott. 

FALLO l)B LA Bl'PHKUÁ ÜORTÍ 



Umwm Airo*, Ootuhr» 17 J* 190ñ. 

Vistos y considerando: 
(¿.te aduciendo el inciso fc», orí mulo 241 de la ley nacio- 
nal de Procedimientos, el représemele de la Provincia de 
Santa He, funda el recurso de revisión que interpone, en la 
circunstancia de que esta Corte, al decidir sobre la compe- 
tencia para el conocí miento de este juicio, ha omitido pro- 
nunciarse en lo que se reliere á la naturaleza de la causa. 



tjoe aun cuando esa 
fe. 55, como consta en los 



la hipótesis de t\ 
recaído, no sobn; 

lo exi¡;e la ley de 



en la decisión da 
4' y 5", bastarla 
notar que, aun en 
ella» habría 
la demanda», 
la procedencia 



recurso de revisión, sino sobre uno de los argumentos 
en favor de la procedencia del fuero federal, el 
al efecto, cuando bastaba la sola 
la distinta vecindad de las 
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Por ello, no Ua tugar, con costas al recurso interpuesto. 
Notífiquese original y repóngase el papel. 

A. Hkhhkjo - ■ Octavio IÍcsiIb. — 

NlCANOK O. ItEI. Soí,AH — C. 
M .TAÑO ÍIACITÚA. 



CAUSA CVH 



Criminal, contra Junto BohHo, por homicidio 

Sumario.— 1 1 Corresponde á la justicia común el conocimiento 
de una causa por homicidio seguida contra un soldado del 
ejercito, si en el momento de cometer el delito el proce- 
sado no desempeñaba «omisión militar y no hay constancia 
de <|ue el lugar en donde aquél fué cometido, estuviera 
sometido exclusivamente ú ta jurisdicción militar. 

2" Invocada por el procesado en su confesión la circuns- 
tancia eximente de pena de haber obrado eti legítima de- 
fensa, y no Imbióiidose probado l¡i ful sedad de tal califi- 
cación, corresponde lu u liso Ilición de aijuél . 



L'q$o. — Lo explican las siguientes piezas: 
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Neuiueo. N-.Ltojbr- « do 1904, 



Autos y vistos: 

Estos autos por homicidio seguidos á Justo Holuno, sin 
apodo ni sobrenombre» de 23 unos de «dad, soltero, jorna- 
lero, argentino y domiciliado en el partido de Maipú de la 
Provincia de líucnns Aires, de los que resulta: 

Que el día í» de Diciembre de 1903, los indígenas Ela ¡(Co- 
ria Mlllain, Fermín Millain, Agustín Soto y otros, regresa- 
ban de la república de Chile y al pasar por el el fortín de 
Huinca Ilusa, el primero fue muerto de un balazo por el sol- 
dado conscripto .Insto Hola fio. 

Que pasuda la causa al sefior Procurador riscal, se expide á 
fs. 73 y solicita se imponga al procesado el termino medio de 
la pena establecida en el art. J?, cap. 1 \ i no. I- de la ley de 
relamías al Código Pena!, con las agravantes de los incisos % 
y 11 del artículo 84 y las atenuantes del inciso 4" y (»' del ar- 
tículo 83 del misino código, compensadas de «cuerdo con el ar- 
tículo H" de la ley indicada. 

El defensor del procesado sostiene une Holauu debe ser ab. 
suelto de culpa y cargo por haber obrado en defensa prupia; 
(art. 81 inc. 8" Cód. Penal) 
Y Considerando: 

1 D Que La demora en la solución de esta causa se debe á 
que el expediente se ha hallado extraviado debido á un des- 
cuido de los empleados de Secretaría al colocarlo en el cajón 
en que debían ser trasportadas las existencias del Juzgado Le- 
trado desde Chos Malal á esta Capital. 

2" Que las denuncias de fs. i y 1, ratificadas en las decla- 
raciones de fs. 7 y 30 vta. y Üy 3U respectivamente, hechas y 
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prestada» por Fermín Millain y Agustín Soto, dicen que yen- 
do ella» con BsprimU Villalobos y Haigorria Millain en viaje 
á Chile, al pasar por el Fortín Copal hué, dos soldados que allí 
había les exigieron pasaporte, el que enseñaron y les fue re- 
tenido, dieirindoles que no servia y que debían volver á Las 
Lajas á sacar uno en forma. Kilos pidieron A los soldados los 
dejaran pasar porque eran gente pobre y no podían ir tan le- 
jos á busear la guía, y estos les contestaron que estaban de- 
venidos y podrían seguir a Chile solo en el caso que les dieran 
algo de lo que llevaban, porque de lo contrario los 
á todo* del cuello; que les dieron una nial ra y uu 
temer que cumplieran la amenaza: que tan proulo como re- 
cibieron estos objetos los pusieron en libertad, negándolos la 
entrega del pasaporte so pretexto de que al regresar podían 
sacar otro de Chile, <¿oe una vez desocupados del objeto que 
los llevó ú Chile, sacaron nuevo pasaporte de las autorida- 
des de Trapa y I leguen con él ti las 7 de la mañana al ¡Mo- 
tín Copulhué, donde despertaron á los soldudos, qoe aun dor- 
mían, é hicieron entrega del pasnporte, el que fué roto* por 
uno de ellos después de leerlo, diciéudoles que tampoco ser- 
servía y que si querían pasar tenían que darles algo como lo 
hicieron euamlo iban para Chile. *¿oe como ninguno quisiera 
darles nada y siguieran su camino, los suldados tomaron las 
armas y empezaron á tirarles tima, por lo que ellos a preso m- 
ron la marcha, peni uno de los soldados moni.'i en un caballo 
y los alcanzó como a 5 ó ti cuadros, diciéndoles que pararan, 
á lo que obedecieron. *¿ue por haberle preguntad.» lUigorria 
Miliani porqué motivo* les tiraban tiros, el soldado le hizo uu 
disparo con un mauser que llevaba, cayendo nquel muerto con 
una herida en la frente. Que una vez cometida la muerte, el 
soldado fué corriend" al Fortín y volvió con el otro soldado y 
los despojaron de un par de boleadoras y de am cuchillos, y 
)es obligaron a que cargaran et cadáver en un caballo y fue- 
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ra» á tirarlo en un paraje donde nadie lo pudiera ver, lo que 
hicieron, pero habiendo regresado los soldados al Fortín, de- 
jaron el muerto y dispararon hasta la primera casa que halla- 
ron, donde solicitaron permiso para dejar unas car-as y dos 
uri aturas que Lraían de Chile, lo que les fué acordado, y en- 
seguida pasaron á dar cuenta de lo sucedido al jefe del Des- 
tacamento de Policía de Ñorquin. 

Que ea igual cutido se producen los testigos Francisco Vi- 
nochet á fojas 1 y Espermil Villalobos á fojas 5 v ta. 

3" Que de la declaración del soldado Mauricio Sosa de fojas 
32 vtu , resolta que el i> de Diciembre del arto pasado venían 
pasando del lado de Obi le cuatro indígenas y dos criaturas y 
uaa vez que estuvieron frente al Fortín; lea ordenó se detuvie- 
ran para pedirles el pasaporte y como no le lucieran caso, se 
puso delante para obligarles ú detenerse y uno de los indíge- 
nas se le vino encima con el caballo, teniendo él que sacar el 
sable para no ser volteado á tierra, y disparando todos. Que 
al ver esto se volvió al Fortín, sacó la carabina y les hizo tres 
disparos al aire para intimidarlos, y como tampoco hicieran 
caso, ordenó al conscripto -Insto Kolaílo montara en pelo y l ra- 
ta ra de alcanzarlos y traerlos al Fortí n Que este soldado cum- 
plió la orden, volviendo á los pocos minutos á darle cuenta que 
babia pegado un tiro á uuo de los indígenas, porque se le ha* 
bía resistido c nubil lo en mano tirándole varias puñalada*, una 
de las que le había cortado la chaquetilla. Que él montó a la 
grupa del caballo de Itolaiu» y fueron donde se encontraban 
los indígenas y uno de ellos le tiró con unas boleadoras y dis- 
paró junto con los compañeros, dejando el cadáver; que volvió 
junto al Fortín junto con Bola no y con éste mandó llamar ni 
conscripto Zubiaurre á quien ordenó siguiera á los indios. Que 
quitó á lo? indios unos pasaportes firmados por el comisario de 
Ñurquin y lo hizo para su constancia y no les exigió nada 
permitiéndoles pasar por que iban en lo montado; que no or- 

o 
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Atinó á los indígenas que alzaran el cadáver y tomaron cami- 
no sin senda sobre los riscos. Que á fojas 3 i depone Marcos 
A Zubiaurre quien eoueurrió al Fortín en la tarde 1 mismo 
día llamado por el soldado Sosa, reí» riendo el hecho en la 
misma forma que el testigo anterior. 

4 n El procesado en la indagatoria de Tojas Cl y siguientes 
maní tiesta que la declaración de fojas '¿7 es suya, pero que está 
errada en muchas partes y ln rectifica diciendo que Itaigorria 
Mil la i n con tres indígenas más y dos chicos pasaban por el 
Fortín y al enfrentar el soldado Sosa, les pidió el pasaporte y 
como no hicieran caso y al llegar al río lo cruzaran, Sosa, 
que estaba á pié, le gritó que montara á caballo y fuera A ata- 
jarlos y les hiciera unos disparos al aire cuidando de no pe- 
garles. He armó del sable y carabina, monto en pelo y fué 
hacia donde ellos estaban. Les hi/.o tres d ¡apuros al aire y 
cuando los alcanzaba, Baigúma Millaiu que iba algo atrás, 
se adelantó y cambio su caballo por uno tordillo que monta- 
ba ano de los chicos y fué hacia él cuchillo mi mano. Cuan 
do se le acercaba Mil Jai» por el costado derecho, hizo girar 
su caballo á la derecha para darle frente y Millaiu que venía 
á inedia rienda alcanzó solo & cortarle la chaquetilla debido 
al movimiento rápido que hizo para evitar el golpe y siguió 
de largo. Enseguida volvió el caballo y lo atropello nueva- 
mente siempre armado de cuchillo- El, que solo tenía libre 
la mano derecha con la que empuñaba la carabina, la bajó en 
dirección á Millaiu cuando se hallaba á dos metros de distan- 
cia aproximadamente, y sin apuntar, disparó el ultimo tiro 
que le quedaba, el que fué á herirlo eu lu frente y de cuya 
herida falleció enseguida. t¿ue en lo demás su declaración 
concuerda con la de Sosa. 
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ñámente comprobado que el autor del homicidio es el proce- 
sado Justo Kolafto. 

7 o Qn'' los testimonios de lus denuncios de fojas 1 y 1 y las 
declaraciones ile fojas T y vuelta y de fojas íi y '.iíi de Fer- 
mili Mil [ai.i y Amustia Solo respeehviioie ale, DO pueden ser 
tenidas por i m parciales por los vínculos que los libaba con la 
víctima (acta de fojas 42 respecto tlel secunda). 

H" (¿ue Viilüchet declara á fojas \ por lo que Ua oído refe- 
rir á los meacbmadns indígenas, y la de Kspenuil Villalobos, 
fojas 5 vuelta, nutras lux alguna respecto al hecho de la muer- 
te de Milla» a. 

S»' Que ias deelurueioues de Susa, Zubiuurre y el procesado 
están contesten eu uiwm:ir que los indígenas- desacataron la 
orden de detención que les diñ el primero y que por eso éste 
ordenó á Bol ano que ios persiguiera. 



en momeólos que era agredido por Millain. 

U. <¿ue no hay elementos para establecer en forma que no 
deje tildar ó diula, la manera como sucedió el hecho del que 
resultó la muerte del último, y en este caso, de acuerdé con 
la disposición del articulo i:: del ÍV»dÍg» de Procedimientos 
cu lo < Vi minal, debe resolverse por lo que sea más favorable 
al procesado, 

(¿ue sentado usin, debe considerarse que [tidnmi, en cuín 
pliaiieitto de instruccinnes y órdenes recibidas, obró con lige- 
reza al disparar su arma contra Millain y que el hecho de 
¡tatos se bulla comprendido en la disposición del inciso l", 
del ariíjulu lll del Código Penal y penado en el inciso 1 del 
artículo IH del mismo código. 

13. tyie nu concurre agravante alguna. 

U. (¿ue concurre La circunstancia del inciso 15 del artículo 
81 del Código Penal, sin reunir loa requisitos necesarios para 
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eximir de responsabilidad criminal á 
debe ser considerado como atenuante y 
disposición del inciso I o del artículo 83. 

Por estos consideraciones, no obstante el pedido del señor 
Procurador Fiscal, deli u il i vaui en te juagando rallo: condenando 
a Justo Bolafto á un ano y medio de prisión, con costas. 

Notífíquese, inscríbase y repónganse las fojas. 

Patricio j- Pardo— Ante mí; 
José Brttynera. 



8KSTÍÍNC1A LiK LA CÁMARA F KT'i'.K a !, 



L i Majo 39 d* 1S0S, 

Vistos y Considerando: 
Quesean resulta del proceso analizado en la sentencia re- 
currida, Justo Bolafto es el autor del homicidio del que en 
vida se llamó Bftigorria Millain, ejecutado en el territorio na- 

Que, aun cuando el autor del crimen era soldado del ejór* 
cito de línea de la Nación, el conocimiento de la canea co- 
rresponde ó la justicia común del lugar, según la expresa dis- 
posición del artículo del Código de Procedimientos; y no es 
de la competencia de los tribunales militares, porque el sol- 
dado Bolado no dése 10 peñaba comisión militar al exigir pasa- 
porte á la víctima en su tránsito de Chile; ni hay constancia 
que el lugar donde ha sido cometido el hecho estuviera some- 
tido exclusivamente á la jurisdicción militar, según los térmi- 
nos del artículo J lít del Código de Justicia Militar. 

Que el reo está convicto y con leso de ser el autor del cri- 
men, habiendo hecho varios disparos al aire con el rifle, y el 
último á la víctima, «ue produjo la muerte de Millaín. 

Que por las circunstancias que precedieron al hecho, cual 
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es la ilegítima exigencia de pasaporte á ln víctima y compa- 
ñeros, como también porque aparece inverosímil la narración 
del procesado, «que la víctima lo atrupellara cuchillo en ma- 
no después délos primeros disparos', escena que no resulta 
comprobada en autos, autoriza el artículo 318 del Código de 
Procedimientos al tribunal para dividir la confesión del reo, 
aceptando únicamente la parte en que se declara autor del ho- 
micidio de Millain, sin que mediara ataque ó la provocación 
que hace valer el reo en su defensa. 

Que, no existiendo la circunstancia atenuante de haber obra* 
do obedeciendo orden superior, ni agravantes, corresponde 
aplicar al procesado el término medio de la pena establecida 
al homicida en el art. 17, inc, I o de la ley 4189 de reformas al 
Código Penal. 

Por estas consideraciones, se revoca la sentencia de is. 7U, 
y se impune al reo Justo lióla íl o la pena de diez y siete y me- 
dio aílos de presidio, los accesorios legales establecidos en los 
artículos ÜU al 05 del Có'ligo Penal, y las costas del jnicio. 

Repóngase. 

Joaquín Carrillo. — Pedro 7\ 
Sánvhet,— Daniel Qoytia. 

ÜIOTAUKN IHÍLSESoK PltOCUKAUOB OESKKAL 

Suprema Corte: 

El procesado Justo Ltolaño, según la denuncia de fs. 1, co- 
rroborada por la declaración de tos testigos Agustín Soto, 
Francisco Viuchet y E. equiel Villalobos y demás constancias 
de autos, dió muerte violenta con arma de fuego, al indígena 
Baigorria Millain, el día 9 üe Diciembre de 1ÍJ03 en las inme- 
diaciones del Fortín Huinca Hueca. 

EL procesado se confiesa, en su declaración indagatoria de 
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f. Gl autor de tal homicidio, aleando «O atenuante de re», 
nubilidad, la circunstancia de baber «ido ^re.1 Ido con cu- 
chillo por la víctima. S VÉ» Í*<*Í^ * cumplimiento de 
las funcione. policiales tfj* desempeñaba c,i compañía -leí .oí- 
dado Maauel 4*1 cuerpo 3 de Cabatlerí, de Une-. » 
era el soy»'. 

De la nm* confesión a e deprende, 4 ae él. como su coa* 
panero, no encontrando sullicienlemente valido nn pasaporte 
«ue les exhibid la víctima, en compañía de otros indina., 
ordenaron su detención, y, P0#ei# nbedeo.dus, les hicieron 
repetidas descargas para intimidarlos. 

De nmuera une, de acuerdo con estos anúblenle* y no ha- 
biéndose probado e» autos la m\*mÉ* *> ! " *P»? 
en cava virtud ct proejado y el soldado Sosa dispuraroa so, 

armas sobre e 8 e g W 4* ^«f 
mUiblela aleftimoti in^oadá e fl l« referida confesión, desde 
uue.aun en caso de que Hubiese sido atacado por Haigorria 
Millain, mientra le. perdía á bala*.*, ene habría procedi- 
do en defensa de su vida, tan seriamente comprometa como 

la de sus compañero.. 

U indivisibilidad de la confesión fr:1$rtÍP*)itt «*™ pacl ^ 
cuno, desde qné, B^ftp loa informes de & % .o« desfavora- 
ble, los antecedente, del soldado Holuuo, y <l«éMe bis constan- 
cia, de aatos apareceré él per se -nía al que resultó su víc- 
tima armado de carabina y sable, mientras i|ue no se lia coto- 
probado en forma alguna la exigencia de armasen poder del 
indíiitiua Itaigorria Millain, ni de sus enmaradas. 

Con sujeción & esto, antecedentes v mérito de que el 
artículo m del Código de Procedimientos en lo Criminal es- 
tablece la exceptúa la Ntffc de la i i,d. viabilidad de la «** 
Mfe, ai disponer 4 ue, «salvo cuando por la cal.dnd de a. 
pegona, sus antecedentes ú otras circunstancias del hecho, 
resulten presunciones g«W «» ****** dtíl ****** ** ^ 
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«1» him constatado el cuerpo del delito», no cube duda, en el 
caso nub judies, que el procesado Justo Bolaiio es autor tlel 
delito de homicidio, perpetrad o en la persona de Haigorria Mi- 
llain, el 9 de Diciembre de 11*03, si ti tnediar circunstancia ate 
n liante ni agravante de su responsabilidad. 

La sentencia recurrid» de fu. 90, así lo lia declarado, apli- 
cando al reo la penalidad correspondiente, por lo que pido á 
V E. se sirva confirmarla por sus fundamentos. 

Julio Botet. 

1>E IjA SIU'ltKHA CnaTK 

Baonoi AirBn, Oütubrt IT d« IMS. 

Y Vistos: 

Km el proceso criminal seguido contra el imlividuo Justo 
Itolauo por homicidio, perpetrado en la persona del indígena 
Haigorria Millain, en el territorio del Neuqueu y lugar deno- 
minado Copullme, en el mes de l»icicmln*e de l¡H)-t, venido 
en apelación ante esta 'Suprema Corle, según lo dispuesto en 
el artículo :i M , inciso o* de ta lev número Í0ÍÍ5, y por los Ion ■ 
damentoi de la sentencia apelada, corriente á fs, 90; eu cuan- 
to á la competencia de la justicia nacional, se la coulinua, y 
considerando en cnanto á lo principal: 

I o Que por la con lesión del procesado, corriente á fs. 27 y 
04 de Los autos, la declaración de los testigos Fermín Mi llain 
y Manuel Sosa, fe. I, tf, 7 y Iti na., y la diligeacia ile ins- 
pección del cuerpo del delito de fe. *í, resulta plenamente coiu* 
probado q«e el reo dio muerte al individuo liuigorriu Millain- 

2< Que, aunque en su confesión el procesado se reconoce 
autor de la muerte de dicuo sugeto, califica la misma diciendo 
que lo liizoen legítima defensa de su persona, afirmando que 
al ir mandado por su superior militar á detener á los iudíge- 
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bm, entre loa cuales iba la víctima, éste le agredid con armas, 
lo que le puso en el caso de usar de su carabina para repeler 
U ijsreaion, después de haberle tirado aquél varias puñaladas, 
una de las cuales llego á romperle su chaquetilla. 

3-. Que, además, agrega otra calificación que resulta fir- 
mada por la circunstancia del proceso, cual es la de que obró 
como militar en obediencia debida á su superior el acidado 
Manuel Sosa, lo que resulta cormhorado pur las diversas de- 
claraciones de éste. 

4« Que en los auto» no nay prueba bastante para comprobar 
la falsead de esta cal ideación, pues las declaraciones testimo- 
niales de Fermín Millain > Agustín Soto a que antes se lia he- 
cho referenoja, no pueden ser tomadas en consideración á tal 
efecto por mediar respecto de ellas varias ta.mas y sospechas, 
que según la ley y la doctrina hacen inadmisible su dicho. 
Desde luego, porque ambos testigos son parientes de la vícti- 
ma (fs. 40 y «), siendo uno tío carnal y el otro primo herma- 
no, y ese parentesco confesado por ellos induce sn parcialidad 
é interés en el castigo del reo, loque es tacha legal, según el 
inciso 8 del artículo 70 del Código de Procedimientos Naciona- 
les en lo Criminal. Ese mismo paren'-esco y la intimidad que 
reinaba entre ellos en sus viajes y negocios hace indubitable 
su enemistad para cou el matador de Millaiu; y por úUi.uo y 
en relación a Fermín, su cualidad de denunciante hace ina- 
ceptable su declaración, según el inciso 10 del artículo *». 

5 Que estas consideraciones tundan el rechazo de la proban- 
za que se saca de los testimonios de Millain y Soto, aunque 
su tacha no estuviera expresamente determinada por el articu- 
lo m cHado, por cuanto, aun tratándose de la declaración 
de dos testigos mayores de toda excepción, ella no obligaría 
al juez sino en el caso en que, según las reglas Ue la sana crí- 
tica, encontrase indubitables los hechos que en ella al'.r.uau, 
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según el texto y la doctrina consagrada por los artículos 305 
y 3<Xidel código citado. 

&> Que ademas de estas consideraciones, hay también pre- 
sunciones qne hacen veros- o II la calilioación de la confesión 
del procesado, como ser, la de que no es creíble que un hom- 
bre solo atacara a tres en lúe ha abierta y en despoblado, y la 
de que liabíu de antemano ofensas que vendar por Ion indíge- 
nas y hasta ka situación misma de la herida hace creer que 
y que ambos contendientes se encontraron frente 




á frente. 

7" t¿u« ile las auleriorea cousi de rabiones resulta no estar pro- 
den nucía, o sea la falsedad de la ce- 
r el reoá su confesión; falsedad que 
le tocaba probar á la acusación, siguiendo la regla general que 
y no al reo, por no concurrir á su respecto nin* 
las circunstancias que, se^ún el articulo 318, eche- 



int reducida 




8» Que á este efecto, es digno de tenerse en cuenta que ta 
nota de conceptos y la lista de castigos del procesado en la 
época en que fué cuiiscriptu y ejecutó el hecho, es buena (fs. 
4o y 4l¡), siendo sus faltas durante el tiempo de servicio su- 
mamente leves y escasas, aparte de que el procesado no lia 
reincidido en ninguua delincuencia. 

9 a Que en mérito de lo dicho, dehe llegarse á la conclusión 
de que no está probado que el procesado incurriese en la res- 
punsabi lidad criminal que se le imputa, y que, en consecuen- 
cia, procede su absolución, además de que, en todo caso, da- 
das las circunstancias que rodean el hecho, es de estricta apli- 
cación *»l precepto tu dubiv pro reo, consagrado por el artícu- 
lo 13 del Código de Procedimientos citado. 

Por estas consideraciones, y oído el dictamen del señor Pro- 
curador General, se absuelve de culpa y cargo al procesado 
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Justo Holauo, debiendo ponérsele i.imediatameute en libertad. 
Notifícese con el ori-inal, y devuélvanse. 

A. Iíkrxkjo.— Octavio ItimiK.— 
NicAS.mil. hel ¡Sor m—B M"- 

YASO GaIüTL'A. 



CAUSA üVIll 



Ommt<^ tuíií/'tt ¿ifwuJww Fuentes, por 



Vo n..,.p.rUi1it .i derecho la lie na de once años de pre- 
8u mano.-- h* tu i egmua a tien.Lii i 

ümé 1 vigilancia de lu autoridad (HtP un »*0 y deau» acce- 
soria* del artículo GVt del Código Penal, importa al reo del 
uelito de homicidio perpetrado don IÜ circunstancias ate- 
nuantes de embriaguez no completa, falta de intención de 
cauaar todo el mal producid» y estallo d« irritación »n cal- 
m en el momento del hecho, y coa la agravante de reitera- 

etóu. 



C'aso.-Ln explican las^uientea uie/us: 

8BHTBSCIA ÜKL JUM LKTHAllO 

Vista la causa criminal seguida de 
Fuente», *i« sobreño mbie, argentino, soltero, 
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anos, snlie leer y escribir, |K>r el delito de homicidio de Üm- 
nisío Escobar, líemiltade los oficios de t's. 1 y 9 que la pá- 
lida comunicó haber Ridu herido Dionisio Escobar de una pu- 
ñalada por Abralmm Fuentes, á la muí de la manan» del 3 de 
Kner» de UK)1. Kti 1¡i misma mañana el médico del Kegimien 
lo lí íle Infantería doctor Vita, reconoció y curó a Escobar, 
herid» en la región del hipocondrio derecho, opinando *que 
si n» estuviese comprometido el higad» ú otro vaso más im- 
portante* se curaría en 20 & 25 días, salvo al -una complica- 
ción». Nuevamente reconocido tiscobnr á las 11 p. ni. del 

mttíl Ha por el médico de la Gobernación ductor Federici, 

éste Informa hallarse el herido gravísimo, .dominando los «fu- 
ria interna con fuertes dolores ijue bucíun 
da la pleura y el paren güimo 
hasta su cara convexa, lo que le obligaba á forpju- 
un pronóstico fatal» (fs. II). For ulieio de fs íí¡, la pulí 
eoiuiinieú haber fatleeído Jvujubar el día?á las > p. m. 
•ido también Abiahaiu Fuentes, presentalla una herida 
de bordes desgarrados en la región frontal, que interesábalas 
tejidos blandos, producida por inslruoieiito cortante, que cu- 
runa en 15 días. 

1.a víctima declaró á l's. "> que La o pronto tíomo Fuentes en- 
tró violentamente, metiendo ú empellones la puerta cuu llave 
de la pieza donde dormían titubar y Julia Villagra, amenazó 
á ésta coii un cuchillo, y que cuando el declarante se levantó 
á defenderla, Fuentes lo atropello cuchillo en mano, inllrién- 
dole Lu puñulada que présenla, (¿un Escobar salió afuera lle- 
vando un rebenque de Fuente. . y cuando éste lo siguió le pe- 
gó un golpe eu la frente con el mango del rebenque (vulgo ta- 
lero); en cuyo momento los separó el cabo l>íaz, arrestándolos. 

El acusado ¿u su indagatoria de fs. 10, dice que por haber* 
le pegad» Escobar tal erados en la frente y la espalda, «des- 
su cuchillo lanzándose sobre él para abrazarlo é impedir 
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que siguiese pega^ole, y que supone 1™ entoace8 ¡W ¡l« a 
le di*ra la puñalada, pero q«e na se dá cuenta clara de si lo 
biso ó nú para defenderse». 

Cerrado el sumario en 12 de Febrero de 1901, por el auto 
de prisión preventiva de is. 19, y después de otras actuaciones 
que fenecieron con el auto de fe. 23 vta., pasaron los ñutos 
en 15 de Julio al señor Fiscal, quien, en 12 de Agosto (fe. 21), 
acuso a Abrahani Fuentes de autor del delito de homicidio 
de Escobar, producido por la herida mortal que le infirió, con 
lesión de órgano» vitales; requiriendo el máxiniun de la pena 
impuesta por el artículo 17. inciso 1*' de la ley 4189, por haber 
concurrido las circunstancias agravante, 4 y 18 del artículo S4 
del Código Penal, y en ateucióu a los malo» antecedente» del 
procesado, que lo fué ya otra vez, como confiesa en su indaga- 
toña, y lo estaba actualmente por lesiones con deformación del 
rostro eu la persona del acusado Paredes, cual consta del ex- 
pedien.e cuya agregación solicitaba. En 14 de Septiembre 
(fe 28) el defensor del acusado don Jesús Adolfo Alvár», ex- 
puso- que no habiendo más prueba que la confesión indm*!- 
ble de la cual no constaba que Fuentes hubiese lesionado á 
Escobar- no habiéndose comprobado el homicidio por la ai.top- 
•I» correspondiente, y no resultando del sumario que Escobar 
falleció por consecuencia inmediata de la herida, uno por 
otras cauaas que se probarían ampliamente, pedía la absolu- 
ción del acusado, quien, en el peor caso, solo sería responsa- 
ble de una lesión curable en 23 dius, inunda sin intención y 
eu acto de legítima defensa 

Recibida la causa a prueoa se produjo la que consta de 
certificado de fojas 04 vuelta Puesto el expediente en secre- 
taría á los erecto» legales, se pidieron autos para sentencta, 
señalándose el lunes 29 del corriente para que las partes in- 
formaran in m audiencia que no tuvo lugar (nota de fojas 
(¡3 vuelta). 



ni Jumau * *aos m. 



77 



Y Considerando: 

i» Que el cuerpo del delito de homicidio resulta plenamen- 
te comprobado con los informes médicos de Tojas 2 y 14, con 
la partida de óbito de fojas 30, con el certificado de fu. 10 
sobre la causa de la defunción y con el último informe de 
fojas 4. : > vuelta en que el mismo médico Vi la que expidió el 
informe de fojas 2 invocado por la defensa, establece: <<¿ue 
la cauta única de la agravación y fallecimiento de Escobar, 
fué la hemorragia interna ocasionada por vasos de mediano 
calibre, cuyos síntomas se presentaron con caracteres propios». 
Este informe rectifica, ó, mejor dicho, ratifica y complemen- 
ta el de fojas 2, con el cual no se contradice, como tampoco 
difería éste del de tojas U. Cierta discrepancia entre loi 
doctores Vita, que creyó curable la herida y Pederici que la 
desahució con pronóstico fatal desde que la examinó, solo 
proviene de que su interés loable por el acusado no ha per- 
mitido al defensor lijarse en que Vil;» creyó curable ta lesión, 
*si no hubiese comprometido el hígado ú otro vaso más im- 
portante*. Proviene también de que Vila curó la lesión casi 
inmediatamente después de inferida y cuaudo aún no comien- 
zan ni se advierten nunca los resultados del proceso terapéu* 
tico de una herida, por grave que fuese. Mientras que el 
doctor Federici ta vid 18 horas después, cuando se habían 
producido los fenómenos temidos por Vila. Ambos facultati- 
vos, empero, certificaron en sus informes de Is. 2 y 14, ta rea- 
lidad de tu hemorragia interna abundante, síntoma casi siem- 
pre fatal de las heridas profundas. De donde resulta, enton- 
ces, que el informe de fojas 2, que ha servido de caballo de 
batalla á la defensa, no dice lo que ella supone y comenta, 
sinó lo misino que el de fojas 11, con distintas palabras ó dis- 
tinta base de criterio- 

2" La autopsia habría derramado sin duda, más luz, veri ti - 
cada en el mismo día que acaeció el fallecí miento de la vfeti- 



uta, A l:w 40 hura* de recibir la herida; pero tal Jili^enuia fmi 
¡inpwible por taita de una taja de autopsias, como lia sido 
necesario hacerlo eonstur con loa testimonios agregados de fo- 
fas 01 A 65, en resguardo de responsabilidades. Cuando hubiera 
•ido posible la ueoropsia, durante el plenurui, en que i a solicitó 
la defensa, resultó que ya sería inútil y supértlua por las ra- 
jones que el médico perito Jel acusado expuso en la diligencia 
de Tojas 58 vuelta. El alegato empero, de i|ue la falta de au- 
topsia implica la falta de prueba sacramental del cuerpo del 
delito» carece de fundamento legal. Ni razonable es que la 
imposibilidad ó posterior inutilidad de una diligencia innece- 
saria en la especie con sagrase la impunidad iWm homicidio 
plenamente acreditado por otros medios. El artículo 2ti del 
Código de Procedimientos cu lo Criminal no impone la ne- 
cropsia como condición sine quu non; limítase á expresar que 
ae procederá á ella «e muido por la percepción exterior no apa- 
reja de una manera maniliesla la causa de la muerte». Co- 
mentando la aplicación de esta ley á una causa más grave 
une la presente, al célebre fiscal doctor Cortés sostenía y de- 
mostraba que ni la falta de reconocí miento de las lesiones 
podía entrabar el oriteriu judicial, ni consagrar la impunidad 
de crímenes patentes. El reconocí míenlo médico, dice, en 
los casos de envenenamiento ó Uerí.las que ocasionen la muer- 
te, es en verdad muy cniiveuieute para ilustrar al juez con 
luces profesionales; pero tu. es impoMble que éste por sí mi» 
m» llegue á comprender la verdad y a adquirir certe/.u; üO han 
de considerarse por tanto, ú tal grado india pe usables los reco 
Bucimientos facultativos, que sin ellos fueran inútiles la razún 
y el buen sentido para descubrir y peunr delitos que excluyen 
tuda iluda. .i (Vistas lisealra, tomo 111, página ¡Mí). Kslas 
acertadas generalizaciones encuentran aplicación precisa en 
estas comarcas solitarias donde según el paraje en que uonece 
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un delito, falta, en veces, hasta tin experto que pudiera reco- 
nocer sus huellas unís visibles. 

'A° Supone la defensa que Kst bar pudo morir de una afeo 
eiún cardiaca; pero como no lia intentado siquiera probaren 
el plena rio <} ne el finado adoleciese de tul afección, es claro 
que nada puede establecerse sobre Fa base de una mera hipó- 
tesis. 

AÜruió también la defensa y ofreció probar ampliamente 
que el finado fué vfelitua del descuido con que fue* transporta* 
do del cuartel á la comisaría y de ntnla asistencia allí; alir raa- 
ciún desvanecida con las mismas pruebas presentadas. A fo- 
jas 45 vuelta el medico de Ksciibur y perito nombrado por el 
acusado, informa lo copiado bajo del número I, agregando: 
que el enfermo «no pre&entaha ninguna otra manifestación 
que indicase descuido ií negligencia eu su asistencia médica*. 
Los testigos Pedro Día/ a fojas líl vuelta y lietisariu Anaya 
á tojas 51 vuelta, quienes trasladaron al herido, aseguran ha- 
berlo hecho eu uua camilla facilitada por el Gffe del Regi- 
miento ti", con ludo cuidado, alojándolo en la comisaría donde 
fué díligen teme ule curado y atendido hasta que Tulleció. Igual 
y más puntuulizadn informe presta el emisario de Trelew O. 
Díógeues f{. Miranda (fojas 47). De ludo to expuesto, resulta 
pues que el cuerpo del delito consta plenamente comprobado. 

4" La responsabilidad del acusado como autor de la puña- 
lada en lu legión del hipocondrio derucho, que ¡atirió á Esco- 
bar en lu miiimnu del 5 de Kneru de 1ÍH)I, consta de igual pie* 
na prueba que procede puntual ¡«ai en breves términos, ya 
que la defensa alega que no es bastante. Dice que el acuita- 
do en su indagatoria de fs. 10 que pur haber recibido dos ta- 
lera/.os y para defenderse, «desnudó su cuchillo, se lanzó so- 
bre Kscobar, lo abrazó para impedir que siguiera pegándole 
y que supone que entonces le diera la puñalada, pero no se 
da cuenta clara de si lo hizo ó nó». Esta diestra modalidad 



adoptada por el acusado para que no resulte ser explícita aa 
confesión, nada quita á la plenitud de la prueba de sa resp-jn 
labilidad, qne resulta de que: Si Escobar estuvo sano, bueno 
y tranquilamente acostado en cama hasta que fué el acusado 
á sorpréndelo airadamente, metiendo á empel Iones la venta- 
na y la puerta de la pieza, donde durmia; si el acusado se 
hedió sobre Escobar cuchillo en mano y la abrazo; si en tal 
instante el cabo Díaz lo» arrestó, todo lu cual confiesa pala- 
dinamente Fuentes; y si del abrazo ó de los brazos de este re- 
sultó Escobar herido, sin haber, na decimos alterado, pero ni 
visto a otra persona, es evidente, claro como la luz, que Fuen- 
tes hirió á Escobar. A'juél lo supondrá así, pero la justicia 
MÍ lo declara y establece. Y aun hay otro orden de presun- 
ciones igualmente graves, precisas y concordantes que deter- 
minan á inducir que el atropello & Escobar y á la Villagra, de 
parte de Fuentes, era un hecho lógico, natural, casi necesa- 
rio, dado los au tendentes de la noche del 4 ai 5 de Knero re- 
velados crudamente por Fuentes en su indagatoria de t's, 10. 
Pudo éste en un momento de aparcería, ceder a Escobar la 
muger con quien vivía; pero los celos, exaltado* por el vino 
que bebieron y por la soledad de su paseo solitario ú media 
noche, lo enfurecieron, empujándolo á regresar a la casa de la 
Villana en el estado de excitación que manitiestan y paten- 
tizan las violencias que cometió forzando á empellones la ven- 
tana y la puerta. Bien duramente se nota su designio malé 
voló y premeditado: la provocación llevada por él y no por su 
víctima, ouva actitud fué y nu podía ser más que de defensa 
de su persona y de la de la Julia. Por tanto, la prueba de la 
responsabilidad de la herida es irrecusable y plena contra el 
acusado» 

5- Viniendo al grado de responsabilidad que debe hacerse 
pesar sobre el acusado, es forzoso establecer que no es otra que 
U que surge del homicidio de Escobar. La defensa alega que 
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debe tomarle en cuenta más la intención que el hecho mate* 
rlftl, \K>v cuanto el que lesiona a otro obra con un dolo indeter- 
minado, siendo patente que K tientes no tuvo intención de ma- 
tar á Esobar, como lo demuestra el hecho de que armado de 
una daga desde el primer m tinento, te habría sido fácil con- 
üuoiar el homicidio si tal hubiere sido su intención. Es evi- 
dente, en verdad, que Fuentes pudo matar á Escobar en la 
muna.ia del '■> de Enero y que no hizo mas que lesionarlo in- 
firiéndole la herida en el hipocondrio derecho; pero este re- 
aullado fugazmente feliz, pues que solo retardó por Í0 horas 
la muerte de la victima, no implica falta de intención ho- 
micida cuando esa intención fué frustrada por el Cabo de Po- 
licía Díaz, que sorpreudió y arrestó a Fuentes eu el momento 
que abrazó ¿ Escobar, impidiéndole repetir golpes de puna!. 
• Eu la ejecución de loa delito» se presume siempre la volun- 
tad criminal», dice el art . Ü del Código Penal: detktts ía- 
inheret dolitx', de donde se deduce que el omití pmbttndi de lo 
contrario corresponde ai delincuente que no ha presentado 
tal descargo en forma niuguua. Si bien es cierto que en el 
delito de lesiones ¡su púnese fundadamente dolo indetermina- 
do por parte del actor, ello mismo determina á responsahi 
[izarle por el resultado de la lesión, cualquiera que él aea, 
DoUts determinatut, dttenHtnutur eventur, es el principio. 

Por lo deuv.U sería superfino traer aquí la alambicada dis- 
tinción, de interé* puramente especulativo, entre los heri- 
dos mortales ¡wr sé ó per üCCÍdeñ», para establecer si la he- 
rida de Escobar fuá necesariamente mortal. La jurispruden- 
cia uniforme de los tribunales ha establecido al respecto como 
regla invariable los arts. ífcÜS y 'i»J del Üód. Penal de 1S78 
(de Teje 1 ir) que hacen desaparecer, siguiendo ni Código Pe- 
nal Bivaru, las antiguas y contravenidas disensiones sobre 
la letalidad absoluta ó relativa de las heridas, estableciendo 
que si éstas han ocasiouudo la muerte, siquiera fuera niedia- 

« 
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lamente, el autor es responsable de homicidio. Entre innu- 
merables sentencias, es de notar la recaída en la causa cé- 
lebre contra Francisco Fernandez por lesión leve A su patrón 



Don Emilio Manehj que falleció á ios líi oías uespues de la 
herida, iior infección de ella; sentencia en que la Cámara en 
lo Criminal de La Capital hjaq siyyaa las doctrinas tV comen- 
tario siguiente al Código Liúvaro: - . Para determinar la re- 
lación de una herida con la muerte debe atenderse a que 
*esttí probada la muerte por conexión causal con la herida ... 
«Hay homicidio desde que se establezca que la perturbación 
-letífera introducida en «I *. iconismo en la consecuencia ne- 
cesaria del auto vulnérame. Poeü importa que esta pertur- 
bación en el organismo se determine por causas secunda- 

♦ rías, medíalas ó inmediatas. l>e«de que estas cansas »e prü- 
«duzcaii, hay hoinieidio, >¡n que huya necesidad de investí 

■ gnr «i el resultado mortal se ha producido siempre en caaos 

• iguale», ó si se lia producido mu* que rara ve/, si hubiese 
«sido posible prevenirlo por Ins smjoitoh del arle.* (T. X.II, 
sérica* \nv¿. 3UJÚ Sftl.) En «I caso ¿uhjtulit t el mismo médico a 
cuyo informe de fc .! se utmje la defensa, usegur* posterior- 
mente ¡i IV 45 vuelta que la lesión que recibió Incubar y la 
hemorragia interna que te produjo la ruptura de vasos im- 
portantes, fué tu causa ñu ira de un fallecí miento sin exis- 
tir otra manifestación. Kn tunees, el acusado es responsable 
de homicidio. 

(." Ale^a ésie que la hernia fué en acto de lejítima defensa. 
fie>;ún resulln de su confesión de fs. 10, que en su concepto, 

tiace plena fu por ser la única prueba del delito y porqi \ 

puede dividirse contra él. liste último alefato uae por pm ba- 
se ó fundamento, que es la confesión, pues procede anotar, 
unte todo, que tal confesión lio existe. Conforme al art. 317 
del Cód. Ptfufl. Criminal, la confesión, ó es limpie, cuando el att- 
tor reconoce lisa y llanamente su delito; ó es ca ti ti cada, .ñau- 
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do recnimchíndnse autor, mauiliest't •i la ve/ Lo* unitivos que 
atenúan «i excusan su respon.sabilidad El acusado un está en 

" i utiii le los t\m casos de t;i ley ni puede invadir las que 

ri^en lu materia, lia negado sur autor de lu herida y mal 
, pile titularse confesión á uíki negación- A las interrag** 
e iones judiciales y estrechado pur .su conciencia, lia dichoque 
se laiiAÓ cuchillo en mano snlu-e Kseobar, abrazándolo p¡ira 
«1 ti* J mi siguiese pegándole y que sii|nnie que entonce» diera 
lu puñalada de que nn se d mí ni seda cuenta. No habría de- 
lincuentes si til respuesta evkbmtenienle evasiva se asentase 
turnio prueba ph-na di- inculpabilidad, linio del N' 4 de esta 
sentencia hemos esiablücidn lu re spoiisahilhlad ilel acusado, 
deduciéndola, un de su confesión, que no existe, sinó de que 
hallándosc sa un y bueno lísrnbar al presentarse á fuentes 
en el momento que este asaltó La pie/a donde se hallaba con 
til Villa^ra, y habiéndolo separado el Caín» l)ia¿ de lúa bra- 
3¡08 de Fuentes, ya cmi la onualuda; un puede ser otro que 
este el autor de la lesión, y por ende, ile la muerte de la 
víctima, 

í'iu* lu demás, siendo principio general que las seutenciue 
han de referirse solamente ■> lu probado, ó ¡i lu ijue sí quie- 
ra se hubiese alegado, es daro que el présenle fallu nu 
puede establecer prouimcLamentu sobre la excepción de leli- 
lí ui;i defensa que un se ha alegado, como puede concertarse 
leyendo el escrito ib* l's. '.'."i. ríe respuesta á Ja acusación, Kti 
ese extenso escriin se lian discutido muchas cuestione!), me- 
nos la «epítima defensa, porque no es niégalo ni demostración 
el desando , ¿ l petitorio ti nal que db:c; que igualmente se 
le absuelva de la herida ó r ",cijbar : apreciando La eximente 
8'. arf. 81 del t'ód. Prual.» 

Kinnl mente, aceptando, lucra del concepto legal, que hay 
confesión calibeada en La luani testación huecú y negaloria de 
t's. 10, no puede establecerse ni tu ha establecido tribunal al- 
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gano, que la confesión desnuda sea, por sí sola, plena prueba 
de ii na excepción tan cardinal con») ta de propia defensa, des- 
tinada á cambial* la perpetración del crimen iii/ís «rave, en el 
ejercicio del derecho más legítimo. Ks menester Ltt prueba cla- 
ra, patente,, de que concurrieron á uno los tres icquisitos del 
nrt". 81 ine. 8 del Cód. Penal, prueba que no existe y que, por 
el contrario ba sido del todn adversa ni acusado, como lo acep- 
ta implícitamente el señor defensor al mi enueeiirrir á infor- 
mar ¡n caer sobre dicha prueba, cual consta de lu diligencia 
del';*. Basta recordar que en la nula voluntad de Fuentes es- 
tuvo evitar el lance, ya di; jando en paz á Uscobnr y la ViHagra 
donde los dejó i-.onscieu temen té ya inundándose á tiiinluf cuan- 
do la lucha era inminente, pues tenía ancha para irse, la 
calle, fuera de la pieza donde set;ún la confesión, fue que se 
lanzó sobre Kseobar. Ks que uiiu pasión exacerbada repentina- 
mente lo arrastró á castigar á la Julia de lo que él creía nnu 
falla; desunió que vió frustrado por Kscnbar natural y buena- 
mente dispuesto A defenderla, sieud» fatalices que *e encaró 
á él, cuino declaró til liiiadu (l's....) 

7". Esta última eousideracióu induce á establecer que un lnt- 
bo premeditación tagruvuutc i'- del arf. 81). Meditando pura 
reconstruir la escena cuando se vieron frenie á frente Abrahaui 
[Mientes que entraba vbilciilameule y la Villana y Escobar 
que no lo m paraban, hállase más natural y sincera la declara- 
ción de éste quien dice que la raída de Kueutt > fué contra la 
Villana, lo pe le obligó á alistarse para detenerlo. Una 
mente obsesionada mi premedita: la doctrina y la jurisprudencia 
así lo han establecido; !■* nenies, conLra la Villana, obraba des- 
alentado y mucho más emitra Kseobnr, cmi quien lavo que ha- 
bérselas [tur acódente, Tampoco nos parecí: i mp álable la agrá- 
vame 1H indicada por la acusación lineal, pues I 'nenies como 
peón y como carnicero, usa el cuchillo, y olCód. Ilural permi 
i* á los jornaleros el uso ib- eslu anua. Solo ta agravante de 
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reiteración está probada con el expediente adjunto al principal, 
Pero la vii recen al acusado tres circunstancias ¡itenuaules: la 
l *. del art". Hit del Cód. Penal, por In embriaguez no completa, 
por qué debió ser su fie í en le después de dos litros de vino bebi- 
ilnH inmediatamente antes entre Kseobnr y Fnenies, según de- 
claración de ambos: La tereera porque conforme al «a. Vi del 
proeeil. criminal debe ndmitirse une (Míenles no tuvo intención 
de matar á Escobar, sinó solo de U'sionarln. Ya duModúlo non 
prcsunitíturi mi es que mo tuvo el delincuente intención de 
causar Ludo el mal que produjo?, Y la se tía por el estado de 
irritación y furor que le produjo la negativa de la Villagra á 
abrirle la puerta. l**»r consiguiente 1;* pena d v "¿Ti a ñus de pre- 
sidio sol ie-itada por el]í>r Fiscal es excesiva, procediendo redu- 
cirla al niíuiuium eslublecido por el art", 17, 1er. ine. de la ley 
41HÍÍ, con recargo de un año más por la única circunstancia 
agravante; ósea 11 anos de presidio. 

Por las consideraciones precedentes, fallo: declarando á ¿Vbra- 
haiu Puentes, de las generales expíeselos al exordio, autor 
del delito de bomicidiu perpetrado en La persona de Dionisio 
Escobar á consecuencia de una lesión uruve inferida, con tres 
e i rcu natalicias atenuatites y una agravante; condenándole á su- 
frir la pena de once anos de presidio que deberá cumplir en la 
Penitenciaria Naeional a otro establecimiento que seúitle el 
(jo bienio; y después á la vigilancia de iu auluridad por un año 
y demás accesorios del artículo del Cód. Penal, y cosías; 
con descuento del tiempo de su prisión preventiva conforme 
al arf. ít'. Si tío fuese apelada esta sentencia, que se notilicará 
en persona al condenado, elévese en consulta á la Extna. Cá- 
mara Federal, lomándose razón. Prouuiiciadu en la sala de mi 
dea pacho en Kaivsun, ¿ 21 de Marzo de 



Luis Navarro Vureaga. 



HS Vallo* di la «mnu oom 



SftüTEUCIA hU LA IÁJIARA FKllF.ll AL 



Li i'Utu. Julio 12 «lo IftJft. 

Vistos y UousiderandiK 

Que en ñutos eat;i plenamente probado el delito de homicidio 
en la persona de Dionisio Kseobur, y que au autor es el pmce 
sado Abrahaiu Fuentes. 

Que el crinien está previsto y penado por el artículo 17, in- 
ciso I" de la ley número N" puede estar comprendido 
en el incisu -l* 1 como lo sustiene la defensa, portjii^ la provo- 
cación uo partió de la víctima, SÍrtp más bien del procesado, 
porque éste forzó la puerta del cuarto en et que se encontra- 
ba la victima, y Lü huo wn wutitud agresiva, Si bien está 
probado que el procesado recibió un golpe asestado por la vic- 
tima, es de nolar que fue |Hir delVnderse de la actitud agresi- 
va del reo. 

i'or estos fundamentos, y los ile la sentencia de l's. lio', se 
confirma, con costas. 

Devuélvase y repóngase. 

Joaquín Varrilh. — Pedro T. 
Sánchez,— Daniel Goytia. 

DfCTAílEK DKl. SRSd» PROCUfiAIIOR liHJíRIÍAI, 

Suprenta Corte: 

La sentencia pronunciada á l's. 77 por la I- vi na. (.Jamara fe- 
deral de Apelaciones de La Plata» de acuerdo con lo pedido 
por la acusación ti .cal a ís. 7li, lia confirmado por sus funda- 
mentos, la extensa y bien detallada sentencia del üfiítár .lúea 
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Letrado del Territorio Nacional del Uhutmt, tpie corre de t's. 
ÜU ¡i 71 vta,, en cuya virtud se impone al procesado recurren- 
te, Abrnliaiu Fuentes, como autor del delito de homicidio per- 
petrado en la perlina de Dionisio hUcohar, en las primeras 
horas de la maíiaoa del día "i de Enera de 1904, eti el pueblo 
i)e Trelew, jurisdicción del Chnbiit, la pena de U aúos de 
presidio y accesorios legales- 

Kl recurre n le, no habiendo constancia ea untos de ijne haya 
presentado ante V. K. el memorial ;i une se refiera el art, H de 
la ley 4055, a pesar de haber vencido con Éateésá el léruiino 
Ih^uI señalado al efecto, nu lia traído, en el caso, argumento 
algnu» que pudiera modificar !«h solidos fundamentos de la 
sentencia condenatoria de l's. 77 

Ka presencia de las constancias de nulos, asi como del es- 
pediente agregado al cuerpo principal del proceso, considero 
[ie declamen le ajnstailn á dereclup, la sentencia apelada, apli ■ 
candí al caso, bis prescripciones del art. 17 iuc- l", en armo- 
nía con el arl. 15 de 1* ley penal numero US!» y el art. 53 del 
Código IVnal. 

Por ello, me limito pedir á V. E, se sirva confirmar por sus 
Til adámenlos la sentencia recurrida de fs. 77. 

Julio liutvt. 

FALLO DK LA SVPKEJlA CORTE 

Üu*iw!> Airt*, Octubre 21 Je llKtf. 

Vistos y Considerando: 
Quesegñn resulta acreditado en autos, en las ¡u-imeras lio 
ras del día de Huero de lHt>t, el procesado violento las puer- 
tas déla habitación de Julia Villngra, en la que ésta se en- 
contraba con Dionisio Kacobar, eu el pueblo de Trelew, ju- 
risdicción dul Chulón, pretendiendo entrar, como lo verificó no 



obstante la oposición que se le hizo por la dueña ile casa al 
responder a su llamado, dicíéndole «que no le podría abrir por- 
que no eran lloras para que él fuera á su casa». (Declaracio- 
nes de fs. 5, 8 y 18 y confesión del procesado de fs. i y 10). 

Que lu actitud del procesado fué causa del incide me del 40c 
resultó la herid» que el mismo infirió á Kacobary que causó 
su muerte (ío forme de fs i y 11. testimonio de fs. 3*5). 

Que liados estos antecedentes, y cu presencia ile las circuns- 
tancias de que se hace mérito en la sentencia de fs. tüi, en 
cuanto á la conducta del procesado, es evidente la responsa- 
bilidad en que ésle lia incurrido por el delito cometido, y 
arreglada á derecho la pena i|iie se le luí impuesto, ya qué no 
puede ser aumentada desde 40c no Im sido recurrida por el 
Ministerio Fiscal, 

Por esto, de conformidad con lo pedido por t*l señor Procu- 
rador Ueueraly fundamentos concordantes, se eiinlirma con 
costas la sentencia apelarla de fs. 77. 
Notifícese original, y devuélvanse. 

A. ÜKHMKJo-— Octavio Hinüe. — 
Nh amoi (i. uva, Sui.wi — C. Mo- 

YAÜO (.¡ACITlU. 



DI JDITOU MAOOIIAL 



CAUSA CIX 



¡ion Jmm Boach contra ta Provincia de Buenos Aires, /wr 
despojo; sohre admisión de una carta de pobreza 

SttiuariiK Pnteede tu admisión, a -sus eternos, de una curta de 
prthrt'^H espedida por autoridad judicial de \a Provincia de 
Hueuos Aires, de conformidad con tu dispuesto en et urt. 5H7 
del Cóligo de Procedimientos de la Cap i tul. 

Caso — Resulta de las piezas siguientes: 

IUCTAJ1KN ItKL SRÍÍOR I-llllürKAllilK (¡KNBKAL 

Suprema Corte: 

l.a cuna de pobrera presentada en estos autos por el aehir, 
y en condiciones legales de autenticidad, debe ser admitid» 
por V. E. dentro de los límites y condiciones que se solicita 
y que la ley autoriza. 

Ksu ear La de pobreza, lia sido expedida por autoridad judi- 
cial de la Provincia de Uuemis Aires, á mérito de lo dispuesto 
por el artículo o!)7 de su Código de Procedimientos, que es al 
prupiu tiempo el Código de Procedí míen tos de la Capital, se- 
gún el articulo 318 de la ley mi de Mayo 31 de ItíOl, al re- 
formar el artículo 374 de la ley de procedí luientes federales. 

Dado este origen legal, esa cai ta debe ser aceptada por V. 
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E., para quien, en el (¡aso. ri^e también ta expresada disposi- 
ción de la ley citada. 

Por otra parte, ya el artículo ,V de la ley de Noviembre U 
de 1H1H tenía establecido que las ¡nlnnmu-iones de pobreza un- 
te [ in tribunales federales se liarían en la furnia establecida 
en las respectiva* ¡uov incioa. 

K» este caso se encuentra también ta carta de pobreza Je 
que se trata: expedida con arreglo á la ley de la Provincia de 
Unenos Aires y presentada ante V. Iv, llamado a conocer de 
este asunto en fe Instancia, por razón de las personas, sería el 
óaso, pnr lo WWW. <& l" ,r v * K i ,,1S ^ : raÍí*Njfc¡l« 

ley de la mencionada provincia para confirmar ó denegar la 

expresada carta. 

Pero como resulta que el ta ha sido otorgada con arresto á 
la ley y «|ue enasta de un documento fehaciente, inoficioso 
sería repetir un procedimiento válido, y bastante, siendo so- 
liüiente, en mi sentir, aceptar como lirme el evpresado duen- 
mentu que corre á ta. "¿L. 

Í)e acuerdo con una y otra consideración, creo que V. K. 
puede aceptar la carta de pobreza presentada y permitir que 
et aetnr litigue con dispensa del papel sellado en las condi- 
ciones propuestas, haciendo uso y aplicando Indispuesto por 
el inciso 4" del articulo til de la ley Je papel sellado núme- 
ro 3880. 

Julio Botet. 

hhsiuxcihí; lili l,A sri'HKMA COUTK 

Uuetio* Airo*. Oetuhr* 34 di 1JHJ.*-- 

l>e conformidad á lo dictaminado por el seítor Procurador 
General, y proveyendo el escrito de ts. 3& admítese á sus 
electos y en las condiciones en une se solicita su admisión, la 



91 



eárta (te pobreza presentada; ni primer y «ef-ti mh» otrosí del 
referido escrito, eotiio se pide. 



A. HKItNKJlt. -OCTAVJO HeNCiJi.— 
XlCAN'OlHi. HKI. SuLAK — Mtí- 
VA Nit fiAC'ITlA- 



l' A USA ('X 



/ííí' ñlUt'fti ín í/r n teUü . íivvttiso ttf Iti't htt, 

éSfttunriu. — l" S] ]it sentencia recurrid! es favorable al fuer» 
Tede ni i i m unido pin* una de las parles, mi procede uno t ra 
«Día el recurso extraordinario autorizado por el artículo 14 
ili- la ley 4H. 

M" No liuliieiidn enmienda -le ennipeteiicia, mu tiene aplicación 
Ja día posición del iucisu a) del artíeulo U de la ley Wüüi. 



rnjfn. — I>ii explican hispiera a filien tes; 

1SFUHMK HK liA CÁJIAItA ¥ KhKitAL 

E.rmt/. 

Gabeiue la satisfacción de evpedir el iiilonae ordenado pur 
V. K. en el recurso de hecho ú que se liace referencia. 




Inicindo el interdicto de recobrar la posesión, el demandado 
don Her nardo l turras pe interpuso entre oteas excepciones la 
de incompetencia de jurisdicción. 

El Juez Ue I a Instancia hi¿<> Njps á dicha excepción, y 
a¡>elada su sentencia Tué revocada por esta cámara, que de- 
claró la competencia de la justicia federal, ordenando ni iu- 
lerioi' que tallara en cnanto al fondo del asunto. 

Ese fallo de la cámara dictad" con fecha 30 de Noviembre 
de 1904, aun cuando hubiera sido recurrible paru ante la Su- 
prema Cuite, quedó ejecutoriado por consentí miento de las 
partes, y el expediente ítflvíá «1 inferior el que lo resolvió 
haoiendu lugar al interdicto entablado. 

Apelada esta seuliueia, el aunado del demandado volvió á 
proponer en *• Instancia la cuestión de incompetencia de ju- 
risdicción, ya definitivamente resuella, y la Cámara la desechó 
declarando que había cosa juagada al respecto, á la vez que 
conliruiú la sentencia del inferior. 

Habiendo el demandado deducido recurso extraordinario pa< 
ra ante esa Suprema C»rte, fundándose en que la sentencia 
sometía á la jurisdicción federal un asunto del fuero común, 
la Cámara no hizo lugar ul recurso porque en realidad dicha 
sentencia no había declarado tal cosa, sino tan solo que la 
cuestión sobre competencia estaba ya resuelta por patencia 
ti nue. 

A mayor abundamiento acompaño copias de la par Le resolu- 
tiva de la semencia de fecha 30 de Noviembre de L:«i4, que 
J10 fué recurrida, del fallo que ha motivado el recurso direc- 
to y del auto que denegó el recurso extraordinario aute V. E. 

Dios guarde á V, E. 

José Marcó. 



oí JC*ticu tAtaoükL 



í*3 



■ 

Suprema üévtéi 

Dd estiHlio .le los antecedentes «J« instrumentan el recur- 
so de hecho traída ante f. E. por *** *W I*"»™ 1 " tU " 
rrasne, en el juieia que le tiene promovido ante el señor Juez 
de Sania tfa don Marinan Uluzo, sobre interdicto de retener, 
se desprende: 

1- (¿ae c .u motivo de tul interdicto, la parte de Ifurrnspe 
mm la excepción de incompetencia del fuero federal, ha- 
biendo dictado sentencia en favor de esta excepto el refen- 
dq ,|ne/, sentencia que fue revocada p..r la Cámara lederal 
del Paraná ea Soviemhre *) de en «1 sent.do de decía 

rarse procedente el fuero federal para conocer del interdicte 
mencionad". 

m recurrente de Imv «wfitfti* entonces dicho fallo, quedan 
do, por lo tanto, en la situación tir.ne é inconmovible de co- 
sa juzyjdn. 

(¿ue fallado el interdicto por el referid*, juez en contra 
del demandado Lturraspe, éste apelo dicha sentencia ante lu 
Sfam Cámara Cederá!, ante la cual reprodujo la excepción 
de incompetencia que liabía sostenido anteriormente en la 
misma causa; V habiendo la citada Cámara resuelto ya ta 
misma articulación, declaro en sentencia de Agosto ití del co- 
mente año, que ya bahía co,a jugada al respecto, como en 
písete, lo acredita su fallo anterior de Noviembre 'M de 19M, 
mn testimoniado, en so parte dispositiva, corre á fe. 21. 

Y bien, pues, la apelación de hecho deducida ahora por par- 
te de Uurraspe ante V. K.. de la sentencia de la Cámara Fe- 
deral del Paraná sosteniendo la cosa juz-nda, á mérito de su 
anterior sentencia consentida por el recurrente en el mmuw 
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interdicto y entre las mismas personas, no es procedente bajo 
iiiiiKÚn aspecto. 

Primero, ptirnue habiendo cosa ju/^uda sobre la umipeten- 
cm. üiiigtóu (éi'rtü es pmsperable á su respecto, y mffmik^ 
porque el amparo del lucro l'eitenil deja de ser un derecho ó 
una exención capaz ile motivar el recurso del inciso a-, un. II 
de la ley W, (i - de la ley W&&<$ b» jurisprudencia al rfispee- 
tu ilií V. K , euaudu hay ana sentencia eousentidu que uie¡>a 
e vil ¡ci lamen te bo existencia. 

Por otra parle, la integración de la Cámara Federal del Pa- 
raná con el señor Procurador Fiscal de l;i misma. A mérito 
de la ley 'íUi'l y con conocimiento oportuno del recurrente, 
que Lam liten conoció la excusación del Vocal que motivó la 
integración: la ausencia de disp Vieíó'i legal que ¡maletín pro- 
cedí aiien tn como el de que se traía, por un haberse dadn vis- 
La al KíbuuI:— y por ull¡mn, la iauplieabiHilad de !■•■< I'albis ci- 
tados pul' el recurre a te, -nítido Unió elln á la suiÍsfim:ióo de 
las formas y exigencias del procedimiento pur parte de la Cá- 
mara Federal del Paraná, --hacen itijuslil1c«J« el recurso de 
nulidad, de aeuerdu eoti el artículo 'MI del Código de Pro- 
cedimientos. 

Uren. pues, que Y. K,. declarando improcedente rl recurso 
interpuesto, en .sus dos ¡ispéelos, debe Considerarlo bien dene- 
■jado, y rechazarlo, en consecuencia, euuin eorresponde. 

Jtllin litilrt. 

KAl.l.li D6 l-A SITHKMA ( "iiHTF. 

[ÍHP1IPP Attrr. P.ftll|* 11 ■ ■ .í ' .' . 



A a 1 y vistos: 
Kl leeurso de hecho par apelación denegada interpuesto por 



el doctor nalilmiiern Uerena. en representación de don Juan 
¡temard» Iturraape, de sentencia pronunciad» por ta Cáma- 
ra Federal dfl A peí ¡uño ii es «luí Pararía, en la eana» se^niila 
contra el señor llurruspe pt.r don Manar... Ola/,» sobre inter- 
dicto posesorio de reeubrnr: 
Y Considerando: 
tlvp despuós de manifestar que la Cámara Federal del Para" 

sido opuesta pe ir su mandante, el recurrente a K re^: «De esta 
sentencia *fcmtto* & l» jurisdicción federal un inicio que 
corresponde á lu jurisdicción provine'.»!, e* de la que recurro 
ahora en .«neja, por haberse ne-ado Eob recursos rie nulidad y 
apelación interpuestos en tiempo y r..ni» (** 13 y Itl fs. II.,) y 
termina su exposición pidiendo une entaCurt* <sesíiva decla- 
rar «jüé la C luí ira Federal del P.uau» es incompelenle para 
conocer en .'1 juiei.i apelado y declarando nulo todo lo obrad..» 
(fojas H vuelta) 

t¿ue m> trátAurins.! de mía omisa rie las enumeradas en el 
articulo de la ley minien. «T»ft| ¡a decUión de la Cá ni» ra 
Federal de Apelación ha si lo pronunciad» en última instancia, 
de conformidad con el artículo IV de la misma ley. 

IJue tampoco procede contra esa sentencia el recurso extra- 
ordinario autorizado por el artículo Ji d« la ley número 4H 

(U-'rie la ley lM.i sit!,,,i " lllv ' ní * !lllle h1 Uwrit fetle " 

ral invocado por la parle de IHa/.o, no l.a habido decisión con* 
i, una ú la valide/, de un tíml.., derecho, privilegio ó exención 
L'iiudad.j eu la Constitución, Tiata.lo .i Ley del Congreso (Sen- 
tencia pronunciada por esla Corle en 'í7 de Diciembre de 
911 la causa seguida pul? el l¡;.ur.o do la Naeioii contra l> WÜWiá 
I limadla) 

Ijae el inciso^, arlieulo de la ley UN* que también se 
invoca pur el recurrente, lío es apíiüftWfl al cas», pues se reite- 
re a contiendas de onmpctencia 'JW no se han trabado e« la 
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presente cansa, habiéndose sustanciado la cuestión relativa á 
la jurtsdiecídn por vía de declinatoria, como consta en el infor- 
me de fojas ájfi y en lu misma exposición del recurrente 

Por esto» fundamentos y de conformóla 1 con I» pedido por 
el señor Procurador í le ñera I. se derla ra bien denegado el re- 
curso interpuesto. N'otifííjuese original y repuesto el papel, 
archívese. 

A. Hewmfj» — Octavio líi siír.— 
C. Moya nu Gacttiía 



CAUSA CXI 



Courienda de competencia entre la Jnxtirin Militar $el Juez 
Letrado de ta Pampa Central para conocer del proceso H- 
y trido contra Eustaquio Galea no tj FélU Sánchez por fuga 
de presos. 

Sumario — til procedí mienta de las cumie. .das de competen- 
cia tiene por base necesaria la existencia de los procesns 
en trámite ó á iniciarse pm> Ins reapeutiv-ru jueces; de tal 
suerte que carece de objeto por falta de causa, cuando íiIjíu- 
no de los juicios ha terminado. 

Las contiendas de competencia no pueden suscitarse una 
ven concluido el juicio, ni en materia militar después que 



ei Presidente de la República ha aprobado la sentencia 
dictada por el Consejo de Guerra. 



taso,— Lo esflicaii ^wpíguiewtte* píéz**: 

HKCIIKTO DEL roitEB K4KCI TIVo 

Ciipitil Y^lnihl. Junio ! <lu 190*. 

Visto las c.m<lum-ias ittt este proceso y lo dictaminad» por 
el señor Auditor General, 

El Presidente de la lie pública— Deis reta: 

Art. l-hnpó libase á los conscriptos Eustaquio Ualeaiio y 
Félix MMbm del liatullón 'i' de Infantería Montada, por ha- 
ber favorecido con su u^ti-eiicia la fuga de un preso, la pe- 
na de seis meses de recargo de servicio, de acuerdo con la 
disposición del articulo 8(15 del Codito de Justicia Militar. 

Art. I -Comunique^ publíqnese, dése al He-istro Nacio- 
nal y archívese. 

Q ti in ta ha -Enriq ue Godoy, 

OítClO UKL MINISTRO I>K LA OL'BHRA 

Uaouxí Aires, An«ílu \& <1* 1*»S. 

Al señor Jue/- Letrado de la Pampa Central. 

Santa Kosa de Tony, 

Tengo el adrado de hacer saber ú V. S, quel os conscriptos Fe- 
lix Sánchez y pstóíj,ttio Ualeano dfl liaialloti *l de Infantería 
montada, han sido castrados a seis meses de recargo de *er- 
vicio con mm b de Junio del corriente aúo, según consta en 

7 
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«I Boletín Militar N n . 132, por haber dejado evadir al penado 
Germán Díaz. 

Como el Señor Jefe de Policía del Territorio, hi solicitado 
del Jefe del llatallón mencionado la entrega de dichas conscrip- 
tos para ponerlos á disposición de V. S. por haberlo así resuel- 
ta este ministerio de acuerdo con el dictamen del Seftor Audi- 
tor General, provee en disconforniidH, por cuanto los hechos 
ocurridos lian sido cometidos por militares, que caen lógica- 
mente bajo esa jurisdicción que corresponde, .y nó sobre la ordi- 
naria. 

Dios guarde á V. S. 

Enrique Godoy. 

AITO DEL JI'BiS LKTAAOO 

S*at* Ko*ik de Tony, hvm 23 do IBM. 

Autos, Vistos y Considerando: (¿ue no basta por sí sola I» ca- 
lidad de militar en el agente pura que el delito pertenezca á 
esa jurisdicción, desde que para determinar ésta, es necesario 
también tomar en cuenta otras circunstancias, como la del lu- 
gar, carácter ó naturaleza del servicio que se halla prestando 
agutí!, y otras. Art" 'M Cód. Proc. Criminal. 

tjueeu el suhjtotire se trata del delito de infidelidad en ta 
custodia de presos sometidos a la jurisdicción ordinaria del 
proveyente, lo que hace que, apesar del carácter militar de los 
imputados, el heeliu deba juzgarse por este Tribunal, pues no 
hay duda de que el servicio de guardia de cárceles no milita- 
res desempeñado por fuer za de tímía, es de naturaleza civil, 
desde que conforme á tos reglamentos internos de las cárceles 
de Territorios y ¡i las instrucciones expedidas por el Señor 
Ministro de Guerra para los cuerpos que lo prestan, los solda- 
dos en el momento de la guardia están á las órdenes del Di- 
rector de esus establecimientos. 
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Pur estas qottsidwaciones y de conformidad con lo expuesto 
y pedido en el precedente dictamen fiscal, el infrascripto se 
declara competente para conocer en el hecho á qoe se reJlere 
este sumario y declarando trabada la contienda* resuelve ele- 
var estas actuaciones á la Suprema Corte pura su decisión (Ley 
4055, art'\ \K ine. d), previo aviso al Señor Ministro de Guerra. 

Baltasar S. Biltrán. 

ÜICTJUIKS I * K I ■ SKSOK ¡'HOCVItAlHlH OENHHAL 

Suprema Corte: 

De las actuaciones que obran en este sumario aparece que el 
día :i de Abril del corriente arto, se fugo* el penado Germán 
Díaz (a) Potrillo Hlaneo, en circunstancias en que había sido 
conducido, con otros presos, desde la cárcel de la Pampa Cen 
tral basta un monte vecino, con el objeto de cortar leña pa- 
ra dicho establecí míen lo bajo la custodia de \m conscripto* del 
2 . Regimiento de Infantería montada, Eustaquio Gaicano y 
Félix Sanche/- 

l>e tales antecedentes, multa, que el delito que se imputa 
á los procesados Gaicano y Sánchez es el de soltura de presos, 
-yaseaijiie haya connivuecia ú simplemente negligencia de «u 
parte; - delito que cae bajo la sanción delart". 4¡* de la ley pe- 
nal N" ií>, de Septiembre 11 de cpran lo ha establecido V. E. 
en diverso fallos, entre los cuales me limito á citar el de fe- 
cha B de Septiembre de recaído en la causa seguida 
contra Segovia. 

El lugar eu que los procesados prestaban su servicio de 
custodiar presos, como el penado que se tugó, es la cárcel re 
ferida, la que se encuentra sometida á la superintendencia 
y gobierno del ministerio de justicia, representado en las go- 



100 riLLO» DE LA CtitttitXA COMI 

bernaciones, á estos efectos, por el gobernador de las mismas, 
se^ún lo dispone el art ü . 9 y concordantes del decretu de Enero 
Ütt de 1902, reglamentando laa relaciones de aquellos funciona- 
rios con los judiciales. 

Se trata, pues, de un delito que por su naturaleza está colo- 
cado bajo la acción del citado arf. 43 de la ley Penal Nacio- 
nal N". y juyn ejecución, indudalilenieute lia tenido lugar 
en parage sometido á la jurisdicción del Señor Juez Letrado 
del Territorio. 

La fuente de la jurisdicción, en materia penal, tiene que de- 
terminarse con relación ú lu calidad del del i to ó con relación 
al lugares» que éste se haya realizado. 

Tomando en consideración estas circunstancias, para esta- 
blecer la competencia del juez llamado á conocer con arreglo 
al priucipio establecido en el nrt". 31 del Código I'roc. eti lo 
Criminal, resulta proceden te* por to dicho, y en el caso suO 
jutifce, la competencia del Señor Juez Letrado del Territorio, 
y en armonía, por otra parte, con el inciso 3". del arf, 23 del 
luiamo Código. 

La calidad militar que tienen los dos conscriptos procesados, 
en nada modifica la naturaleza, eminentemente civil de los 
servicios que prestan en dicha cárcel, la que está bajo el go- 
bierno del ministerio de justicia y del gobernador respecti- 
vamente, según lo he tuanifestodo, de acuerdo con disposicio- 
nes administrativas y la jurisprudencia de V. li. 

Por estas consideraciones y las concordantes del auto de fs, 
33 vuelta, pido á V. K. se sirva resolverla presente contienda 
de competencia, declarando ta del SetW Juez Letrado de la 
Pumpa Central para conocer en el caso sub judice, 

Julio Botet. 
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Suprema Corte: 



La agregación del sumario sustruidu ú lus conscriptos üalea- 
no y Sánchez, a que se reitere la precedente nota de t*. 38, 
— viene á confirmar Ln upinión, que tengo dada respecto de la 
competencia del señor juez federal de la Pampa Central para 
cunocer en su caso. 

Sin declinar de las cu naide rae ¡unen que tengo hechas en mi 
precedente dictamen, debo agregar que ni competencia mili- 
tar establecida en el cuso, por la autoridad respectiva, tiene 
por única base el art . 8C2 del Código de justicia militar (Cs. 13 
y 11 vuelta, expediente agregado). 

Ksta disposición no es ni puede ser aplicada al cuno: 

1» Porque ella se reitere a la soltura ó evasión de presos, 
dentro del orden militar ó de prisioneros de guerra, y de lu- 
gares exclusivamente sujetos ú la jurisdicción respectiva, que 
son los únicos que pueden caer bajo el Imperio del Código 
Militar, según el texlo expreso de sus artículos 11U y 7Ü1, 

*¿" (¿ne estando la infracción ó falta cometida por los men- 
cionados conscriptos, prevista y castigada por la ley 4U, de 
Septiembre 14 de 18tí3, eoiuu lo he significado a l's. 3U, es 
improcedente la jurisdicción militar, cou arreglo al citado ar- 
tículo 1 l'J del códigu mencionado. 

Y tratándose de un hecho que ha tenido lugar en punió uo 
sujeto A la jurisdicción militar {lugar de la evasión de Día/), 
no procede la competencia de las autoridades ó tribunales de 
ese orden, según el texto del inciso 2° del citado artículo lt$, 

3' 4¿ue por último, la existencia actual del referido códi- 
go, así como las disposiciones que dejo citadas, hacen iuapli- 
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cable la jurisprudencia anterior de V. K. en caso que presen- 
ta con el tnb jndke cierta* analogías: esa jurisprudencia te- 
nía por base ordenanzas y leyes patrias hoy derogadas y en 
desuso, que no pueden contrariar Itt positiva y reciente jurU- 
prudenciade V. lv, que lie citado en mi uutertor dictamen 
(fs. 3u> 

En conocimiento, pues, de las razones que han determina- 
do ú la autoridad militar á conocer en este asunto, y por las 
consideraciones que dejo hechas, unidas a las antenormenie 
expuestas, sírvase V. E tenerme por insistente en las conclu- 
siones que allí formule 

Julio Botct. 

* 
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UucQiis ALi -i*. O«tutjro 26 Jo IMS. 

Y Vistos: 

En la causa sobre contienda de competencia entre la Justi- 
ticia Militar y el Juez Letrado de la Pampa Central, con imi- 
lívo del proceso seguido tinte ambas jurisdicciones contra los 
individuos Eustaquio Galean» y Kálix Sánchez, por fuga de 
presos. 

Y Considerando: 

1» Que del expedieute letra (j, número ÍHT>1, ano 1905, del 
Ministerio de la Guerra, consta debidamente que el proceso 
seguido ante la Justicia Militar contra los referidos procesa- 
dos, ha terminado por la resolución corriente á fs. '.ÍÜ del 
mismo, en que se condena á dichos precesados u sufrir la pe- 
na de seis meses de recargo en el ejército por el delito que se 
lea imputa, condena que, ademas, está comprobada en los au- 
tos remitidos por el Juez Civil, fs. 29. 

2" Que el procedimiento de las contiendas de competencia 
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reglamentado por la general itlail de loa coditas y por los vi- 
dentes en este pata, tiene por base necesaria la existencia de 
los procesos en t ruin i te ó a ¡nielar*? pur loa respectivos jue- 
ces, de lo que se deduce que carece de objeto, por falta de 
causa, miando algunos de los juicios ha terminado ya, como 
sucede en el caso nitb judif?* artículos 43 i 73, Código de 
Procedí luientes *Jrí rainales, y 132 á 103 del C de J. Militar. 

(¿ue esta doctrina surge no solo del concepto jurídico de la 
materia, sitio también de los léroiiuos mismos de las leyes, 
según lus que *ieuipre hay un jue¿ qnw debí? inhibirle de eo* 
nocer en la cauw en el caso de inhibitoria, art, 40, ó un juez, 
á quien se pide «se separe del conocí míenlo de la causa» en 
caso de declinatoria, art. 47, ó en Mu, jueces <jue deben 'Sus- 
pender los procedimientos hasta que se decida la contienda», 
art, las que, como se ve, requieren la existencia de proce- 
dimientos actuales y de causas pendientes para que la con* 
tienda pueda trabarse. Lo mismo se deduce del artículo Ult 
del Código de Justicia Militar, al dar las regias de procedí* 
intento para el caso de que se tenga noticia de que se signe 
otra instrucción, art. 102. 

(¿ue en mérito de análogas razones, la Suprema Corte tiene 
resuelto que las contiendas de competencia no pueden susci- 
tarse una vea concluido el juicio, ni en materia militar des- 
pués que el Presidente de la República ha aprobado la sen- 
tencia dictada por el Consejo de Querrá. Tumos 40, púg. 170; 
48, pág. 211, y ra, pAg, 331 de los Fallos. 

Por estas consideraciones, y oído et dictamen del señor Pro- 
curador General, se resuelve: devolver estos actuados para su 
archivo al Juzgado Letrado y al señor Ministro de la Gue- 
rra, respectivamente, haciéndose saber á este por medio de 
olicio la prese ule resolución, con transcripción de la misma. 

A. Ukh.uk jo. —Octavio Biuíge.— 
C. Moyaho Gacitúa. 
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Criminal, contra Atejo Alijan; por tentativa de expmdictán 
de billvtes da Danto falsos. 

Sumario,— 1» Tratándose de delitus de la misma especie, ca- 
ía» su ii tól de circulación y tentativa de circulación «le bi- 
lletes falsos, el juez puede legul mente condenar pr- el se- 
cundo de dichos delitua, aun cuando éste no hubiere sido 
materia especial de acttsueii'm por parte del Ministerio I»ú- 
blicu. siempre i|ue tal delito de tentativa estuviere com- 
prendido, en general, dentro de la el así ti lición de los he- 
chos que lia servido de base á la acción pública. 

2" La ley número 41811, sobre reformas al Código l'enal, no 
La modificado la penalidad establecida en la ley número 
3t>Ti, sobre represión de los delitos de falsificación y circu- 
lación de moneda, incorporada á dicho uódigo desde su \n 
■uulgactóii, en cuanto modifica el artículo 25 del mismo. 

3" Es justa la sentencia que impone la pena de diez y nueve 
aftas de presidio, sus accesorios legales y multa de seis mil 
pesos moneda nacional, al reo del delito de tentativa de ex- 
pendición de billetes de Itauco falsos, cometido con la cir- 
cunstancia agravante de ser reincidente, y sin atenuante 
alguna. 

Caso.— Lo explican las siguientes piezas: 
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SKHTKHÜIA DEL H'K'A FKUBRAL 

L» Cbi>. Juli» 27 da 1*U 

Vista esta causa criminal, pur circulación de billetes falsos, 
seguida de olicio contra Alejo Algaré, trances, de 45 años, sol- 
tero, jornalero, domiciliado en «Los Hornos», lieclio que tuvo 
lugar en esta ciudad, el '¿3 de Septiembre del ano ppdo. Re- 
sulta: Juan Alvaiez, agente de policía, manifestó en la Comi- 
sarla de tasteción I a el día indicado, ú las tres de la tarde, 
que un cuarto de hura antes, hallándose de facción en la ca- 
lle 13 y 58, se le aproximó" una persona que dijo llamaise En- 
rique Sciutti, el que le denunció que un sngeto que venía por 
13, hacia diinde él se hallaba, le había cambiado dos billetes 
falsos, iiuilación de los de diez pesos, emisión antigua, por 
cuyo motivo detuvo al acusado, conduciéndolo a la comisaría 
eu compañía del denunciante. 

til sugelo acusado al llegar u la calle 50 entre í l y 13, pi- 
dióle permiso para hacer una diligencia. Se lo concedió, á 
condición que lo hiciera eu la orilla de la vereda, pues pre- 
tendía hacerla en la plaza. 

Mientras el deteuido fingía efectuar la diligencia (estaba 
observado), desabotonó el chaleco, arrojando entre los pies al- 
go unido, un pequeño envoltorio, retirándose enseguida. 

I mi oí o al individuo levantara el paquete, y viendo que se 
negaba á ello, tocó auxilio, acudiendo el cabo Carlos tías par i, 
quien en presencia de dos testigos levantó y abrió el paquete, 
viendo que contenía un billete de veiute pesus y varios de 
diez, al parecer falsos. 

£1 individuo negó ser el poseedor del paquete, desconocién- 
dolo por completo, 
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En la comisaría se constaté que lo» billetes secuestrados 
eran dos de pesos diez y uno «le veinte y catorce Je diez pesos. 

1« Enrique Seiuttí declaró que más ó menos á las *i y 30 
p. m., encont rumióse en el almacén., se presentó un seiW á 
quien conoce de apellido Suchi, preguntándole si dos billetes 
que llevaba consigo eran ó nó falsos. Le contestó que sí. 

Suchi entonces le mostró un sugeto que paseaba con la ca- 
ra atada, indicándole que «ra «el autor de haberle traspasado 
los billetes», y le pidió le persiguiera, dando aviso ú la policía. 

Así lo hizo, comunicando el hecho ¿ un vigilante de la ca- 
lle 13 y 58, quien lo detuvo, conduciéndolo á la comisaría. 

En el trayecto, al llegar á (a calle 50 entre 13 y U, pidió 
permiso para hacer una diligencia. 

Cueuta el testigo la escena ya narrada del paquete. 

Reconoció en el acto de la declaración, al sujeto que su le 
presentó, llamado Alejo Algaré, y al paquete que se le exhibió. 

3* Santiago Suchi declara que como a las 2 p. tu., hallan. lo 
se en su negocio de almacén, se presentó Alejo Al garó, el que 
le adeudaba una cuentita. Le dió primero un billete de diez 
pesos de la emisión antigua, pagándole su deuda y la de un 
lechero. Efectuó otros gastos, pretendiendo abonarlos con otro 
billete auAlogo, y entonces antes de darle él vuelto le mani- 
festó sus dudas acerca de la legitimidad del billete. 

Algaré le contestó que eran buenos los billetes, pero que- 
riéndose convencer se dirigió A la calle 15 y 48, en donde ex- 
hibió los billetes al mozo que allí había, el cual le dijo que 
eran falsos, por lo que le manifestó á Algaré, que hasta allí 
había ido, sus sospechas. 

Algaré le dijo que otro día le abonaría la cuenta, si el di* 
ñero no servía, saliendo apresuradamente, por cuya causa lo 
persiguió con el mozo, y dieron cuenta del hecho al agente de 
facción en la calle 13 y 58, el que detuvo ¿ Algaré. 

Cuenta enseguida el testigo la escena del paquete. 
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4" Carlos «aspar i declara que como á las ly 25 p. m., yen- 
do por 51 ni llegar á 12, sintió un auxilio y lle^atlu ai sitio, 
Al varea le maní testó que el almacenero de la esquina de las 
ealles 48 y 14 había denunciado que un sugeto, que conducía 
detenido, le había pasado "20 pesos falsos y otro de á 10, y que 
al llegar ai punto ya indicado, el sugeto le pidió permiso pa- 
ra hacer una diligencia y había arrojado un paquete. 

Levantó el paquete que aun no había sido tocado, lo llevó á 
la Comisaría y allí vio que tenía un billete de veinte pesos y 
varios de diez. 

Al alzar el paquete lo hizo en presencia de un joven Pedro 
Alai na y de un señor Muuuel Correa. 

fcl almacenero denunciante tenía los dos billetes falsos eu 
la mano. Reconoció en Algaré al individuo que llevaba pre- 
so el agente. 

El acto también había sido presenciado por el menor Klfas 



ste Elias Bayo, de 10 aikos de edad, declaró que solo 
había visto al [Misar por la calle 50 antes de llegar á í% li- 
rado al cordón de la vereda, un pequeño paquete. 

Próximo al paquete había un vigilante, un cabo y varios 
par Licu lares, uno de éstos arrestado, y recuerda que le impi- 
dieron levantar el paquete al declarante. 

Reconoció eu el acusado al particular a r restallo y l« mismo 
el paquete. 

tf« El acusado Algaré declaró ó ís. , que tenía conocimien- 
to que á Santiago Sciulti le habían traspasado unos billetes 
falsos, por cuanto él mismo lo acompañó al interrogado, na- 
ciéndolo detener; lio había intervenido en negocios con Sciutti; 
había estado eu su casa momentos antes de ser detenido, para 
comprar fósforos, pagándole con una moneda de cinco centa- 
vos. Había estado solo en el almacén y se dirigió después 
para el lado de la plaza, no habiendo ido al almacén de calle 
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15 y 48, acompañado con Sciutti, y para averiguar la legali 
dad de los billetes. 

Sciutti, cuando había pedido su r -resto, iba con otra per- 
sona. 

tin el camino de la Comisaría, no se había detenido absolu- 
tamente para nadá. Kné directamente a la Comisaría. 

No había pedido permiso alguno para hacer una diligencia 
no había abonado cuenta alguna á Sciutti y un conocía los 
billetes que se le pusieron de uniiilíesto. 

V Ante el infrascripto declaro que el día^l llegó de Híte- 
nos Aires, donde se encontraba desde el II, ó sea desde el 
día siguiente de haber cumplido una pena, que se le impuso 
por haber cortads» los alambrados de una chacra en l*nan 

A eso de las 11 se dirigió á un almacén próximo á la cárcel 
de detenidos, I comprar lóslVos, los que pagó con una mone- 
da de níquel de 3 centavos. 

A las i y media de la tarde, dirigiéndose a la Estación, fué 
detenido por un cabo. No tenía conocimiento de la circula- 
ción de billetes falsos de W pesos y de 10 pesos, ha declara- 
ción analizada en el resultando anterior, era cierta en algu- 
nas partes y en otras nó. 

Cuando venía con el cabo, e*le pretendió «pie recogiera del 
anclo un paquete envuelto eu an diodo, ó lo cual se negó de 
«temor que contuviera algún explosivo». No tenía su d.mii- 
cilio en «Los Hornos»; no había hecho detener a Suititti v no 
era cierto que éste le hubiera traspasado ¡i él ni. £ billetes 
fiibifs. 

P le había dado lectura de la declaración que rectilica en 
parte, y "o había heclm observación alguna, porque tuvo 
«miedo». 

Había sido condenado por robo en el Juzgado Correccio- 
nal de esta ciudad. 

• 8- Mientras estuvo en Buenos Aires, se había hospedado 
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en la casa de «na señora Km ¡lia Ahumada, con la eual tenía 
una amistad íntima y la halaba de .prima», porque ella lo 
quería así 

i)" El señor Procurador Kiscal, en atención ú que el dete- 
nida es circulad* >r lia bit nal de billetes falsos y ha efectuado 
dos delitos— la circulación consumada de un billete de 10 pe 
sos y la reiteración que intentó con otro billete;— fundido 
asi misino, en que eslá incuso en lu disposición del artículo 
15 ley de reformas del Código Penal y atento lo dispuesto en 
el art. t» de la ley :tíf7'-!. solicita la pena de 'JO anos de pre- 
sidio, 84100 S 'le nnilta y accesorios legales. 

1». El defensor pide la absolución de culpa y cargo ó, por 
lo menos, que se le condene solo á la pena de diez anos que 
prescribe el art- 1" de la ley 3971, después de lo cual se reci- 
bió la causa a prueba. 
Y Considerando: 

I» (¿ue existe constatado en autos el cuerpo del delito, esto 
es, los 16 billetes moneda nació nal argentina de diez pesos 
y el de 10 pesos inutilizados por la Caja de eouvenimu, que 
corren á fs. itf'i. 

'i- í|ue los hechos delictuosos imputados á Algnré, son: ha- 
ber circulado un billete fal.-u de 10 pesos y habérsele encon- 
trado en su poder, envueltos en un paquete, un billete falso 
de 20 pesos y 11 billetes igualmente falsos de 10 pesos, todos 
de lu emisión antigua, que el procesado dejó caer eti el trayec- 
to á la Comisaría. 

t Este último hecho no ha sido materia especial de acusación 
por parte del Ministerio Publico, pero esta circunstancia uu 
poue óbice a la condenación, porque el magistrado debe apli- 
car la pena que resulte corresponder ú la clasificación del de- 
lito y surja de Las constancias de La causa» y no eslá obliga- 
o á aceptar lo que hubiere hecho el procurador ItseaL, 
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Sí" Que respecto á lúa dos primeros hechos, no hay prueba 
legal bastante e ti autos para imponer pena al procesado. 

Todo lo que al respecto existe es la de '^ración del alma- 
cenero Zuehi, cuyo testimonio es singular y emana además 
de la persona damnificada por la ciron lacio n del billete falso 
de 10 pesos. 

La deposición del testigo Enrique Kniutti uo es tu invoco 
prueba bastante, porque el testigo es de oídas y ios liedlos so- 
bre que depone no lian caído bajo la acción de los sentidos. 
Manifiesta que sabe lo que declara por habérselo oído decir 
al denunciante. 

La declaración, pues, uo hace entera fe, con arregtu á lo 
dispuesto en el art. 307, inc. 2> del Código de Procedimien- 
tos en lo Criminal. 

4" Que no sucede lo mismo con respecto al tercer delito 
que arrojan las constancias He autos, el previsto por el art. 
U de la ley que dice así: «Será también considerado 

reo de tentativa de expendicióu aquel en cuyo poder se en- 
cuentran monedas ó valores falsos de las que menciona el ar- 
ticulo 7, de cuyo número y condiciones se infiera razonable- 
mente que están destinados á la e.vpeiidicíótt'. 

5" Que aunque el procesado ha negado categóricamente per- 
tenecerá y haber tenido en su poder el pnquetito conteniendo 
el billete falso de '¿0 pesos y los U billetes igualmente fal- 
los de lü pesos, este hecho aparece plenamente constatado 
por las declaraciones analizadas más arriba, por la diligencia 
de identificación corriente á fe 224 y por la presunción gra- 
ve que arrojan en contri riel inculpado sus antecedentes per 
sonales, pues pocos días des pues de cumplir uua condena por 
robo en l'nan, aparece efectuando una tentativa de expendí- 
cíón de billetes falsos; {véase informe de té. 10). 

(¡" Que las declaraciones de Jos testigus presenciales Juan 
Alvares, Enrique Soiutti y Santiago Zuchi, hacen plena prue' 
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ba, con arreglo á los arts. 30G y 307 del Código de Procd. en 
lo Criminal, ya que Ion testigos han prestado juramento; lo§ 
hechos sobre que declaran hun caído bajo la acción de aua 
sentidos; dan razón de sus dichos y no se encuentran afecta- 
dos por las taclias ó inhabilidades legales. 

7" Que la pena impuesta por el art. 1" de la ley lüíT'i ó los 
que fal si liquen, expendan, introduzcan ó circulen moneda ar- 
gentina falsa, es 1» de presidio por 1Ü 4 23 aAos y multa de 
mil ít 10 mil peso», ó sea el término medio entre el máximum, 
y el mínimum, con arreglo ú las circunstancias agravantes ó 
atenuantes; (art- t¡ ley de reformas del Oíd. Penal). 

8' Que la pena anterior es la que el art. 11 de la ley 3972 
ordena debe aplicarle a los reos de tentativa, de circulación 
de billetes falsos, por el hecho de haberse encontrado en su 
poder monedas ó valores falsos, de cuyo numero y condicio- 
nes se infiera razonablemente <|iie están destinados á la expen- 
dicióu, cmuo sucede en el cuso presen Le. 

H" t¿ue im resultan á favor de Alejo Algaré circunstancias 
atenuantes, y sí, por el contrario, agravante, la de ser reinci- 
den te de delito, como lo demuestra el hecho de haber sido 
acusado y condenado por robo, á ta pena de tres años de pri- 
sión, que cumplió, y uo haber pasado diez año* de la anterior 
condenación; (art. .V ley de reformas del Cód. Pena i). 

l'nr las consideraciones expuestas, el Juzgado falla: conde- 
nando ú Alejo Aleare" á sul'iir la pena de diez y nueve arios 
de presidio, sus accesorios legales y inulta de (iÜOO pesos m<n, 
eu todo con costas. Descuérnesele la prisión sufrida con ir 
reglo al tirt. ií* del Código Penal. 

Nolifíii uese en el o ritual. 
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U 1'Inln. Iiwieuibn 21 «lo 19M, 

Vistos: por sus fundamentas, se continua la sentencia ape- 
lada de fa. ¿tt. 
Devuélvase. 

Pitlrv T. A-ímc/hv. -Datik l tiotf- 
titt: en disidencia. — Jottquin 
Carrillo. 

Suprema ('orte: 

Se ha seguid» el presente proceso contra el i iidividuu Ale- 
jo Algaré, |»»r tentativa y circulación de billete* falsos de 
Banco. 

Constatado el aforjw del delito en la manera que correspon- 
de, el Procurador Kiscal de la I a instancia produjo su ncusa- 
uión, pidiendo <|ue se condenara al procexado á la pena del 

art. 1 de la ley Wl. 

Tomó en cuan» el expresado funcionarlo, para llegar a tal 
cooclusidn, la circulación iMOisuniada por el procesado de un 
billete falso de 10 pesos, la reiteración de la misma cón otro 
billete (ís. ÍKl vta.) y la circunstancia de haber arrojado ma- 
□iisaiuente, sobre la calza.Ia, un Imita «pie resultú ser también 
de billetes falsos. 

La defeusa en aquella misma instancia se colocó en dos si- 
tuaciones: 

!■ En la de que su defendido era acusado como circulador 
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de Ipil tetes, hecho que negó m absoluto, pidiendo en tal con- 
cepto, la absolución de su defendido. 

2 m Como poseedor del cuerpo del delito, es decir, los billetes 
falso*, ijite el procesado arrojó y que fueron tomados sóbrela 
calzada, «uvas eireiin&hineius admite, pidiendo en consecuen- 
cia, ra su defendido» el mínimum de I» |i«na del art. %f de 
la ley C i tuda WT'i. 

El señor lufas Federal, ul dictar si» sentencia, se lia coloca- 
do en las mis mas si time iones que el defensor del liedlo, y en 
tal inunern, ha examinado y fe lia pronunciado sobre las cons- 
tancias del proceso. 

Teniendo en cuenta que la declaración del damnificado Zu- 
obí es singular e interesada por ser ta victima, según propia 
declaración, del billete circulado por Alearé, y que la de En- 
rique Sciutti es bolo de oídas y uo <le presencia, el señor Juez 
Federal se pronuncia en el sentido de I» defensa, es deuir, de 
que el [iroceaado Alguré no es reo comu circutador de billetes 
falsos, y por ende, le absuelve en tal concepto. 

Pero considerando, que ape^nr de la negativa del procesado 
de haber sido poseedor de los billetes que dejó caer en La cal- 
zada, las declaraciones contestes que enrreti de nulos, las gra- 
ves prestí liciones en su contra, dado sus antecedentes perso- 
nales, y por último, las deposiciones de Juan Alvarez, Knri- 
q ue Sciutti y Santiago Znelii, deciden al juez á considerarlo 
iuciirsoen tentativa de circulación de billete» falsos, prevista 
y penada por el art. 11 de la expresada ley a»3'<!, uuiueutada 
la pena eu razón de las agravantes de reiteración y reinciden- 
cia que menciona. 

En tal concepto, el señor .lúe/. Federal impone al procesado 
Alejo ALgnn: la pena de til años de presidio y sus accesorios le- 
gales. 

Ka Cámara Federal de Apelaciones, de acuerdo con su Pro* 
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curador Fiscal, confirma por mayoría esta sentencia, la que se 
trae en recurso ante V. E. por el defensor del procesado. 

Este recurso de apelación procede aule V. E. por encua- 
drar, dada la pena impuesta, dentro del inciso 5" del artíc» 
lo 3' de la ley 

Entrando ahora á examinar la recurrida sentencia á que me 
he referido, y que es la de la Cámara Federal, por ser la de 
su mayoría, de bu hueer untar á V. E.: 

1« 4¿uela encuentro perfectamente ajustada i derecho, en 
cuanto da por no probada la consumación, por parte del pro 
cesado Aleare, «leí delito de circular billetes falsos. 

1« <¿ue la considero i^ual mente correcta y ÉgÚ* de la cuu- 
firmación por parte de V. E., y en todas sus parte*, apesar 
de las objeciones levantadas por el defensor del re», respecto 
ú las deficiencias que atribuye á la acusación fiscal de L« Ins- 
tancia, y de la extensa exposición de la minoría de la Cáma- 
ra, en cuanto á la ley que rige el delito cometido pnr Al-aré. 

Respecto de lo primen», me limitare á manifestar á V. K 
que, COmo ya lo he hecho notar, el Fiscal de l* Instancia to- 
mó en cuenta el bulto de billetes encontrado en la calzada y 
arrojado por el procesada y si no se retlrio en especial á es- 
te acto, que supone la posesión de los billetes, y por ende, la 
presunción de tentativa de circularlos, fue porque involucró 
en su acusación, ese delito en el de la circulación, consuma- 
da en su sentir, de esos mismos billetes. 

Y para mayor abundiuiiento» el seíior Procurador Fiscal de 
la Instancia hizo la acusación bajo tal concepto, y la ma- 
yoría de la Cámara se pronunció, como ya lo Ue hecho notar. 

j*pr «tra parte, debo slgniliear á V. E. que las omisiones ó 
delieiencias en las acusaciones del Ministerio Fiscal de la I a 
Instancia, no pueden en ningún caso detener la acción de la 
justicia, cuando Iob jueces, funcionarios y tribunales de más 
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levantada insta nata encuentran mérito para aplicar la ley, 
como corresponde. 

Aceptar tal teoría iin portaría subordinar al criterio, ilus- 
tración | voluntad tínica del representante del Ministerio Pú- 
blico en la ! ■ Instancia, la aplicación de la ley, y el prona n" 
ciaiiiieuto de los mis mus jueces y tribunales superiores llama* 
dos ií Tallar. 

Uelativiáiuente a las con el usiones de la minoría de la Cá- 
mara, estableciendo la inaplicübilidad du la ley •VMl a los ca- 
sos de c i ren Inción ó falsificación de billetes Tal sus, dnda la vi- 
geiieiu posterior ile la ley 11H¡>, reformadora del Código Pe 
nal, me permitiré hacer Jas do* observaciones siguientes. que 
considero bastamos para (pie V K. no las tome en cuenta; 

l B En ti ume rusos fallos de V. É. se ha establecido re ^elida- 
mente, que las diftptiNiciones contenidas por la ley de 11 de 
Setiembre du t863j sobre fabricación y circulación de billetes 
falsos, eran de exlrictu aplicación npesar de la videncia pos- 
terior del Código Penal; igual doctrina debe aplicarse, en mi 
sentir, tí lu vigencia de la ley W7'¿. npesar de la poslerior 
4189. 

*¿' E«ta última ley, pac otra parte, ha previsto el caso, y 
di una manera explícita ha declarado que serán castigados con 
arreglo al Código Penal que el tu reforma, aquellos delitos cayo 
juzgamiento y conocí miento compete ¡i la justicia ordinaria ó 
local, ú que flOÍO por excepción competan al fuero federal (art. 
ai, ley 4189 tle 23 de Agosto de ¿08). 

Excuso demostrar que el delito de fabricación ó circulación 
de billetes falsos, ha pertenecido y pertenece exclusivamente, 
y no por excepción, al fuero federal. 

Lo que dejo expuesto, unido ú las consideraciones de la sen- 
tencia recurrida de fs. 234, dictamen fiscal de Is 252 y demás 
antecedentes de la causa, me inducen á pedir la coaiirmacióu 
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de la expresada sentencia de f«. '¿34, confirmada á su vez por 
U de la Cámara t nleia! de fs. 253 vuelta. 

Julio Botet. 

PALLti 1IK LA 8UPWtUA C(»RTB 

Bu<»»» Airw. Oetubrt i* 4* 1W5 

Vistos y conside rauda: 
Que la circunstancia que merece primordial consideración en 
el juicio criminal, es el hecho que motiva la acusación, por- 
que su determinación, como la de la ley penal violada, van a 
lijar las condiciones del proceso y sobre las cuales debe ver- 
sar la defensa y los pruebas, y <iue aun cuando el delito im- 
putado es el de circularon de billetes falsos beclio en deter- 
minadas personas, no puede decirse que aquel por que lia sido 
condenado, sea diferente, por cnanto éste es de la misma es- 
pecie, y ha sido cum prendido, en general, dentro de la ealili- 
cación que lia servido de base & la acción pública, una vez que 
en la determinación de loa hechos se incluye el que ha moti- 
vado la pena impuesta, como puede verse á fs. 1(11 y vta. 

<¿ue la misma defensa lo lia entendido así, puesto que, co- 
mo se vé á fa. 1UI vuelta, tiene en cuenta la circunstancia da 
haber arrojado el paquete de túllelos falsos el procesado, expo- 
niendo que tílatirma que nunca dichos billetes se encentraron 
en su poder y que, supuesta la comprobación del hecho, recién 
vendría la apreciación judicial desi debe inferirse razonable- 
mente que ellos estallan destinados á la circulación, conforme 

lo exige la ley, 

l¿ue es de notarse, á mayor abundamiento, que este hecho 
aunque no haya sido seguido de un principio de ejecución, y 
aunque la ley le ha colocado en la categoría de tentativa de 
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circulación, siempre tiene, según la misma, la pena «leí delito 
consumado; art». 11. 

Que por lo que se reliere ú la pena impuesta, es de tenerse 
en cuenla que la reforma del Cód. Penal vigente no ha niodi- 
fieadó la penalidad de la ley W?i t porque esta ley quedó for- 
mando parte del Código, desde su promulgación en Noviembre 
de ÍWÜ, en cuanto modilicabn el art '¿85, lijándole las penas 
que ella establecía; y la indi cada reforma, de U*M nada ha di- 
cho al respecto, de donde se sigue que el artículo 285, citado, 
con la modificación que en ta pena le introdujo la ley 3971, ha 
quedado de aplicación ai-Uial. 

Por estas consideraciones, de acuerdo con el dictamen del 
Señor Procurador tienen» 1, y fundamentos concordantes de la 
sentencia de ls. 234, se la confirma, con coatas. 

Nuitíqnese con el orí^iual y devuélvanse. 

A. llKtuiüJo.— Octavio Ki'sub.— 

NtCASOH O. 1IKL SuLAK.— C. 
MoTAHO ÜACITLA. 
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l)m1« Deidmnm Hernández de Cárrega mntra la Provincia 
dr Corrientes > sobre entrvt/u de un mmjio ó devolución de 
su previo y daños y perjuicios. 

Sumario.— La obligación de entregar un iiiiuuueble vendido» 



118 táhhW DI " 

e, personal, y se preseribe en lo» Orminos establecido* por 
el artículo 4023 del Códi K o Civil, cantado» desde la fecha 
del otorgauiiento del título de propiedad. 



Caso — Kesulta del siguiente. 

ÉAito na la arpKuaA cohtb 

Uu*q<h Airrf, Oet«ibr« ai dt 

Vistos estos autos: 
U se/iora DeiJamia Hernández de Cáire«a y Don José lv 
Clusellas dedoce:, demanda contra el Gobierno de la Provine* 
de Corrientes pidiendo se le condene á la entrega del campo 
denominado Italí Hincón- «U» i» el Departamento de Mer- 
cedes de ta indicada provincia y m <™ ™ M > f 
bienio á Don Eptfitóió BfeSM 1( " *»«^ tt,lte!t - 

Piden lambicn quo, en detecto del cnmpo expresudo se les en. 
¿2* una -uporüoio en otro liscal equivalente o la devolución 
üeW valore, ¿rembolsado*, como precio de la nd.uis.cion 
cuu n.ás los daños y perjnieius que han snlVido por la taita del 
cumplimiento del contrato, y loo costas del juicio- 

Aponen: l¿ue Beuíte*, de acnerdo con ta ley de Noviembre 
17 de 18<¡ü, y l» dispuesto en el artículo % . inciso 1 y artículo 
3 de la del I o . de Octubre de 1983, denunció en compra unte 
-1 P Kiecuttvo los exesos de los campos toles existentes en 
el Departamento mencionado, dentro de la a*.*» propiedad 
de *Parras. y loa Arroyos «Imiueri. é <Uir*-P»tu., 

tíue después de tos trámites del caso y de practicada la uien- 
9 uraoiicial indispensable, el Gobierno limitó la superlicie de 
Jos campos de la referencia a jg0 beetáreas, I áreas y lü cea- 
tiáreas acordó la venta solicitada y, previo pago de la suma da 
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1714 pesos 72 centavos, dc'cimu pune *lel precio lijado j- de hi 
entrega de 9 letras de igual suma cada una, ¡i los plazo* de udo 
átt ano» respectiva me ule, otorgó en ¿l de Enero 18WÍ la escri- 
tura correspondiente lu que. do se acombaría por haberse extra- 
viado. 

<¿ue en Noviembre de mismo año lie» i tez vendió estos 
campos á Don Martín Ka atún Sarrulcgoí, vecino de Concordia, 
Provincia de Entre Ríos, turnando el comprador a su cargo «1 
pago de las tetras adeudadas al Gobierno y obligándose Bení- 
tez á darle la posesión dentro del término de un uno, por no 
haber podido obtenerla basta entonces. 

t¿ue por escritura otorgada en Octubre ¿H de 188¡) ante el 
Escribano S. K. Cosía, de Concordia, Saralegui reconoció que 
corresponden á Don Juan Illusnt la mitad del campo meiicio 
nado. t¿uti este último transfirió á su ve¿ lodos sus derechos 
á favor de Don José CL use lias, p o* escritura pasuda ante el nii*- 
ino Escribano, en U de Noviembre ile 1HÍ3 1 y que respecto á la 
utra mitad, Saralegui la transfirió ó l*un José Manuel Cárrega, 
á quien por su fallecimiento lian sucedido sus herederos — vi- 
niendo de este modo á reunirse en los demandantes los derechos 
emergen tes de la venta hecha a lleulle/,. Agregan .(ni- han cum- 
plido eon las obligaciones que correspondían á sus causantes 
abonando las b primeras letras de ias i) que se habían firmado, 
sin que el Gobierno haya cumplido con la que contrajo por su 
parte en cnanto á la entrega de ln cosa vendida, habiendo si- 
do inútiles las diligencias que lian practicado para conseguirlo, 
por lo que se han visto en la necesidad de suspender el pago 
de Las letras restantes y promover esta demanda que tundan 
en diversas disposiciones de la ley civil. 

El representante de la provincia, evacuando el traslado que 
le fué corrido, relaciona todas las gestiones administrativas que 
antecedieran ñ la venta del campo deque se trata, expresando 
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que constan del expediente ori^innl seguido ante el (hibierno, 
cuya agregación ae lia pedido después. 

Con relación ti estos antecedentes, hace notar que el Gobierno 
no cfrecióen venta el campo comprad» por líeuítez, y fué éste 
por el contrarío, quieu lo denunció cniuu Usual, asegurando que 
existía, aunque quedaba encerrado dentro de una propiedad 
antiquísima de Don Domingo Merino y estuviera ocupado, se. 
ICÚn el Jelfe Político de Mercedes; iiue aceptada la denuncia 
con las reservas de derecho, hecha la menso ra y des- 
pués de diversos trámites, i u lo riñes «leí Depur lantén lo 
Topogrutieo .y citación de los sucesores de Merin* para 
que presntarau los titules justilu-ulivosde su propiedad y de- 
dujeran las acciones que pudieran eorresponderles, sin que 
Iludieran comparecido, no obstante la uotilieaeióu que les fué 
Lecha, el gobiei'üo, por decreto de 11 de Octubre de J8»7, re- 
solvió se expedieraá favor de lleulle/ el titulo de propiedad 
respectivo, que se otorgó recién en *-íl de Koero del año simúlenle 
por las gestiones que se produjeron en ese i Hiérvalo por los 
herederos ó sucesures de Merino. 

Con rel^ún á otros hechos, expone: Beniiez fue puesto en 
posesióu del campo, como consta de la misma escritura, pero 
que, auu prescindiendo de lo que aquella expresa, en el expe- 
diente antes mencionado aparece la justificación de que la pu- 
lesióo se ordenó por el gobierno V se dió por el Jefe Político 
de Mercedes, labrándose el acta que se lírmó por el interesa- 
do y los ocupantes del campo 

Que el comprador no ha cumplido por su parte las obliga- 
ciones del contrato, en cuanto el pago uel precio, pues Heu i - 
te¿ ó sus sucesores solo han pagado la primera décima parte 
deque habla la escritura, y solo r» de las letras firmadas, ó 
sean las de ios años 1888, á lbií«!, formando un tutal de ti anua- 
lidades, por lo que. cou arreglo á lo dispuesto por los artículos 
5 de la ley de Noviembre de 18IKJ, 1-. de la de í) de Octubre de 
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y ¡i de la de K de Octubre de 18ftt, quedó rescindido 
el contrato, resol ue iúii que se tomó por el gobierno respecto 
de toda* las venias de campos í i acales, eu '<£ de Marzo de 
cuyo precio tío se Uabín satisfecho en los plazo» convenidos, 
iiuerlando de esta manera rescindidos legal y públicamente to- 
dos eso* contratos, entre los que se encuentra el celebrado por 
el causante de tos demandantes; que no lia existido uiá» tra- 
áiotóu que la del gobierno á líe alte/,, por cuanto éste no la fel- 
fea á Na ralean i ni á sus aueeaures, y que aquél lia continuado 
por lo tanto, inVaiidn como propietario, y lo que es más curioso 



ante «I Juzgado de K Instancia de tjjyu, en loa que el aparece 
lísMiíiez citando da evicción ul gobierno, eti Abril de ci- 
ta ;ióti que fué rechazada con costas, por haberse operado la 
re f,c i ció a tres aíios ¡inte . 

<¿uf tratándole de una obligación de dar (artículo I fclií, Oód. 
Civil) y habiendo empezado, al firmarse la escritura en ltWtí, 
e;a acción estaría prescriplo hace tí níios, sin que pueda alte- 
rar tal resultado el hecho del pago con letras pagarés litpu 
tucanos a pla¿i>, pues la tradición íunieiJiata fué rstipulada 
eu lii escritura en et auto de lirmar, siendo por lo tanto, desde 
ese momento exigible la deuda contraída eu su caso, por loque 
lince á la entrega de la cosa (artículo 4V« í y 4trW), quedando 
también preseripias tas uuuiunes accesorias que pudieran deri- 
varle de tu falla de entrega. 

(¿ue no habiendo heclio líenitez la tradición á sus sucesores, 
las relaciones ent* " éstos y aquél, son para el gobierno vendedor 
re* ínter aliomu tu, eu las que nada tiene que ver, por haber 
cumplido sus obligaciones, y que habiendo obrado el gobierno 
dentro de la órbita marcada por !a ¡ leyes de tierras públicas de 
Ui provincia, lo que no se ha puesto en duda, sus actos admi- 
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respetarse, haciéndose efectivo to dispuesto par los artículo* 
104 y 105 de Ir Constitución Nacional, 

Termina expresando que la ley citada de 18tií) t determina la 
manera como debe hacerse la devolución de las sumas obladas 
en el caso de rescieióu del contrato con devolución del cinc» 
por ciento sobre el valor total de las tierras, por todo el tiempo 
corrido desde el principio del coutralo, en el que se contiene 
la cláusula resolutoria, que es ley para la* parte*. 

Que el gobierno no e lia nejando en ningún momento, á 
practicar esta liquidación y devolver el precio en la forma 
estipulada, reprendo que esta dispuesto á (fftí estricto cum- 
plimiento a é á&pttestu por la ley de lHl»l. sin que .leba daño.: 
y perjuicios, los que, por el cuiilrario, tendría derecho á re- 
clamar una vez- operada la rescisión (art. loil, iuc. 1 ), (o que 
pide así se declare, ¡luptmieiidu las cusías del juicio á los de- 
mandantes. 

Substanciada la causa, agregadas las pruebas producidas y 
los alegato.* presentados por tas partes, se llano', autos para 
sentencia a Is. '¿'U. 

Y Considera ndo: 
Que procede resolver en primer término, si se lia operado la 
prescripción de la acción deducida eu esta causa, con respec- 
to á la entrega del campo, exigida por l.is demandantes del 
Gobierno de la Provincia de Corrientes, dada la naturaleza de 
esta excepción opuesta por la defensa y IñJ términos en que 
aparece trabada la lilis. 

Que según resulta de los antecedentes re [adunados, y lo 
acreditan las constancias de aums, el títulu óe propiedad del 
campo comprado por lienítez, á que su reliere ia demanda, 
fué otorgado el 21 de liuero de lAftW. Testimonio de fs. HO 
a 151. 

Que desde la fecha del otorgamiento de este título hasta la 
presentación de la demanda deducida eu el escrito de f*. S¿, 
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el 30 de Noviembre de U*KÍ, como aparece del cargo puesto 
por Secretaría, fs. 21, han I ruu»cu-ri Jo próximamente llí anos. 

<¿ue por lo taulo, y aun en el supuesto de que no se hubie- 
ni hecho la tradición del inmueble de que se trata, como se 
atiene por los de.ua mi un tes no obstante lu f)tt« resulta de 
las constancias del título mencionado y lo man i restado por el 
mismo lieníte* en su declaración de fe. 1T¿ y ITs. ITl vta„ es 
indudable une habría transcurrido más del tiempo necesario 
paro la prescripción, con arrezo a lo dispuesto expresamente 
por derecho, desde 0k se trata de una acción perenal y no 
»r hu justilicado beckm ItiWli hubiera interrumpido es- 
ta preseripdóu, ni m»nos la noticia llegada por los deman- 
dantes al contestar el inalado corrido de esta excepción (art. 
m\ Códitro Civil}. 

«¿ue, por otr.i !>arte, es de leiier-ie presente la condición re- 
solutoria expresamente establecida en el cmtriitn, con arreglo 
ú lo dispuesto ¡p las leyes sobre venta de tierras pdWioai; 
sancionadas por la Legislatura de la provincia, espeeial mente 
lu de 17 de Noviembre de LWK». la *» 5 * dis P°' 

lie que: «miando el comprador no abonase la cantidad corres- 
yomlieule ú muía mu. de los plazos designados, «era esperado 
basta seis meses, paludo entre unto el interé* del uno por 
ciento mensual, y si vencido este término no veri (loase el pa- 
¿o de la parte de precio que adeudare y de sus intereses, que- 
dani ÉiA contrato, devolviéndose las cantidades obla- 
das, con deducción del cinco por ciento anual sobre el valor 
tulal de la tiern», por todo el tiempo corrido desde el princi- 
pio del contrato». Ley de 17 oe Noviembre de 18bU 

{¿■ie en cumplimiento de lo dispuesto por esta ley y la de 
1- de Octubre de 1883, el -«bienio expidió en ¿9 de Diciembre 
de IW\ el decreto que en copia auténtica corre á fs. 15», 
disponiendo la publicación de la razón de las letras otorgadas 
por los compradores de diversos campos iiscale», con la pre- 
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vencido de que un» vea vencido el término acordada para au 
pago, «e declararía» rescindidos lo» contratos celebrados con 
los que no concurriesen a cumplir con las obligaciones con- 
traídas, lo que se llevó á efecto por decreto de i ile Marzo de 
18H5, en el que, de acuerdo con la* disposiciones legales cita- 
das/ se declara textualmente: .rescindidos los contratos Je 
compra-venta celebrados cou los adjudicatarios de los campos 
fiscales que en el informe de la Glicina de Tierras y Obras 
Públicas se indican bajo los números de 1 á 47, entre los ají* 
npnrece el campo de que se trata en este juimn, que * «1» 
reservar hasta nueva denuncia, por estar é&jmtim &» M 

é fs, uw 

Qái de lo expuesto, «e deduce que los demandantes lian ca- 
recido también de acción para pedir el cumplimento del con- 
trato ó sea la entre-a del campe vendido, á que se relieve en 
su demanda, desde que este contrato quedó rescindid., por un 
decreto del gobierno, que no aparece liaber .ido reclamado, 
quedando así limitado su derecho en M * exi " ,r la de * 
volución de las sumas obladas en las condiciones convenidas 
y aceptadas por lieuíie/., como coiuprador de dicho campo, 
convenciones que forman para las partes ona r^la ó la cual 
deben someterse cuino á la ley misma (art. HH7, código ci- 
tado). 

(¿ue con posterioridad ó las lechas expresadas, ó sea en el 
mes de Abril de lHiW, y no obstante la transferencia otor-uda 
a favor de Sarutegui, lleulles se presenta por parteen el jui- 
cio seguido por los sucesores de | Üomiiigo Merino unte el 

Juagado de 1> Infancia .le Goya, sobre WfflW 
campo, pidiendo se citara ai gobierno de evíccióu, fs. 9S, P*' 
lición que después de sustanciada íiic rechazada en razón de 
haber sido rescindido et contrato de la referencia, fs. 108; re- 
solución que aparece consentida por parte de Itanftea, como 
consta en los referidos autos que corren agregados, y que jus- 



tilica lo alegad» al respecto por parte del gobierno-, demu- 
dado, al sostener la falta de acción de les demandantes, por 
haberse rescindido el contrato cuy» cumplimiento se ha pe- 
dido. 

Une no «oslante lo dicho, es de tenerse presente que, al con. 
testarse la demanda.se lia pedid.» se declare que la Provincia 
de O-fi'ientfc* no tiene más obligación que la de devolver la 
parte ue pr*ciO que resulte adeudar, de una liquidación he- 
cha le couronuidad coi» la citada ley de 17 de Noviembre de 
1869. 

(¿ne establecido como queda la improcedencia de ín deman- 
da, uur la taita de acuón pur parte de los demandantes para 
pedir, como sucesores de lieníte*. el cumplimiento del contra- 
to mencionólo, es innecesario examiimr In* demás cuestiones 
qUi deben cmisiderarse como accesorias de la acción deducida. 

IVr «atas consideraciones, se declara que el íiubierno de la 
l'nninciadeCirrieiitesesiá óbiigadu á devolver, con arreglo 
á lo establecido en el arL 5' de la ley de 17 de Noviembre de 
18131, la nurte de precio pa-ad» j>or el campo cuya entrega se 
ha ge..iim.ado, lo que deberá veriliear dentro de 10 días de 
practicada la liquidación correspondiente, ahs«l viéndosele de 
la» demás condenaciones pedidas. Las costas se abonarán en 
el orden causado, en ate nuióu á la uatorale/.a de la» cuestio- 
ues debatidas. 

A. IÍBKUK40. -Octavio Hüsuk.— 
Nii:amoi (¡. IfKJí Hoi.AU- -M. F. 
D.miact.— C MnvAXo Uacitaa. 
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Extradición de Emilio Beyermann, solicitada par las anU>- 
ridade» dtt 1 nidrio Alemán 

Sumario.— ti» procedente la extradición solicitada por las ¡m- 
toridades del Imperio Alemán, ií lauto de reciprocidad, de 
un industrial propietario de un establecí miento de cantería 
acusado de bancarrota fraudulenta, cuntido la preferí ptió» 
no lia sido opuesta, el auto de prisión ha sido espedido por 
jne* competente, la identidad no se hu objetado y la solici- 
tud ha sido acompañada de lodos los recaudos exigido* pur 
la ley. Es indubitable la autenticidad de los recaudos acom- 
pañados al pedido de extradición, aun cuando no estuvie- 
ren legalizados pur el Mi nutro ó Cónsul ar- entino, si han 
sido presentados por la legación del país req ni rente y pa- 
sados por el Ministerio de Relaciones Ivoerinres ú la con* 
sideración de los tri lama les. 



Vaso.— Lo explican las pie/,:is sigiñe&tes: 

SKHTIftlClA bit. JHbZ l>K BKCOiÓ» 

JiuotiJ»* Airan. Muyo I do 190% 

Y Vistos: 

Kstos auto» seguidos por extradición del subdito alemán 
Km i lio Beyermann, á requisición de las autoridades del luí pe 
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rio Alemán; oída la defensa y el Ministerio Público, de acoer 
do con las disposiciones del artículo del Código de Proce- 
dimientos en lu Criminal. 
Y Considerando: 

1" Que el precedente pedido de extradición na sido intro- 
ducido ñor la vía diplomática, ofreciéndose reciprocidad e» 
casos análogos, 

i" Que no existiendo tratados de extradición entre esta Ke- 
pública y el Imperio Alemán que solicita, la extradición del 
subdito Km i lio Heyermann, el pedido tono h lado debe consi- 
derarse de acuerdo cou el principio establecido eu el inciso 
2 U del mrtículo VtUt de nuestro Código de Procedimientos. 

¡I* Que con arreglo á las disposiciones contenidas en el art. 
liñl de nuestro Código ile Procedí mi autos, se han acompañado 
los recaudos necesarios para fundar el pedido de extradición, 
consistentes en orden de captura, pedido de extradición, iden- 
tidad del requerido y disposición penal aplicada al cas» en 
cuestión, seifún Ins leyes del país retí u¡ rente 

4" Que ó estar á los recaudos acompañados. Ileyermann, que 
era picapedrero, se encuentra acusado de quiebra fraudulen* 
La, habiéndose becho acreedor por tal circunstancia á la pena 
■[lie pura tules casos iuflije el Código Penal alemán, sea á 
la de penitenciaría. 

. 'uestru ley de extradición de Agosto "ío ile 1885, estable* 
ce coitm réijuisito indispensable par» determinar ta proceden- 
cia de un pedido de esta uatu ruleta, el que el acusado deba 
ser eondeumlu á más de un aun de prisión, y »e<Min ese prin- 
cipio, á eslar á bis recaudos mencionados, I tey crinan n debería 
sercxlradido para sufrir una pena mayor que la mencionada 

Pero el casto, que nuestro Código de Procedimientos en su 
art. <>t¡¿, dice: «que cuando el delito que motiva la solicitud 
de extradición tenga una peita menor en la República, el en- 
causada no será extradid» sino á condición de que los tribu na" 



les del país que lo reclama le impondrán la pena menor» , y 
por consiguiente, el juzgado debe determinar la naturaleza fiel 
delito imputado, á fin de exigir Inaplicación de la dispnsición 
legal antes citada. 

Subre este particular, la defensa y el Ministerio Público 
están de acuerdo en que Bey crinan n no puede ser considera- 
do comerciante en nuestro país, á efecto ile aplicarle las pe- 
nas establecidas por los arts, líí8 y lí«l de nuestro Código Pe- 
nal, sobre lo que se graduaría la prescripción del art. (ilfidel 
Código de Proeed i mientas, y por consiguiente, debe desi-.n l iar- 
se la base d« quiebra fraudulenta en que se funda el pedido, 
por ser requisito indispensable que el delito ¡se eucuanlre pie- 
visto y penado por nuestras leyes procesales. 

5" Que tampoco puede aceptarse la dedueión que saca el se- 
ñor Procurador Fiscal, para encuadrar el liecliu en ladNpnst- 
Ctóil del inciso dei artículo de nuestro Código IV nal, y 
arribar ú la conclusión de que por ello en procedente la ex- 
tradición solicitada, porque éllb importaría determinar una 
acusación que no sabemos si se encuentra penada por tas le- 
yes del país requeriente, tuda ve» que :i ese respecto no se 
acompañan recaudos. Fallaría, por lo lauto, el requisito exi- 
gido por el inciso $ del articuló Í151 de nuestro Código de 
Procedimientos en lo Criminal, y puf eude, la base para im- 
poner la condición prevista por el artículo lüf7 del mismo. 

(í? Que, por consiguiente, no apareciendo de los recaudos 
presentados demostrado de una manera evidente que Itreyer- 
mHiin era comerciante» ni pudiéndose decir que esto acusado 
del delito previsto por el articulo *JIH» de nuestro Código Pe- 
nal, por falUi de recaudos, su extradición no es procedente 
y asi debe declararse. 

Pur estos fundamentos, no obstante lo dictaminado pur el 
señor Procurador Kiscai y de acuerdo ton lo pedido pur la de- 
fensa, fallo: no haciendo lugar al pedido de extradición lur- 
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mu lado contra Emilio lí* ycrnmnn, quien deberá ser puesto 
en libertad, ejecutoriada que sea la presente. 

Notifíqiiese original, saqúese test i moni» de esta resolución 
y remítase este proceso al Ministerio de líela o iones Exterio- 
res, de acuerdo cun lo dispuesto cu el artículo «59 del Códi- 
go de Procedimientos, y llágase saber al Jefe dtí Policía á los 
electos consiguientes. 

Frtnivtjco B. Astigueta. 

SKNTKNCU DE LA < ÁíUKA PEjMilUL 1IK AI'KLACIÓS 

Bueno* Alrai. Atono 31 Je 1903. 

Y vistos estos ñutos de los que resulta: 
l 1 (¿ue la Legación del Imperio Alemán solicitó, á título 
de reciprocidad, Ih extradición del subdito alemán Km i lio Ke- 
yermunn. Ku la urden judicial de detención con que se ins- 
truye ei pedido de extradición, se expresa: (¿ue lieyermann, 
dueño en llensdieid de una cantería, empezó en 1903 á cons- 
truir casas por su cuenta; que á los obreros y ú los comer- 
cia ules que le entrega ron los materiales de construcción, no 
les pagó, declarándoles que, despmis de concluidas las casas, 
las hipotecaría y les pagaría entonces; que á sus deudores Ies 
dió letras que veacían en Abril de líJOi; que habiendo obte- 
nido un presumió hípntecario por ittí.OOl» marcos, no pagó nada 
á sus acreedores y se fue en viaje llevándose el dinero, sin 
haber vuelto; que Ijnhiéndiise abierto concurso contra sus bie- 
nes, m» se enconlró nada que formara la masa; que Keyurmann 
es acusado de haber como deudor que ha suspendido sus pa- 
gos y sobre eny«s bienes se lia dictado concurso, puesto de la- 
do parto de $u$ bienes jxua perjudicar « sits acreedores-, que 
por esa acción se ha hecho culpable del delito de quiebra fmn- 
dátenla, penado por el £ 239, ciíra 1» de la Ordenanza Im- 
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períal de concurso, la cual establece que el deudor sobre en- 
vos bienes se ha abierto concurso es penado ñor qmebrm irau- 
dulBttta con penitenciaria, si ha puesto de lado ú ha .^lia- 
do parle de tu* bienes e.m la intención de perjudicar á sus 
acreedores. 

Í (¿lie tramitándose el pedido de extradición, el detensor 
del r querido ha alegado ante el inferior que n» procede, por 
cuanto la orde.» de detención no se ha librado con arreglo a 
derecho y porque aun cuando el hecho im pu Lado á Hcyer man. i 
pueda constituir un delito en Alemania, él no tiene tal ca- 
rácter por las leyes penales de la Ilepúbliea- 

El interior no ha hecho logar á la extradición y el ftftlür 
rio Kiseal ha apelado del tallo. 
Y Considerando: 
1- Úm habiéndose dictado por las antoridade.jndiciale. de 
la nación requeriente el auto de prisión contra la persona del 
requerid», se b)> lleudo el requisito que sobre eite punto exi- 
ge el articulo m \m® fe mm mmmti^wm* 

nales ■in que proceda determinar si dicho auto se ha expedi- 
do conforme al artículo m del Codito de IVocedimientos Cn- 
iní nales de la República. 

Por lo demás, de acuerdo con loa considerandos 1", I" y $ 
de la senleinua apelada, resulta que la solicitud de extradi- 
ción se ha presentado con los recaudos de ley y corresponde, 
entonces, resolver subte su fondo. 

¡$ Que el defensor del requerido, al sostener que no debe ha- 
cerse In-ar á la extradición, aWgfl que una emindo los actos 
consumados por Béyennaftn constituyan en Alemania el deli- 
to de quiebra fraudulenta, ellos, «i se hubieran llevado á ca- 
bo en la República, eeiínn celos puramente w*Ém *V™ »» 
hubiera habido dolo, sería dolo puramente civil que no daríu 
lu-urá acción penal; que a l^yermann no se le consideraría 
enJa iiación como quebrado fraudulento, desde que no se le 
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reputaría comerciante, pimple de acuerdo con las leyes nacio- 
nales, el nica pedrero y el que construye casas por cuenta pro- 
pia no es comerciante y no puede ser declarad» en quiebra si 
cesa en sus pagos; que la cesación ile pagos solo podría dar lu- 
gar al concurso de acreedores * ! " lo civil, conforme al artículo 
718 y siguientes de) Código de Procedí mi en tos de la Capital; 
que no leniuiido pena por nuestras leyes el hecho imputado 
a Uey erinann, nu corresponde acordar la extradición, confor- 
me al artículo (¡77 del Código de Procedimientos Criminales. 

tf* (¿tie es indudable que no procedería acordar la extradi- 
ción si el hecho imputado cu Alemania ú Ueyermnnr. no es- 
tuviere previsto y penado por las leyes argentinas. 

ye puede admitir que no basta para ser comerciante por la 
ley argentina el tener un establecimiento de cantería ó «1 eons- 
truir casas por cuenta propia. Por este motivo, las deudas con- 
traídas como picapedrero ú constructor que llevan á la cesa- 
ción de pagos, uo originarían en la Ke pública una quiebro, 
aunque podría motivar uu concurso de acreedores en lo civil; 
pero de esto no podría concluirse que en la Nación el concur- 
sado no se encontraría en iituiíún casi» sujeto á responsabili- 
dades cti mi nales m tul i v tulas por ful ta de cumplimiento ;i sus 
obligaciones. 

Admítase que Ueyeviuunu no habría sido declarado en quie- 
bra en la República por los hechos que la han producido en 
Alemania; pero si esos hechos le fueran imputados en la Re 
pública, habrían dado lugar á juicio criminal como d$U(laf 
punihlr, 

•Si líeyerninnn fuera comercio ule según la ley argentina y 
si> le declarara eu quiebra, sería considerado como quebrado 
fraudulento según el artículo 1514; del Código de Comercio y 
penado conforme á losar líen los WK y del Código Penal; 
pero no siendo comerciante, el hecho de ser deudor y de haber 
putsto «V hirió h ov altado ¡tark- da au$ bienes con k intención 
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de perjudicar á sus acreedores, como lo dice el documento de 
fe. , cae 'iajo la sanción de nuestra» leyes penales. 

En el libro II, sección 1, título VIH, capítulo III De los 
quebrados y otros deudores punibles, artículo 2f», inciso 2\ 
Código Penal de la Nación, se dispone que sufrirán de uno A 
tren años de prisión los que se al en van sus bienes, tos ocul- 
ten. * en fraude de sus acreedores. 

Este delito tm el de que trata el artículo 53í¡ del Código Pe- 
nal español, que 'Mee: «el que se alzase con sus bienes en 
perjuicio de sus acreedores será castigado con presidio ma- 
yor si fuese comerciante, y con presidio correccional si no lo 
fuere •. 

Para definir loque es alzamiento, dice Viada y Vilaseea, 
hay que recurrir a 1« legislación común, y según ella, (leyes 
3 y 4, título 32, libro 11, Nov. Iteoou.), se entiende por «hado 
todo «aquel que oculta sus bienes (ó parte de ellos) en perjuicio 
de sus acreedores, bien se ausente ó nó, porque loque consti- 
tuye él alzamiento es la ocultación de los bienes y nó la Tuga 
de la persona, verileada en perjuicio de los acreedores del al- 
zado, esto es, para sustraerse al pago de sus obligaciones ó 
deudas >; autor citado, tomo % Derecho Penal español, co- 
mentario al articulo 536. 

El delito por cuya comisión se persigue a Hey crinan n es el 
deque tratan los artículos de los códigos penales ai-entino y 
español que acaban de citarse; y si él lia dado origen á que se 
le declare en Alemania quebrado fraudulento, en la Repú- 
blica originaría una acción criminal, considerándolo deudor 
punible. 

Para resolver na « aso de extradición, procede examinar si 
el hecho en sí mismo es criminoso; si lo es, se acordará ó nó 
la extradición, según la clase y cnuntía de la pena, prescin- 
diendo de las denominaciones ó clasilícuclones de la ttk-nioa 
del derecho. No seria procedente rehusar una solicitud de 
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extradición, fundando en realidad la negativa en diferencia» 
de denominación de los delitos» cuando eu verdad hay unidad 
de legislación respecto ú la determinación de tos hechos in- 
crimi nados. 

Como en el coso actual, el hecho, seguo »« propia índole, 
que se imputa ú Iteyermann y que es penado por la ley ale- 
mana, lo es igualmente por lu tey argentina, aunque con me- 
nor pena, sigúese que hay términos hábiles para solicitar la 
extradición. 

La cuestión ú resolver es si los recaudos acom pallados para 
determinar el delito son bastantes para lijar lagal mente la 
cuantía de la pena, y resolver en consecuencia, si procede ó 
tió acordar la extradición. 

4" *¿ueel artículo 200, inciso '¿\ Código Penal, dice que se 
castigara con uno á tres artos de prisión al que se alce con 
sus bienes, los oculie ... eu fraude de sus acreedores; y el 
artículo 201 establece que si las deudas no llegaren á qui- 
nientos pesos, la pena será de arresto por tres meses á un 
año. 

El artículo 2\ ley UYH, dispone que solo se acordará la ex- 
tradición cuando se invoque la perpetración de un delito de 
carácter común, que según las leyes de la República fuese 
castigudo con pena corporal no menor de uu uño de prisión. 

Ahora bien; eu los documentos con que se ha instruido la 
solicitud de extradición, nu se encuentran los antecedentes 
necesarios pnra determinar cual sería la pena que correspon- 
dería imponer á iteyermann en la República. 

Puní acordar la extradición uo basta conocer el delito en m 
especie, sino que se requiere poder determinar la cuantía de 
la pena, desde el momento que esta ultima circunstancia es un 
elemento preciso para la solución del caso. 

licyermaun es deudor en Alemania; allí ha sido decía»* 
do eu quiebra; en la República sería encausado como deu- 
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dor punible, pero se ignora el moutn de las deudas, y, 
desde luego, no es posible determinar si la pena es la del 
artículo 20Ü ó I» del urtíoulu 3QJ del Código l*eunl argentino. 

La única cifra consignada en la orden de prisión es la de 
treinta y nueve mil mareos; puní ella representa una deuda 
asignada con una l> i puteca. 

l*«r consiguiente, el acreedor de esa suma no es de los de- 
fraudados por Iteyermann, por cuanto el crédito esta garanti- 
do. Los deudores defraudados son los une recibierou letras 
en pago; pero no consta á cuánto ascendían esas deudas, y 
se ignora, por lüti», el monto del perjuicio causado. 

Ku esta situación, tío corresponde considerar pMtM /iiW"- 
el requerido como autor del delito más grave, desde ul lini- 
mento que de los documentos presentados para requerir la en- 
trega no resulta qre haya defraudado á sus acreedores en más 
de ollO pesos. Ks posible que así sea; pero esa posibilidud 
no puede suplir la misión de un (demento indispensable para 
resolver el caso. Ku lu duda sobre la mayor ó menor cul- 
pabilidad del requerido, debe resolverse en su favor, y la 
solución favorable en este caso es no acordar la extradición. 
Articulo 13, Código de Procedimientos Crimina ics. 

Por estos fundamentos, se confirma la sente&ej apelada de 
18. 44. 

Nutifíquese original, y devuélvase. 

Ángel Fvrnyra Cartte.—Juun 

ijvl /A Hojas. 

VISTA DEl. SKÍtnd 1'UOlM'KAliOU URKKHAL 



A /ilta de tratado, como sucede en el easo, con el 
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iiufirieiite.es de aplicación el Códigode Procedimientos Penal, 
mm se determina en sue propias disposiciones \arL lílH). 

Klart. m del Código, estatine, ú BU ve/., que enlodo pe- 
dido de extradición debe limitarse el debate a la valide* y 
mérito extrínseco de los documentos producidos, señalando eu 
seguida los puntúa 4»» pueden locarse eu tul débale. 

La sentencia recurrida en sus considerandos l, i y 8, eons* 
lata la existencia de todos los requisitos del mencionado ar- 
tículo, eu los documento* presentados, y resuelve los puntos 
de debate en sentido favorable al otorgamiento de la extradi- 
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Pero esa sentencia liuc turco su t nuil, que no habiendo 

medio para establecer ta penalidad que lieyermnuu tendría 
a.|uí, si aquí hubiera delinquido, no puede acordarse su entre- 
ga por no ser posible satisfacer las exigencias del art. i déla 
ley UMi v del arL W!7 del Código de Procedimientos Penal. 

Apesarde esl.* aliruiacióu de la semencia y de no existir 
en «utos la detenuitmeiún precisa de las circunstancias que 
pudieran denotar la exacta penalidad que en la Kepública ten- 
dría el hecho del requerido, considero que existen presuncio- 
nes bastantes en los documentos acompañados para determiuar 
la importancia penal de aquel. 

En los referidos documentos se menciona la cantidad de 
;«UKX) marcos como proveniente de una hipoteca obtenida por 
líeyenuann sobre los inmuebles ó edificios hechos oon materia- 
les que pagó con las letras, con las que mas larde hurtó a sus 
acreedores, dejándolas impagas y huyendo del país. 

Ksle antecedente, bien establecido, da lugar á una presun- 
cióu directa, concordante é inequívoca de que las letras refe- 
ridas hieran de valor muy próximo á los marcos de la 
hipoteca que obtuvo por medio de las casas y materiales que 
adquirió con anterioridad, de sus acreedores burlados. 

Esta presunción, que no es el casu de extremar, por tratar- 
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se solamente de un pedido de extradición, podía ser eficaz, aun 
ante nuestros tribunales, para motivar una semencia, de acuer- 
do con los artículos ¡157 y siguientes del Código de Procedi- 
mientos Penal. 

Ahora bien y partiendo de tales conceptos, reputo, que sien- 
do la estafa ó defraudación de Keyermann mayor de r>* n i pe- 
sos, su penalidad sería más de un año de prisión, y por ende, 
el caso de su extradición estaría y está comprendido dentro 
del art. 2" de la ley Uili, y es perfectamente posilde estable- 
cer la condición del art, (¡(¡7 del Código de Procedimientos Pe- 
nal. 

Pur estas consideraciones, que en mi sentir destruyen el 
último cjuside raudo de la sentencia recurrida, y que vs el úni- 
co que funda el rechazo del pedido de extradición, y por las 
anteriores de la misma sentencia, eren <|ue V. H debe revo- 
car!a, acordando la e&tradioíóu de Kinilio ISeyermann solicita- 
da por el seüor Ministro del Imperio Alemán. 



Y Vistos: 

Estos autos ile extradición del subdito uleiuáu Kmilio I ¡ey cr- 
inan n, introducidos por la viu diplomática y traídos en apela- 
ción a esta Suprema Corle de conformidad con el artículo H", 
inciso 4" de la ley nú mero ÍU53. 

Y Considerando: 

<¿ue según lo dispuesto en el artículo l!i8, inciso 2" del Có- 
digo de Procedimientus en lo Criminal, la extradición, á falta 
de tratado, debe ser otorgada con arreglo al procedimiento y 
condiciones que se establecen en el expresado código, no sieu- 
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do permitido, en los pedidos de esa naturaleza, poner en cues* 
tiúu lu v: lulez intrínseca üe los documento* producidos por 
el gobierno requeriente, debiendo el juicio limitarse, en los ca- 
sos de acusación, ií los siguientes puntos: identidad de la per- 
¡»oiia; examen de las formas extrínsecas de los documentos prc 
seutadu*; si el crimen ó delito se encuentra comprendido en 
algunos de los casos del artículo (¡H¡; si la acción está preserip- 
ta; y si el auto de prisión ha sido expedido por tribunal com- 
petente (artículo Ü55, Código de lVocedi míenlos Criminales). 

(¿ue prescindiendo de la prescripción, que no ha sido opues- 
ta por la defensa, de la competencia del Juez de Instrucción 
de Krlielfcld y la identidad del requerido, que han «ido admi- 
tidos por el Ministerio Publico y el defensor del asilado, la 
petición de extradición queda planteada baje ta faz en que ha 
sido ampliamente examinada ante el Juzgado federal y el 
Tribunal de Apelación, ú sea, en lo referente á las formas ex- 
trínsecas de los recaudos presentados y la determinación ju- 
rídica del hecho delictuosa imputado á Emilio Keyerotann. 

(¿Lie la solicitud de extradición ha sido acompañada de to- 
dos los recaudos exigidos por la ley, ó sean: el mandato de 
prítión expedido por el tribunal competente con Ja designa- 
ción y lecha de! crimen ó delito que Jo motiva; los datos y an- 
tecedentes necesarios para justificar la identidad de la perso- 
na requerida, y la copia auténtica de las leyes aplicables al 
hecho imputado (artículo Ü5Í, Código de Procedimientos Cri* 
mínales). 

Kii cuan tu á la deficiencia que se atribuye a los recaudos 
acompañados al pedido de extradición, por no tener la legali- 
zación del minisiroó cónsul argentino en Alemania, deficien- 
cia en que se insiste por la defensa en su memorial de fj. OH, 
no puede considerarse fondada, en razón de que esos recaudos 
han sido presentados por la Legación de Alemania y pasudos 
por el Ministerio de lleloeioues Exteriores- á la consideración 
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,l« lo S tribunal,», ííí m *» ÍW^^Í» 

(Sentencia de cala Corle pronunciada 6U Septiembre 5 ti** 
«ii la extradición de í junan» Moeeiu). 

Que en íd ¿éféfétító á la determinación [tffflm !W » 
atribuid., á liev.-ruiuun. él líe T-»' 1 '™ ^««t, debe te- 
nerse presente que en ía arden -le u*|pt*a Í>°* tíl 

Jut-x «le InstFUCüíoii M mmtéié y en h ^U#ttdMe extra- 
dición, hace constar qus aquél tenía, desde muchos años 
attteivüiia picapedrera en iíenscheid, de la .que era p^fli* 
rio {(*. 1 y «}. es decir. que, como lo expresa la nota del se- 
,Ur agente diplomático, el mwM$i como acusado de bancu- 
rmla fraudulenta, era .propietario de ...i establecimiento -le 
cantería- (fe Hj, y W «» «« ««*«lu. dejando ..opacas las 
letras qué halda tirmndn á los obreros y comerciante* que le 
suministrar.,,! los materiales y trabajos de varias casas que 
¡ifeO construir, lieyer.ua., desaparece .le Alemania, .nmcdmtu- 
Éutfi después de obtener un préstamo hipotecar... pnr va «r 
dé mOOO mareos, con que luibíaprumelnh. satisfacer esa, le- 
tras. Abierto el concurso en II de Abril de WM, M Uaüía 
nada que pudiera ser destinado á s„s acreedores (U 1). 

De esos antecedentes resulta que Ueyennauu „o era mi pito 
hW cantero ó pieapedrem, aiuo un industrial en el ramo o 

de cantería. Su industria había or-;anuad s d,s- 

úntos factures de la producción, con el propio de tranfor- 
mar materias pri.ua*>» objetos de mayor utilidad, desuñado* 
¡| cambio: era un empresario de fabricaciones que c.mtrtbma 
6 ta circulan de la riqueza y . enligaba ttf fundón eun- 
matemente conercial, pnes que manufacturaba materas pr,- 
mns, intermediando entre el productor y el consumador. 

Considerad,, Keyermann en el carácter de 
A como h, hace la defensa á fs % 

se maniatan respecto á la naturaleza de .os actos de 

adquisición WJtÜWI* m I*®* « 4,11 tÜ ' 



mo prurYsión habitual, duda I» dificultad de saber si el am- 
bin operad» e» el producto, rio transforiñaba ej «líjelo ¿uhjui. 
ruin en un simple in-eesnrio, circunstancia que admite como 
signo de Ih comercial ¡dad del acto el autorizado tratadista 
cilue» |mr la de leñan A is ó si lu ¡mención principal en 
lu adquisición era especular cnu hi reventa y nú ana d tra- 
^j"! según «I criterio de otros tratadistas: A lo i j ue se agrega, 
que en el procedimiento iJe la e\tn»dieión, pe rio reuue las 
condiciones de 11 il juicio, «a aun m is hurgan |» «.plícación 
de 11110 de loa sistemas, «1 de la adquisición de una cosa á tí- 
tulo .miertfso partí lucrar con sn uuageuaeión, como caracterís- 
tica de la eontciv .liilail de los uclns, y al ( |ue se atribuyen 
generalmente las divc-geneias de Ja jurisprudencia de tas enr- 
íes al repeciu. Pero en el presen tu caso, se trata de uti ín- 
d os tria) qne un puede confundí/se coa un artesano, y de mía 
empresa de lubricación, declarada neto de comercio eu gene- 
mi, [W el artíeiiiu H, iueiso.Y- del Código de Comercio. Se 
trata del 'propietario de un establecimiento de eautería. (té. 
Jl), que •teiini desde buce muchos anos una pieapedreria en 
lleitsebeid» (fe I), y que, en su declaración injugatoriu, ex- 

presn seré ■.maule (l"a. lí»). Puede, pues, considerarse uue 

l'áüía hnlniuuLmeule, de cuenta propia, netos de comercio, co- 
mo empresario de fábrica, y ijue, pío- c" asi guie lili, era comer- 
ciante, en el cuiiccptn de uiieslra legislación. 

Ku lu hipótesi» ile que se hubieran realizado en ta Repú- 
blica y de que ¡e fueran imputables lúa hechos porque se te 
acusa, de haber fugado del país sin Ualer dejado un repre- 
sen tan le que dirigiera sus dependencia* y cumpliera sus obli- 
gaciuues, ú sea, el impune de diversas leti*as que había gira- 
do por cualquier cansa, y aun adeudaba, no puede descono- 
cerse que el requerido habría podido ser procesado como que- 
Urano fraudulento (artículos 1, 8, inuisos 4 y 5, V^ü y 151o\ 
Código de Comercio; artículos 1U8 y 11KÍ, Código Penal), 
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Que carece de aplicación en el presente caso la condición 
establecida para la extradición por el artículo <*7 del Uodip. 
de Procedimientos Criminales, porque las penas que las leyes 
argentinas imponen á los quebrados fraudulentos, no pueden 
cuuHiderarae ¡«ferinre* a la de penitenciaría, y habiendo e.r- 
eunataneias atenuantes, la de prisión, no iolWn.r a tres me 
Mi con que castigan ese delito las leyes alemanas. 

Por estos fundamentos, y de conformidad con lo pedido por 
el señor Procurador Ueneral, se revoea la sentencia apelada 
de te m y se hace lugar á la extradición del subdito ale* 
lu án Emilia líevermann, á título de reciprocidad. Kn su con- 
secuencia, líbrese previamente olieio al .tuez Federal para que 
proceda* ta captura del referido, y verilicada ésta, liarse 
saber y devuélvanse estos autos para que se proceda de con- 
formidad al artículo tl»l del Código de Procedimientos en lo 
Criminal, poniéndose el reo á disposición del ^ 
Nacional, conjuntamente con los bienes que le ha» s.do se- 
i-uestrados. 

A HekmkTo.-Octavui llrsíiB.— 

NlOAÍfOH G UKL S0l.Aft.- M. P- 
l)AHACT-n. MnVASOÜAClTÜA. 
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CAUSA CU 



Recurso extraordinario Mu -ida por la Empresa del F. C, 
Buenos Aires tj Rosar m autos con Muría P. de Qioa- 
cchini* sobre indemnización de danos y perjuicios, 

Sumario.— K$ improcedente el recurso extraordinario autori- 
zado en el articulo 11 de la ley 48 y <i* de la ley 4055, 
deducido en un juicio contra un ferro carril nacional por 
indemnización de danos y perjuicios, cuando el pleito ver* 
ga sobre cuestiones de liecno regidas |Hir el derecho co- 
mún y la sentencia recurrida se funda entre otros consi- 
derandos, en la omisión por parle de la empresa demanda- 
da, de las precauciones presoriptas por el reglamento de lo» 
ferro carriles. 



Caso.—hn explican las siguientes piezas: 

SBSTENCIA UKh Jl'K/. 0B SKUClÜS 

RoMtto, .SoticwHre » J* 1»'^- 

Y Viotos: 

Estos autos seguidos por dona María IV-saresi liioacchiní 
contra el Ferro carril Hítenos Aires y IWurio, sobre indem- 
nización de danos y perjuicios, de \m que resulto: 

Kn '£i de Mayo de ÍWi, compareció ante este Juagado don 
Garlos Castilla en representación de doña Marta Pesare»! de 
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Oí nave h i ii i y de sus hijos menores César, Marino, II berto 

y Rosa Ginaechim, exponiendo los siguientes hechos: 

Ka 27 de Muyo de un tren del Ferro carril Itueims 

Aires y Rosurio chocó con un earru (jíié en aducía tluti Süiiti 
Gioacchini, esposo y pudre de los representados por el se ior 
Castilla. Tal choque ocurrió entre las estaciones Alveur y 
Arroyo Seco, siendo imputable por completo ¡í la empresa det 
mencionado ferrocarril Gioacchini murió de resultas de es* 
le accidente. |, r i culpabilidad de I» empresa resultaba del 
hecho de no huüer colocado barreras en el cruce en que ocu- 
rrió el dintele, a pesar de exigirlo el numeroso tralico. y las 
irregularidades del terreno que impedían la vista del tren en 
marcha desde el mismo sitio 4 

Fundado en ello, pedía se condenara al demandad" al puj;n 
de la suma de W*n* pesos, con costas. 

Ais, l:* don Roberto Quré Situddert, por i a empresa de ni an- 
dada, pidió el rechazo con costas de l is pretensiones iN actor, 
Sostenía que el accidente ocurrió por culpa exclusiva de O'toa- 
cehini, quien pudo ver el tren y se obstinó en pasar la vía, 
apesar de los silbatos de alarma de la locomotora,— negaba, 
¡mu* último, la efectividad de Ion perjuicios red anuidos. 
Abierta la causa á prueba a fs. 2$ vta., .se produjo: 
La inspección ocular de fs, las deta raciones de líomin- 
i;o Kossi (f. :t7), l'nnlaleón K-úrviile (f. 10), Adrián Malurea 
(f. W vía.), Serafín 4'uinpidelli (C i€ vía.). Kenuiudo % Oes- 
lerbel (f. Til), José Oses (i\ 71) y Juan Lucio Somo/a (I'. 7ñ); 
las copias de fs. 48 y Htl; y el informe de Y*. Tii 

Previa intervención dada en forma ¡ti señor Defensor de 
Menores, se declaró vencido el termino de prueba. Después 
de ello se agregaron los respectivos alefatos i fs. HJ á 1*7) y pre- 
vio lliimamieiitn de autos, ijuedó la causa conclusa para ile- 
liniliva. 

V Considerando; 
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1" (¿ue lmy en amos plena prueba acerca del fallecimiento 
de Gioaccbin'i á consecuencia de un accidente ferroviario pro- 
dncido por un tren de I» empresa demandada (i's. 4H) 

'¿•' (¿ne la piule autora ha probado con la partid» de Ib, 'l t 
el carácter de heredera del esliólo, y por tanto, la persone- 
ría indispensable pura iniciar esta acción. 

¡i" jileen cuanto al fumín del asunto, la empresa lia proba- 
do plenamente que el accidente un le es imputable legalmente, 
pur ser debido á la exclusiva imprudencia de la víctima. 

En erecto: de ae nenio coi) el urt- .V iuc. 8? de la ley de Ke- 
m* carriles nacionales, es oíd i pación de las empresas colocar 
ó iMtnnus ó (jmrda ganados en los pasosa nivel. Claro es 
que dehe entenderse i|ue las barredas deben colocarse en los 
sitios muy poblados ó cu los cruces inmediatos á las poblacio- 
nes, y bis guarda ganados en el campo ó cu sitios distantes 
de las poblaciones. 

Ahora bien: el cruce donde ocurrió el choque se baila en 
pleno uauipo, entre don estaciones de escasa importancia, cu- 
yo máximo de trálico, en ningún caso podría llegar á ser con* 
d&erahUy en la acepción corriente de esta palabra. La em- 
presa, pues, s-do estaba obligada si colocar guarda ganados, co- 
mo lo hizo; (inspección ucular de U. 32). Admitir In contra- 
rio equivaldría á pasar sobre la ley He ierro carriles citada; 
pues el en Indos los cruces del campo h ti hieren de ponerse ba- 
rreras; ¿adonde se colocarían los guarda ganados que en ta 
misma ley se mencionan:' 

l*«r otra parle, de la inspección ocular resultó que el curre 
ro pudo ver el tren desde muí distancia que le permitía de- 
tenerse. Si cuando el choque ocurrió la vegetación era ó nó 
tan considerable que obstruía la vu>la, no hay en nutus ele- 
mento alguno de criterio al respecto; puesto que los testigos 
solo declaran acerca de la existencia de yuyos altos, dentro 
del alambrado de la vía. Coulirma estas conclusiones el ¡r- 



144 f ALU» M U ■QTBBU OOHI 

forme motivado y fundada de la Dirección de vías de comu- 
nicación, el cual termina por atribuir el accidente ú la ex- 
clusiva imprudencia de la victima; (fe. S'i). 

4" <¿ue si bien los dos testigos ilel actor (Malancu y Cam- 
pidellí, fe. 4fi á 48 vta.) dicen que no oyeron silbar á la lo- 
comotora, los cinco testigos del demandado aseguran lo uon- 
trnrio, ratilicániose en el cotí tea i do del documento de fe- 50. 
Entonces corresponde dar por probado < j tie el manuinistactim- 
ptió con tal prescripción legal, 

5" (¿ite, en consecuencia, es inútil entrar á apreciar el mon- 
to de los perjuicios sufridos por la parte adora, de»de que 
ellos resultan improcedentes- 

Por estas consideraciones, fallo: rechazando la presente de- 
manda interpuesta por los herederos de Su»! i (iioaecbini con- 
tra el Ierro carril Huellos Aires y ttosurin. sobre indemni/.u- 
uíón de danos y perjuicios, sin especial condenación en eos- 
las, por no resultar de auto* huí rito bastante para imponer- 
las . Insértese, hágase saber y repóngase. 

Q. Sun Houtttn. 

SKNTKNCIA «i LA OÁJlAHA FKDBRAL UK AeELACló.V 

Vistos y Considerando; 
(¿tie en la vi si a de ojos practicada culi intervención de las 
partes á t's. ¡il vía., se co asi ala que el lien, desde una dis- 
tancia al paso á nivel de la vía en que binó y dió muerte a 
don Nuil i (iioaecbini, corre en tre dos terraplenes, á extremo 
que babi endose colocado el Juez en el pito ti t que indica el 
«rnqnÍH, á unos 51 pasos ile aquel lugar, los mismos que reco- 
rrió (iioaecbini hasta llegar á Ól, solo podía distinguir la par- 



te superior del tedio de los wagones y el liuiuo de la loco- 
motora. 

t¿ue encontrándose eii estas condiciones de peligro el paso 
A nivel, la empresa estaba obligada á ejercer especial vigi- 
lancia en el mismo, a tiu de e vi lar ucci denles no solo á los 
pasajeros y carga de sus trenes, sino también ú los que tran- 
sitaban por el camino qué eru/,n la vía, y ha faltado á esta 
obligación impuesta por la ley común y por la especial de fe- 
rrocarriles, porque los guinda ganados que en ese punto e vis- 
ten, si bien pueden evitar que penetren animales a los costa- 
dos de lu vía, lio constituyen precaucidu al sumí respecto a loa 
transen ntr» del camino referido; mrts. ÜOí» y 11 W Cal, Ci- 
vil y art. II ley de C.C.). 

(¿ne un habiendo la empresa establecido en el paso á nivel 
ni barreras ni guardo, debió, por lo menos, hacer que sus tre- 
nes marcliuseu en aquel punto con una velocidad tal que lea 
permitiera parar á tiempo para evitar accidentes, sobre lo cual 
no se lia rendido prueba. 

Que la empresa alega haber silbado el tren p «o antes del 
suceso; pero dfl la pruelw rendida no resolta acreditado que 
«I loque ó silban» baya sido á tiempo y prolongado, tal como 
al acercarse el tren a un paso á nivel reqnier.i el Reglamen- 
to de ferro carriles en su art. H7 (v. testigos á fs. 37. 41, W v* 
ú 48, 7<>, 71 y 75 T; fuera de que esa precaución, en todo caso, 
era insuficiente eu aquel paraje, segiin lo declarado eu el con- 
sidera ndo ante r i n\ 

Qué la empresa, por tanto, faltó á su obligación de que se 
hiciera el servicio en el paraje de que se trata, libre de todo 
tropiezo y accidente, (arts I y 11 de dicho reglamento), tanto 
más cnanioqnc en el caso media la dispi.sirión general según 
lu cual es mayor la obligación que resulta de las consecuen- 
cias posibles de los actos, cnanto mayor es el deber d« obrar 
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con prudencia y pleno conuci miento 'le las cosas; art. 002 
del C<id. Civil. 

Que todo el que ejecuta un acloque por su culpa ó negligen- 
cia ocasiona un dnuo á otro, está obligado a la reparación del 
perjuicio, y ln obl igación del que ha causado un daño se extien- 
de á lus daiVo á ae causen los que están bajo su dependencia; 
arts. 110ÍI y Í113 del Cód. Civil y art. í)l de la Ley General 
de Ferro carriles. 

(¿ue estando librado al criterio de los jueces la fijación de 
de los danos y per] u icio» en nasos como el presente, la Cáma- 
ra los estima, cu vistu de las constancias de untos referentes 
á la condición personal del extinto y su familia» en la suma 
de (XIOO pesos nacionales de curso legal. 

Por estas consideraciones, se revoca el Tallo apellido de Qk 
107, con costas en ambas instancias. 

llágase saber y, repuesto el sellado, devuélvase. 

José Maní».— Nemesio Huma- 
hs (lüjuj.— Fortunato Calde- 
rón. 



ACTO DE LA CÁMARA FUiKHAL 

Pwmaá, Mnno 23 d« 1305. 

Concédese el recurso extraordinario i u Le r puesto pava anle 
la Suprema Corte, emplazándose á las parles para que se aper- 
sonen ú ella dentro del Leí mino de doce din». 



Mu rvo. — Gonzá tez ■ -Ca Iderím 
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FAM.O HE LA SI PRKHA CORTR 

Hucin» Alo*, Noviembre 9 de 1W»5. 

Vistos y Considerando: 

(¿ue la demanda de<l unida en esta causa en el escrito de f. 3, 
es dirigida ¿obtener la indemnización de los daños y perjui- 
cios que en ella se expresa» y que «e dicen eausndos por el ac- 
cidente del que resultó la muerte de San ti Gioacehiiii, acci- 
dente del que se hace responsable á la referida empresa. 

Que en la contestación de esta demanda se lian negado loa 
hechos que le sirven de fundamento, sosteniendo, por su par- 
te, la empresa demandada que la muerte de Oioacchini ocu- 
r rió por su propia imprudencia; que era inexacto que na pu- 
diera ver el tren desde el paraje en que tuvo lugar el acciden- 
te y menos que no luí hiera podido detener el carro que gui- 
aba arrastrado por un muí caballo; agregando que habría bas 
tado una simple desviación del camino para evitar el peligro 
anunciado por (os repetidos toques du alarma que con el sil- 
bato daba la locomotora. 

Que trabado el pleito en estas condiciones y abierta la cau- 
sa A prueba, se han producido las que expresan las a instan cías 
de auto», que la Ben te neta recurrida examina, llegando entre 
oirás conclusiones, á la de haberse omitido por la empresa de- 
mandada los medios precauciouales necesarios para que se hi- 
ciera el servicio, en el paraje de que se trata, Ubre de todo 
tropiezo y accidente, tales como la falta de los silbatos y la 
disminución de la marcha del tren, prescriplos uno y otra 
por el reglamento de los Ierro carriles, lo que constituye 
cuestiones de hecho, fuera del alcance del recurso extraordi- 
nario autorizado por el art, 1!" de la ley WVki. 
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Que no puede, así mismo, decirse desconocida la validez de 
una autoridad ejercida en nombre de ta Xauiou, puesto ijne 
el nía. TI de la ley Nacional de Kerru carriles, expresamente 
admite la prueba que pueda produeirse en contra de las con- 
clusiones de la Dirección General, en i|iie la um presa deman- 
dada apoyaba su defensa. 

1W estas consideraciones y de conformidad con la jurispru- 
dencia eslal>lecida en casos itmílo«;os, se declara improcedente 
el recurso interpuesto. 

Noli Tupiese con el original y, repuestos los hcIIos, devuélva- 
te estos aillos ñ la Cámara Federal de su procedencia. 

A. IIkkhkjo. -Nicasok <¡. tm 

Koi.AU. — M IM)ah\ot. 



CAt sA C1I1 



Recurso extraordinario dttthwitin gsr Filtra n Firpit y otra* 
m autos «m hi MmUcipulidad del Rumvhy wftrétiuñMf 
perj nieto*. 

Suutario.— Xu basta para la procedencia de 1 recurso extraordi- 
nario utiim-izarío pur el artículo U de la ley número 1H y 
ti de la ley número IOS», ijue se haya plumead» alguna 
cuestión prevista un el mismo, si ella no hu sid» resuella 
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tí» lu sentencia definitiva, par ser innecesario ú los fines de 
ln decisión legal del litigio. 



Ofwj.— axplicau ius piezas siguientes: 

isvim.viK la: la cam iu kkhkkal hkl panana 

Paraná, i" de Septiembre á& 11)05. — Vistos los autos Je este 
juicio seguido pui" los seilures Antonio y Kuderieo Firpo, Juna 
Multo y Mar ia nit A. de .Fuarto contra ta Municipalidad de la 
ciudad ilel Ilosario de .Santa Fe, por danos y perjuicios. Y 
Considerando: *¿ue aun euaudo el actor dice en su demanda 
(fs. i] ne deduce tina acción reívíudicatjria aplaudo por la 
indemnización de daftos y perjuicios, supletoria de dicha ac* 
uiúti autorizada por los ur Líenlos WfW >' ¿785 del Código Civil, 
es evidente i]ue en el caso suft judien na procede esa opción 
que tan sola tiene lugar, según el dicho articulo ¿77U, cuando 
la cosa objeto de La reivindicación hubiera pasado a poder de 
uu tercer adquireule, y en los casos previstos por ios artículos 
'illTi á '¿778, lug. cit., siendo tan solo en tales circunstancias 
igiie queda al arbitrio del reivindicante, reivindicarla directa- 
mente del tercero ó intentar contra el enugeuante ó sus here- 
deros una acción por indemnización del daño causado par la 
enugeuacióii, de modo <|uc no habiendo la municipalidad enu* 
gemido las fincas pertenecientes á los demandantes, éstos no 
tenían el derecho de opción une pretenden, (¿ne siendo esto 
así y deduciéndose del contexto general de la demanda, que 
lo (¡tie los demandantes tratan de obtener en este juicio es el 
pago del valor de las lincas y plantaciones de que lian sido 
desposeídos y de tos perjuicios cjue sostienen les ha causado la 
Municipalidad del Rosario, debe entenderse que la acción de- 
ducida en este juicio es la que corresponde ¿ esa pretensión >* 
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nú la reivindicatoría. t¿ue de los danos y perjuicios que men- 
ciona lo demanda, deben é&*Uifti£ desde lue»o los q«e se re- 
tieran a los muebles y enseres de pertenencia de los stores 
Firpo y líaltu, puesto que los mismos demandantes ñau decía* 
rado que las responsabilidades que imputan á la Municipalidad 
del Uosario son Un solo tén euanlo al suelo., correspondiendo 
los que se reiteren <á los demús bienes* -y mientras no apare/, 
caque haya otras personas con quien deba compartirlos», ul 
intendente municipal, que no es parto en este juicio, como se 
lia Aclarado á Is. 107 vía. t¿ue habiendo la municipalidad 
demandada reconocido en U contestación a la demanda que 
debe indemnizar a lus demunduut.ís, (tttíiqite no en la cantidad 
que pretenden, la cuestión queda reducida simplemente pol- 
la Corma en que la contienda se Lia trabado, a determinar el 



monto de esa i 
tudiar la 
cada por la tuuni 
Lerrenos motivo 
lo por 

i 



sin que 






l..jO entrar á es 
iropiación, i ovo- 
so lie i lar i a ocupación de los 
lesde que ú pesar de todo lo 
mí deciden á acatarla. <¿ue la 
la municipalidad á los ae lores, no 
coiisisie tan solo en el valor de los inmuebles y plantaciones 
de que se íes lia privado, sino también en ludo* aquellos per- 
juicios que necesaria y directamente les baya ocasionado aquel 

rilj. t¿ue los demandantes no lian 
ueiüo prueüa uasianie para acreditar el estado de las lin- 
eas, sus ediücios y plantaciones m la l'eelia de su disposición, 
que pueda servir de base exacta para apreciar su valor, pues 
lu mi nula que presentaron en su reclamación ante - la munici- 
palidad, que corre á 1*. 17^ y anuientes, no lia sido aceptada 
por ésta, que al conieslar la demanda solo reconoce la exacti- 
tud del inventario y planos levantados por el ingeniero E. 
Soulajes, por orden del juez provincial que mandó desalojar 
diobua lincas tí* »üü á ¡WU). U Utí »»^audo esa prueba por par- 
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te de los demandantes, y aun cuando éj peritaje del ingenie* 
ro Soulajes m buya producido durante un procedimiento nulo 
pur la taita de jurisdicción del juez que lo ordenó, hay que 
estar a él cu cuanto contiene un inventario «letal lado de los 
referidos bienes, porque no ¡sol uniente hay motivos para te- 
nerlo por una o[HirHO¡ón seria, dada la forma en que se efee- 
tuó, sino porque él concuerda, segó a los peritos nombrados 
en este juicio, con los dntos é informaciones que éstos han 
recocido sobre el terreno {informe de i"s. '¿17). t¿ue este tri- 
bunal no encuentra en autos antecedentes que puedan formular 
una alteración de lo* valores atribuidos por los peritos seño- 
res Kodrígnez, Tomasa y Musceras, fe. *U> á 246, á los in- 
muebles y plantaciones en cuesLióu '¿ ue ' H W&iiÚÜ susei- 
tnda en esta instancia por los apelantes sobre la forma en que 
se ha procedido al nombramiento de los referidos peritos, no 
puede resolverse por este tribunal, porgue no se ha deducido 
recurso de nulidad contra el fallo de 1' instancia. <¿«e el 
único perjuicio que resulta probado en auto* y que es ana 
consecuencia directa y necesaria de la desposesión de los de- 
mandantes, es la privación que éstos Lian sufrido de su pro- 
piedad ó del capital equivalente, por lo que procede condenar 
a la Municipalidad al pago de los intereses de dicho capital, 
desde ©1 día en que aquélla se efectuó, l'ur estos fundamen- 
tos, se continua la sentencia apelada de fs. 405, en cuanto á 
las condenaciones que pronuncia contra la municipalidad de- 
mandada, por el talorde los terrenos y plantaciones de loa 
actores y costos de 1- instancia, y se la reforma declarando 
que la municipalidad adeuda además Á los demandantes, los 
intereses á estilo de Banco del capital de que lian sido priva* 
dos, á contar desde el día en que fueron desposeídos, y que 
son á su cargo los costos de 'i* instancia, llágase saber, y re- 
puesto el papel, devuélvase.— José Marcó.— Nemesio González 
),— Fortunato Calderón. Es copia. 

Manad Arca, 
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Exmo. Señor: 

Tengo el honor de evacuar el informe que V. É, se ha 
servido disponer en el recurso de liedlo deducido por los se- 
ñores Federico Ki.ipo, Juan líatto y María A, de J nanto, t"ti 
los autos con la Municipalidad del Uosario. 

No se ha demandado en ese juicio, lisiuo. Señor, la incons- 
titucional idnd de ninguna ley de provinein ó procedimiento 
de tas autoridades provinciales y no se menciona síquiera : en 
el texto de la demanda corriente ú fs. ífi, estu cuestión, re 
ilueieudos á pedir en deh'nitiva que se condene ú la Munici- 
palidad á parar 320 mil pesos por el valor de la tierra t<>- 
mada"por la misma Municipalidad á los rotures, con 
daños y perjuicios correspondientes. 

Adjunto para mayor abundamiento la sentencia 
mará en díelio juicio, á ta ve/, ijue devuelvo el oficio de V. K 
motivo de este informe. 

Dios guarde á V. E. 



l'arand. i de Úütubrí do IMS. 

YAU.tt HK LA SieKKllA iMtKI'K 

bu«no« Air**, N..fi«uiUrí li du uuf>. 

AuIuj y Vistos: Considerando; 
Que la sentencia de la Cámara Federal de Apelación «leí 
Paraná ha resuelto las tuiciones deducidas en el Lerreno del de- 
recho común, omitieiido pronunciarse sobre la constitucional i- 
dad de la ley de expropiación invocada por la Municipalidad 
para solicitar la ocupación de los terrenos motivo del litigio' 
porque los demandantes la acataron, reclamando el valor de 
las lincas y plauiacioues de que fueron despuseidos y el de los 
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perjuicios que sostuvieron les liabia ocasionado la Muuieipali- 
dad. 

l¿ue, en todo caso, no lias ta Ha, pnm la procadencia del re- 
cuwo extraordinario autor i/ado por el artículo 1 i de la ley N". 
4S («-. de la ley S". que ié hubiera planteado alguna 

cuestión prevista eu el misino sí ella no hubiera sido resuelta, 
en la sentencia detiuitiva, por aer innecesario á los liues de la 
decisión le^al del títlgitt. 

Por e*tn, se deelnra bien denegado del recurso interpuesto. 

Notifoinese orí-ioal y repuesto el papel, Archívese. 

A. Hkkmkjo ,— Nh'AKon <¡ iwfcStt* 
lar. -M. I*. IHuact. 



UAUriA Vil 



jtmtrsu r.i liiturtUwtrin ttwtncbto ti* 1 hvekt* por Vb'i'nti- Chttit 

tinmariu. Ks deiiuitiva ú los electos del recurso exlraordma 
riu autorizado por el artículo H de lu ley N". i«, la senten- 
cia pro leindacn ¿\ instancia por un juez en lo civil de 

<le la Capital en las causas ijue corresponden ú la justicia de 
paz por lu ley N". MÍÜ. 



jj^ FALLO* DK LA «OMUIÍA OOWI 

te Chuit. designado depositario judicial en el juicio seguido por 
Juan Caballero contra Carlos A. Cambiazo por cobro de peso», 
ante el Juzgado de Paz de la sección m «e^ruV á la Suprema 
Corte manifestando: Que cesado su mandante en el car^o, so- 
licitó el pago de los gastos que había realizado para la guarda 
del depósito, y que el .lujado procedió a regularlas su, tener 
en cuenta que debían serle reembolsados íntegramente y fundan, 
«ose para ello en la disposición del art". 57 de la ley W». 
Interpuso los recursos de apelación por inaplioabilidad de ley 
y falta de valide* de ese artículo, de acuerdo coo el art". m 
del üód. de Procedimientos para ta Capital, é inciso "i del arf 
U de la fe* » Septiembre .le Óft y «» Jttja de K 

instancia, tte <¿^dn, denegó dicho, recursos, luuduba 
esos recursos en la disposición del art>. » del Cód. tml y en 
I* circunstancia de no poderse reformar esta Ley .\<wionat< 
m una ley especial para la ékfÜ«t, que si bien fue dictada por 
e) u,i.mo Congreso, lo fué en su canter de legislatura loca . 
Ko estas circunstancias recurrió ante la Cámara de lo Lml de 
fe Capital, pero ésta declaró bien denegado el recurro. ínter* 
puso, entonces, el de apelación para ante la Suprema Corte y 
la Cámara lo denegó. Ku virtud de tales antecedentes ocurnó 
de hecho ante 




FALLO UK \iK •Dfttsltt CoKTK 

liaono» Airo?. Setiembre H de limS. 

Uesultando de la propia exposición del recurrente y de las 
MMm *»* I*" d * uuelacansa a que 

hace referencia, había sido resuelta en última 
invado de lo civil de la Capital, de cuya sentencia definil v 
debió recudirse, en su caso, para esta Suprema Corte (a**. U, 

. e i feunrso interpuesto. 
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NotU'íqnese original y repuesto «I papel, archívese, devolvién- 
dose tu actuado unte Ih (.Tunara de lo Civil tic lii Capital 



Bhwo Vonstructor ríe fot Pinta contra el (h>hivrna Xm ional, 



¡Sumaria;— \ u . La prescripción puede ser opuesto por Iti Nación 
en I» instancia ú ijtie su reliere el artículo 3*. inciso l 11 , 
de la ley Uliw, nu obstando ú ello los urtíuulus 100 y 101 de la 
Constitución Nacional. Los reclama , administrativos no pro 
ducen los efecto» léanles de las demandas á que alude el 

tíammm M Código cívíi. 

2 . El error lUribu ido á mi tallo de Suprema Corte al apreciar 
el sentid» y alcance de las man i fes tac iones de las partea en 
mis respectivos escritos, ¡il igual del que pudiera existir en 
el análisis de los documentos de prueba presentado* en juicio, 
lio es de los previstos en los artículos ¿ >l y *¿i¿ de la ley 
de procedimientos, y en consecuencia, uo dii lugar á tus 
recursos de aclaración ó de rectificación. 



A- HüHMIWO,— NlGAtiOR Ü. OKI. Stl 
I AH.- M. I*. l»AltACT. 




¡mr rubra de pe&os. 
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VUtos estos autos, de cuyo estudio resulla: 
Que Dtm Tiburcio % Unstos, invocando la representación le- 
gal del «Uaneo ^ittttiibtó^ de U Plata», (en liquidación) se 
presentó judicial mente con fecha 11 de Abril del corriente aíio, 
instaurando demanda ordinaria contra el Gobierno Nacional, por 
cobro de la suma de 780.000 pe.v*s moneda nacional, importe del 
saldo que está «leudando, con sus respectivos intereses, puf 
loa edi lie ios de comisa rías y varios terrenos para eaba 11 erizas po- 
1 ¡cíales que le fueron encargados oportunamente, reconcilié n- 
dusele el importe total i)iie ellos representaban. 

Agrega, que Ins anteeeudent.es del asunto eouslan del espe- 
diente administrativo y sus anexos seguidos por el Kuneo coi 
unitivo de la retenció-i que de la suma adeudada ha hecho 
el Superior Oobierno pretendiendo que ellu le lia sido 
transferida en calidad de garantía por el I Sanco para respon- 
der á obligaciones personales del entonces ui rector Uerente 
déla iusiilucioii, Carlos M. Sehweiuer y cu Ins cuales ñadí» 
tenia que bacer su poilerdeule- 

Que con motivo de esa reteneióu, con fecha 7 de Novienibiu 
de mi* «I doctor Sabininuo Ivier, por el líanco demandado, 
se presentó al I*. lijeeulivo solicitando la nulidad de la gara n- 
lia otorgada por miembros de la institución bniiimria á favor 
de Sebweiuer respecto de una deuda contraída por éste á l'a- 
vor del Gobierno de la Nación, deuda que ascendí» áóW),iNNJ- 
pesos oro sellado; en virtud de una letra li miado particular- 
mente por él sobre el líaucn « Anglo-Auslrian Uank> de Lon* 
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estaba firmada por Scínveítier en carácter privado y por obli- 
gaciones puramente personales, no existiendo constancia ni 
antecedente alguno que autorice tí su poner siquiera de que qui- 
siera orear obligue ¡o nrs directas, ni aun indirectas ni lia neo 
Constructor, pues ni siquiera uubfn invocado sil carácter de 
l>¡ rector principal, y según consta del uoiii résped i va, recua»* 
ee especialmente que se refiere ti uun letra lirmadn particular 
mente por el. 

(¿tie, como lo expresa el Dr. Ivier, y el lo reproduce, la 
antiinzución acordada á Sehweit/er en la sesión del din U de 
Diciembre de ISSíi, que contieno el libro de actas dtd I Saneo, 
y en la que solo figuran los señores Kortunatn fichero, .lulio 
Dubreizu y Noticia no Rodrigue*, facultándole pura que en 
nombre del Itauco trausiiera ú la urden del fiobier no Nacional 
I» sint.il de 7tK).0ÜÜ pesos nás ó menos que debe percibir del 
gobierno en pago de losediticios pañi comisarías, transferen- 
cia que se hará en garantía de una letra de MHUIOU pesos uro 
sellado, II miado personal mente por aquél n favor del Tesoro 
Nacional, era ineficaz, sin valor alguno legal, entre otras 
considerad mies téjales, por tratarse de operaciones extra- 
ñus á la institución, por no haber medíalo autorización Cor- 
"ial del directorio en qnórmn legal pura la celebración del 
contrato, y porque el artículo 'HUI del código, prohibe obligarse 
como fiadores á los administradores de bienes de corporacio- 
nes en nombre de las persona* jurídicas que representan. 

<¿uu el asumo siguió una accidentada y larga tramitación 
administrativa, basta que en Abril de 18íKi T fué resuelto nega- 
tivamente por el Ministerio de Hacienda, en la forma que lo 
instruye la resolución acompañada, rechazándosele igualmente* 
la reconsideración solicitada de dicita resolución, no obstante 
las meditadas é ilustrólas cniisidernmoues legales aducidas por 
la representación del Itaneo; motivos éstos por los que al am- 
paro de las leyes que invoca, instaura la presente demanda 



I5g ka ixoi di i* ■uwunu cowt 

A Un de que el Gobierno Nacional sea oportunamente conde- 
nado el pago de la suma expresada, intereses y coatas. 

(¿lie el Ministerio Fiscal, evacuando á fe. % el traslado con- 
ferido, solicita el rechazo «un costas, de Itt acción deducida» 
randado: 1 t en la defensa de la prescripción liberatoria que 
con carácter de previo pronunciamiento deduce y funda exten- 
«amenté, basada en la inacción del flanco al haber ejercitado 
su dere;lio fuera del término de dos arto* que le marcan los 
artículos 1UU, 1015 y MV» del Cód Civil, para pedir la nu- 
lidad de un acto jurídico; y % ,'. porque aun suponiendo Iiip- 
«éticamente la ineficacia de la defensa que íwoef en lo prin- 
cipal, las ilustradas cmsideraeiones aducidas por el l>octor 
Oalistodela Torre en el informe prudutíido en el expediente 
administrativa acompañad.., son la mejor defensa que puede 
hacer en pró Je loa intereses que defiende, ra/,ó., por lo que 
reproduciéndolos en toda su extensión, desde que el loa contes- 
tan victoriosamente las alegaciones del Itanco, pide que á su 
mérito, se provea como lo deja solicitad». 

*¿ue, contestando á l's. W el Banco el traslado conferido, con 
calidad de «para mejor proveer», y por causa He la prescrip- 
ción opuesta, sostiene la improcedencia de dicha defensa, en 
raaón de que la demanda que lia presentado no es por nulidad 
del acto jurídico celebrado por SehweiUer con el Oubiemu 
Nacional, sino lisa y llanamente, por cobro de una suma que 
se dice acreedor la institución por el com-.eplo apuntado cu la 
misma. Pero que aun en el supuesto de que iipareciese dudosa 
la acción concreta deducida, aun en tal supuesto, la prescrip- 
ción de dos anos invocada por el l' iscal, no es de aplicación, 
y si la de diea anos prevenida por el articulo del Código 
Civil por ser ésta la re-la -eneral para tuda acción persunnl 
p«r deuda eü-ible; aparte de que el Itanco no lia abandonado 
u„ srplo momentu el ejercicio de su derecho, como consta de 
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los antecedentes administrativos sequillos con ocasión de este 
mí ama asunto durante largo» años. 

Que recibida la causa á prueba para la j unificación de los 
hechos alegados y nit consentidos, se hn producido la ijue ex 
presa el certificado del señor Secretario de fs ÍV> vía , llamán- 
dose autos para sentencia, previa agregación del alegato del 
actor, con todo lo que esta causa ha quedado en estado de ser 
fallada: 

Y Considerando: 

Que habiendo el Ministerio Público ampnrádose de la defen- 
sa de la prescripción Liheratoria opuesta como razón principal 
contra el derecho que el « Hanco Constructor de La Plata» (en 
liquidación) ejercita en este juicio, corresponde al tribunal 
hacerse cargo del mérito de dicha defensa, con carácter pre- 
vio ó toda otra resol uciún, desde que ella responde al propó- 
sito de enervar, destruir fundamentalmente la acción i ustau 
rada, caso pudiera legalmente prosperar, 

(¿ue á estar al texto expreso de lu demaudu instaurada por 
dicho Hunco y á que los jueces uo deben atender á la califica- 
ción que las partes hagan de la acción deducida, sino » su na- 
turaleza, es indudable que la deducida tiene origen y responde 
principalmente ú la de nulidad del acto jurídico concertado 
entre don Carlos M. Sohweit/.er, en su carácter de director 
principal deesa institución y eti uso de la autorización que 
le fué acordada por su directorio con fecha :t de Diciembre de 
188y. y el Unbierno de ta Nación, con ocasión de la operación 
de crédito que. la demanda narra, esto es, de la venta del gi- 
ro valor de £ KNJ.OOü hecho por ScLiweitzer al Ministerio de 
Hacienda y girado contra el Hunco «Anglo Auslriau Itnnck* 
de Londres, y que en especial instruye el expediente adminis- 
trativo acompañado y caratulado » Reservado. .— C, M. Solto- 
veitzer. 

(¿ue, desde luego, la disposición aplicable al caso subjttdi- 



« es la que en especial determina el artículo tfYM tlel Códi- 
go Civil, ó sea la prescripción Je .tos anos, á contar desde que 
la violencia ó intiiiiiilaeirm Uuliera cesado, y desde qué el 
error, el dolo ó falsa causa fuere conocido. Tomo M¡ pá:4- 
473, Fallos de la Suprema Corte Nacional; y tumo H, pag. 
,T£t, serie I» de la Jurisprudencia Civil de la Capital. 

tine el punto de partida que el juzgado debe tener para re- 
solver la cuestión en tela de juicio, debe uecesiiriameiile ser 
la reclia del escrito de presentación unte tíí íioliierno Nucí- muí 
del doctor Sabiniauo Kier. á nombre del Hunco (7 de Xoviem- 
bre de IHtU), reclamando la nulidad del celebrado |ior 
Seliweitzer* desde que con esa presentación, á la vea que se 
denunciaba el conocimiento e*aetn y preciso de las causales 
de nulidad .pie a su juicio rodeaban á dielm acto, se manifes- 
taba de una manera expresa y directa la i n tención de ntí «»n- 
sjntir su consumación deliuitiva é irrevocable 

Que ú contar desde e»ta fecha {'* de Noviembre de Í$4í|) bas- 
ta la presentación de la demanda, Abril 1 1 de W01, lia me- 
diado un inlerreguo que excede en mucho il término de dos 
años que el citado artículo requiere; y desde que la prescrip- 
ción se Tunda entre «tras raimes de orden social y económico, 
en la presunción legal de abandono que de sil dereclio hace 
quien en tanto tiempo no lo ejercita ¡ii liuial mente, lógica- 
mente resulta justificada la defensa opuesta por el demandado. 

Y si bien los antecedentes acompañados coma pruelm de- 
muestran haber el llaneo reclamado insistentemente del Un- 
bienio Nacional la nulidad del acto en cuestión, tal reclama- 
ción, en concepto del suscripto, no <•* bastante ti interr pir 

la prescripción, desde que la ley en forma expresa y conclu- 
yeute solo da como motivo interruplivo: la demanda judicial, 
articulo del mismo código, y tos net»s administrativos 

practicad.* ante el Kstado no tienen carácter alguno judicial. 

ni menos, por consiguiente, privan al juca de la jurisdicción que 



le ila la ley; doctrina esta que tiene apoyo, por otra parte, ea 
la jurisprudencia sentada por la Suprema Corte y por la de 
los tribunales de la capital, cuino resulta, entre otros, de los 
fallos que curren en el tomo U* ( pag. 351; 23, pig. 557, y 15, 
pag. 58; así como el que se registra en la pág. *¿H3, tumo 11* 
serle .V de la jurisprudencia civil de la Exiua. Cámara de la 
Capital. -Segó vía, nota al art. 398fí. 

Que independientemente de la consideración precedente, y 
admitiendo por vía de simple hipótesis, que el procedí mieato 
administrativo observadu cuu tnntivu de la reclamacióa del 
I Janeo supliera la forma expresa determinada por el art. 3WC 
del código para poder interrumpir la prescripción, aun en tal 
supuesto, es indudable que la acción estaría igualmente pres- 
en pta, desde et momento que entre la feclia de la presentaeióa 
de don Luis Urda ni s, en su carácter de presitleute de la ins- 
titución (1893), el l ta neo descuidó visible y sencillamente el 
ejercicio de su derecho, puesto que no aparece en esos antas 
un solo escrito 6 diligencia encaminada ú activar la resolución 
administrativa anhelada, hasta Agosto de 1890, época ésta ea 
que don Tiburcio F. Muslos gestiona el pronto despacho de la 
cansa. 

<¿ue por tanto, mediando entre ambas presentaciones un lap- 
so de tiempo que excede en mucho al término de dos sao* 
que la ley requiere para prescribir la acción de nulidad de 
los actos jurídico», corresponde la declaración judicial de la 
existencia de la prescripción alegada por el demandado, ea 
razón de que reconociendo esta por fundamento el silencio ó 
inacción del acreedor durante ese término, ese silencio» inac- 
ción aparece evidentemente de inn ni Tiesto en los antecedentes 
administrativos presentados. Artículo 1017 del Código Civil. 

Por estos fundamentos, definitivamente juagando, fallo: ad- 
mitiendo la defensa de la prescripción liberatoria opuesta por 
el señor Procurador Fiscal, y á sn mérito absuelvo al Gobier- 

ii 
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no Nacional de las consecuencias de la demanda instaurada 
á fa. 13 porei «Banco Constructor de La Plata» {en liquida- 
ción), con declaración de que las cositas se pagarán en el or- 
den causado, por no encontrar el tribunal WM® para impo- 
nerlas al vencido. 
Notifiques* con el original, y repónganse los sellos. 

Agwihi Urdtmrrain. 

SKSTKÜI-IA ñM ÍM CÁUAKA PBOKKAl. HK APELACIÓN 

Bueno» Airea. Octubre "¿9 de 1W3- 

X Vistos: 

Estos autos seguidos entre el «Banco instructor de La Pin- 
ta» y el Gobierno de la Nación, y de los que resulta: 

1° Que el «Banco Constructor» demanda al Gobierno Nacio- 
nal por cobro de ta suma de setecientos ochenta mil pesos mo- 
neda nacional con sus intereses, que sostiene le adeuda por 
los trabajos y bienes entregados de que hace mérito en su es- 
crito do fs. Í% El actor aliruia que el Gobierno Nacional no 
paede legalmente retener la citada suma alegando que le lia 
sido transferida por el Banco en gaiantíade la cantidad de 
quinientos mil pesos oro que le adeuda personalmente el di- 
rector gerente de la institución, don Carlos M. SehweiUer, 
por cuanto es nula dicha garantía. La nulidad la funda el 
Banco en lo siguiente: en que los quinientos mil pesos oro 
adeudados por Schweitzer al Gobierno Nacional constituían 
una deuda puramente personal de Scliweitzer, sin relación 
alguna directa ni indirecta para con el 1 lauco; que la autori- 
zación acordada ti Sohv/eiUer para que en nombre del Banco 
transí) riera a la orden del Gobierno Nacional la suma de se- 
tecientos mil pesos más ó menos que este adeudaba al llanco, 
en garantía de la letra de quinientos mil pesos oro, ti miada 
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personalmente por Scliweilzer, ú favor del tesura nacional, 
era ineficaz y sin valor legal alguuo, entre otras razones, por- 
que la uarantía de que se trata es una operación extraña á la 
institución; porque ta autorización ha sido acordada por el di- 
rector del [tunco, sin quorum legal, y porque el artículo •m del 
Código Civil prohibe obligarse como tiador á los administrado- 
res de bienes de corporaciones en nombre de Ias personas ju- 





de la demanda 

nduciendo e»m« defensa previa la excepción de prescripción, 
por cnanto el I lauco, al sostener que 
nula, había dejado transcurrir dos 
correspondiente, por cuyo motivo 
do con los arts. 10ii, 1(115 y 40*1 del Código Civil. 
Kl inferior, j 

ción por el fallo de fs. 00, apelado por el actor. 
Y Considerando: 

prescripción opuesta por el demandado, se requiere determi- 
nar cuál es el carácter del acto jurídico cuya nulidad se pre- 
tende, y si las causas de nulidad invocadas por el actor son 
las expresadas por el artículo 40.10 del Codito Civil, y eo el 
que el demandado se apoya para oponer la excepción libera- 




2" <¿uc lus causas de nulidad invocadas por el actor, son las 
enunciadas en el resultando primero. Ninguna de ellas dan 
al acto impugnado como nulo, el catácter de hallarse vicindo 
por alguna de las causas que invalidan el consentimiento, se- 
gún los artículos 10U, 1015 y 40*> del Código Civil, y en los 
que el demandado funda la excepción de prescripción. Si la 
obligación por quinientos mil peno* oro de Schweitzer para 
con el Gobierno Nacionul era esencialmente personal y sin 
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míninin relación para can el Banco ile que era director ge- 
rente; si el directorio del Banco Constructor estaba ó »é en 
quorum legal cuando autorizo á Schweitzer para que garan- 
tiera loque particularmente debía al Gobierno Nacional, con 
la deuda que éste le reconocía al Banco; ai Iob administrado- 
res de bienes de corporaciones pueden ó nú obligarse en nom- 
bre de las personas jurídicas que representan, son cuestiones 
jurídicas en las cuales no se ventila sí el consentimiento lia 
sirio viciado por dolo, error, violencia, intimidación, fraude ó 
falsa causa. Us cuestiones planteadas por el actor en ordeu 
á la nulidad que alega, se rigen por principios leales que 
les son propios: éstos decidirán si el Banco demandante, co- 
mo persona jurídica, estuvo ó no representado por su legítimo 
mandatario al celebrarse el acuerdo impugnado; si el directo- 
rio, suponiendo que ae hallara en quorum legal al celebrar 
el acuerdo, obro ó no dentro de los límites de bu ministerio, 
y si pudo, en consecuencia, obligar o no al Banco; sí es d uó 
aplicable al caso t»/j judien lo dispuesto en el artículo *JOH 
del Código Civil; pero esos principios son diversos de los que 
se refieren y rigen las causas que vician el consentimiento en 
los actos jurídicos, y que suponen perdonas capaces de obligar- 
se por sí mismas, pero que obran accidentalmente sin discer- 
nimiento ó libertad en el acto de que se trate. Para sostener 
»<ue es aplicable a lu presente causa el artículo 1030 del Códi- 
go Civil, sería indispensable demostrar que la acción instau- 
rada ,e funda en que el acuerdo del directorio que impugna 
el actor ó que la garantía otorgada al Gobierno Nacional es 
anuíanle por haberse prestado por violencia, simulación, dolo, 
error, intimidación ó falsa causa; pero esto no se ha alegado 
por el demandante, y dado los hechos ocurridos no habría po- 
dido sostenerse tampoco, Podrá aliruiarse que el directorio 
ha estado ó nó en quorum legal, y que ha procedido dentro ó 
fuera de los límites de su mandato; pero no se ha sostenido 
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que tm procedida en alguna de aqtiellas situaciones que liatón 
anula Me el acto por hallarse viciado el consentimiento al ce- 
lebrarlo. JS i la cuestión no versa sobre el vicio de error, vio- 
lencia, simulación, intimidación, fraude ó falsa causa en el 
acto jurídico impugnado por el actor, el demandado se culeca 
fuera de ella, invocando en su defensa la excepción de pres- 
cripción que autoriza el articulo WJO del Código Civil. Solo 
cuando se trate de un acto jurídico celebrado por persona há- 
bil, pero contra la cual se ha empleado intimidación, violen- 
cia ó dolo, ó que ha procedido por error ó falsa causa, podrá 
oponérsele el artículo 4U3Ú citado, cuando esa persona entable 
una acción en nulidad, tendente á dejar sin efecto el acto vi- 
ciado -Goyeua, arts. 1184 y 11*5, Código Francés. -Art. J30V, 
Marcadé. Comentario á dicho artículo. 

En consecuencia, la excepción de prescripción fundada en 
el citado artículo 40J0, no tiene aplicación al caso ««A jndicc^ 
y debe por ello ser desestimada. 

3" t¿ue el inferior solo ha resuelto la excepción de prescrip- 
ción en razón del carácter previo que ella tiene, absteniéndo- 
se de pronunciarse sobre los demás medios de defensa ale^a* 
dos por la parte demandada. No siendo procedente la pres- 
cripción de que trata el artículo kü-MJ del Código Civil en el 
caso mb jtutire t corresponde que el juez a quo se pronuncie 

ibre todos los demás medios de defeusa de que se ha valido 
el demandante en estos autos 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de fs. 
(K), y se resuelve que bajen los autos para que el inferior se 
pronuncie en la forma expresada eu el considerando prece- 
dente. Abónense las costas en el orden causado. 

Molifiqúese con el original, y repónganse los sellos en el 
juzgado de su procedencia. 

Angel D. Rojas. — Angel í e- 
rreyra Cortés.— Juan Agustín 
írurcUi. 
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FALLI) DR LA ¿ItTRK.llA CORTK 

Bueno. Alta*. Setiembre 83 d* 1909. 

Vistos y considerando: 

(¿ue en presencia de los términos del artículo 40*» del Cód. 
Civil, la prescripción de dos años alegad* al contestar la de- 
manda, es inadmisible en el presente caso t como lo demuestra 
la sentencia recurrida de fs. 194 y ha sido resuelto por esta 
Corte en sentencia de 13 de Noviembre de 190 , causa provin- 
cia de Santa Fe versus M. Molina, sobre nulidad y devolución 
de las órdenes de pago de la Contaduría de la Provincia. 

Que con lo arreglo a lo dispuesto en el artículo del 
Código Civil, la prescripción puede oponerse en cualquier ins- 
tancia y en todo estado del juicio, anterior al tiempo en que 
las sentKiicius hayuti pasado en cus» juagada. 

(¿ue el actual recurso es de los previstos en artículo 3*. 
'no. 1". de la ley 4055 (fs. "¿Ol); lo que vale decir que se trota 
de una instancia ordinaria, y la Nación ha podido, en su con- 
secuencia, oponer en el escrito de ft, 2U la prescripción de 
die* años. 

»¿ue á ello no obstan los arfa. 1Ü0 y 101 de la Constitución 
Nacional, porque tal medio de defensa tieue el carácter de 
ampliación de los anteriores ejercitados en la causa y «o im- 
porta el sometimiento de sn caso nuevo, excluido de la juris- 
dicción ordinaria de la Corte (ar-. arls. 223 y '¿'¿4, ley I* **) 

<¿ue por lo que respecta á los méritos de la excepción, es de 
observarse, desde lue¿o, que ambas partes están de acuerdo eu 
que la prescripción comentó á correr desde el 8 de Octubre 
de 1890, sosteniendo el actor que ésta fue interrumpida por 
tas gestiones administrativas iuiúndas en 7 de Noviembre de 
1891, y que en todo caso no debe computarse el termino trans 
curtido durante esas gestiones y los de solicitad de venia le- 
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ííislativ;», á mérito de 1u estatutiu etilos artículos 39M y ffltio 
del Cúd Civil. 

Que el redamo administrativo aludido, carece de los efectos 
Legales consagrados por el artículo 3980 que se cita, desde que 
este y sus correlativos hablan de demandas y j ti ir i os, que son 
cosas diversas de las gestiones ante el P. J^ecutivo (artículos 
91, 95, 100 Constitución Nacional; artículo 2". ley N", 48; ar- 
tículo K ley N\ 3952; artículo 3, 17 y 27, ley 4055). 

Que el artículo 3060 se limita á autorizar a los jueces á U- 
rar á los acreedores ú propietarios de las consecuencias de la 
prensri pción cumplida durante el impedimento, si después de 
su cesación ul acreedor ó propietario hubiese hecho valer sus 
derechos inmediatamente. 

Que rechazado el reclamo administrativo en Abril 25 de 
1900, y sancionada la ley N \ 3052 eu de Octubre del mis- 
mo año 1900, es Hiera de duda que ni los diez años del artículo 
4023 del Código Civil vencieron durante el impedí menta que 
cesó el expresado ü de Octubre, ni la demanda entablada el U 
de Abril de 1001, lo fué en la oportunidad permitida por la ley. 

Que, por consiguiente, se lia operado la prescripción prevista- 
por el artículo 1023 del Código Civil, respecto al crédito que 
se reclama. 

Por estos Tu adamen tos, se deja sin electo ia sentencia ape- 
lada de fe. líA, en cuanto manda devolver los autos al ¡n Te- 
nor pura que se pronuncie sobre los demás medios de defensa 
opuestos por el demandado, y se absuelve á la Nación de la de- 
manda entablada Á fs. 13. Los uoslas se abonarán en el orden 
causado, atento el distinto resultado del juicio en sus diver- 
sas instancias. Notil'íquese con el original y repuesto el pa- 
pel, devuélvanse. 

A, Bermejo. — Nica son O. drl 
Solar. — M. P. Daract.— C. 
Moyako Gacitía. — En disi- 
dencia; Octavio Bdnsi. 
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Y vistos: Considerando: 

l u . Que la demanda, seguii lo pretende el - Itaneo Construc- 
tor Je La l'lala», es por cobra tle pesos, y no una acción de 
nulidad de un acto jurídico, como se minie re para que sea 
de tomarse en consideración lu dispuesto por el art". 4030 del 
Cod. Civil (véase lo expuesto á ls. 1K>, lüi vuelta y 110 á 118). 

%\ (¿ne en el cuso subjudíce sería más evidente la impro- 
cedencia de la excepción, porque ella se opone, quizá, á las 
demás defensas del demandado, (vista ts. 83, expediente admi- 
nistrativo) pues si la nulidad del acto celebrado por el Banco 
Constructor , tendente al pago de la letra adeudada por Don 
Cárlus SI. Sonweitzer, no afecta al Oobieruo que uo intervino 
en él, tampoco podrá sevirla para fundar en ella un medio de 
defensa que solo se concede ul que motivó ei defecto por su 
propio beelio, de violencia, dolo, error imputable ó falsa causa 
según lo dice el demandante; y que por el contrario, si se tra- 
ta de una noción de nulidad como lo sustiene el Seáor Procu- 
rador General, es de bueu procedí miento decidir lu controversia 
tomando en consideración las razones aducidas pur nuiuus lili* 
gantes. 

SK t¿ue si el gobierno nu intervino en la celebración del acto 
que se tacna la nulidad, no se desconoce que obtuvo á co se- 
cuencia de él la cantidad que se reclama, reconocida y acepUT 
tada cuiuo pago de una pane de la ida de Schweitzer, y 
por lo tanto sería discutible su responsabilidad, desde que ei 
mencionado acto tuvo efecto Un solo eu u provecho, y lo se- 
ría igual monte la procedencia de la prescripción que se opone, 
fundado en lo dispuesto por ei artículo «WO, del Cod. Civil. 

4'. Que tampoco puede apreciarse la importancia de la ex 
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eepción «legada, antea referida, porque sin haberse resuelto 
que ha mediado el vicio en que ae apoya la acción, no ea po- 
sible lijar las fechas en que cesó la violencia, ¿en que fueron 
conocida* las otras causales que el artículo 1030 enumera, pa- 
ra calculur el término dentro del cual se haya podido operar 
la prescripción. 

5". Que lo dicho en los cunside raudos anteriores, deniuesta- 
la conveniencia de resolver conjuntamente todas los excepcio- 
nes opuestas pur el demandado, pues sin estar esclarecido el 
vicio que se señala y su alcance jurídico en los autos, podrían 
ser equivocadas ó falsas las conclusiones referentes a un he- 
dió que ni) se ha dndo por establecido; y por consiguiente no 
tiene e» realidad fundamento legal el rechavo ó la aceptación 
de un medio de defensa que carece de base conocida, desde 
que no ha recaído el pronunciamiento judicial necesario para 
lijarla y darle el valor legal que tuviera en juicio. 

0' Que una demostración de U exactitud de lu que queda 
en uu ciado, es la misma sentencia apelada de fs, 19 i, que apar- 
ta los hecho ; positivos y determinados que los litigantes han 
aducido para fundarse toda ella en meras suposiciones, sin 
atribuirles ni siquiera el carácter de indicios hotninis. 

7" Que no existieudu términos hábiles para dictar un fallo 
relativo a alguna de las excepciones alegadas, á causa del si* 
lencio u omisión de los jueces y nó por motivos imputables 4 
las partes, no se ajustaría al mandato extrícto de las leyes, -le* 
jarla de lado, y limitarse á resolver tan solo una excepción 
que recién se ha alegado en esta instancia. 

Y considerando por otra parte: 

8" Que la sentencia definitiva debe conten r decisión ex- 
presa, positiva y precisa, con arreglo á las accione* deduci- 
das en el juicio (artículo 1U de la ley número 50, y jurispru- 
dencia constante de este tribunal). 

9" Que en viata de lo afirmado por la Cámara de Apelado- 



net ¿ fs. 199. el inferior solo ha resuelto la excepción tle prea 
cripctón, absteniéndose de pronuuciarse sobre los demás me- 
dio* de defensa alegados por la parte deniundnda. 

10. Que aun cuando la Cámara reroca la sentencia del Juz- 
gado Federal, dispone también que bajen los autos para que 
el juez se pronuncie sobre las demás excepciones opuestas por 
el demandado. 

11. Que en mérito de lo expresado, remita que uo ha re- 
mido en los autos sentenoin definitiva o que termine el pleito. 

12. Que el recurso de apelación que autoriza el art. 3* de 
la lej número 4055, solo se concede de tas sentencias delini li- 
ras de las cámaras federales, (véase también art. 11 de la ley 
número 48} . 

Por estos fundamentos, se declara improcedente el recurso 
interpuesto en el estado actual de la oau&a. Devuélvanse á 
fin de que una vez que el juez se haya pronunciado sobre to- 
das las excepciones alegadas por el demandado, de conformi- 
dad á lo que se explica en el considerando tercero de la sen- 
tencia de fs. 1» i, ó segán corresponda por derecho, esté ex pe* 
dito el litigio, para la tramitación de los recursos legales que 
pudieran intentarse, quedando entre tanto suspendido el juicio 
de esta Suprema Corte, acerca del mérito de la prescripción 
opuesta. 

Motifiquese, 

OCTAVIU ItlTSUK. 



til representante del » Banco Goufitraotor de La Plata» soli- 
cito aela rasión y rectilicnción del fallo de la Suprema Orte, 
invocando los artículos 3SÍ y Ito de la ley de procedimientos 
y manifestando que la sentencia ha incurrido en un error al 
aürmar en un considerando que; «ambas partes están de acuer- 
do en que la prescripción comenzó á correr desde el 8 de Oc- 
tubre de 1880»; pues su parte impugnó esa feclia, aceptándose 
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por tu partes y por el juez la de 7 de Noviembre de 1801, 
fecha ea que debe empezarse á contar el térmiao de la pres- 
cripción. £1 tribunal dictó el fallo siguiente: 

Ü«en-.« Aira». Xofloubr* 16 d« IMJ& 

Vista la precedente solicitud de rectificación del «lianoo 
Constructor de La Plata», en el juicio que signe contra la 
Nación, por cobro de pesos; y 
Considerando: 

t¿ne el error en que se pretende ha incurrido el Tallo deltui* 
tivo de fs. 235, al apreciar el sentido y alcance de las mani- 
f cauciones de las partes en sus respectivos escritos, al igual 
del que pudiera existir en el análisis de los documentos de 
prueba presentados en un juicio, no es de los previstos en 
los artículos 232 y 24? de 'a ley de procedimientos, según se 
iuliere de los términos de estos y de la doctrina que los infor- 
ma, pues de otra suerte ellos habrían venido a consagrar uu 
recurso más amplio que el de revisión, y la cosa juzgada per- 
dería su estabilidad y fuerza. 

(¿ue en todo caso, la referMa solicitud co seda admisible: 
primer», porque la fecha de 7 de Noviembre de 1891 toma- 
da como punto de partida de la prescripción, se lia referido 
a la de dos anos del artículo 4030 del Código Civil, diversa 
de la de diez que, ampliando la defensa, se opuso por prime- 
ra vez en esta instancia, en el escrito de fs. 314, invocándose 
el artículo 4UÍ3 del misino Código Civil (fs. 21% y respecto 
de la cual se alegó que el tiempo hábil debía contarse desde 
el 8 de Octubre de 18ÜU. en que se hizo exigióle el crédito 
contra la Nación (fs. til y vi».); segundo, portille el actor, en 
su escrito de Ts. títi, ac. otó implícitamente la terdad del an- 
tecedente apuntado, ó sea la exigí bilidad de la deuda en es» 
fecba, desde que no lo impugnó, sosteniendo que fuera ¡ucxac* 
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la 4 qae no habí* tenido conocimiento de loa decreto» de pago, 
oomo lo hace ahora en el recorto; da tal fuerte qae en este sen- 
tido pndo decirte en la aeotencia de fe. 235, qae lat partes es- 
taban de acnerdo en dicha fecha; y tercero, porque la senten- 
cia, en la parte observada, ha tomado en cuenta inequívoca- 
mente la prescripción de diez aüos y do la que ya estaba re- 
eonoeida como improcedente en el primer considerando de ella. 
Se declara no haber lugar á ta rectificación. 

Notifiques* con el original, y devuélvanse como está man- 
dado. 

A. lÍERWtJo.— NicAson G. del So- 
lar.— M. P. Daract.— C Mo 

VAHO OaCITÚA. 



CAUSA CXIX. 



Contienda de competencia entre el Jttes en lo criminal de 
la Provincia de Salta y el de üjual clase de la Provincia 
de San Juan en autos Alejandro Sarmiento contra José 
Domingo Escudero, por estafa. 

Sumario.— VA juez que decreta un embargo, es el competente 
para conocer j)u los juicios que se promuevan sobre la pro- 
piedad ó mejor , derecho de las cosas embargadas. 



Caso.-Lo explican las piezas siguientes: 
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EXHORTO DBL 4YKZ MR ISSTKItCClÓtl DR SALTA 

tiaiu, Simo 21 do HN. 

El Juez de Instrucción de la Provincia de Salta 

Al de igual clase y género de la Provincia de Sao Juan: 

Saluda y hace saber: que en la querella por estafa segui- 
da por don Alejandro Sarmienta contra Jiwé Domingo Escu- 
dero, se ha presentado un escrito que, con U ."providencia re- 
caída, dicen así: 

«Señor Juaz de Instrucción: Carlos .Ser rey, por don Alejan- 
dro Sarmiento en autos con .Juné I>. Escudero, á V. $. digo: 
<¿ue estando decretado auto de prisión preventiva, correspon- 
de trabar embargo preventivo en bienes del deudor; íart. 
Cod. de Proced). hln consecuencia, pido á V. S. dicte orden 
de embargo preventivo en bienes del querellado y en cantidad 
suficiente A cubrir la suma de veinte mil pesos m/n, cantidad 
módica si V. S. toma en cuenta la suma defraudada, costas, 
daAo* y perjuicios. Para que se trabe ese embargo pido se 
libre exhorto al señor Juez de Instrucción de la Provincia de 
San Juan, lugar donde existen bienes del deudor. Pido que 
en el exhorto que se libre, se indique que el señor Juan de 
Dios Sarmiento está autorizado á representar ¿ mi mandato 
eu todas las diligencias necesarias para que el embargo se 
haga efectivo. Será justicia, etc. Carlos Serrey», — «Al des- 
pacho Marzo 10 de UXH. — Salta, Marzo il de 1904. Autos y 
Vistos: De acuerdo con lo ¡¡rescripto por el art. del Có- 
digo de procedimientos en lo criminal, como se pide en el pre- 
cedente escrito,— y líbrese á la mayor brevedad. Lino López. 
Ante mí: Enrique Kli. — En igual fecha notifiqué el auto an- 
terior al señor Agente Fiscal, y firma. Anas. - P. M. Saravia. 
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En catorce del corriente niei y ano notifiqué al Dr. Garlos 
Serrey, y firma. Serrey. -P. H. Saravia-. 

Por tanto, ruego y exhorto á V. S. quiera darle el debido 
cumplí niíento, obligándose este Juzgado i ra reciprocidad en 
casos análogos 

fiado en la sala de audiencia» del Juzgado de Instrucción 
de la Piovincia de Salta, a los veintiún días del mes de Mar- 
io del año mil novecientos cuatro. 

Dios guarde ni señor Juez. 

Luis Lóites. — Enrique Ktik. 

AUTO Dftl< U VA DK KAN JUAS 

S*a Juan, Abril de 1SHH. 

Procédase al diligencinmiento del precedente exliorto, sin 
perjuicio de la jurisdicción de este Juzgado, comisionándose al 
Oficial de Justicia para que proceda á trabar el embargo de- 
cretado, en asocio del actuario, pudiendo allanar domicilio y 
hacer uso de la fuerza pública si necesario fuese para el lleno 
de su cometido, 

Maradona. 

AUTO !>Kl. JI'KZ Ofl SAN 41 AS 

San Jun Uajro 27 (!• !'*>*• 

Autos y Vistos: 
Itettu liando que los señores Ser» pió Videla, Abel B. Rocha, 
Daniel Andino y Pedro R. Andino se presentan manifestando: 
i|ue habiéndosele embargado bienes de su exclusiva propiedad 
como pertenecientes á José Domingo Escudero, solicitaban se 
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ordene el i «mediato desembargo de dicha» bienes, 4 costa «le 
quien hizo ln falsa denuncia; que tratándose en el presente ca- 
so únicamente de dar cumplimiento á una resolución del se- 
ñor Juez <le Instrucción de la Provincia de Salta, como consta 
del exhorto de fs., este Jt> s$«d» no puede entrar á entender 
sobre el presente pedido por carecer de jurisdicción; que de 
conformidad con lus fundmnentos de la vista liscai de fs,, ci- 
ta» legales y Jurisprudencia citada, se declara incompetente 
este Juzgado pa.*a resolver sobre el levantamiento del embar- 
co solicitado, debiendo loa peticiona ni es ocurrir donde corres- 
poudu, y estando diligenciado el precedente exhorto, devuél- 
vase con nota de atención, 

Maradona. 

Al'TO i»kl SltPKHinit THIIIUMAL UK HAS jian 

&n Jnm, Jallo H d# im* 

Vistos y Gmsiderando: 

(¿ue la única cuestión que el tribunal está 1 lamudo á retel* 
ver en el presente recurso es la de determinar si el juez exhor- 
tado en el caso snb judias, tiene facultades para conocer en 
las cuestiones que versen sobre si los bienes embargados son 
o no de propiedad de dou José l> Kscudero. 

Que tas facultades del juez exhortado deben estudiarse en 
la carta rogatoria por la cual el exhortante delega facultades 
propias de jurisdicción. 

<¿ue de lo determinado del exhorto corriente á fs 1, resulta 
que al juez exhortado se le comete la diligencia de embargar 
bienes de propiedad de don José D. Bscudere, que se encuen- 
tran en esta provincia, sin determinar cuáles son estos bienes, 
y por consiguiente, su determinación debe corresponder al ex- 
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borlado, por cnanto nu se concibe una comisión sin los medios 
necesarios para su cumplimiento. 

Por estas consideraciones, se revoca e! auto apelad» de fa, 
Hl, debiendo el inferior tramitar el asunto por la vía que co- 
rresponda , Pre v ¡o pago de costas, de v nú [ vase . 

Sobre raspado: diez y ocho; — vate. 

Repóngase el sello. 

Plureg.—Tiwney. -Quimba. 

HXHOHTO l>KI, JfKK URL CltlUKN Olí SALTA. 

El señor Juez de Sentencias en lo Criminal doctor Justininnn 
L. A trias, 

Al seílor Juez del Crimen de la Provincia de San .Tumi. 

Saluda y liaoe saber: Qne en la causa seguida por don Ale- 
jandro Sarmiento contra don José Día/, ú Kaeudern por el de- 
lito de estafa, se ha presentado tin escrito cuyo tenor «o a la 
providencia recaída es como sigue: 

Como se pide, diríjase exhorto al sefior Juez de igual clase 
déla Provincia de San Jim», haciéndole conocer u,ue este juz- 
gado se declara competente en el incidente del embargo de 
bienes del procesado José lííaz ó Kscudero, debiendo remitir 
los antecedentes relativos a! embargo y tercerías ded unidas, 
para su Uu ociarse ante el suscripto, j»or residir ante el misino 
la causa principal -Arias -Ante mí: C Padilla. -Ku su mé- 
rito, el suscripto ruega y encarga se digne dar cumplimiento 
á lo solicitado en el presento exhorto, quedando obligado ú su 
reciprocidad en cu*«s análogos. 

Jttstin ia n o L. A r tan . — A u te mí: 
Canuto Padilla. 
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¡i™ Juan, Ootubr» 37 da Wt. 

Autos y Vistos: 
En la petición de desembargo de .Ion Serapio Videla, Abel 
Ii. Rocha, Daniel y Pedro Román Andino, el señor Juez de 
Instrucción de Salta, por exhorto y á petición de parte, pro- 
mueve contienda de competencia, la que se expresa ante ese 
juzgado diciendo: que en el juicio contra don .lose [). Hseudero 
se libró exhorto á este Jugado para que ordenase traba de em- 
bargo en bienes del querellado, lo que se llevó en erecto, pues 
una ve/, hecho se han presentado ante el exhortado don Abel 
H. Rocha, s e rapio Videla, Daniel y Pudro Román Andino, ti- 
tulándose dueños de los bienes embargad»», y pidiendo el des- 
ría de do ; nio. 

Que las tercerías un son sino incidentes del juicio en que se 
han promovido, y su juzgamiento y decisión corresponde ex- 
clusivamente al juez de lo principal que lia. ordenado el em- 
bargo de los bienes. <¿ue en consecuencia, y sin haber emplea- 
do declinatoria tí invocando el artículo 27 del Código de Proce- 
dimientos, forma cuestión de competencia por inhibitoria, pi- 
diendo que, previa vista fiscal, dirija exhorto á este juzgado, 
solicitando se declare incompetente y remita la causa con sus 
antecedentes. 101 señor Juez exhortante, oído el dictamen fis- 
cal, se declara competente y solicita la remisión de ios ante- 
cedentes relativos al embargo y tercios pura substanciarse an- 
te él, pues reside en el mismo la causa principal. 

Corrido traslado á los peticionante» don Abel lt. Rocha, Da- 
niel y Pedro Román Andino, contestan en lu forma y términos 
consignados en sus escritos respectivos, ls. '¿19 a m, soste- 

8 
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nHrwta *>u ve>umen la posesión, resoluciones de lu Exma, Cor- 
1% wHw tutoa | la compete Qoia de este Juzgado ante la cuín- 
|wH*Hoii» promovida por el señor Juez, de Salla 



Y iVasideraodo; 

*{W « fciw» m cierto que loa peticionantes de desembargo, 
«É*W VmM*, Kueha, Andino Daniel y Pedro, do hun pro- 
NSflÉI tareera en el sentido ijue se impuso a «na gestiones el 
tfftifo que la lev establece para aquél Loa, es igualmente cier- 
ta («xinma dominios sobre los bienes em hurgados, pidiendo 
m msmwuttieuio, y que la Exma. Corte lia remiel to que 1:0- 
vmi*W^ á este Jugado *?1 conocimiento de las cuestiones re- 
Ifttitftt * )* propiciad de loa misma», 

^U«Í««do tales el objeto y fin de las gestiones deducidas 
y «taw* de la jurisdicción atribuida por el superior ú este 
Jtiqftúfa m puede prescindí rse de tomar en coiiHMÍeruoiÓu la 
(Mltofe de eumpetenein promovida por el «enor Juc/, del 
\\\wm \\* ¡**lta, P*'r cuanto éste pretende que correspondo ú 
m Jmisaliiwwtt, precisamente lo misino que los reclamantes do 



*l infrascripto resolver lu propiedad de los bienes y 
bttftttMfem sobre la substancia ó alzo miento de loa embargos, 
«utfttt WttlMW ueno» del fallo que se dicte. Que haya tercería 
\\ nlttl alu« que carece de inlluencia: la cuestión no consiste 
*m +\ n^nUre «im» eu el hecho. 

aunque Vtdela ha modificado en cierta formn la índole 
ÚV *H |jp*liún posteriormente ú la» probanza* rendidas, soste- 
wUftdft que reclama de un error ó abuso del Olk-íal de Justicia, 
w*W M aprime la maleriu de la contienda de competencia, 
t.»tri|wtrí mUmoVidela insiste en hacer valer au derecho de 
p^pWlamiy porque pura este juzgado subsiste la amplhi ju- 
fÍ*diwUUt que la tama. Corle le lia reconocido y de lo cuut 
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podía y debería hacer uso, contrariamente A lu alegado por el 
señor Juez Je Salta, al resolver el pedido de desembargo. 

I¿u". por otra parte, ninguna lev exige para promover la 
intimida que el juez solicitante dé la inhibición tenga cono- 
cí miento judicial de la» actuaciones fié aquel ¡i quien niega 
competencia, es decir, que sea suministrado pur este magis- 
omo opina el señor Ajante Fiscal, 
le eu tal virtud, y examinando la contienda misma, el 
lo considera indiscutible qne no es de su competencia 
ninguna «ueslión qne verse sobre la propiedad ó el dominio 
de Ins bienes embarcados. Sus atribuciones de delegado no 
llegan tan lejos: se limitan ¡i la traba del embargo con arre- 
lito á la ley. 

La circunstancia de qne «I juez exhortante haya expresado 
que el embargo se trabe en humes de propiedad del deudor ó 
presunto deudor, sin determinarlos, no importa conferir pode- 
res implícitos al exhortado para entender eu cuestiones sobre 
propiedad; significa simplemente hacerle saber a la vea, que 
la persona contra quien se ha decretmlo la diligencia, que ésta 
se practicaría en bienes respecto de los cuales exista presun- 
mnjitrü de pertenecer a esa persona, por las circunstancias 
ó estado cu que aparezcan. 

B» exactamente lo mismo que cuando un juez eu causa de 
propia jurisdicción comisiona á un oficial de justicia para que 
practique un embargo, empleando la expresión «en bienes Je 
propiedad del deudor. , y sin embargo a nadie puede oeurrír- 
sele que el oficial de justicia adquiera de esa manera atribu- 
clone* para resolver cuestiones sobre dominio. No se digo que 
n«> hay ¡^aldad de casos por qne el oficial de justicia no tie- 
ne postestad de juzgar; tal distingo carecería de valor, puesto 
que se trata únicamente de interpretar el alcance de la frase 
mencionada. 

Por consiguiente, la facultad de dirimir cuestiones sobre 
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propiedad no es un medio necesario para el ejercicio del po- 
der delegado al juez exhortado, como no lo es para el cumpli- 
miento del mandato conferido al olicial de justicia 

(¿ue scgúu resulta de las precedentes consideraciones toda 
cuestión relativa al dominio de loa bienes embargados es de 
la competencia del juez de In cansa, en este case» del exhór- 
tame, porque constipe un incidente de la causa misma so- 
metida ú la jurisdicción del juez de lo principal, Que esto es 
tanto más cierto, si se tiene en cuenta que la resolución sobre 
la propiedad de los bienes no podría pronunciarse sin dar au- 
diencia al procesado contra quien se ha decretado el embargo, 
ya que éste se bu trabado en el concepto de perteneeerle y él 
quizás alegase que realmente son suyas. Y es indudable que 
no corresponde al juez exhortado citar y oír al procesado. 

(¿ue »i la jurisdicción atribuida á este Juzgado hubiese de 
limitarse a examinar si el olicial de justicia desempeñó co- 
rrectamente su cometido, sujetándose para la traba del embar- 
go á las leyes de forma y fondo pertinentes, ó sí por el con- 
trario incurrió en algún error, irregularidad ó abuso, embar- 

ó estado en que se 
i, el 

como superior gerdrquico de 
caso no había otra cosa que 
exacto de su propio mandato, 
no obstante lo expuesto, el Juzgado se ve en la nece- 
sidad de respetar loa fallos de la Kxmu. Corte, y en consecuen- 
cia, debe sostener la amplia jurisdicción que ellos le atri hu- 
yen, aunque salvando su opinión en los términos expresados* 
l'or tanto, resuelvo; no liucer lupar á la inhibición pedida 
por el señor Juez de Salla, llágasele ínber, áuserlundo en el 
olicio respectivo testimonio del presente auto, de los escritos 
de fs. '¿I!» ú TB y dictamen fiscal de l's. Til, exigiéndole á 
la vez ij ue se digne uon testar, para que el in frase ripio conti- 






por el 



iiiie actuando si le reconoce jurisdicción, ó que eleve losan* 
tecedentes que tenga ú la Suprema Corte Nacional, á fin de 
que ge decida la contienda (arl. !t>, letra D déla ley número 
4055) llepoujjanse les sellos anteade notificarse.— Entre líneas 
—y por lo ijou vale sobre raspado: posteriormente:— vate. 

P. O. Manrique, 



vista hkl skSok piiocntAjuiK okvkhal 



Snpr&na Corte: 

Él Señor .Ine/. de loslniectóo de San .kan eti virtud dul auto 
de fe. ¿.'SO á 2'M y con motivo dei diligenuiaineutii de un ex- 
horto del .lúe/, del Salla, sostiene su comprenda para cono- 
cer de la* redamaciones formuladas por terceras personas, con- 
tra el embargo de bienes denunciados de propiedad de Don 
.fose Domingo Escudero, embargo decretado por el Juez, de Ins- 
trucción de Salta, bajo cuya indisputable juridwüóii seeneueu- 
tra procesado aquél, por el delito de estala (i-er cuerpo úe 



Esta contienda de competencia por inhibitoria, de la que 
instruyen las Constancias de autos, corresponde sea resuella 
por V. E. al tenor de lo dispuesto en el inciso d del aiv. 9'. 




de la ley 
¡naciones 
por el Señor 
de facultades al 
del proceso 



a para ello, tener presente ijue las rec la- 
po r terceros, contra el embargo trabado 
una simple delegación 
in plica n incidentes 
radicado ante aquel magistrado, y para 
cuyo juzgamiento nadie le disputa jurisdicción ni menos para 
resolver el caso ocurrente que como incidente y accesorio ai- 
|M ¿ ' n principal, aun bajo el punto de vista de competencia. 
Así lo Ka declarado v. E. en repetidos fallos, éntrelos cua 
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lea me limito á citar el del tomo 23 pág. 169 y el del tomo 
líí pag. 42t> de loa fallos de V. E. 

Pur ello, de acuerdo con las consideraciones del auto de ta. 

del expediente actuado ante el Señor Juez de Instrucción de 
Salta y en armonía con loa considerandos pertiuentea del auto 
mismo de fs. '¿¡ÍO, pronunciado por el Señor Juez de San Juan: 
corresponde y pido á V. íí. se sirva resolver la 

co iocer del cuso 





Julio liotet. 
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Bacnoa Airo*. Nofiooibrí 16 do 1905, 

Vistos y considerando: 
*¿ue para el diligeneiaiuieuto del exhorto de foja* l á fojas 2 
del primer cuerpo de autos dirigido por el Juez de Instrucción 
de la Provincia de Sallo al de igual clase de San Juan, se 
denunciaron expresamente ante el Juez exhortado loa Uienes 
sobre loa que debía recaer el embargo ordenado, como uons'a 
ú Tojas <i. 

<¿ue es sobre estos bienes considerados como de propiedad 
del querellado, sobre tos ijue aparece haberse violado el em- 
bargo á que se refieren las diligencias de fa. 8ú fs. 11. 

<¿ue en tal virtud y una vez efectuado el embargo, toda 
oposición que se pronunciara sobre la propiedad de los bienes 
embargados en las condiciones expresadas ó sobre mejor de 
recbo a los mismos, constituye un incidente del cual debe cono- 
cer el juez de lo principal, como lo tiene establecido esta Cor- 
te en repetidos fallos (tomo lí» pág. 4¿íi y *¿3 pftg. 189). 

Por ello y de conformidad con lo expresado y pedido por el 
Señor Procurador Genera! , se declara que el incideute á que 



se reliere la contienda promovida es de la competencia del Jue* 
de K instancia de Salta, á gaten éfl le remitirán e„ eonsecuen- 
eia estos aillos; debiendo hacerse saber esta resolución por me- 
dio del correspondiente oficio, al Juez de 1° instancia de San 
Juan, 

Noti%uese original y repuntase el papel. 

A. Hwuiejo.— Octavio Jíingb.— 

NtCAXOllG MKLS0LAa.—C. Mo- 
Yaso Gacitúa. 



CAUSA ÜXX. 



Héctor Dríkpiane contra ta Provincia Santa Fe, sobre cobro 

tic pesos. 

Sumario.— Pura los Mués del artículo 8 de la ley X . 43, soto 
corresponde turnar en enema, en una ejecución contra una 
provincia por letra de cambio endosada en bianeo antes de 
su vencimiento, la vecindad del cedente, cesionarios y de- 
mandante, siendo improcedente la excepción de incompe- 
tencia cuando éstos han probado estar domiciliados en la 
capital. 



Lo explica el siguiente fallo; 
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Buoduj Alrt*. Noviembre 1» dm 1W5. 

Y Vistos: 

Don Héctor Dellepiane entabla demanda ejecutiva con tas 
letras de fojas 2 y 3 contra ta Provi ncí a de Santa Ke, por la 
suma de diez, mil pesos nacionales, sus interesen y costas, expo- 
niendo: 

Que dichas letras le lian sido transferidas por Don Pedro 0. 
Molina, quien las hubo de Don Tomás Ifurbridge y éste de 
Don Osvaldo T. Mu lina, mediante endoso en blanco antes de 
bu vencimiento, según las escrituras de protesto y cesión que 
acompaña. 

(¿ue con arrecil» i'i lo dispuesto en lus artículos i inri so ó 
del Código Civil y IVJ del Código de Procedimientos, las le. 
tras de que se trata son instrumentos públicos y traen apa- 
rejada ejecución. 

Que acreditado i¡ue los mencionados Don Tomás Hurhridge 
Don Pedro O. Molina, y Don Héctor Dellepiane eran vecinos 
de esta capital, se libró uiauduiuieutn de ejecución y embarco 
por la suma reclamada. 

Que no habiéndose verificado el pago en el acto de la inti- 
nincióu, se mandó trabar em burgo en los fondos que como .so- 
brantes del ejercicio de líH>:J existían en la tesorería de la pro- 
vincia demandada. 

(¿ue a fs. 28, el Señor Gobernador de Santa Fe manifestó 
que no había el sobrante denunciado, y posteriormente cou 
motivo del olicio de fs. 4-i t se dipositarou en el lianco de la 
Nación Argentina diez y siete mil pesos á la orden de esta Cor- 
te, expresándose que ellos correspondían á las rentas de 1001 j 
estaban afectados á los servicios ordinarios de la administración, 
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(¿lie citada de remate la provincia, opuso la excepción de 
incompetencia. fundada en . )Ue I*on Osvaldo Molina tiene y ha 
tenido su domicilio en Sama Ke; y solicitó a«f mismo , iue 8e 
ordenara el desembargo de la suma antea indiada. 

Que «ido el Señor Procurador General, y recluida laca.ua 
a prueba, háse producid» la de que instruye el certificado de 
te. 77 y la de ts. 78 d &> 
Y Considerando: 
<¿ue del testimonio de prole* to de fc. i, «un 1 ta que las le- 
tra* de fc ¿ y :í rueroa presentadas en tiempo por Don Tomás 
líiirbndge al escribano encarado de formalizarlo, loque vale 
decir nm el endoso eu blanco se había bed.o auLe* dd ven* 
ei miento de aquéllas. 

<¿ue en tales condiciones, solo corresponde tomar en cuenta 
para lo* fines del urtíeulo 8, ley 48, la vecindad del ceden* 
ü-rbndgey de los .^«ouarioa Moliir M f*)y lielLepiane, de «cuer- 
do con lo d.ctaminado por el mita* Procurador Üeueral y 
io resuelto eu casos análogo*; y 8 ¡ tí ndo todos ellos vecinos de 
ia capital ha podido promoverse el presente juicio ante esta 
Corte (articulo 100 y ffi Constitución Nacional; inciso I, ley 48) 
<¿ue p„r loque respecta al desembargo de lo depositado en 
el Haueode la Nación Argentina, si bien es cierto que de la 
planilla de ts. ta aparece que eu el ejercicio de liKW quedó un 
deben de pesos n.71»M q Ue debía cubrirse con rentas deltíül 
y que existían otros créditos, de los que se menciona uno de 
pesos i8.lílU.^ eu ñ\ informe de H 80 vuelta, también lo es 
prescindiendo de otras observaciones que surjeu de lo maniles' 
tado por el Poder Kjecutivo de ia provincia en su mensaje de 
inauguración de las sesiones de 1001: primero, que en la eita- 
da planilla figuran en el pasivo varias partidas, y entre ellas 
uuade pesos 45o.4*Ul de deudas d computado, al efecto 

de fijar el déücit eu ÜO de Abril de 1904; segundo, que no hay 
constancia de quu las cantidades consignadas en esas partid» 
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hubieran sido pagadas ó hubieran salido de las arcas fiscales 
en el corto intervalo transcurrido desde el 30 de Abril de 1901 
al 18 de Judío del misino a fio, en que se hizo la intimación del 
pago (fs. 35 y y tercero, que no la hay tampoco de que los 
créditos para cuyo abono se destinaban las sumas aludidas tu- 
vieran Legítima prefereuoía sobre el mandado pagar por el au- 
to de fs. 15, con sujeción al derecho común ó en vista de ne- 
cesidades premiosas de servicios administrativos provinciales- 

Que aun cuando fuera exacto que la deuda cobrada procede 
de indemnizaciones exhorbitantes á injustificadas, tal círcuus 
tancia no constituiría excepción autorizada por la ley en el ca- 
so subjttdice (artículos tfíti y 740, Código de Comercio). 

Por ello, declarándose esta Corte competente para conocer 
del juicio, llévese adelante !a ejecución hasta hacerse pago al 
acreedor del capital, intereses y costaa. 

Notifíquese con el original, y repóngase el papel, 

A. BfiRMBJo.— Octavio Bhhgr.— 
Nicanor G. dkl Solar.— M. I j < 
Daract.— C. Moya so Gacitóa. 
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Fisco Nacional contra María L. de Atenottx, sobre infrac- 
ción de ias Ordenanzas de 

Sumario.— En justo el coroisu de mercaderías sujetas á dere- 
chos de Aduana, llegadas su brcpticia mente sin haber sido 
man i Testada 9 en forma alguna 



Caso.— Lo explican las siguientes piezas: 

BK90LICIÓK DHL AUiUNISTRAUOR |> R LA AJrtlAHA Dtt LA CAPITAL 

Vistos: 

Constatada la iiiIYaecitin denunciada, por no haberse mani- 
festado en ninguna f irma los ¡I baúles detenidos, que contie- 
nen mercaderías generales sujetas á derecho de importación, 
de acuerdo con los artículos m> 9Ü5, itrio y JOÍG de las Or- 
denanzat, fallo: declaran-: caídos en comiso los 9 baúles coa 
el couteuidu que se detalU en la verilicaciún de fs. 15 vta. * 
ti, a beneficio del aprehensor. 

y repongause los sellos. 



J> Martinet Catiro. 
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teonm Alrtt, M«™ U «fe ]MB. 

Y Vistos: 

Encontrándose ajustada A derecho y á las constancias de 
«utos la resolución administrativa de fe. 55 del expediente 
agregado, se confirma, con costas. 

Kotifíi|ues« original, y en oportunidad devuélvanse estas ac- 
tuaciones á la Aduanado la Capital á los efectos consiguien- 
tes. 

Repóngase el papel. 

Francisco B. Attigneta. 

SENTENCIA lO. LA CAUAHA FEDKHAL PE APELACIÓN 

Bnanoi A¡r»i, Jualo 10 J« lw">. 

Y Vistos: 

l*or sus fundamentos, se continua con costas la sentencia 
apelada de ís. 44. 
Notífíquese, y devuélvase. 
Repónganse lu« sellos ante el inferior. 

Angel ferrcyra Cortés. —Juan 
Agustín (km ¡a (hijo).— Angel 
D. Rojas. 

VISTA ORI. SEÑOR PitOCl'KAOOR UBHEHAL 

Buen» Aira. Jallo 11 <U UOft. 

Suprema Corte: 

Difícilmente se ha de presentar un caso de infracción adua- 
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ñera más claramente perfilado que «I presente: nueve baúles 
no declarado* en el manifiesto, viniendo como equipaje de 
una pasadera, que afirma ,y niega, en diversas ocasiones, ser 
de su propiedad, y que abandona en la Aduana para reque- 
rirlos después. 

En esos í) baúles, fuera de unas ropa* que traían un destino 
que se justifico debidamente, eran mercaderías de una modis- 
ta ú comerciante que tus trUa, como si fuera simplemente 
equipage, y que, de despacharse en con lianza, hubiera importa- 
do una disminución de la renta fiscal. 

Poco importa si la mencionada modesta ó i m portadora de 
los baúles tuvo ó uú la intención de defraudar al Oseo: basta 
el hecho conocido y justificado que esos baúles venían á bordu 
y fueron descargados subrepticiamente en condiciones de equi- 
paje, cuando en realidad no lo eran. En materia aduanera, 
basta que una falta de requisito, de manifestación ú ntro acto 
cualquiera cause una disminución do la renta, para que sea pa- 
sible de la pena de la ley. 

Y esa pena, en tales casos y en el sitb jtulive, es la que apli- 
can los artículos 838, 0G5, 1025 y íVfítí de las Ordenanzas de 
Aduana sí que se relie re la resol -luión administrativa de fs. 53 
del expediente agregado, y que la sentencia recurrida confir- 
ma al hacerla la de fs. 44. 

V. E,, pues, debe mantener la recurrida sentencia de fs. 
65, con costas, como corresponde por la ley. 

Julio Botet. 

FAf.LO UB LA SCPHKSIA CltUTB 

Uucjjoi Airea, NotUnt)» i« do isvú 

Y Vistos: Y Considerando: 
<¿ue de los informes de las oficinas de Recaudación, no ne- 
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gados por la parte interesada, resulta <|ue Uis baúles deseumi- 
sadog conteniendo mercaderías sujetas á derechas de aduana, 
llegaron sin manifiesta de carga y en forma no justificada, 
según las leyes y prácticas de las Oficinas de Aduana. 

(¿ue la circunstancia de haber entrado así subrepticiamente 
esa mercadería, couio la de constar que fué traída de Europa 
pur duna María Altenuux eu el vapor aloman *Cap Roca-, la 
que la dejo en Montevideo para que la condujera á este puer- 
to el vapor fluvial «Tritón», para alejar la sospecha de defrau- 
dación, como la de haber negado al principio la propiedad de 
los baúles, inducen á creer, cu toda evidencia, que esa entra" 
da irregular de las mercaderías era tendiente á defraudar la 
renta nacional. 

t¿ue según lns artículos 1025 y L026 de las O rile na n /.as de 
Aduana, debe penarse con comiso todo hecho que tienda ú dis- 
minuir las rentas aduaneras, cuando verse sobre ocultación de 
la cantidad ó especie de las mercaderías, siendo incluí. lo en 
estas faltas hasta la omisión de cualquier requisito que, si pa- 
sara desapercibido, produciría La referida disminución. 

Por ello, y fundamentos del dictamen del señor Procurador 
General y de la resolución de fs. 55 del expediente adiníuis- 
Lrativu agregado, se confirma, con custas, la sentencia apelada. 

Notifíquese urigiual, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

A. Kkkhkjo. -Octavio BuHOB.— 
Nicanok 0. i»kl Solar,.— M- 1*. 
líxhACT.— C. Moya no Gacitúa. 
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Recurso extraordinario, deducido de hecho por Eugenio Biun- 
ehi m untos con Doña Susana de Vaya, sobre destilo jo: 

Sumario.-El término para Interponer el recurso evtraordtna 
rio autorizado por toa artículos U y L5 de la ley N", 18," 
corre desde que se notifico la respectiva resolución definiti- 
va, y no se suspende por los recursos que se entablen ante 
otros tribunales Incales sin competencia para admitirlos y 
substanciarlos, según la inteligenc 



Cano.— Lo explican las pieaas siguientes: 



VISTA DKL SEÑOR PKOCrHAlHíK fiK.VKH AL 

Suprema Corte: 

A mérito del ari'\ 1 i de la ley 48 y (i de la ley 4a55 t se trae 
ante V. K. el presente recurso de hecho, sobre imcompetencia 
de la justicia ordinaria de la provincia de líueuos Aires, que 
en el asunto ha intervenido, sosteniéndose la competencia de 
justicia íederal, por razón de ta diversa nacionalidad de tan 
partes. 

Creo que V. E., declarando bien denegado el recurso, debe 
rechazarlo en todus sus parles, por tas consideraciones que 
paso á exponer: 
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1". Parque la diversa nacionalidad que motiva la cuestión 
de incompetencia suscitada, y en que se basa el recurso ante 
V K ., tío ha sido establecida ni justificada en momento algu- 
no, como serta necesario, para dnríe por existente. 

[Virque el juicio que motiva el recurso, es sobre asunto 
menor de quinientos pesos, según resulta á fs. 5 vuelta del 
expediente agregado LX1X folio i'i'i L 2 (n maeración colora- 
ila), siendo además de juridieeitín concurrente, y primitiva en 
el caso, del Jo ex de Paz de San Fernando. Bato basta para 
determinar la menor cuantía del juicio, y Lo ex truno que es á 
la juridicciún federal, según el texto expreso del nrt". 1*. de 
leí ley !*27, de Setiembre ií de 1878, y según lu jurisprudencia 
de V. E. en constantes y repetidos casos, 

3", Porque la un tu raleza del juicio que solo envuelve una 
acción de desalojo, tío supone nunca ni una sentencia deliuiti 
va ni menos el desconocimiento de un privilegio constitucional; 
—tanto más cuanto que el pronunciamiento del Suneríur Tri- 
bunal local (Is. 14 expediente agregado y Es, l! del inisWo28tíO 
folio J'¿0 L 2), solo os sobre un recurso de hecho, como lo ex 
presan las mismas resoluciones citadas. 

Por estas consideraciones y la del superior local que dene- 
gó el recurso, sírvase V. K. resolver contólo he indicad» al 
principio. 

JttliO líotf t. 

VALLO DK LA Sm-HKHA CORTE 

Bueno* Airo*. N*. T iom»jre 23 a* t*#. 

Vistos en el acuerdo los autos remitidos por vía de informe 
en el recurso de heeho deducido por Don Eugenio llianchi en 
el juicio con Doña Susana de Vayo, sobre desalojo, de los t^!« 
resulta: 
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Que el Juez de Paz de San Fernando 6 su remplazante, dictó 
sentencia definitiva en dichos autos el U de Mayo de) corrien. 
te año, declarándose competente para conocer en ellos y orde- 
nando el desalojo o Rianchi (fs. 

Qne esa seuteneia, notificada el lli del mismo mes y aío», (fs. 
:«> vuelta) rué declarada inapelable por el Juez, de hiz y el de 
K instancia (fs. lll de tus anlos principales y fs. l¡ del recur- 
so de hecho ante el juzgado de 1'. Instancia). 
Y Consideran ilu: 
Que enn arreglo á la iulerpretacióo duda á los art. 11 y 15 
de la ley N-. 18 en varios casos, el término para interponer 
la apelación extra mlinann que dichos artículos autorizan, co- 
rre desde que se notifica In respectiva resolución definitiva y 
un se suspende por los recursos que se entablen ante otros tri- 
bunales locales, sin competencia para admitirlos y substanciar- 
las según la inteligencia que éstos dan á sus leyes procesales 
(fallo lomo i(¡ puíí :n«; sentencias dti Marzo H de 1902 ea el 
recurso de hecho deducido por el Ferro-Carril del Sud en autos 
con DoÜa Catalina lVog de Micliei. *'>bre expropiación; Octu- 
bre 1 de 1904, en el recurso de hecho interpuesto por la Com- 
partía fíen eral Mercantil en autos con el Ierro-Carril Central 
Argentino, sobre cobro de pesos é 1 mdemuÍKacióu). 

Que notificada la referida sentencia de fs. :*8, el líl de Mayo 
último y truído el recurso contra ella ante esta Corte, el 10 
de Oelubre próximo pisado, lo lia sido fuera de término hábil. 

En su mérito, de uc nenio con lo pedido por el Señor Pro- 
curador General, no ha logará la apelación. 

devuélvanselos aulos remitidos a! jugado de su procedencia. 
Molifiqúese con el original, y repuesto el papel, archívese. 

A. Iíkhmkjo.— Octavio Hinííe.— 
Nicanor G, mu Solak.— M. I». 
Dakact.'— C. Mütavo Gacitiía. 

a 
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Fisco X( trian al vontrtt F, Le rail oís, por introducción de mvr- 
mtkrhts tic tránsito nin ¿myo de derechos: 



Sumario.— í». No apareciendo vici.. ú defecto alguno en la trn 
mitaciún de la causan en la forma je la sentencia, es im- 
procedente el recurso de nulidad. 

Es justa la sectencia que condena, sin perjuicio del abono 
de los dereelins liscaler., al pago de una inulta i^nul ul valor 
de los erectos introducidos pin- la aduana, cuando el despui-lm 
se solicitó eoiuo de mercadería nacional izada procedente de 
un puerto argentino y resulta que ésta viene del extranjero. 



Y Vistos: 

Estos autos seguidos contra Don F. Le val luis por introduc 
ción de mercaderías de tránsito sin pago de derechos, de los 
fiue resulta; 

Que en Enero de IfcWel Señor F. Levnllois pidió por él do 
comento l's. II, permiso para desembarcar 33$ vigas de made- 
ra come» mercuderín nacionalizada procedente de Corrientes; y 
como según la guia agregada a fs. 'i de estos autos resultara 
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que esta mercadería procedía de Villa Encarnación (Repúbli- 
ca lie! Paraguay) y que ¡, r |„ taiU(ií al d„ dararM Sü falsll pf0 . 
cedencia, ae obtuvo su despacho sin gravamen, en concepto 
de producto uacio.ml, el empleado señor li.Hlrí-i.e/, Anido, 
denunció este hecho á fs. II, munifestmido, que habiéndose vio- 
lad» las disposiciones perti nenies de Ins O. O. de Aduana, se 
aplicara, previa la i u vestirte i un sumaria correspondiente, la 
peuu que para este hecho establecen las mismus O. O. 

Mamado A declarar el Señor LevalloU, manifestó: que en vis- 
ta tle (|iie el conocimiento que corre ftdjnnto al expediente, no 
Unce 111 en cuín afgana «le qi ltí ti mercadería de la referencia 
viniera en transito, presentó el desuní lia reo per las AA> vigas, 
desembarco que fue" d«spacluuln sin observación por las olio i 
iiascorre.s|mndientes;y .pie estando, pnr otra parle, afianzados 
los derechos en Corrientes, solicitaba se pidiera informes A esa 
Aduana al respecto, informe .¡ue fué evacuada á Is. Vi vuelta, 
manifestando que esta lianza se había chance lado en virtud del 
conforme puesto por la aduana de esta capital, 

lasados esto* antecedentes al jugado, de acuerdo con lo dis 
puesto en el art. 1034 de Ins O. |>. de aduana, se mandó ins- 
triiir el corresp líente sumario y cerrado este, el Procura- 
dor Fiscal presentó su acusación de tv, pidiendo se aplique á 
Levallouj las sanciones penales deque trutan los artículos !I5ÍI 
lÜJjy im& de lus Ordenanzas- 
Corrido traillado de la aeuaaoióa, éste fué evacuado por el de- 
fensor del acusado á fs. 48. 

Y Considerando; 
Que de autos aparece su licieu teniente justificado que los efec- 
tos que el Señor Levallois pidió á despacho, procedían de puer- 
to extranjero. Esta circunstancia, que consta en las guías 
de fu. :] y VI espedida en Corrientes, no podía iguurarla el 
interesado al pieseutar los documentos de despucho, y por lo 
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tanto, debió hacerlo en la forma y condiciones exigidas por el 
ftrl . 467 de las Ordenanzas Ue aduana. 

El hecho de que los empleados de la aduana hubieran puesto 
el unn forme á los documentos de despacho, lejos de justificar 
los procederes del Señor Levallois, contribuyen d desvirtuar 
sns excusas, puesto que demuestra que la operación mi era co- 
mo se pretende, imposible de pasar desapercibida, y por con- 
siguiente, una inadvertencia de aquellas no puede invocarse 
como descargo. 

A no estar la denuncia plenamente comprobada con los do- 
cumentos presentados, el acusado se habría apresurado ¡í de- 
mostrar que los derechos liscaio por la mercadería extranjera, 
se habían abonado, toda vez que ei levantamiento ó cance- 
lación de lu lianza en Corrientes se hizo debido nt conforme 
de la aduana de lu capital, donde se supusieron pagos aquél los. 

De manera que, un habiéndose cumplido por el despachante 
las obligaciones que para el caso iuponeu las O. O., a él le 
corresponde abonar los derechos adeudados por una mercade- 
ría extranjera introducida al país sin abonarlos, de ucuerdo 
cun lo dispuesto en los artículos 959, 1025 y Itiflti de las mis- 
mas ordenanzas. 

Por ello v de ucuerdo con lo pedido por el Procurador riscal, 
fallo condenando á V Levullois ut pago de una multa igual al 
valor de las mercaderías introducidas, sin perjuicio del pago 
de los derechos fiscales» con costas. 

Nutifíqueso con el original, remítase en oportunidad este 
expediente á la aduana para la liquidación correspondiente y 
devuelto que sea, archívese previa reposición de sellos: sobre 
raspado:— .lu u i o 9 — vale. 



Frtinriüco D. Astigneta* 
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Uuod» Aire,. A*™*, 17 d. 

Y Vistos: 

I*ur sus fu adamen Los. se cnnllrtun con coalas la sentencia 
apelada de fs. ífO. 

Nolil'íquese, devuélvase, y repónganse los sellos ante el in- 
ferior. 

Jtvtn Agustín García (dijo).— 
Angel 0. Rojas.— Angel Fe- 
rrcym Corb's. 

UIUTAMKM HKL NKÍuK PKOUTHA1HJH liKVKHAI. 

Hu-n.ii Alrtt, Jatt* 21 J« 1905. 

Suprema Corle: 

De las guías agregadas de fs. 3 á Vi, cayo con tenido esta 
corroborado por las demás constancias prottatorías del proceso, 
aparece utu ra mente constatado el hecho de que las "MI vigas 
de madera que el procesado Consiguió desembarcar como mer- 
cadería nacional Izada procedente de Corrientes , venían del ex- 
tranjero. 

Se truta, pues, de un hecho igue tan lia podido pasar desa- 
percibido, que la misma Aduana recipiente no !o pudo notar, 
por lo cual los empleados aduaneros pudieron el conforme á 
los referidos documentos, encuadrando el caso dentro de lo 
previsto en los artículos 1025 y lúlil de las ordenanzas que 
rigen la materia; ya que, por otra parte, es inadmisible la 
pretensión del recurrente cu el sentido de escudar su res pon- 
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tabilidad, en el error en que él mismo indujo á los emplead^ 
al presentar los documentos respectivos de despacho. 

Ku tal virtud, y de acuerdo cmi lo dispuesto en el artículo 
4IF7 de las ordenanzas, el procesado lia caído en la sanción del 
artículo 059 de las mismas. 

Por lo Jemas, es improcedente la nulidad de la sentencia 
de ls. 70 vta., confirmatoria de la de ls. íKJ, uo solo porque 
el recurso de nulidad no lia sido interpuesta conjúntame ule 
con el de apelación ú fc. Ti, como lo establece el articulo 
del Código de Procedimientos en lo criminal para lu Federal; 
sino porque tal recurso no lia sidu concedido pur la Exma 
Cámara de Apelación en lo Federul, como consta de la pro- 
videncia de fs. 80 vi;*., ni la senteiicíu <lc fa, 70 vlu ha in- 
currido en delecto alguno de redacción ó procedí míen tu de los 
que, pur expresa disposición legal, anulan las actuaciones, 

Y en lu relativu ni domicilio que el procesado tiene, se&iin 
constancias de fs. ¡ítt, ;t!> vía. y demás que obran en autos, lia 
sidu el legalmente constituido y declarado pur el recurrente 
(nrts. \M y 100, Código Civil), á los electos de este proceso. 

Por ello, pido á V. ti. se sirva confirmar con costas y en to- 
das sns partes, la sentencia recurrida de t's 70 vta. 

Julio liotet. 

FAi.i.OÜJÜ LA St'PRKUA COHTB 

lluemu aífu. Soviímbre H3 Ja 

Vistos y considerando en cuanto á la nulidad; 

t¿ue este recurso uo lia sido concedido pur el auto de ls. T¿ 
vta., ni por el de fs. SO, pruminciudu pur la Hxmn. Cámara 
de Apelaciones en el escrito de ls. 70, presen tudu ú nombre 
del de mamlado, sin que el recurrente haya reclamado del al- 
cance limitado que se díú a su pedido, 



Que esto na obstante, es de observarse que no «parece victo 
o defecto alguno en la t ra. ni tachín de la ««usa ó en la forma 
«le la sentencia, que pudiese ¡ustilicarlo, con arreglo á lo dis- 
pertó expresamente por la ley (artículos m y jjf$¡ | ey <j e 
procedimientos), no siendo exacto el cambio de domicilio ui 
la fulla de la defensa que 8e alega para laudarlo; lo primero, 
porque una vez constituido como aparece á fs. 38 vta , lia de- 
bido reputarse subsistente para todos los efectos legales y lo 
segundo, porque el demandado tu* tenido su representante en 
el juicio, en la persona del defensor, que le fué nombrado á 
te. 45, por no haber comparecida á contestar la acusación 
fiscal. 

IWello, se declara improcedente dicho recurso. 

Y considerando en cnanto á la apelación: 

Que comii se demuestra en la sentencia de fs, (¡0, se lia 
comprobado plenamente con las guías de fs. 3 y l'¿, que i m 
efectos cuyo despacho se «ulieitó por e | demandado á fs. 11 
procedían de un puerto extranjero, lo .pie no se hizo presente,' 
y que habría pagado desapercibido con perjuicio de Jos derechos 
fiscales, ú no ser denunciado por la comisión de balances al 
Administrador de la Aduuna de esta Capital, como aparece á 
fojas 13. 

Que esta circunstancia y | tt J 6 tl o haberse juti Aculo excep- 
ción algún», es sulicieuic para establecer la responsabilidad 
del demandado, desde que dudo lo dispuesto expresamente por 
las ordenanzas, debe ser considerado como fraudulento, y por 
consiguiente, materia de pena, toda falta de requisito, toda 
falsa declaración, ó todo hecho que despachado en confianza 
en las aduanas de la República ó que si pasara desapercibido 
produjera meuos reuta de la que legítimamente se adeude (art 
1Ü25J. * 

Por estoa fundamentos, se continua la sentencia apelada de 
la 70 rta. 
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Molifiqúese coa et original, y repuestos loi «ellos, devuél- 

¥»0W. 

A. Bbhhwo— Octavio Uuhgk — 
NrcAxoK G. dkl Solar — M P. 
r.— C. Mota nú GaoitíU, 
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Suárez y Gontáki y otro» contra ¡a Provincia de Buenos 
Aire», sobre inconstitmionatidatt fiel impuesto de tftüan y de- 
volución de dinero. 

Sumario — Las etuepcioiies de falta y 'le insuficiencia de ta 
protesta deben estimarse opuestas exteiuporáneametut: al 
alegar de bieu probado. 



Caso — Lo explica el fallo siguiente: 

FALLO 1)K LA SL'PHKIIA COATK 

Dntoof AirM, Nurbubr* gfi d« 190A» 

Y Vistos: 

Don Valentín Rebollo Olaz&bal por las sociedades Suárez 
y González, Jáareguy Vieytes y O 1 ., Boucnet hermanos; y por 



don José María de la Barrera y dan Pascual Uritolia. entabla 
¿«manda contra ia Provincia de Rueño» Aires, exponiendo: 

Que el gobierno de dicha provincia ha obligado á sus man- 
dantes á pagar $ 77,501,84 en concepto de impuestos de guías 
de ganados y frutos, en la siguiente forma: á Suarez y Gon- 
zález, $ 4.325,30, desde el 1* de Noviembre de 1893 hasta el 

17 de Julio de 190*2; ú Jáureguy Víeytes y $ 7.284,80 
desde el 11 de Mayo de 1891 hasta el 4 de Septiembre de 190Í;' 
á Houcliet hermano», $ H.37b\5ü, desde el 14 de Noviembre 
de 1893 hasta el 17 de Julio de 1901; á don JoU M. de la Ba- 
rrera, $ 8,057,00, desde el lü de Noviembre de 1893 hasta el 

18 de Knero de 1HOÍ, y A don Pascual Grisolia, $ 4o.857 ( óU, 
desde el 4 de Noviembre de ¡mi hasta «1 14 de Octubre de 
1902. 

Qne los impuestos expresados se han exigido con motivo de 
transportes de productos de agricultura, de Chivilcoy á esta 
capital, según las planillas uue acompaña bajo las letras A t 
lí, C, ÜyE, en que se detalla la Techa de cada transporte* 
cantidad del producto extraído, destinos, número de la guía y 
valor de lo pagado en cada caso, encoutránduse los compro- 
bantes de las guías originarias en los talonarios de los libros 
archivados en ta Intendencia Municipal de Chivilcoy y en la 
olicina del valuador del mismo partido 

4¿u« el gravamen de que se trata, es contrario á los artícu- 
los 10 y (*7, Inciso 14 de ta Constitución Nacional. 

«¿ue los recaudadores fiscales del gobierno de Unenos Ai- 
res no han atendido jamás á las continuas protestas verbales 
hechas por sus representados, uno de los cuales, don Pascual 
Urisolia, lo hizo también por escrito en 20 de Julio de 1903 
como lo comprueba el testimonio que así mismo acampano. ' 

Que á mérito de estos antecedentes, pide se declaren incons- 
titucionales los artículos «7 y 08 de la ley de sellos de la Pro- 
vincia de Buenos Aires» de 1893, han servido de base al 
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cobro del impuesto» reproducidos en las leyes sucesivo* has- 
ta 1902, inclusivo, con distinta numeración, y se condene ú 
dicha provincia á devolver á sus mandantes la suma antes 
expresada, con mas los respectivos intereses á estilo banca- 
rio y las costas del juicio, en «aso ile que se negase la exac- 
titud del derecho y de los liedlos en une se tonda la acción. 

Que declarado decuido el derecho de contestar la demanda, 
oído el señor Procurador General y recibida la causa a prue- 
ba, háse producido la que expresa el certificado de ís. 314, 
habiendo las | Mirles alegado ú f«. y :S »íí ( y opuesto en es- 
ta oportunidad el representante de la Provincia de lineóos Ai- 
res las excepciones de prese r i puní 11, de falta de protesta de 
ayunos de los actores y de insnlit;ieueia de la hecha por Uri- 
solia, a causa de que no se formuló en escritura pública y 
ante el Ministerio de Hacienda. 
Y Considerando: 

! ' Que con arreglo* la doctrina que inloru-' el m-t. itrl.i 
ilel Código Civil y a lo reiteradamente resuelto , jr esta Cor- 
te» la prescripción procedente en el caso, es la de diez anos, 
por tratarse de acciones de devolucióu de impuestos, que se 
pretenden contrarios á la Constitución Nacional. 

2" Que promovido el preseutu juicio el '¿7 de Octubre de 
MUÍ!, no hablan transcurrido en esta fecha diez años, con re- 
lación á los pagos practicados por los actores con posterioridad 
á igual fecha de 18U3, que son los únicos cuya devoh uión se 
reclama. 

Que las excepciones de fulla y de insuficiencia de la pro* 
testa deben estimarse opuestas extemporáneamente al alegar 
de bien probado, atento lo prescripto en el articulo 85 de la 
ley de procedimientos, y porque no existe á su respecto un 
precepto análogo al del art. 'Mil del Código Civil. 

4" Que por lo que hace á la suma cobrada por don P Gri- 
tolía, hay que eliminar de las planillas de fs. *¿9 á 40 las par- 
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tidas anteriores ni 4 il** Noviembre de 18¡KJ, que han sido ex 
el u idas de la demanda; las «Je las guías números 
119.2Ü2, tliíJ uno 1885; las de his números H.<¡:«¡, TUYiH, ¡¿2.45», 
*i4«0 t 2^m, *«íí¡2,¿¿.7Í7, 'W.748, ,lel ano 18U8; las délos 
números 1.801, I.HIW, l.Hfii, Hhki, I ¡uo, |.»ji t r *W, 

del ano 1899; las de los números llUlo'í, :S5.157, 48.7:11, U.&io, 
del año 1900; i as de lus i ni moros 17- 8 13, líi.803, Lü.801, del uno 
MUÍ; relativas á movimientos de frutos dentro de la misma 
proviucia, como lo reconoce el actor (fs. 31(1 vtaO.y m* cun- 
ainadas en las guias números &S0$¿ £3<% 5.r*|:j a 45, 

y 5.54», de 4 á8 de tinero de 181*5, de la. m% por un haber- 
se cobrado el impuesto fiscal corresiwndiente ú ellas, á estar 
á lo ntírinado sin contradicción á fs. ¿l'i. 

5? <¿ue en cuanto at cobro de la suciedad Scárez y Gmizá- 
lez, éatu acepto (fs. :*»», im y '¿21) la suma de $ 3995,30 que 
resulta de la* planillas de fs l!i7 Á tttfl, en ve* de ta deman- 
dada; debiendo, adenitis, deducirse las doa primeras partidas de 
la pinnilU de fs. W7, ú causa Je ser anteriores al 14 de No- 
viembre de IHlia. 

<¡" <|«« «« vista de lo man i Testado por los otros actores á fs. 
tfOtiy Mi á ;Ut, lia i|ueda<ln reducida á § li.Hu.cfi la deman- 
da de Jáureguy Vieytes y O*.; á $ 1UHW.Ü5 ia de Koucbet 
hermanos, y j| § 8.4íW,¡*.=i la de don J. Al. de la Karrera. 

7" (|ue las utras partidas emú prendidas en la demanda no 
evetuí Jas en los considerandos anteriores, se refieren á cobros 
heclms con ocasión de extracciones de haciendas y frutois de 
ia Provincia de lineaos Aires a territorio federal, puco así lo 
comprueban las especilicacioaes ile las planillas de l«. 208 á 
¿14, Í81 á 2d7, Wti á Wl, y los informes de ís. 186 vta., 307, 
¿81, y ;ft*5; y auuéllos lian sido, en consecuencia, contra- 
rios al artículo 10 y correlativos de la Constitución Nacional. 

Por estos fundamentos, oído el señor Procurador General y 
de acuerdo con lo decidido en otros casos análogos, se decía- 
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ra que tas leyes de impuestos de la Provincia de lineóos Ai- 
res, en la parte objetada por los actores, son repugnantes á la 
Constitución Nacional, y que aquélla debe devolver á éstos, 
dentro del término de diez días, la sunm que resulte de la li- 
quidación que deberá practicarse con sujeción á lo establecido 
en ¡<>s considerandos 4" á fi<\ y sus intereses desde el 7 de No- 
viembre de 1903, al tipo de lo que cobra e) Banco de la Nación 
Argentina en sus operaciones ordinarias de descuento. Las 
costas se abonaran en el urden causado, en razón de no haber 
prosperado la demanda en tudat sus parte?. 
Notifíquese eon el original, y repuesto el papel, archívese. 

A. He BUKJO. —Octavio Humíh.— 
Nicanor tí. orl Solar. — M. P. 
Daráot. -C. Motan» Ga^itca 
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Garre , don Bautista, contra la Provincia de ta R toja , sobre 
nulidad de decretos sobre concesión de minas 

¿Sumario . — La interpretación que las autoridades administra- 
tivas locales den á las disposiciones del Código de Minería 
y la aplicación que hagan de las mismas, no «on suscepti- 
bles de ser revisadas y inodiJicada* por la Suprema Corte 
por Ja vía de un juicio ordinario entablado contra ellas, si- 



n». en su caso, por Ir del recurso extraordinario del artí- 
culo li de Ib ley ti» 4ft. 



(asa.-U explican las siguiente pi eZ as: 



VISTA l'KI, SBSOB PBOCUaADOB OBNKItAl, 
Suprema Corte: 

Así M es fuera (le cuestión que „on Mrr^l» al artículo 
101 de la Constitución, art. i -, \ ¡tcim i- da k , ev |8 ¿¿¿ 
prudencia notoria, V. K. connee onginariainente'cu tenias Fas 
mm mm en m m mm una provincia y algún vecino 
■ ° tra ' U ***** tí e^ranjer», ,,n « Qieooa incuestionable 
Tie son extraes á tal competencia aquellas o. ne no son cau- 
la; c.v.les sino que (Je mm (I 
prorincias. 

»a;o eaie punto de rj,u. la disposición desús bienes priva- 
do», a ejecución é interpretación de «us leyes, dictadas a iné- 
nhi del m m de la Constitución, ns¡ eonio la aplicación 
de los códigos ordinarios según el art. IÍ7 i no XI de Ja min- 
n.a, son actas públicos de las provincia m dictados de». 
tr« del ejercicio de su soberanía local, no pueden «er «orne 
idus a V, K t que carece de facultades para revisarlos. 

A este linaje de actos pertenece el decreto de 17 de Junio 
de 1*4. dic.ado por el P. K. de la Rioja, resolviendo: l" so- 
bre una .nina concedida como propia, con arreglo al art. 2342 
del Código Civil, 7 del Código de Minería: -2 Inaplicación 
Je lo. artículos m y ¿78 de este último, concediendo una pró 
rroga á sns labores;-, > dictar las medidas para neutrali- 
zar circunstancias que reputó dañosas para una de sns mejo- 
res fuentes de riqueza. 



■ ■ 



El carácter esencialmente administrativo de esos ac tus ale- 
ja toda idea de que la actual demanda pueda, en momento 
alguno, constituir una causa civil délas que prevé el art. 1", 
lucisn i n de la ley 18, y caer, por ende, baju la competencia 
de V. E.; siendo de notar, para mayor abundamiento eu el ca- 
en, ijue el mencionado decreto no agravió ni pudo agraviar 
derecho algún» adquirido por el ador, dudo que él misino 
confiesa que su acción nace de una petición posterior ú aquél 
y en cuya virtud le fué rechazada. 

Esta última circunstancia saca el caso de la única eventua- 
lidad que pudiera erigirle eu una causa civil,— es decir, que 
teniendo el actor un dereelm adquirido, ese decreto lo hubie- 
ra violado ó desconocido. 

Ksto do lia sucedido, y por ende, no es el caso de Ih mencio- 
nada eventualidad, que V. K. luí tratado eu análoga circuns- 
tancia, en el rallo del tumo 4- pág, m. 

Ka La» consideraciones, las del escrito del demandado y la 
jurisprudencia constante, me inducen ñ pedir a V. K decla- 
re su incompetencia para conocer de la acción instaurada. 

Julio Botet. 

PALLO [IR LA ST PUKMA COKTK 

liiieuo* Aire*. Noviciuorfl £S do IfNtt. 

Y Vistos: 

Don Kantista < Jarré demanda á la Provincia de la Kioja, 
para que se declaren nulas Lis resoluciones que especilica, so- 
bre concesión de minas, exponiendo: 

<¿uc en \\\ de Septiembre de l!N>i, denunció ame la Diputa- 
ción de Minas de CnilecitO, las minas «San l*edru !ly 
W.>fi ubicadas eu el distrito minero > La Mejicana», cerca de 



■ 



Wmm^ itojt tul», propietario y gg^fo, , m , ill0 
raoiatui. l>evelopu.eot Corporation Limited.. 

T« e,lle "»»<=¡'> »• Km» m la bita u« trabaj., ,le «a, 

«"»»«. V .... se ha techo \ nga , i él p,„. j „ ei ,„, ^ R . 

ja, a ,„é„t« de „„ decreto l7 (le j B11Í0( ¿¿¿ 
eo.upahía «MMM par» s , ispenii „ „„„ [ra ,, 

si de ** ^ Je , bw*. ¿ 

M.oenu, onnUeadose triantes l„d is pen Sa ble. . mHttiim 
hechos inexactos. 

«i»*» k. em rm p, ir , a m 
**m m mm m i» 

la» • |Cgf|ri. U , ü« ¡..competencia, Cal,» ,|„ per.u,,e,,e ue l de- 

mandante y demandado, y ÍW »« va . |„. re . 

solucone, ll „pu..naa» s : primer,, por,,., la proeate m , M „ na 
¥mt¡mt «guado, por„ne e! ador ,„, t ¡ e , le ¿¿¿ ¿¿¿j, 

o y d.rceto «a fe declame e s de unlidad, y tercer,,, par,.,,, 

favorecida „„ W . pte ¡..^ 
.ap, ales « |„ evpl„ t .ei,í„ de las mi tías y contribuido iltím* 
W«ü con la s„ lu . de | 18.855 para la teru.in.ci0n de a„ ^ 
bre caml «de.ua. de ... circunstancius de aecho de públie. 
a".or,edad « .„ c „„.,, „ „ mm ^ 

«ue despee, del llamamiento de antos, el ador l,a , Muifta . 
tadu ,,„e el S ob,er»„ de I. Ilioj. habi. coulirmado la r«,ul««¡6u 

B«r a| denunc.o y pedida ,„ le 8C I, „ i(t „ Mbn exeepeioae. 
o que se reeiba la causa á prueba (fa. 2¿ y 20). 
Y Ounsiderandu: 
«i»e deducida, I», e.eep.ione, de „ue .eb. hecho .ate. „.„.. 

ZT r !"",° Ü " mVO '<" e »« «'""«"«»'• la demuda, eu u.» 
da I. !a„„W conferida por el ártica),, 75 de I. ley de proce- 

^fl^* aquéllo, el tramite prevéale, 
el titulo \ (le Uicliu ley. 

«¿«e la eaa„ ao debe tampoco re ciblr.e á prueba si é,ta e. 
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inconducente por carecer los tribunales federales de jurisdic- 
ción para conocer del caso, como sucede en el aubjtidue {arg. 
arta. í \ 3' y til, ley ñfl). 

(¿ue, en efecto, cutí arreglo ú lo dispuesto en el articulo 07, 
inciso 11 de la Constitución Nacional, 1U) y. correlativos del 
Código de Minería y 2' de la tey numero M, las solicitudes de 
minasen las provincias deben presentarse y tramitarse ante 
las respectivas auturidades Locales, y así lo uizo el actor. 

Que la interpretación que esas autoridades den á las d ¡apo- 
siciones del Código de Minería y La aplicución que liaban de 
las mismas, al igual de las de los otros códigos enumerados 
en el articula lí7, inciso 11 de la Constitución Nacional, no son 
susceptibles de ser revisadas y iiioditicndus por esta Corte, por 
'a vía de nn juicio ordinario entablado contra ellas, sino, en su 
caso, por la del recurso extraordinario del articulo J i de la 
ley mi mero ¡s, como lo tiene Rentado una jurisprudencia cons- 
tante, porque la turión civil que requiere el artículo l \ inci- 
so 1" de dicha ley, es la regida por el derecho cuiiióm, cuyo 
ejercicio en nada afecta ni meiioscatia la independencia de Los 
poderes provinciales en su legítima esfera de acción. 

l¿ue la circunstancia de que la resolución de la Diputación 
de Minas se haya apoyado en un decreto contrarío al Código 
de Minería, á juicio del actor, y la de que ella haya sido con- 
firmad», pcndieuie este juicio, pnr el gobierno de la Itmja, 
según se afirma á fs. 'l'¿. no bastan para que la Corle, deoücio, 
ciimlne lus términos de la lilis- con testación, con virtiendo la 
demanda en un recurso (art. 13, ley de procedimientos); ma- 
yormente cuando no existen en autos Los elementos necesarios 
para estimar que et último procede, ya del punto de vista co- 
mo se lia substanciado el juicio en lo local, ya üel carácter 
y fundamentos de la resolución confirmatoria del Poder Eje- 
cutivo de la provincia demandada. 

Ka tu mérito, y fundamentos concordantes de la vista del 
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«¡ñor Procurador General, se declara que esta Curte no tiene 
jurisdicción pare conocer del presente caio. l M coaita w abo- 
narán en el orden causado, por haber tenido el actor razón 
probable para litigar. 
Notiljquese con el original, y repuesto el papel, archívese. 

A. HtRHBJo.— Octavio Hi nar - 
Nicanor G. ml Solar.— M, P. 

ÜARACT.-C. MOVAHO QaOITÚA. 
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Pon Agustín de Vetiia pide rtfftttaiión de honorarios en el jui- 
cio arbitral entre el Gobitrno Nacional y la Provincia de 
Buenos Aires sobre terrenos del Parque 3 de Febrero. 

Suwario.-L* Suprema Corte no tiene jurisdicción para rega- 
lar loa honorario» de un arbitro en un juicio arbitral entre 
el Gobierno Nacional y una provincia, substanciado «i n inter- 
vención alguna de la Corte. 



Caso,— Lo explican las piezas siguientes: 

DICTARRN URt SKÍOR PROCURADOR OKRBRAL 

Bmboí Aire, S*ti«ab« 9 d* W 

Suprema Corte: 
Expidiéndome en la vista conferida y relativamente á la 
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petencia de V. E. para efectuar la regulación de tos honorario! 
det recurrente, debo manifestar que reputa a V. E. compe- 
tente para esa regulación, y teniendo en cuenta las conside- 
raciones que paso á exponer: 

1°. Que, ni del compromiso arbitral, ni de !*> disposiciones 
legales que rigen la constitución y funcionamiento de los tri- 
bunales arbitrales, se desprende ni pudo desprenderse nunca, 
que los mismos arbitros estuvieran autorizados para lijar sus 
propios honorarios. 

Basta tener presente A este respecto el mencionado compro- 
miso corriente á fs. (i, las leyes que lo originaron, transcriptas 
« le. J, y siguientes, y las disposiciones de los arts. 7lí7 y si- 
guientes del Código de Procedimientos de la Capital, aplica- 
bles al caso sub~judicc. 

Así lo entendieran, el P. K. al desconocer el laudo y al ex- 
presar en el art". 2 del decreto de Noviembre 1 de 1901 que 
desconocía la estimación que los arbitros liaclan de su propio 
honorario en aquel laudo, y los misinos arbitros, cuando en 
su resolución rechazando los recursos interpuestos por el Señor 
Procurador del Tesoro (fs. Zfi vuelta), declaraban que la esti- 
mación de sus honorarios solo importaba una mera apreciación 
ó cuenta, que solo asentaban como diligencia, respondiendo á 
una práctica establecida 

3". Que por su parte, el P. E. tampoco está facultado, ni en 
condiciones para regular esos honorarios, ni menos para inau- 
dar pagar lo que el recurrente cobra; su apreciación por el, 
en más ó menos de la cantidad indicada, marcaría siempre 
un acto extraño ú la buena administración, que podría resultar 
inocuo contra el recurrente ó dañoso para los mismos intereses 
fiscales. 

3\ Que en tales conceptos, la regulación de los honorarios 
de que se trata corresponde indudablemente á la autoridad ju 
dicial, en la juridicción correspondiente, tanto más cuanto que, 
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se trata de honorarios devengados en trabajos de índole osen 
c¡ a luiente jurídica y que por accidente han caído bajo el im- 
perio de la arbitral, 

4". (¿ne esa jurisdicción tío puede ser otra que la de V. E., 
dado que, de no haber existido ej tribunal arbitral, á V. ti. 
hubiera correspondido entender originariamente en lo princi- 
pal, por ser parte una provincia argentina (art. 101 de la Cons- 
titución): y teniendo en cuenta, que la regulación de honora- 
rios corresponde ul juez de ln principal, no pudiendo serlo 
en este punto el tribunal arbitral por carencia de facultades, 
y por rio existir actualmente, es a V. K. á quien, por derecho 
corresponde, con tanto más razón, cuan lo que el recurrente así 
lo requiere, y el l\ E. así lo tiene insinuado, al desconocer la 
anterior regulación y al «atener la competencia de V. E. en 
los recursos desestimados. 

Así establecida, pues, la competencia de V. E. ( considero que 
es él caso de acceder a la regulación pedida, en la manera que 
corresponde, y previa disconformidad del Señor Procurador del 
Tesoro, representante especial de la Nación en este asunto, con 
la suma cobrada en el escrito que precede. 

Julio Botet 

VALLO íift LA Sl'PARJIA CMHTB 

fiqettot Air*». NdTt«rak»a 2* do IMS. 

Vistos en el acuerda y considerando: 

Que la reclamación entablada por Don Agustín de Ved i a 
contra el (¡ohicrau Nacional, tiene por objeto la regulación de 
sus honorarios, como arbitro del mismo gobierno en el juicio 
arbitral relativo a los «librantes de los terrenos de Palermo, á 
que se refiere la ley N". 1218. 

<¿ue la jurisdicción originaria de la Suprema Corte Nacional, 



ooroo toda jurisdicción de excepción, debe circunscribirse en tu 
ejercicio* A loa términos del artículo de 1a Constitución que la 
ha oreado (nrt. 101 Constitución Nacional) 

Que dentro da esa cláusula no está directamente compren- 
dido el caso subíndice de regulación de honorarios devela- 
dos en un juicio substanciado sin intervención alguna de esta 
Corte, ni puede estarlo necesariamente, á titulo de emergencia 
del aludido, pues éste habría correspondido á la jurisdicción orí- 
guaría A causa del carácter de uno de los litigan te a, la Provin- 
cia de Buenos Aires, j en el incidente actual solo está intere- 
sada la Nación, que no tiene, en sus relaciones de derecho con 
particulares, el fuero excepcional creado por la disposición cons* 
titucíonat i leda. 

Por esto, >fdo el Señor Procurador General, no ha lugar á 
lo solicitado. 

Notifíquese con el originnl, reponiéndose el papel. 

A. Hfhsifjo.— Octavio Hijngk,— 
Nicanor G. ubl Solah — M. P. 
Dahact.— C. Motado Gacitóa. 
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Extraüii ión de Ernesto Brinkmann soticitaéí por tu Lega* 
ción del Imperio Alemán. 

Sumario — Es procedente la extradición solicitada por el Mi- 



e,proe,dad, de ■„ proejo por defraudación d. 

". Megura M-W pe«,, ; ao .iendo d. 

Of7 del Código de Procedimiento, en lo criminé. 

Cam.-U explican la. pieza, .¡guíente,; 

'MTUCU l>BL Jlr.Z DI HCCIli* 

J)a«nm Alm, Juitio M di JW -. 

Y Vi.to»; 

E.U.. «ta. Mb „ e,t™d¡ oi¿n , ,eg„ ill<B t Iull<lUud ,, e| M4w 
M. »«» Pleu.pntenei.ri.d.. I ra pe rio Ah-ta> ^ Eroe< . 

Y Considerando: 

1" Que uo.xi.t¡endo tratad» de extraerte entre I. R,»,. 
bhe. Argentina , ,| l mftlio &lemi *. el p«|¡d. fur 
be trun.,*™. y «on.ider.rse ««ú. ta práctica uniforme de lu 

2 a r' f? í " 1 '* *** ' '° l»r nuestro Cddi,„ 

de Procedwiieeto. en materia criminal 

n« H^' 'r? 1 *** * Pai * — l« Paripé». 

«. del a rt( « q |„ m del cy^ ^ H ¿ ^ 

*.d» no-o recodo. para fundar el pMido de extrudicion.T. 

deUne* .«.motor de I. «™ p» ra el detenido se. en- 

«tata. M uel Código y*) alemán ,„ %,¿, . 
t***g»a el hecho inculpado. ™ .'" 

d. 3 !.^ ™ CaU ' l °* ref< ' ri,1 ' > • « «•»•«»., tanto i j «Id, 
de I. deíen» como del «*or Procurador Fi.c.1, .« ¿bid. 
«ora», «...fertando únio«ueote .1 prim.ro ,«e no „ ¿"" 
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acceder 4 lo «licitado por do estar justificad* ta idealidad 
del requerido. 

4* Que prestando declaración inUa^Htoriu, el detenido ma- 
nifiesta á fa, 9» llamar» Hermán Brinkinan, tener 35 años y 
do* meses de residencia en el país- l*ara justificar su afir- 
mación, presenta los pasaportes de fe. 7 y 8, que se reliereu, 
en eíecto» á Hermán Krinkman, nacido el 11 de Aguato de 
1809. Perú es el caso que, según pudo observarlo el suscrip- 
to al tomar esa indagatoria, el detenido representaba die¿ 
anos más de los que maui restaba tener, provocando asi ta du- 
,<a respecto á la verdad de su declaración. 

,V Que en ese ra. sino acto se pudo observar igualmente por 
su respiración fatigosa y su numera de tablar, une el deteni- 
do surrta de una enfermedad al pecho ó bronquial que lo pre- 
sentaba Como el tipo característico del nombre asmático; cir- 
cunstancia que coincidía con bis antecedentes que se men- 
cionan en los recaudos, referentes á la enfermedad que pade- 
ce el requerido. 

Que las sospechas que se abrigan con tal motivo respecto 
á la veracidad de lo manifestado y las observaciones indica- 
das, quedaron plenamente justificadas por el informe módicu 
legal de r*. «tí, c» el que se alirma que se trata de un hom- 
bre asmático-como se dice ser el requerido- tener 15 años, lo 
contrario á lo afirmado y ó. lo que dice el pasaporte; y, ii nal- 
mente, tener el sobrehueso que como serta particular se men- 
ciona en los recaudos. 

7- Que en tales cundiciuiiest, puede afirmarse que no eran 
vanas las suposiciones hechas respecto ó que Kriieato Urink- 
umn se bada llamar con el nombre de su bennuno Hermán, y 
que para eludir la acción de la justicia tomó el nombre y pa- 
peles de aquél. 

8« Que desapareciendo con lo expuesto la causa principal 
opuesta por la defensa para- oponerse á ta entrega de su de- 



de Proeed^e.to.. i .i. de „«., « r.ll.r» ..«.^ 

ilapso * 

Por «,1o. r.. B a.n., a i„,, «.Livor ^j,, | tiMo ¿ 

la* autoridades <1« imperio Alemán ir„ a „ . 

*^ fieman. tLn su conteoueoc a. ra» 
«ta. ~ procuo .1 Mini>lerig de Halaoioaet ££££ 

C«IW*_I« «teta MMM^ poaMudoie .1 ítJST 4 
«.Tl'cl ***** tór^í 



Fmncism tí. Aslii/neta. 



tt,n.ciA o. ia CÁ.AHA n<« UL DI u CA , lm 

Ato». Satlubn 39 J. IMA 



J M P«r aag runda,».»,,» , de ,„ 
o.,».*, por «I «f.„r Procuro, R 



Jnsei D. Raja,. - ÁH gtt fe- 
rreyn ÜoHü,,-J Hm A.jwtin 
tíarctti. 
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DICTAME* DEL SRS0R PROCURADOR OBWKRAL 

Bnoaoi Air«. Xoflíiubr* M do IflttS. 

Suprema Coríe: 

Tratándose de un pedido de extradición formulado por el 
Gobierno Alemán si de la República Argentina, entre tos que 
„o hay tratado alguno que lo autorice, corresponde considerar 
aquel pedido, de acuerdo .on la práctica uniforme de las na- 
cLes en casos análogos, y con arreglo a nuestras leyes pro- 
cesales cu materia penal, ec.no lo establece el inciso » d el 
artículo m, en armouía con la cláusula liual del artículo <>48 
del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Pesa subre el recurrente Ernesto Brinknian, según lo acredi- 
tan los documentos que acompaña la nación requeriente, a 
urden de captura, la requisitoria del Juez Instructor de la 
causa para que el detenido sea entregado, como así «mino los 
elementos probatorios de su identidad personal, y por ultimo, 
testimonio de las prescripciones legales del Código Penal Ale- 
mán, que preveen y castigan el delito que se le imputa. 

P„r otra parte, la identidad personal del requerido lia que- 
dado plenamente comprada, mediante las actuaciones que 

obran en el proceso. 

De manera que, en virtud de tales circunstancia., no vacilo 
en alirmar que en el caso sub judice, se Han satisfecho Mus 
'é recaudos que requ.ere el artículo ®X del citado código 
procesal en materia penal, por lo que procede declarar la ex 
tradición del subdito alemán lirneslo Hrinkiuan, bajo las con- 
«liciones que establece la sentencia recurrida de fs. 15 vta., 
que pido á V. K. se sirva continuar por sus fundamentos. 

Julio Botet. 
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FALLI) 1)E LA SrPRRMA COHTR 

Bdotim Aítm, N-cTÍembr» 30 do 1905. 

Vistos: 

Loj autos de extradición del subdito alemán Ernesto Brink- 
man. 

Y Considerando: 

Que á la solicitud de extradición se han aeompartado los re- 
caudos exigidos por el Código de Procedí miento* en lo Crimi- 
nal, sin contradicción alguna. 

Que la identidad del requerido aparece de las consideracio- 
nes aducidas en ta sentencia de IV tíl>, conlirmada por sus 
fundamento» ñor la Cámnr.i Federal de Apelación, á fs. 75 
vuelta. 

Que tratándose de una defraudación que se asegura exceder 
de quinientos pesos, no es de aplicación, en el caso, la condi- 
ción impuesta por el artículo <Hí7 del Código de Procedimientos 
citad», porque no puede decirse, por lo que resulta de los tes- 
timonios de ta legislaiión penal alemana, agregados á fs. 27 
vta., que el delito que motiva la solicitud de extradición ten- 
ga una pena menor en la República que en el país requerien- 
te (arts. Ü y HM del Código Penal). 

Por esto, y lo expuesto por el señor Procurador Cenernl, Be 
coiilirrua lo sentencia apelada de fs. 7o vta., en cuanto acuer- 
da á título .le reciprocidad, la extradición del subdito alemán 
Ernesto Itriukuian. 

Notilíquese con el original, y devuélvanse á los etectns del 
artículo IS9 del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

A. Hbk»kjo —Octavio Buhok.— 

NlCAMOR G. DRL SoLAH,— |I. P. 

Üaract.— C. Moyaso Gacjtía. 
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Don J. Sernpio PimrmeouUa h Mnniñfalhlad de Mendoza, 
por nulidad de sentencia; sobre jvocedencia del recurso ex- 
traordinario. 

Sumario.— El recurso concedido por tola nrtieiiloa U de la Bf 
48 y <¡" de la ley mimen» solo se (la de las sentencias 

deliailívas dictadas p«r los superiores tribunales de las pro- 

víticiiiM ó ile la Nación. 

No se liallu en estas condiciones la sentencia de un M$Z 
do I a Instancia de la ciudad de Mendoza, en qne éste omite 
pronunciarse, por ser ello de ta competencia exclusiva del 
Hnperior Tribunal, sobre los puntos discutidos en el juicio, 
que precisamente han servido de fundamento a la interpo- 
sición y concesión del recurso extraordinario. 



Caso.— l-o explican las piezas siguientes: 

SKSTKNCI A I>K1. JtfRZ OR I a ISSTASCU 

.Mcodgia, UkleiMbrt 10 Jo HW. 

Victos! 

Don .1. Herupio WmW se presentó á fe. entablando deman- 
da por nulidad de una sentencia, Tundido en las considera 
ciones simientes: tjue babien.lo comprado cu remate público 
un sitio .v casa ubicado en la esquina de las calles Oataiuarea 
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v Salla, se te extendió la escritura correspondiente y tomó 
posesión del inmueble <¿ne habiendo efectuado ta compra 
libre ile gravámenes, consideró qué solo erau á su cargu los 
impuestos ilc la propiedad & contar desde la Techa de la com- 
pra, {¿ue ocurrió á ta Municipalidad á pagar los impuestos, 
uo podiendo hacerlo porque los (interiores dueims, tus herede, 
ros de don Kosendo Silva, adeudahau impuestos atrasados por 
esa propiedad y por la contigua, cuyos impuestos le han sido 
cobrados ul expotieuü*, Iterando á ejecutarla por ellos, vién- 
dose un la uuuesinnd de consonar el valor para evitar mayo- 
res perjuicios, coy o consignación la hizo o o mi calidad de pa- 
j^ii» puesto ijue no se consideraba deudor, sino al solo efecto , 
asegurar las res u lias del juicio; pero seguido este adelante, 
y como en cljuiujo de apremio no se admiten más excepch- 
lies qué las de exoneración y pago, que no podía oponer por 
no ser deudor, fué condenado al pago por sentencia de fecha 
11 de Abril ile 1IHM. \¿w dictia seu< nciu y tas actuaciones 
relativos son nulas, por versar sobre un valor que excede & la 
suma de doscientos pesos que es hasta donde alcanza la ju- 
risdicción de lo» jueces de paz. <¿ne dicha sentencia es laiu- 
bien nula por haber sitio dictada en día inhábil, puesto que 
lleva fecha del día Sábado Santo, (¿ue tampoco la ley de 
apremio autoriza á la Municipalidad para equiparar sus ¡tu» 
puestos y hacerlos regir por las disposiciones especiales esta- 
blecidas para la contribución directa y patentes, debido á cuya 
errónea interpretación de la ley de apremio se pretendí ha» 
cerio solidario por las deuda? de los anteriores dueños de la 
propiedad y hasta por la propiedad contigua. Que cuando 
compró la propiedad, y antes de que se otorgara la escritura, 
solicitó ilel Juzgado se cancetaran los impuestos con el dinero 
depositado, del precio, y el Juzgado ordeuó dicho pago solo 
respecto de los impuestos liscales, entendiendo et expolíente 
que asi correspondió hacerlo de acuerdo con el artículo 'W dft 
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la ley de rentas, que no puede hacerse extensiva á los impues- 
tos municipales. Que el privilegio por los impuestos muni- 
cipales no es real sino personal, y en este concepto ha debido 
hacerse efectivo sobre el precio del inmueble y antes que los 
demás acreedores del deudor; y no habiéndolo hecho así, solo 
resta á la Municipal ida * n crédito común contra ios herede- 
ros de don Rosendo Silva. Que para el caso en que se en- 
tendieran aplicables por analogía las disposiciones de la ley 
de apremio, estima que dicha ley es también inconstitucional, 
porque es contraría al Código Civil que es ley emanada del 
Congreso Nacional, en tanto que aquélla emana de la legisla- 
tura provincial. Que en consecuencia, solicita del Juzgado se 
declare nula la sentencia dictada en la vía de apremio, con 
costas á la Municipalidad, y se ordene la devolución de la su- 
ma consignada y sus intereses, con deducción solamente de 
los impuestos que corresponden á la propiedad comprada por 
el expolíente y desde el ü de Octubre de ltíttt hasta Unes del 
mismo año. 

Conferido traslado, contesta don José A. García en repre- 
sentación de la Municipalidad, pidiendo el rechazo de la de- 
manda con costas al actor, á cuyo efecto plantea las siguien- 
tes cuestiones: 1- Que es aplicable en este caso la ley de ren- 
tas y especial men te el apremio; 3? Que en el cobro de los im- 
puestos el Juez de Paz obra en representación del fisco y nu 
puede haber cuestión de competencia ó incompetencia. Que el 
lisco puede cobrar sus impuestos en cualquier día y sus reso- 
luciones pueden dictarse independientemente de las reglas da 
los procedimientos judiciales; # Naturaleza del privilegio que 
tienen los poderes públicos para la percepción de sus rentas; 
4* Que el artículo 15 de La ley de reñías no es inconstitucio* 
nal; 5» Estudio de los demás puntos coutenidos en la deman- 
da. Dedicu enseguida un pánafo ó capítulo aparte al estudio 
de 'íchas cuestiones, aduciendo argumentos tendientes á de- 
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mostrar SQI asertos, y en cuanto estudia la naturaleza del pri 
vilegio que tiene la Municipalidad pura el cobro de sus impues- 
to*, sostiene, fundado en el artículo 3879, inciso 2" y nota al 
artículo :i878 del Código Civil, que es un derecho real que 
afecta ul huuneblc independientemente de la persona que lo 
bahitay lo sigue á través de cualquier tramitación. Abierta 
la causa a prueba, se produce la que expresa el certificado de 
Í8 58 v ta. Puestos los autos a la oficina para alegar, se pre- 
sentan los escritos de fe. t!4 y ISl, non lo que se dio por a inclui- 
da la euúsn para definitiva y se llamaron los autos para sen- 
tencia; y 

Onsideraml >: 

1° Que las cuestiones propuestas a la resolución del Juzgado 
un la presente causa, pueden clasificarse en la siguiente for~ 
mu: 1» Aplicabilidad ó inaplieabilidad de la ley de apremio 
en la percepción de los impuestos municipales; 2 a Competen* 
eia ríe la Justicia de Paz para entender en el cobro ii que se 
hace referencia por razón ile ta cuantía de la suma cobrada, 
:j j tSi puede ser nula la sentencia de fs. <¡ de las actuaciones de 
la Justicia de Paz trallas á la vista, por razón de llevar ta 
fecha de un día feriado; V Privilegio de que gozan los eré* 
ditos de la Municipalidad, provenientes de sus impuestos; 5 1 
Inconstitucional ¡dad de la ley de apremio. 

2" Que la jurisdicción y competencia de los jueces de paz 
se encuentra reglamentada por leyes que emanan de la Legis- 
latura de la provincia. Por consiguiente, esa misma legisla- 
tura por medio da las leyes especiales puede modificar, am- 
pliando ó restringiendo, dicha jurisdicción. Kn este concep- 
to, las reglas generales sobre jurisdicción y competencia esta- 
blecidas por la ley orgánica de tribunales, se encuentran mo- 
difica las por la ley sobre percepción de reutns de la provincia, 
estableciendo una reglamentación especial para el cobro de loa 
impuestos Císcales. Puede también la Legislatura de la pro- 
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brn de los impuestos municipales, Leñemos que en el caso *nb 
jvdice ha podido legítimamente intervenir la justicia de paz, 
no obstante ta cuan Lía del cobro 

é Que el hecho de <¡ue la sentencia de la 8 del expedieth 
le traído á la vista lleva le techa de un día feriado, uo induce 
nulidad de dicha sentencia, desde que por tul motivo no se 
lesiona ni afecta ningún derecho Ln fecha que lleva la sen- 
tencia atestigua solamente la oportunidad en que el Juzgado 
la redacté; pero para las partes no empieza á producir efec- 
tos sino desde ta notilicneión. Si La notilieaeion se ha realiza- 
do en día hábil, ningún perjuicio habrán recibido la» partea; 
si se ha realizado en día inhábil, será nula la notificación pe 
ro mí la sentencia. 

o» <¿ue según el artículo :i87!i del Código Civil, gozan de pri- 
vilegio sobre la generalidad de los bienes del deudor, sean 
muebles ó inmuebles... inciso a-: <los créditos del fisco y 
de las monicipalidades por impuestos público* directos ó in- 
directos,, ¿liste privilegio es real Ó personal?, o en otros tér- 
minos: ¿puede invocarse solamente contra la persona propieta- 
ria del inmueble deudor, d puede invocarse contra los terce- 
ros adqui rentes? 

Es de esencia en los derechos reales que estos atetan más 
al inmueble que i la persona propietaria; que pueden ser 
"puestos á los terceros adqui rentes; en una palabra, que siguen 
al inmueble como la sombra al cuerpo, Pero para que pueda 
existir un derecho real, susceptible de ser opuesto á terceros, 
es necesario que también exista ó buya podido existir para los 
terceros adqu trentes el medio de constatar la existencia del 
gravamen. Así, por ejemplo, un gravamen hipotecario ó uu 
embargo, no producen efectos contra terreros sino a condición 
de que se hayan inscripto en el Ke-istro de embargos é inhi- 
biciones, mediante ciiya inscripción la ley supone que todo 
aquel que contrate sobre el inmueble gravado conocía el grn- 
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rimen desde que tuvo el media de informarse sobre su exis- 
tencia ¿Esta posibilidad de información existe tratándose de 
impuestos municipales? Es indudable que sí, desde que ae sa- 
be que toda propiedad paga, mucho más si es urbana, ES* 
consiguiente, todo comprad.* debe, antes de concluir su ope- 
ración, incautarse de si ei inmueble debe ó no impuestos fisca- 
les 3 municipales, para lo cual tiene medios fáciles de infor- 
mación en las nticiuas respectivas. 

Tratándose de transferencias por ventas particulares, la 
cuestión es muy clara y fácil: si el vendedor vendió como li- 
bre nn inmneble gravan con impuestos, el ndquirente tendrá 
nue pasar eso» l.npueslos, pero podrá repetir contra el vende* 
dor Pero tratándose de ventas judiciales, si bien la situa- 
ción del comprador en el fondo es idéntica, varia solamente 
en cnanto á la persona contra quien pueda repetir, «aponga- 
mos por ejemplo, que en una ejecución el inmueble ejecutado 
«f haya vendido en cien pesos y después resulta que el inmue- 
ble debía impuestos á la época de la venta. Uniere decir sen- 
cillamente que si lo que se debía pagar por impuesto* eran 
diez, el ejecutante no podía lícitamente retirar sino LK> y debe 
pur consiguiente, si el interesado lo reclama, restituir la par- 
te del precio afectado ó un derecho privilegiado, puerto que 
„o debe aprovecharse de la imprevisión ó del descuido. 

Se dirá que la Municipalidad, como todo acreedor prmie- 
umdo, debe velar por la efectividad de su privilegio cobrándo- 
se del precio obtenido en el remate del inmueble, sin que 
pueda hacerlo contra el oomprador que cumplió depos.landoel 
precio. Efectivamente, así sería .i la Municipalidad hub,ese 
«ido parte en el juicio, ó hubiese sido notilicada para tomar 
intervención, como sucede en los casos de existir gravámenes 
hipotecarios; pero no habiendo tenido intervención en el juicm, 
todo lo que se actúe en él es pira aquélla res Ínter alho* acta 
y no puede afectar sus derechos. 
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fi" Que la cuestión relativa á la inconstitueionnlidad de la 
ley de apremio, es materia en que corresponde conocer origi- 
nariamente á U Suprema Corte; (urt. 155 inc. ¡i° de la Consti- 
tución de la Provincia; arta, :J7í» y iíSl del Código de Procedi- 
mientos). 

Por estas consideraciones, deliniti vacuente juzgando, fallo: 
no nuciendo lugar á la de man da, con costas. Salvo al señor 
Pizarro su derecho para repetir contra quien correspondí! Ui 
que resulte pajaró haber pujado indebidamente. 

Nntifíquese con el original y Bis oportunidad archívense los 
anlos con noticia Fiscal. 

Stfor. CMlero, 



VISTA DEL SKÜOlt PIltlCrRAIMiK ÜKNKBAL 

Suprema Corte: 

Según se desprende de los escritos de i's. 1 y 13, el leen* 
rrente, nresenlúndose ante el seúor Juez letrado en lo civil de 
Mendoza, ha entablado demando ordinaria por nulidad du svii- 
tonda pronunciada por nu .fue/, de paa local, en un juicio de 
apremio que se lu seguía por cobro de iiupoeslos municipales 
en en m pli miento de la ley de rentas de aquella provincia* 

Lo eireuastanuia de no babeise llevado este litigio ante el 
referido .Juez Letrado, por alguno de los recursos que autori- 
zan las leyes de procedimiento local, como se empeña en de- 
mostrarlo el mismo apelante de fs. li á Jo, demuestra que 
aquel magistrado no ha procedido como el joez de única ins- 
tancia á que se re líe re el artículo Hit de la ley de rentas pro- 
v i acial 

Kl recurrente ha sostenido la iufonstitueioiialidud del ar- 
tículo J5 de esa ley, ante dicho magistrado de I a instancia, 

II 



alegando que tal precepto repugna á los artículos 0*75, inc 5» 
del .mi, 3881 y concordantes del Código Civil, que eolo el 
Congreso puede sancionar, según Lo establece el inc 11 del 
art. tr7 y el art. 108 de la Constitución Nacional. 

Pero tal articulación de ¡neonstitucionalidad lia debido ser 
llevada a conocí mí uto de la Suprema Corte provincial, con 
eujeeión á lo establecido por el inc. ® del art. 155 de la C«n«- 
de Mendosa y de acuerdo con los arts< y 3fl de 
Cód. de Procediiuientos locales, sancionado por su Legislatura 
en ejercicio del artículo 105 de la Constitución de la Nación. 

En mérito de tales leyes locales, es que el señor Juex de t? 
instancia, en el VI considerando de la sentencia recurrida .le 
U. T.i, de acuerdo con la Municipalidad á fe, 3t, se ha ahste* 
«ido ile pronunciarse sobre la pretendida inronstUuciounlídnd 
de las leyes de renta de la provincia-reconociéndose así «l 
derecho de la Suprema Corte de la Provincia para pronunciar- 
se á tal respecto. 

Por otra parte, el señor Juez Letrado, en la sentencia recu 
rrida, si bien no hace lugar A ta demanda, salva el derecho 
del actor pava repetir contra quien corresponda lo que resulte 
pagar o haber pagado indebidamente: -de manera que, aun en 
la "hipótesis de que dicho magistrado actuase como .Superior 
Tribunal de Provincia, nunca se trataría de una sentencia de- 
lintiva contra el recurrente, 

Hien, pues, de lo expuesto resulta: que no hay sentencia de- 
finitiva, ni tampoco se trata de Tribunal Superior de Provin- 
cia que baya decidido el litigio en favor de la validez de la ley 
de rentas local, que se pretende es repugnante ti la Constitu- 
ción Nacional, y por ende, no procede el noiirsoal tenor de) 
inc. '¿" del «rt. U de la ley sobre competencia federal de U 
de Septiembre de 1SG3 y art. ü de la ley 1055. 
Por ello, pidoá V. iu- se sirva así declararlo. 

Julio Bntet. 
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FALLO Í>E LA Sl'PHEJUA CORTR 

Untan* Air«. Dlcfembro I de 11*05. 

Vistos y Considerando: 

Que el recurso concedido por el art. 11 de Ja ley n 1 48 y G 
de la n rt 40ñ5, solo se da de las sentencias definitivas dictadas 
por los Superiores Tribunales de las Provincias ó de la Na- 
ción, como lo consignan los términos expresos de esas leyes 

<¿ue resalla de autos que la resulueiou apelada no Ita sido 
dictada por el Superior Tribunal, rio solo ponjue lo ha sido por 
el Juez, de 1* instancia que solo es de instancia única en re- 
clamaciones diversas de la entablada— sino también porque 
el miftiuo Juez declara que algunos de los puntos en fjne se 
basa la demanda sido pueden resolverse por el Superior Tri- 
bu nal, lo que prueba que no I» es él y que bajo esta fax el re- 
curso es im procedente. 

Kn su méritri y de acuerdo con !o pedido por el señor Procu- 
rador General, se declara mal concedido el presente recurso. 

Ntítifíquse con id original, y repuesto el papel, devuélvase 
al Juzgado de su pnicedcuuia- 

QCTAVIÜ Rr SOK,— NlCANdlt G, OBL 

SfiLAit.— C, JIohmi GacítiSa, 
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Compañía de Fcrro"arrile* de Entre Iihs en «uto* con el Go- 
bierno Sacionul, mitra cumplimiento de mi .ontrato. Re- 
curso de lucho. 

Sii»íaWo,-Procede el recurso extraordinario del artículo II 
de la ley número 48 cuiUra la resolución de una Temara Fe- 
deral, confirmatoria de la del interior, declarando ineom- 
petente á la Justicia Federal para conocer de una causa 
dada, por no hallarse ella comprendida en la ley número 
;PJ5'-i, sobre demandas cuntra la Nación. 



Ca*o.— Lo explican las siguientes piezas: 

IJiFOKMK HE LA CÁMAKA FKOBRAI 



Suprema Corte: 

Evacuando el informe solicitado por V. K. en el recurso ile 
Ueclm deducido por don timiliu Hasavilbaso en representación 
de la Compañía de K. F. C. C. de Entre Ri»s en autos con 
el Gobierno Nacional, debo informar á V. E. que la Compa- 
ñía de F. F. C C. de Entre Uios demandó al Gobierno Na- 
cional por cobro de pesos, pidiendo une el Jugado declara- 
ra une la dicha compañía eslaba exonerada del pní£o de lapa- 
tente del Muelle de Najada Grande < Provincia de tíntre Uios), 
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así como del pago del sueldo correspondiente al guarda de 
Aduana que presta servicios en el mismo, y que en conse- 
cuencia, coadenase al Gobierno Nacional á devolver las can- 
tidades pagadas y las <iue se pagarán por ambos conceptos 
utm más las costas del ja icio. 

til Juez proveyó dando traslado de la demanda al P. E., 
el cual por medio de sn represeotaate, el señor Procurador Fis- 
cal, lo evacuó, sosteniendo que los actos ó hechos de que se 
quejaba la parte acto ra y que motivaban la demanda, no ha- 
bían sido producidos por el P. E. en su carácter de represen- 
tante de la persona jurídica de la Nación, sino como poder 
público ó administrador, de tal modo que aquélla no podía 
ser traída á juicio sin su consentimiento expresado por el ór- 
gano de sus poderes competentes al efecto, según lo tiene de- 
clarado la Suprema Corte en numerosos fallos, pidiendo en 
consecuencia, que el Juzgado se declarara incompetente, cu 
mo así lo hizo, por no hallarse el caso comprendido en las dis- 
posiciones de La ley ÍJ95'¿. 
Apelado que fué el auto del Juez, esta Cámara lo confirmó. 
El representante de los F. F. 0. C de Entre Rios interpu 
so contra el auto de este tribunal el recurso de apelación para 
ante V, E., apelación que le fué denegada por no encontrarse 
el caso presente comprendido entre los que enumera la ley 
número 4055 en su artículo 3", por no tratarse de una senten- 
cia definitiva, requisito exigido por la ante dicha ley para que 
sea procedente el recurso de apelación ante V. E, 

Es cuautu debo informar á V. E , á quien Dios guarde. 



Angd Ferreyra Cortés. 
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DICTAMKN DEL SltSoH FHUCl ; 1Ul>Oa GKSBRAI* 

Suprema VorU; 

Según resulta del escrito del recurrente y del informe de la 
Cámara de Apelaciones en lo federal de la Capital. aquel se 
presentó denudando a la Nación ante el fuero federa, que 
«raíales demandas establece el artículo i" de la ley 3^ 
dentro de las condiciones igft establece, cuuudo d.cc: -Lw 
tribunales M**** V l*Ü**®* lirados de los terrenos na- 
cionales conocerá» de las acciones civil* coutra la Nae.on . 

Por razones que no son del caso examinar, el señor Juez 
Federal y la referida Cámara se -pusieron á la competencia 
de ese fuero, negando a! recurrente el derecho de presentarse 
ante ellos por razón de so demanda y * mérito de la ciada 

disposición legal. 

foto motivo el presente recurso para ante V . IV 
En presencia de tales accedente* y conceptos y recordan- 
do el texto del iue.so 3 del artículo 11 de la ley W, as, como 
,a jurisprudencia constante é invariable de V. h.. cuando se 
La Iratado de la negativa del fuero federal, «..Miden, que el 
recurso interpuesto procede, y .,ue. habiendo sido mal dene- 
gado V. E. debe otorgarlo, dándole el curso que corresponde. 

Es fuera de cuestión que al presentar,, el recurrente ante 
el señor Juez Federal, ! mérito de la competencia que le «Ln- 
buía en el caso, asi como al recurrir a,ne la Cámara de la Ca- 
pital de su resolución, y al ser rechazado por ambos, negando 
«i r uer u federal á que él creía y cree tener derecho se ha 
puesto en cuestión i. inteligencia de ...» cláusula .ega (urt- 
i- de la ley y se ha resuelto eü contra del derecho que 

el recurrente fundaba en ella. 
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En tal concepto, el caso encaja dentro ile los preciaos tér- 
minos del incisa 3- del artículo lt «le la ley 18 citada, y pro- 
cede el recurso a que se reliere para an*,e V. E., como tó auto- 
riza el artículo tí" de la ley 10ii">. 

La jurisprudencia de V. E , autorizando mi recurso como el 
de .pie se trata, por denegación del fuero federal por tribuna- 
les locales o de provincia, es tan constante é invariable, que 
es inoficiosa su cita detallnda, bastando recordar los eMremos, 
es decir, desde el tomo 19, pa-inn 335 hasta el último publi- 
cado del tomo Ul, pagina 432. 

Esta juii prudencia inducirá también á V. E, a declararla 
procedencia que pienso que en el casi* debe declararse, como 
ya lo he signilicudo. 

Por otra parte, y tomando en consideración la interpretación 
que el recurrente da y aplicación que hoce del artículo 3" de 
la ley *05$i así como las ijue en contrario hace la Cámara de 
la Capital al rechazar el recurso de que se trata» supone tam- 
bién la cuestión y debate de una cláusula legal, y el descono- 
cimiento del derecho que en ella se n poya, lo que hace apli- 
cable, una vea más, el inciso 3? del articulo H de la ley 1» á 
que ya me lie referido, y por ende, procedente el recurso ba- 
jo este otro punto de vista, según el texto del artículo Ü* de 
lu citada ley 4H55. 
De acuerdo, pues, con lo dicho, sírvase V. E. resolver la 
icia del recursu mi la manera que lo lie significado. 

Julio Botet, 
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Uuu» Al».. DWwbn 2 d. 1906. 
el recurso de hecho deducido por la Compañía de Fe- 
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rrocarrilea de Entre Ríos en autos con el Uobieruo Nacional , 
sobre cumplí miento de contrato; y 
Considerando 

Que ú bien el artículo » de la ley número 4055 solo decla- 
ra apelables las sentencia» delinitivas, es constante .pie los 
autos con raeiS» de tales, por causar perjuicio irreparable, ú 
sea que hacen tosa juagada sobre un punto dudo que puede 
tener importancia decisiva pura el resultado de un juicio, kan 
sido equiparados 4 dichas sentencias por nuestras leyes pro- 
cesales, pues de otra suerte la apelación carecería en muchos 
casos de objeto ó llenaría parcial é incompletamente sus üncs 
legales {artículos 8*. MU, ley número olí; Éfc bodigo de Pro- 
cedimientos de la Capital). 

Que el auto á que se refiere el presente recurso, ha puesto 
Un al pleito en la forma en ublada, y excluye, por lo tanto, 
la posibilidad de que una sentencia definitiva posterior ven-a 
á dejarlo sin electo, si no fuere arreglado ú la ley. 

Que el mencionado artículo 3', al acordar la apelación, en- 
tre otras eti causas por cobro de rentas (inciso de trámite 
breve y con el recurso de un juicio ordinario, ha establecida 
implícitamente que las centelle '«« dormitivas ,le que di habla, 
„ü tienen el mismo si-uilicado pe en el artículo 13 y otros 
de la ley número oU. 

Que de otra parte, las cámaras federales conocen en t;rado 
de apelación y en última instancia de los recursos que se de- 
duzcan contra las resoluciones de los jueces de sección e» las 
causas de su competencia, que no fuesen de los enumerados 
eil el artículo 3- de la ley número 4U55, y solo en segunda 
instancia, sin distinción, en estos últimos ^artículos ití y 17, ley 
citada). 

Que, finalmente, no hay motivo para dar n los conceptos de 
que trata, un alcance más rentringido en el artículo 3*, que el 
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que tienen en el (i 11 de In misten ley 4015 y 14 de In ley uuiue- 

ru m 

l'or esto, de acuerdo cim lo pedido por el seüor ['roen radar 
General, se declara m¡il denegada lu apelación. En su con- 
secuencia, y á los efectos de lo di a ¡mosto en el artículo H" de 
ia ley 4(£i5, líbrese oHcio á la Cámara Kederal de Apelamóu 
de la Capital, [tara la remisión de los autos [irme* pules. 

Notil'íquese con el original, y repóngase el papel. 

A. BKítnejo. — M. F". Dauact. — 

C- Ml)¥ ANO (jACLTL'A. 
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Qríminai, contra Leopoldo Murqaia y Rmabn Bastida, 
robu. IMnrati rfr rvrhiÚH 




Sumario. — l'ain que la Suprema Corte pueda conocer por ape- 
Ilición, del recurso de revisión a n tu rizado por el art. 4" de 
la ley u" Hirió, es necesario i|ue la mis nía Cámaro que diú 
la seuLeuuta ríe que se recurre, se haya pruauuciado previa- 
mente, revisando ó no su fallo. 



Vaso. -Lo explican las piezas siguientes: 
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Hueñi» Aire*. X.-vícmhr© H -U) ltftf. 

No apareciendo en la presente que ile lu resolución en que 
la Cámara Kederal de La Plata denegó ta revisión de la sen- 
tencia de que se uaee mención, se haya interpuesu. para ñute 
esta Suprema Corle el recurso de revisión que autoriza *■! art. 
4 de la ley 4ur,5 y que esa apelación haya sido denegada, no 
ha lugar al de queja que se interpone; (art. Mi inc. í" Código 
de Proeed. en lo Criminal). 

Notifiques* original y archívese. 

A. IIkkmkjo.— Nloakoh (J. iikl So- 
lak.-M. P Uauaut. 

É 

KSCHlTo 

Arturo Viuent, en el feettp «le hecho que interpuse ante 
V. E. contra una previdencia de ta K\mü. Cámara Federa) 
de La Piala, por denegación del recurro de apelación que in- 
terpuse ante diclia Cámara, de acuerdo eun lo» arta. 551 Cid, 
de Proced. Criminal y 4'' de la ley -en la causa seguida 
por mi poderdante don Salvador Maldoiiadu ontra don Leopol- 
do Murquta y Ramón Bastida por rouo t -ven<ío a V. É, á ex- 
poner respetuosamente: 

Que lie sido notificado de la resolución de V. E. no liacieu 
do lugar á ini recurso *eu razón de no aparecer de mí expo- 
sición que, de la resolución en que la Cámara federal de La 
Plata denegó la revisión de lu sentencia de que se nace men- 



eión, se haya interpuesto para ante esta Suprema Corte el re- 
curso tle apelación que autoriza el art. *• cUa la ley 1055, y qne 
esu apelación linya sido denegada*. 

Vengo con el debido respeto A pedir recoti sideración de la 
referida resol ueión, en inéVito ti las consideraciones s't^uieu- 
tes: 

Al principiar mi exposición decía: Venieu ú interponer el 
recurso de queja autorizado por el art. Mi del Código de Pro- 
cedimientos criminales contra una providencia de liv Kxma. 
Cámara Pederá! de La Plata, deiuf/utoria del rernrto que im 
ier¡ittst> contra la sentencia dictada por dicho tribunal en la 

causa seguida cmitra Leopoldo Mnrquiu, ele ugregando 

unís ahajo que «tal recurso lo interpuse en razón de haberse 
i licor jiorado á la causa con posterioridad á la sentencia de l 1 . 
instancia y expresión de agravios ea un es pedí en te en el 
que se habían probad» hechos decisivos, ignorados antes, etc., 
y que eonocidus al incorporarse el expediente, moti varón el 
recurso, eonl'oriue á lo que prescribe el Código de Proeedimien- 
los criminales en su art. 551 iue, :i' y el art. 4 de ta ley ir 
405o. 

Seg n idamente, á l*. 1 vta de mí exposición transcribí la 
resolución de la Kxma. Cámara denegatoria de mi recurso «por 
considerar que el de los artículos 551 y ¡mí Código de Proeed. 
en lo criminal, etc., no procedían en el eaao en cuestión». 

Ahora bien, Kxma, Corle, si el recurso de revisión que ea 
tablece el Código de Procedimientos criminales en su artíeulo 
551, debe ser conocido por la Extua. Suprema Corte por <*/><?* 
loción, de acuerdo con el art. 1' de la ley 1055; quiere deeir 
que el infrascripto cumplió el requisito legal, recurriendo de 
tu sentencia de la Kxma. Cámara de U Plata para ante V. K. f 
pues se trataba de una revisión en que no podía resolver la 
Cámara sino v. E. y en forma de apelación;— por ello fue* 
que interpuse apelación de la sentencia, por ser caso de revi- 
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,ión y corresponder en este caso apelación (ley y articulo! ei- 

lados). , . 

La Cámara denegó esa apelación y no quedaba para el in- 
frascripto otro camino que venir de hecho A apelar, co.no lo 
hizo, ante V. E. (art. SU ioctai 1» Código de l'roccd.nnen- 
tos «u lo Criminall. , 

Es verdad que no apelé de U U 
anterior; pero es que esa denegación imposibilitaba apelar de 
ella con éxito, y nn hubiera tampoco correspondido .mentarla 
pues une ja la Cámara al denegar la apelación de la sen- 
tencia se había pronuncio «obre el punto-y Infamen! e 
„o quedaba otro recurso viable que apelar de hecho, pues se 
había apelado ya sin éxito aute la Cámara. 

Lo expuesto resalta de mi escrito, el que brevemente expli 
eado, ha inducido a V. * í considerar que el infrascripto 
dedujo simplemente recurso de revisión ante la Cámara, y 
denegado éste, no interpuso apelación, perdiendo, por lauto, 
derecho de conseguir resolución favorable en su recurso de 

I 

l>eru el infrascripto, si bien basó su recurso ante la Cámara 
en el art. M del Código de l'roced. criminales que se refiere 
a los caso* de revisión, lo dedujo en forma de «pvhmím de la 
sentencia, conforme al art. 4 ley 4(>55. y denegada la apela- 
ción por la Cámara, es recién que acude de hecho ante \ . L., 
pidiendo me otorgue el recurso dentado por aquel trihn- 

lll Es verdad, Exina. Corle, también, que he omitido la pala- 
bra apelación en mi exposición, empleando tan solo la palabra 
recuno, pero la he relacionado con los arts. 514 y m Código 

Procesal y 4" ley 4055. 

De esta exposición, suplementaria y aclaratoria de la ante- 
rior y de esta misma aunque concisa, resulta, Exiun. Corte, 
uuehe veuido ante V. E. en mérito de lo que prescribe el ar 
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tículo5l3 citado y artículo 4" ley 4055 concordante con el 551 
Código ya invocado, y á mérito de haber la Exiua. Cámara 
de La Piala denegado apelación de su sentencia. Al infras- 
cripto tiu le era posible apelar (le esa deuegación de apelación, 
sino tan solo apelar de Ue¿ho, comu lo hizo (art- 514 ciludo). 

Esto explicación, ere», aclaran» mi anterior exposición y 
motivará muí rcetilieación de la providencia recaída en el sen- 
tido de mi anterior peli'.ión, reconsi ti e ración ipie creo proce- 
de, en mérito de las consideraciones invocadas. 

Dígnese V. K. resolverlo «le confor 

Será justicia. 

Arturo Vinent. 
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Uuom.* Airen, Uii-iowbro 3 dm IttüS. 

Vistos y Considerando: 

(¿ue para l'undur ta reconsideración i u le r puesta se aduce lo 
siguiente: *si el recurso de revisión t|iie establece oí Código 
de Procedimientos en lo Criminal en su arL .Vil debe ser cu- 
nocido por la Suprema Coi te por upvhvtón^ de acuerdo con el 
art. 4 M de la ley tó^o, quiere decir une el infrascripto cumplió 
el retín isito legal reu arriendo de la sen) ene i a de la Kxma Cá- 
mara de La Plata para unte V" E., pites que te trutalm de una 
revisión en que no podía resolvt >- lu CAmara HÉfó V. & y en 
forma de aptíiacihn\ etc ». 

(¿ue según el art. 4 de la ley ¿tlnii, en Los casos \\v\* con arre- 
glo al articulo 55 i del Código de Procedimientos en lo criiu»" 
mil , proceda el recurso de revisión contra las sentencias de 
las Cámaras Federales, la Corte Suprema conocerá de dicho 
recurso por apelación, lo que significa oue la misma Cámara 
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que m la Bentencia debe pronunciarse revisando ó no su sen- 
tencia, como lo hizo la Cámara federal de Apelación de I.a 
Plata en U resolución transcripta i fi. 1 podiendo apelar, 
te de ese l^nciamiento pu-a ante esln Suprema Corte, lo 
.pie no consta se h«ya ueeno, ni tampoco une la apelación lia 

ya sido denegada- 

Que, en otros términos, contra tas sentencias dictadas por las 
Cámaras federales, en Mima iwtancm, no existen más .pie 
¡loé recursos: el extraordinario de apelación para ante esta Coi- 
te, nue MtoÚm el artícul,> li " lle la lcy Ú ^ 
el li de la ley número 4H; y en cansa criminal, el de rovisiñn 
unte la misma Cámara 1-ederal, en toe casos del art. .Vil del 
Cúdi-» de Procedimientos en lo Criminal. I>e la resolución 
hmé ati pronuncia sobro la revirón, puede *\w\*r*« para «ule 
e8 la Corte. (W 4 y 18 lev Wñ5; causa .leí l>r I»ie»f> lama, 
fallada eu de Diciembre de líHíi). 
Por ésto, estése á lo resuello ñ is. 7. 

original y repóngase el papel. 



A. IIkumki" —Octavio IVsok.— 

NlCANolt 0. Mil. Sii|.AH -M< l*< 
IÍABACT-— C. MOVASO (jACin A. 



¡>K JpiTIOU haqiqíui. 



TAl'S.V ( XXXI 



QotUerno .V«i:í«»«í eátíftú « STÍie Ar;/rnthtf Land and Inres 

mi 

Sumario.— \« Para que mía escritura dé compromiso arbitral 
nbligue á la Nació», es necesario, cor, a r regio al artículo M 
de la Constitución Nacional y ariíeuui de lu ley numero 
:i7'¿7, sobre orgauizueiún los ministerios nacionales, y ua- 
j.. nena de nulidad del laudo que se dicte, que á so celebra- 
eiún concurra nu solo el respectivo Secretario de Estado, si- 
no también el I 'residente de la República. 

2" U circunstancia de que el compromiso esté de acuerdo con 
el decreto del Poder Ejecutivo sometiendo á arbitraje la 
L-ueslión, no basta para al lera r los el ectos legales de La Calta 
de iutci veución en aquel del Presidente de la República, 



Cuto. -Lo explican las piezas siguientes: 

SENTKKr ¡A DSL JtKZ FliliKRAlt 

Uueaoi Aim. S^it^-r* 21 <Jo 1MJ4 

Vistos estos untos promovidos por el V. E. de la Nación 
contra la Compartía <Uiul and I u vestí meut>, sobre nulidad de 
un laudo arbitral, de los cuales resulta: 
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Que la acción deducida tiene por übjéto otttAW la declara- 
ción judicial de nulidad del laudo pronunciado por los docto- 
rea José Fi-ueron Alearla y Víctor M. Molina, de«í K n^n« res- 
pectivamente por las partea, y el tercero en discordia, doctor 

Jacob Lurraín. 

La nulidad se tunda en las siguientes consideraciones; 
Que ( mr decreto de 4 de Mayo del «no gg$ el Poder Kje- 
ttutivu Nacional resolvió someter A la decisión de un tribunal 
arbitral ta reclamación promovida por la compañía demandada, 
•obre entrega de cuatro le-uns de campo en ta Provincia -le 
Santa Ke, y otras cuatro en la de Córdoba. 

Que por el artículo & de ese decreto, dísptfao el gflttm 
que en la audiencia del dia t) de ese mes redactarían las partes 
las bases del compromiso arbitral, reuniéndose al efecto en el 
Ministerio de Obras Públicas. Establecidas dichas bases en 
un convenio celebrado entre el señor Ministro de Obras Pu- 
blicas en representación del gobierno, y el señor .Insto Viñas 
Utijüfea *n representación de la compañía, se constituyó el 
tribunal arbitral, haciéndolo así saber al señor Ministro de 
Obras Públicas, como así mismo que se había resuelto acordar 
a las partes diez, días para la presentación de los documentos 
y pruebas que convinieran á sus respectivos derechos. 
Que vencidos éstos, y encontrándose en desacuerdo 
ta de las diversas cuestiones sopte las que debían lam 
sarna los autos al tercero, y reunidos lodos en 7 de Agosto, 
pronunciaron su laudo, condenando ai gobierno ú abonar ó la 
Lmpañía como indemnización la suma de 28.«I> pe*» por 
cada legua de tierra que debía haberle entregado, en más los 
interósea de 7 por ciento al año, á «mular desd* el 1¿ de Ju- 
nio de 1HH7. 

m tribunal arbitral, dice la dmnuudu cartee de existencia 
Hv-nl, según Im dispuesto por el artículo ÍW del Código de Pro- 
cedimientos para la capital, que rige tambkn en los tnbuna- 




•, • ■ - - ■ '■ 

ti 



DI JTSTLOU. KACIGHAL 241 

les federales y su lando es en consecuencia insanablemente 
nulo, pues dicho artículo dispune que mi pueden ctnn prome- 
terse en Arbitros las personas que no tienen aptitud legal 
pura obligarse; y siendo esto así el seftor Ministro de Obras 
Públicas no podría por si eum prometer ;i la Nación en arbi- 
tres por carecer de aptitud legal para obligarla desde que, 
por nuestra Constitución solo representa legalmente ¿ acue- 
lla el señor Presidente de la República. 

Que el compromiso celebrado es no solamente nulo por ta 
ra'/<m apuntarla, sinó también ponjueen él se habían extrali- 
mitado las facultades conferidas al Gobierno pur la ley que 
disponía ijue las cuast iones que se suscitaren entre este y la 
Compañía serian sometidas á la decisión de arbitros. 

(¿ue en electo, en el proyecto de compromiso se acordó so 
meter la cuestión al Tribunal en el carácter de arbitros arbí- 
tradores lo que un podin legalmente hacer el gobierno desde 
que la ley ¡mío lo lia (acuitado á someter las cuestiones á Ar- 
bitros, que quiere decir n un Tribunal de derecho, como lo 
ha entendido !n .Suprema Corte cu la causa XCtV que se re- 
gistra en 1» pug. 37ti Tomo *l\ 

Que el compromiso suscripto solamente por el sertor Minis- 
tro de Obras Públicas no obliga á la Nación en presencia del 
nrt. 8í> de la constitución, que declara que, los ministro* no 
pueden en ningún caso lomar resolución por si solos que 
comprometan a la. Nación. 

(^ue en ningún caso podría el (¡ohierno someterla cuestión 
pendiente con ta compañía demandada, ó arbitros arbitrado- 
res, desde que un siendo implícita la facultad del P. Kjeeu- 
livo para someter las cuestiones en que la Nación sea parte 
á otros Tribunales que ú tos de la Nación, sido por facultad 
expresa de una ley puede someter una cueslimi a otros Tribu- 



parte, el fallo pronunciado seria nulo aun itu 

u 




ti 



r-fcLw» &» la tur**** OOKI 

los vicios apuntad por beberse prescindido ile la represén- 
tela* do la Nación en el iuieio violándose Ifl Mmm e » 
las leyes 33U7 y 3UM, que dis|HMien que en todos los asuntns 
en que la Nación «ea parte, *«au de jurisdicción voluntaria 
ó contenciosa, será exclusiva y necesariamente representado 
por los Procuradores líbales ó por el Procurador del Tesoro, 
y que la demanda se comunicará ni & Ejecutivo y al Pro- 
curador Fiscal, teniendo el Gobierno un mes para contestar 
la demanda, de todo lo cual no puede prescindir ningún Tri- 
bunal que cono/.ca de una causa contra la Nación, sin viciar 
de nulidad sus resol aciones. 

Termina el representante del Gobierno rundandn su acción 
en la» disposiciones de los ai* y **i del Cód, de Proe. 
de la capital para que en la oportunidad debida declare el 
Juzgado la nulidad del laudo pronunciado. 

Contestando el traslado conferido, la Compañía demandada 
se expresa en loa si-uieutes túruiiuos: Que la acción instaura- 
da debe ser rechazad* por temeraria, con expresa condena 
ciun en cortas. IJue es inexacto une el señor ministro haya 
compremetido por si á la Nación, en arbitros; que fué el P- 
EjecutWo quien comprometió la cuestión en esa forma por 
decreto del Presidente de ta República refrendado por el tal, 
Distro. en el cual se establece: 1" el somethmenlu del asumo 
á arbitra^ ¿ U cuestión que se somete á arbitraje y '-i' el 
nombramiento de arbitro -leí Gobierno; 4" que se redacte el 
compromiso en el ministerio de Obras Pública., en la audieu 

cia del 9 de Mayo. 

<¿ U ee¿e decreto tenia en si mismo todos los requisitos del 
art. 77L con excepción de la tttliiia p* es lo único que se 
ajírefíó eil e l acta. 

Que el mini*tm no procedió por sí solo sinó autorizado por 
«1 decreto de 4 de Mayo y en la forma usual, É*í*# el ejeeu- 
t„r de la resolución Presidencial de conformidad con esta y 



con el art. 1" ine. 8" de l» ley ndm. 37*7 que dispone: «Co- 
rresponde ú cada Ministro, inc 8', Intervenir en la celebra- 
ción de contratos en m presentación del Estado, Esto sin 
perjuicio de que refrende siempre los ai: tos del Presiden* 
te. De mudo que, autorizado el ministro por la ley ó por el 
P. Kjeeutívo, é\ puede intervenir solo en representación del 
listado, ijtie en el caso lo estaba por la ley de concesión del 
K, C. C. A. y por decreta expreso del Presidente y no cabe 
duda que tenía capacidad, pues puede comprometer quien 
puede contratar {art. 7l!l> citado por el actor). 

Después de enumerar las disposiciones pertinentes de núes* 
tra legislación, y jurisprudencia en favor del procedimiento 
observado al celebrar el compromiso arbitral, pasa á demos- 
trar la inconsistencia de las causas de nulidud invocadas en 
la demanda referentes á la afirmación deque v\ Gobierno lia 
extralimitado sus facultades al nombrar arbítradores en rea 
de arbitro i juris y á ta i alta de representación del misino en 
el juicio arbitral, ali miando que m|uel tuvo conocimiento de 
la Constitución del Tribunal, supo que se le daba un plazo 
de diez dias para presunlar pruebas, y si no ordenó á sus 
agentes que concurrieran debe culparlo á su propia negligen- 
cia. 

Termina la referí da (Jo ñipa t\ia transcribiendo una parte de 
la nota que el tribunal arbitral ha pnsado al aenor Ministro 
en respuesta a la que este le dirigió haciendo saber la anula- 
ción decretada. 

El juzgado declaró la cuestión de puro derecho, corrien- 
do un nuevo traslado por su orden que fué contestado por 
las partes quedando los autos en estado de pronunciar sen- 
tencia. 

Y I Considerando: 
I,-1¿ueen virtud del decreto del P. Ejecutivo, corriente 
á f 170 del expediente agregado, sometióse á la resolución 
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de un Tribunal Arbitral la cuestión promovida por la Com- 
pañía «Landaud Investí inenL de acuerdo cou una cláusula 
estipulada eu el contrato de concesión celebrado entre e! Su- 
perior Gobierno Nacional y I* Kmpresn del Perro Carril Cen- 
tral, aprobado por el Congreso. 

Por el art. 2 del referid.* decreto se disponía que las par- 
te, redactasen en el Ministerio de Obras Pública, las ba.es 
del compromiso, lo cual se verilleó con fecba i* de May» de 
mil novecientos tres estableciendo las cuestiones a resolver 
y el carácter .te las personas designadas para componer el 
Tribunal. 

lL._t¿ue desde lúe-*», y al proceder así el señor uiints.ro 
do hacia masque cumplir la voluntad del P- Ejecutivo ex- 
presada de una manera cate-úrica en el decreto recordado; y 
al autorizar el compromiso llenaba una función inherente de 
au cargo. Lo único que liubiera podido anular tal acto se- 
ria la estipulación de convenciones extrañas al orí» en de las 
cuestiones que por el contrato de cesión debian someterse á 
arbitraje. Pero es el caso que ni en el referido decreta, ni 
en otra forma resulta que el .señor ministro recibiera instruc- 
ciones especiales para proceder, de donde se deduce lógica- 
mente que la redacción de las bases del compromiso quedaba 
■ubordinada á las cuestiones planteadas con motivo de la re- 
clamación relativa al compromiso contraído por el P Ejecu- 
tivo .le la Nación, de obtener lie los Gobiernos de Córdoba y 
Sauta l-e, ocho leguas de las tierras riscales pertenecientes á 
eaas provincias para cederlas á la Compañía del Ferro Carril 
Central Argentino en virtud de lo estipulado en la cláusula 
12 del contrato de concesión á la misma. 

III.— que en la redacción de la escritura compromisoria no 
se ha omitido ninguna de esas cuestiones, puesto que, los 
árbí tros estaban llamados á resolverlasen la s ¡gil i en te forma: 
1* Si el contrato aprobado por superior decreto de diez y nue- 
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ve tle Marzo de mil ochocientos setenta y trea celebrad» 
entre el señor ministro ilel interior y el sertor S. Whul- 
writght para la construcción ilel Ferro Carril Central Ar- 
gentino, obliga ó no al Gobierno Nacional ti transferir en pro- 
piedad las tierras á que hace re tere neta la gestión de la *Ar- 
gentine Land and Investiment Oo. Ld. ó á pagar su precio 
ó su equivalente en otras tierras. 

2 En el bu puesto de resolución afirmativa del caso prece- 
dente, si está ó no preseripti H derecho y ia acción en que 
la compañía de tierras puede fundar su reclamación á las ocho 
leguas de tierra mencionadas, ¡i' Ku la hipótesis de que en 
el primer caso recaiga decisión afirmativa y en el segundo 
ligativa, cuál ha de ser la indemnización que debatí Go- 
bierno á la Compartía. 

IV. — Que tampoco ha habido extraltinUación de facultades 
por parte del sertor ministro de Obras Publicas al consignar 
en el compromiso la calidad de arbitros arhilradures de lu 
perdonas designadas para componer el Tribunal en primer 
lugar porque esees el verdadero CAfáeter que se les atribu- 
ye según la constante jurisprudencia de nuestros tribunales 
cuando no ha sido expresamente establecido que actuara» 
como arbitros de derecho; y en segundo por lu naturales» 
misma de las cuestiones sometidas á su decisión y por que 
no se concibe que la ineute del Gobierno fuera excluir á los 
jueces naturales, paro someter cuestiones de derecho á la 
resolución de árbitros juris. 

V. — (¿ue por último, la designación de una multa para el 
que dejara de cumplir con los actos indispensables para I* 
realización del compromiso, es de orden público y ha debido 
establecerse para no incurrir en la nulidad eatnbleeída eu 
enelart. 771 déla Ley de Procedimiento de los Tribunales 
de la Capital. 

Uo existe pues, causa fundamental alguna que meuosc»- 
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be el principio constitucional de t[ue los ministros tu» pueden 
en ningún caso tomar resoluciones pur si solos uue compro- 
mentan á la Nación, desde que en el caso sub-jiulh i' el señor 
ministro de Obras Públicas procedió autorizado por un de- 
creto del P. ííjeeutivo y tirmó el compromiso con sugeción 
extrieU á las cuestiones debatidas y con la misma autoridad 
que el señor ministro del Interior (inuó igualmente el con- 
trato para la construcción del Ferro Carril Central Argenti- 
no á que se lia hecho referencia. 

Per estos fundamentos, delinUivaiuenie juzgando, Wl'b'l BU 
haciendo lugar a la demanda iusuiuruila par H Procurador del 
Tesoro en representación del P. Ejecutivo déla Nación con- 
tra la Compañía » Argentina Laúd and ln vestí ment- sobre 
nulidad del laudo pronunciado por los arbitros arbitradnos 
en el juicio administrativo referente al cumplimiento del 
contrato de cesión celebrado entre el superior (¡obierno y la 
Empresa del Ferro Carril Central Argentino, siendo las cos- 
tes a cargo del Gobierno Nacional. 

Aií lo pronuncio, mando y lirmn eu el desbebo del juz- 
gado Federal, fecha ut-supru. 
Notifíquese con al original, 

(Ja upar ferrar* 
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U.iAnci Airoí, Julio 13 ■!« IWl». 

Y vistos estos autos seguidos por la Nación contra la Com- 
pare Argentina Land and Iuvestiment Ld. y teniendo pre- 
sente la relación de la causa hecha en la sentencia de 1» 
Instancia 

Tl considerando. 

X o Que el punto principal controvertido en estos autos es 
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el siguiente: Si el señor Ministra de Obras Públicas lia p<>- 
<Udo legalmente suscribir p«r si solo las bases ilel compromiso 
arbitral n que se reliere el Siéret.» del Poder Ejecutivo de la 
Nación de lecha 4 de May» de ÍWU, y si esas bases, sin 
la lirma 6 aprobación del señor Presidente de In República, 
obligan al listado con arrecí*' ¿ derecho- 

El demandado sostiene que ei Ministro de Obras Publicas ni 
suscribir esas bases ha comprometido legalmente á la Nacida 
por cuanto al redactarlas y lirniarlos iiu procedía por sí solo, 
sino en virtud de la autorización que le confería el decreto 
nacional de 4 de Mayo -ótado; que al proceder en esa Corma, 
ha cumplido con una resol ución presidencial. 

Para resolverse este piloto ha de tenerse presente el texto 
i-respondiente al decreto de Mayo en que el demandado se 
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apoya. 

P un. fc> de dicho dec reto dice .Señálase» la audiencia del 
H del corriente para que his partes redacten en el Ministerio 
de Horas Públicas las hases del compromiso. Según el texto 
de este artículo, son las parten quienes deben redactar di- 
chas bases. 

En la cuestión que V -respondía someter á arbitros, lat 
partes eran la Nación y la Comj.ania The Argentine Land 
and luvestimeut Ld. Por coiisij;u«HUte, oran ellas las que 
debían redactar >' «miar las bases del compromiso. Siendo 
ta* partes eoiuproniiientes, ta Nación y la compañía nombrada, 
R s obvio que sus representantes legítimos eran quienes debían 
redactar y suscribir aquellas bases; y como el representante 
legítimo y necesario de la Nación e:. el caso de q *■ se trata 
e«Tel Presidente «le la República, que es el funcionario que 
desempeña el P. K., art. 74 Constitución Nacional, aí«ue« 
que el Presidente debía firmar el compromiso sin perjuicio 
de que su tinua fuese refrendada por el Ministro de Obra» 
Públicas art. &7 t Toiutitución Nacional, art. ^ Código Civil. 
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Solo en «i» forma se había podido dar estricto cumpli- 
miento ¿ lo determinado en el art.z* del decreto citado. 
* Dicho artículo determina que las parte*, tenían que concu- 
rrir al Ministerio tle Obras Públicas, á redactar las bases del 
compromiso; y esta redacción tan clara como es no puede 
interpretarse en el sentido de i|ue por ella se ordenaba ó 
autorizaba al Ministro de Obras Publica* para que procediera 
por sí, en representación del Estado, ó redactar ó suscribir 
el compromiso sin presentarlo A la aprobación del Presidente 
de la República. 

Téngase presente además t\n*' en el referido ttttímíto ni se 
designa siquiera el Ministro de Obras Públicas; en él sido se 
lija dia v lugar para que se redacten las bases del compro- 
miso- 

tina de las parles que debía redactarlo era la Nación, por 
intermedio de su legítimo representante; y luí representante 
no era el Ministro de Obras Publican. 

Los ministros del l>, tí. un pueden por sí solos, en ningún 
caso, tomar resoluciones á excepción de lo concerniente al 
régimen económico y aduiinistralivu de sus respectivus de- 
partamentos, art. #> Constitución Nacional. 

lili P. tí, resolvió que el negocio controvertid» con la Coro* 
patita Argeotine Lantl aud luvestimeut Ld. correspondía some- 
terlo á artículo según ley; pero esa resolución de ninguna 
manera implicaba la autorización al Ministro de Obras Pú- 
blicas para que formalizara y redactara el compromiso arbi- 
tral que es el instrumento en cuya virtud se puede constituir 
el Tribunal y del cual se origina su jurisdicción para proceder 
y laudar. 

El demandado expone que el Ministro de Obras Públicas al 
redactar las base* del compromiso procedió cou arreglo al 
art. 3 1 infi. 8» ley 3727. 

Por eita disposición á los uiioistros corresponde intervenir 
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en lit celebración ile contratos en representación del Estado; 
pero es entendido que esos contratos para que obliguen a la 
Nación deben ser aprobatlos p trel P. E, | en algunos BM aa por 
el P¿ Legislativo. Así, por ejempl» el contrato de concesión entre 
la empresa del W. C. 0- Argentino y ia Nación fué celebrado 
p<tr el Ministro de! Interior el 16 de Marzo de 18t>l y apro- 
bado pt.r decreto del P. E, de 19 del mismo mea y año y por 
ley del Gong rea o de %l de Mayo de 1803: 

De lodo lo expuesto resulta que no teniendo facultad pro- 
pia ni delegada el Miniatro de Obras Públicas para forma li- 
¿ur el comprumiao arbitral con la Compaftía Latid and In- 
vestimeut IA. tal compromiso uo obliga tí ta Nación; que no 
obligándola el tribunal constituido no tiene jurisdicción sobre 
ella, siendo en consecuencia, iueJksz, y nulo el laudo dictado. 

'i- (¿ue el demandado so* tiene que la ncmoti de nulidad de- 
ducida por el ministerio liscal en representación de la Na- 
ción un está autorizada por la miama ley; que la única acción 
de nulidad permitida contra la sentencia de los árbilros ar- 
bitrados» es la autorizada por el arl. Hí IS Cód. de Proc. de 
la Capital; qne la acción de nulidad entablada lo na sido des- 
puea de toa treinta días de que trata el citado art. 808; que 
las sentencias de .u. aruilradores quedan ejecutoriadas dea- 
puea de notificadas lúa partes: qne en consecuencia, no es 
admisible la acción deducida 

Tales defensa* no proceden, lía fuera de duda que existe 
la acción de nulidad para i m pugnar cualquier ful lo que quiera 
hacerse obligatorio á una persona que uo ha sido legalmente 
represen tsda, que no lia sido parte propiamente en la causa en 
que ae lia dictado el fallo. Negar tal acción i m portaría admi- 
tir que una persona puede ser condenada sin servida por 
juicio en legul forma. 

La Nación ae apoya en estos principios al sostener que e] 
laudo arbitral no le obliga; que ea nulo áau respecto, porque 
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«1 compromiso, base y ttfcü «el jitípio arbitral y del éW) 
emana la jurisdicción de los arbitradores no lia sido esleu- 

dido p.»r ei mmmm&* ifgft^f aeaswsfi* r,ltí " 

ra de jltefo 

Teniemlo la Nación el dereebo ¡le sostener la nulidad .leí 
laudo referido. es eluro que debe «orreapo.ulerle !n espé- 
tente acción en juicio, por cuanto no hay dere.bo al .nal fta 
suceda la acción respectiva para ante la justicia. 

La acción de nublad iledueida no es la de «pe ti trata en 
el art. «OS Cóu\ de Procedimiento* de la Capital nm- cuan- 
to exacción se re ti ere al «MU e„ qué lia li^M« comptoifti' 
mis.» arbitral etica, y arlntraunres investido, por las pirfce* 
de juridilicuión para resolver la controversia. 

No siendo eate el cuso .te que se trata, en los presentes au- 
tos, no es pertinente la cita y aplicación pe el demandado 
hace del art. *HCÓd. Proced. -le la Capital, qne cita el ne- 
ti.r en apoyo de su acción, se refiere á k eapaeida.l de las 

partes para oblarse y fto " '* N«* m****** en el 
mandatario que es lo que sosüeae en realidad el demandan- 
tea) aíivmnr qac el Ministro de Obran Publicas a., puede 
obli-ar por si A la Nació»; que el actor con fu míe dos emú» 
diverjas; la eapae.ulad de obligarse de los títulos y la persone 
ria del mandatario; que aleud" este último lo une en el fun- 
da invoca el actor, solo ba populo alearlo durante el jumio 
pero no después que el mandante ha llevado ó tiÚ® 0l W 
bitraje ¡ntervei.iendo en él, que es de uplieaeiou al 
801. hie/i 1 Cód. ile Proced. citado, por lo eual no 
lidad alegada, desde que la sentencia ha 
notificada. 

Es obvio que la Nación como persona jurídica, 
garse y comprometer en arbitros mediante los requisitas .le 
ley: automación legislativa y en 
otorgado en legal forma. 
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Kn Iti présenle litis QO se pune e» duda la capacidad lej:al 
ile lu Nueión; solo se sostiene une el Ministro de (Juras Pú- 
blicas un es parle, tiene personería como mandatario del Poder 
Ejecutivo, para obligar á la Nación medíante hii compro- 
miso arbitral suscriptu por él solo. 

Hay un vicio esencial en el compromiso deque se trata y 
ese vicio tu. es de aquellos ¿que se refiere el inc V art ^U, 
citado. K,te artiimln supone compromiso** exteuditlos por par- 
tes legitimas, por personan hábiles, y se pone en la situa- 
ción de une falte alguno de los requisito* enumerados en el 
art. 771 Cód. citado. Si mi ululante el detecto del omipro- 
luisn las punes lo pone en ejecución ante los arbitros, sin 
atacarlos antes de que dicten sentencias el detecto queda pur- 
gado y tía pueden alegarlo cna | lerioridnd á la sentencia. 
Üste no es el caso de que se trata, pues no lia habido compro* 
miso lirmido por las partes y que adoleciese de defectos siui- 
pleinetite, 

V* l¿ue habiendo quedado demostrado que el Ministro de 
Obras Públicas uo lia cumplido la voluntad del Poder Ejecu- 
tivo maui testada en el art ¿' del decreto de 4 ik Mayo ei- 
tado, ni lia llenado una función inherente á su car^o al lir- 
niar par si solo un compromiso, arbitral, resulta que no es 
conducente examinar si en dichos compromisos se han esti- 
pa lado <í un cláusulas exi rañas al origen de las cuestiones que 
por el cnutrulo invocado por el demandado debían someter- 
se á arbitraje. Siendo inetieaz parala Nación el instrumen- 
tu áñ compromiso, no tiene tampoco aplicación práctica exa- 
minar los demás medios de defensa que lia presentado el ae- 
tur en apoyo de su acción Por estos fundamentos se revo- 
ca la sentencia apelada de fs- y se hace lugar á la acción de- 
ducida por el gobierno de la Nación contra la Compañía Ar- 
gentina Latid and In* estiment L l y se declara nulü el lnudo 



arbitral Pénense la* «»(»« '1* instancias en el or- 

den vtwmte. NMUkpw» tirigiu»! y fltffrihtf* 

gueta -./híjh 4|ftWtÍ» (íffnrftf. 



1.1.» D« LA fil fllKílA CUltTB 

Bucnai Air*». DidBuil.ro 12 da 1M5. 

Visto v Cmi.tiaeran.lt>: Primero. t¿ue con K&«gp 4 la 
IM ittfuraisn I.» ife 199 del Cód. de lW,le 
de U Capital aplicables en virtud de I* ley nAiu. ***8 ú jm.nn 
arbitral» n ue se retiere la demanda el ooiuprombtqtt lia 
BP rvidn de base al Uu,h cuya nulidad se demanda á fe 3, re- 
vestía el enrac.erdc emitraf. entre la Nación y Tbe Asen- 
tí un lÁñü aad In vestí ment C Limited. 

Secundo: (¿ue esto tutano reconoce la pnrte demanda, a 
a! Atener (ls 17 vta J oue el naso está onmpreudido en la 
«reecripeióa dai art. » ta* W de la ley Uta. *?R 
«0 corresponde i cada ministro «intervenir en la celebra- 
ción de «Nitratos, en representación del Kslado> 

Tercero; (¿ne al objeto de fijar el verdadero iti**** 
mnmm Intervenir que emplea la citada disposición l^al, se 
p.ecisa tener en cuenta lo, antecedente, de la di,cu>,,t, par- 

lamentaría dt- la ley a&tn. ¡fíaEfc 

Cuarto: Que en el proyecto convertido con ai-unas iimili- 

ücaeioiiM en dicha lev se decia: 

■Vn. a Corresponde i cada ministro.,.., 8- £* mU»** 
de contrato en representación del Estado: y en la» lo puede 
hlt Vrirse de las observaciones hechas al discutirse el meisu, 
.u rechazo en la forma primitiva y I. sanción del texto ví- 
rate (considerando 2 ) obedecerían al pM*Üft> «• ' «l« *<* 
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contratos un fueran la obra exclusiva de los ministros ( Dia- 
rio de Sesiones de la Cámara de Diputado», 18ií8, Tumo 1, 
pago 4íi0, 4&1 y 484). 

(Quinto: i^ue tal es |Mir otra parte ta interpretación que en 
La duda debiera darse á La ley -f7¿7 al tenor de Lo dispuesto 
eu el art. Hil de la constitución Nacional que se trataba de 
reglamentar en ella. 

Sexto: (¿ue La circunstancia do que el compro tu i so de 9 de 
Mayo de líKJll (t's. 171 délos auto» administrativos) estuviera 
de acuerdo con el decreto del i del mismo mes y arto (t's. 
170 autos ciiadus) no basta para alterar los efectos légales 
de la falta de intervención del ('residente de la República 
en el primero que es un acto jurídico distinto del segundo, y 
no coiupreudiilo entre las resoluciones, concernientes a] ré- 
gimen económico y administrativo i|tie los secretarios de Et» 
udo pueden tomar por si solos (art, Hit Constitución Nacional 
y 3" ley ¡1727). 

Séptimo: (¿ue ni la uotilicaeión de la constitución del Tri- 
bunal arbitral ni la acción posterior riel Ministerio de Obras 
l'úblicas (fs. 174 < ta. ITS y fs. .. expediente administrativo) 
importan aislada mente ó en su conjunto, un decreto apro 
Initnrio del compromiso susceptible de obligar á la Nación eu 
su carácter de persona jurídica, como acto regular de sus le- 
gi limos representantes, [mes de lo contra no, seria necesario 
admitir que rigen pala aquellas, en la esfera del derecho 
privado, disposiciones menos rigurosas que bis prencriptas 
para las personas particulares eu análogas condiciones (art. 
77U y KOI Cód. de l'roced. de la Capiul; !*7.i y sig. Cód. 
Civil). 

l*or esto y sus fundamento-;, se ennlirina ln sentencia ile 
t's. "ib Y pitr cnanto en el escrito de fs. 70, se emplean las tér- 
minos ofensivo» anotados al margen, téstense por Secretaria 
previniéndose al abogado y procurador que lo suscriben que 
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deben B uard»r estilo en lo sucesivo. NntKhiuese con el 
orígitml y repuestos los sellos, devuélvase. 

Octavio lírsGK— Nicanou G. ukl 
SotAK — %l ?. IUhact.-C Mn- 

YASU UaCÍJÚA. 



CAUSA CX XXII 



Dum Alhert» ¡iMír* t'o**W HJnwüe Pitó ife '« s^Tí»« 
don f\ & Diit hrin, pot pn-nn ir«l„. H*; urs» Iwh» 

6'HW«río:-Ti-Hliiml«ie de la inlei prelucíúü de la ley Mm 
4189, «ubre reformas al Código Penal. im precede el recur- 
so exlrum'tltimrm del art. U de la ley mim. ÍH. 



(Vísrt. — Hesulla del anuiente. 

FALLO |IK LA Ül'PHKM.i OURTI 

Huon-.l Airíi. L*¡.:i*nibry 12 ti» IM& 

Resultando de la propia i-m» 1 *'"-'"» del rei-orrenie, uue BU 
tdeasn de su referencia, se traLa de la interpretación d ■ la 
ley de reformas al Código Penal rui.u. UW que lnr.ua parle 
i Hiérrame del mismo, ,v Hallándose, por lo tanto, compren- 
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tluU* en la excepción previsla en la se^nmla partí; del urt. 15 
de la ley nú ni 4S se deuluru bien deuegudu ti recurso iiiler- 
(iut!áit[>. Ndl iliqiie.se eon el original y archívese, 

A. KkKHKJo.-OcTAVIO KlNÜK.— 
NlCAXOH Vi, BEL FilLAB.— M. P. 
1>AKACT. C MoYANO (¡AC1TI ( A- 



ÜAUSA CXXXLU 



Criminal, tmntTa Ii*nnñn Omimlet, ppr vifhttián <fe hi h y 
num, -HM7, ¿ofa-r jtu-tjt» >lr tiíftr; *&&re incomUtudonali- 
dwi >h lu mismn. 

Sumaria: -La ley n»ini. XwM. so lint ¡ih-^.s de ;\/mi\ au ei re- 

[turnante á IfH artículos 14, IT, 1!» y ;¡l de la Coimuílucíod 
N;h-íuíihI. 

Cas». —Lo explican hs pie¿ns siguientes: 

SKSTFS*"\ l'Kl. Jt'17, KS LO roHKKQGlOlii Al 

l!y*(i«.n A¡rt#. JUya « de lWJñ. 

Y vistos cslu.s ¡míos en los >jtic m- ¡icusu á lt;iinóii tíonzalez 
í|e violación tle Ja ley miiii. i<Ul7, stiUrt» juegos ite a¿ar. T 




considerando que la inconstitucionnlidad de la citada ley, 
que se alega como argumento principal de la defensa, carece 
de actualidad en el presente caso, por cuanto se ha deeidido 
ya por la Suprema Corte de Justicia Nacional que ella no 
esta en pugna con la eoustituciúu, en el proceso seguido con- 
tra Leiva y otros ante el juagado del Dr. López García, t>e 
cretaria de Merlo Aliñará. En ese proceso, que el juagado lo 
ha tenido a lu vista, se contestan satisfactoriamente, tanto 
pur la tixtua. Cámara de Apelaciones en lo Crimilial y Co- 
rreccional como por la Suprema Corte y aun por el procura- 
dor de la misma, los argumentos aducidos por el defensor 
de González, de muñera que es inútil reproducirlos uquí, 
bastando dejar establecido que es punto resuelto el r>e la 
conatiiucinnalidad de la ley niini. iO!fí y que ya no ea posible 
volver sobre él, tanto mus cuanto que, no se alegan hechos 
nuevos ó circunstancias especiales que pudieran modificar 
aquella jurisprudencia. <¿ue en cuanto ul fondo de la cuestión, 
tanto el acusado, nomo su defensor, reconocen que lia i nl'ri n- 
gido el primero los incisos a y e, del art. I" de la misma ley, 
acompañando ellos mismos la prueba de tai infracción (véase 
ti t á 7). Verdad es que el citado defensor agrega que esa 
inri acción no es mas que a pare U te, toda vez que la ley se 
reliere a loterías clandestinas ó no autorizadas, lo que no es 
snlicableá la de Montevideo, pues esta es pública en la Re- 
publica Oriental del Uruguay, y se halla autorizada por la 
ley, cuyo testimonio auténtico acompaña; pero Ul argumento 
carece de fuerza ú importancia a me las disposiciones y con- 
lextn de la ley núm. WJ7. Cuando ésta habla de loterías 
clandestinas, se refiere a las loterías no autorizadas p ir el l*. E. 
y se explica que así sea, porque, por lo mismo que son lote- 
rías no permitidas, sido pueden jugarse clandestinamente en 
la capital. Al referirse a las loterías no autorizadas, se ha 
limitado al lugar el cual legisla, esto es, á la Capital y Te- 
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rritorios Nacionales, Je manera que para ella solo son lícitas 
las que se juegan con autorización del P. E. é ilícita* ó 
clandestinas ó prohibidas las que no están munidas de esta 
formalidad, aunque se hallen autorizadas por otros poderes 
del país ó localidad á que pertenecen; de este modo es que 
las loterías de Moni -video, del paraguay, de San Luí 9, eLe\ 
no autorizadas por el gobierno de la capital, son ilícitas d 
clandestinas y ve lia penado por los tribunales de In misma á 
á los que lian jugado acá tí \m han introducido ó han exhi- 
bido ó tenido en su poder tos billetes respectivos. 

En cuanto ai tratado de Montevideo de 12 Febrero de 188H, 
ninguna de sus disposiciones se opone á la reglamenta* 
oíún de los juegos de azar por cada uno de loa países 
contratantes, ni está cu pugna uou lo dispuesto por el art. 
2(M;U de nuestro Código Civil que establece que: *Lus loterías 
y rifas cuando se permitan, serán regidas por las respectivas 
nrdenanzns municipales ó reglamentos da policía»; y ai bien 
es cierto que la defensa alega también la inconstitucioualidad 
de esa disposición, la solución de este punto se encuentra, 
como la de los demás de inconstitucional idad, en el fallo re- 
cordado de la Suprema Corte. 

Que eat-ndo plenamente probado en autos, por la confesión 
del encausado y demás antecedentes agregados, que éste ha 
tenido en su poder para jugar y ha jugado, billetes de lote- 
rías no permitidas, es de exfrieta aplicación lo dispuesto por 
el art. 3" de referencia del art. me. a de la ley uúm. iüOT. 
Por estos fundamentos, fnllo 110 haciendo logar á la declara- 
ción de iucunstitucionalidad de la citada ley y condenando 
en consecuencia u Llamón Uonzulez al pago de la multa de 
dos mil pesos moneda nacional ó sufrir en su defecto un arto 
de arresto, siendo, además, ú su cargo las costas del juicio y 
debiéndosele descontar el tiempo de prisión preventiva sufrida. 

17 



pallo» m la tonttu oomti 

Hágase saber y ejecutoriada que sea esta sentencia archívese 
el evpediente previ» reposición (le sellos. 

Evaristo Barrene h ta. Ante ini: 
Federico Viliafam'. 

SKSTKNCIA DE LA CÁMAUA OK APELACION KS 

Boecio» Air*-. Juuw 30 do 1W5- 

Y Vistos: Ajustándose la sentencia apelada de f, ñ las 
constancias de autos y «I iliciones leales qmm «Has se 
Citan se eouiinnu con costas y devuélvanse. 

J. A. García.— A. Lopvz Ct& 
haiutía^-DitgoSaarvdra.- 
Miguel ¿Viere». -Ante mi: 
M. Casares* 

DICTAMEN UEti SE90a PauCUltADOK (iKSRUAL 

Suprema Corte: 

La sentencia pronunciada á fs. 4 i, por la ÍSxma Cámara de 
Apelaciones ittté Criminal y Correccional de la Capital, con- 
(¡rmatnria de la de primera instancia de fs. *», üa decid .d«. 
el en favor de 19 valide/, de la ley »..m. 

4WJ7 sancionada por el H- Condeso, en sn carácter de Ke- 
inalatura local é i m pujada por el defensor del priesa,!,, eo- 
„o violatoria y repicante Je los art. fe 1% & Y 
dantes de la Constitución. 

KncunuVa el recurso traido ante V. E. y concedido á ts. 
47, neutro de lo prescripto en el art. ® de la ley nú.n. tW* 
en armonía con lo dispuesto en el inc. 2" del mi. de la ley 
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sobre jurisdicción y competencia ti tí los Tribunales Fede rules, 
de Setiembre 14 de 18<i3. 

Y con respecto á la pretendida inconstítucionalidad de la 
referida ley 4097 cuyos ¡ue. »ye del art. 4" en consonancia 
con el art. W establecen La pena de nuil La de dos mil pesos in|n, 
ó en su defecto arresto de un arto contra sus infractores; no 
vacilo desde luego en pedir á V. E. se sirva declararla impro- 

La ley 40D7 no ha legislado sobre delitos públicos, ni sobre 
materia ijuc pe ríen ex al Cód. Penal-, u,ue rige en toda la 



lilla prohibe la introducción y circulación de cualquier lo- 
tería que no se halle expresamente autorizad* por ley de la 
Nación estableciendo, no como pena de lia delito, sino como 
sanción contra sus transgresiones, la chic ha sido aplicada al 
infractor confeso y convicto, en el cuso ocurrente* 

Y, como tratándose de Imusgresi nies de carácter policial ó 
municipal, no comprendido en el Código Penal, las provincias 
por si, y en sus respectivas j un dicciones, y el Congreso, como 
Legislatura local de la Capital y territorios federales pueden 
comprenderlas en su Legislación respectiva de acuerdo copel 
art. '¿7 de la carta Kuiidninental; resulta perfectamente le- 
gal, la atribución ejercitada por el Congreso de sancionar la 
ley 1007 con el alcance que realmente le corresponde. 

Tal facultad legislativa no bu sido desconocida ai dictarse 
leyes análogas, ni contestado su ejercicio, en los casos pre- 
cedentes ni menee trabada pur el Tratado Internacional de 
Montevideo, lfiwi. 

Su ejercicio es indispensable para el regular funcionamien- 
to de los poderes públicos en el orden federal, como no pue- 
de desconocerse el ejercicio de f acallad igual, en las legisla- 
turas de Provincia al legislar sobre infracciones de orden mu- 
nicipal ú policial. 



CAU-ÜI DB La MJ PRIMA 00 MI 

Us guanitas y dérfeebós que consagran los ort. Hy 17 de 
ka eoñatUttiítón, cotí los euulcs sostiene el recurrente que pug- 
na la ley 41)97, en liada aparecen vulnerados por esta ley local 
desde que con sujeción al «liaiita arl. U de la carta Kuudu- 
mental, aquellos derechos se ejercitan conforme A las leyes 
que reglamenten sn ejercido respecto ú tni*w los habitantes 
del país, 

Y esto lo nrf€»a l« constitución cuando en su aru *.Ü dr- 
clurn que es ley .Suprema de la Nación. 

Bastait estas consideraciones y la jurisprudencia reciente de 
V. & i en el Tallo recaído en la causa de Leí va y otros, por 
infracción ¡i la ley iWl. que cita la sentencia de I», 3il con* 
linuada por la recurrido de i's. 44, para pedir ó V. K. como 
pilla, se sirva declarar une la ley ÍW7 no es inconstitucional, 
mi lití üircunsiancias ilel caso subjudiee. 

¿ÍK&0 



MU,0 I1K LA 3ri*ilRM A DOKÜ 

Y vistos estos autos venidos en apelación pura ante asta 
Suprema Corle, «le la Cámara de lo Criminal y Correccional 
de Apelaciones déla Capital, de eontbriui.lad ó l-, establecido 
pur «I arl. íi" de la ley ÜCw y Cmisideruudo: 

(¿ue el recurso entablado se apoya en que la sentencia re- 
unrrida lia aplicado una ley que es uuutruria a los art. li. 17, 
lí» y 31 de la GaBttiftirffa Nacional según fas cuales, los 
hubitauttís de la Nación gozan del derecbo de disponer libre- 
mente de sus bieues; su propiedad es inviolable y niu-nim 
puede ser privado de ella $W la previa expropiación; sus 
UOüiones privadas, q.ie de niiuíun modo « leudan al urdui ó á 
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la moral pública ó porj uJiquen ú un tercero, están solo re- 
servados á Dios y exentos de la autoridad ile lo* magistrados; 
y entre las leyes supremas de la Nación se cuentun los inun- 
das que Iív República huya celebrado con otias naciones y 
«utes que la ley en Cuestión rt|an el caso y deben ser npli- 
eubles á los habituales del país 

<¿ue fundado a*í el recurso y concedido por la (Jumara que 
lia sentenciado, pur haberse puesto en cuestión la valide/, de 
la Jey nacional uúiu. 11KI7 ante aquellas cláusulas constitu- 
cionales y baherse reconocido en ln sentencia I» valide/, de 
esa ley, debe autn todo y en general tenerse en cuenta ¡me 

la Conslilucióu mi ha rec eido derechos absolutos, ¡mes 

todos ellos en cuaulo ti su ejercicio, pueden ser reglamentados 
y para asegurar el bienestar general, realizar Injusticia ó 
poner en práctica los poderes que ella ha creado. Preámbulo, 
art. U y t>7, inc 15 ile la Constitución. 

(¿ne la ley 4UU7, aun mirada en su faz puramente louitl ú 
de aplicación á la ra piral ó terriiorius nacionales en virtud 
del inciso ¿7 del art, ti7, es daila en eoueordancia con el art. 
2ÍHÍ9 del C. Civil que autoriza á las municipalidades la reiíln- 
ni en tac i ó a de las loterías y rifas el que, á su vez tendría el 
carácter de ai] aellas leyes tendientes ú reglamentar la morali- 
dad pública bien encuadradas dentro de los |>ropúsitos de la 
Constitución. 

(¿ue los incisos a y e del art. 1" de la citada ley 4097 al 
conminar non las penas de arresto y multa á loa pife tengan 
en su poder billetes de loterías clandestinas emitidas dentro 
ó fuera del país ó á los que introdujeran i la capital y terri- 
torios nacionales billetes de loterías no autorizadas, no hacen 
otra cosa que prohibir el jue^o de p«w lotería* como prohibe 
también esa ley otras clases de juegos de azar; pues tal 
prohibición no seria posible sino en esa forma y ya que otor* 



gado el poder, el medio puede ser puesto en práctica por una 
necearía implicancia. 

Así pues, los derechos de comprar y vender, de usar y 
deponer de su propiedad sufren en este caso uua reglamen- 
tación limitativa fundada sin duda «I-una,™ lü atr, bocones 
que pur su propia mmtm corresponden al l'oder lauda- 
tivo eu su carácter de legislatura local. 

Que declarado ilícito el juego de la lotería por la ley 03? 
y prohibida en uonseuuencia e«n excepción de la nacional; el 
comiso de los billetes de que se trata deriva laicamente de 
aquélla prohibición; el billete declarado t.n nhjetu 

ilícito s „bre el cual ningún derecho puede su poseedor ejercer, 
es decir, una cosa «obre la *«« el derecho real de la pnq-.e- 
dad no pnede hacerse electivo, de consiguiente el principio 
nue "arante el dominio como un derecho inviolable, no alu- 
jara M puede amparar la teneu-i» de objetos. ***** g¡¡ 
anuas sobre los que la ley no lo reconoce. Art o, -ta», 
y 2505 Código Ib vil. 

(¿ue aparte de estas consideraciones debe tenerse presente 
«ue aun cuando pudiera mirarse como una propitdad del re- 
currente los billetes de lotería de que se trata, tampoco sena 
inconstitucional el comiso, porque él vendría en mentó de 
uua ley y el art. 17 de la Consülueióu no garame el goce de 
la propiedad cuando ella se lia privado al dueño por senten- 
cia fundada en ley que es lo que ha mediado en el caso 
sub-judice. 

U ley no solo priva de ta propiedad en los casos de ex- 
propiación den los que debe trasmitirse á otros por razo* ft 
contratos ó deudas, sino también según las reglas de orden 
administrativo y penal en el caso de ser esa propiedad el 
efecto o el i us trumento de un delito. 

<¿ueen cnanto á la inconstitucionalidad de la ley fundada 
en haberse excedido la (acuitad de dictar penas que correa- 
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ponde ul poder legislativo, debe tenerse presente ante todo 
que es» ley es nielada p<ir el Congreso Nacional, que ade- 
más, no se Irma en el caso nnb-jn'tifc de penalidades sancio- 
nadas en conformidad euu el art, 07 me. 1L <te ta constitución 
nacional- Ku este easn como )■■ reconoce la liarte recurrente, 
el congreso ha obrado como poder legislativo de estudo se- 
ntía el i lic. ¿7 de este mistan articulo. Así mirada la penali- 
dad establecida en la ley Í01t7 na repugna á la constitución 
por cuanto un tratándose de aquellas dispnskmnes de orden 
moral permanente y general uihihi es el díd. Penal de la Na* 
ciña, la ley local no hubrin invadido las esferas de dicho Có- 
digo. Además, estando fuiiultadas las provincias para darse 
sus instituciones y rejirse por ellas como pura dictar su legis- 
lación siempre que no invadan el poder delegado á la Nación, 
la legislatura local como tas de las provincias según se ha 
dicho antes han podido dictar leyes tendientes á asegurar su 
bienestar y moralidad; siendo de notar que al prohibir la 
venta de loterías y la posesión de sus billetes no se atenta 
contra las acciones privadas solo reservadas á Dios á que se 
relieve el art. li> de la constitución si mí que se prohibe el jue- 
go, cuya inllueneU va á afectar la lamí lia, el bienestar de 
terceros y los intereses económicos de la Nación. 

(¿ue el concepto de loterías clandestinas no es otro que el de 
loterías que se venden y circulan sin autorización de la ley; 
y en la capital y Territorios son todos los billetes de loterías 
que no sean de la nacional autorizada expresamente por la 
ley ii ú ni . 3313; de consiguiente la circunstancia que esos bi- 
lletes se hayan emitido de acuerdo con una ley extranjera 
no la convierte en legal ni le quila el carácter de clandesti- 
na, á menos de que la ley argentina ó el tratado le hubiera 
dado circulación legal eti el país. 

(¿ue esta ley ó tratado no existe, pues en el de Montevi- 
deo de lecha 12 de l'ebreru de 1880 invocado por el recurren- 
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te no se refiere á loterías sinú que reglamenta el régimen de 
los bienes muebles é inmuebles como de los derechos ere di- 
tonos y los contratos, lo que como Fácilmente se comprende 
es mny diferente desde que se trata de objetos lícitos de 
contratos permitidos y de bienes que son declarados por ley 
de posesión ilegítima. 

Que concordantes con estas doctrinas la Suprema Corte de 
Justicia Nacional ha deoluradu con anterioridad no ser re- 
pugnante á la constitución nacional la referida ley so- 
bre juegos de azar. 

Por estas coiiside racime y acuerdo con lo expuesto y 
pedido por el señor Procuradur (¡eneral se cim firma cúneos- 
las la sentencia apelada de i's. U. Nouioiuese con el origi- 
ual, y devuélvanse al Tribunal de su procedeucio. 

A, ISkuhejo.— Octavio IJvüíík.- 

NlCANOIt (!. II EL SOLAU. — M. I'. 
UaKACT, — O- AIoYAKO (jACITL'A. 



cai:sa CXXXIV 



Ai Virario Ihnnul <tr ta Diócesis M Paraná, en htaartna- 
cionos mlm; dUiqmrMmkntQ &¡ »» emk&fU del *?nrz del 
Crimen fie Corrientra. $emréo Se liéchó. 

m 

Sumario: -No procede el recurso extraordinario del art. 11 
de la ley W, fundado en la eircunstaoüia de no haberse la- 
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liado la cuestión en el untidu 'Irlas cláusulas cunstílucio- 
nales y luyes de la Nue ín invocadas por el recurrente, si la 
resolución u [telada no o aliene, pronunciamiento alguno en 
contra de esas disposic. ues, y es, por «ira parle, un auto 



( aso.— Lo explican las piezas siguietii.es: 



SKSTKSCIA OKI. SI'l'KHIuH THIUl'SAl. 

Para mi, Akc'I'j i" de lw.iT>. 

Y Vistos; El recurso de queja iuLcrpuesio por el Vicario 
General de la Diócesis del Litoral en las actuaciones sobre 
diligendainientode un exhorto del Juez del Crimen de Co- 
rrientes para la entrega de la cor oí ja de la Virgen de Un ti, 
en virtud de la denegatoria del Juez exhortado ú los recursos 
de apelación y nulidad de las resoluciones pronunciadas 
para su cu ni pl i miento por considerarlo ú dicho magUlrudo 
sin j u ri sjlicc ion para su diligeneiamiento; 

Y Considerando: *Jue el Vicario Uenernl de la Diócesis tiene 
suficiente personería declarada por la ley para interponer el 
recurso de queja deducido, en virtud del derecho que le 
asiste para intervenir en el proceso del hurto de la corona 
de la Virgen de Itatí, propiedad del culto, á los electos de 
la responsabilidad civil t 'gen Le del delito: art. (Mi in- 
ciso H 

(¿ue los recursos fueron i nt erji uestos en termino, pues 
pronunciada la resolución ifue ordenaba el allanamiento del 
palacio del Obispado y el secuestro de la corona de la virgen 
con fecha veinte y cuatro del ppdo. mes, al dia siguiente el 
Vicarin se presen to al .Juzgado interponiéndolos según reza du 
los autos. 



ggij fallos om la süI'R^íma nonti 

<¿ue aun cuando lo bubiera sido cm fecha ¡8) como lo 
alirnm el Kisci'l, mitineado el Vicario General el «lia veinte 
y cuatro, á aquella tedia estaria dentro Je tétiáittó dé acuerdo 
con el establecido para la apelación porelart, LIO de los Proce- 
dimientos Criminales que rige el caso y no I» b'>' civil 

cita el M l M,r lü ,kotó * 1:1 r ^ H - M ' h; 

sido también Interpuesto cu tiempo: art. Ü3 del mismo 

Código. 

Que es doctrina atentada sin discrepancia en el «It&eu- 
eiatuientude exhorto que si bien su uamplimieiilo debe *eat- 
darse desde luego eou la cláusula consagrada «sin perjuicio 
de Lajnrisdiccióii t!«l prov.-yentc caancio por parle interesada 
se pidiera ante el W, abortado SU retención por «trape 
de competencia para desliarlo el exnrtante, procede deferir 
en virtud de la inhibitoria interpuesta ú b» electos de sus- 
laudar eu lumia la cuestión de competencia: Caravanas 
Libro U nú m. T,:i7 Código Civil. 

Qiu! en consecuencia y en pnueipio general, el auto cum- 
plimentando un exhorto no cansa ejecutoria y por lo tanto, 
aun cuando 'a ley en el raso cxplieiLBiuei.Le nu sanciona la 
apelación para unte el superior ó la promoción déla euesUÓn 
dé competencia legislando 1o.cn hortos. la doctrina consagrada 
basta, mnt.. uins cuanto al informar ella los principo.* huida- 
mentales en materia de jurisdicción autonómica de los Jueces 
dentro de los limites prefijados puf U> ley y con mayor razón 
cuando como en el cuso, ellos separan jurisdicciones -le Ksladns 
diversos su inobservancia, á pretesto del silencio de la ley. 
implicaría la anulación de esa autonomía, lo qué repugna á 
loa principios esenciales de organización p.düica y adminis- 
trativa consagrados por la ley fundamental , 

(¿ue por lo demás, nuestra ley iniplícitmuenle sanciona la 
retención de exhorto* al prescribir su cumplimiento por el 
Juez *á uo *er «pie por ello se perjudicare *u propia com- 
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peteneia» art. lü- IVicedimieiito Criminal, condición que al 
realizarse origina la cuestión de cují Tnriti Ulafi ¡i 1» doctrina 
expuesta, N'O es, pues, exacta la alirmadón absoluta del Fis- 
cal <1k 4 ni- la ley no autor i /.ti para el casa recurso alguno. 

*¿ue t: 11 l¡» distinta forma de Btilucionarse Ja cuestión por 
inhibitoria ífeg^íí la i loe trina y por el recurso anle el supe- 
rior de Juez exhortado como lo prescribe nuestra ley de pro- 
ceñimiento U* Civil; art. 7íi y H:i, debe aplicarse el secun- 
do medio útinio regla invariable cuando se trata de la concu- 
rrencia de jurisdicción con distinto Provincia: primero, por con- 
sideración ¡i K»s priueipin^ expuestos de autonoiuia jurisdie- 

ci ti que obliga al alto Tribunal de Ja Provincia á velar 

por su propia jurisdicción jugando en nllimu instancia de 
las causas y protegiendo ¡í las personas que le están sometidas 
por la ley á su juzgamiento e imperio y secundo pur la ine- 
xistencia de Tribunal que dirima las cuestiones de compe- 
tencia entre los poderes judiciales de distintas Provincia*, 

(¿ueau; »n el cuso, ta queja procede por no haberse expe- 
d ; do al apelante los copia* t|tie solicitaba para recurrir ante 
este Tribunal en virtud de la denegatoria, omisión que ex- 
presamente reconoce la ley coi no causa para fundar el re- 
curso: art. i>:Vi inciso % . 

(¿ne aparte ello, tiene igualmente el derecho para ocurrir 
ante sus jueces naturales cu reparación de los agravios reci- 
bidos por sus resoluciones fuera de juicio cuando, cuino en 
el caso ocurrente se le priva» mediante el secuestro, de un 
objeto de propiedad de la institución que representa y á ele* 
varse en i|ueja ante el Superior cuando se le deniega la jus* 
tieiu que demanda. 

<¿ne en virtud de estas consideraciones y no obstante lo dic- 
taminado por el Fiscal, lian sido mal denegados los recurso» 
por el inferior. 



r&LUm Pt 1, A ■WRlttU COHTK 

Y Considerando en cnanto al pedido «le concesión de 1"* 
mismos. 

í¿ne el recurrente solicita se le eníieéáah en amitos eieclns 
desda el momento que pide remisión de todos nuteeeden- 
tes IWiutt, mir lo demás, determinada |u»r la causal que lo 
motiva eoncretudn en los incisos (i- y 7- del a.t. ütO Pro- 
cedimientM en lo Criminal, que en si requiere la suspensión 
de las dellgencias gestionadas liasln tanto se resuelva la cues- 
tión iW jurisdicción y de competencia promovida, máxime 
cuando en el caso se trata del exhorto de uu Juez de distin- 
ta Provincia que ufotiga &m mayor t'uerza Icral y por los fuu- 
iluMumh* expni'si.is mus miles mantener en loda su iuic£tf- 
datl la ¡urisdt«ctíiu que lea atrilmida á los jueces tle la 
Provincia por la ley que es de Qféw públiut. 

l¿ue del Í n Tur me etfcdidfl p:r e! Inl'erior, resulta que no 
(distante n consideraciones doctrinarias y legales qu .tro* 
reden y la interposición délos recursos en tiempo por el Vi- 
cario (jeucral del auto por el cual decretaba el allanamicn. 
to del Obispado y el secuestro de h corona y del expreso 
peilido que en el m.;ui'ir'.ul tm*mula.Ua. para el caso ile deue- 
gatuña de la e^pedo-ión de i csi i uoiiii..< «le ley para ocurrir 

unte este Tri Un nal, dió total iipUmicnto ni diligenciam-cutn 

del exhorto, ordenando Ir. entrega de la eoromi secuestrada 
iuntauieateumi las actuaciones i-casiiiaadas ni cnmisi<mn<l-> por 
el Jne-A ca heríante ú tal objeto, hnllóiidose hoy bajo l¡i juris* 
dicción de aste y como pie/.;is del proceso criminal de que co- 
noce. 

(¿iie rudiendo tisi el exhorto diligenciado ¡inte la jurisdic- 
ción de nn juez, de di.xi.inin Provincia, la concesión de los 
recursos en la ionu l solicitada y única autorizado legulmeu- 
para el caso carece de oüjeto, en la ausencia de jurisdicción 
plena de este Tribunal para exigir el cuín ¡minien lo de su re- 
milución eu tal sentido A las auluridades de la Provincia de 



Corrientes por carecer del imperio requerido paro obligar- 
los á su ejecución. 

(¿un si ti i di 11 esa ful ta Je imperiu ni seria óbiee á la con- 
iM'-i'n'm ile loi recto* m. si existiera un tribunal iustii nido pre- 
■■isamcnie paisa resolver estas cuestiones íle jurisdicción entre 
|.*s poderes judiciales ib; itUtioi os provincias obligando, en 
consecuencia de su fallo al cumplimiento dolo resuelto por 
aquella ¡i la cual le as'uUem «i derecho, dándole así ú sn 
resolución el nuneno que por sí uo pu iría atribuirle las rei- 
teradas declaraciones do la Suprema Corte Nacional Único 
Tribunal que por ini.^i ra or^ní/ ción p iliiir:i puilo-ra tener 
jurisdicción pura ello re. sol Viendo casos análogo* de que: 
existiendo ninguna ley que autorice á In Suprema (Jor te pa- 
ra dirinrr las competencias «pie se susciten entre los Tribuna- 
les de Provincia, «dundo también un principio constitucional 
que las autnrnla les tri.riunaliM, p ir rcjla general no obran 
sobre bis autoridades provinciales, si mi sobre las perstuias 
de los ciudadanos ó residentes en el territorio de la lí.u públi- 
ca» carece ile la jurisdicción para dirimir I competencias «pie 
se susciten entre los Tribunales de Provincia, declaración 
que pronunciada el arto lS.ii, causa II, lia sblo eunüriundn ul- 
teriormente en fechas diversas por tallos prenunciados un los 
a Tíos l-HTo XXIX y IKfcít X<_'VI, siempre por distintos Jnu- 
ees, por lo que reunidas n*í los elementos requeridos por 
los autores pin c instituir jurisprudíiueia debe en tal carae* 
ter sur de obiervacióa y • aplica m'iiu ovlrieía, Lnuto mas cuan 
to bis fundamentos de carácter euulituciunul que lu ilustran 
son Inobjetables, d.í á esa ausencia de imperio íle ote Tribu- 
nal un carácter absoluto i[ua impone la s-ínción aludida. 

I'itr estos fundamentos; dtvhtranse mal denegados los reeur- 
so\ por el interior y no st* hace Inija* ¡i su concesión por 
ofrecer para ello, el Tribunal de jurisdicción plena, KuLen- 
iliendo el Tribunal que la resolución denegatorin de los recur- 
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sos aun cumulo par la furnia de su es pedición por el Inferior 
revista los caracteres de una providencia es en su tundo un 
auto, no es de aplicación el art. U5 en su primera parte en 
correlación con el KM, declaración de oficio t|ue la motiva 
lo preceptuada en forma conminativa por la última parle de 
aijuel precepto. Y rigiéndose las correcciones dieipl i nnrías á 
empleados ó funcionarios judiciales en lo criminal por la ley 
orgánica de Tribunales arr LYi Procedimientos Criminales, 
ea el «ato la no expedición de las copias por el Secretario uo 
le hace pasible de corrección por tío haber sido piéviamente 
autori/.u'lo: art. ÍÍQ tuc. ~t n de aquella, 

llágase sal km 1 y ¡i relávese, repuestos los sellos, 

(íranH.—O'Ht.- Mnliwt, en di- 
s id encía. Ante mí: Varios Aytt- 
rrat/uruif. 

MeTAHKK ubi. kSou ettoci iiAOim ukskhal 

Suprema Vorte: 

Considero improcedente el recurso ira o lo ante V . K , en es- 
tos autos, contra lu resol ueiúu dei .Superior Tribunal de ta 
Provincia de Entre llios,con motivo del deligenciutnieiito por 
un -hivA del Crimen local del Paraná de un exhorto del de 
igual ríase de la Provincia ile C«oTÍenies, con mutiv* del 
proceso por robu de la corona déla Virgen de Itatí. 

Pundo esta opinión eu las siguientes razones: 

l" (¿He tratándose Linieauieule en el caso, del diligi'ueia- 
mienlo ile mi exhorto de mi .1 ue/. de Provincia por el de i*Lr:i, 
nnuen puede encuadrar dentro de los términos precisos y 
restringidos del art. lí de la ley 1S, ni la de su correlativo 
ul art. l>" de la ley WKm. 

Sirvan de dicaz, comentario á esto, la jurisprudencia de 
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V. K ni respecto, ijue i ti ser ta n los fallos del tomo '27 p%, 
•¿l'i ; pú^. ion. 

Que aún apuñándome «le lo dicho, y teniendo en citen- 
la 0Ü t*l fallo recurrido de U. 'i# atún se hn pronunciado re- 
chazando los recursos de nulidad y a ¡ic ¡ación formulados a 
i's. H, solo puede i-epatarse eom prometida en el caso, a tía 
cuestión de procedimiento local, tyie no afecta los derechos 
ile las parles ni le* infiere ¡íravuiinui irreparable: eslo basta 
pan» que ese fallo sea estraño ;il citado tirl. 1 i de la ley 4$ y 
de la ley 4055. 

(¿ue si bien es cierto, 4111- se Lia insinuado, ijue el mito 
del Juey, del Crimen de! I'araiiá lia contrniiado la Constitu- 
ción Naeiuual y el Código Civil. no es menos cieno que el 
'I'ributial Superito- nada lia estatuido al respecto, limitándose 
al rechazo de los aludítlos recursos; coya admisión, por otra 
parte sería lo único que podria haber dado lui;ar al proa ti n- 
ciam iento dellnitivo, relativamente ií las insinuadas violacio- 
nes, y quizá, hubiera aproximado e! raso á los lermiuos re- 
cordados de las leyes i*> y 1055 

4° 1¿ne bajo el punto de \ ista de la competencia suscitada 
lamüien por el recurrente el recurso ame V. K. es imprnce- 
denle dado que no hay caso i|tie pueda razonablemente en- 
cuadrarse dentro del art. l> de la ley 1055. 

Ku efecto para r|tie pthjiera jiroducírse lo previsto por el 
'ate. il del citado art. seria uece>arin la existencia de tíou- 
i ietida de eoiuneleneia , entre jueces de diversas provincias 
que V. |\ fuera llatuado á resolver: tai cosa tío sucede en es- 
te craso, en 411**, en ningún momento, ni bajo uiu^uu aspecto, 
se ha producido tu insinuado semejante enmienda. 

Sírvale pues V. \¿, t en mérito de lo expuesto y sostenido, 
rechazar el recurso Interpuesto devolviendo los autos en la 
forma que corresponda. 

Julio líotet. 
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FAI.LH HE LA STTKKMA QOKTK 

lluon-i* Ai i ík, hkiembr» 16 lyi»."\ 

Y Vistos en el recurso deducido por el Viviano Qeiierat de 
!:i Diócesis de) I 'araná del auto corriente á fs. '¿H de esle ex- 
pediente, fundado eu el a'"t. li de Ui lev mnii. i-S; y Gunsi- 
decamln: 

(¿iie aunque el recurso se turnia en la circunstancia de no 
haberse fallado en el seulido de las clausulas i'niist il uriunalrs 
y leyes de la Nación invocadas por el upelunie, debe tenerse 
en cuenta que la resolución ríe que se queja no ron tiene, ni 
necesita contener, prouuncioiuieuio alguno en contra deesa.-} 
disposiciones, ]■• f|it<$ es indispensable pura la procedencia, del 
recurso,, sciíuu la doctrina Irrisín da eu ia ley kS en que se 
upoyn. 

(¿ue en efecto, la ivsolu.íión une motiva el presen te. rrciir- 
so se limita á ut> hacer lujará la apelación deducida ante 
el Superior .Tribunal local, fundándose solamente en una ra- 
zón de hecho para declararlo improjedeute, ile la que resulta, 
■ I ne se huta ilu mi arto de mero procedi tnieuto que no puede 
basar el presente recurso, se^ún la jurisprudencia constante 
de esta Corte. 

(¿ne fuera de esto, el asunto h¡i ijueihulo i»uaimentc re- 
ducido a una providencia interina de .simple procedimiento 
por otra nuóu mas, cual es, la de que en esta instancia, el 
apelante reconoce á fx, 51) i|iic el juez habría tenido el dere- 
cho de pedir la exhibición de la Corona c ir hasta su se- 
cuestro, si para ello hubiera dado resolución fundada eu ley; 
lo que quita al recurso toda ra/.óu jurídica una vez que, 

re| >las bis cosas en su estado primitivo, la resolución se 

hahria podido diciar eu seguida, fundado eu las mismas le- 
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yes procesales cuya existencia reconoce implícitamente el 
apelante; tuera de u.uu aparece de autos, que el inca atamien- 
to tic la Corana debe .-¡er transitorio y al solo objetu de reali- 
ziir diligencias del procesusnl.ru robo de ta miaran en el .San- 
tuario de Itatí* 

Por estas consideraciones, y de acuerdo coa lo expuesto 
y pedido por el senur Procurador General, se declara no lia- 
Iwr llegado el caso de ,,uu esta Corte se pronuncie sobre los 
hechos que motivan el recurso, y que este por lo tanto ha 
sido mal concedido. 

llagase saber con el otigiw] y repuestos h t9 8e l| ÜJS , de- 
vuélvanse. 

A, Hkrhkju. -Octavio Hunos.-* 
NicANoa O i»kl Sola».- M P. 
Daract* C. Muy ano Gacitúa. 



CAUSA CXXXV 



®mmUM Airan? fia. vorAm el ferrocarril Oran Oeste 
Aravntino, por fhvtiutviim rh fietrs y puyo de daños y per- 
juicios; sobre competencia. 

Smnnrto: Tralánduse ,]e causas entre un argentino y un 
extranjero, no surte el fuero federal por razón de la dia 
tinta vecindad. Eu consecuencia, el argentino demandado 

n 
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por mi extranjero ante los tribunales lóenles, no puede 
declinar ile J urtsd iceiéii fftndádo en aquella causal. 



Vaso.— Lo explican Itis niegas siguientes: 

ÜKSTKStlA OKL JI KK HK I a ISSTAKCtA 

S*n Juno. OicUmihr» 10 da 1:0*. 

Y vistos: En la articulación sobre excepciones dilatorias nie- 
ladas por la G ai presa Kerro Carril G O. A. en las deman- 
da* mili nanas que en su contra lian ínter pues lo los señores 
Oouzales y Alvares á P, 9 j l'.il de estos autos; y resul- 
tando: 

1 (¿ue el demandólo al deducir la excepción de iueompeleu 
cía de jnriadiceióii qtla autoriza nuest ro Código de Procedí míe li- 
li i en lo C. y C en al art \0'l toe l , se l'undn en el lierliu 
ilc ennsiderar i[ne la causa que molí va las demandas de Ti 9 
y f . 11 se encuentra regula por el art. 'i" i tic. 'i' 1 de la ley so- 
Un- jurisdicción y «inapetencia de los Tribunales Nneioiiales 
al estatuir que los Jueces Nacionales de Sección conocerán en 
%* Instancia de las causas civiles en que las partes sean un 
vecino de la Provincia en que se suscite el pleito y uu vecino 
de otra; y que con arreglo ó ln estatuido por el art. ÍK) i tic. 
del Código Civil la empresa del Kerro- Carril <t. O A tie- 
ne su domicilié lejjal en la Provincia de Mendoza, norres- 
poodiendo en consecuencia el conociiuieiUo de esta causa ú la 

.Justicia KederaL 

Ji» (|„e l(, s de mandan tes al evacuar el traslado de la excep- 
ción opuesta aianiliesían que tal ¡irtieuludóu carecía de base 
lej-al puesto que el art. m"> del (Val. de Cornerina ea su prime- 
ra parte resolvía la cuestión propuesta al determinar que las 
acciones resultantes de un contrato de transporte podrán do 
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tliiclrtie ante la autoridad judicial dei lugar en que se en- 
euentre la estación de partida ú Ea de arribo y cuyo precepto 
está complementado por la disposición liiial del ni i amo articu* 
Ni cini referencia al LX> del Código citado; que ademas, la día- 
posición de este eu .su arL 1:>T al referirse al juzgado de Co- 
mercio ó ul .íur/, de l'an excluye claramente la jurisdicción 
Federal en cuestiones de mercaderías y une lina! mente la 
E&ciun Corte de la provincia había ¡sentado ya jurispruden- 
cia en la demanda de los seüores Saiz Urculla en contra de 
la referida empresa. 
Considerando: 

(¿u f desde lue^o y eu cnanto ó i;i circunstancia expresada 
por tos demandados al referirse al arL %» inc 'i" de la 
ley sobre jurisdicción y eninpr teneia ile los Tribunales 
Nacionales invocada como causa fuudiiiuental de la excepción 
deducida á I. 11 y 11, es .i*' observarse que divino causa no 
puede prosperar en defensa de su derecho desde el monieuto 
en que la razón de vecindad i[ue informa el precepto indi- 
ca d<> se reiiere única mente para los juicios civiles entre 
ciudadanos argentinos domiciliados en provincias distintas y 
st?gun íl *í tiene consagrado la doctrina sustentada por la 
Suprema Curte de Jaslicia .Nuciuual y que lia sentado como 
su jurisprudencia consLuute y uniforme cuino es de verse en 
numerosos fallos que registran sus colecciones— véanse en- 
tre oíroslos que Honran en los Tomo.-. I", 41 y 41; púg. U39, 
'M7 y :tH!) respectivamente 

(¿ne dada esta premisa y aun cuando de la exposición de 
los lieclms argumentados por la parte exeepeionante, y aun 
cuando ile su prueba rendida aparezca el hedió de que la em- 
presa riel Ferro Carril (1. O. A, tiene su domicilio legal en 
lu ciudad de Mendoza, dúbesu sin embargo subordinar la apre- 
ciación jurídica de la articulación propuesta, a la cuestión 
principal que encausa el escrito de demanda, es decir, estu- 
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diando la cuestión propuesta con arrecí» A los preceptos con 
que nuestra ley mercantil informa las diferentes cuestiones 
comerciales y especializar ese estudio dentro de la cuestión 
aleóla en lo principal. 

(¿ue como la excepción alegada se opone con motivo de una 
acción promovida contra la empresa del Ferro Carril O. Q. 
A. y á raiz de su contrato sobre transporte de mercaderías 
que se acredita con las cartas de porte de f. 'i y f. Üü, y que 
con arreglo ú la prescripción del art. 20o del Código de Co- 
men' io deben la» acó i o oes emerj entes Je dicho feo n trato de- 
dueirse por ante la autoridad judicial de la estación de par- 
tula o de la de arribo, es decir, tratándose de cuestiones que 
versen directamente sobre el cumplimiento de un contrato 
de transporte y como en el caso ocurrente se trata precisamen- 
te de cuestiones suicidas a virtud del transporte de uieroude- 
rias consignadas desde el Kusario á esta ciudad á favor de 
los señores tjonzakv, Alvnre/, y Cia. se deduce que A estar al 
precepto indicado del art, ¡ÍOS es á la autoridad judicial de 
San Juan, enuu» punto terminal del recorrido de transporte á 
quien compete el conocimiento de las divergencias originadas- 
(¿ue al así estatuirlo nuestro Cód. de Comercio lo bu becho 
en la calidad del ser vicio que presta cu el sentido indicado 
la empresa del Oran Ueste, no ya como un servicio público 
sinó en su rol de empresa particular, al explotar una indus- 
tria privada queeselnye en tal caso su rol como empresa trans- 
portadora cuando lo Uace en el otro carácter y cuya dualidad 
de condiciones de una empresa Ferro Carrilera, está regida 
diversamente por las diferentes disposiciones con que el Có- 
digo citado legisla la cuestión sobre transporte en geueial; 
y al hacer sus distingos cuando se refiere á casos que ooiu 
prenden el servicio público y á lo* casos en que !o hace como 
empresa particular de transporte, ha determinado con respec- 
to ú estos últimos la expresa disposición ti el art. I3fí¡ por la 
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qeese reconoce en «1 Gefe do una estación, la personería su - 
P aiíl róaponder ú intervenir en Jas nociones que se 
entabica en los términos establecido* por el art 20& citado, á 
nimios de qne existan toa restricciones á pe alude el mismo 
ai't. t\ > y que en el caso tmb-jndiw no aparece demostrado 
pur la pmte escepcí umute. 

(¿ue las consideraciones apuntadas por un ludo y la pres- 
cripción contenida por el art. lí »7 del Gtfd. dé Comercio por 
otro ctrniliji-an ia dn-Hrina sustentada por ¡a parte autora, 
que es la que se ene na ti ra dentro «le los propósitos que se 
tuvieron en vista ai ser sancionada lu ley mercantil que nos 
ri-n, esto es, de une á la justicia nrdiiiann y mí ala federal 
es á quien corresponde el juzgamiento de las diferentes cues- 
tiones que versan sobre el transporte de mercaderías por ca- 
mino de hierro, de cuyas Conclusiones pues, Huye la euiise- 
cuencia de que el domicilio de las empresas ferrocarrileras 
á los efectos indicados y qne se ventila no puede ser otro 
que el del lugar de la Estación de partida ó el de la de arri- 
bo, precepto de los art. i:ir», 1!>7, »tr> y demás concordantes 
ilel Cód. de Comercio. 

(¿ue sin embarco de lo que queda expuesto y dado el caso 
qne fuera de admitirse de que á I» empresa del Fe rro-( Turril 
U. O. A. se le reconozca su domicilióle^! en la ciudad de 
Mendoza, tendríamos que ni ana en tal hipótesis podría ser 
susceptible de prosperar la excepción alegada en vista del prin- 
cipio que estatuye el art. '¿■ inc. 2- de la ley de competencia 
y jurisdicción nacional, y ntenlo ú la entidad de extranjeros 
de los demandantes comprobada por el testimonio de personas 
hábiles y exentas de tachas como es de verse por lus declara- 
a iones de ta. :i'¿ v. á fs. lliy de t's. 0$ v. á t's. (¡0. 

Por cuyas consideraciones, lo dispuesto por los artículos 135 
y ¿03 combinados y sus concordantes, lo dictaminado por el 
Ministerio Fiscal y la jurisprudencia sentada sobre el parti- 



culnr por la Exorna Corte de Justicia de la Provincia en j ni- 
elo ilu los señores Sai» y U milla eu Cioíltra de ia empresa del 
Gran Oeste Argentino. 
Ilesiielvn: 

Nn hacer lugar á la exeenc-Uíu tle im^mipetcucia de juris- 
dicción opuesta por Iti pai te dentiudud*, quien en eonseeutm- 
cia debe de contestar derechamente á las demandas de U i) y 
fs. U con costas: regulándose en la sumada 170 pesos tola lns 
honor» ríos del ahogado ductor ftoberto Harrer». Pueda noti- 
ficarse con el original y repónganse las fojas. 

JofA (ímno. 

SKSTBJÍCU HKL SI'PF.rtri'It tuiiuüai. 

¿:\o Juun, Juiiio 2 tte 

Vistos y C'msideranihi: 

Que auuijue es un hecho reconocido por el autur y consta- 
tad u en autos, que sirve de l>ase ó La eveepeión deducida, que 
la empresa del herró-Carril Gran Oeste Argentino tiene su 
administración en la ciudad de Mendoza, y sevíún el art. 90 
i nc. ¡i" del (YmI Civil, las asociaciones autorizadas pur lns 
leyes o* el gobierno, tienen aii domicilio en el lugar en queso 
hallasen sus direcciimes ó administraciones principales, no 
siendo el cuso de competencia especial, el art. 20o del 0Hd> 
de Comercio establece que las acciones que resultan del con- 
trato de transporte pudran ser deducidas si se tratase de ca- 
minos de (ierro, ante la autoridad judicial del fugar en que 
se encuentre la estación de partida -í la de arribo, «á cuyo 
electo la disposición del art. 133; referente á Los factores, se 
aplicará á los (jefes de estación. 

(|ne estos artículos de la ley especial, al crearan domicilio 
que excluye al de la ley civil, que en general, obedecen á un 
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superior, cual es, facilitar las demandas relativas al 
transporte, eximiendo ul remitente ó al consignatario de la 
necesidad Je ocurrir al domicilio del demandado ti de su prin- 
cipa! administra -ion, y en tal concepm. si « loa efectos de 
iasaeeioues derivadas del coa trato de transporte, las compa- 
ras ó empresas fe rro-eam leras tienen el u.ñlio que les dá 

el mencionado art. '¿ir» de I» ley comercial qué domina el he- 
cho real y a ley civil en cuya consecuencia el í'\ C. (í. O. A 
puede ser demandado en este lugar de donde e* m ÍW el 
actor, desaparece la distinta veuindml dé las partes y la ra- 
zón ó el motivo de ia disposición del art. i irju. *• de la ley 
Nacional de 1 i de Setiembre de líSfi-t, desde que esta vecindad 
en los casos partieulare¿ resultantes del transpuse, no puede 
decirse que üene lugar estando un litigante avecindado en 
diversa provincia que „| u |p„; síhihIo de notar que el funda- 
mento determinante de la disposición del ci lado art. «jue- 
daria desvirtuado si fuere admisible que por consideración al 
distinto domicilio de las partes Iludiera de deducirá la acción 
ante el Juez Federal que bien puede residir en otro ¡ Ufí «r 
ojie el de la estación departida ó de arribo del Ferro-Carril, 
tu que fácilmente pudría ucurrir desde .pie estos Tribunales 
fio existen sino en determinados pueblos de la Nación. Que 
por otra parte, el fuera Kederal por razón de diversa vecin- 
dad de los litigantes, solo comprende á lus ciudadanas ar- 
gentinos, según la jurisprudencia establecida y aunque se 
conceptuase acreditada la distinta vecindad de las partes coa 
preseiudeneia de lo dispuesto en el art. 2U5 citado, siempre 
resultaría que no se ka justilieado la nacionalidad de las mis- 
mas, requisito necesario para la procedencia de aquel Tuero 
sino que por el contrario aparece acreditado por la iuforma- 
eion producida á fs. 32 v. que los demandantes son extran- 
jeros. 

Por esto, lo pedido por el señor Procurador General y con 
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oonlantes del auto apelado de U. 7L, se confirma este con 
costas. 

Previo pago de costas y reposición de I03 sellos, devuél- 
vanse. 

Qitirofju — Qmrotftt — Tierney 
ante mí, M, RodrUjuez Fer- 
nandez. Secretario. 

UICTAMKN l)KL BBllOR l'KUCI'kA 1>0K CIKSKI1AL 

Suprema Corte: 

La demanda por devolución de fletes que entablan á fs. í* 
lo* vecinos de San Joan, Con/.ale/ Alvares y Compartía con- 
tra la Empresa dei [-'erro-Carril tínm Oeste Argentino, se 
funda en el contrato de tiausporie de que iuatruye la carta 
de porte de (a. I, asi como en lo dispuesto en loa arL 187. 
18$ y concordantes del Cúd. de Comercio y decretu regíame n- 
lario de estos preceptos, de Septiembre 10 de iHiíl. 

La carga de cuyo transporte se tiata, ha tenido por ¡sííníS 
de partirla la ciudad del Rosario y, corno destino la d~ Sun 
Juan. 

Eo virtud de esto, la competencia del títere federal invo- 
cada por la Empresa, fuudanduse en que ella Lie-i : su domi- 
cilio en Mendoza y pretendiendo se ha producido el caso 
de distinta vecindad del inc. % del arL V de la ley 18, nn es 
pros pe rabie. 

La acción, que se inicia por la p:irie aetora, einerje del re- 
ferido contrato de transporte por lo que cae bajo el precepto 
del art. 205 del Cód. de Comercio, que prescribe la juris- 
dicción de la autoridad judicial en que se encuentra lfl Esta- 
ción de iian Juan 6 la del Rosario (de partida ó destino)* 
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siendo de notar, por último, que no consta en autos la ¡ncio- 
milidad argentina >le las partea, para invocare! fuer» federal 
por la razón mencionada. 

Por estas breves consideraciones, teniendo presente la na- 
lurale/.a excepcional y restrictiva del tuero federal, que mi 
per ni i Le hacerlo extensivo á ra usas «ge ñas á su competencia 
y en armonía con la sentencia recurrida y la jurisprudencia 
establecida el 10 de Abril de 1902, causa Fon tan con el K. 
C. del Sur entre Varios fallos: 

Pido á V. K. se sirva declarar que no procede la competen- 
cia tlel fuero federal y, en consecuencia, cuntir mar la reso- 
lición recurrida de lu Suprema Corte de la Provincia de Han 
Juan de fs. 81 v. á 81. 

Julio Ilotet. 

PALLO 1>B LA BrpRitUA COKTB 

Üuttin* AlrM. Oi^iémbro 19 da IstuS. 

Visto y Considerando; t 

1" t¿ne demandada ante los Tribunales de Ja Provincia de 
San Juan por González Alvares y Cia. sobre de volucion de 
flete y pago de dañas y perjuicios, la empresa del Ferro Ca- 
rril (i. O. A sostiene la prmsedeucia del fuero federal, fun- 
dándose en la distinta vecindad de las partea ú invocando lo 
dispuesto en el art- 100 de la Constitución Nacional tí íuc. 2« 
art. de la ley de jurisdicción y competencia de IHIEJ. 

%' t¿ne aparece de los autos que los demandantes son ex- 
tranjeros, domiciliados en la Provincia de San .luán (f. 31 a 
f. 3t) y (pie la empresa (irán Oeste tiene su domicilio en la 
ciudad de Mendoza {f. 'XI á 30) abrigándose por el represen- 
tante de esta, que la jurisprudencia invocada por la parte 
aciura y por el fallo apelado se relie re á loa rasos en que 
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tanlo el demandante iwnw el demandada son extranjeros, v 
no ú un caso que como el ftubjltdke hay de por medio un 
argentino como es la empresa demandada y á cuyo favor lia 
aillo establecido, en el casó, el fuero federal, y al tiue sol*, 
puede remediar por a-*to propio, es decir, contestando la de- 
manda ú demandando unte los Tribunales de l¡i Provincia 
de San Juan {(. 06 v ). 

¡í' i^ue interpretando el nri. l< Ht de ta Constitución Nacio- 
nal, que en su [jarte final, atribuye á la Justicia feleral, el 
conocimiento de las causas * entre los vecinos de diferentes 
provincias; y euLre mía provincia ó «us vecinos, contra un 

estado ó ciudadano extranjero», esta Corte lia estahlecid i 

adámente que no corresponde á los Tribunales de la Nación 
el conocimiento de una causa entre dos extra o ¡jema, aun que 
sean residentes de distintas provincias, {fallos tomo 1 pág. 
451 y otros), siuó también que para justificar el fuero federal 
por razón de la diversa vecindad de los litigantes, es necesa- 
rios acreditar que estos son ciudadanos argentinos (tomo Slt, 
pagi :I53 y tnaioi¡7 pág. o-»5, considerando se¡íuado), consig- 
nando posteriormente que, el ciudadano demandado por un 
extranjero, ante el .Juez ordinario, un tiene derecho de iuvo 
car el fuero federal por razón de distinta vecindad y naciona- 
lidad (lomo ÍH) pájr- 55). 

-i' (¿ue ni las consideraciones alegadas en esta causa, ni 
otras aducidas en publicaciones relíenles íllevism de Derecho 
Historia j Letras, lomo 3ES paj$. 3Sii alcaii/an á desvirtuar 
esa jurisprudencia, que respondiendo á la índole de nuestras 
instituciones (nrt. 101 Constitución Nacional*, confirma el 
texto de la doctrina ooiistilncloaal que le sirvió de modelo, 
y se propuso asegurar como observa títory, con la facultad de 
optar en estos casos por la justicia nacioaal, la armonía ge- 
neral y la cuili-uua entre todas los Estados o Provincias, por" 
que no basta que la justicia local es.e arriba de todo repru- 
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el»», siini que debe estarlo también arriba ile toda sospecha 

5- (¿ue cuando l-i constitución nacional lia dicho *enlre Jos 
vecinos de tlíiVn- utos provincias* lia qnerMü referirse á loa 
argeutínu? y no á loa eurunjems, por que, como observaba 
esta Corte, poco tiempo después de su urbanización, el art. LOO 
distingue (íHtis imshs ..v aquellos en que el uno es vecino de 
una provincia y el ntru mi ciudadano eurunjern (lomo J" 
pi'n- í.V-íi; y además, parque es únicamente respecto de aque- 
llOff, es decir, de los nacionales, que serla explicable la crea* 
etúu de nti fuero espem&l para la rfisünta vecindad, en rnznn 
de que el Juez, podría en tunee* ser sospechado de parciali- 
dad en favor del hijo de la Provincia en que se suscite el 
pleito ü argentino radi ado en ella, pr esto, la ley de ju- 
risdicción y onuipeieiuna de ISo'j, atribuyo á lus jueces de sec 
ciioi. tas causas civiles cu que fueran parte, tm vecino de ia 
provincia en q/te se ,r* d ¡tl it i y un vecino de otra, ex- 
cluyendo las causas pronunciadas en una provincia eu que 
na este avecindado iiiu^iiin. ríe los litigantes (fallos, tomo ¿1 
pá-. t tó). 

0' f¿'ie esa disposición correlativa de la que consigna el 
ar, S'dela Cosliiución Nacional, tuvo p.ir objeto dar al lili 
¿íítiite el medio de garantí rse coarriendo ó un Juez extraño 
al orden local eoutrn la sospecha que podria abrigar de que 
el juez, de Provincia pudiera «er parcial iíu favor de sus con- 
nacionales de la localidad que por lo general, serian sus eom- 
provincianos, eliminándose deesa manera, una posible causa 
de antagonismo entre Ins provincias. Ku los pleitos entre 
extranjeros, unos y otros ana igualmente extraños al orden 
político déla localidad en que se radica el pleito, y si estese 
traba entre un extranjero y un argentino, el primero puede 
prevenir toda influencia local, acogiéndose al beneficio que 
le asegura la cláusula liual del art. ImJ que atribuye á la 
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justicia nacional el conocí miento de las causas * entre una 
provincia ó sus vecinos contra un tistado ó ciudadanos ex- 
tranjeros* . 

7 j Que en eate mismo orden de ideas, que limita a 
lúa nacionales el alcance del art. 100 de la Consti Ilición 
Nacional, que permite llevar á la justicia federal, las causas 
«entre los vecinos de diferentes provincias» se proponía la 
supresión de esa cláusula en el proyecto de reforma parcial 
de la Constitución Nacional, discutido en las sesiones del 11. 
Congreso de 1805 y 1800, atribuyéndose á sa adopción por lus 
constituyentes del ñ-1 los mismos fundamento* indicados en 
el considerando precedente y en el que se apoya la inter- 
pretación restrictiva de su aplicación. (Convención iNneional 
de 189U y sus antecedentes pág. 65$; sesión del 11 Senado de 
Setiembre "ni de 1805). 

8' Queudemás siseadiuil- que la vecindad del extranjero 
en la Provincia en que se suscita el pleito no motiva lu crea- 
ción del fuero nacional de excepción ca favor del demandado, 
también extranjero, peni domiciliado en otra Provincia, con 
mayor razón debiera admitirse, cuando el extranjero deman- 
da á un argentino, porque en este caso t la preferencia que 
pudiera atribuirse á la vecindad del juez con el demandante ( 
estaría compensada C 0U la que puede crear el vínculo mas 
poderoso de la nacionalidad respecto del demandado. 

i»* Que resal laudo de las consideraciones que preceden y de 
la inteligencia de las cláusula* de la CousLiturión Nacional y 
ley del Congreso, cuestionadas ante la Suprema Corte de Jus- 
ticia de la Provincia de Han Juan, que en la sentencia ape 
ladn no se ha desconocido á ta empresa del Oran Oeste Ar 
gentiuo, dereebo, excencion ó privilegio ulguno. fundado en 
ellos, debe desestimarse el recurso interpuesto, prescindiendo 
esta Corte del examen de la interpretación dada por aquel 
Tribunal al art. '-Í05 del Cód. de Comercio, por ser ella in- 
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discutible en un recurso extraordinario de ln naturaleza del 
presente (art. 14 jr lo ley inim iH.) 

Por estos fundamentos y de conformidad cun lo pedido pop 
ei sertor Procurador General, &e confirma, cap costas, la sen* 
ttmoin de fs. 81 vuelta en la parte apelada ti f s . Notili* 
quüse original y repuesto el papel, devuélvanse. 

A. Mkkhkjii.— Octavio JírsfiR.— 

NlCASUB Ü. OKL SoLAIt.— M. P. 

Daract, — C. Moyaso Üaci- 

TDa. (I). 



CAUSA ex XXVI 



Don tramito Olivera en tas actuaciones practicadas ante 
la justicia local de Santiago del Entero, ion watt ra de una 
denuncia de tierras fiscales /techa por don Remigio Domin- 
tfñetí, 9$bre oposición á una mensura. 

Sumario;— El art. 10 de la Ley de ventas ^e tierras públicas 
de la provincia de Santiago del Kiste ro en cuanto, según la 
interpretación de los tribunales locales de dicha provincia 

(I) Ka ta niitim Cedía j f>n itnul tenti4>, la Siij.ro nía Corta fnl|.'> lu wiui io- 
taiúnn |H» r Id» tufara* Apipte j Otfr y pw don Dorainto i». Kmlriftiti «nutra el 
nünm forru carril, por ciitra«a Je iiiorcnikriM y exoneración do ü«t incidenUi 4a 
cu tupa ten l-Su. 
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él obliga al poseedor de tierra denunciada unían li->cal a 
comprobar su derecho de pntyled&i) al Eortüaliíttir opoiiüiyíp 
á la mensura, viola el principio legislado por el art. 2363 
del Código Civil y tu establecido en los artículos '¿il¡í> y 
'¿iHidcl misma código; con arreglo á cuyas disposiciones le 
basta á ene poseedor consignar, eu lal ocasión, los funda- 
mentos de su protesta, enunciando ¡os títulos y derechos en 
ipie se basa su oposición. 



¿foso.— Lo ex [i l i can las piezas siguientes: 

ESCItITO 

Seftór <hwz de t* Instancia, 

Francisco Olivera, de csh: vecindario, en los nulos for 
mailos a consecuencia de la denuncia hecha por don Remigio 
Do ni i liguen, de aer dé propiedad ílscal, un terreno que poseo 
en condominio con los doctores Bernardo de Irigoyuii, l ; e- 
rreirn Cortés y otros, simados en el [leparla me alo Salavina, 
n V. E. evacuando la vista une me lia si- lo conferida, ex- 
pongo: 

(¿ue la Suprema Corte de Justicia Nacional, en la resolución 
ijne antecede lia declarado la mensura practicada por el 
agrimensor (\mk y demás procedimientos administrativos, no 
son actos per luchadores de mi posesión y que en nada me 
afectan • dejando al poseedor en el goce completo de sus 
dereeluisde tal. podiendo observarse que la exigencia de for- 
mal i/nr oposición á una mensura no importa constituir al 
poseedor en demandadle, huMandole consignar los fundamen- 
tos de su protestó, á lin de qn; en vista de ellos, se bulle 
habilitado el denunciante pura proroi ver las acciones que 
eren conducentes». 
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De acuerdo pues, con esta declaración, me Limitaré a «lar 
por reproducido todo lo que tengo iuatiife*tado eu este juicio 
respecto «le mi posesión y liumiuio y haré una ligera relación 
de nuestros derechas de propiedad, parque ellas se fundan en 
documentos públicos, cuya autenticidad y elieuciu nadita puede 
poner en duda. 

Itace muchos artos, beílor .Jue/., que l»s tierras de *Chnpilta» 
salieron ilel dominio del Kstndo para pasar á ser de propiedad 
particular; la fecha de este hecho se remontad la época co- 
lonia!, mucha antes de la creación del virrey nato del Itio de 
ta l'lntu. 

Kn electo, en el arto 17t»¿ el maestro de Cainps dan Manuel 
Bravo de Rueda, compró estas tierras al muestro de Cainpu 
don K. Bravo de Zamira, por escrita ra pública, cumpliéndose 
en este acto todos los requisitos de ley, id minino uño dicho 
señar Kueda se presentó al Jugado de 1- Instancia ó sen al 
señor Aleadle ile '¿" voto solicitando uiemoiray posesión jiidi- 
«fcnl, ciimisioiiándose para que efectuara dichas iqn ; piones á 
don Antonia Castillo, quien se Lrnsludó á los terrenos com- 
pradas y previa citación de ual huíanles y sin oposición alguna, 
se dió la posesión al señor Kueda y concluidas todas estas 
diligencias en dicha forma se elevaran las autos al Juagado 
de l J Instancia el dia 7 de Mayo del mismo año eu esta ciudad 
de Santiago del listero. VA Súrcenlo Mayor don Francisco 
Ui menea de Paz, alcalde ordinario de ¿ voto, dictó el siguiente 
auto aprobatorio: i Habiendo v isto ia escritura ile estas fojas 
utorgadus par el Sargento Mayar don Krancisco Bravo de 
Zamora de las tierras en eilos contenidas, anle dan Antonio 
Castillo, juez nombrada por mi. para este efecto, coi no consta 
de la comisión que está por euhe/.a. y reeauoeido tado por mi 
hallarse actuado eun todas las circunstancias dispuestas por 
derecho, lo apruebo y ratilico en todo y mando se guarde, 
cumpla y ejecute según !e contiene, la cual se lleve á pura. 
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y debida ejecución que haga fe en juicio y fuera de él y en 
ella interpongo mi autoridad y judicial decreto en cuanto pue- 
da y deseo y de pe di mentó, cuenta y riesgo de parte no quedo 
en registro y lo Seibo con testigos á falto de Escriban» Público 
ni real — francisco Xi meo ez de Paz— Testigo, José de Garay 
— Tesiigo, Femando Uravo». 

Al jilecimiento de dou Manuel Bravo de Rueda pas\ron 
esU é tierras á poder de su hijo legítimo don Gregorio líravo 
ie Rueda, y al tallecí miento de éste pasaron a poder de su 
hija legítima dona Justa ftuedo, estando justilicuda cata tras- 
misión de la propiedad por testamento < hijuelas constantes 
en escrituras públicas. 

ti n el ano 18iT¿ don Lucio Ilueda hermano de dona Justa, 
promovió juicio contra ésta, ante el. Juzgado de i a Instancia, 
pretendiendo tener también parte en las tierras de «Chupil- 
tif. En dicho juicio doña Justa presentó como prueba á su 
favor el expediente testamentario de ia división de los bienes 
de su padre y su hijuela, por lo que constaba que las tierras 
de lüliupilta» le habían sido adjudicadas á ella exclusiva- 
mente y que por tanto era ella la única dueña y propietaria. 
El juzgado así lo declaró, con lo rm And ose don Lucio con esa 
resol lición: existen en el urchivo pública tres sentencias con 
testes y coa formes que reconocen á dona Justa comí» única 
y exclusiva dueña de las Üerms de *Chupilta». 

Nuestros derechos dieron directamente de doña Justa Uueda 
por títulos de compra una parte ó la misma doña Justa y otra 
ó sus legítimos herederos, lodo ln que cnustan también de 
escrituras pública*. 

Liis tierras denunciadas por Domínguez están comprendidas 
dentro de bis límites de «Chupilta», loque se prueba por la 
pnsesióu y mensura dada por Castilln en el año 17(12 y la 
menso ni practicada por el agrimensor don Juan F. Iramain 
en el año I87K. 
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Consignados como quedan en este escrito loa fundamentos 
de mi o posición, correspondería a V. E. pasarse es los autos 
i:l denunciante para que promueva las acciones que creyere 
conducentes de acuerdo con lo establecido en la resolución de 
la Suprema Curte Nacional, pero es el caso, que el señor Re- 
migio Domínguez lia fallecido hacen seis meses próximamente 
eu Sala vina y no existiendo el autor ha desaparecido el 
juicio. 

Por tanto: 

A V, E. suplico que á Ij ti de constatar cate hecho, se hade 
servir el juzgadu librar ftfliio al Juez de Pan de Salavina, para 
que remita la partida de defunción de dioho señor y cou ella 
á la víate, se sirva V. E. declarar clausurado este juicio y 
mandar se archive el expediente. 

Es justicia, eto- 

Francisco Olivera. 



AUTO UKI, tVÉZ IIK I a INSTANCIA 

SantÍMa. Jnlia U de IBM 

■ 

Autos y vistos: De acuerdo cou !« solicitadn por el seftor 
Fiscal detestado, y en mérito del informe del actuario que 
antecede dase por decaído el derecho del señor Olivera para 
formalizar su protesta con costas. En su consecuencia de- 
vuélvanse estos autos al ministerio á sus efectos, con la nota 
de estilo, previa reposición de sellos y pago de costas. Hágase 
saber. 

fíettrán. 
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SKSTKS'CIA I1EL SIPRIUOR TJt IIU'N AL 

¿■utitm. Afoito 21 He 1901. 

Vistos: Por sus fiiudamentus se continua eon costas, el 
auio apelmlo de tujas ciento cincuenta y cinco vuelta, fecha 
catorce de Julio del corriente aíio, desestimándose el recurso 
de nulidad deducido, A mérito de ao haberse incurrido en 
ninguna de las i n 1'ruccinues enumeradas ñor el ar Lien lo mil 
doscientos aetenta y seis del iY>d. de Proceil. Hágase saber y 
baje pura la reposición del papel y demás ulterioridutles. 
Actué el secretario don Nemesio Merundo por ausencia jus- 
ti fii;íida del titular. 

Jfáé O. Abalos—E. Toitgnón 
Ishis— .1. Vinon— Ante 
mi: Nemesio Mircath, 



1UCTAMKN URL 8BS0H PHOCt'KAüOn QBNBKAL 

Suprema Corte: 

Formulada una denuncia de tierras liscales nnr don Remi- 
gio Domínguez, ante el gobierno de Santiago del Kstero, al 
amparn de la ley provincial de venias de tierras públicas de 
Diciembre Hl de 1BS1), el Poder Ejecutivo de esta provincia, 
mandó practicar ta diligencia de mensura ijue obra á l's. (í, 
contra la que el recurrente don Francisco Olivera, instauró 
el interdicto de retener la posesión de que instruye el de 
fa. 51. fundándose en los artículos '¿182, 21119 y concordantes 
del Código Civil. 

Traído el caso á conocimiento de V. E. t en mérito fiel re- 
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curio otorgad» á fs. l"27, m> declaró ¡ni proceden te el inter- 
dicto a l's 113, cu ra/ o n de que la diligencia de mensura 
ordenada por el gobierno de Santiago como poder administra 
dnr y sujeto á ¡a acción de los Tribunales: no importaba un 
auto perturbador de la presión del recurrente, quedando n.-i. 
Heme la sentencia de ia. 8ií, continuada a fa lli vía, par el 
Superior Tribunal de Santiago. 

Ahora bien, eu virtud del nulo recubrido de ís, Ití3, del Su- 
perior Tribunal de Provincia, nonti rumio rio del de fs. 155 y 
cuy» alcance Ua marca lo e l auto de V. H. de Cs. X del expe- 
diente letra O nú ni. se lia dad» por decaído el derecho 
del recurrente para ÍWiiulizar oposición, en razón de que 
éste no lia deducido, asumiendo el rol de parte aetora, acción 
reivindicatoría ú otra ¡un; ióu real, con astricta sujeción » I» 
dispuesta en él arfc. 10 de la citada ley sobre Venta de Tierras 
Públicas de Santiago. 

Se^úu el urt. '¿tS* d*'í Cídigo Civil el que tuviese derecho 
de poseer y fuese turbado ó despojado eu su posesión, puede 
i o tea lar: ó f<i arción real qne le compete ó ht$ aviones pose- 
sartas, eu el orden de prelaeióa que señala el mismo precepto. 

A su vez, el urt '21191 dispone que. «cualquiera que sea la 
naturaleza de la posesión, nadie puede turbarla arbitraria- 
mente» en consonancia con lo» demás artículos del Títul» III 
del Libro II del mismo código. 

El gobierno de S^ntiatio, apoyándose en el unto recurrido 
le í*- v eu la I«y de Tierras Públicos provin *ial cuya 
coiHLitucionali lad se iiUjiii£na, lia ordenad» la tasación y la 
venta do las tierras, que el recurrente sostiene, son de su 
propiedad y posesión en cotid uní ni» con ntrm. 

La tasación y la orden de venta en pública subasta se 
acreditan con las constancias del espediente D núm. 25Í) y es 
indudable que tales actos implican perturbación en la posesión 
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del recurrente y pugnan por ella, con los citados preceptos del 
Código Civil. 

La propiedad, que es inviolable, según el art. H de la 
Carta Fundamental del listado, tiene su eficaz garantí» en I* 
organización del Código Civil, que solo el Congreso puede 
sancionar (Inc. 11 del art U7) y materia sobre la cual está 
expresamente prohibido legislar ú las provincias (art. ÍU8 de 
la misma constitución). 

El Congreso, pues, lia sauciouado el art. Wi, del Código 
Civil, diciendo a todos los habitantes del país: El que tenga 
derecho de poseer y fuese turbado ó despojado en su posesión 
puede intentar la acción real que le compete (en deTensa 
de sus derechos de propiedad), ó las acciones posesorias (en 
defensa de sus derechos de posesión) en armonía con lo dis- 
puesto en el art *¿U¡U del mismo Códitro. 

La legislatura de Santiago al sancionar el urt. 1IJ de su 
ley sobre Venta de Tierras Publicas, ha dispuesto que cuando 
se hiciese oposición á una denuncia fundada en el derecho de 
propiedad se remitirá el expediente á los Tribu uu les para su 
resolución en juicio contradictorio, etc. 

Con sujeción á este precepto de Ja ley de provincia, el 
Superior Tribunal de Santiago ha dado por decaído el derecho 
que tiene, el recnrrente, para formular su oposición fundán- 
dose en que ésta no se ha deducido por intermedio de las 
acciones reales que exclusivamente emergen del dominio, y 
en que ni el recurrente ha instaurado un juicio ordinario como 
reivindicante de sus propias tierras. 

De manera pues, que eu contra del derecho que éste tiene, 
de acuerdo con los artículos lim y 2*82, del Código Civil, 
para oponerse, valiéndose de las acciones reales Ó posesorias: 
el art 10 de la ley de Tierras citada solo permite al recu- 
rrente la oposición por medio de las acciones reiUes despo* 
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jándole en consecuencia del ejercicio de Las acciones pose- 
sorias. 

Como se vé: la citada ley de primacía vulnera derechos 
positivos creados por el Código Cjvil, en favor de todos los 
habitantes de la República, 

Una de las garantías consagradas eti el art. 14 de la carta 
fundamental es el de usar y disponer de su propiedad con- 
forme á las leyes (|ue reglamenten su ejercicio (es decir al 
Código Civil como ley de fundo que sanciona el Congreso, sin 
perjuicio de las leyes de forma que sancionen las legislaturas 
de provincia, según el art. 105 de la Constitución), sin que 
estas leyes pueda a alterar aquel derecho establecido en favor 
de todos los habitantes de la Nacido (art, 28). 

La ley provincial de que se trata pugna con tan preciosas 
garantías de la Constitución. 

Y como esta Constitución, así cooio el Código Civil, en su 
carácter de ley nacional sancionada por el Congreso, oonstítu* 
yen leyes supremas en todo el territorio de la República, 
según el art. 31 de la Carta Fundamental del Estado: corres- 
ponde y pido d V. E. se sirva declarar que el art, lu de la 
ley de Ventas de Tierras Públicas de Santiago del Estero, de 
Diciembre 20 de 1880, en la parte observada viola los dere- 
chos que establece el art. 2l8i del Código Civil y desconoce 
las garantías que consagra el ino, U del art. 07 y el art. 11 
de la Constitución Nacional. 

En consecuencia V. E se lia de servir revocar el auto re- 
currido de i's. lí¡5, del Superior Tribunal do Santiago. 



JtiUo Botet. 



294 FALLO* OK LA BlíFRKNA UDRTK 



FALLI* l>K LA Sri'REÍlA COHTK 

Uacnoi Aire*. IHeiemlrc u:j <1« 

Y Vistos: en el recurso de hecho deducido pop «Uní Fran- 
cisco 1». Olivera dé I» resolución dictada im las uetuneetC*- 
ues practicadas ante la justicia local (le 1* Proviueia lie San- 
tiago del K'ííito, ñon motivo de tina denuncia de tiernis fis- 
cales hmh* por dop ítemí^io l>mmni£Uéií; olíyii resolución 
consta á i'u> Uí") del ■•ípediente Inri f) adulero í7ano 190-1, 
de esta Supremo Orle. 

Y Considerando: 
(iite entablada e«a denuncia de tierras tlscales por el señor 
Domínguez, y coa motivo dé un recurso t raído ante la Supre- 
ma Corte, este tribunal dictó una resolución con lecha •> de 
Abril ile IW'i, en une establecía que la exigencia de forma- 
lizar oposición á una mensura como la ile que sií trataba, no 
importa constituir al poseedor en demandante bastándole 
consignar los fundamentos de su protesta á liu de que en 
vista de ellos se halle habilitado el denuncíame para promover 
las acciones que crea conducentes, loju-s 1 l-i del expediente 
referido. 

Que como re ve de esas nctuaccioties y de lo dicho anterior* 
mente, no se trata en este caso de un juicio pnsesuriu ó peti- 
torio, en que el deuuneiu:.te pretenda derecho* propios de 
posesión ó propiedad sobre los terrenos denunciados y «l 11 * 1 I" 1 " 
ra recuperaras len^a Olivera la necesidad de entaWur de 
manda, Se trata solo de hacer saber ni deiiuiieinute que hay 
terceros que se creen propietarios de esos terrenos fundados 
en los títulos y derechos que en esn oposición deben enunciarse 
¿ liu de que este con conocí míen u> de esos derechos pueda du- 
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siatir de su denuncia ó tomar el camino i)ite por la lev sea 
procedente. 

(¿ue no es procedente aplicar á estos denuncias las reglas 
relativas al deslinde, por cuanto este importa mi neto poseso- 
ria que modifica derecho», según el art '¿181 del Código Ci- 
vil; mientras que, la mensura de que se trata, es de simple 
reconocimiento que según lo lia declarado en repelidas oca- 
siones este tribunal, como igualmente en estas mismas dili- 
gencias, no importa tin neto posesorio ni despoja al poseedor 
ile sus derechos. 

Que de consiguiente, la sentencia apelada desestimando e[ 
escrito de aposición corriente ú fojas l~»i>. y dando por decaí- 
do el derecho de oponerse á la venta de lo <jne Olivera dice 
ser de su propiedad importa la extrafta actitud d« ponerse en 
manifiesta contradicción con la reciente doctrina y resolución 
dictada por la Suprema Corte eu esta misma emergencia. 

(¿ue t además, esa sentencia es contraria ú loa derechos que 
el Código Civil acuerda al propietario, desde que, según la 
interpretación que hadado» la reíeridft ley local esta vendría 
á suprimir los atributos del dominio, obligando ¡i comprobar 
ia propiedad de tina cosa, á quien dice estar en posesión de 
de la misma, violando asi el principio legislado por el articu* 
lo IWi de ese Código, come lo establecido en los ftrt '¿4(59 y 
UH'i del tmaiuo. 

Por estas consideraciones, y de acuerdo con lo pedido por 
el señor Proen radar (leneral, se revoca la resolución apelada 
corriente á Tojas 1(15, y se declara Brmey válida la oposición 
formulada por el apelante á la denuncia de tierras que la 
motiva. Háguse saber con el original y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

A. Iíkrsikjo, -Octavio Üihígb.— 

NlRASOH G. DEL SotAH. — M. P, 

Dakact.— C. Moyaso Gacit¿a. 
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Dan Bertvmh de ZfiffOym contra la provincia de limnos 
Áircx % sobre invonr^fuciomltdad del impuesta ñ la pradm- 
riftn tj drr,dftrión de di litro. 

Simario:— 1*9 provincias carecen d* facultad para gravar el 
libre tfán*itO *i lu circulación de erutos de ]»riMj nocida na- 
cional. Para que un impuesto se ditfa establecido con roo* 
tivo de la extracción de esos productos, basta que él se 
exija en el acto de la extracción, sin quesea necesario que 
él legislador local exonere de dicho impuesto á los produc- 
tos restantes de la misma naturaleza. 

CW.— Lo explica el siguiente: 

PALLO DR LA 8BPABÜA CORTE 

Bugooi Airei, Pobrero 8 d« 1906- 

Vistos estos autos de los que resulta: 
(¿ue don Itutfuo Colero, en representación del doctor üer- 
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nardo Je Irignyen, demanda á la provincia de Buenos Aires, 
pidiendo se la contiene á la devolución de las sumas que 
consta en los libros de laoiicina de vuiuacióu del partido Ge. 
nerul Rodrigue/,, haber pagado su representado por el im- 
puesto denominado ta la producción- establecido por una ley 
de la provincia. 

Sostiene que esta ley, sancionada pur la legislatura de la 
referida provincia, en cuero de líMli, es, en substancia, la mis- 
ma ley de guías que existia anteriormente, y cuya incons- 
titucional ¡dad se declaró en repetidos tallos pronunciados por 
esta Curte 

<¿ue para comprobar esta afirmación, le basta enunciar el 
hecbn de que un hacendado que Liene diversos establecimien- 
tos de su propiedad en la provincia y en otra limítrofe, como 
la de Córdoda ó Santa Kó, como sucede en el caso, no puede 
remitir haciendas ú esta última, sin abonar el impuesto esta- 
blecido por el art. 'l\ siendo inútil demostrar que esa Imcieu- 
da no cambia de dueño, y vá tan sólo, de un establecimiento 
ú otro, por el .estado de los campos, pues, los encargados de 
percibir la renta , olodeciendo á órdenes superiores, no atien- 
den ni entienden reclamo alguno. o 

Agrega, entre otras consideraciones, que es tan evideule que 
esta ley grava la circulación territorial de provincia á provin- 
cia, que en su art. disminuye el quantum de ese gravamen, 
cuanto se efectúa la rirculatíón dentro de la misma provin- 
cia, con destino á cria ó invernada, y que dadas las prescrip- 
ciones de lo* art. 10 y 11 de la Constitución de la Noción y 
la jurisprudencia establecida al respecto, el removido inler- 
provinciul, Lauto de ganados como de efectos de producción 
nacional no pueden estar sujetos á ningún impuesto, cual- 
quiera que sea la denominación Que tengo n- 

Termina exponiendo que los casos que motivan la acción de- 
ducida, constituyen la demostración mas palmarla de ta in- 
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constitucionalidad ile ta Ley referida; que el traslado de laa 
Incididas que se hace por su mandante, de su establecimien* 
ta de General Rodrigue/,, á otros de su propiedad situados 
enSftnla i ' , obedece siempre al mal estado de los camuña y 
al propósito He evitar perjuicios; que ettto no obstante, el ava- 
luador de General llndrigue/. Ha exigido el pago del impues- 
to ¡i cuya imposición se ha sometido el administrador de 
aquel establecimiento, haciendo constar sus protestas, unas Ye- 
ees en la mUma olieinu. antes de efectuarlo, y otras ante 
escribano público, como lo acredita el acta que acampana; j 
linal mente, que afta demanda no la determina el valor de las 
guiñas cuyo reintegro solícita, sino el respeto por lu.s clúu* 
sulas ciiostitncioiotli's, - ratitíundits pnr los l'ullns de esta Cor* 
te, — y el propósito de resguardar' loa intereses de la indus- 
tria ganadera, ojie sufre el recurro de gravámenes elimina* 
dos por el espíritu y la letra de la Constitución; por todo lo 
que pide je dej'laiv Ut incouslitucionalidud del impuesto, y se 
ordene, en su consecuencia, la devolución de las aniñas paga- 
das, y Lis ojie se le Hubieren exigido con posterioridad X la 
fecha de la demanda, con más, el p»j;n de las costas. 

Kl representante de la provincia, contestando esla deraan 
ila, expone que en ella no se exnre<n el monto de las sumas 
que se flice cobradas, ui se acompaña dtieu mentó alguno jus- 
tilicativode sus afirmaciones. 

Que es verdad que la ley de impuestos de que se trata, gra- 
va los productos provinciales y que ese gravamen ae cobra, 
uji pin- el hecho de su circulación, sino por si, de la produc- 
ción, aduciendo al respecto diversas consideraciones tendien- 
tes á demostrar la eonstitueionnlidad, como se ha reconoci- 
do al declararse que las provincias tienen, indisputablemen- 
te, el derecho de gravar con impuestos todas las cosas que 
incorporadas á la propiedad común de sus habitantes, forman 
parte de su riqueza general; y que auu dando par cierto qus 
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este gravamen hubiera obedecido al acto de tras Indar los pro 
duelos á la provincia de Santa Ké, tampoco seria inconstitu- 
cional, invocando como fundamento lu establecido en el tallo 
que cita. 

<¿ue el demandante hubia pagado el impuesto por el remo- 
vido de sus productos á la provincia de Santa Vé, sin que 
eat • vulnere la Constitución Nacional, en el caso que tal im- 
puesto fuese contrario á su espíritu, desde que en ninguna par- 
te de la ley de que se trata.se ordena el paguen cuestión. 
Agrega, que si los avaluadores lo han cobrado, lo han hecho, 
dando á la ley una interpretación estudiosa, que si ha sido 
errónea, la cuestión sería entonces de incumbencia jurisdic- 
cional, ajena, de esta Corte. 

Termina negando los hechos en que se basa la demnuda. 
y pidiendo su rechazo con las costas del jnieiu. 

Recibida la causa á prueba, después de oído el señor Pro- 
curador Uencral, y agregados los alegatos presentados por las 
partes, sobre el mérito de las pruebas producidas, á que se 
reiiereel certilieado de ta. 47, se llamó autos para sentencia 
á t's. 5i vta. 

Y Considerando: 
(¿ue se ha justificado debidamente con el informe de fs. 44. 
expedido por ta Oficina de Reutas de General Rodrigue/, los 
pagos que se expresan en concepto del impuesto establecido 
por leyes le la Provincia, por la extracción de ganados oim 
destino á lu provincia de Santa Vé. Con efecto, en dicho in- 
forme se dice textualmente, contestando á las preguntas con- 
tenidas en el oficio de fs. 4í, «que con fecha ¿8 de Noviembre 
de liKW pagó el doctor Bernardo de Irigoyen en esta oficina 
la suma de $ 4'M, por extraer 8U0 ovejas, TW terneros, 27 
petizos con 5 crias al pié de las madres y 11 potros, de su es 
tableei miento en este partido, y enviarlos á Santa Vé, de lo 
cual hizo protesta con dos testigos, vecinos de esta ciudad. » 
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«Que con fecha 18 de labrero de 1901, pa^ó el doctor Iri- 
Jíoyeu, $ Uü por extracción de US yeguas, 18 potrillos y 30 
toros, de su establecimiento eu éste, y enviado á Santa Fe\ 
sin conocer la p rotes tu ti ti Le la municipalidad». 

«Que con feulia 11 de Marzo de iiKH, pa<;ó el doctor Iri^o- 
.ven la suma de $ 198,60, pur la misma euusa y por ü)0 ove- 
jas, 3*0 carneros, .'i toros, 2 padrillos, 13 vacas y 5 temeros 
del mismo establecimiento y al mismo punto, sin conocer 
la protesta <|ue se menciona.» 

«<¿ue previa protesta ante ei eseributm público de la locali- 
dad, paííú el doctor Irruye n, eu *¿H de Junto de 1905, la su- 
ma de | 650. por extraer lio'» terneros de su establecimiento 
en este partido y eimarlus á 8a uta Ké.< 

dichas haciendas, se^in lo manifestaban, iban á otro 
establecimiento de la misma propiedad y con destino A in- 
vernada». 

Que acreditado de esta muñera el pajío del impuesto expre- 
sado, en las condiciones que se mencionan en el informe ci- 
tado, así cmiio las sumas pagadas, procede tomar eu eoiisíde* 
raeiün el derecho ejercitado por el actor, pura reclamar su 
devolución. 

Que á este respecto, es de tenerse presente que, como se 
ha resuelto re¡ tenida mente, las provincias carecen de facul- 
tad para gravar el libre tránsito Ó I» circulación de efectos 
de producción iincioiml y que para (¡un un impuesto se di»a 
establecido, coa motivo de la extracción de esos productos 
hasta que éUe exija en el acto de la extracción, sin ijue sea 
necesario que el legislador local exonere de dicho impues- 
to los productos restantes ile la misma naturaleza Causa «Ged- 
des líos, y Cía..* *Alsina, Útm Faustino»; .The ttiver Píate 
Kresh Meat Cia Ltd, contra la misma provincia. 

Que estos antecedentes de jurisprudencia, son de extricta 
aplicación Ú la presente causa, ya por lo nue hace ii los 
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pagos veriüeados en de Noviembre de 1903, cuino por el 
de 28 de Junio de iaoi. por las .urna* de $ Í2H y $ 050 res 
pavamente, añicos que aparecen verilieudoa bajo protesta, 
de.de que, en uno y otro caso, esos p>n;os s « hafl exi Í UIt> ' ,nr 
el impuesto establecido por tas ley» locales y I***» I*»*»' 
das que se remitían desde el partido de General lludri-uez 
á la provincia de Santa Fé. 

Por estas consideraciones y de co t> form i dad coa lo es puesto 
y pedido por el señor Procurador General, se resuelve: Que 
la provincia de Buenos Aires debe devolver al doctor B¿?* 
aardodelri-oyen, dentro del término de diez días, la s.in.a 
total de mil setenta y ocho pesos m.meda nacional, Á que 
asciende las partidas que aparece babee pacido, tajo la re- 
serva de su protesta por el impuesto mencionad», sin eápeoi»! 
condenación en costas, por un haber prosperado la demanda 
en toda, sus parte.. Hádase saber con el original y repuestos 
los sellos, archívese, 

A. Hkiimkjo.— Xiuasor *¡ pfti 
Soi, a a.- -M. I*. Dabact.— C, 
Muy a no ÍíaimtOa. 
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iSnn A c ^ d miémo X,donal f ubi- 

i-ano n y entrega turra 

Sumario:--!* El i; (í „¡e,,u, ^ m tl tím]üv mmmm Je 
mm al portador en ejecución de la ley „*«, ¡«I ha oro 
*ed,du como junMiea mm ua act(| ¡d(| 

P;»r el der^ho mm y las ^ rove ^ a q «é ta ^ 
M**»Qii ,| e e ^ji« a ori^.e ^ l)ujl| ¿ ¡¿j£¿ 
de la ley inhn. 

* ®? improcedente ta demanda conrra Iá x múát |¡mita(|a | 
¡Nir (a ubicación y entrega de «ni Brw en Io8 ^¿¡^ ^ 
la tey de pfémioa n tí tu. 1038. 

Ca*o.~U explican l&a simientes piezas 

SENTENCIA DEL Jf'BZ HE SECCION 

tainas Altui, Octubn-íOdolDM. 

V V.„io.: «„„, aue „» segll|lI , K , ]iln Jiian 

e, Poder KjtMli Ia ^ ¿JJ 

BJ Poder Estivo 4, p Nmdó,, Kes ,¡„ n a uJft en „ 
«M* de «erliHeudo» de c n . cr e. , de üeleto, de ,e..re. £ 

• 
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con arrezo á la ley num. |$8 8^Ü6ÍÍH correspondía como 
oxpedioionarios de la caiupartu -leí EÚi Negro; i¿ue por deureto 
de feclia 8 de Noviembre de 1000 el Poder Ejecutivo le reno- 
noció ios deféühOH ¡i ciento finita y no certificados y bole- 
tos como cesionarios de otros tantos expedicionarios dene- 
gando el reeunocimicato rospecto á los restantes, que inme- 
diatamente de entregársele al áuÉOí N eartinealo* de la re 
fereneia proeedió á su ubicación lo que na fue posible renh- 
MP9 e por cuanto pendia del P* E. la oblación de mensurar 
y dividir los lotes destinados Á ese fin; que en esas circunstan- 
cias fué sancionado la ley núm. :UK>4 d^atoriu de la num. 
llW8; que por elart. 3- de la ley de *¿L de Mip de liWl) se lijó 
el plazo de un ano para que los tenedores de los certillcados de 
tierras acordadas en virtud de la ley de prauiini que se doro 
»aba ta ubicaran en los territorios destitiadoü á tal electo por 
el Poder Ejecutivo; que de acuerdo con ello se presentó á la 
oficina de tierras de la Nación, depositando los ciento seten- 
ta y uu boletos antes del plazo sellado por la ley y que con 
fecha ló de Mayo de 190L inició el espediente administrnli- 
wq correspondiente, gestionando la ubicación y entre-a de los 
ciento setenta y un solare* á quie le daban derecho los boletos 
emitidos; 

(¿ue el I*. E. desestimó el pedido que tenia lieclit. y 
declara perdidos todos los derechos del actor por decreto de 
fecha 28 de Mayo de HWt; qu« considerando dieliu residueiuu 
administrativa violatoria de la. leyes UUH y 3918, se presen- 
U entablando la presente demanda contra el Exnm. Gobierna 
Nacional y pidiendo ulJux-ado declare obligada ala Nación 
á ubicar y entregar ciento setenta y "u alares de tierra, de 

acuerdo coi lo démoslo en la ley de Premios núm- de 5 

de setiembre de 1HH5. 

Hubiéudose llenado los requisitos exigidos por el art. I o de 

la ley núm- 3»5'i se corrió traslado de la demaoda presentan" 
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dose á fs. 23 el seftor Procurador Fiscal pidiendo el rechazo 
del* misma con especial condenación ea tas costas, por las si- 
guientes razones: Que si bien es üierto que el señor Bal parda 
en an calidad de tenedor de los certificados en cuestión, tenia 
derecho á pedir la ubicación de un cierto número de solares 
de tierra en $u debido tiempo y üOO ai reglo a lo establecido 
en las leyes núm lo'iS y H,M-i. un es menos cierto que el setter 
Kalparda n > cumplió con dicho requisito y que por eso perdió 
de hecho el derecho que tenia ala ubicación de los solares de 
la referencia cuino consta en el expediente admití istrativo 
letra lí mí ni. lÜtl agregado á estos autos, que el P. E. ha pro- 
cedido en cuiupl i miento de disposiciones expresas de la ley 
que declara la caducidad de los premios por causa de las 
omisiones que cometan los misinos üoncecionarios tales como 
la u.-nteniiln en la ley 3918 relativa al perentorio plazo den- 
tro del cual debió hacerse la presentación pidiendo la respec- 
tiva ubicación. 

Abierta la causa á pruéba se produjo por una y otra parte 
la que expresa el certificado del actuario corriente á fs. 31, 
V Considerando: 

l" <¿ue lados los términos en que ha sido planteada la lilis 
y resultando de elL que el Gobierno de la Nación he recono- 
cido til uuncter invocad i par el actor de cesionario de cien- 
to setenta y un certificado y refiriéndose al decreto de ta. 14 
y defensa fiscal de fs. 'I*, y :ts en sus fundamentos á In onií- 
si jh incurrida por el autor do presentarse oportunamente re- 
clamando sus derechos, queda como cuestión única & resol- 
ver lo siguiente: 

¿Si en la gestión administrativa iniciada por el actor se han 
cumplido extríctaui-mte las disposiciones co n ten i das en la ley 
mim. MIB derogatoria déla núm. UViH? 

'¿ n Qtie en la solieit ud corriente á fs. II de estos autos y 1* 
del expediente administrativo, el actor pide de la oficina del 
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ramo 1* ubicación que corresponde a loa boletos presentados 
en los ejidos del pueblo que la superioridad designe. 

3' Que en dicha solicitud existe una anotación marginal y 
un sello de goma estampado de la dirección de tierras y Cu- 
lonjas en que consta la fecha de presentación, de dicha so- 
licitud; 

1" Que la lecha que aparece en ella ó sea la del 17 de Mayo 
de 1901 es igual y concuerda en un todo tuiu la que aparece 
en el recibo de la Dirección de Tierras y Colonias agregado á 
fs lt de este expediente. 

4" (¿ue el art. 3 de la ley num. 3U18 de 11 de Mayo de 
1900 dice, textualmente «Kijase también el plazo de un año 
para que los tenedores de esos certificados los ubiquen en los 
territorios destinados al efecto por el l*. K. 

9' l¿ue de la Tech» de presentación puesta en la solicitud de 
l's. 11 cuino asi también del dictamen administrativo corrien- 
te á fa. 13 resulta que Ltalpadnse ha presentado gestionan- 
do los derechos dentro del termino legal que la referida ley 
3918 establece eu el artículo transcripto en el considerando an- 
terior. 

Por estos fundamentos y sus concordantes de los escritos 
de fs. ¡i y :u; definitivamente juzgando fallo: Declarando 411c 
el Exmo Gobierno de la Nación está obligado á ubicar y en- 
tregar al actor ciento setenta y un solares de tierras que co- 
rresponde ¡i otros tantos certiíicados, de acuerdo con lo dis- 
puesto en la ley lG'iH de 5 de setiembre de 18HT» siendo las 
costas á cargo del Gobierno de la Nación. 

Así lo resuelvo, mando y firmo en la Capital de la Repú- 
blica Ai gen ti na fecha ut-Supru. 

(i. Itrrrr. 
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Butnoi Ai reí. Abril 31 4* 1W4, 

Vistos y Considerando: 
! Que el demandante Hulparua, al solicitar la ubicación de 
ciento setenta y un solares de pueblo, lo ha hecho dentro del 
plazo legal y de acuerdo con las leyes uúm. 1*V¿S y 3918. 

En electo, la ley lífiS acuerda premios en tierras para cha- 
cras y manzanas en pueblos, y la ley 3918 habla igualmente 
de los premios en tierras acordados por la ley líí¿8, esto es 
de tierras para chacras y solares de pueblos. Por consiguien- 
te, cuando Bal parda, dentro del término prescripto por el 
art. H" ley 39 W, solicitó la ubicación de solares en los ejidos 
de los pueblos que designara la superioridad, lo hizo de acuer- 
do con dicho artículo que fija el plazo de un año para que pi- 
dieran la ubicación los tenedores de certificados para chacra* 
ó solares, pues la ley tu* hace distinciones al respecto. 

2° Que el l\ K. en su decreto ds fs. 11 de estos autos, al 
desestimar el pedido de Bal parda y declarar que había per- 
dido todo derecho, de acuerdo con el art. 4° de la ley 3916, 
no se ha ajustado á los términos de dicho artículo. £1 esta- 
blece que pasado un año desde la promulgación de la ley, se 
pierde el derecho para la ubicación que pueden solicitar los 
tenedores de cer lineados para chacras y solares; y como Bal- 
parda se ha presentado dentro del año, resulta que no ha 
perdido el derecho según ta letra del citado artículo. 

3» Que el P. K en el decreto mencionado de fs. 14» expone 
que procede el rechazo de la petición de Balporda, en mérito 
de los considerandos aducidos en el decreto de Mayo 28 de 
190U dictado en el expediente de don Juan Croveto. (Véase 
f. 31 de estos autos). En ese decreto el P. E. establece que 
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habiendo 1» ley uúni. 3818 acordado 1* prórroga de un año 
para que loa tenedores de certiücados tus ubicaran— esa ubi- 
cación ha debido hacerse con sujeción á lo dispuesto por el 
decreto de Setiembre 30 i* Ifm, lo que inhabilitaba á la 
Dirección de Tierras y Colon iaa para Aceptar Lo que proponía 
I recurrente, por cuyo motivo se declaraba .iue Crnvetto 
bia perdido todo derecho a la ubicación de (ierras. 
El decreto de Setiembre :iO citado establece en su art. 7" lo 
siguiente. «Los que tuviesen derecho á la ubicación de solares, 
podrán obtener la ubicación de una hectárea por cada cuatro 
miares y la incorporación deesa superficie á la que hubieran 
adquirido por compra, cesión... 

Lo que el P. E. en los decretos de fs. 11 y fs. 18 ha re- 
■ueltu, es que, Ualparda ha perdido en absoluto bu derecho á 
ciento setenta y un solares por haber solicitado lu ubicación 
de solares, en lugar de pedir la ubicación de una hectárea 
por cada cuatro solares. 

Admitiendo la hipótesis de que por el art 7' del decreto 
de 30 de Setiembre de l$i'¿ se hu perdido el derecho de pedir 
la ubicación de solares, quedando solo el de solicitar la ubi- 
cación ifo hectáreas de terreno, no seria cutí forme con la 
equidad, que á un tenedor de certiücados de solares de pueblo 
se le condene á perder su derecho, única y exclusivamente 
porque al servirse de Los certificados que Le ha conferido el 
P. E. y al presentarlos en el término de U>y, lia pedido ubi- 
cación conforme á ellos y nó en razón de una hectárea jun- 
cada cuatro solares. 

Lo que la equidad aconsejaba era proceder, en último cas», 
conforme al dictamen di la Dirección de Tierras y Colonias, 
esto es, hacer notificar al solicitante que el pedido debía 
formularlo de acuerdo con el art. 7 del decreto citado. Un 
derecho que se reclama ante la autoridad administrativa, 
que no está sometido á fórmulas iullexibles, no se pierde por 
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el hecho tle cometerse un er>*or explicable en la designad 
que se hace de la cosa objetu del derecho. 

En Último casn debía haberse entendido que Ualparda, *»' 
pedir la ubicación de solares, según sus certificados, pedia su 
equivalente en hectáreas, desde que ia petición era la prueba 
de que se recamaba el reconocimiento del derecho y desde 
que esa petición no podia servir de base para declararlo per- 
dido. 

Para que se opere la caducidad de un derecho, debe apare- 
cer clara la causal de caducidad. 

Las obligaciones se extinguen en el modu que las leyes 
determinan; y en el caso sub-jittlive, uu se encuentra cual es 
1 la eausa legal que ha producido la extinción del derecho de 
Bul parda. 

4" (¿ue estando ú ¡os considerandos que Tundan el decreto 
de :tU de Setiembre de 1892, a la época en que se dictó,— y á 
la letra del art. 7", no se puede afirmar que en dicho artículo 
se lin establecido una modificación necesaria á la ley 1028, de 
tul manera que por cuatro solares sola y exclusivamonte 
deba solicitarse una hectárea de terreno. Los considerandos 
de dicho decreto establecen que habiéndote entregado en su 
mayor parte los certificados correspondientes a premios en 
tierras, ha llegado la oportunidad de proceder á ta entrega 
de las tierras que ha certificados representan (considerando 1" 
y 'l). Luego, por dicho decreto se iba A proceder a la entrega 
de las tierras según los certificados, esto es ú lo que ellos 
representaban. 

Por consiguiente, los tenedores de certificados de solares 
podían validamente solicitarlos según dicho decreto, por 
cuanto no es posible admitir que el P. E. desde el primer 
momento, y aun antes de la entrega de ningún premio en 
tierra, hubiera resuelto definitivamente no entregar ningún 
solar de pueblo. 
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No es pasible admitir este supuesto, porque en primer lu- 
gar, es contrario á la ley uuin. 1o¿k y después, porque eu el 
consideran do O 1 del citado decretct se determina precisamente 
que la población y el t uitivo sou lus principales fines que 
deben tenerse en vUta con relación a los territorios nacio- 
nales. 

Por otra parte, dele tenerse presente que el decreto de bü 
de Setiembre determina el modo de hacer la entrega de los 
terrenos para chacras y solares. Por esc motivo el art. 7 1 de 
dicho decreto acuerda un derecho de opción ¿ los tenedores de 
certificados de solares; el artículo dice que esos tenedores 
podrán obtener la ubicación ile una hectárea por ciida cuatro 
■otares; el artículo lio establece que deberán obtener una 
hectárea por cada cuatro solares. Luego, en ei decreto de fs. 
14 m» ha podido resolverse que Bal parda ha estado obligado, 
tegua el decreto de 30 de Setiembre de ú pedir única y 

exclusivamente ana hectárea por cada cuatro solares, bajo 
pena de perder lodo derecho. 

Por estos fundamentos y los de la sentencia apelada de 
U. 1% se continua con costas. Xotifiquese con el original y 
devuélvase. 

Juan Agustín García (hijo).— 
Angel D. Rojas.— Ángel Fe- 
rreyra Cortés. 

VISTA OKL BRÍOS PROCURADOR oxnrkal 

Suprema Corte: 

La demanda contra el gobierno de la Nación, pide sea 
obligado á ubicar y entregar al actor, ciento setenta y un 
solares de tierra, que corresponden a otros tantos certificados 



UH JOÍITIUU NACIONAL 3ll 

de acuerda con lo dispuesto en la ley uúm. ltf¿8 üe Setiem- 
bre 5 de 1885. 

El actor es cesionario de esos certificados de premios que 
lu ley n ti ni. UU8 estableció en favor de l»s mil i tures que lo 
mar»» parte en la expedición al Rio Negro, ley cuyn cumplí- 
miento y ejecución corresponde al Poder EjecuLivo, en su 
carácter ile ad mi ti is t radar general de la Nación. 

La ley mím. en cuyos preceptos tonda la validez de 

sus cert ideados de ciento setenta y uu solares de tierra el 
demandante, no lia establecido obligaciones civiles, de carác- 
ter bilateral, eom» lasque sur^i'ii «le los contra tos, entre el 
P E. por uua parte y los mil i Lares favorecidas con loa pre- 
mio* a que 'lidia ley se relie re. 

Es solo una ley que recompensando ardaos sacrificios, ¡tu 
pulsa el servicio patriótico de extender el dominio civilizado 
■ le la República Uastu las zonas habitadas por las tribus indí- 
genas del país. 

El art. I o de la ley U>¿H dispone que en los territorios na- 
cionales del Hml, el 1*. E. mandará ubicar en los pinitos que 
considere convenientes, secciones de veinte kilómetros por 
costado, para ser distribuidos cutre los jefes y oficiales del 
ejercito expedicionario, 

A. su ve/, el art. i [«rescribe que terminada la inerisitra de 
secciones y lotes, ú que se reiteren los artículos anteriores, el 
P. E. mandará extender las escriliims de propiedad corres- 
pondientes ó los uf/rartintos como un premia que ta Ñctci6ñ 
acuerda al ej írrito por sus servicios*. 

Ante estos preceptos de la ley qitc rige la materia en el caso, 
resulta claramente designado el carácter de poder administra- 
dor de que ha sido especialmente investido el P E.; así como 
la calidad de premio acordado al ejército, que tienen los títu- 
los de tierra pública, de los cuales 8e dice concesionario el 
demandante. 
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La ley encarga al P. E. ile la mensura de las secciones y 
lotes así como (te la ubicación respectiva en tos puntos que 
considere conveniente; y esta última facultad, otorgada al 
P. E. de la Nación por la ley de re Tere ocia, aleja toda idea 
de que el gobierno pueda ser obligado judicialmente n ubicar 
lotes ó solares de tierra cuyo sitio de ubicación esté librado 
al exclusivo criterio del mismo gobierno; como poder admi- 
nistrativo de I» tierra pública. 

El Poder Ejecutivo, de acuerdo con las atribuciones pe le 
confiere el art. 1" de la ley núm. U¡K y en ejercicio de la 
facultad que tiene para reglamentar las leyes, en virtud de 
lo dispuesto en el ine. Ü' del urt. 8íi de la Constitución Na- 
cional» promulgó el decreto fie fecha :iü de Setiembre de 
determinando que los premios en tierras á los expedicionarios 
al Rio Negro, se ubicarán eo el territorio nacional de! ("Iiu- 
but, estableciendo en el mismo decreto, el procedimiento ¡i 
seguir para efectuar la mensura. 

De lo lo ello resulta que «I P. lí BU tíiian lo se reliere á 
ubicación y mensura de los premios de tierras cuyos cerliíi- 
cadiM pose* el ileumntiante, procede y debe pmtvder orno 
Poder Administrador y nó como persona jurMiua, de manera 
que es ilegal ú improcedente esta demanda porque solo es 
demandable el P. K. ante los Tribunales Federales, cuando 
se deduzcan acciones civiles contra la Nación, e« *w carácter 
de persona jurídica, según lo establece explícitamente el art, 
1° de la ley núm. &K>'¿. 

Resulta por ello de las mismas constancias de autos, de- 
mostrado que la presente tlemunda no cae bajo ta jurisdicción 
contenciosa, y que siendo hi jurisdicción de orden público y 
restrictiva la que se reitere al fuero nacional y en particular 
á la ley 3952, corresponde que Y. E. se sirva declarar impro- 
cedente la demanda contra la Nación. 

Y solo para el caso improbable de que V. E. no couside- 
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rase procedente la solicitada declaración, ruego á V. E, para 
r vi lar repeticiones s« sirva haber por reproducido en todas 
sus partes el bien fundado memorial <iel señor Finen I de la 
Excum Cámara ile Apelaciones en lo Federal que corre á 
f*. 4U vta. para revocar en su mérito la semencia recurrida 
de I . 57. 

Sabtniano Kier. 

IAT.1,0 l*K LA SUPJUÍIXA COKTK 

Haoum Airei, Fobrero 10 de ¡KNj. 

Visto* y Considerando: 

1" (¿ue el se tío r Procurador t ¡enera I emslieiie la iucumpelen* 
cia de los Tribunales para COUOCer de esta causa, fundado en 
que la ley mi tu. hi¿H, cuyo cumplí miento se exige, no lm es- 
tablecido, entre el poder Kjeculivo y los mil ¡tures favorecí* 
dos 4: tu los premios á que dicha ley se refiere, obligaciones 
civiles de «nráoler bilateral, cuino las que surgen de los con 
l ral".*. 

'¿ (¿iie bíd desconocer la exactitud (te esa consideración con 
referencia n la ley citada, debe notarse que a! emitir certilica* 
dos ul poríatlor. en ejecución de la misma, la nación procedí» 
como persona jurídica que realiza un acto regido por el de- 
recho común, por tu Mué, las eniUroversins que la amoruza- 
cióti de caos certificados origine, caen bajo el imperio déla 
ley tieifl de Octubre de 1SKK», núni. 3JJCVÍ. 
Y Considerando: Kn cunuto al fondo del asunto: 

'A' t¿ne en atención á bis gastos que importaría la mensura, 
división y sub divisiones de las tierras que debían darse como 
premio á los expedicionarias del líio Negro coq arreglo 4 U 
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ley gastos que la Nació» IH* estaba en condiciones de 
sufragar, se autorizó por el Putar Ejecutiva la emisión y 
entrega de 5U.A00 certilteados que acreditaban cada uuo el 
derecho del portador á cien hectáreas de tierra» computándose 
tos terrenos ile chacras y lores de manzana designados en el 
art, 3* de la misma ley, á mióü de cien hectáreas por cuda 
chacra ti lote de manzana (Uecreto de Octubre 19 de 181» l). 

4' Que nos tenor mente por decreto de Ül de ^ero de 189"¿, 
se autorizo á la Olicina Central de Tierras y Colunias para 
emitir certificados que representaban, cada uno, un su lar ó 
Inte urbano (Tierras, Colonias y agricultura, Keeopilaciou de 
leyes decretos etc., I", • •* ». > 

5» Que llegada la oportunidad de proceder á la ésÜfóéjgH de 
las tierras que esos certificados representaban, se dictó el de- 
eretude Setiembre 30 de ími, mn.lificudo por los de Julio 31 
de IB93 y Noviembre 11 de iHHfi, disponiéndose en el nrt 7" 
del primero: * Los que tuviesen derecho a la ubicación de so* 

* lares, podrán obtener la i ¡ñcacuín de una hectárea por ca- 
t da -i solara y la incorporación deesa superlieie á la que hu- 
- bieren adquirido por compra, cesión ú otro unitivo, ¡ipruba- 

• do por el P. K.* 

i> Que al dur cumplimiento á la ley núni. 1028 en la forma 
indicada ea b»s considerandos anteriores, el Poder Ejecutivo se 
había apartado de su letra y de su espíritu, por las considera- 
ciones que aducía en su decreto de l!> de Octubre de IM1U, pues- 
to que no entregaba directamente la tierra prometida á ¡os 
Gefesy Oficiales, ni las chacras y solares concedidos á los 
mismos y á todos los soldados expedicionarios, limitándose ó 
emitir certificados al portador que se negociaban ea el mer- 
cad" y facilitaban la especulación, dificultando la población 
de las tierras de la frontera del lliu Negro, como puede no- 
tarse en el caso sub judice cu que una sola persona ee pro- 
pietaria de 171 lotes urbanos de pueblos que no se delinea 
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ron ni fundaron (Diario de sesioues Diputados 1898, I, 803; 
1899, l, 152 y siguientes) 

1? Que i>or esas circunstancias las resoluciones administra- 
tivos tendientes á la amortización de esos certificados, equi- 
pararon los p reía ¡os en chacras y solare», á tos premios co- 
munes de tierras de pastores, entregando lOU hectáreas de te- 
treno por una chacra, y una por 4 Lotes de manzana ó solares 
de pueblo, 

8' (¿ue de lo expuesto resulta, que el art. 7" del decreto de 
30 de .Septiembre de 189¿, al determinar la ubicación de so- 
lares, lo mismo que el de 19 de Octubre de 1891, al determi- 
nar l-í de las chacras, establecieron la única forma en que era 
realizable el premio coneelido y mi el benelicio de un de re* 
cbo de opción qae no era posible, por no haberle practicado 
las costosas operaciones previstas en I» $*> [runda parte de la 
ley de colonización uúm HIT, y a que se refiere el art. '¿" de 
la ley iiúm, ltt¿8. 

B* <¿ue si es cierto, como observa el actor en su demanda 
(T. H) al exigir la entripa de solares de pueblo, que un de* 
creto no puede derogar ni mollificar tas prescripciones termi- 
nantes de la ley, pues una y otra cosa solo por una ley pueden 
hacerse, «no lt» es menos que la ley nú tu. 3918, ha legalizado 
la forma en que el Poder Kjeuutivo dió cumplimiento ú la ley 
de premios de 1845, fijan lo el plazo de tí muses, «para recia* 
mar los certificados correspondientes* y el de un a fio «para 
que los tenedores de esos certificados los ubiquen en los te- 
rritorios destinados al efecto por el l'oder Kjccutívo.» 

10 l¿ue al lijar esta última ley miiu. 3918, «el plazo de un 
ano para que los tenedores de esos eerlilicados los ubiquen 
en loe territorios deat iñudos ai efecto por el Poder Ejecutivo; 
ha querido legalizar también la forma establecida por el po- 
der administrador para la amortización de todos esos certifica- 
dos, pues uo puede suponerse que al final de esa larga liqui- 
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ilación de certificados emitidos, que había durado 8 anos y 
cuando solo quedaba uu reducido número que ubicar, preten- 
diera imponer al Eatado la crecida erogación de que con la 
emisión de loa mismos, se había librado, y solo con el propó- 
sito de formar un pueblo con 171 solares para un solo poblador. 

11 (¿ue a lo expuesto se njírej;a, que los 171 certificados de 
solares, presentados á la Dirección de Tierras, por don Juno 
P, Ualparda, en la misma fecha de sti escrito de fs. 11 le fue- 
ron reconocidos. Se^un expresa á fs. 3 vuelta, como cesiona- 
rio de o-roB tantos soldados expedicionarios del Rio Ne«ro, 
per Jecretode 3 de Noviembre de líMtt), «liraute la videncia de 
la ley núm. :ttUH, que dentaba la de 5 de Setiembre de 1*85 
y le imponía la obligación de ubicarlos «en los territorios des- 
tinados al efecto por el P. Ejecutivo,» es decir, en lo* 
que Atm&m elacnerdode 11 de Noviembre de 1895, « sea, en 
tierra libre y medida de los lerritorms del lti« Ne-íro, Cbu- 

but ó Santa Cruz. 

12 Que limitada la demanda á pedir la ubicación y entrega 
de lo* solares en los tórmiuus de la ley de premios nú tu Ití'iH. 
la resolución debe también limitarse a deelnrur lu i. ti proce- 
dencia de ese pedido, sin declaración ni pronunciamiento al- 
guno subre la caducidad .le uíujíuii otro derecho que el de- 
mandante pueda alegar sobre los certificados de que es 
dueño. 

Por estos fundamentos, se remen la sentencia apelada de 
fs. 57, y en su eouseeuenmn, sp. absuelve á la Nación ile la 
demanda interpuesta. Notifiquen original, y repuesto el pa- 
pel, devuélvanse 

A. IÍkkmejo.— M. P. Dabact.— 
C. Mu vano OaCiTÍa. — Ku di- 
sidencia! Octavio Husgr.— 
En disidencia: Nicanor G. 
dkl Solar. 
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Vistos estos autos proin ividos por don Juan Pablo &il par- 
da, pidiendo se declare qim el gobierno de la Nación está 
obligado á ubicar y a entreoírle los ciento sesenta y un lotes 
de tierra nue expresa, en la* condicionas establecidas en la 
ley núm. ití*¿8 san ció natía en ií de Setiembre de 1885 y a ipie 
se refieren los certilicados que menciona; 
Y Considerando: 

<¿ne, con arreglo á lo dispuesto en la citada ley tus gefes, 
oficiales é individuos de tropa del ejercito de la X nerón, á 
que ella se relíere, tienen derecho á un lote de tierra acor- 
dado como premio á sus servicios en la cam paita al Rio Ne- 
gro disponiendo ademas, i|ne la ubicación de esaa tierras se 
hará por el Poder Ejecutivo en parajes apropiados en la ex* 
tensión y en la forma tjue en la misma ley se establece, 

(|u« posteriormente, al derogarse esta ley, se dejó estable- 
cí du que ¡os gefes. afluíalas y soldados que (¡g:i rasen en las 
listas aprobadas por el Poder Ejecutivo, tendrían el plazo de 
seis meses, contados desde su promulgación para reclamar los 
eertiiieudus líorrespodidientes, acordándose asi mismo el plazo 
de un aña a los tenedores de esos certificados para su ubica- 
ción en los territorios destinados al electa, 

i¿\i¿ de ooiiformi luí «- ni lg eitableoido en las disposiu jones 
legales recordadas, el dcuiondnule ha gestionado administrati- 
vamente la entrega de !os certificados respectivos y la ubica- 
ción de los lotes que expresan como lo expom> en la demanda 
y aparece debidamente acreditado (fe, H t\ li) 

(¿ue de estos antecedentes resulta que el uclor es poseedor 
•le varios certificados expedidos por el gobierno de la Nación, 
ile conformidad con lo establecido en las deposiciones legales 
recordadas, certilicudos que deben considerarse como un ver- 



SIS f ALtffil m u «un* C0W1 

(ladero título por» obtener la ubicación de los lotea de tierra 
que le corresponden en Ion territorios que se hubieran desti- 
nado al efecto (art. 3 ley nú ni. 3918) 

Que en tal virtud no puededeseonocerse que procede el ejer- 
cicio ríe las acciones que se han deducido conforme & lo dis- 
puesto pir la ley 3U52, desde que se trota de derechos adqui 
ridoa por las personas á cuyo favor se han acordado dichos 
certificados por sus servicios personales en la oeasiou mencio- 
nada. 

í¿ue por lo que hace á los plazos dentro de los qoe debió re- 
clamarse por el interesado la ubicación de los terrenos co- 
rrespondientes á los certificados que ha presentado á lin de 
evitar la caduciiad de sus derechos conforme á lo establecí 
do en el art. 1" de lu ley 3918, se ha uereilitario debidamente 
que dicha reclamación se hixo en el tiempo oportuno como lo 
demuestran las constancias del expediente ad mi ni strafivo que 
curre agre^ndo y que se ha ofrecido como prueba. 

l'or estas consideraciones y fon llamen tos concordantes, se 
confirma la sentencia apelada de ta. ül>. Notifíquese con el 
original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Octavio Hfiwk. - Nicanoh 0. 

DKL Sol.AB. 
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Carbalb Msé contra SUpktms Htnry Chmh», por daHos 
iwrj u íci'o*.— Competen cia 

Sumario:— Corrtopoüüe á la Justicia Federal el conuci mien- 
to cíe una acción fundada en la ley >W>i invocada por el 
actor purn pedir se haga electiva la responsabilidad qué 
dicha ley establece por liitUerstí solicitado y obtenido sin 
dereulm un embargo decretado contra el, A ¡mticiou del de- 
mandudo. 

(Amo. — X19 explican las piezas siguiente»: 

*OTfl DKI. 40BZ 11 K l« INSTANCIA RN Lo Clftl. HR I.A CAPITAL 

Hnwiui Airoi. Juni» de Hkr 

Autos y Vistos: 
Considerando: 

a) i¿ue en la demanda, f. 7, 110 se solicita la aplicación de n la- 
guna disposición de la ley tniin. Itim sino* une se pretende ha- 
cer eiVtítivas las responsabilidades en ijue -*¡e dice ha incurri- 
do id demandado en los términos del art. 57 de dicha ley, al 
diligenciar sin fundamento alguno un embargo contra et ec- 
ti*r por denuncia de falsificaría de mareas. 

b) Qoe en consecuencia, la aiusion de daños y perjuicios de 
que se trata cae bajo la sanción del art. i ION Cdd. civil; pi- 
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díéndula su «paracido en la forma determinada por el art. 
1083 de» mismo Código, y de confuiente, su conocimiento 
corresponde á la jurisdicción del infrascripto como lo dispo- 
ne elarl tí' de la ley núm, HL Por ello y de acuerdo coa 
lu dictaminado por el agéató foca» en sd precédeme v.stn, no 
ha lugar a frtfwtfpM* de incompetencia p aMWfe a U. 5», 
coa costa*; art. U de la ley oúm 41«¡ y en su virtud cór- 
tese por el demandad, dentro del termina te^al el traído de 
la demandáis- U. KegulQ el honorario del úatmWwm 
por el escrito ITs. 23 en cincuenta pesos. 

NatilUiue el empleado (¡arda Cnsalinl si fuese por cédula, 
Itep. U toja bajo apercibí miento de U diepUéstO en el art. 
*¿A ley núin U'i8. 

Krnfsto Q wesa d<* -Ante ta i : 
Cedro Perét&ñi. 



SKSTKSCf* t>£ LA CÁMARA nK A**LA(ílÓs EN 1*0 C1VI1. 

BuitiMj* Air*!!», Sílieüil.re 13 tío iWfJ- 

Y Vi-tos: Considerando: (¿ueaunque la aeeión deducid, tie- 
ne por causa el allanamiento de la cusa del demandante pe- 
dido por el demandado y debelada por la ju.ti.ia Kederal 
en lo Criminal, del co»ie*To lauto de la demanda COlOO de) 
escrito fs. L4, se desprende que dado el resultad,, nativo de 
aquella diligencia, el demandado no formalizó demanda ni 
siguió procedimiento alguno, ciucdando en ese estada suspen- 
didas y abandonadas las diligencias iuieiudns. 

(ibe por consiguiente, no existiendo en la hctuHÜdad dicho 
juicio, ao pa,de decirse qué el presente sea un incidente del 
mismo. 

(¿ne lampoeo tiene su fundamento la presente demanda di- 
recta ó inmediatamente en disposiciones de la ley de Mar- 



M 

«as de Fábricas tino en los principios del derecho común que 
aquella deja á lalvo para demandar ante los Tribu cales com- 
petente* la responsabilidad de todo tcm ó hecho llevado á cabo 
contra derecho. 

Por estas consideraciones, los fundamentos del auto «pe 
do j de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Fiscal 
se confirma con costas, el auto apelado de f. 26. Devuélvanse 
debiendo reponerse ante el superior los sellos. 

Molina Arrote&.—Larrüqtte. 

Gt'U y.—Aütt mí: Jorge de la 
Torre. 
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Bueno» Airei, Oetubra h ,1* I90f. 

Autos y Vistos: Concédese el recurso de apelación que se 
interpone ante la Suprema Corte de Justicia de la Nacida 
Hep. el sello. 

Molina Arrotea.— OeUy.—B. 
Larroq, te. -~\nie { mí: Jorge 

de la Torre. 

VÍSTA DEL SESO» PROCTRADOH fiRNER AL 

Bu«Dt* Air», Oclabre27 d* Jtk5, 

Exma Corte: 

Procede el recurso instaurado para ante V. E. de acuerdo 
con el art. (¡de la Ley 4055, su correlativo el in C . 3« del 
>rt. U de la ley 18, y jurisprudencia constante de V, E. cuan- 
do se trata déla negativa del fuero federal requerido pur la 
parte recurrente. 
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En cuanto ó la procedencia de ese fuero en el caso, 
considero que debe ser denegado por V. E. declarando gne 
procede el ordinario, como se tiene establecido por la sentencia 
recurrida de la Cámara de lo Civil de la Capital que corre á 
fs. 32. 

Si bien es cierto que el orijen de la acción instaurada ha 
sido una cuestión regida por una ley de marcas de fábricas 
y un embargo que hubo de trabarse en su virtud, no es me- 
nos cierto que en la demanda solo se requiere la indemni- 
zación de danos y perjuicios que se dicen sufridos |>or netos 
anteriores, los que se fundan en disposiciones del Ctíd. Civil, 
que también se citan para juslHiear su procedencia y sü mon- 
to, con evidente presoindeneia de la ley de marcas de fá- 
bricas. 

En tal concepto y teniendo en cuenta que lo que se pide y 
funda en la demanda es lo que calillen la acción á bis efec- 
tos del fuero y ijue la prescindencia observada de la ley de 
marcas denota que se trata de una acción esencialmente civil, 
no trepido en creer como ya lo he significado, que procede 
la jurisdicción ordinaria en el casi*. 

Así pues, considero que en mérito de lo dicho y fundamen- 
tos délas sentencias de fs. 2b' y 32, V. K. se ha de servir 
resolver como ya lo he indicado. 

Julio Hotel. 

i 

FA1.1-0 I1B I.A SCPRKJiA CORTK 

Uuannt AfrM. F¡U»JKO 20 de 

Vistos y Considerando: (¿ue la acción de daftos y perjuicios 
deducida en el escrito de demanda de fs. 7 tiene como ante- 
cedente el embargo solicitado por Don Henry Charles Ste- 
phens en Mayo 19 de 1904 ante la justicia federal. 
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Que para fundar esta demanda se invoca por el actor lo 
diapuesto por ley núm. W7:j, en cuanto á la responsabilidad 
del embargante que se trata de hacer efectiva en el presen- 
te juicio, y d término dentro del cual debió formularse la 
demanda después de diligenciado el embarco (art. 57 y lili, 
ley citado). 

t¿ue en tales condiciones y dado lo dispuesto por la lev núm. 
48 de lí de Setiembre de 1303, art. 3« inu. 1° es indudable la 
competencia de la justicia nacional para conocer en la pre- 
sente causa, desde riñe, como queda dicho, la acción deduci- 
da en la demanda, se funda en una ley especial del Congre- 
so invocada por el actor, al pedir ijue se baga efectiva la 
responsabilidad que ella establece en el art. 57, por haberse 
pedido sin derecho el embargo decretado contra él, á peti- 
ción del demandado. Por estas consideraciones, oíd» el señor 
Procurador General, se revoca la semencia apelada de fs. 32, y 
se declara que el conocimiento dn ta presente causa, correspon- 
de a la justicia federal. Notifiquese con el original, y repues- 
to el papel devuélvanse. 

A. Hkhsikju,— Nicanor G. orl So- 
la*.— M p. Uahact.— 0. Mo- 

YASO GACITÚA. 
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CAUSA IV 



Koíxh Snntktffo y Hno. rontra el Ferro Carril Central Ar- 
fjentino, por tlrrahiaón de jtm >J U Perjuicios. 

Competencia. 



Sumario.— I" No corresponde, rnthne materia, á la justicia 
federal el conocimiento de una demanda contra un ferro- 
carril nacional por devolución de déte y danos y perjuicios 
que se dicen emergentes de la Talla de cumplimiento de un 
contrato de transporte. 

2- No corresponde a la justicia federal, por razón de la dis- 
tinta vecindad de las partes, el conocimiento de unjuieio 
en el que no se lia acreditado que estos sean ciudadanas ar- 
gentinos. 

t'tfío.— Lo explican las pieias fluientes: 



FAI.I.O HIEL JI BXOB CÓRDOBA 

Córil-U Junio 7 de I9U5 



Y Vistos: listos nutus del juicio seguido p»r el señor .losé 
P, Argibay conm apoderado de los señores Santiago Uocea y 
hermanos contra la empresa del Ferrocarril Central Argentino 
por daños y perjuicios y devolución de líeles, en lo relativo 
a laexeepción dilatoria de incompetencia de jurisdicción dedu- 
cida por el demandado. Uesulta: que corrido traslado de la 
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demanda, el representante déla empresa demandada opone la 
excepción mencionada, fundada en que, según el art. 100 de 
la Constitución Nacional y art. ¿ n de la ley Nacional niítu. 48 
corresponde á los jueces Nacionales de Sección conocer en 
primer» instancia en la- causas civiles, estaudu incluidos en 
el mismo término los comerciales en que sean parle un vecino 
de la Provincia en que se suscita el pleito, y un vecino de 
otra; que los seitores Kocca son vecinos de la Provincia de 
Córdoba y l*i empresa demandada es vecina en la Capital de 
la Nación donde tiene su dirección y Administración General 
poi lo ipie el conocimiento de es Le asunto, en razón de La 
distinta vecindad, corresponde á la justicia nacional. Termina 
pidiendo se declare la incompetencia del juzgado para conocer 
en este asunto, con costas en caso de oposición. El represen* 
Lutttc de los .señores Etocca hermanos, contestando la excepción 
pide se desestime con. expresa condenación en costas y que se 
ordene conteste la demanda en el termino de ley y que en el 
presente caso no se trata de vecinos de distintas provincias 
si nó dé vecinos de esta misma provincia; que por el art. 2U5 
C. de €, las acciones del contrato de transporte pueden ser 
deducidas, ni se tratare de caminos de li ierro, ante la autoridad 
judicial del lugar donde se encuentra la estación de partida 
ó la de arribo, siendo los jefes de estación considerados enton- 
ees nomo representantes legales de las empresas; que es evi- 
dente que al efecto de la demanda que versa exclusivamente 
sobre el eoiilrato de transporte, la empresa tiene domicilio eu 
esta provincia, eu la estación de arribo; que teniendo su do- 
micilio la empresa en esta provincia, á los efectos ante dichos, 
y habiendo sido causado en ésta el daño, la jurisdicción de 
este juzgado ha sido y es ú la que corresponde conocer en 
este juicio. Abierto A prueba este incidente, se produce la 
testimonial de f. 33 á 35 vuelta; documentos de f. 40 á 11 y la 
de posiciones de f. 42 á 41 y vencido el término probatorio 
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«e designa la audiencia prescripta por el art. 432 del C. d* 
Proced., laque no tuvo lugar por inasistencia de las partes, 
habiendo éstos presentado las informes de í. 47 y 52 con Ui 
que el incidente queda en estado d - resolución. Y conside- 
rando, que en el presente caso es de enriela aplicación lo 
dispuesto en el art. '¿03 del Cód. de Comercio, según el cual 
las acciones que resulten del contrato de transporte, podrán 
aer deducidas ante la autoridad .judicial del lugar en que 
resida nn representante del porteador ó si se tratase de camino 
de hierro, ante la autoridad judicial del lugar en que se en- 
cuentre la estación de partida 4 la de arribo, que esto importa 
crear un domicilio especial para casos como el presente, con 
el fin de facilitar el ejercicio de las acciones que resulten 
del contrato, respetando sin embargo el orden jurisdiccional 
creado por la Constitueión y leyes orgánicas; que por consi- 
guiente no procede el fuero federal, por raaon de distinto 
domicilio, que no existe, desde que ambos litigantes tunea 
su duinicilin en esta provincia. Por estas consideraciones 
fallo: declarando improcedente la excepción de incompeten- 
cia de jurisdicción opuesta por el representante del K C G 
A y ordeno conteste derechamente la demanda. Con costas 
* cuyo efecto regulo el honorario del Dr. Iluiz Moreno en 
doscientos pesos nacionales y en cien los del procurador señor 
Argibay. Hágase saber. 

S. Beltrán. mi: 
/?. Pttreyra. 

9ESTBNCIA IU¿ LA CÁMARA UE LO UOMKHCIAL DE CÓHlHJlU 

En la ciudad de Córdoba, á 11 días del mes de Noviembre 
del arto ÜÜ£ reunidos en audiencia pública los señores vo- 
cales de la Bxwa. Cámara de lo Comercial y Criminal y traídos 
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los autos caratulados «Rocca y Hno. Santiago, contra el Ferro- 
carril Central Argentino, juicio ordinario,* para conocer de 
la apelación interpuesta por el Dr. Emilio Soferas en repre- 
sentación del Ferrocarril Central Argentino de la sentencia del 
señor Juez de Comercio de 2* nonti nació» de f Mí, techa Ja. 
nio 7 ppdo, que declaraba improcedente la excepción de in- 
competencia de jurisdicción opuesta por el representante del 
F. C. C. A. y ordenaba contestase lerechainente á la demanda, 
con costas, etc., etc.; se procedió al sorteo de ley, resultando 
que los señores vocales debían votar en el orden siguiente: 
Doctores Funes, Ruiz, De la Vega. La Kxma. Cámara lijó la 
siguiente cuestión a resolver: ¿Se continua ó no la sentencia 
apelada? 

£1 vocal Ür. Funes dijo: que la distinta vecindad que se 
alega para sostener que la presente causa es de competencia 
del juez de sección, no existe en el caso ocurrente, desde que 
por el art. 205 C de 0. se les ha dado á los jefes de estación 
el carácter de agentes de la compañía de que se trata, y en 
tal caso se considera á los efectos del cumplimiento de las 
obligaciones aquí contraídas, con domicilio especial en esta, 
art. !»■ inc. 4 C. C, de loque resulta, que no hay esa dife- 
rencia de vecindad que la ley requiere para que surta el 
fuero federal. Por razón de la materia, no es tampoco in- 
competente el Juez de Comercio para entender en el presente 
juicio, desde que el art. 5 o Ley de Ferrocarriles, tiene est 
blecido que las responsabilidades por retardu y demás que 
resultan del contrato de transporte deben regirse (por las día* 
posiciones del Código de Comercio, tratándose púas de Inapli- 
cación de este código no puede admitirse la procedencia del 
fuero federal que se pretende por razón de la materia. Por 
estas consideraciones y las de la sentencia de f. B9 vuelta; 
voto por su confirmación, con costas. El vocal Dr. Ruis dijo¡ 
Por los fundamentos de la sentencia apelada y de acuer 
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con la disposición del inc 4 rt art. 0* del É el caso pre- 
«ente queda sujeto á la jurisdicción común puesto que procede 
por razón de la materia, y las partes litigantes tienen la mis- 
ma vecindad, siendo mi voto por la alirmaliva. 

El vocal Dr. de la Vega dijo: Tratándose en el caso de una 
acción emergente de transporte de mercaderías y dirijida 
por vecinos de esta provincia contra la empresa del F. C C. 
Argentino, ta jurisdicción y competencia del juez a qm para 
conocer de ella la cunsidero evidente no solo por razón de la 
materia oujeto del presente juicio, sind también de las per- 
aunas que intervienen en él. 

La anterior conclusión surge naturalmente del texto ex- 
preso de los artículos 00 de la Ley General de Ferrocarriles, art. 
205 del Código de Comercio, por los que el Congreso Argen- 
tino usando de una facultad constitucional, crea un domicilio 
especial para el ejercicio de las acciones que resulten del 
contrato de transporte, ya sea en la estación de partida ó de 
arribo, sin que esto importe violar disposición alguna cons- 
titucional ni ta ley del f|t¡ por cnanto la jurisdicción atribuida 
por ellas á la Corte Suprema y demás tribunales inferiores 
de la Nación, por ser delegada debe limitarse á los casos 
expresamente enumerados en ta Constitución General, entre 
Los cuales ñu se encuentra el sub judice, siendo conveniente 
recordar en esta oportunidad la limitación al art. 100 que 
consagra el inc. II del art. <57 de la Constitución. 

Km apoyo d« la doctrina que sustento, puedo invocar diver- 
sos tallos de la Corte Suprema y ta jurisprudencia uniforme 
sentada por la Curte de Circuito establecida en esta capital. 
Lo expuesto y loa propios fundamentos del auto apelado, de- 
ciden mi voto pur su continuación, con cosías. 

Roque C\ Funes. — A, de la 
Veffa.—J. M- Rui'— Ante 
mi: Fidel R, Centeno. 
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Cordeba, Noviembre 14 J. 1 ju j , 

Y vistos: Por los fundamentos «le ios votos que anteceden y 
loa ile la sentencia apelada, se continua con cusía* la corriente 
á t. 59 vuelta* regulándose los honorarios del ]>r. Juan O. 
Garufa en 00 pesos nacionales y en 25 de igual moneda los 
del apoderado José F. Argibay. Hágase saber y devuélvase. 

ÁV/if#? t\ > unes.— A. de la 
Vega.— .7. M. Huir. - Ante 

mi: .íiífcíi ií. Centeno. 



VISTA DBL SKÍOH PRnClllAUllR fiRNKHAL 



Buenui AU«j, Uieletubr* lis .!« 1*5. 

Snjurina CVíe: 

La demanda por devolución de fletes é indemnización de 
daños y perjuicios que entablan á fs, 13, los vecinos de la 
Estación General Delicia (Provincia de Córdoba) cuntra la 
empresa del F. C C. Argentino, se funda en el contrato de 
transporte de que instruyen los documentos de fs. 10 á Vi, 
así como «n lo dispuesto en los art. 187, 188 y disposiciones 
cu acordantes del código de Comercio. 

U carga de cuyo transporte se trata, lia tenido por punto 
de partida tas Estaciones de Esperanza, Rosario y Huenos Ai- 
res, y como destino, la referida Estación de Córdoba, llamada 
General De hez a. 

En virtud de esto, la competencia del Tuero federal, invo- 
cada por la empresa recurrente, fundándose en que ella tiene 
su domicilio en Buenos Airea por lo que se ha producido el 
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caso de distinta vecindad, del ine. Ú del art. 2? de la ley 
48, no es prospera ble. 

La acción que se inicia por la parte actora, emerge del re- 
ferido contrato de transporte, pur lo que debe ser deducida 
eu el domicilio especial creado por el art. 203 del menciona- 
do código de comercio, ante la autoridad judicial eu cuya 
jurisdicción se encuentra l * Kstaeión General Dehesa (Córdo- 
ba! ó las de Esperanza, Rosario ó Buenos Aires, como pun 
tos de partid» estos úl limos y de destino aquel. 

Por igual consideración no es aceptable, en el caso de una 
acción que surge del contrato de transporte ferrocarrilero, 
sustraerá la empresa porteadora ó cargadora á la jurisdicción 
de la autoridad judicial del punto de arranque ó de destino 
de la carga, en razón de la diversa nacionalidad de las par- 
les - 

Por ello es que, teniendo presente, por otra parle, la na- 
turaleza especial y restringida del l'uero federal, que «o per- 
mite hacerlo extensivo á causas ajenas a su competencia, así 
eoiuo la jurisprudencia establecida por V. B, en el fallo de 
Abril 10 de mi, en la causa de Fonlau con el Ferrocarril 
del Sur y en el de Diciembre 19 del corriente arto, eu la 
causa de González, Alvares y Cia. contra el Ferrocarril Oran 
Oeste Argentino por cubro de lietes, entre varios ntros, pido 
i V. K. se sirva declarar que no procede la competencia del 
Tuero federal, en el caso sub-judice y en consecuencia, con- 
tinuar la sentencia recurrida del Superior Tribunal de Cór- 
doba que corre de fs. 7:i ú 7o vía. pór sos fundamentos. 

Julio Botet 

FALLO IJK LA SUPRBSlA COtlTB 

La Pt*U, Ftbrtnt 20 d* 

Vistos y Considerando: Que lio procede la excepción de 
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incompetencia ratione materia; atento lo dispuesto en el art. 
50 de la ley nacional de ferrocarriles 

<¿ue tampoco procede en el caso la qne se turnia en la 
distinta vecindad de las partes, por razón deque lio se ha acre- 
dituilu que estos son ciudadanos argentinos (Fallos, Toma 8» 
piiií. :i58; sentencia de Diciembre 19 de 1905 e» la causa «e 
guilla p »r lluiiiíiigu \Ut[ri*Mt¿ l\ contra el Ferro-Carril Gran 
Oeste Ai-gen ti no). 

Por esto, de conformidad con lo pedido por el señor Pro- 
curador General, y funda tu en toa concordantes de la sentencia 
apelada de fe, 7.i m., se conllr.ua ¿jfo eon costas. 
Notifí.jnese con el osteal, y repuesto el papel, devucl- 



viuise, 



A. Iíerubjo — Nicanor G, DIL So- 

LAR— M. P. lÍAHACT.-U. Mü 



CAUSA V 



Empresa de Transportes Unidos contra el Ferro Carril Gran 
Oeste Argentino y otros, Sobre daños é intereses. Compe- 



tencia* 



SiiM«ri<K-V Corresponde al fuero federal el conocimiento de 
una causa qae trata en primer tcVuiino de la interpretación 
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y aplicación de la ley de ferrocarriles nacionales nutu. 2tí7U 
y solo subsidiariamente de latí disposiciones del derecho 
común invocadas en la demanda. 
1* Lo que determina la cimipeteiieia federal, por razón de ta 
materia, con arreglo al artículo HX» de la Constitución Na- 
cional, no son U»s fundamentos leales aducidos por el actor, 
s.tió los pantos sobre que versen las causas prouiu. idas, es 
decir, los hechos que las motivan. 



Cato— ha explican las piezas siguientes: 

Arto 1*1-: L. Jl'KZ DB COSlKKChi 

Unflnui Airci, AbTil 1K do 

Y vistos para resolver sobre las excepciones de arraigo del 
juicio y de incompetencia de Jurisdicción opuesta á. I . 21 y 
f. 'H& y- 

1° Considerando, respecto de la excepción de incompeten- 
cia que ile acuerdo cotí el art. KV de la Constitución Nacio- 
nal y los ari. 4 de la ley de lü de Octubre de IStri y £ ¡nc. 

1» de la ley de U de Setiembre de UJíÜi, corres [ de á los 

Tribunales federales el conocimiento de los asuntéis regidos por 
las leyes nacionales con la reserva expresa respecto al derecho 
común es decir á las leyes civiles, comerciales, pe nales y de 
minería según lo disponen los art. lito y »>? iuc ¿- de la 
Constitución. 

2 n Considerando que los ferro-cur riles nuuinuales se hallan 
regidos por la ley especial nú ni. de "H de Setiembre de 
181*1, cuyo art. 1" establece que las relaciones de derecho á 
que los ferro carriles diesen lugar estarán sujetas a las pres- 
cripciones de la misma y que las empresas demandadas tie- 
nen el carácter de ferro-carriles nacionales, (¿ue, en cause- 
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ouencia, salva, las obligaciones ó derechos de las empresas que 
surjan del cumplimiento del contrato de transporte* someti- 
das á la legislación y jurisdicción comunes de acuerdo con 
el art. t>7 de la constitución y el art. r>0 de La ley de ferio- 
cnrriles, corresponden á la jurisdicción federal todas las rela- 
ciones de derecho cou terceros, que deriven del carácter de 
dichns empresas coiun sometidas á la reclamen tac ion de una 
ley especial que las coloca fuera del derecho común. 

¡i" Considerando: (¿ne la competencia ratiane materia, re- 
sulta de la acción deducida de acuerdo con los hechos ex- 
puestos, cualesquiera que sean las disposiciones leales invo- 
cadas por el uotor los cuales no pueden variar et carácter 
de la demanda que deriva únicamente de los hechos que la 
sirven de fundamento y que concurren a fijar la naturaleza 
ile la acción en tí ¡ero i ció. 

1" Considerando que el actor lin deducido contra los ferro- 
carriles demandados una acción |M>r daños y perjuicios tun- 
dada en que han realizado un contrato con una empresa de 
transportes por tierra que implicaría conceder á la misma 
un monopolio en perjuicio de la empresa actora, que no re* 
viste lo loísmo que la última el carácter de empresa ferro* 
carrilera ni realiza el transporte de mercaderías ó personas 
en la misma forma ni entre los mismos puntos, que las em- 
presas demandadas. 4¿ue el contrato en virtud del cual se 
imputa un delito civil á las empresas, solí» tendría como con- 
secuencia, según la ulírmacióu de la demanda conceder ven- 
tajas especiales a los pasajeros transportados desde Chile á 
la estación terminal de las empresas, por el Expreso Villa - 
lnngn en perjuicio de los transportados p»r La emupanfa de 
Transportes Unidos que hace el mismo servicio, alegándose 
además hechos concretos sobre excepciones verificada* por 
la Km presa en perjuicio de los pasaderos de la compañía de - 
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mandante, con violación de sus obligaciones para con el 
publico en generul. 

5" Considerando que de ta exposición de esos hechos resulta 
con evidencia que las empresas liabian realizado, de acuerdo 
cotí los principios comunes, cotilratos, actos en general, en 
ejercicio exclusivo de un derecho puesto que toda persona sea 
ó no eoinerciaute puede en el desempeño de su actividad cou- 
trutar con terceros como mejor lo entienda, conceder ó no 
monopolios, con relación * las negociaciones á que se dedica, 
ú persona ú personas deterini nudas, y negar sus servicios á 
quien lo juague conveniente mientras no explote un servicio 
publico regido por una ley ó un principio de derecho público. 

(¿ue In única limitación á ese derecho y con respecto á los 
coiucrciau tes se encuentra en la responsabilidad pnr los da- 
ños causados ú otro comerciante por actos de competencia 
desleul Ins cuales por su naturaleza, pueden constituir un de- 
tito civil, queeutra dentro de la disposición del art. 110.) del 
Cód. Civil, pero que solo puede producirse entre comercian les 
que ejerzan el misino é idéntico negocio. 

ü" Considerando por lo tanto que los hechos imputados á las 
personas demandadas solo pudrían fundar la responsabilidad 
de las mismas en virtud de las disposiciones de la concesión 
al derecho público ó de la ley nacional de Térro -carriles que 
las rige por violación de sus disposiciones hacia el público en 
general ó hacia otras empresas de transporte por agua ó por 
tierra de acuerdo entre otros con los art. ¡15, O"?, y <Í8 de la 
ley de ferro-carriles, que por lo tanto el actor demanda á las 
empresas de ferro carriles como entidades especiales regidas 
por una ley nacional; es decir, en virtud de una supuesta res- 
ponsabilidad que solo podría surgir de la violación por parte 
de las empresas de obligaciones impuestas a las mismas por 
la concesión ó por la ley y no por ta legislación común, 
puesto que no se trata del cumplimiento de un contrato de 
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transporte ó de aecinnpR derivadas del mismo y la responsa- 
bilidad del art. 1HW, del QÚd. Civil, por incompetencia des- 
leal, iiü se intenta, de acuerdo con loque resulta de loa hechos 
expuestos, ni cabria euet caso, ¡mr 110 poder existir compe- 
tencia entre el actor y [w demandados. 

7" Considerando en consecuencia que en la cuestión en li- 
tigio, se trata exclusivamente de la aplicación de una ley na- 
cional, por cuya cansa, ella corresponde á ia justicia federal, 
de acuerdo con las disposiciones legales citadas: .Siendo esta 
ñor lo demás la jurisprudencia constante de la Suprema Cor- 
ta- IT 'ft pá(í. ü!í;T. p.íg 7;t; T. VI pág. IWG y '¿07 entre 
utroB fallos) la cual ha declarado, T. 41 pag. '¿«ai, ln proceden- 
cia de la jurisdicción federal aun en el caso de delitos civiles 
imputados a empleados de las empresas de ferro-carriles, por 
el hecho de hallarse establecida la res¡mnsat>ilidod de las 
empresas en I» ley de ferrocarriles y ú pesnr de que esa res- 
ponsabilidad es de dereuh.11 común y surgiría en todo caso 
del art. 111» del Cod. Civil. 

8* Considerando en cuanto á la excepción de arraigo que 
es iiinücioso resol \er sobre ella mentas las conclusiones que 
preceden respecto de la de incompetencia 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado á 
rs, íi pur el señor Agente Fiscal fallo, admitiendo lasexcep- 
eione„ de incompetencia de jurisdicción opuestas por los de- 
mandados a f. 2t y f. -m y declarando en consecuencia que 
no corresponde á la jurisdicción del pro ve ve 11 te el conocimien- 
to de este asunto, debieudo por lo tanto, la compañía acto ra, 
ocurrir donde corresponda; con costas (art. 24 de la ley 4128) 
á cuyo efecto regulo en setecientos pesos iu[n los honorarios 
del ductor López, eu igual cantidad los del doctor Ruiz y en 
trescientos pesos de igual moneda los derechos procura torios 
de KoLon y del Castillo respectivamente. 

Ricardo Seet/er. — Ante roí;— 
F. I. Oribe, 
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AUTO DB VA CÁMARA OB APKLACIOWKS KW LO COMERCIAL 

Bueno* AirM. Julio 11 d* tSW. 

Y Vistos: l*or los l'undaiuentus del precedente dictamen 
del seftur Kiscal, se revoca el auto apelado, y devuélvanse* 
Rep. al sello. 

Lopet VnihtniUus,— Sautetlra 
Ame ini:-£'. Qimenee Za- 
piolit. 

rs biaiBBífCiA 

Y Vistos: Por sus fundamentos y Uniendo presente espe- 
uiulmenle que las hechos en que se funda la i' ¡manila son 
de los previstos en el art. 08 de la ley de berro Carriles Na- 
cionales, se coulirma con costas el auto apelado (a. i'i y de- 
vuélvase. 

Enteres.— Ante mi: E. Qhncnez 
Zapiola. 

VISTA OKU SKSOH PKOCCKADnR fiKSERA L 

Bnonoi Airo, .Seiiftiutm) 2^ «i* 1SWS. 

Suprema Corta 

ha jurisprudencia enlistante c invuriutile de V. K. declaran- 
do comprendidas, en los término* del inc. & del art. Ude 
la ley \H y su correlativo el (1° de la V>55 t las cuestinnes 
enbre competencia denegada de los tribunales federales por 
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los locales de la Capital ó las Provincias, hace pe r Tecla me n- 
le viable y por ende proceden te ante V. E. el presente re- 
curso, contra la sentencia de \\ 07, acordado á f. 70. 

K xa mi ti ando ahora, en su fondo, la expresada cuestión de 
competencia e> de notarse: 

1'' (¿ue según el texto expreso de la demanda (f. 8) que la 
motiva, »e traía de una acción de daños y perjuicios que el 
actor asegura haüer sufrido á causa de actos ó Hechos de Ion 
demandadas, que cal i Mea, con ra/.on ó sin ella, de ilícitos y 
que, sejíúu las disposiciones del Cód. Civil que cita, dan lugar 
á la mencionada acción que exclusivamente funda en ellas. 

liadas estas circunstancias y la absoluta prescindeneia en 
tal luiidamentn. de la ley de terru carriles ó de toda otra ley 
especial; por razón de la materia el caso está fuera de la 
competencia excepcional de la justicia federal, eu la que 
tampoco encaja por razón de las personas, como que no con- 
curren ni las condiciones ni las constancias necesarias ¡i tul 
efecto (distinta nacionalidad ó vecindad, ni justificación le- 
jíal de ello). 

*J' *¿ue cualquier Juez ó tribunal llamado a juzgar y resol- 
ver el cuso, puede hacerlo por las solas disposiciones de la 
ley civil, citadas por el actor y con omisión de la ley de fe- 
rro carriles, que si puede tener una relación indirecta con 
él, es sin embargo extraña á los antecedentes, al fundamen- 
to y á las preteucioues de la demanda. 

Hasta enunciar lo dicho en este punto, para afirmar que, 
no tratándose de la aplicación de una ley especial del Con- 
greso, sinó de las disposiciones de la ley común, no es de 
aplicación ni el art. !(*> de la constitución, ni el art. 2> inc. 
1" d« la ley 18, sobre competencia de los Tribunales Nacionales, 
sino ta reservva expresa del art. 07 inc II de aquella. 

3" Que por último, la jurisprudencia de V. K. ha sentado 
como regla general la precedente afirmación, bastando refe- 



rirse álos fallos de V. E, en que tolo ha admitido U juris- 
dicción federal r#sp-?tn á los Térro carriles, cuando ba esta- 
do de por medio la ley especial que I 3 ríje, en todo aque- 
llo que directa y exclusivamente afecta 911 construcción y es- 
putación (oág. 'ZÍÜ y siguientes del dijes tu de Frias, tomo 
III). 

Estas observaciones y las del dictamen de f. 52, me indu- 
cen i pronunciarme en el sentido del rechazo del recurso y 
la confirmación de la sentencia recurrida de ti 67. 

Julio Botet. 

FALLO DB LA smiKJIA CORTE 

Bu*dcm Aires, Kebiarn 2U de líüfl- 

Vístos: Los del recurso i ti ter puesto por la Bm presa Trans- 
portes Unidos contra sentencia pronunciada por la Cámara de 
Apelaciones en lo Criminal, Correccional y Comercial, de la 
Capital, en los autos que sigue con el Ferrocarril Gran 
Oeste Argentiuu y otros, por cobro de daños y perjuicios; y 
Considerando: 

<¿ue la demanda de f. 8, se funda en un conjunto de hechos 
detallados en su cap. I y resumidos en el segundo, consagra- 
do al Derecho, consistente* según ella, en el monopolio con- 
cedido á la Compañía Nacional Expreso Vi Malunga para ha- 
cer el trafico en la Cordillera Entre Punta de Hieles de las 
dos secciones del Trasandino; eu hostilidades contra la eiu 
presa actora; eu abusos al venderse Job boletos y camas para 
los viajes internacionales y en no agregar al convoy el nú- 
mero de coches que deben componerlo. 

(¿ue si el primero de esos hechos pudiera conceptuarse age- 
no á la explotación de las vías férreas nacionales previsto en 
el art. 1° de la ley núm, 2873 no sucede lo propio con los 
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restantes, que se encuentran expresamente comprendidos en 
aquella (art, 12, 31, 35). 

(¿ue esto sentado, el caso snb-judke es necesariamente de 
la competencia exclusiva del fuero federal, porque en ut va á 
tratarse en primer término de la interpretación y aplicación 
de unn ley especial del Congreso, la citada núm, 2873 que ri- 
p las relaciones de las empresas demandadas con la adminis- 
tración y las particulares, y solo snbjidiariauiente, si bubie- 
se mérito para ello, de las dUprncione* del derdebo común 
invocadas en la demanda (art. ¿- ¡no. 1*; VI ley núm. 48). 

<¿ue en efecto, lo que dctennina la competencia federal, 
con nrrre-lo ul art. 100 de la Oimstitución Nacional, no son 
los fundamentos legales aducidos p>r el actor, que pueden 
ser suplidos por el .tnez en su decisión, sinó los puntos sobre 
que versen las causas promovidas, es decir, los heebus que 
las motivan. 

Por ello y fundamentos concordantes del fallo de f. Í2, oí- 
do el seílor Proco radar (ieneral; se revoca el auto recurrido 
de t, 67, deularnudose que el conocimiento de la causa co- 
rresponde al fuero federal. Notiliquese original y repuesto el 
papel, devuélvanse. 

A. ItattuKJo. — Nicanor G. dbl 
Solar.— M P, Daract.— C. 
M (iv ano Gacitía. 



CAUSA VI 



Rrcurso extraordinario deducido por doña Manuela V, de 
Espinosa en autos Espinosa don Manuel, su testamentaria 

Sumaria,— La cuestión de incompetencia por inhibitoria 
no puede considerarse trabada si nú «liando se formaliza en 
los términos de los artículos 51 y 5I¿ de la Ley de Procedi- 
mientos. 

'i' Ka improcedente el recurso extraordinario contra una sen- 
tencia que se limita ú apreciar la prueba producida respecto 
al último domicilio del cansante de una sucesión, para apli- 
car la disposición correspondiente del Código Civil, 



Caso.— Lo explican las piezas siguientes: 

SBNTBHCIA IPRI, JPKZ l*R l* INSTANCIA KS I,» CIVIL IX LA CAPITAL 

Butnui Air*.. AbríE 15 cU UWá. 

Y visUis: Considerando: Que como resulta de los recaudos 
acompañados por el señor Juez de lo Civil de la ciudad de 
Córdoba, Dr. Ortiz Molina, la señora doña Manuela Villada 
de Espinosa, ha sido reconocida como heredera de don Ma- 
nuel A, Espinosa, cu su carácter de esposa del misino, y 
puesta en posesión de todos los bienes dejados por aquel. 

Que ao habiéndose demostrado en forma alguna la exis- 
tencia de ascendientes ó descendientes del causante, es la 



esposa del mismo su lejftiraa herede», de acuerdo cao loque 
estatuye el art. 3572, del Código Civil y mientras no se prueba 
en el juicio correspondiente que ésta se halla impedid* para 
heredarlo como se insinúa en los escritos de f. 9 y f. 122, las 
personas que se han presentado ante este juzgado iniciando 
el juicio sucesorio de don Manuel A. Espinosa, carecen de 
derecho para hacerlo, por no tener personería para ello, pues 
la viuda excluye á los parientes colaterales y éstos entran á 
la herencia solamente en el caso previsto por el art. 3585 del 
citado código. 

4¿ue siendo esta así, es indudable entonces que las Benoras 
Mari a Espinosa de (toman, Rosa Kragueiro de Cussio y les 
deiuús ijue se han presentado pretendiendo derejhos heredi 
tarius por muerte de don Manuel A. Espinosa, carecen de 
personería en el present* juicio para discutir con la viuda del 
causante la competencia del juez, que deba conocer en la su- 
cesión de su esposo, pues como queda dicho ésta los excluye 
de la herencia, mientras no prueben su impedimento para he. 
redarlo en el juicio correspondiente, que necesariamente debe 
intentarse ante el juez de la sucesión. Art. C3i del Código 
de Procedimientos. 

Que dada la forma en que el juzgado considera la presente 
cuestión, es innecesario examinar la prueba rendida, tanto 
en estos autos, como ante las autoridades de la ciudad de Oír- 
duba, tendente á demostrar cual era eJ último domicilio del 
causante. 

Por estos fundamentos y no obstante lo dictaminado por el 
Agente Fiscal, de acuerdo con loque dispone el art, 118 del 
Código de Procedimientos, el infrascripto resuelve inhibirse 
de seguir conociendo en el presente juicio, el que deberá 
remitirse al señor juez exhortante de la ciudad de Córdoba 
Dr. Ortiz Molina, con el oficio de estilo. Rep. la foja 

Luis Ponce y Gomet.—Aatm 
mi; Jacinto Ftrnandri. 
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•SSTKSCU »B LA O A NABA ÜK APKLACIOKKS KH LO CIVIL l>K LA CAPITAL 

Y vistos. Considerando: (¿ue cualquiera que sea el mérito 
que se acuerde á la prueba testimonial producida en esta ca- 
pital como á las referencias de los certificados de f* 143 y 
escritura de f. 17, de cuyas piezas aparece <iue el causante 
expreso tener au domicilio en esta capital por los años 1887, 
1893 y 1883, tales probamos no son bastantes para destruir 
el mérito que 4 su ve/, ofrecen los testimonios agregados en 
copia i f. ütí de los cuales resultan plenamente comprobados 
los siguientes puntos: 1" El de haber tenido y mantenido el 
causante en la ciudad capital de la provincia de Córdoba ¡i 
su esposa doña Manuela Villada, quien constituía su familia 
mas próxima por carecer de descendientes y ascendientes, en 
cuya casa habitación paraba y se alojaba aquel en sus dis- 
tintas visitas á dicha ciudad. 

YA de haberse dado al causante como domiciliado en la 
provincia de Córdoba en las escrituras públicas á que se re- 
(ieren los testimonios de f. que deben considerarse acepta- 
dos por el mismo causante, siendo de notar el mérito especial 
que dichas escrituras ofrecen por la circunstancia de refe- 
rirse ellas á bienes situados en la misma provincia de Cór- 
doba, cuya administración se confiaba al causante y por ser 
de fecha posterior á las mencionadas escrituras de i, 17 
y 143. 

3 1 E* del domicilio político que resulta haber fijado, con- 
fesado y aceptado el causante inscribiéndose en el Registro 
Público Electoral como vecino de Córdoba y como tal ha sida 
e) ejido para el caryn de elector de gobernador de la misma 
provincia y V Una) mente, el de haber tenido uno de sus prin- 
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cicatea si nú su principal establecimiento de campo en la 
misma provincia de Córdoba y en él el asiento principal de 
sus negocios. 

Que estos hechos justificados con instrumentos públicos y 
con las declaraciones de testigos libres de tacha y que por eu 
calidad personal merecen plena fé, son suficientes para dar 
por establecido que el causante don Manuel Espinosa tenfa 
su domicilio á la época de su fallecimiento en el lugar en 
que éste ocurrió, ó sea en la provincia de Córdoba* podiendo 
agregarse» que la circunstancia de lignrar el causante en las 
planillas de socios de los diversos círculos á que se refieren 
losolicios de f. 144, 143 y 146\ como domiciliado en la calle 
de Artes nú tu. LllJD de esta ciudad, se explica sin necesidad 
de darle el alcance de una constitución de domicilio real y 
positivo por la circunstancia de tener establecido en aquel 
sitio su casa habitación en los períodos de tiempo que pasaba 
en esta capital. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dispuesto en el 
art. !íi8l del C. Civil y con lo pedido por el señor Fiscal, se 
eouiiruia, el auto apelado de f. 158. Dev. y rep. los sellos. 

Molina Arrotea.- Getly.- Ante 
mí: Jorge de la Torre. 

VISTA DBL SE3oH PROCtlHAIlOH tíENHHAt, 

«•en-» AirH. Ftbwo 12 di 1906. 

Suprema Corte: 

Ni como simple cuestión de competencia, ni como aplica- 
ción del art. 14 de la ley 48, procede el presente recurso. Tra- 
tándose, como en el caso se trata, de la oposición al exhorto 
de uu juez de provincia á juez local de la Capital Federal, 
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oposición que se presenta y discute mas como excepción que 
como acción 

T no existiendo contienda alguna trabada entre el juez 
exhortante y el exhortado, y resultando, por «1 contrario, de 
los antecedentes que el segundo conaieute, acepta y declara 
la competencia del primero, loque ó su vez conlitmu la Cá- 
mara Civil de Apelaciones de la Capital. 

No es ni puede ser de aplicación el art. 9 de la ley 4055. 
que es la disposición que rige, en estos casos y materia, ln 
competencia de V. E. estableciendo como condición indispen- 
sable la contienda entre jueces, que aquí no eiiste, 

Tampoco procede este recurso como de aplicación del art. 
11 de la ley 18 y correlativo el H de la ley 4055. 

1" Porque no es exacto que la competencia de los Jueces 
en los casos cuino el sub judice estó regida por la ley tf¿7 . 
Dado que lo está terminantemente por la ley civil (art. 'A'iHl 
del C. Civil) y por disposiciones concordantes de la ley de 
procedimientos (artículo ISH). Tengase presente en este ponto 
que el misino recurrente, en ninguno de sus largos escritos 
anteriores, sosteniendo la competencia del juez local de ta 
capital, ha recordado aquella ley, sino que se ha referido a 
las leyes que dejo mencionadas. 

2" Que tas sentencias dictadas en virtud de esas leyes, 
que no tienen nada de especiales, están excluidas de los re- 
cursos autorizados por él art. 11 de la ley 4S, por el texto 
del art. 15 de la misma, y por la enlistante jurisprudencia 
que invariablemente, tiene establecido que la aplicación de 
los Códigos y los procedimientos locales son extraños á la 
jurisdicción excepcional de V. K. 

3° Que por otra parte, aun prescindiendo de lo dicho, y 
teniendo presente loa antecedentes del asunto, resulta que en 
ninguna de las instancias en que se ha sustanciado este in- 
cidente, se ha discutido la inteligencia de cláusula nlguna 
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de la Constitución, tratada ú ley del Congreso, no habiéndose 
producida resolución alguna por los tribunales que han fallado 
y que afecte tal inteligencia. 

Kn tales conceptos, pues, considero mal otorgado el presente 
recurso, el que V. E. deberá denegar, declarándolo tal. 

Julio iiotti. 

PALLO OK LA St'PKKllA COKTE 

Uuonoi Aira, F»br**> 22 J« 

Visteis y considerando: 
(¿ue un procede el recurso interpuesto para ante esta Corte, 
con arreglo á lo dispuesto en el artículo $' de la ley nriui. 
927 de 3 de Setiembre de ÍHlH, porque habiendo accedido 
los tribu na lea de la capital á la inhibitoria solicitada por el 
Juez de I a Instancia y '¿* nominación, en lo civil de la ciudad 
de Córdoba, no existe contienda de competencia que esta 
Corte deba dirimir. Las cuestiones de competencia solo pue- 
den trabarse en una de las dos formas que determina el 
Título VI de la ley Nacional de Procedimientos, ó sea pro- 
poniendo declinatoria ante el juez que se considera incompe- 
tente, ó bien ocurriendo al que se crea competente para que 
se dirijan aquel con oficio de inhibitoria. Excluida la decli- 
natoria que se reconoce no ha sido deducida, la cuestión de 
incompetencia por inhibitoria no puede considerarse trabada 
sino cuando se formaliza en los términos de los art, 51 y 52 
de la ley de procedimientos mrt. 9 ley número 4055; senten- 
cias de Febrero 17 de Filomena Martínez de Godoy; y 
de Hnrzo ?l de 10(12, Amadey y otros, sobre competencia). 

(¿ue el iuc. a° del art. 1-1 de la ley nú ni. 48, tampoco auto* 
riza, en el caso, el recurso traído ante esta Corte, porque no 
se ha cuestionado la inteligencia de alguna cláusula de la 



Cootti tacizo, tratado ó ley del Congreso, habieodoae limitado 
la sentencia apelada de f. \9l f a apreciar la prueba producid» 
reapretó at hecho controvertido, ó sea, el último domicilio del 
causante don Manuel A. Espinosa, para aplicar la disposición 
eor respondiente del Cód. Civil, siendo jurisprudencia constante 
que las cuestiones de hecho y aplicación del derecho común, 
no autorizan el recurso extraordinario de que se trata (art. 
15 ley nú ni. 48) 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo pedido por el 
señor procurador General, se declara improcedente el recur- 
so interpuesto gura ante esta Corte, debiendo desglosarse y 
devolverse al doctor Ricardo Yofre el memorial y documen- 
tos agregados de r. 'UH á I. X£0, de conformidad con el auto 
da f. 190 

Kotifíuue&e original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

A. ItKHUKJO. — NlCAKOK 6. UKL 

Solak. — M . P. Uaract. 



CAUSA Vil 

Contra don Nicolás Mihañovich, por infracción de la ley de 

Aduana 

Sumar io.— La introducción de un cargamento de trigo pro- 
cedente del extranjero, introducido á plaza con permiso de 
' desembarco de frutos del país ó de productos en tránsito, sin 



haberse probado que dicho trigo fuera para semilla, hace 
pasible al importador de la multa «le doble* derechoa á 

beueliuio del denunciante, sin perjuicio del pago del impu- 
esto fiscal. 

Vaso- -Lo explican latí pinzus siguientes: 



KALLÜ DEL JUBÍ FKDKHAL 

Bateioi Alrtt, At ril 3 i* 1W¿ 

Vistos y Considerando: Que está comprubado en los autos y 
recunocidu asi mismo por don Nicolás Mihanovicli, que con 
•imples permisos de desembarcos introdujo á plaza en el mes 
de Agosto de U*V¿, dos punidas de trigo importadas por el 
pailebot nacional «Démostenos» procedente de puenus del* 
República Oriental. 

4¿ne está probado así mismo que para la introducción de esaa 
mercaderías que procedían del extranjero no se presentaron 
por el importador en la Aduana, el uiauíliiesto y demás do- 
cumentos exijidos por los arts. 102 y siguientes de las orde* 
nanzaa de aduana. 

(¿ue el trigo procedente del extrajero es libre de derechoa 
solo en el caso, según, lo dispone el art. 5* de la ley de adua- 
na, de une sea destinado para semilla y cumpla el introductor 
lo ^rescripto en los arts. 13 y 18 del decreto reglamentario 
deesa misma ley, á lio de que sea plenamente justificado ante 
la aduana de que el cereal ha tenido el destino que determino 
su introducción libre de derechos al pais. 

(¿ue en el caso ocurrente el señor Milmnovich no ha probado 
ni pretendido probar que el trigo de la referencia hubiera 
sido empleado en la siembra, desde que solo limita su defensa 
ú siMteticr que la aduana también incurrió en falta al permi* 
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tir que el pailebot «Demóstenes» descargara presentando 
simples permisos y no el maniuesto correspondiente. 

Que cualesquiera que hayan sido las omisiones por par'.e 
de los empleado* que intervinieron en eaa operación, elUs 
por si solas no eximen de pena al acusado, según asi I» lia 
establecido la constante jurisprudencia de la Suprema Corle 
en casos análogos y recientemente en la causa seguida con- 
tra los señores La li usen y Cía al confirmar la sentencia de 
este Jaxgado y la déla K*ma CM ruara Federal. 

Por estos fundamentos fallo imponiendo á don Nicolás Mi- 
hanovicli á beneficio del denunciante la multa de dobles de- 
rechos sobre los ciento diez y nueve mil cuatrocientos sesen- 
ta y siete kilos de trigo, importados pur el pailebot «L>e- 
nióstenes», sin perjuicio del pago de los derechos fiscales, 
mas las costas del juicio, todo de acuerdo con lo dispuesto 
en los nrt- lfl&>, HMI1 y HKf7 de las Ordenanzas de Aduana. 
Nntitiquese con el original y en oportunidad pasen los autos 
i la Aduana para que practique la liquidación correspondien* 
te- Repóngase el papel. 

Francisco B. Aatit/neta. 

FALLO UK l,A C i HA RA HliKRAL 

btionv* A ir* o, At-.t-. Ib da ¡m. 

Vistos y Considerando: 

p Que según los itocumetitos de U. 1 y fe. 'i el señor Miha 
novich pidió permiso para desembarcar las bolsas de trigo 
que allí te enumeran. Ksos documentos llevan la atestación 
de cumplido, lo que prueba que el trigo fué desembarcado 
por el solicitante. 

Que el trigo haya sido ó nú para el señor Chíodi, no tie 
oe importancia alguna á efecto de desligar al señor Mi baño- 



vich de 1m consecuencias legales que surge de la solicitud 
de desembarco y del auto cumplido 

2° (¿»e habiéndose pedido el desembarco de las bolsas de 
trigo venidas del exlraugero como sí fuesen de frutos del 
país ó productos en tránsito y habiéndose pedido el permi- 
so en los documentos de fs. 1 y fs. 2, en lugar de emplear 
los documentos propio» para artículos de procedencia extran- 
jera . onforiue á los urt. 101 y 347 de las Ordenanzas de 
Aduana, ae han omitid» por el solicitante los requisitos uece- 
sarios según las ordenanzas, art. Ifti y siguientes. 

Dicha omisión ó falta de requisito en los despachos referí 
dos ba perjudicado la renta pública sin que sea causa de excu- 
sación para t*l sumariado el hecho de que los empleados de 
Aduana hayan faltado por su parte á sus deberes al pemil- 
Mr el desembarco con los documentos de fs. 1 y fs. 1. 

3" Que la administración de Aduana ba establéenlo que el 
trigo ile que se trata ba salido de su jurisdicción, esto es, que 
no se encuentra en aduana. El trigo, entonces, ba entra- 
do n plaza desde que fué desembarcado en el puerto de esta 
Capital. Si el señor Mihaunvich, pretende que se ha reem- 
barcado, ha debido probarlo, pues á él le incumbió esa prueba 
de descargo. 

Por e»to; y la jurisprudencia de 3ta Cámara-casos Merian 
Algelt y Cía, Labuseu y Cia. y bis fundamentos del fallo ape 
lado de fs, se continua con costas. Notiliquese y devuélvase." 

Avgifl Ferreyra Cortés. 

11ICTÁUKH IIKL SKÑOK PKCrCl'KAOTm GKNBUAl, l»R J,A NACION 

Uuono* Airoi. Octubre 7 do IMü. 

Suprema Corte: 
Quiere la Ley de Aduana que todos los que concurran á 
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tac múltiples operaciones que gobierna, tengan el cuidado de 
que se cumplan estrictamente, las disposiciones con que am- 
para la renta que por su intermedio percibe el tesoro pú- 
blico. 

De aquí, que, sin detenerse en consultar la intención del 
operante castigue cualquier infracción de su parte y que ha- 
Ka extensivas sus penas á su autor, cualquiera que sen el tí- 
tulo, razón o motivas de su intervención. 

Tan responsable es el dueño de una mercadería introduci- 
da cu infracción de las Ordenanzas, como lo es el simple con- 
signatario, ó el porteador, cuando operando por sí, hau caí- 
do en una omisión ó falta de requisito; como la ley no dis- 
tingue sobre la intención, tampoco distingue sobre las per- 
sonas. 

Ks lo que lia sucedido en el ciso sub-judiee; el señor Mina- 
novicli, que, diciéndose porteador de un trigo extraugem, lo 
iutroduce en su Mimbre, en Terina indebida y omitiendo la 
satisfacción de requisitos, que, por ser legales debió conocer, 
es tan res pon su lile por la indebida entruduccióu como ni fue- 
ra su dueño ó consignatario; basta la infracción cometida pa- 
ra la aplicación de la pena, que en el caso surje de los arta. 
lOti y siguientes, :H7, 11 til) y 1(>'¿(¡ de las ordenanzas de 
Aduana. 

ti ii tul concepto creo que V. K. debe pronunciarse npl i can- 
do al caso las expresadas disposiciones y teniendo presente 
los fundamentos de la sentencia apelada, conlirmarla, por 
ellos y por lo dicho, 

hdio Botet. 
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Baen<Jt Airo», Ftbrtio 32 d» 1*00. 

Vistos y Considerando: 
Que para eludir la responsabilidad del demandado, se ale* 
ga que este se limitó ¿ pedir el desembarco del trigo de que 
se trata para que pasara á depósito y que sí la mercadería 
no se encuentra en la Aduana, de ello no resulta como con* 
secuencia furiosa que sea su mandante quien la saetí de la 
misma. 

(¿ue los documentos do fs. 1 y 2 que sirven de base á la 
acusación, corres pond en al desembarco de producto* del país 
ó mercaderías extranjeras naciona fizadas, que no deben pagar 
deruchos y en ese caso no se encuntrabau loa cargamentos de 
trigo á que ellos se reliaren, con arreglo al art. 9 de la ley 
de Aduana de 19112, ú uieuos que fueran para semilla y se 
hubieran llenado las prescripciones reg lamen lar iaa de ta mis- 
ma, (art. 475, Ordenanzas de Aduana). 

Ojie la entrega de la mercaderia resulta de bis documentos 
agregados con el « Cumplido» puesto en ellos» al tenor de lo 
que dispunen los art. 47B y 482 de las Ordenanzas, á lo que 
se agrega que ellos no corresponden al despacho & depósito en 
que se tunda la defensa. 

Por estos fundamentos, se confirma con costas, la sentencia 
apelada de fs. 81. 

Nutitiquese original y repuesto el papel, derue' se. 

A. lÍKliUKJO. — NlCAMOH O. OKL 

Solar, -M. P. Dakaot. — C. 

MOYANO GaCITÚA, 



CAUSA VIH 



Qorv StmUiert Roberto y Alejandro Nofau, Aliácea* en au- 
tos con SajMago Temple, su testaménta la. Recurso extraor* 
(Una rio. 

Sumario:— 2to es contrario al tratado con la Oran Bretaña de 
2 Je Febrero de 1825, ni á la ley nacional núin. 103 de Se- 
tiembre del añn 1805 sobre intervención ile loa al buceas 
consulares, un auto míe no hace lugar provisoriamente á la 
recepción del juramento de lo.* al buceas consol lares, mien- 
tras no $e declare la nulidad del testamento. 



Oasa:~-lJ¡ explican \m piezas siguientes: 

VISTA JJEL SEÍOR HfluCrJUIKJK GfcWHB AL 

Ba«WM Airíi, Oelifart tu de ismft- 

Suprema Corte; 

Considero que debo expedirme sobre el fondo del recurso, en 
mérito de lo resuelle» por V, E., á f. 142, declarando proce- 
dente la apelación deducida anU- V. E. por los señores llo- 
herto Gore Stiudert y Alejandro S. Nolau, contra la resolu- 
ción del Superior Tribunal de Córdoba, de Abril 26 del co- 
rriente arto, con lir malaria de la del señor Jaez «le primera Ins- 
tancia de acuella Provincia, pt,r la cual se negó, a los recurren- 
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tea, la recepción del juramento requerido pitra asumir el mi 
de alhacena consulares en el juicio sucesorio del subdito in- 
glés Jim Santiago Temple. 

•Sostienen los apelante» que el testamento ojie aparece en 
autos como del causante y en virtud a>l cual ha ¡uterveuido 
en el juicio sucesorio de Temple, don Roberto Me. Crindle, 
instituido albaceu testamentario por voluntad del testadores 
un documento nne está viciado de la mas insanable nulidad, 
según las prescripciones contenidas en los art. ¡1815, 3878 y 
concordantes del Cód. Civil. 

Y partiendo de la Uase de que, no es el caso de un juicio 
testamentario, sino de un juicio de ab-inteslato, sostienen la 
procedencia, de la designación de al buceas consulares veríli- 
cadu en los recurrentes, por el señor Cónsul Ingles, de acuer- 
do con el Tratado con la u'rau liretnnn de Febrero U de 182», 
el decreto correlativo de Noviembre 19 de IWl y la ley na* 
cionul de Setiembre ¿10 de LSU5. 

No liay en auLos pr nicinmieuto judicial alguno, que ha- 
ya resuelto sobre la validez ó invalidez legal del referido 
testamento. Tampoco existe constancia de que los recurren- 
tes hayan promovido, eu debida forma, tu articulación de nu- 
lidad, contra tal documento. 

Por otra parte, como la resolución de tun importante cues- 
tión, en el caso sub jndice, escapa a la jurisdicción de V. E., 
por el doble motivo de tratarse de la mera aplicación d in- 
terpretación de los citados preceptos del Cód. Civil míe co- 
r responde al señor Juca de Provincia, según el art. 15 de la 
lev uúni, 18 de íSeti embre 11 de 18(13, y por tratarse también 
de un juicio sucesorio, radicado, ante dicho Tribunal local, 
donde debe fenecer, de acuerdo con el inc. 1" del art. 12 de 
la misma ley: resulta que a V. ti. no le es dame prescindir, 
al resolver el caso ocurrente, del hecho comprobado de que 

M 
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exista un testamento, que se presume válido, mientras la au- 
toridad judicial competente no declare lo contrarío. 

El art. 13 de el tratado con la Gran Bretaña, de 1825, 
dispone, en lo pertinente, que, «en caso de q m muriese al* 

* gún subdito británico sin ftaber hecho su ultima disposición 

* h testamenta, en el territorio de las Provincias, el Cónsul 
« General Británico ó en su ausencia el que lo representase, 

* tendrá el derecho de nombrar curadores que se encarguen 
« de la propiedad del difunto á beneficio de los legítimos he* 

* rederos, ó ecredores, sin intervención alguna, dando noticia 

* conveniente á las autoridades del país y recíprocamente.» 
Con sujeción á esta cláusula del tratado invocado por los 

recurrentes, eB requisito esencial, para que surja el derecho 
del Cónsul Inglés á nombrar curador de los bienes del difun- 
to, que este haya muerto, en su calidad de subdito británi- 
co, sin haber hecho su último disposición ó testamento. 

De manera que, en el easo de don Santiago Temple, donde 
existe un testamento, cuya nulidad no se ha decretado en 
juicio, no vacilo en atirmar, desde luego, que resulta inapli- 
cable el citado precepto del Tratado Internacional. 

Los apelantes amparan su recurso, á la vez, en et Decreto 
de Noviembre 19 de 1862, que reglamenta la intervención de 
los Cónsules Extrangeros, en las sucesiones intestadas de Us 
subditos de su Nación, eomo si esta disposición, reglamenta- 
ria tuviese la misma importancia legai que el tratado de la 
referencia. 

Considero oportuno dejar constancia de que teniendo pre- 
sente, que el art. 31 de la Carta Fundamental del Estado, al 
declarar cuales bou tas Ujes supernas de /ti Nacióte solo 
menciona y especilica la Constitución, las leyes del Congreso 
y los tratados con tas Potencias Extranjeras, sin hacer refe- 
rencia alguna á los decretos del P. E., los recurrentes no 
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pueden apoyar en tal decreto madores derechos que loa que 
les acuerda el tratado invocado. 

Asi lo dudara el art. 14 del mismo decreto cuando dispone 
■jue *las naciones que reclamasen el cumplimiento de algo 
• un incluido en él, y que pudiera estarlo en alguno de lostra- 
« uní ns celebrados, solo podrán obtener lo «¿tridamente pac- 
■ todo en el tratado que se invoque.* 

Pero, aun aplicando al caso sub-judice, dicho decreto, an 
cuanto no se aparta del espíritu del tratado con la Gran 
Bretaña, es decir, del amparo y seguridad ofrecidas, á lo*, 
subditos ingleses, en nuestro pais, la segunda parte de su art. 
1", hace esteusiva la intervención consular, cuando ocurre 
el rallecímieulo de un ciudadano inglés* con testamento^ siem- 
pre que fuesen extranjeros los herederos y estuviesen ausen- 
tes y ausente también el albacea testamentario. 

Y, como de las constancias de autos aparece comprobado el 
hecho de que, en el juicio testamentario de don Santiago Tem- 
ple, se encuentra presente y actuando el albacea testamen- 
tario nombrado por el testador; tampoco es aplicable, al caso 
ocurrente, el citado precepto del decreto de Noviembre 19 
de ÍML 

Por último, la ley núm. KM de Setiembre 30 de 18l¡5, esta- 
blece igual disposición que la contenida en el citado art. 1* 
del decreto de 18112, siendo, por igual motivo, inaplicable al 
caso de que se trata «on la desventaja para los recurrentes 
de que esta ley en su carúcrer de tal, tiene igual imperio le* 
gul que el tratado internacional que ella reglamenta, en armo* 
nía con el principio consagrado en el art. .11 de la Constitución. 

Bien, pues, en mérito de las consideraciones expuestas, que 
concuerdan con ios fundamentos de la resolución recurrida 
del Superior Tribunal de Córdoba de f. 126 in fine á f. 127 
pido a V. E. se sirva con Urinaria. 

Julio Botvt. 
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tiuttiu AirM, Fabroro 24 J* 1906. 

Y Vistos: en el recurso tle hecho deducido por lúa señores 
flore Studert y Alejandro S. Nolau, de la Cámara Civil de 
la Provincia de Córdoba, corriente á fs. :» del expediente 
sobre Inventario y fs. V>6 de este recurso; y 
Considerando: 

Que eBta Suprema Curte, por resolución del 7 de Setiembre 
de 1900 tlf. 1W) declaró procedente el recurso de hecho de- 
ducido del auto anteriormente recordado, consignando que 
el referido auto i»e apoya en el tratado con la Gran Bret» 
ña de ÍB'1% y ley nacional núiu. Ití3» sobre intervención de 
los cónsules y en que dicha resolución se decia contraria á 
los referidos tratados y ley. 

Que en mérito de este antecedente y cualesquiera que hayan 
sido las razones aducidas respecto a la procedencia ó impro- 
cedencia del recurso, abierto este y sustanciado en forma, lo 
que ahora procede es decidir si la referida resolución en la 
parte apelada, es ó no contraria á tratados y leyes especiales 
de la Nación; ya que, como lo reconocen los mismos apelantes 
á f. 33, el solo hecho, de ser contrarias á las disposiciones 
del Cód. Civil, no autorizaría este recurso. 

Que á los Unes de la decisión de este recurso, lebe tener- 
se presente que, según los términos de la resolución apelada, 
ella se funda erróneamente en los «tratados respectivos» que, 
en el caso no podria ser otro que el de 2 de Febrero de 1825 
celebrado con Su Majestad Itri tánica, pues el referido trata- 
do nada estatuye para los casos de haber testamento y de 
estar ausente el albacea testamentario; limitándose á estable- 
cer el nombramiento de «c redores que se encarguen de la 
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propiedad del difunto*, en el único caso de «que muriese al- 
gún siiodito británico sin haber lincho su última disposición 
ó testamento en el territorio de las Provincias Unidas.* 

Que no obstante esto, el referid" decreto está en lo cierto 
en lo referente á lo ley de 184*5, pues esta tiene establecido 
que «fallecido ab-iutestatn alquil extranjero sin haber dejado 
ascendientes, descendientes legítimos ó cónyuges pública- 
mente reconocidos, comu tales, residentes en el pais; ó con tes- 
tamento si fuesen extranjeros y estuviesen ausentes y auseute 
también el albacea testamentario, el Cónsul de su Nación podia 
intervenir en su testamentaria. 

Que á esta premisa hay que agregar, la que de autos cuns- 
ta la existencia de un documento cou el nombre de testamen- 
to de don Santiago Temple, aun cuando una de las partes 
sostenga ser nula por falta de objeto y de forma; y la de que 
en virtud del referido testamento, el Juez de I a Instancia de 
la Provincia habla admitido en el cargo de albacea testamen- 
tario á don Roberto Me. Grindle. 

Que de consiguiente, resulta así eficazmente demostrado, 
que en el caso Btib-judice no se han producido los hechos 
que según la ley de 1805 hacen procedente la intervención de 
los albaceas consulares, ó sea, ta no existencia de testamen- 
to y en caso de haberlo, la ausencia del albacea tes Lamen - 
lamentaría, siendo de advertir que está ejecutoriada la reso- 
lución de la Cámara Civil de Córdoba, de fs. 38, en cuyos 
considerandos se establece que estos albaceas consulares so- 
lo pueden entrar a desempeñar sus funciones en caso de de- 
clararse sin efecto el testamento presentado en autos. 

Que por lo tanto la resolución apelada, en cuanto no hace 
lugar por ahora y mientras no se declare la nulidad del tes- 
tamento, á la recepción del juramento de loa albaceas consu- 
lares, do es contrario ni tratado c«>n la Gran Bretaña de 2 de 
Febrero de 18*25, ni á la ley sobre intervención de los Cód- 
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sales de Setiembre de 18(15, y no procede por tal razón su 
revocatoria. 

Por ello y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se confirma con costas, la resolución 
apelada. Notifícese con el original y repuestos los sellos, 
devuélvanse al Tribunal de su procedencia» 

A. ItfcitJiBJO— NiCAwmÜ. dkl So- 
lar.— M. P. ÜARAtíT. — C» Mü- 
YASO GaCÍTÜA. 



CAUSA IX 



Criminal, contra Gerónimo Almiron, por substracción y 
violación de correspondencia 

Sumario— Una causa criminal por substracción y violación 
de correspondencia, en que la pena impuesta, al reo es la 
de cinco añus de trabajos forzados é ¡ uliabi litación para 
ejercer cargos públicos, no se halla comprendida en nin- 
guno de los casos previstos por los artículos 11" y («" de la 
ley núm. 405ñ. 



Vaso.— Lo explican las piezas siguientes: 



SO 



SESTHNCU »BL JUBJE PBDEHAL 

U Plit*, Jmlio 5 d* 19US. 

Vista cata causa minino! \ntr violación y sustracción de 
correspondencia, seguida de oficio contra Gerónimo Jilinirún 
argén ti tío, de cuarenta y cuatro aftos, empleado, domiciliado 
en San Nicolás de los Arroyos, sin apodo conocido, hecho que 
tuvo libaren la misma ciudad el dia tres (le Setiembre úel 
año ppdo» 

Resulta: Ante el comisario policial de ta localidad, Juan 
J, Jara, denuncié con facha cuatro de Setiembre, que de la 
bal i ja de correspondencia, procedente del Rosario de Santa 
Fé, despachada ta noche anterior, habíanse sustraído tres car- 
tas ordinarias. 

Una de ellas estaba dirijida á la supuesta Sofía Linares y 
contenia Be;*uo telegráficamente liabia manifestado el Uefe 
de expediciones, cinco pesos, dos billetes verdes de un peso y 
tres colorados. 

La balija precitada había sido entregada por el conductor 
Gerónimo Al mirón con evidentes señales de violación. 

Uados los antecedentes del sumario administrativo, creta 
que el autor de la violación era el empleado Almirón. 

Segund- ; Practicado el registro de las ropas de Almirón, al 
cual se presta voluntariamente, se le encontraron en e> bol- 
sillo izquierdo del pantalón, dos cartas con los sobres violen- 
tadoa. 

Sacadas de los sobres se vió que una de ellas dirijida i 
Esteban Gánale, firmada por Maña Testino, no contenía el 
el billete á qne ella se refería. 

La otra dirigida á Sofia Linares, tampoco contenta los cin- 
co pesos que mencionaba. 
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Registrado el boWíllo del pantalón se le encontraron seis 
billetes de á pesa, cuatro calorados emisión antigua y dos 
verdes nueva emisión. Al mirón entonce* en alta voz díjo que 
cinco pesos pertenecían á la carta de Solia Linares y unu á 
la de Cauale. 

Tercero: Llamado á declarar Al mirón, ante el funcionario 
policial, manifestó" que era el único a u Luí- de lo sucedido. Co- 
mo de costumbre había recibid» del estafetero que viaja en 
el tren nocturno una bolsa de lona conteniendo corresponden- 
cías. 

Una vea en su casa cortó loa hilos y sello de lacre con que 
venia cerrado el suco, sustrayendo non carta dirijida u Solia 
Linares, *la que abrió rompiendo con los dedos uno de sus 
extremos y sacó la carta y eiuec pesos, en billetes de uu 
peso. * 

Habiendo visto al trasluz, de la Unípara, que unu carta 
suelta que venia dirijida ú U-tteb&a Cauale, contenía dinero 
también la abrió sacando un peso. 

Había cerrado nuevamente el saco. 

Reconoció en el acto los sobres, cartas y dinero que se le 
mostraron siendo los mismos secuestrólos. 

Había estado catorce aAos en el curren pues el p.iiuer con- 
trato lo hhso el arto 18ÍU. 

Cuarto: Llamado á declarar ante el infrascripta manifestó 
que notando que el saco traíalos lacres rotos, maquinal men- 
te y mudarse cuenta cometió la talla une tío hubia hecho 
durante catorce años 

Había abierto el suco y tomado dos cartas himples extra 
yendo de ellas la cantidad de seis pesos. 

No salía hasta ahora del aturdimiento producido por el 
delito. 

No se explicaba cómo había abierto el saco y sustraído las 
dos cartas 
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Cod frecuencia tiene fuertes sacudimientos nervosos y do- 
lores de cabeza. 

Quinto: Llamado otra vez ti presencia de proveyente, de- 
claró que no se ratificaba en las declaraciones prestadas an- 
te él comUurio. 

Habían sido hechas por un empleado de policía, y las firmó 
por que se ie dijo que Las firmara cuino descargo de conciencia, 
á fin de que no se le tome por un Ladrón, desde que es acu- 
rada y de bien; declara que lo único que ha sacado son las dos 
cartas, delito que lia cometido estandu borracha, pues al reti- 
rarse la noche había ido á beber con unos amigos, 

No habia dicho esta circunstancia en la anterior declara- 
ción, de vergüenza de úvmv que estaba borracho. 

Sexto; El seilor Procurador fiscal á fs. 1UG pide para el 
procesado ta pena de ciñen tuíos de trabajos forzados y aeee- 
BOrlas legales (art ¡UH, :íoU, ¿Hi, 3¿1, 30i; t '.m/toly ¿W Cód. 
de ÍVoud. en lo Criminal, y 51 y 53 de la ley de 14 de Se- 
tiembre de 1SU3. 

Séptimo: A su vez el defensor solicita la absolución de cul- 
pa y cargo, pera en el caso de que se le hiciera responsable 
del delito, ta pena á aplicarse seria la del art. 51 de la ley de 
14 de Setiembre de 18IÍ3. 

Octavo: Recibida la causa á prueba »e produjo pur el pro- 
cesado la que curre en autos y 

Considera udo: Primera: Que el infrascripto es competente 
para entender en este asunto á mérito en el art. 3* ¡no. 3» 
de la ley de 14 de Setiembre de I6Ü3. 

Segundo: Que Be encuentra constatado en autos el cuerpo 
del delito y A t mirón convicto y confeso de haber bu atraído 
de dos cartar valores en efectivo. 

Tercero: Que toda manifestación del procesada, según el 
art. 3IU del Cód. de Procd. en lo Criminal por la cual se r«- 
ojncaoa autor de un delito, surte los efectos legales de la con- 
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fesióu, siempre que reúna los requisitos que enumera el arti- 
culo, requisitos que retine la con lesión de Al mirón. 

Cuarto: Que Al mirón ha confesado como se lia visto en su 
declaración de fojas 17 ante el infrascripto, ratificada poste- 
riormente que <notando que el saco traia loa lacres rotos nía 
quinal mente y sin darse cuenta cometió la falla... abrió el 
saco y tomó dus cortas simples extrayendo de ellos U can- 
tidad de seis pesos, guardando tos cartas y el dinero sustraí- 
do en los bolsillos del pantalón aun cuando alega que lu hi- 
go maquinal mente y sin darse cuenta de nada.» 

Quinto: Que posteriormente eo su declaración de fojas IDO 
confiesa (pie lo único que lia sacado son las dos cartas, de las 
cuales se lia declarado autor, delito que ha cometido bo- 
rracho. 

Sexto: Que el delito cometido por Al mirón es el previsto 
en el art 53 de la ley federal de 14 de Setieinbi t de ItttS», cas- 
tigado con la pena de trabajos forzados pur cinco anosé ina- 
bilitaoión perpetua de carpís públicos, desde que Almiróti lia 
abierto cartas que contenían dinero apropiándoselo. 

Séptimo: Que no es el caso de aplicar el art. 51 de la di- 
cha ley como equivocadamente sostiene el defensor desde 
que Almirún era en la época de la violación, empleado, es 
decir, funcionario ó encargado de la «dminiatración deCorrens 
en su calidad de contratista de correspondencia i y nó simple 
particular. 

Octavo: Que aun cuando en la prueba se ha dejado conj- 
untado que Almiróu estaba eb'io la nuche que abrió el sa- 
co de correspondencia, esa emhriaguea no fué involuntaria 
•toó voluntaria, parcial y no total; no seria pués eximen- 
te de pena, sino una circunstancia atenuante, que en defini- 
tiva no podría tampoco náceme saber á favor de Al mirón des 
de que la pena edictada por el art. 53, la de cinco anos de 
trabajos forzados, es pena lija, y no da margen al Juez pa- 
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ra que pueda aumentarla 6 disminuirla, dentro de un máxi- 
mum y un mínimum 

Pur las consideraciones expuestas, fallo condenando á Ge- 
rónimo AI mirón á sufrir la pena de cinco años de trabajo* 
Toreados é inhabilitación para ejercer cargos públicos, sus 
accesorios legales, y costas. Nottfíijuese en el original y con- 
sentida ó ejecutoriada esU sentencia, póngase al encausado 
il tlbp»sic¡ón de quien corresponda. 

Marcetin o Esca iatla . 

SKNTRNCIA l)K LA CAMARA PKDRRAL 

U Plmtm, Octut>t« 13 d* ISOft. 

v istos y Considerando: Que el procesado está convicto y 
confeso del delito de violación de correspondencia postal, 
habiendo extraidu de ella, la suma de dinero que se encontré 
en su poder. 

Que la ley al penar severamente la violación de correspon- 
dencia y mayormente la que contiene valores, es con el objeto 
de garantir la segundad de la comunicación en beneficio do 
los importantes intereses comerciales que tiene obligación de 
amparar la Nación. 

<¿ue la circunstancia, en este caso, que las piezas póstale* 
eran dirijidas, ú personas supuestas, no favorece al reo, por- 
que no quita al acto el carácter del delito, que consiste en el 
hecho mismo de la violación de la correspondencia postal, tía 
tener en cuenta el perjuicio individual por el daño que tal 
hecho hiciera sufrir ¿ un particular. 

Que igualmente no es defensa que favorezca al reo, ser éste 
contratista de transporte de correspondencia, y nó empleado 
de la administración, porque según la ley penal de 14 de Se- 
tiemhre de 1803, sufrirán pena de cinco anos de trabajos for- 
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ztiilus los que iíii Ins casos ti** ios articulo* cuarenta y nueve 
y cincuenta y uno Ii ti rtt:u la unrrespondeuriu de una baliju 
de correos, si ella coatuviere Ins valorea expresados eti este 
artículo; agravando especialmente la pena p¡ira los empleados, 
con la destLueióu y la itihalnl ilación pura obtener r*íns 

JMllj ÜCOS. 

Pui* estos fundamentos, b»s di; lo sentencia de lujas 'líi y 
tallo de 1¡i Suprema Corle en id tumo (í:í oájjiria :i7H, se d in- 
firma con oostns. De uéWase y re -mugas* 

.fotfgttSfl í'un-ÍUo. - Pedro T. 
Sánrht*. - i tu n it i M»y i tu . 



IOCTAMKS i'Kl. SKÜtill l'Knrtr It A l> 1K (¿KSKUAI. 

Ü it ¡irania darte: 

Kl procesado Gerónimo Al mirón, cuya oalitlátl de funcio- 
nario ó encardado l* Administración de Correos, en Se- 
tienibre :t de V.m, se enciienl ra bien arredilada en ¡intus, 
por bis continúas y repetidas man i l'estn ciónos del mismo, de- 
clara á t. 17 rali (blindóse á l\ que: * notando que el saco de 
la eorrespoiidencíii Irma los lacres rotos, maquinal mente y 
sin darse cuenta cometió la luí ir que se le imputa. . si lirio el 
suco y tomó dos canas si tupíes extrayendo de ellas la «nulidad 
da ti pesos, guawkndo las cartas y el dinero sOsfcMdo en los 
bolsillos del pantalón.. 

.Se baila cu us tula du en el protíejó, el becho real y positivo 
de la existencia de lus dos cartas vi (dadas pur Alniiróti, la 
una dirijida u Esteban Cúnale y lu otra á Sola Linares, aque- 
lia cunten iendo un pesa "Vú y ésta youleuiendu .-hieis pesos 
de igual moneda, los ijue l'uenm secuéstra los de las ropas 
del procesado. 

De manera que, en presencia de estos auteeecentes y con 
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sujeción á ]n prescripto en el urt. BHi, en armonía ron loa 
mil '¿a: y ■-ÍUSdei Cód. de Proeed, en lo Criminal, el proce- 
sado se encuentra convicto y confeso cuino autor del delito 
ti»' v iolación tlr corrcspondeio-in y Mi*t raceión de valores, 
coma empleado Je correos, encontrándose a ta vez, comprobada 
la existencia del cuerpo del delito, 

La declaración posterior del enea usado, de I'. si bien 

implica mía rccihicaciiin ;i la de]'. 17, eu cualit uliesn que 

lo ñu ico que hizo loé violar las dos cartas de la referencia' 
sin sustraer el dinero que ellas contenían, wj;re-íuiido ijne tal 
hedió lo cometió estando ojiixas borradlo: en nndii modílicu 
la lamelusió» anteriormente expuesta, desde que el procesado 
no lia probado la exactitud de su rectí Mención, ni tampoco el 
hedió de la ebriedad aljmdma ó involuntaria i|iie exime de 
responsabilidad crimitml 

Es también inconsistente ta objeción formulada por ¡a de- 
fensa del reo en el .temido de .pie. las pees is que aparecen 

como destinatarios de las dos eartas violadas, en realidad no 
existen, por cuanto, el uclo delictuoso verilicadn en corres- 
pondencia con liada á su ga ardía y custodia, como empleado 
de oorreos no depende de la exactitud, de ¡os nombres de las 
personas á quienes esa correspondencia va diríjala, sino que 
consiste en el beclio mismo de abrir las canas cerradas, vio. 
laudóse el secreto y (moñudo su contenido. 

Kl delito realizado por Gerónimo Al mirón, se^ún lo ex- 
puesto, cae dentro de la penalidad preseripta en el art. ñH de 
bt ley de crímenes contra la Nación de Setiembre 14 <íe VBO&, 
como b, tiene establecido V K *.„ ,.| fdl,, .j,,,. S e registra en 
la pal}; :í7S del tomo 63 de los Tallos. 

La sentencia recurrida de la K\iua. Cámara Federal de 
Apelaciones de U Plata de f. '¿11, asi lo ha declarado, apli- 
cando al reo, la pena tic cinco ¡iño.s de trabajos Tomados y 
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accesorias legales, por loque pido ¡i V. E. se sirva confirmarla 
por sus fundamentos y por 1« expuesto. 

Julió Hutvt. 

FALLI» |)K LA WPHK1IA CORTR 

Jliionu* AirM, Margó t e <)& tSW 

Vistos y Considerando: <¿ue l¡t presente euns:i i-rimiaul se- 
guida ootttra (Jerónimo Al mirón por sustracción y violauión 
ile correspondencia, ni por su objeto, ni por la pena ¡mpues- 
ta al ren en la deliuítíva de 1*. '¿i i (mude considerarse com? 
prendida en alguno de los casi >s previstos por U\s artículos 3" 
y <í" de la ley riúm. i()r>5, -¡o declara improcedente eí recurso 
concedido á t. '¿VA vuelta. Noli fíquese original y devnulviisij. 

A. lÍBKHEJO, — Nll'ASoR U. l)KL 

Solar. — M. P. Oaraot.— O. 

MoYAKO (¡ACtTL A. 



Don Jító» .liaría AlUthujmm' runtrn la Pruriwia </<■ ihw- 
nos Aires, sobre in*-fmstitH<-i(»tali<fa<l i#l intímenlo á h pro* 
ff arción y <ivr,>!urh'm da dinero. 

Sumario: — \" No desconociéndose ine el valuadnr hizo el co- 
bro del impuesto á nombre de ana ley local, en beneficio 
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ile la provincia j|epunduda y con aprobación del Poder Kje- 
un ti v o de la misma. procede lu devolución do lo cobrado 
si el acto del cabro resallara con truno á la Constitución 
Nacional, aun en el supuesto de que esa ley hubiera sido 
mal interpretada por el referido luueioiiario- 
2" Es repugnante Ala Constitución NftOional ta ley de la Pro- 
vincia de lineaos Airee, de 11 de Enero de liHíi, deuomiuii- 
da de impuesto á lu producción, en cuanto ella ordena el 
pago del impuesto antes de mover el producto del lugar de 
producción ó depósito, eiinbjutcra i|iie sea el lugar del des 
ti m> y aun en el caso de nacerse la extracción ;í nombre 
del dueño tic eso producto, con las excepciones establecidas 
en favor, entre otros casos, de los que trasladan ganado de 
criad invernada «dentro de la Provincia, de un eslubleci- 
ruiiíuto de su propiedad nutro igualmente suvo». 



Cu*».— Lo explican las siguientes piezas: 



ÓICtAllRÍI UKh SKSiOI 1'BnCrilAlnin (íKSKltAlj 

Suprema Curte: 

No se lian acompañado las guias originales ni docu méritos 
fehacientes que liaban constar, el pago del i m puesto cuya in- 
constitucional ¡dad se denuncia en la demanda, ni la causa 
que baya determinado la imposición de ese pago. 

No se lia agregado ta m puco cópia autorizada de la ley como 
era necesaria, para apreciar con exactitud el carácter de las 
obligaciones que impone á los conlribuy entes de la Pmvin 
cía de Unenos Aires: Pero en la demanda se expresa, que la 
ley de la Pruvinuin lia encubierto el gravamen con el nom- 
bre de impuestos al eunsaum ¡/ á la prwlmriñn y que su ar- 
ticulo '¿- establece el impuesto á la prwlim tán sobre cada 
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especie vacuna, yeguariza ó lanar que se extraiga «le un es- 
tablecimiento radicado dentro de la jurisdicción Provincial. 

Si es exacto ijue la ley se refiere ni consintió y ¡i la Pro- 
ducción y afecta las especies producidas en los establecimien- 
tos rurales de lo Provincia, la circunstancia de cobrarse ese 
impuesto á la producción en el momento déla extracción de 
la hacienda, no luodilien su naturaleza. 

La doctrina constante de los fallos de Y. & reconoce el 
poder de las Provincias para dnrse sus leyes y regirse por 
sus instituciones locales, sin que en su mérito pueda des. 
conocérseles el derecho de establecer i m puestos solí re 1» i cues 
incorporados a su riqueza territorial, cuando esos impuestos 
no al'ectea las atribuciones delegadas cu la Couslitueion Nacio- 
nal, al Gobierno Federal, 

Aun cuantío al respectóse invocan los ¡m. l n y 11 de la 
Constitución Nacional para defender la libre circulación de los 
electos de producción ó fabricación nacional, pienso que nque- 
líos no son perturbados por los iuipuesios proviuciáiéa á los 
productos del suelo, sujetos á su jurisdicción. 

Nn se trata en efecto de circulación de efectos Úñ prodttl- 
r/óK nm'iottuL ni de mercaderías despacha, bis en las adua- 
nas exteriores a los que textualmente se reitere el nrticulo de 
la Constitución, 

Nn se trata tampoco de artículos de producción ó fabrica- 
ción une i un al ó extranjera, ó ¡ganados ile toda especie que 
pasen 0r territorio tU- alguna provincia, que especial mente 
determina el art. 11 de la Constitución. 

Al hecho de la circulación de productos nacionales que pa- 
sen por territorio de ana provincia; esto es, al hecho de 
transitar simplemente el territorio, es n lo único qae está en- 
hibído en aquellos artículos, el ejercicio de las facultades im- 
positivas de las Provincia*, 

Si la ley en discusión no se reliere al tránsito ni á la eir- 
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entuman misma, no es vinlatoria de las ^wmtiaa «leí Ctiili- 
gq rundiliiéutal. Si t g|g | tt producción de su suelo, 

MqalquiairA que sea el momento que determino p,,ra él pego 
y fus M^pofoniRi que l.ayn árenlo (Hiaveniaote establear, 
el impasto un es inconstitucional y está comprendido en laú 
atribuciones n» delegadas del poder federal que las provincias 
se lian reservado c.iiu.i Una necesidad vital de subsistencia 
pOÉ Jas (iispqsicloaes de los url. lili y Un de la Constitución 
Nacional. I'ido á V. B. se sirva así declararlo en oportunidad. 

AltMto J5t «lo ÍWfi 

üabiniano Kkr. 



FAt.LO f)K LA SU'ltBMA COUTR 

Bttenoi Atríf, Mano l- út Iflt'f» 

Y Vistos: doq Juan Muhu Altolaguírre demanda ti la pro 
vhicia de Unenos Aires por iiicoristitucúmalidad del impues- 
to á la piuducL-u'ni y devolución de dinero, exponiendo: 

ÍJtté según las escrituras de protesta que acompaña, se ha 
visto obligad» á pagar los impueslos que detalla y que as- 
cienden á la suimide 1 1 m pesos, 51) centavos m, n , pura traa- 
iadar, sin q«e ííobíerá mediado alguna transacción, haciendas 
desde un campo de su propiedad, ubicado en General Arena- 
les, Provincia de lineaos Aires, a otros también propios si* 
tuados en Córdoba y Santa Ftf, 

í¿ue también liabia reclamad.» verbal mente ante el minia 
m de Hacienda, de la Provincia de Buenos Aires, contra los 
pagos aludidos 

<¿ue el art. 3? de la ley provincial, creadora del impuesto 
grava con $ J,50 ,Í cada novillo ó vaca y con $ UK) á cada 
ternera, animal yeguarizo ó mular que se extraigan de un 

if 
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•«tablee i miento; y el art. 19 exceptúa del impuesto á loa (ja- 
nados de uña ó invernada que el dueño traslada, de mro de la 
Provincia, de un establecimiento de su propiedad á otro igual- 
mente suyo, creándose así un derecho diferencial y de ex- 
portación, contrario á los art. 10 y 11 de la Constitución Na- 
cional, invocando los cuales y los 100 y 101 del Código Ci- 
vil, solicita la devolución de lo pagado con intereses y cos- 
tas. 

Que el representante de la Provincia de Buenos Aires pide 
el rechozo de la demanda, con costas, alegando: 

Que los impuesto» en cuestión se cobran, nú por el hecho 
de que los productos circulan materialmente sinó porque se 
entregan á la circulación euonóuiica, pues ai ser movidos ya 
han silo objeto de una venta ó permuta, siendo el momento 
del contrato la ocasión del pago, el cual recae sobre el hecho 
de la producción, y no es así repugnante á la Constitución, ni 
lo es el gravamen á los que posan á otra Provincia. 

Que si el demandante ha pagado impuesto por el removi- 
do de sus productos á la Provincia de Córdoba, esto no pue- 
de vulnerar la ley, que no ordena el pngo; y si los avalua- 
dores lo han cobrado han obedecido á la consideración de 
que los productos no se movieron á Córdoba con destino á 
invernada, sino para entregarlos al movimiento económico. 

Que los mismos avaluadores «al cobrar el impuesto lo han 
hecho interpretando la ley: si tal interpretación es errónea no 
puede perjudicarle en manera alguna, siendo eutónces la 
cuestión de incumbencia jurisdiccional agena a la Suprema 
Corte de la Nación». 

Que niega en absoluto los hechos en ijue se funda la de- 
manda. 

Que oído el señor Procurador General y recibida la causa 
a prueba, húse producido la de que instruye el eertilicado de 
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f. 103, habiendo las partes alegado a f. 105 y 113 respecti- 
vamente. 

Y Considerando: 

(¿ue la demanda es por devolución de dinero que se pre- 
tende cobrado por la Provincia de Buenos Aires, y ha podido 
establecerse ante esta Curte, cuya jurisdicción, así en causas 
de la naturaleza de la actual como en tas otras de que está lla- 
mada ú conocer originariamente, no depende délas excepcio- 
nes perentorias que invoquen los demandados. 

Que en cuanto al fondo no se desconoce que el valuador 
de General Arenales lia hecho el cobro aludido tí nombre de 
una ley local, en beuelicio de la demandada, con aprobación 
del Poder Kjecutivo de la misma; y en estas condiciones, auu 
en el supuesto de que esa ley hubiera sido íual interpretada, 
la provincia estaría obligada á la devolución, si el acto fuere 
contrario á la Constitución Nacional (unta al art. i'3, Código 
Civil) 

(¿ue á este respecto, sí bien no están de acuerdo los iu- 
formes de f. 70 y Tí respecto al hecho de que todas las guíus 
reseñadas en el oücio de f. (58 hayan sido expedidas al actor, 
aparece de lo informado por el Poder Kjecutivo (f. 7li á 80) 
y se acepta eu el alefato de su representante (f. 112), que en 
Abril y Mayo de litOl se cobraron a Altolaguirr© once mil 
doscientos dos pesos, 50 centavos >Hn, por trasladar desde la 
provincia de Huenos Aires á la de Cúrdoda, las haciendas 
expresadas eu la demanda. 

(¿uo por lo tanto, los cobros en cuestión se han practicado 
con motivo de circulación interprovincial de valores, contra 
dando to dispuesto en el art. 10 y correlativos de la Consti- 
tución Nacional, 

(¿ue el examen de la citada ley (f. 90), demuestra que no 
es posible atribuir al impuesto impugnado los fundamentos 
que se Indican en el escrito de f. 23, porque aquella ordeua 
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el pago de dicho impuesto antes da mover el producto del 
lugar de producción ó depósito, cualquiera que sea el lugar 
del destino y aún en el casu de hacerse la extracción i nom- 
bre del dueño de ese producto, con Las excepciones estableci- 
das en favor, entre otros casos, de los que trasladan ganados 
de cria ó invernada «dentro de la provincia, de un establecí- 
miento de su propiedad á otro igualmente suyo» (art. i y 19), 
por manera que, en primer lugar, no es necesario á los Unes 
del gravamen que haya mediado una transacción; y en se- 
gundo, que tal gravámen no recae sobre la producción, cuino 
tal, pues no son grandes valores producidos en la provincia, 
que se mueven ó circulan dentro de ella 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo reiteradamente 
resuello en casos un átomos, se declara repuguante ú la Cnusli- 
tución Nacional la ley de la Provincia de Buenos Aires de 
14 de Enero de 1904, denominada de impuestos á ka produc- 
ción en la parte objetada en el presente juicio, y se condena 
á dicha provincia á devolver á don Juan María Allotnguirre 
la suma de 112(í¿ pesos con 50 centavos, m », con mas sus 
intereses desde el día de la uotiticaoión de la demanda á estilo 
de los que cobra el Hunco de la Nación en sus operaciones de 
descuentos, debiendo dicho pago hacerse en el término de 
diez días, y las eostas del juicio. NoLilTqucáe original y re- 
puestos los sellos, archívense. 

A. Hkrukjij, — Nicanor G i>Kl 
8oi.au. — M. 1*. Daract.— C. Mo- 
vaso Gacitita. (1) 



II) Ka ifiul Mnti<]o (áll<> la Suiirenia L'«r ll Wn facha ll> de M*ru>, La ia- 
t-iréa. por 4na Nurbattu Uuirnu »ntn I* iiimiwi iirofiiicln, por <l«rulm?i<>a <lr> úinna 
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CAUSA XI 



Jhn Juan F Skttrr/ contra la Municipalidad del Rosario, 
por vohro ejecutivo de peso* 

Sumario.— I a Tiene carácter de definitiva á loa linea del re* 
curan extraordinario autorizado j»nr el urt. 11 de lu ley 
iiúiu. 4«, la resolución de una Cámara Federal dictada en 
juicio ejecutivo, rechazando la ejecución por razones inde- 
pendientes del carácter del juicio y fundadas en leyes lu- 
cules que, en su texto y propósitos, afectan también las 
acciones judiciales ordinarias en lo concerniente al cumpli- 
miento de las sentencias, y á la jurisdicción de los tribunales 
federales. 

2 o El artículo 'Al de la Constitución de Santa Ke y el 14 de 
la Ley Orgánica Municipal de la misma provincia son in. 
compatibles con lo legislado en los artículos 33, 42 y 2344 
del Código Civil. 

Caso. —lo explican las piezas siguientes: 
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Hv^tri'i Sttletubre 34 de 1901 

Vistos' °>stos autos por ejecución, seguidos por el Ingeniero 
señor Juan F: Sarhy contra la Municipalidad de esta ciudad 



por cobro de pesos, procedentes de honorarios por servicios 
profesionales prestados d la dwná&dttda; y 
Considerando: 

1- Que según dispone la ley 17 tit. XVI Libro 4 de la Reco- 
pilación Careliana, y fallo de la Suprema Corte en el Tomo 
68 pag. U¡0 las causns en el fuero rederal deben resolverse 
atendiendo á la verdad resultante de autos, conviniendo el 
juicio en beneficio de las partes y de la justicia. 

2» Que la causa ú titulo del ejecutante en virtud del «nal, 
ee ha iniciado esta ejecución es el contrato de locaron de 
servicios prestados por el acreedor. La existencia de este 
contrato no ha sido negada en ningún momento por la Muni- 
cipalidad: la exactitud de este hecho consta implícita y explí- 
citamente en estos autos y en los del arbitraje: la Municipali- 
dad ae ha limitado á objetar el monto de los honorarios; sobre 
la existencia del contrato y cumplimiento de él por parte del 
ingeniero Sarhy, hay cosa juagada según resulta del auto de 
fs 3 El quantum de los honorarios ha sido lijado por el 
tribunal arbitral, de acuerdo con el articulo ;itfi7 del Codito 
Civil. 

A la verdad o-; a* explicaría razonablemente, en esta causn, 
la constitución del tribunal arbitral y el consecuente laudo 
apreciando l.»s honorarios, si no constara de manera evidente 
la prestación de servicios por el actor. Por consiguiente, 
estando ucrediladoen autos el derecho ó titulo del acreedor 
sin necesidad de ser complementado por prueba supletoria, el 
laudo arbitral es titulo hábil para de.unndur ejecutivamente 
al deudor de conformidad con la ley 4 tit, XXI, libro 4 de la 
Recopilación Castellana puesto que ha sido prestada y acep- 
tada la lianza exijida por la ley. 

3- Que la validez del laudo resulta á prima facte de las 
copias adjuntas puesto que no aparece inaniliesto adolecer 
de nulidad absoluta, y por válido ae tendrá hasta que sea 
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declarado nulu por sentencia, ejecutoriada, (art. 10 U! del Cóii. 
Civil. 

4 o t¿ue el procedimiento ejecutivo ea procedente en este 
caso, porque el acreedor ha presentado titulo válido por fia- 
ti dad liquida de moneda. 

Y Considerando: en cuanto a la excepción de inembargahili- 
dad de loa bienes Municipales: 

5° Que si bien es verdad no afecta esta excepción á la causa 
ó titulo de la ejecución, ella por su naturaleza, paraliza el 
procedimiento ejecutivo ulterior, y está por lo tanto compren* 
dida en la de * nulidad del procedimiento», (establecida en la 
ley de Mayo 22 de liíOl), si han sido embargados bienes que 
la ley prohibe su enajenación (artículos 18, 1015, 2336, 2338 
y 2314 del Cód Civil). 

U° Que el señor intendente t*n el acto del embarco de bienes 
protestó oportunamente porqué eran embargadas rentas é 
inmuebles inembargables, y haciendo uso de su derecho, repro- 
duce la protesta con calidad de excepción. 

7" Que la Constitución y Ley Orgánica Municipal de esta 
Provincia prohibe el embargo de las rentas ó bienes munici- 
pales, bajo pena de nulidad del acto. 

La Corte Suprema en el Tallo del T. 18. pág. 195 interpretan- 
do los arts. 2320, 2337, 2338 y 2344 del Cód Civil, ha declarado 
expresamente que las rentas municipales destinadas á atender 
el servicio indispensable de la comuna, y el mercado que está 
al servicio comunal, no son embargables porque están fuera 
del comercio,, son tnenagenablea relativamente porque depen- 
de su enagenación de autorización publica, según el modo y 
forma que las leyes especiales lo prescriban. 

Los bienes embargado? en la presente causa, están compren- 
didos por el mencionado fallo. 

Por las razones expuestas en los considerandos 5*# y 7* fallo 
en esta sala de audiencias: No haciendo tugar á la ejecución 
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de los bienes embarcados y debe proirederse íi sn liberación 
podiendo el acreedor, si conviene á su d»vecho, indicar otros 
bienes que sean embarca Mes y en los qur pueda hacerse 
ejecución, oportunidad en la ou;il será el cuso lie resolver 
sobre la solvencia del llador. Sin costas por no haber mérito. 
Nmiliquese con el o/ighial y repónganse, 

D'tnid Uuutia 

SESTKSCU W.\ LA CAMAKA FKOKItAl. 

LWim, M¡iy-..'i (a iw ¡>. 

Visto*: l.'ou dderuudu en cuanio al recurso ile nulidad: 
l¿ue la sentencia de remate snlu podrá mandar que se lleve 
la ejecución afielante. ó declarar que no lia hiirsir ;i la ejecucofii 
condenando en lino y otro caso respectivamente al ejecutado 
tí ejecutante en las coalas, segup la prese ripcióu expresa del 
articulo '¿77 dé la Ley de Ptfoced i mientas. 

Que en la sentencia de remate dictada á fs li*i, el Juez no 
lia cuta piído cun esta prescripción Se^al, pues se lia limitado 
a no hacer lujará ta ejecución de los bienes cuya liberación 
procede dice «podiendo el aereed*!"*, si conviene ti su derecho 
indicar otros bienes qne sean enibargahles y en los que pueda 
hacerse ejecución, oportunidad en la Cual sera el caso de re- 
solver sobre la solvencia del dador, sin costas por no haber 
mérito... > 

(¿ue no huid endose prnuum'iailo el .fue/ por consiguiente, 
sobre la ejecución en los términos que prescribe el art. '¿11 
citado y de acuerdo can los art. "¿<td y "«Wt» de 1» misma ley 
procede el recurso contra la sentencia, debiendo dictar esta 
Cámara la que corresponde sobre e! fundo de conformidad 
también, can ¡o quft solicitan las dos partes litigantes, f. 177 
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Cnnsi de randa sobre la apelación; (¿ue el crédito de 30.000 
$ oro alindo porque se ejecuta, proviene de honorarios de- 
vendados por el ejecutante como perit» árburo, loseuales lian 
sido estimados en aquella cantidad por un Tribunal arbitral 
en Setiembre 10 de UiiY), como todo así consta del título de 
ejecución corriente á f. i y siguientes; 

'¿iie el tata» de un titulo de esa naturaleza es de inme- 
diata exigüidad segáu el art. UVll del Cód. Civil. Verlos 
arts. lo:!(¡ y 1039 síg. que lo complementan, y loa 1401 
t> parte) y lfóG i no. i" del mis ni o Cód. 

*¿ue pura ta Municipalidad ejecutada, u» es exigible ac- 
tuuf mente, y en esto tiene razón ú estar ú la Cnnstit ación 
de la Provincia de Santa Vé á que ella pertenece (Kosari..) 
en su art. 13Í que dice. «Ka ningún caso podrá hacerse eje- 
cución i) embargo en lu^ remas ó bienes municipales» agre- 
gando que tcuando la Municipalidad lucre condenada al pa- 
go de una deuda cualquiera, la corpoación arbitrará, deutru 
del término de «i» meses á la notificación de la sentencia 
respectiva, la forma de verificarlo, i La ley orgánica estable- 
ce in tct'Mtnis esta mis mu prescripción, en su art. 14, ex- 
presando que tl'nriua parte integrante, bajo pena de nulidad 
de torio acto Ó contrato que las autoridades comunales cele 
bren en representación del municipio * 

Lo propio establece aquella Constitución promulgada en 
Eneíü li de 11HM respecto de la Provincia de Santa Ke, en 
*u art. 25. disponiendo que «si fuere condenada judicial men- 
te al pago de alguna deuda, no podrá ser ejecutada en la for- 
ma ordinaria, ni sus rentas embargarlas, debiendo la Legis- 
latura en ese caso, arbitrar el modo y forma de verificar el 
pago, y que esta prescripción forma parte integrante, bnjn 
pena de nulidad, de todo acto ó contrato que las autoridades 
y funcionarios provinciales celebran en representación del 
Eatado.» 
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Más ó menos iguales ó semejantes, también á disposiciones 
como estas de otras provincias, son la de la Ley Nación a - 
niim. 3íí;s2, del i¡ de Octubre de 1900, pues que prohiben a 
los Tribunales Federales y Jueces Letrados de los Territorios 
Nacionales, el dar curso á las acciones civiles que se deduz- 
can contra la Nación en su carácter de persona jurídica, sin 
que se acredite haber procedido la reclamación de los dere- 
chos controvertida ante el P. Kjecutivoy la denegación de 
su parte (art. 1"), en cuyo caso si su resolución demorase mas 
de seis meses de iniciado el reclamo, el interesado requerirá 
el pronto despacho, y sí transcurriesen otros tres meses sin 
producirse dicha resolución, Inacción podrá ser llevada direc- 
tamente ante los Tribunales, acreditándose el transcurso de 
aquellos plazos (art. 2") agregando después de otra todavía, 
que las decisiones en estos juicios cuando sean condenatorias 
contra la Nación, tendrán carácter meramente declaratorio, 
limitándose al simple reconocimiento del derecho que se pre- 
tende (art. 7). 

Que de suyo estas leyes forman parte del réjimen político 
y administrativo de todo Estado y son de un órden muy 
superior y distinto al de su ley común: no siendo de esta últi- 
ma sino del primero de quien recibe el estado la facultad de 
adquirir derechos, contraer obligaciones, dar cuín pl i miento á 
las mismas y estar en juicio, en los casos, modo y forma que 
él le estatuye. 

(¿ue estos principios del derecho están recibidos y consagra- 
dos por tas Cortes de Justicia de los Estarlos Unidos, cuyo 
régimen constitución» l es el nuestro icón pocas y no muy 
importante variaciones-, como dice el Dr, N. A. Calvo en sn 
obra «Decisiones Constitucionales», y asi ello han resuelto por 
lo que sereriere especialmente á la presente cuestión y á lae 
leyes citadas de Santa Ko, entre otros numerosos casos: que 
en estatuto de limitaciones sancionado con la debida discreción 
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y acordando en tiempo razonable para el principio de la litis 
sobre demandas existentes, es una reglamentación átil y 
sana que no está dentro de la prohibición de la constitución; 
que para que deje de ser razonable el tiempo lijado para 
iniciarla demanda, el Tribunal debe estar en actitud de decir 
que uo se acuerda una oportunidad adecuada á la parte afec- 
tada para hacer valer sus derechos después de la promulgación 
de la ley, y que el electo é inequívoco propósito de la ley 
es quitarle el derecho á la parte y no limitar meramente al 
tiempo en que pueda empezar a regir. !¿ue una extensión de 
tiempo para iniciar una acción no altera la obligación de un 
contrato; y que una ley cambiando el modo de empezar la 
acción dando aviso y precediendo al juicio, es válida, como 
es la ley que suspende todos los procedimientos legales p,*ra 
obtener ó ejecutar una sentencia por dinero por el periodo de 
7 meses, porque oyera solamente sobre los Tribunales, y la 
de que el listado puede ordenar una suspensión de ejecución 
sobre unr sentencia á favor de una corporación Munici- 
pal. V. arts. lt!Ü9, 17b7, 1771, 1772, 1771, 1777. Tomo II Obra 
citada. 

(¿ue no á otras leyes precisa mente, al igual que á su validez 
y estricta aplicación, se refiere la S. Corte Nacional en el 
fallo a que hacen mención las partes: Tomo XXV pag. 432 
en oposición al del Tomo XLVll pag. 193 que igualmente 
mencionan, debiéndose esta oposición á que en el tiempo en que 
se dictó el uno de ellos, no existían aquellas en la Provincia 
ó Municipalidad ¿la cual pertenecía el pleito, y si en otro 
litado, Provincia ó Municipalidad, parte así mismo en otru 
pleito, cuando se dictó el segundo de ellos. 

Que siendo el caso de resolver las excepciones deducidas en 
este juicio, conforme á lo prescripto en el art. 227 de la Ley 
de Proc. débese concluir que la excepción de inhabilidad opues- 
ta al título con que se ejecuta á la Municipalidad del Rosario- 
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es arreglado á derecho, como quiera que la ejecución tiene por 
base un crédito no exigióle; dada las consideraciones que que, 
dan expuestas, art. "¿4a Ley citada. 

Que después de esto, á nada conduce como se comprende, 
la excepción de embanfabiliilnd ó ineiubargabilidad de los 
bienes de la Municipalidad en esta ejecución Cuera deque no 
estando comprendida entre las excepciones que taxativamen- 
te expresa dicha ley en su art. '¿70. puede resolverse á lo su 
mu, como una cuestión incidental peni que cabalmente por es- 
to no tiene razón alguna de ser, n la altura en que se está del 
juicio, con la resolución de lo principal. 

Por estos fundamentos, se declina nula la sentencia recu- 
rrida de t'. lüi, no haciéndose lugar á esta ejecución con 
costas al ejecutante. Notifíque^c á las partes, repóngase el se. 
liado y devuélvanse 

Joxé Marcó.— Nemesio Gonzá- 
lez (hijo): en disidencia d« 
fundamentos.— Fortunato Cal- 
derón. 

MSIOKXCIA 

l'amuá. .Muriu £1 da ltHJó, 

Autos y Vistos: 

Considerando: en cuanto al recurso de nulidad entablado por 
el actor. 

1" Que la Suprema Corte tiene declarado que la excepción 
fundada en que los bienes objeto de la ejecución no son em- 
bargantes, importa una excepción de inhabilidad de tftulo res- 
pecto A esos bienes (fallo de la Corte Tomo 77 y 4fl Págs. 3*29 y 
195), de modo que el Juez a quo al aceptarla en su fallo no ha 
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incurrido en nulidad aun cuando por error la haya clasificado 
de distinta manera. 

<¿ne por otra parte, aun cuando la excepción cuya proce- 
dencia ha declarado el Juez a qno no estuviera autor izada por 
la Ley, ello no importada una causa de nulidad de la sen- 
tencia, sino* un motivo para pedir su revocación. 

Por tanto no se hace lugar al recurso de nulidad deducido 
por el actor. 

Considerando en cuanto ú la adhesión al recurso de nulidad, 
manifestada en esta instancia por el representante de la Mu- 
nicipalidad, que ella no procede sinó en los casos de recurso 
libre (art. ¿Ui, ¿25 y OS Ley & P. |\) así se declara. 

Considerando; en cnanto al fondo de la cuestión: 

Que habiendo alegado la Municipalidad demandada que su- 
gfta el art: U de su ley orgánica y el m de la Constitución 
de la Provincia de Santa Fé sus bienes no son ejecutables, 
corresponde antes de pronunciarse sobre las demás excepcio- 
nes opuestas á la ejecución, decidir si en este caso han de 
primar esas dup. iliciones locales Ó si sobre ellas debe pre- 
valecer el Cóil Civil que coloca á las Municipalidades entre 
las personas jurídicas, ó sea, entre los entes susceptibles de 
adquirir derechos y contraer oljl ilaciones y como tales de 
demandar y ser demandadas por acciones civiles y ejecutadas 
en sus bienes (art. ¡JO, i no. 3» y n C. C.) 

Que las Provincias no ejeret-u el poder delegado al Gobier- 
no de la Nación y en especial les está prohibido por el art. 
KJSdela Constitución Nacional dictar los Cód. Civil, Penal, 
Comercial y de Minería una vez que el Congreso a quien atri- 
buye exclusivamente esta facultad, tos haya sancionado. 

í¿ue no puede dudarse que todas aquellas leyes que esta- 
tuyen sobre las relaciones privadas de los habitantes de la 
República pertenecen al dominio de ln legislación Civil ó 
Comercial y así debe decirse que todo aquello que se relie- 
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re al estado y condición de las personas, sus obligaciones y 
derechos, sus bienes y la manera de adquirirlos, transferir* 
los ó perderlos, está comprendido e» la facultad que la Cons- 
titución ha Atribuido exclusivamente al Congreso, de dictar 
los CúíL Civil, Penal, Comercial y de Minería y que esta 
prohibido ejecutar á las Provincias, una vez que, como ya 
ha sucedido, esos Cód. están ya sancionados. 

Que el Cód. Civil al legislar subre personas jurídicas reco 
noce que pertenecen necesariamente A esa categoría y por 
lo tanto son sujetos activos y pasivos del derecho privado. La 
iglesia/ el Estado General y los Estados particulares y cada 
uno de sus municipios, en cuanto pueden, como las personas 
de existen ña visible, adquirir derechos y contraer obligaciones 
(art. 31 y su nota 33 y sig. C. C.) y como tales los declara so- 
metidas á ta ley común y susceptibles de ser demandados y 
ejecutados en sus bienes particulares (art. 41 y Vi C C) 

Que siendo esto así, la Constitución de Santa Ké, y su Ley 
Orgánica de Municipalidades sustrayendo a estas de la acción 
de la justicia al declarar que en ningún caso podrán ser 
ejecutados y que las sentencias judiciales que contra ella se 
dicten no han de cumplirse por intermedio de los jueces y 
por el procedimiente común, sino en la forma y modo que las 
mismas corporaciones condenadas arbitren, han estatuido sobre 
materia que corresponde exclusivamente á la Nación legislar 
según el artículo Íí7 inc, 11 de su Constitución y que ya está 
legislada en sentido contrario por el C. Civil, y por lo tanto 
tales disposiciones son nulas y sin electo alguno por que la 
Contitución Nacional y las leyes que en su consecuencia dictó 
el Congreso, son «Ley Suprema de la Nación estando losaulo- 
« ridades de cada Provincia obligadas á conformarse ú ellas, 
< no obstante cualquiera disposición en contrario que aontengan 
« las leyes ó constituciones provinciales» (art. 31 Constitución 
Nacional). 
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Que contra esto no puede alegarse que la Constitución y 
Ley Orgánica de Municipalidades de Santa Fé, al establecer 
que estas no pueden ser ejecutadas en ningún caso en sus rentas 
ni en sus bienes, no han hecho otra cosa que usar debidamente 
déla facultad que tienen las provincias de darse sus propias 
instituciones locales, organizar ^na poderes y su régimen 
Municipal, puesto que aquella disposición tan solo se refiere 
á- la Municipalidad como poder público, uó á la persona del 
derecho privado que está sometida álas prescripciones del C. 
Civil, que el Congreso lia dictado en virtud de una atribución 
constitucional exclusiva de toda otra legislación sobre la 
materia. 

Que en consecuencia, la Municipalidad en su carácter de 
persona jurídica, puede ser ejecutada en sus bienes según lo 
dispuesto por los art. 30, 30100. 3" y W del Cód. Ci vil cita- 
do, no obstante lo dispuesto en contrario por la Contitución de 
la Provincia de Santa Fe y la ley Orgánica Municipal de la 
misma, siendo por lo tanto improcedente la excepción que en 
estas leyes se funda. 

Considerando: en cuanto á la excepción de inhabilidad d< 
título fundada en que, el que ha servido para entablar la pre 
senté ejecución no reúne en si mismo los requisitos que U 
ley exige para que sea ejecutivo: 

l n Que para que proceda el juicio ejecutivo es necesario que 
el título en virtud del cual se demanda, contenga obligación 
reconocida por el deudor ó declarada por sentencia, de pag ¿r 
una suma líquida y exigible (art. 218 y 219) de tal modo q.ie 
ta deuda esté sulicientemente acreditada para legitimar el p o- 
cdiniiento sumario que la ley establece para su coluro 

2" Que el titulo invocado por el actor y que según él v. is 
mo y la sentencia apelada, consiste en el contrato de tocación 
de servicios efectuados entre la Municipalidad demand ida 
y el demandante y el laudo arbitral que ha lijado tos b no 
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rario» de este, no contiene ni Ui obligación clora y explíci- 
tamente reconocida por parle de i a municipalidad de pagar 
al tenor Shary los referidos honorarios, ni tampoco la teso* 
lució» judicial que la constituyo en dicha oh Unción; por el 
contrario consta de autos tina ta Municipalidad, negó, untes 
de constituirse el Tribunal arbitral, que lijó los honorarios 
del demandante, todo derecho ¡i cobrarlos, en euy a virtud 
el Juez estableció que dicho Tribu nal se constituí ria al solo 
efecto de apreciar el valor de lo* trabajos, dejando d salvo las 
acciunes y derechos de la Municipalidad en cuanto al pago de 
los mismos; consta igualmente que el Tribunal arbitral se li- 
mitó ú lijar únicamente el monto de tos hu mira ríos del señor 
Sbary, á pesar de i|ue en lo demanda respectiva este pedia 
que se le condenara á pagar dichos honorarios, lo que demues- 
tro que el erudito que se persigue en este juicio no puede 
dar lugar al procedí miento ejecutivo, aun cuando el laudo 
arbitral haya venido A lijarlos en una suma líquida, desde que 
su existencia misma ó su elicacia, depende de la resolución de 
las cuestiones surgidas entre la Municipalidad y SMr$ con 
motivo del desempeño del mandato que la primera confirió al 
segundo: 

3" t¿ue aunque es verdad que según el art. líi¿7 del C. C. 
aquel que presta un servicio que corresponde á sti profesión 
ó manera de vivir, tiene derecho á una remuneración de par- 
te de la persona á quien ese servicio benellcia, no es menos 
cierto, que la ley no ha acordado al locador de servicios en 
general el procedimiento ejecutivo pora el cobro del impor- 
te de sus trabajos y que hay ni ue has causas por los c u a les 
el locatario puede negarse á satisfacerlos. 

V t¿ue aunque aparezca extraña la constitución de un Tri- 
bunal arbitral al solo efecto de lijar honorarios que bien pu- 
dieran resultar después, no ser adeudados por la Municipal] 
dad, el hecho se ha producido, y forxoso es tenerlo en cuenta 
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desde que la resolución que así lo estableció está ejecutoria- 
da. 

Ti" (¿ue siendo inhábil el titulo de la presente ejecución, es 
inútil resolver ai tos bienes embargados son ó no susceptibles 
de embargo. 

Por estas consideraciones se resuelve: conlirmar la senten- 
cia del inferior en cuanto no hace lugar ¿ la ejecución, re- 
formándola en lo demás sin costas por no haber mérito pura 
imponerlas. Hágase saber y repuestos toa sellos, devuélvase 
al Juzgado de su radicación, 

Nemesio (Jornales (hijo) 

FALLO IJE UX SV Vil KM A COKTR 

Boonof AIim. Mano i de 1904. 

Vistos estos autos de los que en lo pertinente, resulta: 

Que don Juan V. Shary inició ejecución ante el Juzgado 
r'nderal de Santa Vé contra la Municipalidad del Rosario, en 
Ja que fueron embargados las existencias de la Caja Alunicé 
pal y el Mercado del Sud. 

Que citada de remate la Municipalidad opuso la excepción 
de inhabilidad de título y la de que no era pasible de ejecu- 
ción ni en sus bienes ni en sus reutas. 

Que sustanciado el juicio, la Cámara Kederal del Paraná 
á f. 234 declaró nula la sentencia de 1" Instancia de f. 104 
y no hiao lugar á la ejecución á mérito de que si bien et tí- 
tulo presentado por el ejecutante era de inmediata exigibili- 
dad, no podía exigirse actualmente con arreglo al artículo 
132 de la Constitución de Santa Vé, según el cual *en nin- 
gún caso pudia hacerse ejecución ó embargo en las rentas ó 
bienes municipales', agregando que «cuando la municipalidad 
fuera condenada al pago de una deuda cualquiera, lo corpo- 
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ración arbitrará, dentro del término de seis meses á la noti- 
ficación de la sentencia respectiva, la forma de verificarlo»; 
y al art. 11 de la ley orgánica que establece Lo mismo y 
agrega que esta disposición « forma paite integrante, bajo 
pena de nulidad, de tudo acto ó contrato que las autoridades 
comunales celebren en representación del Municipio». 

Que el actor lia sustenido en el juicio que las referidas dis- 
posiciones estaban en pugna con los art. 32, 42, 2331* y 23 i i 
, riel 0, Civil, y que, además, habían sido sunciniindas con 
posterioridad al contrato de locación de servicios, origen del 
crédito cobrado. 

Qu> cuucedido el recurso á que se reliere el art. 11 inc. 2" 
ley n "ni. 48 el representante de la Municipalidad sostiene en 
su memoria de f. 271 que dicho recurso es inadmisible, por 
no tratarse de sentencia definitiva y porque esta se ajusta a" lo 
dispuesto en el C. Civil, pidiendo subsidiariamente que se de- 
clare la inhabilidad del titulo, 

Y considerando en cuanto á la admisibilidad del recurso. 

(¿ue las re jo lucio nes dictadas en juicios ejeeutivus, relati- 
vns á la competencia del .lúe/ y eu ciertos casos á la calidad 
de embargables ó no de tos bienes denunciados por los ejeuu 
tantes, han sido juagadas definitivas a los fines del art. 14 de 
la ley nú ni, 18, por resolver sobre puntos que no pueden ser 
después útil mente discutidos en el juicio ordinario que 
permite el art. 278 de la ley de procedimientos (Fallos T 27 
púg. ifl-T, lili, pág. 17; Senteoeia de Abril (i de lüiJi Conde v. 
Pascual; y otros). 

(¿ue la recurrida de f. 2;ü, se encuentra eu análogas condi- 
ciones, d^sde que ella, no obstante de reconocer La habilidad 
eu general del titulo del actor; rechaza la ejecución por las 
razones independientes del carácter del juicio y fundadas 
en leyes locales que, en bu texto y propósitos, afectan tam- 
bién las acciones judiciales urdiimrías en lo concerniente al 
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cumplimiento de las sentencias, y la misma jurisdicción de 
los Tribunales federales, dado que subordinan la acción de 
estos, limitándola ó anulándola, ú las formalidades estable- 
cí ti as por esas leyes. 

(¿ue. en su consecuencia, ha sido bien concedido el presen- 
te recurso. 

Considerando en cuanto al fumín de la cuestión: que es de 
observarse desde luego que la mencionada sentencia de i*. 234» 
un lia hecho lugar a la demanda por razón del destino actual 
del bien embargado, acerca de lo que nn se pronuncia por 
din si denudo incoad minute (f. ■ : i 7 > si nú porque las disposielo- 
nes citadas de Santa Ktt, que comprenden toda clase de bie- 
nes y rentas, y sus análogos, dice, de la Nación y otras pro* 
viutuas • forman parte :M régimen político y administrativo 
de indo Hsindn y son ilc uu orden su pcriur y distinto ul de ta 
ley oomúti i; de suerte que la cuestión que esta Corte esta lla- 
mada á resol ver cu el caso siib-judice es la de si el art. i -Vi 
de la Constitución de Santa Fe y el art. 1 i de la ley orgáni- 
cu preiudicudus, en la amplitud y general idad de sus concep- 
tus, son eompuiibles con la legislación nacional ú que se am- 
para el ejecutante. 

(¿ue á este respecto, si bieu es cierto que el art. '£141 C. 
Civil, dispone que los bienes municipales suu enajenables en 
el modo y forma que los leyes especiales lo prescriban, ello 
lia de entenderse que no excluye las e unge nací núes forzosas 
decretadas por los Tribunales, que deben naturalmente llevar- 
se a cabo de conformidad á las respectivas leyes de proce- 
dimientos, desde que el mismo Código ha estatuido que las 
personas jurídicas, eutre las que están incluidas las munici- 
palidades, pueden ser demandadas por acciones civiles y pue 
de hacerse ejwitriÓH en sus bienes (art. 32¡ 4'¿ y nota al i'¿ 
C Civil ) 

<|ue la acción civil y la ejecución referidas son incom- 



pttiblw con «1 trámite administrativo invocado por la mu ni* 
eipalidad en su detenía' y aceptado por la sentencia de f. 231. 

Que do ton extensivo* á los bienes y rentas de una mu* 
nicípalidad los motivos especiales que se han tenido en cuen- 
ta para considerar libres de ejecución los consagrados al ser- 
vicio comunal (Fallos, tomo 48 p-'¿. 195 y otros.) 

Que la ley núm. 3ÍÍ52, cuyo origen y fundamentos especia* 
les son conocidos se aplica exclusivamente ¿ la Nación, sin 
que haya facultado explícita ó implícitamente otras restric- 
ciones a la acción normal de los tribunales nacionales, en cau- 
sas diversas de las previstas en dicha ley. 

Que el régimen político y administrativo de la provincia no 
es otro qne el previsto en los art. 101 á 106 y correlativos de 
la Constituoiün Nacional; y por lutos quesean loe poderes in- 
herentes al mismo, no llegan hasta autorizar la sanción de 
leyes que estén en pugna con las nacionales, como ocurre res- 
pecto de las mencionadas de Santa Pé desde los puntos de 
vista expuestos en los considerandos precedentes (art- 31 y 
106, Constitución Nacional). 

Que aun cuando en la sentencia de f. 234 se cita la dispo- 
sición de la ley orgánica según la cual el art. 132 de la Cons- 
titución de Santa Pé, forma parte integrante de todo contra - 
to que celebran las autoridades comunales no se hace en aque- 
lla mérito de dicha disposición, en el sentido de declararse 
que ha existido renuncia de derechos de parte del acreedor, 
siendo asi innecesario ocuparse de este punto* 

Qne dentro de las restricciones propias del recurso conce 
dldo por el art. 14 de la ley núm. 48 y 6° de la ley núm. 
4055, no corresponde tampoco á esta Corte entrar en el exá- 
men de si el título de Shary es inhábil por otros conceptos 
distintos del que queda analizado. 

Por estos fundamentos y los concordantes del voto de di. 
•idencia de f. 239, se revoca la sentencia de f. 234, en la par* 



te que es materia del recurso. Repóngase el papel y devuél- 
vanse a los efectos consiguientes. Notifícese con el original. 

A. Bbrubjo. — M. P. Daraot. — 

C. MOYAHO GACITdA. 



CAUSA XII 



Armand Dreyftts ij da. contra ta Provincia de Sítenos 
Aires, por devohtción de dinero pagado en concepto de 
impuesto de guias. 

Sumario.— Para que prospere una acción tendiente á la de- 
volución de dinero pagado por concepto de impuestos que 
se impugnan como inconstitucionales, es preciso que haya 
mediado protesta de ese pago y que dicha protesta haya 
sido debidamente notílleada á (as autoridades públicas en- 
cargadas de la percepción de aquellos. 



Cuso.— Resulta del siguiente: 

FALLO DR LA SUPREMA COftTB 

Buen» k\rm, Mu» 3 i* 1MM» 

Y vistos: Los seguidos por los señores Armand Drey fus y 
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Compañía contra la provincia (te Huimos Aires, por devolu- 
ción ile simias tle dinero pagadas cu concepto (le impuestos 
«le guías, por creerlo inconstitucional y de los que resulta: 

<¿ue los demandantes Tundan su acción diciendo que. 
según las planillas, escrituras públicas y carias que ueompa- 
iiuii, han pairado al liten de dicha provincia la un mu de Wt'A 
pesos con 35 centavos n^¿, por concepto de guias y aplicada 
á la extracción y conducción de cereales cotí dcsihio ú lu 
Capital Federal y ú la exportación. 

4¿ue lian heelm esos pagos obligados por La fuerza y no poi- 
que se creyeran deudores, lo que comprueba o con la carta y 
protesta que ueom pañau. l¿uo lu obligación que tiene ta 
provincia de devolver esas sumas está fuera de cuestión, en 
vista tle ¡a^ reiteradas resoluciones dictadas por lu Suprema 
Corte, pof ser el importe cobrado conlrcrioá los art, i\ 1". ti, 
17, 18, 'di y <>7 ¡nc. 1 y -í de la Constitución Nacional. l'idc 
la devolución de las sumas pagarías, con los intereses y cosías 
del juicio. 

Corrido el traslado de la demanda, la provincia por medio 
de su representante en juicio, contesta diciendo; l¿ue el 1 tu - 
puesto de guia no es inconstitucional, porque está establecido 
en favor de la circulación para evitar el uuatreriswo y que 
no grava la circulación luaterial sin ó la producción. 

(¿ue tampoco lo es, una vez que se aplica dentro de la pro- 
vincia y sobre sus propios productos. t¿ue la jurisprudem. ¡a 
do esta (Suprema Corte no ha establecido la iucnu-'tilucionali- 
dad en casos como éste. t¿ue eu caso de uti cobro inconstitu- 
cional, es necesario para pedir la repetición, de la protesta 
«a forma. <¿ne la carta dirijlda pnr los demandantes, como 
la escritura de protesta, no tiene valor alguno, lo primera, 
porque soto comprueba que el comisario bu cumplido cotí su 
deber, al exigir el pago del impuesto, y lu segunda, por no 
haberse notificado á las autoridades dependientes del Jliuiste- 
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rit. de Hacienda. Que además la protesta solo valdría á 
partir de su lecha ¡$ de Febrero de lí*ll, y quedarían ex- 
cluíais las pial ile t 1 é b\ como debe también quedar 
excluida la guiu Í7.Ü11, por no haber caso de traslación fuera 
de la provincia de los productos Que bis demandantes lian 
debido previamente demandar la devolución de estos impues- 
tos por la via administrativa, Que en todo caso no procedería 
la repetición ile h> pagado por error, según el art, 7ÍÍ1, i no- 3" 
del Cóil. Civil y que la nmditio iwlvhiti ó ¡tine rama, no 
procede tratándose de impuestos en que totlo habitante de la 
provincia está en el deber de pagar, para ayudar a los gastos 
púbiiens. Que «imne la prescripción de 1 y de 1 afine, fun- 
dado en la naturaleza de la acción y calidad de las leyes de 
impuestos que son anual*'*. Y que por bu, niega todo lo ase- 
verado por la demanda, cuyo rechazo pide culi expresa conde- 
nación en costas. 

Oidn nuevamente el demandante, con motivo de las excep- 
ciones de prescripción alegadas, y al Procurador General sobre 
lo principal, se recibe la causa á prueba, produciéndose, por 
parte de la demanda, la instrumental que enrre de f. 7H a 88; 
la parte de la provincia alega sobre la prueba á f. 9J y 
Considerando: 

(¿ne según es de jurisprudencia constante de esta Suprema 
Corte, reconocida en autos por ambas partes [t ÍH¡, l&* y 70 
vuelta), para que prospere una acción como la presente, ten* 
diente á la devolución de las sumas pagadas por concepto de 
impuestos, que se impugnan soma inconstitucionales» es pre- 
ciso que haya mediad» protesta de ese pajío y ijue dicha pro 
testa baya sido debidamente notificada á las autoridades pú- 
blicas encardadas de la percepción de aquellas 

Que la carta suscripta por el comisario Sillej de San Pedro, 
corriente 4 f, 81 y reconocida á f. 83, no reúne las cualidades 
de una protesta de las requeridas por la jurisprudencia para 
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estos caaos, por cuanto en dicha carta no se dice que los que 
pagaron el impuesto lo impugnaron como inconstitucional, y 
ella no induce, necesariamente, aquellos fundamentos, máxi- 
me si se considera que el demandante no adjunta la carta que 
él escribió al comisario en la que acaso se expresarían aque- 
llas circunstancias. Un documento de tal naturaleza no llena 
los fines que la jurisprudencia estima necesarios, desde que 
con ella el gobierno no sabría á que atenerse en relaeión al 
cobro del impuesto. 

Que aparte de lo dicho, ese acto no se ha realizado ante 
ninguno de los funcionarios encargados de la percepción de 
los im pues tos ó siquier» dependientes del Ministerio de Ha- 
cienda de la Provincia, que es el llamado á arbitrar ó ¡im- 
poner los medios tendientes á evitar a la provincia y á los 
contribuyentes los perjuicios consiguientes á una imposición 
contraria á la Constitución Nacional, ya que en este cisu se 
ha ocurrido ante un simple comisario de policía, que uo '-¡ene 
ninguna atingencia con el Ministerio de Hacienda (f. 5tiy 81). 

Que la protesta pública hecha ante el escribano de San 
Pedro (f. 54) no ha sido notificada á autoridad ó funcionario, 
según lo reconoce la misma parte demandante, (f. 70), rasión 
por la cual no surte tampoco efecto alguno en este juicio. 

Que no procediendo la presente acción en virtud de las 
consideraciones expuestas, es innecesario todo pronunciamiento 
sobre las otras excepciones alegadas en el presente juicio. 

Por natas consideraciones, atento lo dictaminado por el 
señor Procurador General, no se hace lugar, con costas, á la 
presente demanda. Nutifíquese con el original y repuestos los 
•ellos, archívese. 

A. Reiiukjo.— M. P, Dahact.— 
C. MoYANo Gauitóa. 
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CAUSA XIII 



Don Juan Anyaut contra h provincia de Buenos Aires, por 

devolución de impuestos 

Sumario.— Aun cuando se haya establecida en la ley que el 
impuesto es á la producción, sea con esta denominación á 
con otra, él es inconstitucional si su percepción se hace 
con ocasión del transporto á otra provincia ó al extranjero. 

Caso — Resulta del siguiente: 
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Bu*™, Aire*, Mario S de lm. 

Y vistos estos autos seguidos por don Juan Angaut contra 
la provincia de ííuenos Aires, pur devolución de impuestos 
inconstitucionales que dice haberle sido indebidamente co- 
brados de los que 
Resulta: 

(¿ue en los ailos 1902 y líK^según aparece de la planilla 
adjuntb á la demanda, el demandante ha abonado por con- 
cepto de guias 6 impuestos llamados <á la producción* la 
suma de 10.571 pesos 30 centavos ntf» en Zarate y algunas 
partidas en Exaltación de la Cruz; cantidades que se ha visto 
obligado á pagar con motivo de haber querido transportar 
cereales de esas procedencias á esta capital, pur- ese pago ei 
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condición ile la ley pura pode* obtener las gaieu (le trámite 
correspondientes, 

Que nti obstante tratarse de tm pago que se dice ¡'i tituló de 
impuesto ú la producción liKiat, ea en realidad animado ú la 
traslación interprov'tnc'ml 4 Ínter nacional de esos productos; 
por lo que esta Suprema Curte ha tenido ocasión tle prnnun- 
rse rcspetidoa veces declarando su mcoustUucionalidad 
estableciendo la jurisprudencia .le que gravándose La apor- 
tación, debia presriudirse del nombre que se diese al im- 
puesto, ya fuera de guia, papel sellado ó á la producción, ton 
¡O cual se viola entre otros loa artículos 10 y 11 de la Consti- 
lucid n Nacional. 

Que con tales ra» mea el hizo ios pagos con las reservas de 
hacer valer aus derechos oportunamente á cuyo fin formalizó 
la protesta corriente f. 15. Termina pidiendo la devolución de 
la suma demandada, con mas los interese* desde lu nolilieueión 
de la demando y las costas del jumo. 

Que corrido traslado de la demanda el representante de la 
provincia demandada contesta, diciendo que es cierto que las 
leyes de 1002 y 1903 eu la parle que establecen el impuesto 
de que se trata, han sido declaradas inconstitucionales por la 
iiprema Corte, pero que para poder reclamar la devolución 
de lo pagado, según esa misma jurisprudencia, es necesario 
acreditar que los pugna se han hecbo bajo protestas que dejen 
á salvo aquel derecho. Que au poniendo ciertos lúa pagos que 
dice haber hecho, la protesta que adjunta á su demanda es 
ineficaz por cuanto se refiere á los pagos pasados y no á los 
que en adelante ae hicieren. Que la ley de guias, objeto de 
la protesta dejó de regir el año 1002 para su cede ríe la de 
sobre impuesto á la producción sobre la que no existe 
protesta alguna. Y ti nal mente, que dados loa términos de la 
protesta lo único que tendría derecho de cobrar el actor seria 
la muía de 517 pesos, 20 centavos nvfe y esto siempre que 
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justitfcura su pago, Lo oue él alega. Termina pidiendo el 
rechazo de la demanda, con costas. 

Corrida vista al Procurador (ieneral. este futíulonáHü dice 
que lio está en tela de juicio la ineonstitiiciounlidud de la ley 
80*re impuestos á ta producción, pornue la misma provincia 
demandada reconoce esa inconslUncmnalidnd como lo lia de- 
clarado fundamentalmente esta Corte eu el fallo pronunciada 
en la eunsa seguida por En sociedad Las Calmas contra la 
p ni vi no i a ile Une nos Aires. 

Recibida esta cansa á prueba, se produce la que corre en 
autos de f. 65 ó 1HO, de la i|iie se lince mérito en seguida. 
Y considerando: 
<¿u« Iob arlfculns i, ¿ , \{ y \ , ie | a Lfíy ( , e ](1 lWincift |Je 
Hílenos del arto 1903, sobre impuesto á la «producción» esta- 
blece un impuesto a la de ocho centavos n\' tl » or cm j a | (t( ) 
kilos de trigo; í¡ por cada 100 kilos de maíz y diez por cada 
100 kilos de Uno, que se extraigan de su establecimiento ó 
depósito para entregarlos á ta circulación comercial, cual- 
quiera que sea el tugar del destino; artículos que como se ha 
dicho antes, la parte demandada reconoce haber sido decía- 
rudos inconstitucionales por esta Suprema Corte en casos como 
el presente, quedando en relación á las partes la cuestión 
á resolver, limitada á los puntos relativos ú la verdad de los 
pagos del impuesto y al alcance de la protesta formulada. 

Que n« obstante y con respecto a la inconstitucional idad 
del impuesto cobrado, es de tenerse en cuenta o, ue esta Su- 
prema Corle tiene declarado en repetidos Tallos que aun 
cuando el impuesto se haya establecido en la ley á la .pro- 
ducción., sea con esta denominación ó con otra, él es incons- 
titucional desde que su percepción se hace con ocasión del 
trasporte á otra provincia á al extranjero; podiendo recor- 
darse entre los últimos fallos los del Dr. Bernardo de Irígo- 
yen, Al si na y Casas. 
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Que en cuanto al hecho del pago, debe tenerse presente 
que, üe acuerdo eon el art. ü° de la ley de impuesto citada, 
las guias de campana, f. 73, 74 y 75 y los titulados certiGoa- 
dos de guias, f . 82 á 115, correspondientes al año 1903, eomo 
las de f 79, 80 y 81 correspondientes á 1902, no negados de 
contrario (f. 191), comprueban debidamente el pago del im- 
puesto referido non la tarifa fijada por dicha ley, aun cuando 
en ella no se exprese la cantidad pagada- pues según sus 
propias disposiciones, debe aplicarse la escala del artículo 4° 
i eada una de las clases de productos circulados para obte- 
nerla; de tal manera que sin el pago previo, ni la guia se 
hubiera expedido, ni la traslación del producto se habría po- 
dido realizar, con lo cual resulta comprobación suficiente de 
haberse hecho Los pagos según la escala de la ley y la clase 
y cantidad del producto que comprueban las guias, mediante 
una simple operación aritmética y justificado con dicha com- 
probación la repetición de la planilla de r. 47. 

Que a mayor abundamiento, la prueba de los pagos refe- 
ridos resulta también de los comprobantes otorgados por el 
valuador ductor Carlos lioerr, f. 120 vuelta y con los dupli- 
cados de guias de campaña de f. 131 á 167, no obstante las 
pequeñísimas diferencias que se observan en las partidas de 
3 de Julio y 7 de Setiembre de 1903, diferencias que no deben 
tenerse en cuenta porque probarían haber pagado demás. 
Estos documentos son instrumentos públicos según los tér- 
minos de) art. 979, iuc. 2" del Código Civil y no habiéndose 
comprobado falsedad en los mismos, ni que el funcionario 
otorgante haya obrado fuera de sus atribucioues, ellos hacen 
plena fé en juicio y fuera de él entre las partes y respecto 
de terceros, según el art. 993 del mismo código, aunque el 
representante de la provincia dice (f. 193) ser ageno á las 
funciones del valuador, otorgar estos certificados, debe te- 
nerse presente que él solo dá su visto bueno sobre las canti- 
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dad es y productos que han pagado el impuesto y que quien 
otorga el documento es la Intendencia Municipal. 

Que la protesta que contiene el testimonio público def. 45, 
fundada en la inconstituaionalidad de la ley llera manifiesto 
el proposito de expresar la disconformidad del que paga, con 
el referido pago, & condición de que so trata del mismo im- 
puesto igualmente inconstitucional, cualquiera que sea Ta 
nueva denominación ijue se le dé yaque, según se ha cuten* 
didu siempre, no es requisito necesario que la protesta haya 
de hacerse en cada pagci, ni tampoco que ella exprese el pro- 
pósito de hacer ninguna repetición. 

Por estas consideraciones, y atento lo dictaminado por el 
señor Procurador General, se condena á la Provincia de 
Buenos Aires, á devolver á don Juan Angaut, la suma de 
10.571 $ con 30 ceutavos n\'n. en el término de 10 días, con 
mas las caitas del presente juicio y los intereses á estilo de 
Hunco, desde la fecha de la notificación de la demanda. 

Notilfquese con el original y repuestos los sellos, archí- 
vense. 

A. Hkhhkjo— Al. P. Darat.— 
C. MoYAtto Gacitía. 
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CAUSA XIV 



Don Antonio Garzón y otros contra Ja Provincia de Córdo- 
ba por cobro de pesos; ¡tultre Micción 

Sumario.— 1* Probado que la faltu en la cusa donada es im- 
putable al donante, éste debe al donatario ú ú sus sucesores 
en el título la indemnización correspondiente^ de acuerdo 
con los art. 2145, 183Ü y SfclCEfc ,hú Código Civil. 

2* Kl monto de la indemnización debe lijarse por peritos, 
tomando como base el precio de la cosa en la época en qwe 
se produjo la Calta. 

G'«*o.— Kesulta del siguiente* 

PALLO KA Sri'HEJJA COBTK 

Bíioniu Airci. 51 ario « íq \'<vñ. 

V Vistos: líl doctor Juan M Garro por el Ilr. don Juan M. 
CatTera ta, don llogelio Martines y don Antonio (iarzón enta- 
bla demanda por cobro de pesos, contra la Provincia de Cór- 
doba exponiendo: 

Que por ley de 27 de Junio de iHtK), la provincia mencio- 
nada donó al Teniente Coronel don .luán Carranza i leguas 
decampo situadas en la hoy Pedania Ascasubi, Departauien- 
*o Unión, lu^ar denominado «El Flaco». 

Que el donatario Carranza enajenó sus derechos al campo 
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á loa señorea Luciano é Inocencio Vns.juez, quienes obtu- 
vieron escritura del íinbierno el U de Setiembre de 1872 por 
intermedio de |« mesa de Hacienda, habiendo expresado obli- 
ííítilo el donante en dicha escritura ü la eviceion y sanea- 
miento. 

Que por escritora de 1(J de Diciembre de I«7t* los señoree 
Vasuuez, rutilieamn a la señara Elena Von der \Vali t más 
Urde señora de llaeh, la venta que del campo expresad,. U- 
Wa» hecho en 1867, al padre de don Adolfo Von der Wall- y 
después de practicado un deslinde judicial, diclia dona Elena 
á su vez Ib traspasó a sus poderdantes en 3 de Abril de 1901 
comprendiéndose en la venta el derecho de la vendedora ó res- 
ponsahiliüar á sus causantes por la falta de 1829 hectáreas, mi 
metros cuadrados, acusada par el ríes linde. 

í¿ue citados de evieción los señorea Vusíjuez y el Qobiar- 
un de Córdoba, 4 i,ese opuso, resolvióse en sentencia ejecu- 
toriada de ® de Kebrero de lW% m la eitación era pro, 
cedente 

Que sus poderdantes se presentaron al gobierno, pidiendo 
el abono de la parte de terreno qw faltaba ó ,]ue se les en- 
tre-ara en la misma uedunia, superficie equivalente y de iffual 
preci». 

Que tramitado el expediente administrativo, elevóse á la 
Legislatura eu solicitud de autorización para arreglar el asun- 
ta en ajena de las formas propuestas, sin que hasta aliara 
se haya resuelto nada; por b que viene á pedir, de acuerdo 
ebfl Ib dispuesto en los arta, 2U<¡, 214", irte. 1« y 2127 del Cód. 
GNI, »e condene d la IVovitieia de Córdoba al pago de la su- 
ma «le $ Wíiíi. 58 en que estima el precio dele tierra antes 
referid», « razón de $ ¿fí la hectárea , sus intereses y costas. 

Que la Provincia demandada solicita el rechazo de la de- 
manda, con costas alegando: 

Que, de acuerdo con lo dispuesto en los arla. 1835, 2U5 y 
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otros del Cód. Civil, el Fisco Provincial no tiene en el caso 
responsabilidad, por tratarse de una donación gratuita, cu ni o 
lo fué la hecha ¿ Carranza para recompensar servicios pres- 
tados en cumplí miento de deberes poli Lieos, con motivo da un 
motín. 

Que si se admitiera que la donación fué remuneratoria, no 
habría manera de faacersa la estimación ordenada por et art- 
2150 del mismo Código Civil. 

Que la mesa de Hacienda careció de facultades para obli- 
gar á la provincia á la evicción y que el caso está regido por 
los arta, 1905, 1931 y 1933 del Cód. Civil. 

Que, además, los hechos que motivaron la evicción parcial 
no pueden imputarse al Gobierno de Córdoba, ni aquella pro- 
cede de causas anteriores ó contemporáneas ul acto de adqui- 
sición, como lo requiere el art. 2091, Cód. Civil, si nú de he- 
chos posteriores á la tradición de las tierras en toda su in- 
tegridad y Libre de vicios y cargas. 

Que lo resuelto en el incidente de citación de evicción no 
altera derechos del Fisco en la contienda actual, purque solo 
se obligó al estado a salir á la defensa del adquiriente, sin im- 
ponerle el deber de indemnizar. 

Que recibida la causa á prueba, bise prouucido la indicada 
en el certificado de f. 71, habiendo laa paites alegado respec- 
tivamente á 1* 74 y HT). 
Y Considerando: 
Primero: Que en los autos de deslinde relacionados, la sen* 
tenoia de Febrero 20 de 1902 (testimonio de f. 57) que sin con- 
tradicción se dice ejecutoriada, dicidió que la Provincia de 
Córdoba tenia la «obligación de evincir en primer término á 
la expresada seAora dona Elena Von der Wall» entendiéndo- 
se estos conceptos en el sentido de que esa obligación no con- 
sistía precisamente en la de litigar ó de hacerse parte en el 
pleito, sino en la de indemnizar, en su caso, según se infiere 
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del considerando primero y la cita ea él hecha del Fallo 
de esta Corte que se registra en el tomo líí pág. 403 de Ja 
colección 

Segundo: Que aun prescindiendo de este antecedente, la 
d cmaiulada no podia invocar en su favor los art. 1835 y 2145 
del Cód. Civil, dado que la prueba producida demuestra que 
la falui de ta» 18í!í hectáreas y fracción le es imputable, pues 
el agrimensor que intervino en el deslinde de la referencia 
explicando diuha Taita dice que en 18ü7 el «seo hizo medir 
administrativamente X leguas cuadradas para otorgar eacritn- 
ru á los señores Vasquez causan les de la señora Von der Wall 
y volviú después en 1883, á hacer medir y amojonar adminis- 
trativamente todas las suertes Bacales de la série 4 del De- 
partamento Unión, resultando de esta nueva operación di- 
versas variaciones de lincas y puntos de partida, que dieron 
por mía parte sobrantes en distintos puntos, quedando en 
otros algunos compradores con superlicies incompletas (1.45 
y vuelta); y la seución de Geodesia del Departamento Topo- 
grálieo d« Córdoba, expone a su vez «que el dtiltdt que se lia 
hecho notar procede seguramente del modo como se practicó 
el deslinde de la serie A de Unión por los Agrimensores Re- 
val y Galiudez, como lo manifiesta el agrimensor en sus díli- 
gencins» (f. 48 y vuelta) 

Tercero: Que con arreglo a lo dispuesto en el art. 1836 del 
Cód. Civil, si los bienes donados perecen por culpa del do- 
nante, el donatario tiene el derecho de pedir el valor de ellos; 
y el art. '¿102 del mismo código prescribe que la renuncia á 
la responsabilidad de la evicción deja subsistente la obliga- 
ción del enagenante por la eviccíón qu« proviniese de un 
hecho suyo anterior ó posterior. 

Cuarto: Que la doctrina que informa los artículos citados 
es aplicable eu el caso sub judicc á favor de los actores 
porque las circunstancias son análogas, y porque de lo contra 

26 
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rio, dependería de la voluntad de nna parte el dejar sin efec- 
to parcialmente sin responsabilidad, el contrato de donación 
de que instruye el testimonio de f. 35, ruera de las condicio- 
nen establecidas en la ley (art. 18H y siguientes, Código 
Ciril). 

Quinto: Que a los (lies de la indemnización no debe to- 
marse sin embargo como base la pretendida por los actores 
es decir el valor de las tierras en Octubre de 1898, techa de 
la aprobación de la mensura (f, 49) puesto que ia disminución 
en la superficie donada, y con ella el fundamento del recla- 
mo, se produjo el 1883 (considerando 

Por estos fundamentos se condena A la Provincia de Cór- 
doba, á abonar al doctor Juan M. CatTeratn, don Rogelio Mar- 
tínez y don Antonio Garzón dentro del término de diezdias, 
el valor en 188U de las 1829 hectáreas, 1033 metros cuadra- 
dos, reclamado, según el justiprecio (pie al efecto deberá prac- 
ticarse por perito 

Las costas se abonarán con el orden causado por no haber 
prosperado la demanda en todas sus partes. Notifíquese con 
el original y repuesto el papel, archívese oportunamente. 

A. ItüHstKJO — M. P. Dakact.— C. 

MOTAWO ÜAClTl'JA. 
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CAUSA .vV 

Contienda de competencia negativa entre el juee federal de 
Mendoza y los tribunales locales de la aquella provincia 
para conocer de la causa seguida contra Zacarias Fuentes 
Áraguna y Domingo Estrella, por violación, 

Stnna rio.— Corresponde á la justicia federal el juzgamiento 
de los delitos comunes, cometidos en lugares donde el go- 
Inerno nacional tiene exclusiva jurisdicción. (En el caso se 
trataba del delito de violación cometido en el campo deno- 
minado «Los Andes»}, 



Caso.— Lo explican las piezas siguientes: 

AClKHOO DEL SL'PKniOH TRIBUNAL 

En la ciudad de Mendoza á los ocho días del mes de Agos- 
to de 1005 se reunieron en su sala «le acuerdo los señores Mi* 
nistros de la 2» Cámara de Apelaciones á objeto de fallar la 
causa criminal seguida contra Zacarías Puentes Araguna y 
Domingo Estrella p( r el delito de violación á Anselma Mon- 
tiel. La sentencia de I a Instancia impone á tos procesados la 
pena de ti años de Penitenciaria, cuya sentencia fué apelada 
por el defensor de los mismos habiéndosele concedido el re- 
curso libremente y en ambos efectos. Elevados los autos ex- 
presando agravios el defensor pide en su escrito de f. 51 se 
revoque la sentencia recurrida por los fundamentos siguien- 
tes: 
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La comunicación de f 2 firmada por Agustín Giménez á 
ruego de la que se dice la víctima y dirigida al Ge fe del 
destacamento del 2' de «Caza dore* de los Andes*, esa comu- 
nicación que habla de iniquidades, sin determinar el delito de 
violación, no es una denuncia, porque no se ka hecho ante 
el Juez de Instrucción, los Ministerios Públicos ni ante los 
funcionarios superiores de la Policía, como lo exige el art. 
TZ del Cód. de Procedimientos Criminal, 

¥ la nota de f. t del Ge fe del destacamento, dirigida ni 
comisa rio de Vista Flores; tampoco se puede considerar como 
una denuncia con arreglo al párrafo 1" del art, 141 del Cód. 
Penal. Estos antecedentes no pueden servir de base legal, pues, 
para la formación de este proceso, ya que la supuesta vícti- 
ma es mayor de edad y no se ha denunciado en tur un el he- 
cho. Por otra parte la declaración de í. 4 de La Montiel, al 
reconocer cuino suya la manifestación de f. 2 suscripta por 
Giménez y las Jemas contestaciones dadas p<»r aquella no im- 
porta una denuncia tampoco, porque ahí se la hace declarar 
como un testigo que está obligado á decir todo lo que sepa so- 
bre el hecho, y la denuncia es voluntaria, constituyendo un 
derecho que se puede renunciar sin responsabilidad alguna. 

La ratificación de 1'. 20 hecha ante él Juzgad» es respecto 
de la manifestación de f. 4 que según se ha dicho yu, sido 
debe considerársela como declaración testimonial; i¿ue en nin- 
guna parte dice la Montiel que denuncia el delito y en este 
último acto agrega solo que siga el juicio ú instancia Fiseal- 
Ksta misma declaración se ha observado además en la deíeu- 
sa de f. 32, y no ha sido ratificada en el pleuario ni se ha 
hecho información de abono por lo cual tiene valor legal con- 
tra los procesados (art. '&¿ Cód. de Proc. Criminal), A mé- 
rito de estas consideraciones y reproduciendo su defensa de 
f. 32 pide nuevamente se revoque la sentencia apelada. Con- 
ferido el traslado correspondiente que no fue evacuado por «l 



Fiscal y acusada rebeldía se declaró esta procedente y se fijó 
día para verla causa, no habiendo informado las partes co- 
mu consta del certificado tle I*. V,l. 

En este estado y para mejor proveer se dió vista ¡¡Fiscal 
respeetode la jurisdicción de la justicia local en esta causa 
Aprobarla la relación de la misma hecha por el Inferior en 
su sentencia de f, 3», y con arreglo al art. 318 Cód. de l'roc 
t.v.1 y Comercial se formularon tas siguientes cuestione*- 

1" ¿ Tienen jurisdicción 1.» Tribunales de la Provincia pa- 
ra proceder en cuanto al hecho que ha originado este juicio? 
* caso umm-4f&* "We ó valor legal tiene este proce- 
dí* <¿ue Injusticia local fuere comitente ¿se han acredita 
d» el delito imputado y la identidad del delincuente? 4* Caso 
afirmativo ¿cual es la pena que debe imponerse al asente? 
Practicado el sorteo p rescripto por el art. 3lí> Cód. de I'roe 
resultó es te órdeu para la votaeion; Vargas, Puebla, Corba- 
lun. 

Sobre la 1* cuestión el señor Ministro Dr. Vareas dijo- De 
I» noiade t 1 del Coronel Bravo Intendente del «Campo de 
Los Andes* dirigida al comisario de Vista Flores, de 1. co- 
mún .cae um de r. 2 dirigida al Gefe del destacamento del Ba- 
tallón 2 de Cazadores de los Andes, del oficio de f. 3 del Gefe 
Político de Tunuyaa dirigido a dicho Intendente Coronel Bra- 
vo y contestación de este y especialmente de la unta de f 30 
del Ministro de la Guerra, resulta (l n e el delito atribuido á 
los acusados se ha cometido en el punto «El Melocotón, de 
propiedad (le la Nación, y < |U e hoy ae denomina -Campo de 
los Andes, destinado al servicio del Ejército y donde im- 
pera y gobierna por lo mismo la autoridad militar solamen- 
te. Ahora bien: según lo prescribe el inc. 4" del art. 8* de la 
Ley s..bre jurisdicción y competencia de loa Tribunales Na- 
clónales de 14 de Setiembre de 18(13, ,| os crímenes de toda 
especie que se cometan en lugares donde el Gobierno Nació- 
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dsI tenga absoluta y exclusiva jurisdicción serán juzgados por 
los Jueces de Sección allí existentes, cuya disposición concuer- 
da también con el art. 23 inc. 4 Cód. de Pruc. Cri mi nales 
páralos Tribunales Nacionales. Estos mandatos son de for- 
zosa aplicación en este caso atento lo dispuesto en el art- til 
de la Constitución Nacional y 1" de la Provincia Ante estas 
claras prescripciones es evidente eni ónces que ^rrespoude 
a) Juez Federal de esta Provincia el conocimiento del delito 
que se trata, no pudiendo alterar este criterio la circunstan- 
cia de que los procesados huyan sitio juzgados por el Juez 
del Crimen de la Provincia cou asentimiento de los mismos, 
porque la jurisdicción nacional es improrrogable, privativa y 
excluyeme de la provincial como lo establece expresamente el 
art. 12 de dicha ley y el art. 19 del Cód. citado y lo ha con- 
sagrado una jurisprudencia uniforme y constante de la Corle 
Federal cuyo criterio concuerda con lo dispuesto en el art, 
127 del Cód. Militar que atribuye ú la justicia Civil el juz- 
gamiento de los delitos comunes cometidos por particulares 
en lugares sujetos exclusivamente ú la autoridad militar. Y 
como la jurisdicción es de orden público é improrrogable, es- 
pecialmente en materia criminal, los jueces tieueu el deber 
de declarar la incompetencia aun de oficio y en cualquiera es- 
tado de la causa, cuando ella resulte de los autos (Fallos de 
la Corte Federal T. 18 pág. 18"¿) a lo que se agrega que el 
Fiscal sostiene también esa incompetencia en su dictamen de 
f, U2 vuelta. Por estas razones, voto pues, en el sentido indi- 
eado la cuestión propuesta. Sobre la misma cuestión los se- 
ñores Ministros doctores Puebla y Corvnlau dijeron que ad- 
herían al voto precedente por sus fundamentos. Sobre la se- 
gunda cuestión el señor Ministro Dr. Vargas dijo: Resuelto 
como queda que los jueces de la Provincia son incompetentes 
para conocer en esta causa y que la incompetencia procede de- 
clararla aun de oücio, es evidente también que todo lo ac- 
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tuado adolece de nulidad mauitiesta y absoluta y que en con- 
secuencia procedería igualmente declararlo así de oficio á vir- 
tud de lo dispuesto en los art. 960, 1037, 1038 y 1047 Cod. Ci 
vil y la jurisprudencia de la Corte Federal. (T. 1 pág. 175. 
T. 7 pág, 312. T. 10 pág- 177. T. 3ti pág. 420, T. 40 pág. 182) 
Y voto en tal sentido la segunda cuestión. Sobre la mis- 
ma cuestión los señores ministros doctores Puebla y Corra' 
lan dijeron que adherían al voto precedente por sus funda- 
mentos. 

Sobre las demás cuestiones el señor ministro doctor Var- 
gas dijo: Que carecía de objeto pronunciarse á su respecto 
en vista de lo resuelto sobre las anteriores. Sobre las mía* 
tu as cuestiones los señores ministros ductores Puebla y Corva- 
lán dijeron que adherían al vuto precedente por sus funda- 
mentos. Con lo que terminó el presente acuerdo que fué re- 
dactado por el señor ministro doctor Vargas designado por 
el Tribunal al efecto y aprobada su redacción se firmó, 

César D. Corvalan 
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■ 

4 

Vistos: Por los fundamentos consignados por unanimidad 
de votos en el acuerdo que antecede, lo dictaminado y pedi- 
do por el señor Fiscal se declara que los Tribunales de 1» 
Provincia son incompetente* para conocer de esta causa y que 
es nulo en consecuencia todo lo actuado. Devuélvanse, de* 
biendo el Inferior remitir el proceso al señor Juez Federal 4 
sus efectos, comunicándole 4 la vez que los acusados quedan 
detenidos á su disposición, de conformidad al inc. 3 a del art. 



406 flLLOt DI LA «PPU1U OOBT1 

1) de la ley de li de Setiembre de 18(W sobre jurisdicción y 
competencia de los Tribunales Nacionnles. 

César D. Corvalan.—J. Pue- 
bla.— 8, Vargas. 



VISTA FISCAL 

Señor Juez. 

Según resulta de estos autos, con lecha '2H de Huero del 
sino ppdn Í08 sujetos Zacarías Araguua, Domingo Estrella, 
Ramón Luna y Casiano Hidalgo, cometen el delito de vio- 
lación castigado por el nrt. 19 i no. a de lu ley ile Reforma ni 
Cód. Penal, en la persona de Anselma Montiel, en el domi- 
cilio ile la misma, <jue es en el canina de los Andes (Meloco- 
tón) Departamento de Tuuuyau de esta Provincia. 

Loa Tribunales del Crimen, de estn Capital, se abocan el 
conocimiento de la causa y el señor Juez, doctor Hojas falla 
eu deli altiva (veáse sentencia de f. 3!í). 

Apelada esta resolución la lvxma. 2* Cámara fie Apelacio- 
nes resuelve (¡na los Tribunales de Provincia son incompe- 
tentes para entender en esta causa, siendo como consecuencia 
nulo todo lo actuado (véase sentencia de f. OH v.) 

Se furnia la resolución de la Hxmu. Cámara citada eu la 
disposiüiúu que contiene el ínc. i" del art. o- de la Ley Na- 
cional de IStítt sobre jurisdicción y competencia de los Tri- 
bunales Nacionales que dice: Los jueces de Sección, conoce- 
rán igualmente en los crímenes de toda especie que se come- 
tan en tugares donde el Gobierno Nacional tenga absoluta y 
exclusiva jurisdicción. 

Se aplica este principio, teniendo en cuenta que el delito se 
ha cometido en el campo de los Andes, que como se sabe es 
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de propiedad del Gobierno Nacional y en tal caso debe ser 
juzgado por los Tribunales Federales. 

Pienso señor juez, que se ba confundido por la Exma. Cá 
mura, la circunstancia de ser propietario el Gobierno Nacio- 
nal con In de ejercer absoluta y exrltmva jurisdicción el Go- 
bierno Nacional en un caso dado. 

En efecto: til gobierno federal puede ser propietario sin 
que por esto ejerza Hosolutn y exclusiva jurisdicción. 

Supongamos, por ejemplo, que el gobierno de la nación es 
propietario de una cusa habitación en esta ciudad, ó de un 
campo dentro de provincia y que en una ú otra parte, estando 
habitado por tío particular que alquila al Gobierno Nacional 
se emítete un crimen cualquiera, un asesinato por ejemplo. 
Podría suponerse que el Gobierno Nacional tenga allí absoluta 
y exclusiva jurisdicción, en el sentido de la ley? De ninguna 
manera, el Gobierno Nacional, ch solamente propietario de 
una casa ó de un campo; pero estando ocupados por particu- 
lares, son los tribunales del crimen de la localidad ti quienes 
compete el conocimiento y decisión de la cansa. En el caso 
sub judice, sucede precisamente lo que acabo de mencionar. 

El Campo de los Andes, si bien es cierto, pertenece al 
Gobierno Nacional, no lo es menos que este solo ocupa una 
mínima parte y lo demás, está ocupado por particulares á 
quienes se alquila ó m> las casas habitación que el referido 
campo contiene 

La parte que cata ocupada por las tropas que el Gobierno 
Nacional tiene allí establecidas, es indudable, que caería 
dentro de la sanción del inc. i* del art. a de la ley del Ü3, 
sí allí se cometiera uu delito que no fuera de índole militar 
exclusivamente, porque allí tiene el Gobierno Nacional, abso- 
luta y exclusiva jurisdicción, como ta tiene también, en el 
correo, en la aduana, en el Colegio Nacional, etc. 

Entiendo que para poder el Gobierno NaciooaMener abso- 
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lata y exclusiva jurisdicción, debe ejercer una intervención 
directa en los lugares á que la disposición legal citada se 
refiere, con exclusión de toda oirá persona, corporación ó lo 
que sea, que ejerza ó puedA ejercer á bu vez un derecho de 
posesión ó de goce sobre ese lugar. 

Me parece que loa misinos términos empleados por la ley, 
alejan toda duda al respecto, cuando dice absoluta y exclusiva 
jurisdicción, pues debe entenderse que allí donde habita un 
particular, el Gobierno Nacional, por mas que sea propietario 
del terreno y del edificio, no tiene absoluta y exclusiva ju- 
risdicción de ninguna manera: 

Como V, S. veni en los autos se dice (véase f. 1 y 2) que 
el delito de violación ha sido cometido en el domicilio de 
la victima y entonces es dable suponer que allí puede tener 
exclusiva y absoluta jurisdicción el Gobierno Nacional? Es 
evidente que no, señor juez y la causa, a mi juicio, ha sido 
resuelta por el señor Juez del Crimen doctor Hojas, sin atacar 
en lo más mínimo á la jurisdicción de tos tribunales fede- 
rales- 

Por otra purte está la dispusición del art. 14 de la ley cita- 
da de 1803 que establece que una vez radicado un juicio ante 
los tribunales de provincia, será sentenciado y fenecido en 
la jurisdicción provincial. 

Por estas breves consideraciones, pienso ijue V, B. uo es 
competente para entender en este proceso- 

JJ. hemos 
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Mando ta. Setiembre 4 de 140.V 



Autos y vistos: sin ndmitir los fundamentos relativos á la 
prevención que de la causa lia hecho el señor Juez del Crimen 
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de la Provincia ya que se reitere «1 señor Procurador Fiscal 
e» su precedente vista por Los demás fundamentos de ésta y 
considerando además lo resuelto por la Suprema Corte de 
Justicia Federal en casos análogos, entre otros en el qae se 
re»islru en el vul. 53 png. '¿51 y especialmente en el conside- 
rando 1 ■ del Fallo del Juez Federal a que se reliere el de la 
Corte ya citado, declárase este Juzgado incompetente y re* 

■ 

mítanse los autos al señor Juez del Crimen de la Provincia á 
los efectos que correspondan. 

Saturnino Salva 

A IT» OKL St i'KHIOR TKIIM'SAL 

Monda» Octubre 6 <lo 

Vistos en acuerdo: Considerando: l n que el Intendente del 
Campo de los Andes no ha evacuado aun el informe pedido 
por este Tribunal de acuerdo con el dictamen Fiscal de ta. 78 y 
que no es posible demorar por mas tiempo la resolución que de* 
be recaer con motivo de la competencia negativa trabada con el 
señor Juez Federal, aten La la naturaleza de la causa principal. 
2" (¿ue este Tribunal cree que debe insistir á insiste en la 
incompetencia de los jueces locales para entender en la presente 
causa. Por loe fundamentos consignados en la resolución de 
fs. U4, debiendo en consecuencia, remitirse estos autos & la 
Suprema Corte Nacional a sus efectos y de conformidad con 
lo dispuesto por el urt, V-i inciso li"del Cód de Procedimientos 
en lo Criminal de la Nación, con el olíeio de estilo y hacérselo 
saber al mismo tiempo al señor Juez Federal de la Provincia. 

Corvalan,— Puebla^ Vurqai 
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Suprema Corte: 

Uel estudio de Um eonsianciftá de autos se desprende que 
te presente causa criminal seguida ante Ins tribunales loca- 
Íé8 de Mendoza contra tus sujeto* Z icarias Fuentes fraguas 
y Domingo Estrella, por el delito de violación perpetrado en la 
mujer Anselma Montiel se propone el castigo de un delito 
cornil i¡ ; que escapa, en razón de su uafeü raleza y earácler 
al conocimiento de la justicia leí 1 eral. 

El delito tuvo lujaren el domicilio t¿ue la referida mujer 
tiene en el Departamento deTunuynn dentro de terreno» que 
forman parte del fundo ipie el Gobierno Nacional posee para 
el Campameuto Militar de los Andes; sin que el beodo, en 
si mismo, afecte la auturidad nacional ni la jurisdicción que 
el Ciobierno ejercita sobre los establecimientos y cuarteles ijue 
tiene dentro de esa propiedad. 

(¿ue la Nación sea propietaria del tundo donde la Montiel 
tiene el domicilio en que fué violada, no implica que el de- 
lito perpetrado lo fuera en lugar donde el Gobierno federal 
tiene absoluta y eselnsivn jurisdicción; tanto más cuanto que, 
el domicilio de la Montiel, nada Lenia qne ver con el cuartel 
ni maestranza del campamento. 

La jurisdicción sobre ese domicilio corresponde á las au- 
toridades locales de la Provincia de Mendoza por la natura- 
eza del delito y punto eu que tuvo lugar. 

El Tuero de la justicia Nacional pues, excepcional y res- 
trictivo por su mismo carácter, uo resulta aplicable, al caso 
aubjudice por no ser el caso de aplicar el inc. 4" del art. 3' 
de la ley 48 ni su correlativo el art. 23 de la ley procesal 
en lo criminal. 
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Por ello y concordantes argumentos y jurisprudencia de V. 
E. mencionada en la resolución del señor Juez de sección de 
Mendoza de f. 74 vuelta pido á V. E. se sirva dirimir la 
presente contienda de competencia (art. í* íno; a de la ley 
4055) trabada por declinatoria, entre el superior Tribunal 
de Mendoza y el referido señor Juez de sección, declarando 
la del tribunal local, para conocer del caso ocurrente. 

Julio Bolrt. 
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Bueam Alrei, Uuio 8 >Jo ]«*. 

Vistos ln S autoa relativos á la ««ntíenda de competencia 
negativa, trabada entre el Juez l-Vderal de Mendoza y los 
Tribunales de aquella Provincia, sobre «J conocimiento y 
decisión de la causa criminal seguida entra Zacarías Fue- 
tes Aragunny Dmningn Estrella. 
Y Considerando: 
<¿ue tratándose de un delito común, la jurisdicción compe- 
tente para su juz-amieui,,, se determina por la del lugar en 
Müeseba cometido, las constancias de autos prueban que la 
infracción porque se procesa á Fuentes Araguna y á Domingo 
Estrella, fne perpetrada en el campo denominado \ Los Andes. 
Departamento de Tnntiyan en la provincia de Mendoza. 

%m el gobierno de la nación obtuvu la propiedad de ese 
campo, ^transferencia que le hicieron el Hunco Hipotecario 
y el líanoo Nacional en liquidación, según decretos aprobailos 
por la ley de (¡ de Octubre de ÜKU, nam. m& expresándose 
en el art. 9" de esta ley. ptfpr esos decretos «se adipiere 
nn campo de 85.000 hectáreas ubicado en la provincia de 
Mendoza, para el establecimiento del campo de maniobras te 
la 5- región militar, y par la lev uúm. 4*¿D0 se había a ilori- 
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zado, en el mían»», la construcción de un cuartel de caballería 
Los decretos á que se hace referencia en esta ley, habían sido 
dictados en cumplimiento del art. 130 de la ley de servicio 
militar obligatorio núiu 4031 de 11 de Diciembre de líKU 
(Diario de .Sesiones. Seuurio, 1901, pags. 710 y 741; Diputados 
1901, 11, pag. 009). 

(¿ue el juez de crimen de la provincia de Mendoza, dejo sin 
efecto la órdende captura contra el conscripto Casiano Hidalgo 
y el penado llamón Luna, procesadoB por el mismo delitu que 
Fuentes y Estrella, en nitírito de lo muni ¡estado por el señor 
Ministro de la Guerra (fs. ¡10 vía.) ó sea por bnber tenido 
lu»a¿ el hecho en jurisdicción exclusivamente militar y por 
uo ser de la competencia de ese Juzgado el conocimiento y 
decisión de la causa que se les había instruido.de acuerdo 
con las disposiciones del art. ip¿ imúso i« y 127 del Código de 
•Justicia Militar (t's. 3U), y en tal caso, debió lógicamente, pol- 
la consideración eu <iue basaba el auto, pasarla causa relativa 
álos particulares procesados por el mismo hecho, a la juris- 
dicció p federal, cou urreglo á lo dispuesto en el art- 3'* inc. 4* 
de la ley nú ta. 48. 

Que en el presente caso, aparece «¡ue el Gefe del Destaca- 
mento Militar, ejercía de hecho su autoridad sobre el sitio 
mismo, dentro de la extensa zoua á que se reliere la ley, en 
que fué cometida la infracción y que estaba aplicada a usos 
militares pues la denuncia de la persona damnificada es 
presentada ante el referido gefe, quien entrega ni penado Luna 
y soldado Hidalgo á la jubticia militar {t's. 1 y 2). 

Que para declinar la juiisdicción nacional se invoca la doc- 
trina del fallo de esta Corte consignada eu ia pag "£H del 
del tomo 53, y se arguye que el gobierno federal puede ser 
propietario sin que por esto ejerza absoluta y exclusiva ju- 
risdicción. A ello debe observarse que el lugar en que la 
infracción fué cometida estaba empleado en uso militar, se- 
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gun se expresó en el considerando anterior, y sometido por 
ello, á la jurisdicción excluí vade) Oobierim Nacional. 

Su basta, en efecto, que un lugar situado dentro de una 
provincia, sea di propiedad de ta Nación para que ésta ejerza 
en él, una jurisdicción exclusiva (Fallos, tumo 53, pag. 251) 
en razón de que la ley constitucional determina los linea 
nacionales ó que debe estar destinado. Tampoco es indispen- 
sable ese derecho de propiedad, miando el empleo de la cosa 
exige la jurisdicción nacional (Fallos, tomo '¿1. pag ,4'JI). Y la 
razón es obvia: es la destinación de los lugares, la construcción 
en ellos, de fortalezas, arsenales, almacenes ú otros estable- 
cimientos de utilidad nacional, lo que determina y justitica 
el ejercicio de la legislación exclusiva del Congreso, ó sea, la 
jurisdicción de las autoridades federales (art tf7, ine. 27, 
Constitución Nacional). 

Por estos fundamentos, oido el señor Procurador General, 
se declara; queel conocimiento de esta causa contra Puentes 
Arnguua y Domingo Estrella, corresponde al Juez de Sección 
déla Provincia ile Mendoza, á ijuien se remitirán estos autos, 
dando ú los tribunales de aquella Provincia el correspondiente 
tiviso, Notilñjuese original. 

A. Iíkuhbjo. -M. P. Dahact— 
C. MoVano Gacltía. 
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CAUSA XVI 



Don Jorge Ballet Marxhall en autos ron don Nicolás Ve tere, 
sobre falsificadón de ttna patente de invención, Rmtrso 
de hecho. 

Sumario.*- I o El art. ól de la ley de patentes de invención, 
de II de Octubre de 1864, en cuanto en él se establece que 
del fallo del Juez de Sección habrá apelación para ante la 
Suprema Corte, lia sido derogado por la ley especia! de 
jurisdicción y competencia de los Tribunales Federales, 
de 11 de Enero de iíKF> {art. 3 y 17 ley núui. 405íi). 

I a Para In procedencia del recurso extraordinario autorizado 
por el inciso iJ" del art. 14 de lu ley nú m. 48, no basta ma- 
nifestar hallarse amparado por una cláusula constitucional, 
sí no se pretende y no resulta de antt>s que la inteligencia 

* de la misma ha sidi> cuestionada y que la decisión sea con- 
tra la validez del titulo ó derecho que en ella se funda y 
sea materia del litigio. 

3* La n-sol lición de una CYunnra Federal en la parte que esta- 
blece la Inrn . en que han de abonarse las costas del juicio, 
nn da lugar al expresado recurso extraordinario. 



Vaso.— Lo explican las piezas siguientes: 
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INFOHHK DE LA CAVARA FEDERAL 

Suprema Corte 

Evacuando el informe ordenado en el presente recurso de 
hecho, debo manifestar á V. E. lo siguiente: 

Que en techa 2% de Junio de 1903, se presento don Santiago 
Sañudo por don Nicolás F. Ve tere, demandando á los señores 
liasen Hnos. y J. Hallet Marshall, por falsificación de una 
patente de invención, que le ha sido acordada por la oficina 
respectiva por el término de ley, para un sistema especial de 
cerraduras para cajas de fierro. Corrido traslado de la acción 
deducida lo evacuó con fecha 9 de Setiembre del mismo año 
don Jorge Hallet Marshall, sucesor de los señores Basch Unos, 
y Cia. pidiendo el rechazo de la demanda, fundado en que 
la patente concedida á Vetere era nula por cuanto no había 
podido otorgarse en virtud de ta prohibición del art. 4" de la 
ley de patentes de 18ül; como así también en la caduci- 
dad de la misma, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 67 
de la ley por ser las patentes de Vetere nú tus. 1915 y 491 exac- 
tamente iguales; agregaba también que las cerraduras em- 
bargadas, las recibió conjuntamente cun varias otras t n un 
cajún que le fué entregado por la antigua casa de Basch linos, 
y Cia. de la que es sucesor. 

Abierta la causa á prueba y con las producidas por ambas 
partes, se llamó autos para sentencia, por la que resolvió el 
Juez D. Astigueta absolver de toda culpa y cargo al querella- 
do señor Hallet Marshall con costas al querellante, declaran- 
do nula la patente acordada á Vetere, por ser contrarias á 
los arts. 4 o y 4« de la ley de patente de in vención, dejándo- 
le u salvo al querellado las acciones por daños y perjuicios 
que viere convenirle y que por derecho le correspondan. 

S7 
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Nulificada esta fué apelada por Vetere, y habiéndose dado 
en esta instancia la tramitación respectiva, se dictó senten- 
cia par este tribunal, con fecha 10 de Agostu del corriente 
ano, por la que se revocó la del Inferior, en la parte que 
declaraba nula la patente de Vetere y conlir alándose en cnan- 
to absolvía al querellado y liallet Marslmll, eliminándose las 
declaraciones sobre acciones ulteriores de dafios y perjuicios 
disponiéndose que cada parte pagara sus costas, en ambas ins- 
tancias 

Habiéndose pedido aclaración de la sentencia por el que- 
rellado, el Tribunal resolvió se estuviese ú lo resuelto, 

A los tres ilins de notilieuda la sentencia al señor Marañal 1 
este presentó escrito apclnndo de la sentencia en la parte re- 
vocada de este Tribunal y en la que exhoneraba de las cos- 
tas al querellante, cuya apelación fué desestimada, por no 
encontrarse la causa referida, comprendida en ninguno de 
los casos de apelación para ante esa .Suprema Curte, que 
acuerda la ley nú tu. 1056. 

% fós cuanto debo informar á V. Efe á quíñu I»ios guarde. 

Angel Fürreyra Cortés. 

PAULO OK LA SI PKKUA COKTK 

BatiHN Aitca. MAt» i de 

Autos y Vistos: el recurso de hecho por apelación denegada, 
interpuesto por don Jorge líallet Marshall en autos con don Ni- 
colás Vetere sobre falsificación de una patente de Invención, 
contra una sen le neta pronunciada por (a Cámara rede ral de 
Apelación de la Capital. 
Y Considerando: 

(¿ueel recurso interpuesto no puede fundarse como se pre- 
tende, en el art. 51 de la ley de patentes de invención, de 
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Octubre 18ÍÍÍ, en cuanto en él se estnbleoe que del fallo del 
Juez de Sección habrá apelación para ante la S. Corte porque 
en ese punía lia sido derogada por la ley especial de jurisdic- 
ción y competencia de los Tribunales Federales de 10 de Ene- 
ro de 1902 dictada de conformidad con el precepto constitu- 
cional según el cual la Corte Suprema ejercerá su jurisdicción 
de apelación según las regla* y excepciones rjnc prescriba el 
Congreso, nrt 101 Constitución Nacional; (urt. \i y 11 Ley 
núm. 4035) 

Que la mención que hace el recurrente de la competencia 
de. Ja Suprema Corte de los Hitados Unidos en cuestiones so- 
bre patentes de invención, se explica por la disposición con- 
signada en la Sección ti» de la Ley de 3 de Marzo de 18ÍU 
que ha investido á aquel alto tribunal con la facultad de ex- 
pedir los autos II ¡uñados de rvrtíinttui que le permiten avo- 
carse, en determinadas circunstancias, el conocimiento de 
Cansas deferidas por esa ley á la decisión (¡nal de las Cortes 
de circuito de apelación, así como permite también á esta pe- 
dir instrucciones á aquella sobre puntos legales, para dictar 
con arreglo ó ellas, sus sentencias, /fuer ta certify (Taylor 
jnrisil ¡ctiu" and Prueedure or Lhe U. S. Supreme Court. 88). 

t¿ue para la procedencia de! recurso extraordinario autori< 
/ndo por el inciso :t- del urt. 11 de la ley nú 111. 18, no basta 
maiii Testar <¡ne, «| recurrente está amparado por los art. 14 y 
'ii) de la Constitución Nacional, que le acnertlun el derecho de 
ejercer sn industria y comercio (f t;í) > desde que no se pre- 
tende y no resulta de los autos (raidos a esta Corte pura mejor 
proveer, que la inteligencia de esas cláusula* constitucionales 
haya sido cuestionada y fine la decisión sea contra la validez 
del título ó derecho que en ella se funda y sea materia del 
litigio, de tul manera que, de la diversa interpretación de 
esas cláusuhis dependa la solución detiniliva de la causa. 

(¿ue si respecto a lo principal ó sea, á la acusación por ful- 
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siflcación de una patente puede decirse que el acusado, por 
lo general, no funda su derecho en la ley especial que invo- 
ca el acusador, (causa Casenabe versos Delor Pini 7 Cia. re- 
suelta eo Juno 2 de 1901 y otras), sucede lo mismo en lo rela- 
tivo á las costos procesales, que son una simple incidencia de 
la causa, y aun cuando asf no fuera, el recurso extraordina- 
rio del art. H Ley num. 48, no podría prosperar respecto á 
ella, porque, al disponer la Cámara Federal de apelación, 
continuando en una parte y revocando en otra, la sentencia 
del inferior, que las costas fueran satisfechas en el órden 
causad se limitaba á explicar lo que consideraba como doc- 
trina cumún en materia procesal respecto a lus casos en que 
un litigante puede juzgarse reamente vencido en la causa, 
materia de que no se ocupa la ley especial de patentes de in- 
vención. 

Por esto, se declara bien denegado el reenrso interpuesto. 
Notifíquese cou el original y repuesto el papel, archívese; de- 
volviéndose los autos principales. 

A. JJkjimkjo. Necamik G. del So- 
lar.— M. P, Dakact. 
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CAUSA XVII 



Ferro Carril Buenos Aire» y Rotar io en autos con doña 
EsianisUda Ferreyra efe Quintana, por indemnización de 
daños y perjuicios. Recurso de hecho. 

Sumario.-lSo hay descoge i miento de la validez de la Ley * 
Nacional de Ferro-Carriles, núm. 3873, ni de título, derecho, 
privilegio ó exención fundado en alguna cláusula de la mis- 
ma y cuya inteligencia haya sido cuestionada, que haga 
procedente el recurso autorizado por el art. 11 de la Ley 
núra. 49, en la sentencia que hace derivar la responsabilidad 
de la empresa por el accidente de que se trata, de la cir- 
cunstancia de no haber habido imprudencia de parte de la 
víctima y del hecho de haber fallado aquella á una obli- 
gación que según dicha sentencia, le imponía», determina- 
das disposiciones de la ley común. 

Caso:— Lu explican las piezas siguientes: 

PALLO l)K LA CÍMAUA PROF. RAL 

Butnoi Airti, NoriiDbre 29 Út 1905. 

Y vistos estos autos seguidos ñor dona Estanislada Ferré ¡ra 
de Quintana contra la empresa del Ferro Carril Buenos Aires 
y Rosario, por indemnización de daños y perjuicios, de los 
que resulta: 
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l ft Que se encuentra acreditado que en 10 de Noviembre de 
1WI siendo las seis y inedia de la tarde, mus ú menos; el 
guarda Manuel Quintana, espu.su de la actora, que venia de 
servicio en un tren de carga del Itosarin, después de parar 
este en lu estación -San Nicolás, pasó en la locomotora iiue 
se desprendió sola para reunir algunos vagones que debí un 
agregarse y el cual habiendo subido ¡ti leu lio de uno de ellos 
para hacr súrtales al maquinista, cayó á tierra entre 
lu» vagones u,"í"uO por los hilos del telégrafo nacional que 
allí atraviesan la vía terrea, produciéndose por tal causa su 
muerte inmediata. *¿" Que la empresa para apartar su respon- 
sabilidad, liaee estos dos argumentos: primero: Que el guarda 
debía Uueer su serviciu dentru de los vagones y que no era 
de su deber dirigir señales al inaquiuistu, porque allí, en el 
lugar del accidente, había uu empleado, el cambista, encar- 
gado de ellos 

Segando: Que el accidente se produjo por causa de los hilos 
del telégrafo nacional, y que por consiguiente, ttti 'a empresa 
sino el gobierno de la nación seria responsable. Y considerando; 
Que partiendo del hecho, en cuanto al primer argumento, de 
qn" el guarda al subirse al techo de un vagón para hacer las 
señales mencionadas, hubiera excedido sus obligaciones, debe 
estimarse que en nada se desnaturalizaría el concepto de que 
haya muerto tiu servicio de la empresa, no pudíeudo tampoco 
en ningún caso considerarse su uemón como uu acto de impru- 
dencia; en el sentido del art llilCod. Civil. Está en el orden 
de las cosas regulares el que uu buen empleado sea solícito 
y practique los actos de comedimiento i|ue se reluciunen con 
sus funciones en menor ó mayor grado. Dice el maquinista 
Angel Marañes, u fs. 35, «que el guarda Quintana no tuvo 
necesidad de subir « los vagones, puesto que correspondía 
al cambista ese trabajo; pero que si no hubiera habido cam- 
bista le habría correspondido como también hacer seúales.» 
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Vése pues, que hiles funciones no eriui extrañas ú su olicio, 
y que si bien en este oaáo correspondieron al cambista las 
señales, el haberlas realizado (¿uintana no le hace ejecutor 
ile mi Roto imprudente, puesto que desempeñaba una funuión 
<|Uf no era en si peligrosa, til para ül ni para el cambista. 
La circunstancia de que (¿niiiLrma se subiera al lecho de los 
v agí mes, | a explica también el maquinista diciendo, que si el 
tren hubiera tettUlu break ó furgón, aquel un habría tenido ne- 
cesidad de subirse á los vagones, líe esto no huí ge enmo In 
sostiene la autora, que baya habido negligencia en la Empre- 
sa, puerto que se trataba de actos preliminares para la forma- 
ción de uu tren; perú el beclin sirve para demostrar la nece- 
sidad en que se viú (¿ni ti tan a de subir para hacer las sena, 
les. Debe resolverle que nn ha habido imprudencia de parte 
de este, i¡ne el accidente se ha producido por causa extraña 
á Quintana; la existencia de los hilos del telégrafo nacional 
á menor Altura de la que debiau tener al atravesar la vía. 
Km presencia de tal hecho, debe resolverse que la culpa in- 
mediata recu.. sobre la empresa, pues ella es quien ha debido 
vigilar para que estos alambres no pudiesen causar daños & 
los empleados de la empresa. Ella que ha debido advertir 
el peligro ha tenido el deber de observar ¡i los constructores 
del telégrafo sobre la altura que eorrespnudia dar ¡i los hi- 
los y ha debido en caso necesario reclamar ante el go- 
bierno pnra apartar su responsabilidad con reluciúu á sus 
empleados, por cuyu salud y vida debe tomar todas tas pre- 
cauciones posibles, como surge especialmente de lo preceptua- 
do por el art. 1)02 del Cód. Civil. Las obras públicas déla 
Nación aunque se hagan con el controló vigilancia de las ofl- 
ciuas técnicas, uo tienen la presunción legal de ser perfectas; 
no son inobservares uí irreformables. Si con ella se dañare 
algún interés privado, pueden hacerse vnler todos los medios 
de defensa que autorizan las leyes, y en todo caso pueden 
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hacerse ante et poder administrativo todas las observaciones 
j reclamos que tiendan á garantir el interés general. Y es- 
te poder de reclamación se convierte en obligación cuando, 
eomo en ei caso presente, ha debido guardar la vida de los 
empleados. 

Por estos fúndame titos, de acuerdo con lo dispuesto en los 
art. 1100 y ÍM)¿ Cód. Civil, se revoca la seutencia apelada de 
i. 110, declarándose que la empresa demandada esta obliga- 
da á indemnizar á la actor» por la muerte de su esposo Ma- 
nuel Quintana, y bajen estos autos para que el señor juez a 
quo se pronuncie sobre los perjuicios reclamados según las 
pruebas presentadas. Notifiquese cun el original y repóngase 
los sellos ante el Inferior. 

Antfel Ferreyra Cortés.— An- 
gel D, Rojas —Luis B. Mo- 
lina, 

UICTAHBN DBt, SBÍOK HRllCl'ttADOIl GKHBRAL 

Suprema (forte: 

Según acredita la sentencia pronunciada por la Ex rúa. Cá- 
mara Federal de apelaciones de la Capital, en la demanda, 
por indemnización de daños y perjnicios que doña Estanislada 
Ferreyra de Quintana ha entablado contra la empresa ferro- 
viaria recurrente, no se ha puesto en cuestión la eíicacia le- 
gal de ta ley nacional de ferro-carriles, ni ha recaído deci- 
sión contra su validez. 

La roateriu del pleito ha sido, en el caso sub judice, una 
reparación civil, con motivo de la muerte violenta del esposo 
de la actora, ocurrida por negligencia ó descuido de la em- 
presa demandada, y, la sentencia de la Exiun Cámara, se ha 
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limitado á aplicar el Cód. Civil, sin desconocer la validez 
de la lev de Ferrocarriles que, en primer término, conjunta- 
mente con el Cód. Civil, legisla sobre el caso ocurrente. 

No resulta pues procedente la apelación que la Empresa 
recurrente hn pretendido instaurar, para ante V. E. contra 
dicho tallo, invocando los incisos I" y 3" del art. 14 de la ley 
de Setiembre U de 18ÍÜJ, sobra jurisdicción y competencia de 
loa Tribunales Nacionales, en armonía con el art, ti° de la 
ley 4055. 

Con arreglo ú estos preceptos y á la jurisprudencia esta- 
blecida en numerosos fallos de V. E. entre los que me limi- 
to á citar el del tomo 7tí pág. 70 y el recaido en la causa 
de Hiena P. de Itacknians contra el Ferrocarril del Sud por 
ihiñ-n y perjuicios, es necesario para que proceda el recurso 
que se pretende traer en el caso presente, que haya sido 
materia y por tanto de smtencia t alguna cláusula constitu- 
cional tratado ó ley del Congreso etc. y que, la decisión aea 
contraria al título, derecho, privilegio ó exención invocada, 
lo que no ocurre en el caso sub judice como lo he manifesta- 
do y resulta de la misma sentencia apelada. 

Se trata de la mera aplicación é interpretación del Cód. Ci- 
vil, eu la sentencia de la £xma Cámara Federal de la Capi- 
tal, circunstancia que, por otra parte, no autoriza el recurso 
Begun el art; 15 de la ley oúni. 18. 

Por las breves consideraciones expuestas y las concordantes 
del fallo recurrido, pido á V. E. Be sirva no hacer lugar al 
recurso de hecho traído ante V. K. y confirmar la resolución 
denegatoria de la Exma Cámara Federal. 



Julio Betel. 
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Uucm>i Aire». Manto U <Ie líMW, 

Autos y vistos: Kl recurso de hecho pal apeiación denega- 
da. interpuesto por la fcoupre?'. del Ferrocarril Huenos Aires 
y Rosario de sentencia pronunciada por I ti Uú niara Federal 
de apelación de la capital, de la causa seguida por ta seño- 
ra Kerrreyra de (¿nintaua, por indemnización de daños y 
perjuicios; 

Y Considerando: 

Que ia sentencia apelada hace derivar la responsabilidad 
de la Empresa demandada de que no hubo imprudencia por 
parte de la víctima en el ¡ta: i dente cuya indemnización se 
reclama, producido en la ejecución de un acto en servicio de 
aquella, y de que la misma empresa faltó a la obligación que 
le imponen los art. l Ml y 1109 del Cód. Civil; al nu observar ú 
los constructoras del telégrafo sobre la altura que corres- 
pondía dar á los hilo:», reclamando, en su caso, ante el Go- 
bierno para apartar su responsabilidad cou relación á sus 
empleados. 

t¿ue siendo así, no se ha desconocido la validez de la ley 
nacional de ferrocarriles mím. "¿Híü, ni tampoco título, dere- 
cho, privilegio ó exención, fundado en alguna cláusula de la 
misma y cuya inteligencia baya sido cuestionada en el liti- 
gio, de tal manera que la potación de la causa debiera depen- 
der de la que diera esta Corte á la interpretación cuestiona* 
da, por lo que carecen de aplicación los incisos 1" y 3 art. 
14 de la ley núm. 48, que se invuca par fundar el re- 
curso. 

Por esto y de conformidad con lo expuesto y pedido por 
el señor Procurador General, se declara bieu denegado el 
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recurso interpuesto, Nol i fío, uese original y repuesto el papel, 
archívese. 

A. BhrsSjo. — C, BfoTAHO Cíaci- 
tija.- M. 1*. IJakact: Eudi 
sideneia de fundamentos. 

lUSIDRKClA MK FrNItAMKÍfTuS 

Y Vistos: No resultando de la exposición del recurrente ni 
del i n forma (lela Cámara federal de esta Capital, ijue en el 
caso hará estado en cuestión la inteligencia de alguna de las 
disposiciones de la ley uúni. ¿47:1, •'• de su reglamentación, 
se declara bien denegado el recurso. 

M. F. ÜAItACT 



CAUSA XVIII 

ftoñit Maria Loaste ton (ra ta Provincia th> Bueno» Aires, 

por cobro tle pesos 

Sttmnria.Stt desconociéndose la existencia de la deuda de 
qp es responsable I» provincia, la falta de autorización le- 
gislattva para efectuar el pago un puede obstar ó la acción 
tlel acreedor <¡ tic gestiona judicialmente el cobro de aquella. 



Caso:— Resulta del siguiente. 



fjüLLOt os ia «munu oobtb 



FAUiO »B l.A SliFKBllA CÜRTB 

Bti*Dcu Aire». Mano Ifi d« 19W. 

Y Vistos: I>on .losé P. González, en representación de doüa 
Marín Lassus, expone. 

demanda ü La Provincia de Buenos Aires el paj^o de 
seis mil trescientos ocho pesos con ochenta centavos rao .eda 
nacional, con sus intereses costos y coatas del juicio. £1 título 
de su mandante dimana de la cesión qje bu hermano dnn 
Juan Lassus le hizo de dicho crédito, por ante Escribano Pú- 
blico, crédito que proviene de trabajos de yesería hechos en 
el palacio municipal de la ciudad de La Plata, por contrato 
celebrado con las Comisiones Municipales en el año 1884. 1 

La escritura de cesión corre agregada al expediente admi- 
nistrativo, letra M. nú ra. 141 de la Intendencia Municipal de 
La Plata, el que, cotí otros que indica y da por presentados 
como justificativos de su acción, se encuentran en la Secre- 
taria de Coria, juzgado del doctor Escalada. Este magistrado 
conoci£4.e un juicio iniciado por el exponente, y cuyo obje- 
to era cobrar de la Municipalidad de La Plata la suma indi- 
cada en esta demanda, y habiendo declarado la sentencia que 
do era la Municipalidad la deudora del crédito, considera que 
el deudor es el Fisco Provincial. 

Funda el derecho de su mandante en lo dispuesto en el nrt. 
103G del Cód, Civil que establece que «el precio de la obra 
debe pagarse al hacerse la entrega de ella, si no hay plazos 
estipulados en el contrato, y en la jurisprudencia de esta 
Corte en diferentes juicios y muy especial raen te en el de Za* 
notti. 

Acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte y corrí- 
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ii<> traslado de la demanda, el re presen san te de la Provincia 
expresa: 

Que podrán ser exactos los ludios en que la demanda se fun- 
da, pero como al escrito de iniciación de la misma no se acom- 
paña documento alpino que justifique Las afirmaciones de la 
actora, no puede prestar su conformidad 4 ellas, ínterin no 
sean probadas. 

Abierta la causa a prueba y producida H que expresa el 
certificado de fs. 21, las pai tes alegaron sobre su mérito y se 
llamó autos para sentencio. 
Y Considerando: 

<¿tie entre los expedientes agregados como parte de prueba, 
se encuentra el que lleva el núiu LIS, Letra L Ministerio da 
Obras Públicas de la Provincia, ail<> 18í*8. en el que figura 4 
fs. 8 el informe de la Contaduría, fecha 13 de Diciembre de 
184*8, que, haciendo uu resumen de los diversos expedientes 
de cobro iniciados por Lassus, lince constar que á éste se le 
adeudaba el importe íntegro del expediente L. 15, año 1891 ( 
que alcanzaba 4 seis mil trescientos ocho pesos ochenta cen- 
tavos moneda nacional. 

Por estos fundamentos, se declara que la Provincia de Bue- 
nos Aires está obligada á abonar 4 dona María Lassus, dentro 
del término de diez días, la suma de seis mil trescientos ocho 
pesos con 80 centavos m/n con sus intereses al tipo de los que 
cubra el Banco de la Naeión en sus operaciones ordinarias de 
descuento, desde la interpelación judicial y las costas del jui- 
cio. Molifiqúese original y repuestos los sellos, archívese, de- 
volviéndose los expedienten administrativos al Gobierno de la 
Provincia de Buenos Aires. 

A. Rkrmkjd. — M P. Dahact.— 
C. Moya no Gacitía, 
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• TVíc Rivcr Píate Frearh Meat* vmttnt la Provincia de Hue- 
llos Aires, sobre devolución de sumas de dinero. 

Sumario, — i" Siendo iguales en sus términos generales las 
leyes de iiupuesto A la producción de 1h Provincia de Bue- 
nos Aires, tle los aíios Inití y lí MI 1 , e idéntico el yravúmen 
establecido en ellas, no es necesario, ú los efectos de la re- 
petición de lo paludo, reiterar en el segundo de los aúos ex- 
presadas La protesta lincha al efectuar el pago en el pri- 
mero, 

^ La circunstancia de que la relación y documentos en que 
consta el pago del impuesto se dallen estendidos en fariña 
diversa de la preseripta por la ley local y su reglamentación; 
carece de valor á los fines de la comprobación del cobro sí 
éste no es negado en el juicio con arreglo al artículo 80 de 
la ley procesal y se encuentra, además, acreditado por el 
informe del Vuluudor del Partido y por actuaciones practi- 
cadas ante la Intendencia Municipal del mismo • 

3* No tiene aplicación la regla del art. 10 de la ley de Pro- 
cedimientos, tratándose de documentos que deben ijuedur 
archivados en una oliciuu pública en cumplimiento de una 
disposición legal. 

4" Es repugnante al art. 10 y correlativos de la constitu- 
ción nacional la ley tle la Provincia de Buenos Aires, de 11 
de Engira de 1H01, que impide sacar de la provincia para 
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puntos rqera de ella los productos de la misma sin el $&%o 
prévio del uruvámen que establece, 



Vasto:— Resulta del siguiente. 

FALLO DE LA M I'BESlA CORTE 

Uuenoi Airm. M*rw 1S de HHHL 

Y Vistos: Don Kmilio Castellanos á nombre tle «The River 
Piale Fresh Mt>at C. l.il. demanda ¡i La provincia de. Buenos 
Aires por devolución, con intereses y costas, de la soma de 
£ reducida después, (t '¿51 y 3il) A $ 53, 8ÍH), que 

en coime pío de impuesto á In producción y contrariando la 
Constitución Nacional se le lia cobrado según la relación y 
documentos que acompaña, no obstante sus protestas. 

MI doctor Mariano lleuiurm (lujo) por la Provincia indicio- 
mida solicita el rechazo, con costas, de la tlemnnda, alegando: 

(¿ue los documentos de la referencia son simulados y nulos, 
pues en el modelo olicial de los de su clase, solo se manifiesta 
que la persona ti quien la un i» se expide, conduce tales pro* 
ductos que uo adendun el iu>|iuestn general ú la producción, 
sin consignar el pago, como se consigna en los presentado», 
de cantidad algnnn, y sin ¡\uv dicha guía, que, es libre de 
gravamen, deba ser firmada por los vulundores. 

(¿nc no consta si los productos á que se reiteren los duplica- 
dos de guias de t". 14!) y 159, eran pura I» exportación exte- 
rior ó iuterprovincinl, circunstancia que por si sola autoriza 
■\ rechazarlos. 

<¿ue los duplicados de 1". 88 y líH) dicen que Los productes en 
ellos detallados iban con destino á Uelgrano y Lus I 'a linas, 
tratándose así de un acto de comercio interno déla P.ovin- 
cia; y los de f. ">0 y 181, no llevan lirma de nadie. 
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Que la protesta que el actor formuló en 1903, no puede ser- 
vir en el caso sub judtce, por cuanto La ley á que esa protesta 
te refiere, dejó de regir al publicarse laque ahora se tacha 
de ^constitucional, que llevo la fecha de 11 de Enero de 
1901; y en cuanto á La (jue se dice formulad» en 1991, así 
como utros documentos para justificar el pago, no puede pre- 
sentarse durante la prueba, con sujeciou al art. 10 de la ley 
de Procedimientos. 

Que en la demanda no se ha expuesto el derecho, ueter- 
minándose los artículos de la ley que maquen la carta fun- 
damental, como lo requieren lus art. Tu y óO de la ley de 
procedimientos citada, y no existe caso para los liues de los 
art. 9i y 100 de la Constitución Nacional. 

Que nido el Sr. Pruna rador General y recibida la causa á 
prueba, háse producido la de que instruye el cerlilicado de 
t 327, habiendo las partes alegada respectivamente á í. 338 
y :ua 

Y Considerando: 

Primero: Que la demanda no adolece de defecto legal; 
porque ella en sí y mediante sus referencias á la causa se 
guida entre lus mismas partes y fallada por esta Corle en Oc- 
tubre 15 de 190i, reúne en lo substancial lus requisitos del 
art. ó? de la ley de Procedimientos. 

Segundo: Que el representante de la Provincia, si bien ob- 
serva que hay variantes de importancia entre lus leyes de im- 
puestos ú la producción de 1903 y 1HU1, reconoce también que 
ambas leyes son iguales en sus tenninoB generales ff> ¿34 y 
2Í2), y así resulta, en efecto de la comparación de los artícu- 
los pertinentes de las mismas. 

Tercero: Que dada la identidad del gravamen, la actora no 
tuvo necesidad de reiterar en 1901, su protesta contra aquel, 
según I» resuelto en casos análogos; siendo por ello incoudu • 
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cente exH minar la ouest tifo suscitada respectarte la presenta- 
ción que se pretende estemporáiiea, de la protesta de l!K)l. 

Cuarto: Que el apoderado de la Provincia de Buenos Aires 
observa que loa comprobantes de t, 1 á 201 no son fehacien- 
tes, pero sin negar el cobro de las sumas asentadas eu ta re- 
lación de T. 1 y simientes, como debió hacerlo si el hecho 
ent falso, ron arreglo á Indispuesto en el art H\i de la ley 
procesal: y ese hecho se encuentra, además, justificado por 
el informe de f, 295 del Valuador del partido de Caiupaua y 
por las actuauiimes practicadas ante la intendencia munici- 
pal del mismo partido (f, '¿Si y siguientes); de suerte que la 
circunstancia de ijue los documentos referidos de f. i y si- 
guientes estén extendidos en forma diversa de la preseripta 
por la ley local y bu reglamentación, carece en renlidad de 
valor á los Unes déla cuiiipruhurióu del cubro aludido, 

Quinto: <¿ue los eertilicados donde constaba ti bis jingos ve* 
riticados por la sociedad demandante, en cumplimiento de la 
ley de 11 de Enero de JiJDí, debían quedar archivados en la 
intendencia muuicinul de Campana (art 1 ley citada), y un es, 
en su consecuencia, aplicable al inf irme y actuaciones antea 
indicadas la regla del art. 10 de la ley de Procedimientos, toda 
vez que ellos, son de lecha posterior á la demanda y se han 
traído á los autos para demostrar ln verdad de los documentos 
presentados con dicha demanda, dados por las autoridades que 
intervinieron en la percepción del impuesto; eu la forma que 
se entendió cumplir las indicaciones de la Dirección General 
de lientas de la Provincia (f. JHlt vuelta y 'iir> vuelto). 

Sexto: <¿ue en presencia de los términos de los art 1", 2" 
y & de la ley citada de 11 de Huero de HMH, y de lo decidi- 
do por esta Corte en casos análogos, es fuera de duda que, no 
habiéndole sido posible á la demandante sacar de la Provin- 
cia para puntos fuera de ella los frutos especificados en los 
documentos de f. 4 á 201, sin el pago previo del gravámen que 

99 
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en estos ae expresa, no ha sido libre la inequívoca circulación 
interprovincial ó internacional de tales puntos, como debió 
serlo de conformidad al art. 10 y correlativos de la Constitu- 
ción Nacional. 

Séptimo: Que las objeciones formuladas contra los docu- 
mentó* de f. 149, 159, 190,50 y 184 no son atendibles en vis- 
ta de los informes de f. 304 vuelta y 305 vuelta, notificados 
á f¿ 307 vuelta, del informe de f vuelta y de lo dicho en 
el considerando cuarto; debiendo agregarse relativamente al 
de f. 88, que de él no aparece que la extracción de los cue- 
ros, se había hecho de Campana puní otro punto dentro de la 
Provincia. 

Por estos fundamentos, se declara repugnante á la Consti- 
tución Nacional, la ley de la Provincia de Uueims Aires de 
1 de Enero de ÍíK)t, denominada de impuesto á la producción, 
en ta parte objetada en el presente juicio, y se condena á 
dicha Provincia a devolver a la parte demandante la suma 
de cincuenta y tres mil ochocientos noventa pesos, roja, con 
mas sus intereses desde el día de la notilicacíún de la deman- 
da, á estilo de los que cobra el Banco de la Nación en sus 
operaciones ordinarias de descuento, debiendo dicho payo ha- 
cerse en el termino de diez días, y las costas del juicio. Kth 
tífíquese original y repuesto el papel archívense. 

A. Hkbhkjo.— M. V. Daract.— C. 

MoYANO ÍjACITÚA. 
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'Las Pahuas Produe- Campan}/ Lrd* contra ta provtnna de 
Iltteitof! Ai>'rs t sofnt> int vmtittu'htmliifad «V impttinto y 
derohtt ion de dinvro: 

Sumario.-^ Tratándose de leyes creando idénticos grávame- 
oes, Iti protesta ni efectuar el pago del impuesto, exíjído en 
virtud de la ley anterinr, es suli,:ie:ite á los Ihies de la re- 
petición de lit pagado én virtud de la ley posterior. 

2 U regla del art. id de Lu ley nacional de Procedí míenlos 
no es aplicable trniiiiHio.se de documentos que deben quedar 
arohivadoa en una oííéíita piibliea en virtud de una dis- 
posieidii legal, y que, por altó parte, son de (Vcliu posterior 
á la demanda. 

:* La exigencia de la ley de la provincia de líuenos Airea 
11 «le Huero de WHií. íleumuiriada de impuesta ii la pro- 
ducción, del pago previo de un gravámen ú loa productos 
destinado* á ser transportados fuera de la provincia, es re- 
pugnatite* lo establecido en loe aefc. 10 y correlativos de la 
Constitución Nacional, 

Otw.—K milita del siguiente 

pallo ok la si i'Heva Cohtk 

Duetio» Airei. Mwrio 17 de I**. 

V Visto: Don Emilio Castellanos Á nombre de Las Palmas 
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Produce Cnronany Lid demanda & ta provincia de Buenos Aires 
por devolución con intereses y oslas, de la suma de $ 78199.90 
reducida después (f. y 273) á la de | 78059 90 que a ti 
tuto de impuesto á la provincia, y contrariandu la Constitución 
Nacional, se !e ha cobrado, según la relación y documentos 
Que acompaña, no obstante sus protestas. 

FA doctor Mariano Deniaria (hijo) por In provincia me listo- 
nad», solicita el rechazo con costas de la demanda, alegando: 
(¿ne los documentos de I» referencia son simulados y nulos, 
pues no están conformes con el modelo oficial de los de su 
clase, 

Que no consta si los productos ú qoe se refieren los dupli- 
cados de guras de f. 47 á 50, 53 á 61, ÍHÍ, Uf, 71 á 78, 80 á 
81, 80 á 117, ÍlS á 122, 121 ¿ 145, i:í7, 138, 110 á 143 eran 
para la exportnción exterior ó interprovincial, y los de f. 3, 
4,5, i> y 8, no llevan el sello de la uficina de valuación; cir- 
cunstancias que por sí solas autorizarían á rechazarlos. 

Que la protesta que el actor formuló en 190.1 no puede ser- 
vir en e( caso subjndice por cuanto la ley ó que esa protes- 
ta se contrae, dejó de regir al publicarse la que ahora se ta- 
cha de inconstitucional, de 11 de Enero de 1901; y en cuanto 
á la que se dice formulada en 1904 así como otros documen- 
tos para justificar el pago, no pueden presentarse durante la 
prueba, con sujeción al art. 10 de la ley de Procedimientos. 

Que en la demanda no se ha expuesto el derecho, deter- 
minándose los arts. de la Ley que ataquen la carta fundamen- 
tal, como lo requieren los artículos 57 y 50 de la ley de pro- 
cedimientos citada; y no existe vaso pura los fines de los ar- 
tículos 04 y 100 de la Constitución Nacional. 

Que oido el señor Procurador General y recibida la causa 
á prueba, hAse producido la de que instruye el certificado de 
f. 259, habiendo Las paites alegado* respectivamente á f 320 
y 34í». 
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Y Considerando: 

Primero: Que la demanda mi adolece de delecto legal por- 
que ella en si y mediante sus referencias á la causa seguida 
entre las mismas partes y tallada por esta Corte en 10 da 
Octubre de 1901, reúne en lo sustancial los requisitos del 
articulo, i>7 de la ley de procedimientos. 

Segundo; Que el representante de la provincia, si bien ob- 
serva que hay variantes de importancia entre las leyes de 
i ni puestos á la producción de 1903 y 190*, reconoce también 
que ambas leyes son iguales en sus términos generales (f. 174). 
y así resulta, en electo, de la comparación de los articulos 
pertinentes de las mismas. 

Que dada la identidad del graváwen, la actora no tuvo ne- 
cesidad de reiterar en 1904 su protesta contra aquel, según 
lu resuelto en casos análogos siendo por ello inconducente 
examinar Ja cuestión suscitada respecto de la presentación 
que se pretende extemporánea» de la protesta de 1904. 

Cuarto: Que el apoderado de la provincia de Buenos Aires 
observa que los comprobantes de f, 3 ti 14a no son renacien- 
tes, pero sin negar el cubro de las sumas asentadas en Ja re- 
lación de f. 1 y siguientes, como debió nacerlo si el hecho 
era falso, con arreglo á lo dispuesto en el art. 80 de la ley 
procesal, y ese hecho se encuentra, además, justificado por 
el informe de f. £10 del valuadordel partido de Zarate y por 
las actuaciones practicadas ante Ja intendencia municipal 
del mismo partido íf. £18 y 244); de suerte que las circuns- 
tancias de que los documentos referido* de fs. 3 y siguientes 
estén extendidos en forma diversa de la p rescripta por la ley 
local y su reglamentación, carece en realidad de valor i loa 
tines de la comprobación del cobro aludido. 

Quinto: Que los certificados donde constaban los pagos ve- 
rificados por la sociedad demandante, en cumplimiento de la 
ley de 11 de Enero de 1901, debían de quedar archivados 
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en la intendencia inunicitmt de Zárate {art. 4 ley citada), y 
do es, en su consecuencia, aplicable al informe y actuaciones 
antes indicadas la regla del art. 10 de la ley de Procedimien- 
tos, toda vez que ellos son de fecha posterior á la demanda y 
se han traída á los antn* para demostrar la verdad de los do- 
cumentos presentados con diolia demanda, dados según ex- 
presa el vnluador de Zarate, de conformidad á prácticas es- 
tablecidas eon d asentimiento de sus superiores (f. 2&) vuel- 
ta 2 a ). 

Sexto: que en presencia de los términos de los art. 1" *¿" 
y 4 de la ley citada de II de Unen» de 1904 y de lo decidido 
por e.sta Curte en casos análogos, es fuera de duda que, no 
habiéndote sido posible á la demandante sacar de la provincia 
para punto fuera de ella los frutos especilicados en los docu- 
mentos de fi $á lili, sin el pago previo del gravAuieu que en 
estos se expresa; no ha sido Ubre la inequívoca eiroulaeióu 
Inter provincial é internacional de tales frutos como debió serlo 
de conformidad ni urt. 10 y correlativos de la Constitución 
Nacional. 

Séptimo: Que las objeciones á los documenta de f. 47 ú50 
53 á «i, (Mi, 07, 74 á 7H, 80 áSi,8í> á 117» 119 ¡i m, Til á 
135, 1U7. 1:íH, 110 á m y de fojas B¡ 4, 5¿ 0, y 8 t no son aten- 
dibles, en vista de lo informado ti f. 233, por el receptnrde 
Keutas Nacionales de Zarate, y de lo dicho en el consideran* 
do cuarto: 

Por estos l'und tune utos. Be declara repugnante á la Consti- 
tución Nacional la ley de la provincia de Unenos Aires de 
11 de Enero de 1001, denominada de impuesto ó la produción 
en la parte objetada en el presente j nielo, y se condena á 
dicha provincia á devolver á la parte demandante la suma 
de 7tJ0.~iU $ ÍW clv. m n , con mas sus intereses desde el dia de 
la notificación de la demanda, á estilo de los que cobra el Itaa- 
00 de la Nación en sus operaciones ordinarias de descuento, 
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debiendo dicho pago hacerse en el término de diez día»; y 
las costas del juicio. Notiriquese original y repuesto el pa- 
pel, archívese. 

A. Bbrubjo— H. r\ Dauact.— C. 
Muyas» Uacítúa. 
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Don Juan O. Vitón contra don Marca] i > íltjarti\ por rio- 
lut i/m de la fey electoral; sobre inwnatítucwnatirfad del 
art. 9 a de ta ley numero 4578, 

Smnarto.—E\ Congreso de la Nación no esta obligado a con- 
ferir i los jueces federales toda la jurisdicción que ellos 
deben ejercer, en general, con arreglo al art. 100 de ta 
Constitución Nacional. 

2* El art. 9 de la ley aún), no es repugnante a la Oona* 
tituciún Nacional. 

Vaso. -Lo explican las piezas siguientes: 

fsckito 

Señor Juez Federal: 
Antonio C. Frers por don Juan P. Viton en la causa d*s 
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este último contra don Marcelino Ugarte por el delito de 
corrupción electoral y oíros conexos ú V. K. como mejor pro- 
ceda digo: 

I a Que pido á V. E. se sirva mandar se uie tetina por parte 
en este proceso, en mérito del poder ijue en testimonio y en 
legal forma exhibo, constituyendo domicilio legal en mi es- 
tudio calle de Reconquista núm. 07. 

*¿" (¿ne fecho se sirva V. B, disponer sea citado el reo me- 
díante exhorto al señor Juez Kederal de la ciudad de Ln Pinta 
Á ün de que comparezca ante V. K el día y liom que se sirva 
designar, para que conteste esta querella 

Todo sin (na? sustanciadlo, que 

bis justicia, etc. 

Antonio C. Frers 

DBOBBTO ÜKL JUKZ FKUKJIAI. 

Du«nvi Airea. A*>utg U d» 1945. 

Ku lo principal; al primer punto téngasele por parteen mé- 
rito del testimonio de poder presentado y por constituido el 
domicilio que se indica; al segundo: atento lo dispuesto en el 
*rt. 9 de la ley 4578, no ha lugar; al otro si como se pide. 

Astigiteta. 

Al ! Tu OK LA CANAItA FBOKUAL 

Bnonoi Airei. Oetubr* V út lWfi. 

Y vistos, para resolver los recursos interpuestos en el es- 
crito de ís. 24 contra el auto de f». 2'i vta, 
Y Considerando: 
I a Que el art. 9° de la ley núm. 4578, impugnado en su se 
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gumía parte por el recurrente, no es contrario al arU 16 de la 
Constitución Nacional, porque él no sustrae, como se pretende» 
á los funcionarios públicos que indica, á las disposiciones 
penales ni al juicio de 1* * tribunales nacionales, limitándose 
á establecer una regla de procedimiento de carácter previo á 
la trttmitwcióti del juicio, cuando el acusado ocupa un cargo 
público al que correspondan determinadas prerrogativas ó 
inmunidades y mientras desempeña tales funciones, sin que 
M requisito pueda importar su exclusión de las leyes penales 
á las que se bailan sujetos como todo el resto de los habitan- 
tes, frir otra parte, las inmunidades que reconoce y ampara 
no importan prerrogativas ú favor de personas determinadas, 
sino garantías de que se rodea el ejercicio de funciones y car- 
gos públicos y de las que gozan y pueden gozar por igual 
todos los que lleguen al desempeño de esos cargos. 

2° Que tampoco se halla en oposición con el art. 45 de la 
Constitución Nacional, por cuanto éste se limita á establecer 
el juicio político ante el Honorable Senado, para los funcio- 
narios d«t orden nacional que el determina, sin que ello im- 
porte negar ó desconocer a las provincias la misma facultad 
con relación á sus propias autoridades. 

El art. 9" de la ley citada no incluye á las autoridades 
provinciales eu la disposición del artículo constitucional, no 
pudinndo por consiguiente considerarse como una ampliación 
del misino 

3" Que tampoco importa la disposición impugnada una abdi- 
cación por parte de la nación de la facultad de penar á los 
que delincan contra sus leyes, desde que los funcionarios 
provinciales á que ella se refiere quedan siempre sujetos 41a 
Banción penal, previo su desafuero por las legislaturas provin- 
ciales, ó sin tal requisito cuando cesan eu el ejercicio de sus 
funciones. 

4* Que el art. 9, en su parte impugnada, no ka hecho mas 
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que establecer explíci tatúente en la ley reglamentaria lo que 
■e hallaba ya implícitamente oom prendido en loa aru. 104 y 
105 de la Constitución, bajo la* condiciones establecidas en 
el art. 5° de las misinos. En efec to, por el art. 101 las pro- 
vincias conservan todo el poder no delegado al Gobierno Fe- 
deral, y no existe disposición alguna constitucional que atri- 
buya á éste el juzgamiento de las autoridades provinciales. 

El art. 105 establece que las provincias se dan sus propias 
instituciones, rigiéndose por ellas, eligiendo sus gobernadores 
y legisladores sin intervención alguna del Gobierno Federal, 
quien les garante el goce y ejercicio de las mismos en las 
condiciones establecidas en el art. 5'. 

Es pues en concordancia con tales disposiciones que debe 
interpretarse lo dispuesto en Los arts. 100 y 101 de la Cons- 
titución, que establecen la jurisdicción y competencia de los 
tribunales federales, siendo de notarse que en ninguno de 
ellos se bullan comprendidos los funcionarios del orden pro- 
vincial. 

5" Por último, el proyecta de Constitución de 1853, eu su 
art. 41 incluía entre tos funcionarios sometidos al juicio po- 
lítico ante el Honorable Senado de >a Nación á los goberna* 
dores de provincia, Uil conclusión fué impugnada como aten» 
tatoria á los autonomías provinciales, quedando, nu obstante, 
establecida en la Constitución sancionada. La reforma propues- 
ta en 1H4JU por la Convención de la Provincia de liuenus Aires, 
suprimió tal disposición no pudiendo concebirse que tal su- 
presión importara someter & d ¡olios funcionarios provinciales 
a la autoridad y jurisdicción délos tribunales por cuanto co- 
mo se ha establecido en el considerando anterior, no se ha- 
llan comprendidos, en mérito de las funciones que desempe- 
ñan, en el fuero federal establecido por los art. 100 y 101 de 
ta Constitución según lo tiene resuelto la Extua. Suprema Cor- 
te en sus fallos Tomo IX pág. 337 y tomo XVI pág. 70 
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Por estos fundamentos, y bus concordantes del dictamen 
fiscal no se hace lugar til recurso de nulidad, confirmándose 
el auto apelado de t'. 2'i vía. con costas. 

Notando el Tribu nal que ios conceptos vertidos por el re- 
currente subrayados en el escrito de f. son irrespetuosos para 
el Honorable Congreso de la Nación, téxtese por secrt.aria. 
Hágase saber y devuélvanse los autos al Juzgado de su pro- 
cedencia donde se repondrán los sellos. 

Angel D. Rojas — G. Ferrer,— 
Agustín U rdinarrain . 

IHÜTÁMKN DRL SkSoR PROCURA DO» GKNKRAL 

Suprema Corte: 

Lu parte recurrente objeta, en primer término, la inconsti- 
tucionalidad del art lf" de la ley 4578, diciendo que crea, á 
favor de una categoría determinada de delincuentes, los aco- 
modados eu los puestos oficiales, un fuero completo mente es- 
pecinl y privilegiado, con flagrante violación del art 10 de la 
Constitucional Nacional, que los prohibe expresamente, como 
una consecuencia del gran principio de igualdad ante la ley 
en que reposa nuestro rcgiuieu político. 

VA art. 1(> de la curta l'umluitientnl al declarar que la Na- 
ción Argentina no admite prerrogativas de sangre, ni de na- 
cimiento; que m uay en ellas fueros personales ni títulos de 
nobleza; que toilos sus habitantes son ¡guales ante la ley etc., 
consagra ta igualdad de las personas eu su calidad de tales, 
en armonía con las declaraciones contra la esclavitud y con 
la gtirantia individual que tiene cada habitante de la Repú- 
blica, para ser juzgado por sus jueces naturales designados 
por la ley , establecidas aquellas en los art 15 y 18 de la mis- 
ma Constitución, 
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Se establece así la igualdad en el goce de los derechos ci- 
viles, puesto que todos los habitantes, sin distinciones, se 
colocan en situación de que sus derechos les sean tomados y 
pro tejidos de la misma manera. 

La teoría del art lü consiste en que, la libertad de cada 
hombre es igual á la de lo» de unís: que todo* los seres huma- 
nos, que habitan el territorio; ainparadoa por la soberanía 
nacional, son ¡goales aute la ley, en sus derechos y privile- 
gios y capacidad legal ó como lo dice Cooley, en sus princi- 
pios relativos a la Constitución de lus Estados Unidos de Ame 
rica: *Toda persona, que pnr ruin, degradada pobre que 
t sea, tiene derecho para que sus derechos sean sometidos a 
■ las mismas leyes generales que gobiernan a los otros: uu 
« presunto pobre tiene tanto derecho para ser oído antes de 
< que sea enviado al hospicio, como lo tiene cualquiera otra 
% persona cuya libertad está amenazada». 

El art. 9" de la ley impugnada, que es de forma en cuan tu 
por ella prescribe el Congreso, el procedimiento a seguir en 
tos casos de acusación como el de que se trata, establece un 
trámite ó privilegio especial, rió en favor de la persona del 
gobernador acusado, ai mí eu garantía de las funciones que 
desempeña, porque ello interesa vivamente al orden social 
ereado por la misma constitución. 

Las provincias, como entidades autónomas, dado nuestro 
régimen de gobierno, están guraut izadas en éi goce de sus 
instituciones, mientras ellas se organicen con sujeción a los 
principias, declaraciones y garantías de la Constitución Na 
eional, como lo deeKra el articulo »" de esta última. 

Y seria realmente menoscabar tales garantías si fuese a 
perturbarse, con el ar esto de un gobernador de provincia, ^ue 
depende de la legislatura local, el juego regular y armónico 
de los poderes provinciales. 

Las inmunidades cun que el Poder Legislativo de una Pro- 
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vincia rodea al gobernador de la misma, no apoyan la per- 
sona privada de este funcionario, sinó que amparan lúa Tud- 
uiunes pública» i)ue él ra i s mu desempeua. 

Así se comprende que, en homenaje á las funciones y nó 
á la persona, se requiere el despojo de las inmunidades que 
tiene como gobernador, para someterlo á la acción natural 
>le los jueces. 

Tal interpretación del art Iti, es la que surge de sus aa- 
tecentes jurídicos, si se tiene présenle que dicho precepto es 
correlativo con la enmienda U de la Constitución ile Estados 
Un idus. 

Kn efecto, esta eumieuda tuvo por objeto protejer á los es- 
clavos emancipados en sus derechos, como hombres libres, é 
impedir las distinciones en contra de ellos por tazón de su 
color, por cuanto una distinción semejante hubiese sido la ne- 
gación de la protección por igual de la ley. 

Más tarde, en la Constitución Norte Americana, la enmienda 
no se limitó, en sus efectos á amparar á las personas de color, 
si no que todas las personas en los Estados Unidos, son prote- 
gidas por sus disposiciones y la palabra «persona» abarca 4 
los habitantes todos del país, residentes traseuutes, extrange" 
ros y ¡í las personas jurídicas. 

Pero, la unrantia de ir/nal protección no debe entenderse 
en el sentido de que toda persona en Estados Unidos, ha 
de poseer igualmente los misinos derechos y privilegios ^ae 
toda otra cualquiera. La enmienda tiene eu vista clase* de 
personas y la protección dada por la ley debe considerarse 
igual, como Lo eusena* 'os comentaristas de la Constitución 
Norte Americana, «asi todas las personas de la misma clase 
« son tratadas de la misma manera, bajo circunstancias y 
« condicioues análogas, tanto respecto al privilegio conferido, 
* como respecto ¿ las obligaciones impuestas.* 

En el suhjttdice, el privilegio que crea el art. 9» de 
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de la ley 1578 es igual para lodos los gobernadores de pro- 
vincia, que son las clases de f uncimarius sobre los cuales le- 
gisla. No repugna a la igualdad en la protección de los de- 
rechos que consagra, con los alcance* señalados, el art. lü 
de la Constitución Nacional, 

Bn segundo lugar, se arguye que la ley 457fl constituye una 
verdadera re furnia al art 45 de l» Constitución Nacional, que 
menciona taxativamente los funcionarios que tienen el privi- 
legio de la inmunidad, entre los cuules no figuran tos gober- 
nadores de provincia. 

Dicho precepto constitucional se leliere ú loa funcionarios 
que deberán ser juagados en juicio político, diciendo: «Solo 
« ella {la ' 'Amara de Diputados) ejerce el derecho de acusar 

* ante el Senado al Presidente, Vice Presidente, sus Minis- 
« tros y á bis inieuibros de la Corte Suprema y demás Tribu- 
« nales interiores de la Nación, en las cansas de responsabi- 
« lidad que se intenten ooulra ellos, por mal desempeño ó 

* por delito en el ejercicio de sus ¿unciones ó crímenes 
< comunes ríe haber conocido cu ellos y declarado haber lu- 

* gar á la formación de causa, por mayor i a de las dos terceras 
■ partes de sus miembros presentes.» 

Se trata, en el cnso sub jndiee, de un proceso criminal pro- 
movido contra el ye ñor (jone mador de la Provincia de Hue- 
noa Aires don Marcelino ligarte por violación á la ley de 
elecciones nacionales. 

Y como la querella se promueve, precisamente, contra un 
funcionario que goza de las inmunidades establecidas en el 
art. 45 de la Constitución Nacional, en mérito de lo dispuesto 
en el art. 1¡8 de la Constitución de la Provincia de su mando, 
el art. lt" de la ley 4578 impugnado por el recurrente, dispu- 
ne que previamente, le sean levantadas tales inmunidades pol- 
la Legislatura de la misma Provincia. 

La circunstancia de que los Gobernadores no están incluidos 
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entre los funcionarios que menciona el referido precepto de 
la carta fundamental de la Nación, como que necesitan ser 
acusados ante el Senado Nacional, como lo estaban en la cons- 
titución del 5:1, tu ni poco puede iuvocurse como argumentos de 
lo inconstitucional idod de la ley 4578. 

Pues, bastaría considerar que esta ley del Congreso, res* 
petando las inmunidades que los gobernadores tienen con 
arrecil a las constituciones locales, respeta las garantías con- 
sagradas en La misma caria fundamental tie la Nación, por- 
que, con sujeción al art. 105 las Provincias se dan sus pro- 
|)ias instituciones locales y se rijen por ellas. Elijen sus 
gobernadores, sus legisladores y demás función» ríos de Pro- 
vincia sin intervención del Gobierno íedtrul. 

Al Congreso, una de las tres ramas del Gobier no Kedcrnl, 
no le es dadu intervenir, por medio de una ley penal como la 
4578, para colocar bajo la acción reprensiva de I» justicia na- 
ción» I, a Gobernadores de Provincia, elegidos directamente 
por el pueblo, que representan la soberanía local. 

Por otra parte, según el art. 10Ü de la Carla Fundamental, 
cada Provincia se dicta su propia Constitución con forme a lo 
dispuesto eu el arC, 5- de la misma, es decir, «bajo el siste- 

* nía representativo republicano, de acuerdo con los principios 

* declaraciones y garantías de la Constitución Nacional y que 

* asegure su administración de justicia, su régimen munici- 
< y la educación primaria, condiciones estas, bajo las cunles 
« el Gobierno Nacional, garante a cada provincia el goce y 

* ejercicio de sus instituciones.» 

De lo contrario, los gobernadores elegidos por el pueblo de 
las provincias, cesarían en su mandato local, con el solo he- 
cho de someterlos á ta inmediuta jurisdicción de los tribuna- 
les federales con lo que quedaría burlada la autonomía elec- 
tiva de las provincias, adoptada en nuestro régimen poHtico. 

Cualquiera que se lu gravedad de los hechos que consten 
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en lo Actuado, el Gobernador de la Provincia do Buenos Airea, 
nombrado sin intervención alguna del Gobierno Federal, con 
sujeción al precepto claru é interdi versa ble del art, 105 de la 
constitución, delegado de un poder independíenle y, «onio tul, 
amparado por las ínmuni ades del art. 48 de la constitución 
local, no puede, mientra* dure, en el desempeño de su man- 
dato, ser criminal mente enjuiciado ante el Poder Judicial de 
la Nación, sin que, por este solo hecho, quedase destruida la 
independencia de Ion poderes provinciales, que es necesario 
al régimen de una constitución federal. 

Asi lo luí declarado V. í¡. en el fallo i|ue se registra en 
la página 5-í7 del tomo \) n de los Tallos, con motivo de Una 
acusación iuiciuJn contra el Gobernador de 8uu Luís, don 
Rufino Lucro Sosa, por el Procurador Piscal de Sección, 
entre varios otros. 

De manera que con sujeción á los antecedentes expuestos, 
lejos de resultar viotatorto de la Constitución Federal el art. 
H 1 de la ley 4578, es realmente respetuoso de la soberanía 
local, amparada por el sis te uta d* la misma Constitución 
Federal. 

Por último, el apelante sostiene la incmistitueionulidad del 
citado art- i* de la ley 4578, diciendo que ella inviste á lus 
Legislaturas de Provincia del monstruoso poder de decidir, 
antes que los jueces de la causa, si hay lugar á las formacio- 
nes de ella, haciendo abdicar á la Nució» de la preciosa la- 
cuitad de reprimir las violaciones á La ley electoral, con 
menoscabo de la garantía del art. KK) de la Constitución Na- 
cional, que atribuye n los jueces federales el conocimiento 
\ decisión de las cansas sobre elecciones nacionales, 

Pero establecido anteriormente que las inmunidades crea- 
das en el art. Ii8 de la Constitución de la Provincia de li nenos 
Aires y respetadas por la ley 4578, están consagradas en los 
principios del régimen político federal, que establecen los 
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art. -V. ÍO.> y lOfi ile U cartn rtinilaiuental ilnl Kstndo y abo- 
narlas por la jurisprudencia (le V. VI resulta lógicamente 
,|ue no es exacto que la Nación abdique de la facultad de re- 
primir los delitos electorales, mediante aquella ley,. 

La jurisdicción federal, en materia judicial establecida en 
el art. 100 de la Constitución Nacional, sobre todas las cansas 
que versen sobre puntos raidos por la Constitución y las le- 
yes de la Nación, como la núiu. 1578, no se ha modificado, 
bajo aspecto alguno, por esta úl lima ley. 

El requisito que ella exige, en armonía con los citados 
preceptos de la Constitución Nacional, de que loa Goberna- 
dores «lo Provincia sean previamente despojados, por las Le- 
gislaturas locales, de las inmunidades de que g*>/,in, no tiene 
por objeto desconocer la competencia del fuero federal para 
conocer del caso sub judice, desde que, precisamente tal re- 
quisito, es para someter, los funcionarios indicados, n la ju- 
risdicción de los jueces nacionales. 

El art. lüí de la Carta Fundamental, al disponer que «las 
< Provincias conservan todo el poder no ^ele-indo por ellas 
* mismas al Gobierno Federal» en armonía con el art. 105 
que reconoce á las Provincias, como be dicho, el dcreclio á 
darse sus propias instituciones locales y ó regirle por ellas, 
así como A elegir ó sus gobe madores, legisladores y demás 
funcionarios de provincia, sin ninguna intervención del Poder 
Federal de la Nación, reconocen, en una forma clara y sin lu- 
gar á dudas, que las garantías con que las eonsl i iliciones lo- 
cales aseguran el jufcgo regular de los poderes de sus gobiernos 
emanan de la Constitución Nacional de In Kepñbliea. biijo el 

régimen federativo. 

En el caen del arl. &* de la ley 4#t8. al requerirse como ¡He- 
dida previa, que la Legiels tora local, levante los prerrogati- 
vas constitucionales del gobernador de la provincia de Bue- 
nos Aires para entregarlo a la acción de loa jueces creados por 
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el citado art. 100 de la Constitución, no existe precepto de 
la Constitución, que prohiba aquel requisito, que. por otra 
parte* se encuentra establecido en el art. ü8 de la Constitu- 
ción local. 

La justicia nacional se avocará en su oportunidad el pro- 
ceso. Se concilian asi, el principio autonómico local, con el 
respeto á la jurisdicción del Tuero federal llamado á conocer, 
como desde ya conoce en los incidentes aquel proceso. 

Por lo expuesto y concordantes de la sentencia recurrida 
de fs. 4Ci pido al V. K. se sirva declarar que el art. 9 de la ley 
4578, no es violatario de las citadas cláusulas de la Constitución 
de la Nación, con firmando aquella en todas sus partes. 

Julio Botet. 

FALLO Ii K LA SVPREUA CORTK 

Buouoi Aire*. Harto 2u 4* Iwi 

Visto el recurso entablado por don Juan D. Vi too, contra 
sentencia de U Cámara Federal de la Capital, en la causa 
que sigue contra don Marcelino U garle, por violación á la ley 
electoral y considerando: 

(¿ue el congreso de la Nación nu está obligado á conferir á 
los jueces federales toda la jurisdicción que ellos deben ejer- 
cer, en general, con arreglo al art. 100 de la Constitución 
Nacional (Pallo de esta Corte de Junio 30 de 1004 causa Al- 
cántara V. Ortiz de llozus y precedente-: alli invocados). 

Que con mas indiscutible autoridad, ba podido el misino 
Congreso subordinar la jurisdicción de dichos jueces á forma- 
lidades que constituyan una limitación de menor alcance y 
trascendencia para el fuero federal. 

t¿ue, en su consecuencia, y* del punto de vista de la doc- 
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trina mencionado, ya de la que informa el fallo de es tu Corte 
que se registra en el Tomo 9 pa^. 3:í7, y otros, el articulo 9° 
de la ley 1578, no es repugnante á la Coustituoidn Nacional. 

Por esto) fundamentus, los GOnc rdautes de la tentencta 
recurrida de is. iü y del dictamen del señor Procurador Ueneral 
se conlirma aquella, en la parte que es materia del recurso. 
Notiliquese original y devuélvanse, 

A, Hehmkjo,— Nicanor G, del 

tiULAR, — Bt£. P. UaHACT.— C. 
MOYAKO GACITÚA. 



